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I. ASISTENCIA

Asistieron las señoras y los señores:

--Allamand Zavala, Andrés

--Allende Bussi, Isabel

--Chahuán Chahuán, Francisco

--Coloma Correa, Juan Antonio
--De Urresti Longton, Alfonso
--Espina Otero, Alberto

--García Ruminot, José
--García-Huidobro Sanfuentes, Alejandro
--Goic Boroevic, Carolina
--Guillier Álvarez, Alejandro

--Horvath Kiss, Antonio

--Lagos Weber, Ricardo

--Larraín Fernández, Hernán

--Letelier Morel, Juan Pablo
--Matta Aragay, Manuel Antonio
--Montes Cisternas, Carlos
--Moreira Barros, Iván

--Muñoz D´Albora, Adriana
--Ossandón Irarrázabal, Manuel José
--Pérez San Martín, Lily

--Pérez Varela, Víctor

--Prokurica Prokurica, Baldo

--Quintana Leal, Jaime
--Quinteros Lara, Rabindranath
--Tuma Zedan, Eugenio
--Van Rysselberghe Herrera, Jacqueline
--Von Baer Jahn, Ena

--Walker Prieto, Ignacio

--Walker Prieto, Patricio

--Zaldívar Larraín, Andrés

Actuó de Secretario General el señor Mario Labbé Araneda, y de Prosecretario, el señor José Luis Alliende Leiva.
II. APERTURA DE LA SESIÓN



--Se abrió la sesión a las 16:21, en presencia de 14 señores Senadores.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- En el nombre de Dios y de la Patria, se abre la sesión.
III. CUENTA
El señor ZALDÍVAR, don Andrés  (Presidente).- Se va a dar cuenta de los asuntos que han llegado a Secretaría.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- Las siguientes son las comunicaciones recibidas:

Mensajes



Treinta de Su Excelencia la Presidenta de la República:


Con los dieciséis primeros retira y hace presente la urgencia, calificándola de “suma”, para la tramitación de los siguientes proyectos de ley:


1) El que reforma el Código de Aguas (boletín Nº 7.543-12).



2) El que establece el Sistema Nacional de Emergencia y Protección Civil y crea la Agencia Nacional de Protección Civil (boletín Nº 7.550-06).


3) El que modifica la Ley General de Telecomunicaciones, para establecer la obligación de una velocidad mínima garantizada de acceso a Internet (boletín Nº 8.584-15).


4) El que instaura el día 12 de marzo de cada año como el Día Nacional del Trabajador Papelero (boletín Nº 8.875-13).


5) El que crea el Instituto Nacional de Desarrollo Sustentable de la Pesca Artesanal y de la Acuicultura de Pequeña Escala, INDESPA (boletín Nº 9.689-21).



6) El que determina conductas terroristas y su penalidad y modifica los Códigos Penal y Procesal Penal (boletines Nos 9.692-07 y 9.669-07, refundidos).


7) El que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (boletín Nº 10.126-15).


8) Sobre transparencia del mercado del suelo e incrementos de valor por ampliaciones del límite urbano (boletín Nº 10.163-14).



9) El que establece un Sistema de Garantías de los Derechos de la Niñez (boletín Nº 10.315-18).



10) El que moderniza y fortalece el ejercicio de la función pública del Servicio Nacional de Pesca (boletín Nº 10.482-21).


11) El que modifica la ley Nº 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica, en lo que respecta al tratamiento de los antecedentes recopilados por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura (boletín Nº 10.883-17).


12) El que crea un mecanismo de estabilización del precio del cobre para la pequeña minería (boletín Nº 10.995-08).



13) El que modifica la ley Nº 16.744, que establece normas sobre accidentes del trabajo y enfermedades profesionales, con el objeto de eliminar la distinción entre empleados y obreros (boletines Nos 11.053-13 y 11.103-13, refundidos).



14) El que modifica el Código Tributario con el objeto de establecer un plazo para informar al Servicio de Impuestos Internos las modificaciones importantes de los datos de la declaración de inicio de actividades (boletín Nº 11.120-05).



15) El que regula la elección de gobernadores regionales y realiza adecuaciones a diversos cuerpos legales (boletín Nº 11.200-06).



16) El que otorga una bonificación adicional por retiro al personal académico, directivo y profesional no académico de las universidades del Estado y faculta a estas para conceder otros beneficios transitorios que indica (boletín Nº 11.271-04).



Con los catorce siguientes retira y hace presente la urgencia, calificándola de “simple”, para la tramitación de las siguientes materias:


1) Proyecto que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile (boletín Nº 6.191-19).


2) Proyecto de ley relativo al fortalecimiento de la regionalización del país (boletín Nº 7.963-06).


3) Proyecto de ley que regula entrevistas grabadas en vídeo y otras medidas de resguardo a menores de edad víctimas de delitos sexuales (boletín Nº 9.245-07).


4) Proyecto de reforma constitucional que establece que los crímenes y delitos de guerra, lesa humanidad y genocidio no pueden prescribir ni ser amnistiados (boletín Nº 9.748-07).


5) Proyecto que adecua la ley penal en materia de amnistía, indulto y prescripción de la acción penal y la pena a lo que dispone el derecho internacional respecto de los delitos de genocidio, de lesa humanidad o de guerra (boletín Nº 9.773-07).


6) Proyecto que modifica la Ley de Tránsito y la ley Nº 18.287, con el fin de adoptar medidas de seguridad y control en lo relativo a los medios de pago del transporte público remunerado de pasajeros, establecer sanciones, crear un registro de pasajeros infractores y modificar normas procedimentales (boletín Nº 10.125-15).


7) Proyecto de ley que previene y sanciona los conflictos de intereses, y modifica normas sobre inhabilidades e incompatibilidades en el ejercicio de la función pública (boletín Nº 10.140-07).


8) Proyecto que modifica la Ley de Tránsito para incorporar disposiciones sobre convivencia de los distintos medios de transporte (boletín Nº 10.217-15).



9) Proyecto de ley que reduce los aranceles para la importación de mercancías que contribuyen al crecimiento verde y al desarrollo sostenible (boletín Nº 10.394-05).


10) Proyecto de acuerdo que aprueba el “Tratado sobre el Comercio de Armas de las Naciones Unidas”, adoptado en Nueva York, el 2 de abril de 2013 (boletín Nº 10.480-10).


11) Proyecto que modifica la ley Nº 20.357, que tipifica crímenes de lesa humanidad y genocidio y crímenes y delitos de guerra, para incorporar el delito de agresión y extender los crímenes de guerra a conflictos no internacionales (boletín Nº 10.665-07).


12) Proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación (boletín Nº 11.101-19).


13) Proyecto que crea el Servicio Nacional de Reinserción Social Juvenil e introduce modificaciones a la ley Nº 20.084, sobre Responsabilidad Penal de Adolescentes, y a otras normas que indica (boletín Nº 11.174-07).


14) Proyecto de ley que regula la declaración de un día como feriado regional (boletín Nº 11.349-06).


--Se tienen presentes las calificaciones y se manda agregar los documentos a sus antecedentes.

Oficios



De Su Excelencia la Presidenta de la República, con el que comunicó su ausencia del territorio nacional entre los días 19 y 23 del presente para dirigirse en visita oficial a los Estados Unidos de América para participar en la septuagésima segunda Asamblea General de las Naciones Unidas.


Informó que durante su ausencia será subrogada por el Ministro del Interior y Seguridad Pública con el título de Vicepresidente de la República.



--Se toma conocimiento.


Dos de la Honorable Cámara de Diputados:


Con los que comunica que ha aprobado los siguientes proyectos de acuerdo:



-El que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Marruecos sobre Exención del Requisito de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales, Especiales y de Servicio”, suscrito en Nueva York, el 20 de septiembre de 2016 (boletín Nº 11.347-10) (Véase en los Anexos, documento 1).


-El que aprueba el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Sudáfrica sobre exención del requisito de visa para titulares de pasaportes diplomáticos u oficiales”, suscrito en Pretoria, el 1 de septiembre de 2016 (boletín Nº 11.348-10) (Véase en los Anexos, documento 2).


--Pasan a la Comisión de Relaciones Exteriores.



Del Excelentísimo Tribunal Constitucional:



Remite sentencia pronunciada en el requerimiento de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto del artículo 12 de la ley Nº 17.322, que fija normas para la cobranza judicial de cotizaciones, aportes y multas de las instituciones de seguridad social.



--Se manda archivar el documento.



Adjunta resoluciones dictadas en los requerimientos de inaplicabilidad por inconstitucionalidad respecto de las siguientes disposiciones:



-Artículos 145 y 161 de la Ley General de Urbanismo y Construcciones.



-Artículo 277 del Código Procesal Penal.



-Artículo 1º, inciso segundo, de la ley Nº 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad.



-Artículo 1º, inciso segundo, de la ley Nº 18.216, que establece penas que indica como sustitutivas a las penas privativas o restrictivas de libertad, y el artículo 17 B, inciso segundo, de la ley Nº 17.798, que establece el Control de Armas.


--Se remiten los documentos a la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento.



Del señor Ministro de Desarrollo Social:



Adjunta respuesta, enviada en nombre del Senador señor Bianchi, sobre posibilidad de aumento del estipendio otorgado a los cuidadores del “Programa de Atención Domiciliaria a Personas con Dependencia Severa”, del Ministerio de Salud.


Del señor Ministro de Obras Públicas:



Atiende solicitudes, enviadas en nombre del Senador señor García, para informar sobre lo siguiente:


-Estado de ejecución del camino Barros Arana-Almagro, de la comuna de Teodoro Schmidt.


-Proyecto de doble vía que une a Vilcún y Cajón con la comuna de Temuco.


Envía antecedentes sobre las medidas adoptadas para la mantención y reparación de la infraestructura de la Caleta Portales de Valparaíso, consulta expresada en nombre de la Senadora señora Allende.


De la señora Ministra de Salud:



Responde inquietud, planteada en nombre de la Senadora señora Van Rysselberghe, sobre el número de pacientes en listas de espera GES y los tiempos de promedio en el caso de cáncer de mamas.


Del señor Superintendente de Seguridad Social:



Contesta requerimiento, expedido en nombre del Senador señor Matta, acerca de materias de seguridad y salud de los conductores de buses del Transantiago. 


Del señor Superintendente del Medioambiente:



Atiende consultas del Senador señor De Urresti, acerca de las medidas que se adoptarán ante la denuncia respecto a la destrucción de un humedal y del vertimiento de aguas servidas al lago Panguipulli.


Del señor Alcalde de Peñaflor;



Informa sobre la formulación del nuevo plan regulador comunal, materia consultada en nombre del Senador señor Girardi.



Del señor Director Nacional del Servicio Nacional de Geología y Minería:



Anexa antecedentes relativos a los peligros geológicos producidos por los incendios forestales que afectaron la zona centro sur del país, consulta realizada en nombre del Senador señor Navarro.


Del señor Gobernador de Huasco:



Da respuesta a requerimiento, formulado en nombre del Senador señor Prokurica, en cuanto a las cámaras de seguridad municipales y dotación de carabineros de la Subcomisaría de Carabineros de dicha localidad.



--Quedan a disposición de Sus Señorías.

Informes


De la Comisión de Vivienda y Urbanismo, recaído en el proyecto, en tercer trámite constitucional, que modifica decreto ley Nº 2.695, de 1979, para resguardar derechos de terceros en relación con la regularización de la pequeña propiedad raíz (boletín Nº 10.802-12) (Véase en los Anexos, documento 3).


De la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía, recaído en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica, en lo que respecta al tratamiento de los antecedentes recopilados por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura (boletín Nº 10.883-17) (con urgencia calificada de “suma”) (Véase en los Anexos, documento 4).


De las Comisiones de Obras Públicas y de Hacienda, recaídos en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y modifica las normas que señala (boletín Nº 10.126-15) (con urgencia calificada de “suma”) (Véanse en los Anexos, documentos 5 y 6).


Segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones e informe de la Comisión de Hacienda, recaídos en el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile (boletín Nº 6.191-19) (con urgencia calificada de “simple”) (Véanse en los Anexos, documentos 7 y 8).


--Quedan para tabla.

El señor ALLIENDE (Prosecretario).- En este momento, han llegado a la Mesa los siguientes documentos:

Moción



De los Senadores señores Araya, Montes, Ignacio Walker y Zaldívar, con la que dan inicio a un proyecto que modifica el artículo segundo transitorio de la ley Nº 20.845, de inclusión escolar que regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado, para postergar por un año la obligación de los sostenedores particulares que no estén organizados como persona jurídica de cambiar la naturaleza de esta (boletín Nº 11.446-04) (Véase en los Anexos, documento 9).


--Pasa a la Comisión de Educación y Cultura.

Informe



De la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriado el día 2 de octubre para la Región de Los Ríos (boletín Nº 9.606-06) (Véase en los Anexos, documento 10).



--Queda para tabla.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la Cuenta.

)----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Pido el asentimiento de Sus Señorías para que la Comisión Mixta encargada de resolver las divergencias entre el Senado y la Cámara de Diputados suscitadas a raíz del proyecto que crea el Sistema de Educación Pública pueda funcionar hoy en paralelo con la Sala, a partir de las 16:30, a efectos de su constitución.



¿Habría acuerdo?



--Se autoriza.

La señora VON BAER.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

La señora VON BAER.- Señor Presidente, solicito que recabe la autorización de la Sala para tratar sobre tabla el proyecto que declara feriado el día 2 de octubre para la Región de Los Ríos.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para acceder a lo solicitado por la Senadora señora Von Baer?

La señora ALLENDE.- ¡Pero sin debate, señor Presidente!

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, trataremos dicha iniciativa como si fuera de Fácil Despacho en el primer lugar del Orden del Día.



--Así se acuerda.

)-----------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores y señoras Senadoras, en la sesión anterior quedó pendiente fijar un plazo para presentar indicaciones al proyecto de ley que crea el Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación. Se propone el próximo jueves 28 de septiembre.

El señor LARRAÍN.- Estamos muy encima, señor Presidente. ¿Por qué no se establece el primer lunes de octubre?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Resolvemos después lo relativo al plazo para indicaciones. 



Ahora trataremos la iniciativa sobre feriado para la Región de Los Ríos.

IV. ORDEN DEL DÍA

DECLARACIÓN DE 2 DE OCTUBRE COMO FERIADO PARA REGIÓN DE LOS RÍOS

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Según lo recién acordado, corresponde tratar, como si fuera de Fácil Despacho, el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que declara feriado el día 2 de octubre para la Región de Los Ríos, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



--Los antecedentes sobre el proyecto (9.606-06) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite: sesión 71ª, en 29 de noviembre de 2016 (se da cuenta).


Informe de Comisión:


Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 48ª, en 20 de septiembre de 2017.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objeto de la iniciativa es declarar feriado el 2 de octubre para la Región de Los Ríos.



La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió el proyecto en general y en particular por tratarse de aquellos de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señora Von Baer y señores Espina y Quinteros, con una sola enmienda: restringir el feriado al presente año, sin transformarlo en feriado permanente.



El texto que se propone aprobar se consigna en la página 6 del informe de la Comisión.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Hago presente a la Sala que en las tribunas nos acompaña el señor Intendente de la Región de Los Ríos.

El señor DE URRESTI.- Y también algunos consejeros regionales.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo en aprobarlo?

La señora ALLENDE.- ¡Sin debate!

El señor LARRAÍN.- Votemos, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si le parece a la Sala, abriremos la votación.



Acordado.



En votación.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor De Urresti.

El señor DE URRESTI.- Señor Presidente, Honorable Sala, en primer lugar, saludo al Intendente de Los Ríos, señor Ricardo Millán, y también a los Consejeros Regionales señores Eduardo Hölck y Luis Armando Quezada, quienes han venido en representación de los 14 cores y, además -según tengo entendido-, de los alcaldes y de un conjunto de dirigentes y ciudadanos de la Región.



En segundo término, agradezco el trabajo de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización: a su Presidente, el Senador señor Rabindranath Quinteros, y a cada uno de sus integrantes, quienes han impulsado y dado celeridad a este proyecto. 



Asimismo, se encuentran presentes en la Sala los Diputados de la Región, como una señal de que hay una posición transversal al respecto.



Señor Presidente, el 2 de octubre no es una fecha casual. Ese día la Región de Los Ríos cumple diez años de existencia.



Esta es la única Región que ha nacido producto de una movilización social, producto de la participación de hombres y mujeres que durante más de cuarenta años gestionaron la posibilidad de contar con una nueva región, opción que no se concretó en su momento debido a una decisión autoritaria el año 74, cuando se constituyeron las nuevas regiones.


Detrás del nacimiento de esta Región están el Comité Nueva Región; la Asociación de Municipalidades de Los Ríos; el conjunto de parlamentarios de la zona, a quienes nos tocó participar en las distintas instancias -en lo personal, ejercí la presidencia de la Comisión de Gobierno Interior en la Cámara de Diputados-, y muchos ciudadanos y actores que se hicieron presentes y dieron su aporte para poder concretar el objetivo.


El 2 de octubre es una fecha que vincula e identifica a las doce comunas de la naciente Región, porque ese día en el año 2007 se dio inicio a la Región de Los Ríos. Es una fecha consensuada, que une a todos y cada uno de sus integrantes.


Muchas veces en las distintas regiones existen inconvenientes a la hora de establecer una fecha unitaria para todo el territorio. Generalmente, ella está dada por una fiesta religiosa, por la conmemoración de alguna fundación o determinada gesta militar. 


En cambio, nosotros tenemos el 2 de octubre de 2007, la fecha en la cual se instala esta Región, luego de seis meses a cargo de una delegación presidencial, figura que se reprodujo después en el caso de la Región de Ñuble, que también contó con un plazo previo, aunque mayor: un año.



Quiero indicar que la idea de este feriado, como el propio texto lo indica, es fijarlo por una sola oportunidad, a propósito de conmemorarse diez años. Ello está vinculado a las nuevas prerrogativas que se proponen en el proyecto de ley sobre traspaso de competencias, en el que se fortalece a los gobiernos regionales. Entre otras cosas, se plantea que estos, con sus intendentes o gobernadores electos y los consejos regionales, puedan determinar en conjunto las fechas de sus feriados. 



Creo que la iniciativa en estudio avanza en esa perspectiva.



Quiero saludar al Diputado señor Bernardo Berger, quien fue Presidente de la Asociación de Municipalidades de la Región de Los Ríos, y al Diputado señor Iván Flores, quien fue Delegado Presidencial y el primer Intendente que tuvo la Región, ambos presentes en el Hemiciclo. Esto demuestra la transversalidad del proyecto, que ha sido seguido, además, por toda la ciudadanía.



Por lo tanto, señor Presidente, solicito que aprobemos esta iniciativa para despacharla a su tercer trámite. Así contaremos con el lunes 2 de octubre para celebrar los diez años de la Región de Los Ríos, oportunidad en que podremos realizar un balance de los éxitos, los logros y los avances alcanzados, con un feriado para el que se han planificado un conjunto de actividades. 



Felicito al Gobierno Regional y al Intendente, que han apostado por la participación de actores locales, de artistas con identidad en cada una de las doce comunas.



Señor Presidente, estoy muy contento de que este proyecto se pueda convertir en ley de la república, por lo que agradezco a todos y cada uno de los colegas su respaldo para que el próximo 2 de octubre se celebre el primer feriado de la Región de Los Ríos.



He dicho.



--(Aplausos en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Von Baer. 

La señora VON BAER.- Señor Presidente, nosotros siempre hemos apoyado los feriados regionales, el hecho de que cada región decida en esta materia. 



En una semana y media más, el 2 de octubre, se van a cumplir diez años de la creación de la Región de Los Ríos, que nació a raíz de un fuerte movimiento ciudadano y que ha ido creciendo y afiatándose cada vez más. 


Para ese día se han preparado varias actividades desde el Gobierno Regional a fin de celebrar esa fecha tan importante.



Quiero saludar al Intendente, señor Ricardo Millán, y a los Consejeros Regionales señores Luis Armando Quezada y Eduardo Hölck, quienes nos acompañaron hoy día en la Comisión de Gobierno. Viajaron especialmente para demostrar la transversalidad tanto del proyecto que estamos votando como del sentimiento que surge al poder festejar de buena manera el próximo 2 de octubre.



Creo que esa fecha nos va a permitir no solo celebrar y contar con nuestro primer feriado regional, sino, adicionalmente, reflexionar respecto de lo que hemos avanzado como Región y dibujar el proyecto futuro que queremos para este territorio.



Quiero felicitar también a dos de los autores de la iniciativa: a los Diputados señores Iván Flores y Bernardo Berger.



Termino mis palabras, señor Presidente, diciendo algo que señalamos reiteradamente en la Comisión de Gobierno: espero que, luego de aprobar este feriado para nuestra Región de Los Ríos a fin de celebrar los diez años de su creación, el próximo feriado sea definido por el propio Gobierno Regional y que no decidamos los feriados desde el Congreso, desde la Cámara de Diputados y el Senado. 



Ojalá cada gobierno regional de manera autónoma pueda resolver, con sus municipios, con el consejo regional en pleno, probablemente con el gobernador regional electo, cuál va a ser su día feriado, para que no estemos discutiendo los feriados regionales en el Parlamento. 



Dicha decisión debiera ser genuinamente regional.


Considero que esta es una buena iniciativa, pues permite conmemorar los diez años de la creación de nuestra Región el 2 de octubre. 



Repito: espero que el Gobierno Regional de Los Ríos, con los cores que hoy día nos acompañan, Luis Armando Quezada y Eduardo Hölck, pueda definir en el próximo consejo que esa sea la fecha permanente de nuestro feriado. Confío en que tal decisión la tome el propio consejo. 



En ese sentido, señor Presidente, agradezco la votación unánime de la Comisión de Gobierno.



Imagino que tendremos una muy bonita celebración en la Región de Los Ríos, ocasión en la que también nos daremos un espacio para reflexionar respecto al desarrollo de nuestro territorio. 



Creo que una de las fortalezas que tuvo la creación de la Región de Los Ríos fue que hace diez años se pensó en un proyecto unitario, en un programa de desarrollo. Muchas de las cosas que se plantearon en ese documento se han ido cumpliendo, otras no. Por lo mismo, hay que actualizarlo. En el marco de estos diez años, confío en que podamos abrir espacios de reflexión para pensar cuáles son las materias y las obras que nos faltan, hacia dónde queremos dirigir ahora el desarrollo de nuestra Región.



Agradezco desde ya los votos favorables de las señoras y los señores Senadores para apoyar el día 2 de octubre como el primer feriado para la Región de Los Ríos.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Allamand.

El señor ALLAMAND.- Señor Presidente, en forma muy breve, quiero sumarme a lo que han expresado la Senadora Von Baer y el Senador De Urresti. 



Se encuentran presentes autoridades de la Región de Los Ríos y también los Diputados señores Flores y Berger. 



Hace diez años me correspondió participar como Senador en representación de la Región de Los Ríos, junto con el ex Presidente Eduardo Frei. Estoy seguro de representarlo ahora a él también al apoyar plenamente aquello que nuestros colegas han solicitado.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Quisiera reiterar mis saludos al Intendente de Los Ríos, señor Ricardo Millán, y a los Consejeros Regionales señores Eduardo Hölck y Luis Quezada.



Gracias por su asistencia. 



¡Se llevan el feriado en su bolsillo...!

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (23 votos a favor); no habiéndose formulado indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Coloma, De Urresti, Espina, García-Huidobro, Guillier, Horvath, Hernán Larraín, Matta, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quintana, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.



--(Aplausos en la Sala y en tribunas).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto favorable del Senador señor Chahuán. 

)---------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Señores Senadores, en sesión anterior quedó pendiente la fijación del plazo para presentar indicación al proyecto sobre creación del Ministerio de Ciencia y Tecnología.



El señor Presidente de la Comisión de Desafíos del Futuro propone el jueves 28 de septiembre.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Le parece a la Sala esa fecha, hasta las 12?

La señora ALLENDE.- Sí.



--Así se acuerda.
PRESCRIPCIÓN DE CUATRO AÑOS PARA ACCIÓN DISCIPLINARIA EN FUERZAS ARMADAS Y DE ORDEN Y SEGURIDAD PÚBLICA

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En seguida, corresponde discutir el proyecto, en segundo trámite constitucional, que modifica el Estatuto del Personal de las Fuerzas Armadas y la Ley Orgánica Constitucional de Carabineros de Chile para los efectos de aumentar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria en el caso de los funcionarios de dichas instituciones, con informe de la Comisión de Defensa Nacional y urgencia calificada de “suma”.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.623-02) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:


En segundo trámite: sesión 42ª, en 17 de agosto de 2016 (se da cuenta).


Informe de Comisión:


Defensa Nacional: sesión 46ª, en 13 de septiembre de 2017.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo de esta iniciativa es, por una parte, igualar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria fijado para los integrantes de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública con el establecido para los demás funcionarios públicos, que es de cuatro años; y por otra, uniformar las normas sobre suspensión e interrupción de la prescripción, de manera que todos los funcionaros -civiles, militares y policiales- se rijan por disposiciones similares.



La Comisión deja constancia en su informe de que, al abocarse al estudio del proyecto, tuvo en consideración la moción, en primer trámite constitucional, del Senador señor Navarro sobre plazos de prescripción de la responsabilidad administrativa de las Fuerzas Armadas y de Carabineros de Chile, que ingresó a la Corporación el 3 de mayo de 2017. Sin embargo, como la iniciativa objeto del informe en comento ya ha avanzado un trámite constitucional y el Ejecutivo la calificó para su despacho con “suma” urgencia, además de compartir fundamentos y disposiciones similares, la Comisión, reconociendo la importancia del proyecto del Senador señor Navarro, optó por avanzar en el otro.



Para ello, discutió esta iniciativa en general y en particular, conforme a un acuerdo que adoptó la Sala; aprobó la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros (Senadores señores Araya, Bianchi, Pérez Varela, Prokurica y Rossi), y la aprobó en particular, con las enmiendas que consigna en su informe, con los votos de los Senadores señores Araya, Pérez Varela, Prokurica y Rossi.



El texto que se propone aprobar se consigna en las páginas 46 a 48 del informe de la Comisión y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general.



Tiene la palabra el Senador señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, Honorable Senado, este proyecto se originó en una moción de  los Diputados Pedro Browne, Guillermo Ceroni, Fuad Chahin, Nicolás Monckeberg, José Pérez, Jaime Pilowsky, Marcelo Schilling, Jorge Tarud, Jorge Ulloa y Osvaldo Urrutia.


Además, sobre esta materia existe una iniciativa de ley que presentó el Senador Navarro.



La Comisión de Defensa de la Cámara Alta hizo numerosas modificaciones para tratar de adecuar este proyecto, cuyo objeto es igualar el plazo de prescripción de la acción disciplinaria fijado para los integrantes de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública con el establecido para los demás funcionarios públicos, que llega a cuatro años. 


Asimismo, se procura uniformar las normas sobre suspensión e interrupción de la prescripción, de manera que todos los funcionarios públicos -civiles, militares y policiales- se rijan por disposiciones similares, resguardando con ello la garantía constitucional de igualdad ante la ley. 



Este proyecto, a nuestro juicio, va en la línea correcta, porque contribuye a fortalecer y salvaguardar el principio de probidad. Pero también viene a reparar una omisión, un simple olvido del legislador de la época, que tuvo lugar cuando se tramitó la ley N° 19.653 y se amplió de dos a cuatro años el plazo de prescripción de la acción disciplinaria tratándose de los funcionarios de la Administración Pública, quedando al margen los servidores de las Fuerzas Armadas y los de Carabineros de Chile.



Aquello genera una clara desigualdad entre los uniformados y el resto de los funcionarios públicos, ya que la acción disciplinaria de los personales de las Fuerzas Armadas prescribe a los dos años y la de Carabineros a los seis meses, diferencia que provoca efectos negativos, debido al trato distinto que se otorga a unos y otros a la hora de perseguir las responsabilidades correspondientes.


Señor Presidente, uno de los orígenes de este proyecto de ley fue la exposición que hizo ante la Comisión de Defensa de esta Corporación el Contralor General de la República, don Jorge Bermúdez, quien señaló que en diferentes oportunidades el ente que dirige ha instado por la introducción de modificaciones legales en determinada línea: la misma que plantea ahora la iniciativa en debate.



Por ejemplo, en su cuenta pública del año 2013 la Contraloría sugirió realizar enmiendas legales para la aplicación en forma supletoria del artículo 158 de la ley N° 18.834 en materia de prescripción de la acción disciplinaria en el caso de los funcionarios de Carabineros.



Igualmente, en marzo de 2016, en la Comisión Especial Investigadora de la Cámara de Diputados que tuvo por objeto indagar las responsabilidades administrativas involucradas en el fraude fiscal ocurrido en el Ejército de Chile, el Órgano Contralor afirmó que una de las deficiencias que facilitan la corrupción es el breve plazo de prescripción de la acción disciplinaria tratándose de los servidores de las Fuerzas Armadas.



Finalmente, en mayo de este año, en la Comisión Especial Investigadora de la Cámara de Diputados por las irregularidades en la gestión y administración financiera en Carabineros de Chile, la Contraloría señaló que una de las falencias de la institucionalidad que favorecen la perpetración de ilícitos es el acotado plazo de prescripción de la acción disciplinaria que tiene la mencionada institución policial, que redunda en la ineficacia de los sumarios.



Por último, señor Presidente, debo decir que en la Comisión fui uno de quienes impulsaron la incorporación de la Policía de Investigaciones, que no estaba contemplada en esta iniciativa.



Actualmente esa institución no tiene una regulación legal específica, ya que sus integrantes están sujetos al Estatuto Administrativo solo en virtud del criterio que la Contraloría General de la República ha desarrollado mediante sus dictámenes.


En efecto, si bien hasta ahora se ha aplicado el Estatuto Administrativo a la Policía de Investigaciones, la decisión es fruto del criterio actual de la Contraloría General de la República y del Contralor, don Jorge Bermúdez.


El problema estriba en que las interpretaciones son frágiles. Y por eso incorporamos también en este proyecto de ley a la referida institución, de tal manera que quede en las mismas condiciones que el resto de los funcionarios del Estado.

El señor LETELIER.- ¿Puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Le parece a la Sala?

El señor PROKURICA.- Sí, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.



En votación general.



--(Durante la votación). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Pérez Varela.

El señor PÉREZ VARELA.- Señor Presidente, tal como lo expresó el Senador Baldo Prokurica, este proyecto, que se originó en una moción presentada en la Cámara de Diputados, procura homologar en la materia en análisis la situación de todos los funcionarios del Estado, sean civiles, militares o policiales.



Cuando el Presidente Frei Ruiz-Tagle formó la Comisión Nacional de Ética Pública, hace ya algunos años, una de las medidas fue la de aumentar de dos a cuatro años el plazo de prescripción de la acción disciplinaria en el caso de los funcionarios públicos. Pero la ley solo se refirió a los de la Administración Civil del Estado. De manera que se produjo una desigualdad: unos tenían cuatro años de prescripción; otros (Fuerzas Armadas), dos años, y otros (Carabineros), seis meses.



Se recordaba aquí que la Policía de Investigaciones no tenía plazo. Y en algunos momentos de la historia se decía que la acción era imprescriptible. Sin embargo, por una interpretación de la Contraloría, en el caso de aquella institución se homologó a lo dispuesto en el Estatuto Administrativo.



Por lo tanto, a todas luces, una situación de tal naturaleza, producto además de faltas a la probidad que hemos conocido en el último tiempo, hacía necesario que la prescripción de la acción disciplinaria y su suspensión e interrupción fueran exactamente iguales tanto para los funcionario del Servicio de Impuestos Internos o del Servicio Agrícola y Ganadero, por ejemplo, cuanto para aquellos que cumplen sus obligaciones en los institutos armados o en los policiales.



De hecho, en la Comisión se escuchó no solo al Ministro de Defensa, a la Subsecretaria para las Fuerzas Armadas y al Subsecretario del Interior, sino también a los Auditores Generales de cada una de las ramas de las instituciones castrenses, porque lo relevante era homologar de manera adecuada desde el punto de vista técnico.


Esta iniciativa parece simple. Sin embargo, consideramos muy importante que todas las normas tuvieran la misma valoración, pues se iban a incorporar en cuerpos legales distintos, toda vez que las diversas ramas de las Fuerzas Armadas cuentan con estatutos disciplinarios diferentes de sus leyes orgánicas.



En consecuencia, desde los ángulos técnico y legislativo, había que consignar disposiciones apropiadas.


Por eso, se modificó profundamente el texto despachado por la Cámara Baja, pero logrando el mismo objetivo perseguido por los Diputados autores del proyecto: homologar. O sea, que tanto los funcionarios de la Administración Civil del Estado cuanto los de las Fuerzas Armadas, los de Carabineros y los de la Policía de Investigaciones estén sujetos al mismo plazo de prescripción de la acción disciplinaria (y también a términos iguales para la suspensión y la interrupción), que puede ejercerse por razones administrativas, de probidad, en fin.



En mi opinión, se hizo un buen trabajo; se recibieron aportes, y vamos a quedar con una normativa adecuada en materia de transparencia, de probidad, de combate contra la corrupción.



Está de más decir que estas normas rigen solo para las responsabilidades administrativas. En efecto, si de una investigación administrativa se desprende la existencia de un ilícito, en tal caso concurren las normas generales. Y serán ellas las que indiquen cómo se sigue adelante con la parte que constituye delito.



La Comisión aprobó unánimemente las normas propuestas, que nos parecen un aporte significativo en un momento en que el combate contra la corrupción y las normas que permiten hacer prevalecer la probidad en nuestra Administración Pública y en los ámbitos civil y militar son uno de nuestros imperativos más relevantes.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto? 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.



--Se aprueba en general el proyecto (18 votos a favor); por no haberse formulado indicaciones, se aprueba también en particular, y queda despachado en este trámite.



Votaron las señoras Allende, Goic, Muñoz, Lily Pérez y Van Rysselberghe y los señores García, García-Huidobro, Horvath, Hernán Larraín, Letelier, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, pido que quede constancia de mi voto favorable.

El señor GUILLIER.- Y también del mío, Su Señoría. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se dejará constancia de la intención de voto favorable de los Senadores señores Coloma y Guillier. 

SANCIONES A DECODIFICACIÓN ILEGAL DE TELEVISIÓN SATELITAL DE PAGO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Corresponde reanudar la discusión particular del proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer sanciones a la decodificación ilegal de los servicios limitados de televisión, con segundo informe de la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.294-15) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señores Girardi, Letelier, Matta, Ossandón y Patricio Walker):



En primer trámite: sesión 51ª, en 9 de septiembre de 2015 (se da cuenta).



Informes de Comisión:



Transportes y Telecomunicaciones: sesión 69ª, en 11 de noviembre de 2015.



Transportes y Telecomunicaciones (segundo): sesión 42ª, en 5 de septiembre de 2017.



Discusión:



Sesiones 100ª, en 28 de enero de 2016 (se aprueba en general); 46ª, en 13 de septiembre de 2017 (queda pendiente la discusión particular). 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- Cabe recordar que la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones efectuó diversas enmiendas al proyecto de ley aprobado en general, todas las cuales fueron acordadas por unanimidad, por lo que deben votarse sin debate, salvo que alguna señora Senadora o algún señor Senador manifieste su intención de impugnar la proposición de la Comisión respecto de alguna de ellas o que existan indicaciones renovadas.



Sus Señorías tienen en sus escritorios un boletín comparado que en la tercera columna transcribe las modificaciones introducidas por la Comisión y en la cuarta consigna el texto como quedaría si ellas se aprobaran.



Nada más, señor Presidente. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En la discusión particular, tiene la palabra el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, esta iniciativa, que modifica la Ley General de Telecomunicaciones para establecer sanciones a la decodificación ilegal de los servicios limitados de televisión, tiene como propósito poner la legislación nacional en concordancia con nuestras obligaciones internacionales.



En concreto, identifica los tipos de acciones ilegales.



“El que a sabiendas, con ánimo de lucro y sin la autorización del distribuidor legal, comercialice” -en primer término- “o distribuya una señal de servicios limitados de televisión adecuadamente protegida,” (esta es la primera práctica que se va a sancionar) “o quien, de igual forma, con la misma intención y ánimo,” -es decir, con ánimo de lucro y sin la autorización del distribuidor legal- “importe, distribuya o comercialice dispositivos tangibles o intangibles destinados a la decodificación de tales señales”.



Son esos dos comportamientos los que se sancionan, pues se trata de servicios adecuadamente protegidos y algunas personas actúan para infringir un derecho que les asiste a otros.



Asimismo, se establece la penalización, que consiste en multa y comiso de los dispositivos pertinentes. En caso de reincidencia, se eleva el monto de la multa y se procede al comiso de los dispositivos.



Se trata de forma separada la situación del que, a sabiendas y con el ánimo de lucro, instale los referidos dispositivos (sabemos que en algunos sectores de nuestro país existen diversas prácticas; por ejemplo, la gente se cuelga del servicio de televisión por cable en forma alámbrica o inalámbrica), y se establece un sistema de sanciones, las que se agravan en caso de reincidencia.



La ley en proyecto explicita la cuantía de las multas y la manera de determinarlas en cada caso.


Al efecto, se hace una diferencia según la capacidad económica de quienes incurren en tales prácticas. 



Al final del texto se dispone lo siguiente: “Todo establecimiento en que se comercialicen dispositivos de señales de servicios limitados de televisión” -hay que subrayar que los dispositivos en comento tienen también usos legales; el problema surge cuando la comercialización se realiza para fines ilegales- “deberá exhibir, en lugar destacado y claramente visible al público, un cartel en el cual se indiquen de manera didáctica las prohibiciones y sanciones relacionadas a la decodificación de las referidas señales.”.



Señor Presidente, esta iniciativa, que se originó en moción, es simple, pero reviste una gran trascendencia. Tiene que ver con el objetivo que planteamos con los Senadores Girardi, Matta, Ossandón y Patricio Walker en el sentido de fijar un criterio para el cumplimiento por Chile de los estándares internacionales existentes en la materia. Forma parte de nuestras obligaciones con respecto a tratados que hemos suscrito.



Es del todo correcto que, si algunas personas tienen derechos de autor -las hay-, derechos sobre señales, y pagan patentes comerciales y cumplen sus obligaciones legales, se sancione debidamente a quienes hacen negocio vendiendo decodificadores y comercializando en forma indebida los servicios correspondientes.


Ahora, se hace una diferencia en el caso del que instala los dispositivos, quien también recibirá una sanción, pero de rango menor.



Es cuanto puedo informar, señor Presidente.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor García-Huidobro.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- Señor Presidente, tal como ha informado el Senador Letelier, este proyecto modifica la Ley General de Telecomunicaciones para sancionar la decodificación ilegal de los servicios limitados de televisión.



En el fondo, su objetivo es establecer una regulación que permita avanzar en  la protección de los derechos de propiedad intelectual y de los derechos de autor respecto de las señales de los servicios limitados de televisión.



Por lo tanto, se sancionará penalmente a quien, a sabiendas o deliberadamente, con ánimo de lucro y sin la autorización del distribuidor legal, comercialice o distribuya una señal adecuadamente protegida, o a quien, de igual forma, con la misma intención y ánimo, importe, distribuya o comercialice dispositivos, tangibles o intangibles, destinados a decodificarla.



Igualmente, se tipifica como ilícita la instalación de tales aparatos con dolo directo y propósito lucrativo.



Se fijan penas de multa para esos hechos punibles, así como el comiso en lo procedente.



Para la fijación de la cuantía de la sanción pecuniaria se determinan tres parámetros, a saber: a) el beneficio económico obtenido con motivo de la infracción; b) la capacidad económica del autor, y c) la conducta anterior de la persona, salvo en caso de reincidencia.



Finalmente, se dispone la obligación de que todo establecimiento en que se comercialicen los referidos dispositivos exhiba un cartel en el cual se indiquen, de manera didáctica, las prohibiciones y sanciones relacionadas con la decodificación.



Por eso, nosotros vamos a concurrir con nuestro voto a favor del proyecto, con el que cumpliríamos también, a nuestro juicio, compromisos que hemos asumido en convenios internacionales.



He dicho.

El señor LETELIER.- “Si le parece”.

El señor WALKER (don Patricio).- ¿Se puede abrir la votación?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Coloma.

El señor COLOMA.- Señor Presidente, antes de que se abra la votación quiero hacerles una consulta a los colegas que usaron de la palabra con anterioridad y participaron en el estudio de la iniciativa en la Comisión: los Senadores señor Letelier y señor García-Huidobro, porque me surge una duda.



A mí me parece bien inspirado el texto. Es correcto. Creo que apunta adecuadamente a una definición. Expresa que incurre en una serie de sanciones “El que a sabiendas, con ánimo de lucro y sin la autorización del distribuidor legal, comercialice o distribuya una señal de servicios”.



La cuestión es si se tiene que establecer copulativamente el ánimo de lucro. O sea, ¿qué pasaría, conforme a esos términos, con quien, a sabiendas y sin la autorización del distribuidor legal, comercializara o distribuyera la señal porque quiere ver un acto o socializar un programa? Podría tratarse de un partido de fútbol o de otro espectáculo.



Ello no lo tengo claro.



Por eso, se plantea un caso que no está sancionado en forma propia, en cuanto a qué le ocurriría a quien efectuara a terceros esa distribución indebida de servicios limitados de televisión que se hallan protegidos.



El inciso siguiente expresa lo mismo: que la instalación de los dispositivos señalados en la norma anterior se tiene que hacer a sabiendas -eso me parece bien, para que nadie formule reparos-, pero igualmente con ánimo de lucro.



Mi propósito es que la disposición salga en forma apropiada. No sé si incluir el ánimo de lucro facilita o complica la situación. Entiendo que puede ser una agravante y una figura merecedora de una sanción mayor. Pero contemplar ese elemento copulativamente, tal como ha sido redactado, da la impresión de que no sucedería nada si alguien quiere ver algo e instala, sin la autorización del distribuidor, un dispositivo para decodificar en forma indebida las señales.



Reitero que simplemente formulo una consulta.



A mi juicio, el castigo se debería fijar más allá del ánimo de lucro. Este último aspecto podría ser -insisto- una agravante. Cabe considerar que justificaría una pena mayor. Pero no vaya a ser cosa de que a través de la norma estemos dejando de lado la lógica de la legalidad con relación a quien intervenga indebidamente una señal protegida de un servicio de televisión o establezca dispositivos para su captación, conducta que eventualmente podría resultar lícita al oponerse que se realiza sin ánimo de lucro.



Esta es la consulta que quería hacer antes de la votación, a fin de que la disposición se pueda comprender mejor.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Honorable señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, en primer término, el punto se discutió largamente en la Comisión.



Lo segundo es que resulta evidente que comercializar y distribuir son actividades que se llevan a cabo con un fin de lucro. El tipo que se quiere configurar es de personas organizadas para ese objetivo.



Es preciso recordar -por su intermedio, señor Presidente, me dirijo al señor Senador que hizo la pregunta- que, sea como fuere, nos ocupamos en una propiedad intelectual, y, por ende, se podría afirmar que contemplar la expresión “a sabiendas y con fines de lucro” es subir la categoría. Es evidente que siempre mediaría un fin de lucro, porque se distribuye y se comercializa. Ello nadie lo hace gratis en el mundo.



Por eso es que se contempla una excepción -y le pido tomar nota-, ya que hay quienes interfieren desde su casa y a los que un amigo puede instalar una pantalla de recepción inalámbrica para capturar ilegalmente una señal objeto de este tipo de propiedad. Tal acción no se encuentra sancionada, porque no persigue fines de lucro.



Lo que tenemos que comprender es que en muchas partes del país personas se dedican, como un trabajo no formalizado, a vender servicios para piratear tanto el servicio por cable como el inalámbrico. Esto es lo segundo que se quiere sancionar.



Podría ocurrir que alguien lo hiciera a sabiendas, pero sin fines de lucro, y no va a ser penado.



Ello se incluye formalmente en el texto, porque nuestra obligación internacional es asegurar un mínimo. Entramos en el debate respectivo -y hubo una diferencia en la Comisión-, pero se acordó considerar en esta etapa nuestros compromisos de esa índole.



Se planteó la cuestión de si queríamos ir más allá. Algunos eran partidarios de hacerlo; otros no. El proyecto ha sido objeto de una larga discusión, pero hemos juzgado que no cabe retrasar el cumplimiento de los objetivos mínimos. Y por eso es que se ha aprobado en esta forma.



Por ende, es cierto que en alguna parte del Maule Sur -da igual: en Valparaíso, o en la Región del Libertador Bernardo O´Higgins, o en Santiago- alguien podría adecuar y apuntar su antena a sabiendas, porque quiere ver un partido de Chile. Pero si se supiera cómo modificar un decodificador en casa o efectuar una interceptación individual, eso no es una obligación sancionada en nuestros convenios internacionales. 



Lo que estamos haciendo hoy es establecer el piso común mínimo respecto del cual se construyó un acuerdo unánime para proteger el derecho de propiedad y los derechos intelectuales de quienes realizan una actividad debidamente autorizada.



Es bueno indicar lo siguiente. En algún puerto libre de Chile -no en el sur- existe la práctica masiva de importar decodificadores no por parte de las empresas a las que se les permite instalarlos, y consideramos correcto dar la señal de que eso no vamos a tolerarlo como país. Se podrán seguir importando, porque eso no se puede prohibir, pero si se comercializan, como se está haciendo, es evidente que ello debe ser penado.

La señora ALLENDE.- ¿Se puede abrir la votación?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, de la explicación del Senador señor Letelier no se desprende la hipótesis planteada por nuestro colega Coloma en el sentido de que no recibiría una sanción quien a sabiendas, sin ánimo de lucro, distribuyera señales de servicios o importase decodificadores.

El señor LETELIER.- No va a hacerlo.

El señor LARRAÍN.- Está bien.



Si la asociación de clubes de fútbol de Linares decide prestarles un servicio a todos sus integrantes e instala un sistema a partir de una señal simplemente para que disfruten del deporte, para que se eduquen, o por las razones que sea, no va a cometer un delito.



Si importo decodificadores solo para distribuirlos, no para comercializarlos, tampoco voy a incurrir en un ilícito.



Además, como no se obtendrá un beneficio económico, menos se podrá determinar una multa.



Eso señala el texto. Y deseo subrayarlo, porque la explicación entregada no contesta la inquietud expuesta por el Senador señor Coloma, que me parece legítima.



La pregunta, en realidad, es si quienes impulsan el proyecto quieren sancionar únicamente cuando hay ánimo de lucro. Ello se traduciría en que si mediara la voluntad -por distintas razones: educativas, deportivas, sociales, culturales, musicales- de que alguien distribuya la señal o importe y regale decodificadores por contar el club, la asociación de músicos o lo que sea, con la plata necesaria, no estaríamos ante la comisión de un delito. Esta conducta no se estaría penando.



Solo deseo que eso se especifique, ya que es lo que se desprende de la redacción. No sé si ella fue vista con algún abogado penalista que ayudara a precisar los términos. Porque el riesgo de disposiciones que quedan abiertas es que después no se pueden aplicar o se aplican mal, con un sentido distinto al de la voluntad del autor.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir el Honorable señor Prokurica.

El señor PROKURICA.- Señor Presidente, lo haré en la misma línea de algunos colegas que me han antecedido en el uso de la palabra.



Creo que el hurto de propiedad intelectual es exactamente igual a cualquier otro. El caso que nos ocupa sería como afirmar: “No comete un delito el que hurta en un supermercado solo para ayudar a un amigo que se halla en malas condiciones económicas y no para la venta”. Esta es la forma en que no tenemos que proceder, especialmente en un país donde somos los reyes de “la quinta vuelta de la manilla”.



La situación me recuerda cuando en España se legisló para impedir que se fumara en lugares cerrados. Un Senador de ese país me comentó que un colega había presentado una indicación para prohibir que también se sostuviera el cigarro prendido, porque no iba a faltar quien argumentara: “No estoy fumando, pues solo se lo tengo a un tercero”.



Es lo mismo.



Si a un señor dedicado a estafar a las empresas del cable -según estimaciones de la industria, se registran 70 millones de dólares en pérdidas por concepto de piratería- lo pillan haciendo una instalación, ¿qué va a sostener? “Soy amigo de este caballero y le estoy haciendo un favor para que pueda ver el partido o la telenovela”.



Entonces, encuentro malo legislar de esta manera.



A mi juicio, debiéramos pedirle a la Comisión que reviese el texto o, de lo contrario, enviarlo a la de Constitución para los efectos de que pueda ser corregido.



Estimo que aprobar la ley en proyecto significa crear el espacio para que la conducta quede claramente sin ninguna sanción, al igual que hoy día.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Lagos.

El señor LAGOS.- Señor Presidente, el asunto es bien delicado, porque si se legisla respecto de la gran mayoría de aquellos que no quieren pagar un servicio de cable o de radiodifusión, la despenalización o la falta de una sanción como corresponde tal vez generará un vacío y un incentivo no directo, pero sí perverso.



Los ejemplos que han puesto el Honorable señor Prokurica y otros colegas tienen sentido.



La legislación vigente intenta ser superdraconiana. Lo que hace la iniciativa en debate es disminuir las sanciones en la materia.



Y ha habido vacíos. No sé si lo hacen ustedes, pero el Senador que habla se mueve por Valparaíso, Viña del Mar y San Antonio, y hasta hace un par de años era muy frecuente el caso que estamos tratando. Lo que pasa es que parece que las empresas “se pusieron las pilas” -perdón por usar una expresión no muy elegante-, tomaron cartas en el asunto y establecieron un sistema de decodificación más complejo, más estricto, que cambian más a menudo, y eso determinó que disminuyera la “captación irregular” de las señales. Pero era conocido que una persona era la clienta y varios vecinos hacían un aporte y se beneficiaban.



Cabe sostener que las tarifas son altas. Puedo comprender el argumento. Pero no me parece que la forma de hacerse cargo de esa circunstancia sea por la vía de permitir el no cumplimiento de la ley o de rebajar la posibilidad de la sustracción solo por no mediar el ánimo de lucro.



Sé que la cuestión no es popular y que faltan dos meses para una elección, pero estimo que la forma de la redacción no es la más sana. Quizás sería bueno darle una vuelta adicional. No sé si el texto se puede enviar a una Comisión y ver si se puede encontrar uno mejor, que cautele el interés comprometido. No estamos haciendo referencia a las empresas, sino a la propiedad intelectual, a un servicio.



Esto es como el Transantiago. ¿Cómo voy a avalar que la gente no cumpla? El servicio partió pésimo: fue mal diseñado y deficientemente implementado, y la evasión es gigantesca. Y pese a que el sistema ha mejorado y la tarifa se mantiene baja, igualmente no se paga, porque ello le resulta más conveniente a un segmento de ciudadanos. Creo que familias enteras ya ni siquiera contemplan en su presupuesto la cancelación del transporte público en la Capital, porque es mejor colarse.



Entonces, la señal no es buena.



Otra cosa es que sea preciso mejorar el Transantiago o lo que ustedes quieran.



O bien, ocupémonos en la tarifa y regulemos las de los servicios de radiodifusión. Pero no sé si sea sana -repito- la forma del texto en debate.



Pedí la palabra para meterme en un enredo, pero me sale difícil aprobar en estos términos. 



Mi Honorable colega Letelier ha hecho un esfuerzo que valoro, pero otros patrocinantes no han estado presentes, por diversas razones -seguramente hay Comisiones funcionando-, para defender la moción.



Hubiera sido bueno, asimismo, escuchar a la autoridad, como el Subsecretario de Telecomunicaciones, para empezar, quien de seguro tiene una opinión sobre la materia, en uno u otro sentido.



Por todos los elementos mencionados, tal vez conviene evaluar la oportunidad de un nuevo debate, para poder plasmar también de mejor manera las buenas intenciones que inspiraron la iniciativa.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Después vamos a revisar la proposición de que se emita un informe complementario.



Puede intervenir el Senador señor Letelier.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, quiero partir puntualizando que el proyecto ha sido tratado en esta Corporación, no durante meses, sino durante años. Se fijó un plazo para presentar indicaciones, no una vez, sino tres veces.



Si el punto en discusión -ahora voy a dar mi opinión, porque antes entregué el parecer del órgano técnico y traté de representarlos a todos- es la necesidad de pronunciarse para eliminar el concepto “con ánimo de lucro”, no tengo ninguna objeción a que ello se haga en las tres partes en que se encuentra, de forma tal que sea más fácil precisar la acción contra los responsables.



Algunos han formulado un planteamiento que quise exponer como posición de la Comisión y que no corresponde a mi convicción personal. Estimo que el acto, en sí, de distribuir y de organizarse para hacerlo ya es indebido, sea con fin de lucro o sin este. Sé que lo realizan mediando este último elemento. El problema es que, al incluirlo, la prueba se hace más difícil, como es obvio.



Por mi parte, invito a votar por separado esa parte, con la causa o sin ella, porque el resto del texto no requiere ninguna rectificación.



Es evidente que lo planteado por el Honorable señor Lagos respecto a lo que pasa en el mundo popular no dice relación con las primeras dos acciones en debate, porque ahí no se encuentra el crimen organizado en gran escala para importar, distribuir o piratear abiertamente las señales, lo que tenemos la obligación de sancionar desde hace más de 20 años en virtud de compromisos internacionales.



Es en la tercera causal en que se precisa que eliminemos “con ánimo de lucro” y lo dejemos solo como una acción. Así, se entrega una señal muy clara en el sentido de que cualquiera que esté colgado -¡cualquiera!- va a ser sancionado.



Personalmente, tampoco tengo objeción respecto a ello. Porque es lo que me pasa, por ejemplo, con los evasores del Transantiago, quienes le roban al país al no pagar una tarifa, independiente de la calificación de la calidad del servicio, pues hay otros que sí cancelan. Es como los que se sacan los partes, o los que tiran licencia. ¡Es lo mismo!



Necesitamos como país restablecer los criterios de nuestros deberes y derechos.



Es deber de uno, si quiere acceder a un servicio, pagarlo. Y si no quiere, está bien, pero no lo puede piratear.



Señor Presidente, siendo contrario a que dilatemos más este debate, que es muy antiguo, propongo que simplemente pongamos en votación que permanezca el concepto “con ánimo de lucro” o no.



En eso concuerdo con la insinuación del Senador Coloma, quien manifestó que al eliminar esa frase es más fácil obtener la prueba para la sanción. Es algo que le conviene al país. Aunque pueda no ser popular, es, sin duda, lo correcto.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Larraín.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, seré muy breve.



Por lo menos vamos llegando a un entendimiento en cuanto a que el pirateo es negativo con o sin fines de lucro.



Por lo tanto, si estamos de acuerdo en eso, hay que suprimirlo. Pero no basta con sacar la expresión “con ánimo de lucro”. Lo señalo porque luego dice, por ejemplo:



“Para determinar la cuantía de las multas señaladas en los incisos anteriores, deberán considerarse las siguientes circunstancias:



“i) Beneficio económico obtenido con motivo de la infracción”.



Y puede que no haya tal beneficio.

El señor LETELIER.- ¡O puede que exista!

El señor LARRAÍN.- Pero ¡puede que no!



Soy más partidario, si estamos de acuerdo en aprobar esta disposición, de que el proyecto vuelva a Comisión para que se redacte bien, ya que es una cuestión breve. Pero no hagamos el trabajo de Comisión aquí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, quien propuso la frase “con ánimo de lucro” fue la Subsecretaría de Telecomunicaciones, aduciendo que se buscaba proteger a las universidades u organismos técnicos a fin de que no fueran penados cuando hicieran estos ejercicios. Nada más que por eso.



En el resto estoy de acuerdo con lo que plantea el Senador Letelier, en el sentido de que votemos la permanencia o no de la frase “con ánimo de lucro” en el texto. También tiene razón el Senador Coloma, porque, de lo contrario, con la excusa de que no existen fines de lucro se podría armar una tremenda empresa.



No dilataría más este asunto porque claramente en la actual redacción el lucro es una agravante. Pero eso no quiere decir que no sea multado quien incurra en la conducta que se ha descrito.



Lo único que podría no quedar resuelto es lo relacionado con las universidades y organismos técnicos, pero es un ámbito muy específico. Además, es de sentido común que ahí no hay piratería.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Señores Senadores, hay dos peticiones. La primera es que el proyecto vuelva a Comisión para redactar de nuevo el texto y así evitar la discusión planteada, eliminando el término “con ánimo de lucro”. Y la segunda es efectuar la corrección en la misma Sala, que no es lo que corresponde normalmente, pues es materia más bien de una Comisión.



Por lo tanto, si no hay un acuerdo unánime para hacer una u otra cosa, someteré a votación las propuestas.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, ¿me permite exponer un punto de reglamento?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Puede intervenir, señor Senador.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, la Comisión ha discutido esto extensamente, y sus miembros -puedo dar fe- no van a cambiar su juicio.



Respeto la opinión del Senador Larraín, pero creo que está tremendamente equivocado en cuanto a que respecto de la multa no sea una agravante el que haya beneficios. Si no existen beneficios, no se agrava.



Con la eliminación del concepto, lo que el Senador debe hacer, al igual que otros, es votar a favor o en contra, con la separación de la votación, que es el único punto que se puede modificar, para no dilatar el compromiso que tenemos desde hace mucho tiempo.



Yo propongo que lo despachemos hoy, porque respecto del resto del texto en la Comisión no hay ninguna diferencia de opinión, como lo ha indicado el Senador Ossandón, que me antecedió en el uso de la palabra.

El señor PROKURICA.- Votemos, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Si no hay acuerdo, me veo en la obligación de poner en votación las propuestas.

El señor COLOMA.- Señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor COLOMA.- Yo creo que estamos todos de acuerdo en eliminar “con ánimo de lucro”. Por lo tanto, sugiero que despachemos el proyecto sin más.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- La propuesta que estábamos viendo con la Secretaría es que en la página 2, en la letra e), la redacción debería quedar: “El que sin la autorización del distribuidor legal, comercialice o distribuya una señal de servicios limitados de televisión adecuadamente protegida, o quien, de igual forma, con la misma intención importe, distribuya…”, y sigue hasta el punto final.



Y luego, el inciso que sigue quedaría así: “El que instale los dispositivos señalados en el inciso anterior, será sancionado con pena de multa de 1 a 100 unidades tributarias”, etcétera.



En cuanto al “beneficio económico”, no habría problemas, porque el que lo busque va a tener el máximo de la multa.

El señor LARRAÍN.- Señor Presidente, quizás se podría agregar “si lo hubiere”.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Su Señoría, ahí habría que redactar de nuevo, pues “Beneficio económico si lo hubiere obtenido con motivo de la infracción” me parece un texto muy complejo.



Yo dejaría “Beneficio económico” entendiéndose que, para los efectos de la graduación de la multa, se entenderá si hay beneficio económico o no, y dejar constancia en la discusión.

El señor LAGOS.- El “eventual beneficio económico”.

El señor LETELIER.- Señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra, señor Senador.

El señor LETELIER.- Señor Presidente, solo quería precisar que aparecen más de una vez los conceptos “a sabiendas y con ánimo de lucro”.



Entiendo que se quieren suprimir ambos conceptos, dejando solamente la acción que se describe.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Así es, señor Senador.



Hay que eliminar “a sabiendas y con ánimo de lucro”.



Dejaremos la redacción a la Secretaría.



Señores Senadores, ¿habría acuerdo en aprobar el texto en esos términos, autorizando a la Secretaría para que ajuste la redacción?



Acordado.



--Se aprueba por unanimidad en particular el proyecto, y queda despachado en este trámite.
)---------------(

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, solicito que recabe el asentimiento de la Sala para fijar un nuevo plazo para formular indicaciones al proyecto, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.416, que fija normas especiales para empresas de menor tamaño, en materia de plazo y procedimiento de pago a las micro y pequeñas empresas, hasta el martes 26 de septiembre, a las 12.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo?



--Se accede a lo solicitado.

FORTALECIMIENTO DE RÉGIMEN DE RESPONSABILIDAD DE USUARIO Y EMISOR EN CASO DE USO FRAUDULENTO DE MEDIOS DE PAGO

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, iniciado en moción de los Senadores señor Ossandón, señora Lily Pérez y señor Tuma, en primer trámite constitucional, que modifica la ley N° 20.009, que limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas, en lo relativo a la responsabilidad del usuario y del emisor en casos de uso fraudulento de estos medios de pago, con informe de la Comisión de Economía.



--Los antecedentes sobre el proyecto (11.078-03) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley (moción de los Senadores señor Ossandón, señora Lily Pérez y señor Tuma):



En primer trámite: sesión 79ª, en 10 de enero de 2017 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Economía: sesión 40ª, en 22 de agosto de 2017.
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- El objetivo principal del proyecto es modificar la ley N° 20.009, que limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas, fortaleciendo el régimen especial de responsabilidad del usuario y emisor de medios de pago, proponiendo al efecto diversas medidas, entre las cuales se encuentran las siguientes:



-Ampliar al uso fraudulento de nuevos medios de pago el régimen de limitación de responsabilidad que actualmente se establece para el uso fraudulento de tarjetas de crédito o débito.



-Extender el catálogo de conductas que constituyen el delito de uso fraudulento de tarjetas de crédito, de pago con provisión de fondos o débito, y aumentar las penas.



-Establecer un régimen de exención de responsabilidad para el usuario frente a fraudes ejecutados sin que él pueda estar en conocimiento del hecho, como en el caso de clonación de una tarjeta.



-Fijar un plazo de 24 horas a los emisores para la devolución de los importes, si corresponde, cuando se produzca fraude, y establecer la prohibición de requerir el cumplimiento de condiciones para tales devoluciones, como la contratación de seguros u otras medidas burocráticas.



-Consagrar como responsabilidad del emisor de un medio de pago el contar con medidas de seguridad suficientes para evitar la comisión de ilícitos y ser responsable de los perjuicios que se generen por deficiencias en la protección de los sistemas tecnológicos del medio de pago.



La Comisión de Economía hace presente que, no obstante tratarse de un proyecto de artículo único, lo discutió y aprobó solo en general, y propone a la Sala proceder del mismo modo.



La referida instancia acogió la idea de legislar por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Lily Pérez y señores Pizarro, Quinteros y Tuma).



El texto que se propone aprobar en general se transcribe en las páginas 51 a 53 del primer informe de la Comisión de Economía y en el boletín comparado que Sus Señorías tienen a su disposición.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- En discusión general la iniciativa.



Tiene la palabra el Senador señor Tuma.

El señor TUMA.- Señor Presidente, la Comisión de Economía, por la unanimidad de sus miembros, aprobó en general este proyecto de ley, que pretende llenar los vacíos observados en nuestra legislación respecto a la debida protección de los titulares de medios de pago electrónico frente a los nuevos y crecientes delitos no presenciales de que son víctimas y que se originan por la vulneración de los sistemas informáticos, dispositivos, portales u otros sistemas a través de los cuales se realizan las operaciones.



Es preciso señalar que nuestra legislación regula la emisión y la operación de tarjetas de pago.



Por ejemplo, el Capítulo III.J.1 del Compendio de Normas Financieras del Banco Central de Chile establece variadas obligaciones respecto de los emisores y operadores, las que apuntan a prevenir y mitigar fraudes, tales como contar con resguardos adecuados; disponer de tecnologías que permitan proteger apropiadamente la información; implementar mecanismos para la prevención de fraudes; desarrollar una política de gestión y control; tener estructuras y procedimientos internos conducentes a su adecuada implementación; determinar el cumplimiento de distintas normas y medidas de ciberseguridad, etcétera.



Además, en los contratos de emisores con titulares de tarjetas se contemplan medidas de autentificación y seguridad relacionadas con el uso de aquellas.



El emisor u operador, cuando corresponda, debe facilitar los medios para que los titulares o usuarios puedan notificar, durante las 24 horas del día, la pérdida, robo, hurto, adulteración o falsificación de las tarjetas.



A la vez, la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras consagra normas respecto de contratos celebrados por emisores u operadores con establecimientos afiliados, los que deben incorporar las medidas de seguridad que las partes tienen que considerar para precaver el uso indebido de la tarjera y para cautelar la integridad y certeza de las transacciones efectuadas por medio de dicho instrumento; la responsabilidad de la empresa operadora de cautelar la seguridad y el oportuno procesamiento y validación de las transacciones, así como las obligaciones económicas que se originen ante errores y transacciones indebidas.



Sin embargo, señor Presidente, estas normativas no resuelven el tema de fondo, que es la responsabilidad de los emisores, de los operadores y de toda la cadena que participa en el uso de medios de pago electrónico.



En la actualidad, los delitos en este ámbito, al igual que la clonación de tarjetas, pueden ser abordados a través de las normas del Código Penal o de la ley N° 19.223, sobre Delitos Informáticos, según corresponda, o de la propia ley N° 20.009, que establece penas para distintos hechos punibles relacionados con el uso fraudulento de tales instrumentos.



Cabe señalar que, desde el punto de vista infraccional y de la responsabilidad del emisor, la jurisprudencia, con toda razón, ha circunscrito este tipo de comportamiento al artículo 23 de la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, en cuanto a que la seguridad en el consumo tiene que ser garantizada por el proveedor. El deber de profesionalidad es un principio básico que les corresponde observar a los proveedores.



Por su parte, la ley N° 19.223 tipifica figuras penales relativas a la informática y contempla sanciones en diversos casos, como destruir o inutilizar un sistema de tratamiento de información; impedir, obstaculizar o modificar el funcionamiento de un sistema de tratamiento de información; usar o conocer indebidamente la información contenida en un sistema de tratamiento; dañar o destruir los datos contenidos en un sistema de tratamiento de información, o revelar o difundir datos contenidos en él.



Del mismo modo, la ley N° 20.009 limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas, señalando que podrán limitar su responsabilidad en los términos establecidos en dicha normativa en caso de hurto, robo o extravío, dando aviso pertinente al organismo emisor.



En general, señor Presidente, todas aquellas situaciones en que el fraude se realiza sin conocimiento del titular no cuentan con reglas especiales, como sí cuentan con ellas el robo o hurto de la tarjeta de crédito o débito en la ley N° 20.009.



El proyecto en discusión contiene diversas modificaciones a la ley N° 20.009, que limita la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por operaciones realizadas con tarjetas extraviadas, hurtadas o robadas, entre las que se destacan las siguientes:



-Se incorpora el concepto de “medio de pago” como objeto genérico que abarca a otros sistemas que permitan la compra y venta de bienes y servicios (por ejemplo, las transacciones electrónicas que no involucren tarjetas).



-Se agregan en el artículo 5° de la ley N° 20.009 las tarjetas con provisión de fondos emitidas por instituciones autorizadas de acuerdo a la legislación vigente, en cuanto son objeto del mismo tipo de delitos que las tarjetas de crédito y débito. También se incorpora en dicho precepto un literal para penalizar la suplantación del usuario frente al emisor con la intención de conseguir datos que permitan operar un medio de pago.



-Se propone un aumento de las penas para quienes incurran en los delitos descritos en el artículo 5°.



-Se detalla el régimen de exención de responsabilidad del usuario frente a fraudes realizados sin que él pueda estar en conocimiento de los hechos.



-Se fija un plazo de 24 horas a los emisores para la devolución de los importes, si corresponde, en caso de fraude, y se establece la prohibición de requerir el cumplimiento de condiciones para tales devoluciones, como la contratación de seguros.



Este último punto, señor Presidente, fue uno de los temas que motivaron a los autores del proyecto, tanto al Senador Ossandón como a la Senadora Lily Pérez y al Senador que habla, porque la mayoría de los prestadores de servicios están estableciendo un seguro obligatorio para dar seguridad respecto de los riesgos que se corren cuando alguien vulnera el sistema de seguridad, en circunstancias de que la seguridad la tiene que proporcionar el proveedor de los servicios, toda vez que, entre otras cosas, también es un proveedor de seguridad. Por tanto, no parece lógico que quien está obligado a ello y se encuentra profesionalmente preparado para prestar ese servicio de seguridad, en caso de que se lo vulneren, obligue al tarjetahabiente a pagar un seguro.



-Finalmente, se consagra la obligación para el emisor de contar con medidas adecuadas de protección relacionadas con el medio de pago, siguiendo la pauta fijada por el artículo 23 de la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores, pero haciendo responsable al emisor de los perjuicios causados por las deficiencias en este campo.



Es opinión de los autores del proyecto que la facilidad con que hoy día es posible defraudar a los medios de pago, como las tarjetas de crédito y similares, se debe a las insuficientes -o pocas en algunos casos- medidas de seguridad con que se cuenta y no necesariamente a un actuar del titular, sin dejar de reconocer la complejidad que el sistema plantea a la hora de mantener un mercado dinámico, de simple utilización y, a su vez, seguro.



La Comisión de Economía aprobó en general la iniciativa. Esperamos que en su discusión en particular se puedan recoger las inquietudes que se observan en orden a garantizar que los emisores y proveedores de los servicios sean quienes deban cautelar la seguridad de estos sistemas y no que se obligue a los tarjetahabientes o a los usuarios a pagar un seguro contra los riesgos que corre precisamente aquel que está prestando el servicio de seguridad.



Por tanto, señor Presidente, recomendamos a la Sala aprobar el proyecto de la misma manera.



He dicho.

La señora MUÑOZ.- ¿Puede abrir la votación, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para ello?

El señor MOREIRA.- Sí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Acordado.



En votación general el proyecto.



--(Durante la votación).

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Ossandón.

El señor OSSANDÓN.- Señor Presidente, esta iniciativa busca modificar la ley N° 20.009, que es la que actualmente obliga a los bancos a hacerse cargo de las operaciones que se realizan con posterioridad a los avisos de extravío, robo o hurto de tarjetas bancarias.



Por cierto, la ley vigente no contempla la exención de la responsabilidad del usuario cuando las operaciones con tarjeta se efectúan sin el consentimiento del titular, como ocurre en el caso de clonación de los datos de una tarjeta.



El proyecto de ley exime de responsabilidad a los usuarios en operaciones que se lleven a cabo sin su autorización, correspondiendo a los emisores de las tarjetas hacerse cargo de perseguir las operaciones fraudulentas.



Actualmente, los bancos ofrecen seguros a sus clientes para cubrir las pérdidas por los fraudes perpetrados con sus tarjetas de crédito o débito. Sin embargo, no es culpa del usuario el hecho de que puedan vulnerarse las medidas de seguridad de estas (por ejemplo, a través de una clonación en un cajero automático o de un skimmer en un restorán).



En tal sentido, para el caso de operaciones fraudulentas el proyecto prohíbe a los emisores (bancos, casas comerciales) imponer condiciones a los clientes para devolver los dineros cargados a su cuenta o girados de esta. Y además les impone un plazo máximo de 24 horas hábiles para realizar tales devoluciones.


Asimismo, aumenta las penas contempladas para este tipo de delitos.


La justicia lo ha dicho en varias ocasiones: los bancos y las casas comerciales están obligados a proveer un producto seguro para los consumidores. Y así está establecido en la Ley sobre Protección de los Derechos de los Consumidores.



Nuestro proyecto viene a llenar el vacío que existe actualmente para aquellas personas que sufren la clonación de sus tarjetas u otro tipo de fraudes similares y a las que se induce a contratar un seguro para cubrir las pérdidas.


Ese es trabajo del banco, no del usuario. Y creemos necesario resolver este asunto lo antes posible.



En Europa, Estados Unidos y varios otros países ya se cuenta con una legislación similar a la que estamos proponiendo hoy día.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Lily Pérez.

La señora PÉREZ (doña Lily).- Señor Presidente, este proyecto, que hemos presentado, es necesario y largamente anhelado y requerido por los consumidores, por los clientes tanto de los bancos como de las tarjetas de crédito, de débito y del retail. ¿Por qué razón? Porque hoy día -ya lo expresaron muy latamente los Senadores Tuma y Ossandón y es parte de nuestra minuta, aunque yo lo quiero decir más coloquialmente-, si a un cliente se le extravía, le clonan o le roban su tarjeta de crédito, de débito o una tarjeta de casa comercial, el peso de la prueba recae sobre él. O sea, el banco, el que sea, tiene todos los abogados del mundo y equipos computacionales para probar el ilícito, pero la carga de la prueba recae en el cliente.



En segundo lugar, están los ciberataques, tan de moda en todo el mundo, incluido Chile. Entonces, a los clientes de bancos les llega un aviso ofreciéndoles un seguro adicional para estar cubiertos y protegidos frente a tal eventualidad, cuando se supone que si una persona tiene su cuenta (corriente, de ahorro, de crédito) en un banco es porque confía en él; si no, guardaría su plata en una alcancía o, como nuestros abuelos, debajo del colchón. Uno confía en que su plata se encuentra segura en un banco. Pero no es así, al punto que estos ofrecen seguros adicionales.



En tercer lugar, además de la carga de la prueba -que en el proyecto se traslada al banco, no al cliente, consumidor o usuario-, está el tema de la reversa.



Muchas veces el cliente avisa que le clonaron o le robaron una tarjeta o que se le extravió, pero el descuento se lo hacen igual. Por ejemplo, a usted, señor Presidente, le roban su tarjeta de crédito y el lunes se entera de que compraron con ella dos pasajes a Mendoza; le reclama el hecho a su ejecutivo; de todas maneras le hacen el descuento y debe esperar tres, cuatro o cinco meses para que le efectúen la reversa, si es que se la hacen, si es que usted logra probar que no realizó tal operación.



Pues bien, en el proyecto estamos dando un plazo máximo de cinco días hábiles para que el banco u otro emisor efectúe la reversa, más allá de cuánto se demore en comprobar los hechos.



Todas las tarjetas del mundo modernas, ¡todas! -no quiero nombrar a una en particular, porque si no van a decir que le estamos haciendo propaganda- se están actualizando. Los bancos más modernos, que compiten entre sí, no están cobrando por elementos adicionales de información, como avisos gratuitos para los clientes cuando se realiza una operación del tipo que estamos comentando.



En virtud del proyecto, lo único que tiene que hacer el cliente es avisar cuando se da cuenta de que una operación no ha sido efectuada por él. Porque ahora comunican todo de inmediato: “Usted compró esto, compró lo otro”. Con el aviso será suficiente.



Eso es lo que busca esta iniciativa.



Tenemos el apoyo del SERNAC, de la Superintendencia de Bancos (ojo, que es bastante importante) y del Ejecutivo.  Obviamente, la Asociación de Bancos se resiste. Y es natural que así sea. Está dentro de las reglas del juego.



Pero -repito- no hay banco en el mundo moderno que no esté entregando servicios gratuitos.



Los seguros son un negocio aparte, son otro negocio. ¿Por qué tendríamos que además cuidarles el negocio de los seguros a los bancos? Lo que a nosotros nos interesa es promover que en estos ilícitos los clientes no tengan el peso de la prueba, que esta recaiga en los bancos o establecimientos de retail, y que la reversa, cuando corresponda, se efectúe dentro de un plazo máximo de cinco días hábiles.



Este es un proyecto absolutamente coherente con el mundo actual. Lo que nosotros queremos es que a las personas se les respeten sus derechos como consumidores y que estos sean los que ganen en esta pelea de “David contra Goliat” que existe con los bancos o un establecimiento comercial cuando una tarjeta es clonada, extraviada o robada.



Voto a favor de la iniciativa, además por ser su autora junto con los Senadores Tuma y Ossandón.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Moreira.

El señor MOREIRA.- Señor Presidente, como integrante de la Comisión de Economía, quiero hacer presente que estamos frente a un proyecto que a primera vista es fácil y obvio en su aprobación. ¡Cómo no empatizar con los tenedores de tarjetas de crédito que, víctimas de fraudes cometidos sin su conocimiento, se ven en la necesidad de esperar largos plazos y peregrinar por fiscalías, oficinas públicas, tribunales de justicia, liquidadores, compañías de seguros, empresas de cobranzas, bancos, etcétera!



A pesar de esa simpatía inicial, me parece que el tema es mucho más complejo. Una solución legislativa eficiente y barata para el consumidor, a quien pretendemos beneficiar, debe tener en cuenta la forma de operar del mercado del crédito. No vaya a ser cosa que nuestro afán protector se vuelva en mayores costos para el público.



La tecnología, a su vez, ha propiciado maneras eficientes de enfrentar la delincuencia en materia de uso de tarjetas de crédito, sustituyendo la banda magnética por códigos y mecanismos electrónicos que proporcionan más seguridad al tenedor de la tarjeta.


El número de tarjetas de crédito que opera en el mercado nacional, con cupo local e internacional, ya supera con creces la población de Chile. Sí, señores, la población de Chile, dado que es habitual que instituciones bancarias o de crédito comercial entreguen este producto de manera expedita e indiscriminada. Es habitual que una persona cuente con dos, tres o más tarjetas de crédito.


Muchas de estas tarjetas se contratan conjuntamente con seguros que, cuando son informados y utilizados eficientemente por el cliente, permiten enfrentar la contingencia de un extravío, hurto o robo de manera satisfactoria para los perjudicados.


Puestas las cosas de este modo, señor Presidente, parece que la solución simple, esto es, radicar toda la responsabilidad en el emisor o en el administrador de la tarjeta, no basta para enfrentar el problema. 
Eximir de plano de responsabilidad al tenedor de la tarjeta puede conducir a situaciones injustas.


Agreguemos que ni el titular o usuario de la tarjeta ni el emisor o administrador se encuentra en condiciones de prever y hacer frente a los mecanismos más habituales de defraudación, mediante tarjetas, que se observan en la realidad: el “skimmer” (instalación de un pequeño dispositivo en la ranura de ingreso de las tarjetas en los cajeros automáticos para obtener la información); el “cambiazo” (cambio de máquinas por otras adulteradas), y la “pérdida de vista” (cuando al momento de la transacción el vendedor solicita la tarjeta para realizar el pago en otro lugar).



Señor Presidente, nosotros vamos a votar a favor de este proyecto en general, a la espera de que en la discusión particular surjan soluciones legislativas eficientes que no perjudiquen el mercado de las tarjetas de crédito, al que concurren tanto proveedores como consumidores.



Reiteramos que nos parece una iniciativa interesante, que defiende a los consumidores, pero a veces proyectos fáciles y obvios en su aprobación traen complicaciones. Nosotros vamos a presentar una serie de indicaciones cuando corresponda. Aunque entendemos la buena intención de sus autores -entre ellos la Senadora Lily Pérez-, queremos hacer las cosas lo mejor posible, de manera que no nos ocurra que, por favorecer la defensa del consumidor, terminemos perjudicándolo en otros aspectos.



Voto que sí.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Quinteros.

El señor QUINTEROS.- Señor Presidente, no voy a repetir los conceptos que han expresado acá los miembros de la Comisión de Economía, a la cual pertenezco, con quienes estoy absolutamente de acuerdo.



Sí quiero hacer ver que los avances tecnológicos son cada vez mayores y alcanzan a todas nuestras actividades cotidianas, incluidas las compras de bajos montos. Día a día nos encontramos con nuevos dispositivos y formas inteligentes de realizar transacciones que diez o quince años atrás jamás hubiésemos imaginado.



Por lo mismo, nuestro deber es adaptarnos a las nuevas realidades que nos plantea el mundo de hoy, lo que incluye, como aquí se ha dicho,  regular los últimos medios de pago, así como los nuevos riesgos que se enfrentan.



El proyecto que hoy vemos en general precisamente tiene como objetivo actualizar una normativa respecto de las transacciones comerciales que se efectúan con distintos medios de pago. En particular, apunta a las nuevas formas que existen de cometer fraudes electrónicos, de manera de evitar o minimizar sus efectos en los consumidores.



Lo que se busca es establecer limitaciones a la responsabilidad de los usuarios de tarjetas de crédito por delitos cometidos sin su conocimiento.



Es necesario mencionar que en la Comisión de Economía vimos que si bien el mercado ha reaccionado en forma correcta y que gran parte de los emisores de tarjetas de crédito han tomado medidas para hacer frente a los nuevos tipos de fraude, se advierten algunas malas prácticas en este sentido y muchas veces se responsabiliza al usuario, según lo demuestran algunos fallos de los tribunales de justicia.



Tal es la situación que se busca revertir, señor Presidente.



Por eso, voto a favor del proyecto, a fin de analizarlo en particular y encontrar soluciones que tengan presentes los últimos avances tecnológicos en materia de seguridad y protejan a los consumidores y usuarios de los fraudes, así como de la pasividad o negligencia de las entidades emisoras de tarjetas.



Lo que pasó ayer con el millonario robo a una empresa de transporte de valores nos hace pensar que las entidades bancarias o que manejan grandes cantidades de dinero no invierten lo suficiente en materia de seguridad.



He dicho.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra la Senadora señora Allende.

La señora ALLENDE.- Señor Presidente, este proyecto es bien importante. Me parece necesario actualizar la regulación sobre extravío, robo y uso fraudulento de tarjetas, debido a que desde que se dictó la ley N° 20.009, en 2005, ellas se han masificado, se ha modificado su régimen de uso y ahora existen nuevas formas de comisión de delitos.



Tal como se expone en la moción, este tipo de ilícitos se ha incrementado. Por ejemplo, en la Región de Valparaíso los delitos económicos cometidos mediante el uso fraudulento de tarjetas muestran un aumento de 13 a 25 por ciento entre los años 2005 y 2016. Es decir, prácticamente se han duplicado, según datos de la Brigada de Delitos Económicos de la PDI.



Como expresamos, han surgido nuevas formas de comisión de delitos. Está el “cibercartereo”, que consiste en el “hackeo” de los datos de una tarjeta (su número y fecha de vencimiento), lo cual sirve para realizar compras fraudulentas en internet. La modalidad es la más sorprendente, ya que la sustracción de los datos se realiza mediante un escáner que lleva escondido el delincuente, quien se acerca a diez centímetros de distancia de la víctima, lo que le permite recolectar la información de la tarjeta. Aparentemente, este método aún no aterriza en Chile, al menos no masivamente.



Por otro lado, hemos visto gran cantidad de grupos organizados para cometer delitos de este tipo. Otro de ellos consiste en insertar un escáner en el acceso de los cajeros automáticos junto a una microcámara de alta resolución que permite grabar las claves de los usuarios que normalmente nos acercamos para retirar dinero.



Entonces, frente a tantas nuevas tecnologías, nos parece que la ley estaba quedando desfasada. Además, es importante destacar que ella hace recaer en los usuarios la responsabilidad por las sustracciones de los datos por robo o extravío hasta que avisan al emisor de lo sucedido, trasladando a este recién en ese momento la responsabilidad. 



Para los casos de extravío o robo el aviso puede ser de fácil aplicación, pero hoy existe, junto a la clonación, la captación de claves para transferencias electrónicas por internet mediante fraude, sistema más conocido como “phishing”. 



Los métodos expuestos no dejan la oportunidad al usuario de tomar los resguardos necesarios para no ser víctima de fraude, por lo cual se hace indispensable innovar al respecto.



La ley actual solo contempla las tarjetas de débito y crédito. El proyecto introduce un concepto más amplio, para incorporar dentro de la regulación diversos métodos de pago similares y que consistan en cualquier sistema distinto del dinero en efectivo, el cheque o el vale vista.



Además, agrega una nueva hipótesis de delito de “uso fraudulento de tarjetas”: la suplantación de la identidad del usuario frente al emisor. En esa misma área, realiza un ajuste en las penas, estableciendo la de presidio menor en su grado medio a máximo.



Pero el mayor aporte de la moción son las nuevas normas que agrega a la ley. El artículo 6° incorpora la exención de responsabilidad del usuario en el caso de que no haya podido conocer el ilícito que corresponde a la utilización de los datos necesarios para realizar una operación con el medio de pago. Esto es un gran avance, porque, como ya señalé, antes la responsabilidad recaía en los usuarios al no existir reglas claras al respecto.



Por último, el proyecto establece la obligación de los emisores de mantener un sistema de seguridad actualizado y eficiente, para impedir la comisión de delitos, y los hace responsables por los perjuicios de estos últimos. Hoy, los usuarios debemos pagar por un seguro para el caso de que seamos víctimas de un fraude, en circunstancias de que es responsabilidad del banco otorgarnos las medidas de seguridad necesarias para el uso de estos métodos de pago.



Finalmente, quiero señalar que quizás es este el momento de hacer un esfuerzo legislativo y trasladar las figuras de la ley N° 20.009 al Código Penal, con el objeto de que se regulen de forma sistemática junto a otros tipos de defraudaciones.



En todo caso, anuncio mi voto a favor. Creo, señor Presidente, que el proyecto hace una gran innovación, más acorde con los tiempos que vivimos y con el tipo de delitos que vemos, los que, por desgracia, han ido incrementándose. 

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el Senador señor Montes.

El señor MONTES.- Señor Presidente, coincido bastante con lo que dijeron los Senadores señora Allende y señor Quinteros, pero quisiera insistir en lo siguiente.



Voy a votar a favor del proyecto, porque me parece importante profundizar en estas materias. Pero me surge una duda acerca de si estamos llegando a tiempo en esta materia o tenemos que plantearnos otras preguntas. Porque, tal como dice la Senadora Allende, la tecnología para cometer fraude evoluciona tremendamente rápido.



Hace unos días supe de esta modalidad de fraude existente en Chile y traída por extranjeros: desde un bolsillo escanean tarjetas ubicadas en carteras o billeteras, y la única posibilidad de evitarlo es que aquellas estén cubiertas por un elemento metálico (no sé cómo se llama). Hasta hace muy poco tiempo era inimaginable que se pudiera clonar una tarjeta y acceder a su clave; ahora es posible, desde un bolsillo, copiar con un escáner la clave de una tarjeta ubicada en la billetera de alguien que esté al lado.



¿Qué hacemos frente a eso? 



Me parece bien todo lo planteado con relación a determinar un procedimiento: en caso de que haya un fraude, se declara y se indica cómo se paga y cómo se responde. Pero considero que hay que profundizar en ciertos principios. ¿Qué nivel de responsabilidad tiene, en general, quien emite la tarjeta? ¿El emisor tiene que poner la seguridad permanentemente? Salvo ciertas conductas más arriesgadas de parte del consumidor, ¿en quién radica la responsabilidad?



Lo digo porque se paga por usar la tarjeta, no es gratis, es un producto que nos venden y que debiera contar con cierta cobertura.



Creo que es fundamental trasladar con bastante claridad la responsabilidad a quien emite la tarjeta, pues lo obligaría a evolucionar tecnológicamente al ritmo en que lo hace el delito en este ámbito.



¿Qué posibilidad tienen los consumidores de captar siquiera que alguien está copiando desde su bolsillo una tarjeta guardada en las billeteras de aquellos? ¡No hay ninguna posibilidad!



Además, muchas de estas técnicas parten en otros países. El sistema debe tener cierta capacidad para responder.



Yo sugeriría aclarar el principio básico. Y el principio básico es que quien emite la tarjeta tiene responsabilidades fundamentales sobre ese instrumento.



No estoy hablando de pérdidas. Estoy hablando de intervención tecnológica. Esta modalidad va a incrementarse de variadas maneras, pues hay gente especializada en cometer estos delitos. Creo que hay que dejar muy en claro la responsabilidad del emisor. Incluso más detalladamente que lo que señala la iniciativa.



El artículo 8° aborda el tema, pero no profundiza. Sugeriría que lo trabajaran para el segundo informe en estos términos. Voy a tratar de preparar algunas indicaciones al respecto. 



Señor Presidente, estimo que para prepararnos para el futuro deberíamos tener legislación comparada. Probablemente la Comisión la tiene.



Además, hay que oír a la Fiscalía. Yo he escuchado acerca de fiscales que tienen antecedentes de métodos mucho más serios de los que uno imagina. 



Y considero, también, tremendamente importante saber qué se hace en otros lados para enfrentar este problema.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- ¿Alguna señora Senadora o algún señor Senador no ha emitido su voto?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Terminada la votación.

La señora ALLENDE.- ¿Me permite, señor Presidente?

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Para votar, señora Senadora? La votación está cerrada.

La señora ALLENDE.- Es un tema de Reglamento, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra, Su Señoría.

La señora ALLENDE.- Disculpe, señor Presidente. Lo que sucede es que pedí un pareo y me lo concedió el Senador García.



Él no se encuentra en estos momentos en la Sala, y quería preguntar si puedo votar.

El señor GARCÍA-HUIDOBRO.- ¡Está presente!

La señora ALLENDE.- Entonces, ¿puedo votar, Senador García?

El señor GARCÍA.- Sí, Su Señoría.

La señora ALLENDE (Presidenta).- Okay.



Voto afirmativamente, señor Presidente.



Disculpe, y muchas gracias.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se hará presente su intención, señora Senadora.


--Se aprueba en general el proyecto (23 votos a favor), y se fija plazo para presentar indicaciones hasta el jueves 5 de octubre.



Votaron las señoras Goic, Muñoz, Lily Pérez, Van Rysselberghe y Von Baer y los señores Chahuán, Coloma, De Urresti, García, García-Huidobro, Horvath, Lagos, Hernán Larraín, Letelier, Montes, Moreira, Ossandón, Pérez Varela, Prokurica, Quinteros, Tuma, Patricio Walker y Andrés Zaldívar.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se deja constancia de la intención de voto afirmativo de la Honorable señora Allende.



Les pido a los señores Senadores mantenerse en la Sala para poder despachar la siguiente iniciativa.

ESTABLECIMIENTO DE DÍA NACIONAL DE JUZGADOS DE POLICÍA LOCAL
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, que establece el 8 de agosto de cada año como el Día Nacional de los Juzgados de Policía Local, con informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



--Los antecedentes sobre el proyecto (10.691-24) figuran en los Diarios de Sesiones que se indican:



Proyecto de ley:



En segundo trámite: sesión 45ª, en 6 de septiembre de 2016 (se da cuenta).



Informe de Comisión:



Gobierno, Descentralización y Regionalización: sesión 39ª, en 16 de agosto de 2017.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Tiene la palabra el señor Secretario.

El señor LABBÉ (Secretario General).- La Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización discutió el proyecto en general y en particular, por ser de artículo único, y lo aprobó por la unanimidad de sus miembros presentes (Senadores señora Von Baer y señores Bianchi y Quinteros), en los mismos términos en que fue despachado por la Cámara de Diputados.



El texto que se propone aprobar se consigna en la página 5 del informe de la Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización.



Nada más, señor Presidente.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- ¿Habría acuerdo para aprobarlo?



--Se aprueba por unanimidad en general la iniciativa y, por no haberse presentado indicaciones, queda aprobada también en particular y despachada en este trámite.
V. INCIDENTES

PETICIONES DE OFICIOS

El señor LABBÉ (Secretario General).- Han llegado a la Mesa diversas peticiones de oficios.

El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Se les dará curso en la forma reglamentaria.


--Los oficios cuyo envío se anuncia son los siguientes:



Del señor DE URRESTI:



A los señores Ministro de Relaciones Exteriores y Presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral, consultándoles RAZONES DE INSCRIPCIÓN DE CIUDADANOS CHILENOS RESIDENTES EN PALESTINA EN REGISTRO DE VOTANTES DE ISRAEL y pidiéndoles MEDIDAS PARA CORREGIR DICHA SITUACIÓN.



Al señor Director Ejecutivo de la Corporación Nacional Forestal, requiriéndole envío de antecedentes sobre INICIATIVA DE FORESTAL MININCO PARA PROTECCIÓN DE ARAUCARIAS ENANAS EN TERRENOS SUYOS DE CORDILLERA DE NAHUELBUTA.



Del señor GARCÍA:



Al señor Ministro de Hacienda, a fin de pedir REVISIÓN DE APLICACIÓN DE IMPUESTOS VERDES A AGROINDUSTRIA.


Del señor NAVARRO:


A los señores Ministro del Interior y Seguridad Pública y Director General de la Policía de Investigaciones, solicitándoles informe detallado sobre DENUNCIAS POR DELITO DE VIOLACIÓN EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS, DESAGREGADO POR REGIONES.


Al señor Director General de la Policía de Investigaciones, para que remita informe detallando la cantidad de ÓRDENES DE INVESTIGAR IMPARTIDAS POR FISCALÍA ANTE DELITO DE USURPACIÓN DE AGUAS EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS (desagregadas por regiones).


A los señores Subsecretario de Pesca y Acuicultura y Director Nacional del Servicio Nacional del Servicio Agrícola y Ganadero, solicitándoles información detallada sobre FISCALIZACIONES A EXPLOTACIÓN DE RECURSOS PESQUEROS EN ÚLTIMOS CINCO AÑOS, DESAGREGADA POR REGIONES.


A los señores Gobernador de Chiloé y Alcalde de Quellón, pidiéndoles diversos antecedentes relativos a SISTEMA DE ASEO Y ORNATO Y POLÍTICA MUNICIPAL DE MANEJO DE RESIDUOS PARA TALLERES MECÁNICOS Y ASERRADEROS EN SECTOR DE MOLULCO.



Al señor Presidente del Consejo Nacional de Televisión, solicitándole informar acerca de ESTUDIO ESPECIAL QUE DEBIÓ ENTREGAR TVN PARA DAR CUENTA DE GARANTÍA DE USO EFECTIVO DE ESPECTRO RADIOELÉCTRICO ASIGNADO POR CONCESIÓN.

)---------------(


--Ofrecida la palabra, sucesivamente, en los tiempos de los Comités Partido Unión Demócrata Independiente, Comité Independientes y Partido Amplitud, Partido Por la Democracia, Partido PAIS, Partido Demócrata Cristiano e Independiente, Partido Renovación Nacional, Partido Socialista e Independiente, ningún Senador interviene.
)---------------(
El señor ZALDÍVAR, don Andrés (Presidente).- Por haberse cumplido su objetivo, se levanta la sesión. 



--Se levantó a las 18:7.







Manuel Ocaña Vergara,







   Jefe de la Redacción
ANEXOS
DOCUMENTOS
1

PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL “ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DEL REINO DE MARRUECOS SOBRE EXENCIÓN DEL REQUISITO DE VISA PARA TITULARES DE PASAPORTES DIPLOMÁTICOS, OFICIALES, ESPECIALES Y DE SERVICIO”, SUSCRITO EN NUEVA YORK, EL 20 DE SEPTIEMBRE DE 2016

(11.347-10)


Oficio Nº 13.509


VALPARAÍSO, 14 de septiembre de 2017

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de acuerdo, correspondiente al boletín N° 11.347-10:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno del Reino de Marruecos sobre Exención del Requisito de Visa para Titulares de Pasaportes Diplomáticos, Oficiales, Especiales y de Servicio”, suscrito en Nueva York, el 20 de septiembre de 2016.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Enrique Jaramillo Becker, Presidente accidental de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
2

PROYECTO DE ACUERDO QUE APRUEBA EL “ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE CHILE Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE SUDÁFRICA SOBRE EXENCIÓN DEL REQUISITO DE VISA PARA TITULARES DE PASAPORTES DIPLOMÁTICOS U OFICIALES” SUSCRITO EN PRETORIA, EL 1 DE SEPTIEMBRE DE 2016

(11.348-10)

Oficio Nº 13.510


VALPARAÍSO, 14 de septiembre de 2017

Con motivo del mensaje, informe y demás antecedentes que tengo a honra pasar a manos de V.E., la Cámara de Diputados ha tenido a bien prestar su aprobación al siguiente proyecto de acuerdo, correspondiente al boletín N° 11.348-10:

PROYECTO DE ACUERDO:

“Artículo único.- Apruébase el “Acuerdo entre el Gobierno de la República de Chile y el Gobierno de la República de Sudáfrica sobre Exención del Requisito de Visa para los Titulares de Pasaportes Diplomáticos u Oficiales”, suscrito en Pretoria, el 1 de septiembre de 2016.”.
Dios guarde a V.E.

(Fdo.): Enrique Jaramillo Becker, Presidente accidental de la Cámara de Diputados.- Miguel Landeros Perkić, Secretario General de la Cámara de Diputados.
3

INFORME DE LA COMISIÓN DE VIVIENDA Y URBANISMO RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN TERCER TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA DECRETO LEY N° 2.695, DE 1979, PARA RESGUARDAR DERECHOS DE TERCEROS EN RELACIÓN CON LA REGULARIZACIÓN DE LA PEQUEÑA PROPIEDAD RAÍZ 

(10.802-12)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de informar el proyecto señalado en el epígrafe, que se encuentra en tercer trámite constitucional en el Senado.


A la sesión en que se analizó esta materia concurrió la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, doña Paulina Saball, junto a su asesora legislativa, doña Jeannette Tapia. Asimismo, asistió la señora Ministra de Bienes Nacionales, doña Nivia Palma, acompañada por el Jefe de la División Constitución Propiedad Raíz de la entidad, señor Óscar Manquilef.

También estuvieron presentes: Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la asesora legislativa, señora Constanza González. Del Ministerio de Bienes Nacionales, el periodista, señor Patricio Olavarría. De la Asociación Chilena de Municipalidades, el Coordinador Nacional, señor Miguel Moreno. De la Biblioteca del Congreso Nacional, la analista, señora Verónica de la Paz. Del Comité DC, el asesor, señor Luis Espinoza. Asimismo, concurrieron los siguientes asesores parlamentarios: del Senador señor Moreira, don Héctor Mery; del Senador señor Ossandón, doña Israela Rosenblum, doña María Angélica Villadangos y don José Huerta, y de la Senadora señora Pérez San Martín, don Eduardo Faúndez.
- - -


A continuación se efectúa, siguiendo el orden del articulado del proyecto, una relación de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al texto aprobado por el Senado, en primer trámite constitucional, así como del acuerdo adoptado por la Comisión respecto de las referidas enmiendas.

Artículo único


En el primer trámite constitucional, mediante este artículo -compuesto por 9 numerales-, el Senado modificó diversos preceptos del decreto ley N° 2.695, del año 1979, que fija normas para regularizar la posesión de la pequeña propiedad raíz y para la constitución del dominio sobre ella.

PRIMERA ENMIENDA DE LA CÁMARA REVISORA

Número 1


El Senado, en primer trámite constitucional, reemplazó el artículo 3° por el que se señala a continuación:


“Artículo 3°.- El solicitante no podrá agregar a su posesión la de sus antecesores.”.

Cabe señalar, en lo que interesa, que el actual artículo 3°, en su inciso primero, permite al solicitante agregar a su posesión la de sus antecesores, sea ésta legal o material, siempre que el inmueble no forme parte de uno inscrito de mayor extensión, y que exista, a lo menos, un título aparente que haga presumible la continuidad de las posesiones.


Sus incisos segundo y tercero desarrollan, con mayor detalle, lo dispuesto en el inciso primero recién descrito.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, rechazó este número 1.
o o o
SEGUNDA ENMIENDA DE LA CÁMARA REVISORA

Número 1, nuevo


La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, incorporó el siguiente número 1, nuevo:


“1.- Agrégase en el artículo 5, a continuación del punto final, que pasa a ser punto y seguido, la siguiente oración: “Adicionalmente, en las áreas urbanas, deberá acompañar un certificado de informaciones previas que contenga las condiciones aplicables al predio respectivo.”.”.

Es pertinente señalar que el referido artículo 5° prescribe que el solicitante deberá acompañar una declaración jurada, prestada ante Notario, o, en su defecto, ante el Oficial del Registro Civil en cuyo territorio jurisdiccional se encuentre el inmueble, o ante el funcionario que el Servicio determine, acerca del hecho de cumplir con el requisito contemplado en el N° 1 del artículo 2°, sobre el origen de su posesión y respecto de los antecedentes legales y de hecho de los poseedores anteriores, si los conociere, como, asimismo, sobre el conocimiento que tuviere de la existencia de inscripciones que se refieran al inmueble y de las otras personas que pudieran tener derechos sobre el predio.
o o o
o o o

TERCERA ENMIENDA DE LA CÁMARA REVISORA

Número 3, nuevo


La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, intercaló el siguiente número 3, nuevo, pasando el actual 3 a ser número 4, y así sucesivamente:


“3.- Agréganse, en el artículo 8, los siguientes incisos sexto y séptimo:


“En el área urbana, los nuevos sitios o lotes resultantes de la regularización de una parte de un inmueble inscrito de mayor extensión deberán tener acceso a través de un espacio de uso público, cumplir la superficie predial mínima, ajustarse estrictamente a los trazados viales y declaratorias de utilidad pública establecidas en el instrumento de planificación territorial.


Como parte del proceso de desarrollo urbano, la formación de los referidos nuevos sitios o lotes deberá ser informada a la dirección de obras municipales para su catastro.”.”.


Cabe expresar que, en lo sustancial, el aludido artículo 8° detalla distintos casos en que las normas del decreto ley de que se trata no serán aplicables, señalando determinadas excepciones en que sí podrán operar.
o o o

CUARTA ENMIENDA DE LA CÁMARA REVISORA

Número 5, que ha pasado a ser número 6


El Senado, en primer trámite constitucional, introdujo tres modificaciones en el artículo 16, precepto que es del siguiente tenor:


“Artículo 16.- Como consecuencia de lo dispuesto en el artículo precedente, expirado el plazo de un año a que esa disposición se refiere, prescribirán las acciones emanadas de los derechos reales de dominio, usufructo, uso o habitación, servidumbres activas y el de hipotecas relativos al inmueble inscrito de acuerdo con la presente ley.


Las anteriores inscripciones de dominio sobre el inmueble, así como la de los otros derechos reales mencionados, las de los gravámenes y prohibiciones que lo afectaban, una vez transcurrido el citado plazo de un año, se entenderán canceladas por el solo ministerio de la ley, sin que por ello recobren su vigencia las inscripciones que antecedían a las que se cancelan.


Con todo, si las hipotecas y gravámenes hubiesen sido constituidas por el mismo solicitante o por alguno de los antecesores cuya posesión legal o material se hubiera agregado a la suya, dichas hipotecas y gravámenes continuarán vigentes sobre el inmueble. Subsistirán igualmente, los embargos y prohibiciones decretados en contra del solicitante o de alguno de sus antecesores; pero ello no será obstáculo para practicar las inscripciones que correspondan.”.


Las aludidas enmiendas realizadas por el Senado son las que se transcriben a continuación:

a) Sustitúyese, en el inciso primero, la locución “un año” por “dos años”.


b) Reemplázase, en el inciso segundo, la expresión “un año” por “dos años”.


c) Elimínase, en el inciso tercero, el siguiente texto: “o por alguno de los antecesores cuya posesión legal o material se hubiera agregado a la suya, dichas hipotecas y gravámenes”.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, rechazó el literal c) recién consignado.
QUINTA ENMIENDA DE LA CÁMARA REVISORA

Número 6, que ha pasado a ser número 7


El Senado, en primer trámite constitucional, reemplazó, en los incisos primero y segundo del artículo 17, la expresión “un año” por “cinco años”.


Los incisos pertinentes disponen lo que se transcribe enseguida:


“Artículo 17.- Los poseedores de inmuebles inscritos con arreglo a esta ley no podrán gravarlos ni enajenarlos durante el plazo de un año, contado desde la fecha de la inscripción.


Los Conservadores de Bienes Raíces deberán inscribir de oficio esta prohibición, la que quedará cancelada, por el solo ministerio de la ley, una vez transcurrido el referido plazo de un año. Vencido este término, dichos funcionarios deberán alzarlas de oficio, sin necesidad de requerimiento de parte interesada.”.


La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, reemplazó este numeral por el que se consigna a continuación:


“7.- Modifícase el artículo 17 en el siguiente sentido:


a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 17.- Los poseedores de inmuebles inscritos con arreglo a esta ley no podrán gravarlos durante el plazo de dos años, contado desde la fecha de la inscripción del dominio. Para enajenarlos, el plazo será de cinco años contado desde la misma fecha.”.


b) En su inciso segundo, ha sustituido la frase “transcurrido el referido plazo de un año. Vencido este término” por “transcurridos los plazos a que se refiere el inciso anterior. Vencidos estos plazos”.
SEXTA ENMIENDA DE LA CÁMARA REVISORA

Número 9, que ha pasado a ser número 10


El Senado, en primer trámite constitucional, sustituyó, en el artículo 29, la expresión “cinco años, contados” por “diez años, contado”.


El precepto de que se trata expresa que la acción a que se refiere el artículo anterior deberá ejercerse dentro del plazo de cinco años, contados desde la fecha de la inscripción, ante el tribunal que señala el artículo 20 y se tramitará de acuerdo con las reglas del procedimiento sumario.

La Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, reemplazó este numeral por el que se señala a continuación:

“10.- Sustitúyese el artículo 29 por el siguiente:


“Artículo 29.- La acción a que se refiere el artículo anterior deberá ejercerse dentro del plazo de cinco años, contado desde que el interesado se haga dueño del inmueble por prescripción, según lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 15, ante el tribunal que señala el artículo 20 y se tramitará de acuerdo con las reglas del procedimiento sumario.”.”.
- - -

La Comisión realizó un análisis global de las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley aprobado por el Senado en el primero.

Así, en relación con la materia en examen, las Ministras de Bienes Nacionales y de Vivienda y Urbanismo, señoras Nivia Palma y Paulina Saball, respectivamente, entregaron un documento conjunto en que manifestaron -de modo expreso- su opinión referente a las aludidas modificaciones, antecedente que se anexa a este informe.

La señora Ministra de Bienes Nacionales sostuvo que la temática abordada por la iniciativa legal ha sido estudiada junto al Ministerio de Vivienda y Urbanismo, puesto que se trata de una materia que incide en la labor de ambas Secretarías de Estado.

Recordó que, en su oportunidad, la Cartera que dirige valoró el proyecto, por tener como propósito resguardar los derechos del tercero propietario que pudieren verse vulnerados por la aplicación del decreto ley N° 2.695.

Indicó que parte importante de las modificaciones a tal decreto ley, aprobadas tanto en el Senado como en la Cámara de Diputados, contribuyen al perfeccionamiento de la actual normativa y permiten una mayor publicidad del procedimiento de regularización que se esté llevando a cabo respecto de un predio en particular.

Sin perjuicio de lo anterior, hizo ver su gran preocupación por ciertas enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, por no relacionarse con la idea matriz del proyecto y porque una de ellas constituiría, a su juicio, un grave impedimento para la aplicación del mencionado decreto ley, luego de que los loteos irregulares hayan sido acogidos a la ley N° 20.234, que establece un procedimiento de saneamiento y regularización de loteos.

A continuación, se refirió a la segunda enmienda de la Cámara revisora -al artículo 5° del decreto ley-, que adiciona la exigencia de acompañar un certificado de informaciones previas a la solicitud de regularización, cuando se trate de predios ubicados en áreas urbanas. Afirmó que dicho antecedente no se justificaría, pues se relaciona con aspectos de la construcción y lo que se intenta normalizar, por medio del decreto ley N° 2.695, es la propiedad. Además, este nuevo requisito significaría un mayor desembolso para las familias y alargar el procedimiento en al menos un mes. En virtud de lo expresado, sugirió rechazarla.

Enseguida, se abocó a la tercera enmienda, que agrega dos nuevos incisos al artículo 8°, señalando que implicaría una prohibición de utilizar el decreto ley N° 2.695 cuando el bien raíz se sitúe en un loteo regularizado por medio de la ley N° 20.234. Observó que, pese a la advertencia manifestada en su oportunidad, la Cámara de Diputados aprobó la modificación.

Al respecto, comentó que entre su Ministerio y el de Vivienda y Urbanismo se ha convenido que, una vez regularizado un loteo a través de la ley antedicha, su Cartera comienza la tramitación del decreto ley N° 2.695 con el fin de regularizar el dominio, como ha ocurrido tanto en el caso del campamento Manuel Bustos, de Viña del Mar, compuesto por alrededor de mil familias, como en el sector de Beneficencia de Valdivia, en que a fines de septiembre se entregarán los títulos que otorgan la calidad de poseedores regulares a más de 40 personas. Ambas situaciones serían imposibles de materializar de aprobarse el número 3, nuevo, introducido por la Cámara de Diputados, por lo que solicitó rechazarlo y reestudiarlo en la Comisión Mixta.

El Honorable Senador señor Moreira preguntó a la señora Nivia Palma si, independientemente de lo expuesto sobre las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, apoya el proyecto de ley en debate, a lo que la señora Ministra contestó afirmativamente, apuntando que constituye un avance y mejoramiento del decreto ley N° 2.695.

Por su parte, la señora Paulina Saball reafirmó lo expuesto por la Ministra de Bienes Nacionales y agregó que la idea matriz de la Moción parlamentaria fue resguardar los derechos de propietarios que, eventualmente, pudieran verse perjudicados con la regularización de la pequeña propiedad raíz, razón que llevó a la aprobación de medidas que se relacionan con la mayor publicidad y ampliación de diversos plazos; sin embargo, en la Cámara de Diputados se produjo un giro, cambiando el fundamento del proyecto por uno que, en definitiva, aborda la relación entre la aplicación del decreto ley de la especie y los instrumentos de planificación territorial.

Reiteró que, sobre el asunto, se ha trabajado en un convenio con el Ministerio de Bienes Nacionales para que la regularización de la pequeña propiedad raíz sea coherente con la planificación urbana.

Hizo hincapié en que la aludida tercera enmienda se contrapone con la ley N° 20.234, puesto que ésta permite que, bajo ciertas normas de excepción, se regularicen los predios cautelando aquellas cuestiones esenciales de la planificación urbana, es decir, la posibilidad de urbanización mínima y adecuada para construir. Entonces, de visarse tal modificación, orientada a que la regularización de la pequeña propiedad raíz urbana deba ceñirse estrictamente a lo establecido en el plan regulador respectivo, se produciría una colisión con lo permitido en la ley N° 20.234, por lo que, consecuencialmente, se regularizaría el loteo, mas no la propiedad sobre cada uno de los lotes resultantes, por terminar siendo incompatibles ambas normativas.

Agregó que en Chile existen 29 campamentos cuyo proceso de radicación depende de la aplicación de la ley recién mencionada y que toda la inversión estatal en esta materia apunta, primero, a aprobar un plano de loteo ante la dirección de obras municipales respectiva; en segundo lugar, ejecutar las obras de urbanización correspondientes con cargo a los Servicios de Vivienda y Urbanización, y, finalmente, resolver el tema de la titularidad, con la intervención del Ministerio de Bienes Nacionales.

Respecto de la exigencia del certificado de informaciones previas -de la segunda enmienda-, sostuvo que habría una confusión, pues significa introducir un trámite relativo a normas particulares de edificación y un desembolso que en nada se relaciona con la regularización de la propiedad, ya que por medio del decreto ley N° 2.695 no se intenta sanear ninguna construcción.

Insistió en que las materias de que tratan las enmiendas segunda y tercera escapan a las ideas matrices del proyecto de ley, aun cuando -precisó- está de acuerdo con que la aplicación del decreto ley N° 2.695 también deba hacerse cargo, de alguna manera, de la planificación urbana, pero no sería adecuado dificultar la aplicación de la ley N° 20.234.

El Honorable Senador señor Tuma coincidió con que los cambios que ha planteado la Cámara de Diputados, aludidos por las señoras Secretarias de Estado, desnaturalizan la idea matriz de la iniciativa legal.

Sin perjuicio de lo anterior, en lo relativo a la primera enmienda, relacionada con el artículo 3° del decreto ley N° 2.695, sostuvo que la voluntad de la Cámara de Diputados al rechazar lo aprobado por el Senado -en cuanto que el solicitante no pueda agregar a su posesión la de sus antecesores-, habría sido permitir que quienes tengan un vínculo cercano, como parentesco hasta segundo grado, sumen las posesiones, cuando, por ejemplo, sus familiares directos no hayan alcanzado a realizar o a finalizar el trámite de regularización de la propiedad. Observó que, cuando dicha norma fue analizada en el Senado, se pensó en que la prohibición recayera en terceros ajenos y no en hijos o nietos, por lo que planteó rechazar la aludida primera enmienda, a efectos de poder volver a estudiar la materia en la Comisión Mixta.

Asimismo, anotó que la exigencia del certificado de informaciones previas -correspondiente a la segunda enmienda- se relaciona con la construcción y no con la propiedad, por lo que también fue de la idea de rechazarla.

En lo relativo a la ya mencionada tercera enmienda, opinó que distorsiona absolutamente lo que se ha legislado respecto de los loteos irregulares.

Sobre la quinta enmienda introducida por la Cámara de Diputados, referente a la prohibición de que los inmuebles regularizados con arreglo al decreto ley N° 2.695 sean gravados y enajenados, durante dos y cinco años, respectivamente, ambos plazos contados desde la inscripción del dominio, advirtió que le parece ilógico pensar en que un acreedor acepte la hipoteca sobre un bien raíz que no se pueda ejecutar, de ser necesario.

Por último, se refirió a la sexta enmienda, que propone modificar el artículo 29 del decreto ley de la especie, y opinó que debe ser rechazada, con el objeto de que se lleve a cabo un debate en la Comisión Mixta sobre el plazo más adecuado para interponer la acción del artículo 28.

El Honorable Senador señor Ossandón comentó que la Moción parlamentaria se originó a causa de un anuncio de la señora Presidenta de la República, en cuanto a agilizar el procedimiento de regularización de la pequeña propiedad raíz, y para precaver ciertos abusos que se han venido cometiendo en la aplicación del decreto ley N° 2.695.

Estuvo de acuerdo con lo expresado por las señoras Ministras de Bienes Nacionales y de Vivienda y Urbanismo; sin perjuicio de lo anterior, estimó que podrían ser aprobadas la quinta y la sexta enmienda.

Pues bien, en cuanto a la quinta enmienda, que trata sobre el artículo 17, señaló que existen varias especies de gravámenes y no solo la hipoteca y, en su concepto, aprobarla no afectaría la buena utilización de la normativa.

Asimismo, consideró que la sexta enmienda tampoco perjudica la aplicación del decreto ley.

Respecto al certificado de informaciones previas, exigencia introducida por medio de la segunda enmienda, indicó que, si bien es cierto complica la regularización, igualmente se deben analizar los beneficios que podría acarrear, ya que dicho instrumento entrega antecedentes sobre las zonas afectas a uso público o de riesgo; por lo mismo, solicitó a las titulares de ambos Ministerios estudiar, también, las consecuencias positivas de requerir dicho certificado.

La señora Paulina Saball señaló que comparte las preocupaciones consignadas, razón que fundamenta la sugerencia, formulada en conjunto con la Ministra de Bienes Nacionales, de rechazar la segunda y tercera enmienda.

En cuanto a esa última modificación, reiteró que la idea es que en la Comisión Mixta se analice cómo articular la iniciativa legal en debate con la ley N° 20.234 y que lo esperable sería concordar que cuando la regularización del loteo se lleva a cabo conforme a dicha ley no se exija lo dispuesto en el nuevo inciso sexto del artículo 8°, incorporado por la Cámara de Diputados.

El Honorable Senador señor Ossandón coincidió con la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo, sin embargo manifestó su inquietud en cuanto a qué se propondría en el caso de la regularización de la propiedad de sitios individuales que no formen parte de un loteo.

La señora Ministra de Bienes Nacionales explicó que, dentro del marco del procedimiento del decreto ley N° 2.695, se solicita a la dirección de obras municipales respectiva el certificado de número del inmueble -que daría cuenta de un bien raíz catastrado por el ente local-, pero lo que ocurre con la tercera enmienda es que no se condice con lo dispuesto en la ley N° 20.234.

En cuanto al planteamiento del Senador señor Ossandón, relativo a la sexta enmienda -relacionada con el artículo 29-, comentó que lo apoya, pues -igualmente- se termina por ampliar el plazo para interponer la acción de reclamación del artículo 28.

Además, respecto a la quinta enmienda, sobre la prohibición de gravar y enajenar los inmuebles -durante dos y cinco años, respectivamente, contados desde la inscripción del dominio- comentó que entiende que el artículo 17 pretende dar mayor resguardo al propietario afectado por la regularización; sin embargo, en la práctica, las familias beneficiarias -que son bastante modestas- planean solicitar un crédito bancario para mejorar sus viviendas, pero, dado que se debe armonizar la protección al propietario no poseedor con la regularización en sí misma, estuvo de acuerdo con los términos propuestos por la Cámara de Diputados.

Reiteró que concuerda con el proyecto de ley, tanto con lo aprobado por el Senado como con las modificaciones introducidas por la Cámara de Diputados, a excepción de las enmiendas segunda y tercera, planteamiento, este último, suscrito también por la señora Ministra de Vivienda y Urbanismo.

El Honorable Senador señor Ossandón, en virtud de las opiniones consignadas, sugirió aprobar las enmiendas quinta y sexta.

El Honorable Senador señor Montes fue de la idea de rechazar todas las modificaciones introducidas por la Cámara Revisora, para así poder analizar las materias en conjunto con los señores Diputados.

Opinó que la intención de dicha Cámara no es clara respecto del objetivo de sus enmiendas, pero, además, sostuvo que el gran problema del decreto ley N° 2.695 es no operar simultáneamente con la ley N° 20.234, y lo propuesto tampoco permite resolverlo.

Comentó que por varios años se ha pedido tanto al Ministerio de Bienes Nacionales, como al de Vivienda y Urbanismo, que busquen el modo de conjugar la regularización de loteos con la de la pequeña propiedad raíz, ya que es absurdo, por ejemplo, que en la población la Higuera -en la comuna de La Florida- se sanee la situación de un inmueble y no ocurra lo mismo con el loteo en el que se ubica, por lo que requirió a las titulares de ambas Carteras presentar una propuesta concreta en la Comisión Mixta.

La señora Paulina Saball reiteró que entre los dos Ministerios existe un convenio vigente, junto a una metodología de trabajo que -precisamente- busca resolver esta materia; así, lo comentado por la señora Nivia Palma, sobre el campamento Manuel Bustos, es la concreción de los esfuerzos realizados. Apuntó que en dicho caso se dan varias circunstancias: lotes que son factibles de regularizar una vez aprobado el plano del loteo; aquellos en que se debe constituir una servidumbre por el diseño de las redes sanitarias, eléctricas, etc., y los que deben ajustarse de manera significativa a causa del diseño y trazado de las vías del plano del loteo; incluso algunos desaparecen, por lo que la relocalización de esas familias corresponde al último eslabón.

Añadió, a mayor abundamiento, que se ha configurado una modalidad de transferencia de recursos entre los distintos Servicios.

El Honorable Senador señor Montes valoró la labor que se ha venido realizando, pero exhortó a avanzar en materia legislativa, para que el progreso no dependa solo de la voluntad de las autoridades.

El Honorable Senador señor Ossandón retiró su anterior proposición y se inclinó por rechazar la totalidad de las modificaciones de la Cámara Revisora.


- Puestas en votación, conjuntamente, todas las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, fueron rechazadas por unanimidad, votando los Honorables Senadores señores Montes, Moreira, Ossandón y Tuma.
- - -


En mérito de las consideraciones precedentemente expuestas y de la resolución pertinente, la Comisión de Vivienda y Urbanismo tiene el honor de proponer el rechazo de las enmiendas introducidas por la Cámara de Diputados, en segundo trámite constitucional, al proyecto de ley aprobado por el Senado, en primer trámite constitucional. (Unanimidad 4x0).

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 12 de septiembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Iván Moreira Barros (Presidente), Carlos Montes Cisternas, Manuel José Ossandón Irarrázabal y Eugenio Tuma Zedán.


Sala de la Comisión, a 13 de septiembre de 2017.
(Fdo.): Jorge Jenschke Smith, Secretario de la Comisión.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE DERECHOS HUMANOS, NACIONALIDAD Y CIUDADANÍA RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.992, QUE ESTABLECE PENSIÓN DE REPARACIÓN Y OTORGA OTROS BENEFICIOS A FAVOR DE LAS PERSONAS QUE INDICA, EN LO QUE RESPECTA AL TRATAMIENTO DE LOS ANTECEDENTES RECOPILADOS POR LA COMISIÓN NACIONAL SOBRE PRISIÓN POLÍTICA Y TORTURA 

(10.883-17)

HONORABLE SENADO:

Vuestra Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía tiene el honor de presentaros su primer informe sobre el proyecto de ley de la referencia, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Sergio Aguiló, Gabriel Boric, Lautaro Carmona, Guillermo Ceroni, Hugo Gutiérrez, Tucapel Jiménez, Luis Rocafull, Leonardo Soto, Guillermo Teillier y Matías Walker, con urgencia calificada de “suma”.

Cabe señalar que, de acuerdo a lo dispuesto en los artículos 127 y 150 del Reglamento del Senado, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un artículo único y por tener, al momento de su discusión en la Comisión, urgencia calificada de discusión inmediata, por lo que acordó proponer a la Sala que lo discuta y estudie en esos mismos términos.

A una o más de las sesiones en que se analizó este proyecto de ley asistió, además de sus miembros, el Honorable Senador señor Ignacio Walker Prieto. 

Asimismo, concurrieron:

Por la Subsecretaría de Derechos Humanos: la Subsecretaria, señora Lorena Fries; la Jefa de Gabinete, señora Viviana Cáceres; el Jefe de la División de Protección, señor Sebastián Cabezas; la Jefa del Departamento Análisis Normativo, señora María Florencia Díaz; la Asesora del Gabinete, señora Beatriz Michell; la Asesora, señora Ximena Zavala; la Periodista, señor Javiera Pérez y la Fotógrafa, señora María José Middleton.

Por el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, los Asesores, señoras Vanessa Astete y Elvira Oyanguren, y señores Luis Batallé, Alejandro Fuentes y Giovanni Semería.

Por el Ministerio de Salud, los Asesores, señora Paulina Palazzo y señor Enrique Accorsi.

Por el Consejo para la Transparencia: el Presidente, señor José Luis Santa María; el Jefe y el Analista de la Unidad de Normativa y Regulación, señores Pablo Contreras, y el Asesor, señor Alejandro González.

Los Abogados señora Paula Oyarzo y señores Luis Cordero, Héctor Mery y Tomás Vial, y el Sebastián Vergara.

Por la Fundación Jaime Guzmán: el Director Legislativo, señor Máximo Pavez y la Abogada, señora María Teresa Urrutia.

Por el Instituto Nacional de Derechos Humanos, el Director, señor Branislav Marelic y el Abogado, señor Juan Cristóbal González.

Por el Instituto Igualdad, el Asesor Legislativo, señor Oscar Rojas.

Por Desclasificación Popular, el Abogado, señor Francisco Jara, y la Investigadora, señora Javiera Campos.

Por la Coordinadora Nacional de Ex Presas y Ex Presos Políticos "Salvador Allende": el Presidente, señor David Quintana y el Secretario, señor Rody Gárate.

Por la Biblioteca del Congreso Nacional, el Asesor, señor Matías Meza-Lopehandía.

Por el Comité de la Democracia Cristiana, la Asesora, señora Constanza González.

Por el Comité del Partido Socialista, el Asesor, señor Rafael Farrás.

Los Asesores Legislativos de la Honorable Senadora Van Rysselberghe, señores Felipe Caro y Pablo Urquizar.

Los Asesores del Honorable Senador Manuel José Ossandón, señoras María Angélica Villadangos y Yanina Contreras, y señores Alberto Jara, Arturo Dc Monceau y José Huerta.

El Asesor de Prensa del Honorable Senador Juan Pablo Letelier, señor José Fuentes.

El Asesor del Honorable Senador señor Navarro, señor Carlos Güida.

El Asesor Legislativo del Honorable Senador Pedro Araya, señor Robert Angelbeck.

La Jefa de Gabinete del Honorable Senador señor Pizarro, señora Karen Herrera.

El Asesor del Honorable Diputado Hugo Gutiérrez, señor Nicolás Mallea.

Los Periodistas de TVSenado, señores Christian Reyes y Rodrigo Cruz. 

- - - 

OBJETIVO DEL PROYECTO

Permitir a los tribunales de justicia obtener la información recopilada por la Comisión Valech I, que actualmente reviste el carácter de secreta, conforme lo establece el artículo 15 de la ley N°19.992.
- - - 

CUESTIÓN PREVIA

I.-  Admisibilidad:

Previa a la votación de la idea de legislar de este proyecto de ley, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe puso en votación la admisibilidad del proyecto, la cual  fue aprobada por tres votos a favor y dos en contra como consta en la parte pertinente de este informe.

II.-Quórum:

Del mismo modo, se planteó votar el quórum respecto del cual debe ser aprobada la presente iniciativa legal. Al respecto, la mayoría de los miembros de la Comisión acordó que el proyecto de ley en estudio debe ser votado con quórum simple, según  da cuenta la parte respectiva de este informe.

- - - 

ANTECEDENTES

Para el estudio de esta iniciativa de ley, se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes antecedentes:

I. ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- La Constitución Política de la República, sus artículos 1°, 5°, 6°, 7°, 8° ,19 numerales 1°, 2°, 3°, 4° y 24°, 63 número 20, 66, 68, 76, y disposición Cuarta Transitoria.


2.- La ley N° 19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica.

3.- La ley N° 19.123, que crea la Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, y establece pensión de reparación y otorga otros beneficios en favor de personas que señala.

4.- La ley N° 20.405, que crea el Instituto Nacional de Derechos Humanos.

5.- La ley N° 20.496, que prorroga el plazo de calificación a la comisión creada por ley Nº 20.405 y concede autorización a sus comisionados para acceder a documentos que indica.

6.- La ley N° 20.357, que tipifica crímenes de lesa humanidad y genocidio y crímenes y delitos de guerra.

7.- La Declaración Universal de los Derechos Humanos, adoptada y proclamada por la Asamblea General en su resolución 217 A (III), de 10 diciembre de 1948.

8.- La Convención Americana Sobre Derechos Humanos, denominada “Pacto de San José de Costa Rica”, suscrita por Chile el 22 de noviembre de 1969, promulgada por el decreto supremo N° 873, de Relaciones Exteriores, de 1990, de 5 de enero de 1991.


9.- El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, suscrito por Chile el 16 de diciembre de 1966, y promulgado en el decreto supremo N°778, de Relaciones Exteriores de 1976, publicado en el Diario Oficial el 29 de abril de 1989.

10.- La Convención sobre Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanas o Degradantes, ratificado por Chile el 30 de septiembre de 1988, promulgado mediante el decreto supremo N° 808, de Relaciones Exteriores, de 26 de noviembre de 1988.

11.- El Protocolo Facultativo de la Convención sobre Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, ratificado por Chile el 12 de diciembre de 2008,promulgado mediante el decreto supremo N° 340, de Relaciones Exteriores, de 14 de febrero de 2009.

12.- La Convención Internacional para la Protección de todas las Personas contra la Desaparición Forzada, adoptada por Chile el 6 de febrero de 2007, promulgada mediante el decreto N° 280, de Relaciones Exteriores, de 16 de abril de 2011.

13.- La Convención Interamericana Sobre la Desaparición Forzada de Personas de la Organización de los Estados Americanos, suscrita por Chile en el año 1994, promulgada por el decreto N° 12, del Relaciones Exteriores, de 24 de febrero de 2010.

14.- La Convención Interamericana para Prevenir y Sancionar la Tortura, adoptada por Chile el 24 de septiembre de 1987, promulgada por el decreto N° 809, de Relaciones Exteriores, de 26 de noviembre de 1988.

15.- Los Convenios de Ginebra y sus Protocolos, relativos a la protección de las víctimas de los conflictos armados, promulgados por el decreto N° 752, publicado entre el 17 y el 20 de abril de 1951.

16.- La ley N°19.628 sobre protección de datos de carácter personal.

17.- La ley N° 20.285 sobre acceso a la información pública.

18.- El Código Penal.

19.- El Código de Procedimiento Penal.

20.- El Código Procesal Penal.

21.- El Código Orgánico de Tribunales.

22.- El decreto supremo N° 1.040, de 2003, del Ministerio del Interior y Seguridad Pública, mediante el cual se creó la Comisión Valech I.

II. ANTECEDENTES DE HECHO

La Moción que da inicio al presente proyecto de ley señala que el artículo 15 de la ley N°19.992, que establece pensión de reparación y otorga otros beneficios a favor de las personas que indica, estableció el carácter secreto de todos los documentos, testimonios y antecedentes aportados por las victimas ante la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, conocida como Comisión Valech I, por el plazo de 50 años. 

En su opinión, el secreto establecido genera una contradicción con los mecanismos institucionales para conocer la verdad en materia de violaciones a los derechos humanos, que se sustenta en tres pilares: la verdad, la justicia y la reparación.

Al favorecerse el establecimiento de la verdad y la adecuada reparación de las víctimas, se deja en un segundo lugar la consecución de la justicia. Es por ello que la consagración del secreto, según la citada disposición legal, implica a nivel institucional la impunidad, toda vez que se impide que los antecedentes recopilados por la Comisión Valech I sean conocidos y calificados por los tribunales. 

Se dice que este proyecto busca, precisamente, que la justicia pueda contar con la información y los testimonios recogidos por la aludida instancia, que actualmente tienen el carácter de secretos y respecto de los cuales ninguna autoridad tiene acceso. Dicha situación difiere respecto de la llamada Comisión Valech II, ya que la justicia puede acceder a los antecedentes reunidos por ésta.

Agregan los autores que la Comisión Valech I fijó una reparación simbólica y austera, por parte del Estado, a las víctimas de prisión política y tortura, pero no se hizo cargo de los temas de verdad y justicia. Esto explica que los delitos de tormentos, apremios ilegítimos y de vejaciones injustas cometidos en contra de particulares en el lapso 1973-1990 no hayan sido investigados. 

Señala que la Comisión Valech I no consideró a las víctimas de tortura como víctimas de un delito de lesa humanidad, contraviniendo los tratados internacionales acerca de la materia. De lo expuesto, colige que no se puede investigar este delito y, además, en virtud del secreto, se consagra una suerte de “perdón” para los torturadores. En este orden de consideraciones, el proyecto de ley persigue reivindicar esta situación y fortalecer el pilar de la justicia como mecanismo de nuestra institucionalidad.

Además, la mantención del secreto de los antecedentes de la Comisión Valech I produce una dificultad adicional para la obtención de la justicia, cual es, la  pérdida de antecedentes y de información con la que antes se contaba. 

Hace presente, también, que la mayoría de la documentación oficial relevante fue obtenida bajo el funcionamiento de la Comisión Rettig, que pasó a custodia de la Comisión Valech II, pero, una vez disuelta tuvo como destino las bodegas del Instituto Nacional de Derechos Humanos, quedando indirectamente protegida por el secreto de los antecedentes de la Comisión Valech I, no pudiendo diferenciarse entre unos y otros, en circunstancias que la documentación obtenida bajo la Comisión Rettig no le es aplicable dicho secreto.

Finalmente, quienes suscriben la moción resaltan que es de suma importancia rescatar el rol que pueden jugar los tribunales de justicia en esta materia. Para ellos, no cabe duda que las víctimas de prisión política y tortura buscan que se establezca la verdad y no les perjudica en absoluto el levantamiento del secreto en materia de justicia. Además, remarcan que esas personas no declararon ante la Comisión Valech I bajo la promesa de guardar la reserva o el secreto, calificación que fue posterior con la aprobación de la ley N° 19.992. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL 

Durante la discusión del proyecto, concurrieron especialmente invitados a exponer sus puntos de vistas las siguientes entidades y especialistas en la materia, representados de la manera que en cada caso se indica:

La Subsecretaria de Derechos Humanos, señora Lorena Fries.
De la Fundación Jaime Guzmán: el Director Legislativo, señor Máximo Pavez y la Abogada, señora María Teresa Urrutia.
El Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señor Branislav Marelic.

La Abogada, señora Paula Oyarzo.
El Abogado y Profesor de la Cátedra de Derecho Administrativo, señor Luis Cordero.

El Abogado y Profesor de la Cátedra Derechos Fundamentales, señor Héctor Mery.
El Abogado y Profesor de Derecho Constitucional, señor Tomás Vial.

De la Organización Desclasificación Popular: la Investigadora, señorita Javiera Campos y el Abogado, señor Francisco Jara.

El Presidente de la Coordinadora Nacional de Ex Presas y Ex Pesos Políticos “Salvador Allende”, señor David Quintana.

Del Consejero del Consejo para la Transparencia: su Presidente, señor José Luis Santa María y el Jefe de Normativa y Regulación, señor Pablo Contreras.

Al iniciar la discusión del proyecto de ley, en sesión 21 de junio de 2017, la Comisión recibió en audiencia a la Subsecretaria de Derechos Humanos, señora Lorena Fries, quien informó a Sus Señorías que el Gobierno decidió colocar urgencia a este proyecto de ley, en función de dos objetivos, a saber: uno, para resolver la desigualdad de tratamiento que existe con los antecedentes entre las Comisiones de Verdad y, dos, para responder a los compromisos y obligaciones internacionales que tiene el Estado de Chile en materia de violaciones a los derechos humanos.

Respecto del primer punto, señaló que las Comisiones de Verdad son instancias que se reconocen a nivel mundial para lidiar procesos de justicia transicional cuando han existido violaciones a los derechos humanos, que tienen como finalidad reconstruir la paz social y propender hacia una convivencia pacífica, y que en general han dado buenos resultados. 

Destacó que el objetivo central de estas comisiones es sistematizar y registrar la ocurrencia de graves violaciones a los derechos humanos y, al mismo tiempo, decidir qué se hará con la información recopilada. Este es el punto en el cual se enfoca este proyecto de ley, acotó.

Enseguida, dio cuenta que en Chile se han creado tres Comisiones de Verdad con distintos tratamientos de la información recopilada. A continuación, detalló cada una de ellas:

1.- La Comisión Rettig o Comisión Nacional de Verdad y Reconciliación, creada mediante decreto supremo N° 355, de 1990, que estableció que los antecedentes y actuaciones de la Comisión se realizarían en forma reservada. Además, su artículo 8° dispuso que, de oficio o a petición de parte, la Comisión podrá tomar medidas para resguardar la identidad de quienes le proporcionen información o colaboren en sus tareas. Asimismo, consagró la posibilidad de entregar la información a los tribunales de justicia para avanzar en el esclarecimiento de las violaciones a los derechos humanos. 

Por tanto, concluyó que en este caso si bien existe reserva respecto de los antecedentes, se reconoce la posibilidad de entregar esa información a los tribunales de justicia.

La Corporación Nacional de Reparación y Reconciliación, que es la entidad que le da continuación a la Comisión Rettig, fue creada por la ley N° 19.123  y entrega beneficios a quienes fueron acreditados como víctimas en la Comisión Rettig. 

Hizo presente que en esta ley se repite la fórmula de la Comisión Rettig, al establecer que las actuaciones de la Corporación se realizarán en forma reservada, obligando a sus consejeros y funcionarios a guardar sigilo acerca de los antecedentes y documentos que tuvieren conocimiento en el desempeño de sus funciones, pero además señala que el acceso a la información deberá asegurar la absoluta confidencialidad de ésta, sin perjuicio de que los tribunales de justicia puedan acceder a dicha información en los procesos sometidos a su conocimiento.

De esta manera, consignó, se establece una vía directa de entrega de información a los tribunales de justicia.

2.- La Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, creada por el decreto supremo N° 1.040, conocida como Comisión Valech I, que establece que todas las actuaciones que realice la Comisión, así como todos los antecedentes que ésta reciba tendrán el carácter de reservados para todos los efectos legales. Además, consagra que la Comisión está facultada, de oficio o a petición de parte, para tomar todas las medidas tendientes a garantizar la reserva de la identidad de quienes le proporcionen antecedentes.

Así, resaltó, las medidas de reserva se restringen a la obtención de información.

No obstante, con la ley N° 19.992 se endureció el régimen de entrega de antecedentes de esta Comisión, puesto que su artículo 15 estableció una reserva total por cincuenta años para todos, incluidas las autoridades de las más altas magistraturas, dejando fuera al poder judicial. Al efecto, detalló que mientras rija el secreto ninguna persona, autoridad o magistratura tendrá acceso a esta información, sin perjuicio del derecho personal que tienen los titulares de los documentos, informes, declaraciones y testimonios para darlos a conocer o proporcionarlos a terceros por su voluntad propia.

Con posterioridad, la ley N° 20.496 facultó a los miembros de la Comisión Valech II y a dos de sus profesionales especialmente autorizados por la unanimidad de los integrantes de la Comisión para consultar los documentos, testimonios y antecedentes de la Comisión Valech I para efectos de la calificación de la situación de las víctimas. 

3.- La Comisión Valech II, creada por la ley N° 20.405, consagra que todas las actuaciones que realice la Comisión, así como todos los antecedentes que reciba tendrán el carácter de reservado para todos los efectos legales.

Comentó que, frente a este tratamiento diferenciado respecto del acceso de los tribunales de justicia a la documentación de las Comisiones de Verdad, el Instituto Nacional de Derechos Humanos solicitó al Contralor General de la República un pronunciamiento sobre la naturaleza jurídica de esta reserva o secreto y respecto de la posibilidad de entregar esta información a los tribunales de justicia.

Al efecto, consignó que la Contraloría General de la República emitió el dictamen N° 77.470 de 2011, que reconoce el régimen diferenciado de la Comisión Valech I y señaló que se requiere de una modificación legal para efectos de entregar sus antecedentes a los tribunales de justicia. No obstante, en el caso de la Comisión Valech II, mediante un dictamen posterior autorizó, a petición de los tribunales de justicia,  entregar todos los antecedentes que se requieran para la investigación de las causas de violación a los derechos humanos.

Puso de relieve que este último dictamen dejó en claro el tratamiento diferenciado entre las víctimas de las Comisiones Valech I y Valech II, en lo que dice relación con el acceso a sus antecedentes por parte de los tribunales de justicia, sin que medie la voluntad del titular de la información y también para efectos de la contribución para avanzar y esclarecer las situaciones de violaciones a los derechos humanos, vinculados con la desaparición forzada o la ejecución política.

Del mismo modo, reseñó que los sobrevivientes de tortura de la Comisión Valech I no contentos con la situación en que quedaron producto de este tratamiento de la información presentaron una serie de recursos de protección ante los tribunales de justicia. En total, detalló, se registraron dieciséis recursos, de los cuales quince fueron acogidos, disponiéndose la entrega de la información de la Comisión Valech I.

Lamentó que, en la práctica, las víctimas de la Comisión Valech I, deban presentar un recurso de protección para que sus antecedentes sean enviados a la justicia, y sólo en la medida en que éste sea acogido se faculta al Instituto Nacional de Derechos Humanos a enviar estos antecedentes al poder judicial.

Frente a este tratamiento desigual, destacó la voluntad del Gobierno para remediarlo y apoyar este proyecto de ley, que propone modificar el artículo 15, inciso tercero de la ley N° 19.992, a fin de eliminar la palabra “magistratura”, de manera de mantener el secreto, pero permitiendo a los tribunales de justicia acceder a esa información, para que todos los antecedentes tengan el mismo tratamiento y asimilarse a las Comisiones Valech II y Rettig.

En cuanto al segundo punto, que se refiere a las obligaciones internacionales que tiene el Estado de Chile en materia de derechos humanos, resaltó que están en juego dos derechos, a saber: el derecho a la verdad y acceso a la información, y el derecho a la intimidad y la honra de las personas.

El derecho a la verdad, apuntó, es una construcción del derecho internacional que está contenido en las Convenciones sobre Desaparición Forzada, pero que tiene sus orígenes en las Convenciones de Ginebra. Precisó que se ha reforzado este derecho junto con el derecho de acceso a la información, que es parte del derecho de libertad de expresión y que da cuenta de la posibilidad de acceder y de recibir información. 

En estos términos, dio cuenta que tanto las recomendaciones internacionales como la jurisprudencia internacional han señalado que el derecho a la verdad es una obligación del Estado que no habilita a las autoridades estatales a ampararse en el secreto o en la confidencialidad de la información en razón del interés público o de la seguridad nacional para dejar de aportar información requerida por las autoridades judiciales o administrativas, encargadas de las investigaciones de los procesos pendientes. 

En esta misma línea, citó la jurisprudencia de la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso Myrna Mack Chang contra Guatemala, que se repitió en el caso Maldonado contra Chile. Este último, explicó, se trata de un caso de la Fuerza Aérea de Chile en que el Estado reconoció su responsabilidad frente a los hechos denunciados.

Con respecto al derecho a la intimidad y a la honra de las personas, expresó que de acuerdo con la jurisprudencia en ningún caso un litigio puede significar un menoscabo para la honra de una persona. Al respecto, consignó que el Relator de Libertad de Expresión de las Naciones Unidas señaló que el derecho de las personas de que no se conozcan sus antecedentes debe conciliarse con la obligación de avanzar en las investigaciones y sanciones de las violaciones a los derechos humanos. 

Bajo este escenario, consideró que este proyecto de ley es bastante simple, porque únicamente propone reformar el inciso tercero del artículo 15 de la ley N° 19.992, que establece un secreto absoluto de los antecedentes de la Comisión Valech I por cincuenta años que se extiende también a los tribunales de justicia, con la finalidad de cumplir con las recomendaciones que le han hecho al Estado de Chile los organismos internacionales de cumplir la obligación genérica de verdad, justicia y reparación.

El Honorable Senador señor Araya hizo presente que se inhabilitará de votar este proyecto de ley, porque su padre declaró ante la Comisión Valech I, y que al momento de la votación será reemplazado por el Honorable Senador señor Pizarro, lo que no obsta a que ejercerá su facultad para opinar respecto de esta iniciativa legal.

En sintonía con lo anterior, señaló que al estudiar el proyecto de ley si bien entendió la lógica que hay detrás, le preocupa cómo se resguardará la intimidad de las víctimas, porque algunas de las mujeres de las agrupaciones de ex presos políticos y de torturados de la Región de Antofagasta le han manifestado su inquietud por el tratamiento que le podrían dar a esta información, ya que muchas de ellas no han relatado su historia como presas políticas y torturadas a sus actuales parejas e hijos.

Hoy día, observó, el sistema judicial tiene toda la información de los procesos digitalizada, por lo que cualquiera podría acceder a la sentencia final y a todos sus considerandos. Al efecto, observó que no se tachan los nombres de las personas que participaron indirectamente en los hechos, lo que han discutido con los miembros de la Excelentísima Corte Suprema a propósito de las demandas laborales, puesto que varios empleadores están utilizando estos fallos como un verdadero DICOM de los trabajadores. 

Por ello, pidió considerar un cierto nivel de resguardo de la información de las personas que son mencionadas en los fallos de las causas sobre violaciones a los derechos humanos, ya que al estar publicadas estas sentencias en la web del poder judicial pasan a ser de acceso público, apuntó.

En esta misma línea, consultó si se ha pensado en algún tipo de resguardo para proteger la identidad de estas personas.

La señora Subsecretaria de Derechos Humanos resaltó que en la práctica en ninguno de los juicios en que se han utilizado antecedentes de las Comisiones Rettig y Valech II ha habido una liberación de la información, ni menos una filtración de la misma. De hecho, apuntó, el mandato de la Comisión Valech II expiró hace siete años y aún no se conocen públicamente sus antecedentes. 

Adicionalmente, señaló que el artículo 15 de la ley N° 19.992 establece una sanción penal para quien divulgue estos antecedentes, lo que plantea una reserva generalizada, incluso respecto del Ministerio Público. Así, resaltó que se configura un tipo penal especial respecto de la persona que divulgue los antecedentes de la Comisión Valech I.

El Honorable Senador señor Araya aclaró que su aprensión va en otra línea, ya que se refiere a la sentencia del juez del crimen que en algunos de sus considerandos hace mención a estos antecedentes y menciona a otras víctimas de prisión y tortura incluidas en el informe de la Comisión Valech I. En los hechos, precisó, esta mención no sería una divulgación propiamente tal de la información, sino una forma de explicitar el razonamiento que utilizó el juez para resolver de una determinada manera.

Bajo este contexto, preguntó al Ejecutivo si han conversado con el poder judicial para sondear la posibilidad de que el fallo omita la mención de la identidad de las víctimas del informe de la Comisión Valech I, a fin de respetar el secreto, especialmente cuando la persona citada no sea la víctima directa de la investigación en concreto.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe solicitó a Sus Señorías continuar con las exposiciones y luego realizar el debate con las preguntas.

Enseguida, dio la palabra al Director Legislativo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Máximo Pavez, quien luego de acompañar un powerpoint de su presentación previno a los presentes que este proyecto de ley es similar a otra iniciativa anterior que fue rechazada en la Cámara de Diputados correspondiente al boletín  N° 9.598-17. 

Posteriormente, dijo que el decreto supremo N° 1.040 creó la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura para el esclarecimiento de la verdad acerca de las violaciones de los derechos humanos en Chile. Este decreto establece que todas las actuaciones que realice la Comisión, así como los antecedentes que ella reciba tendrán el carácter de reservados para todos los efectos legales. 

Después, comentó que en la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados se generó una larga discusión, porque los autores de la moción sostenían que las personas que concurrieron a declarar ante la Comisión Valech I nunca fueron advertidas de que los antecedentes que proporcionaron quedarían bajo este secreto, tema que, a su juicio, no resiste mayor análisis, ya que las actuaciones desde su origen se rigieron por el secreto, como consta en el artículo quinto del  decreto supremo que creó a esa Comisión.

En la misma línea, refirió que la ley N° 19.992 no sólo buscaba institucionalizar a la Comisión Valech I y establecer medidas de reparación y otorgar beneficios a las víctimas objeto de prisión política y tortura, sino que también pretendía resguardar el carácter secreto de los antecedentes recopilados por un plazo de 50 años. 

Dio cuenta que el ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos, en el Mensaje que inició la tramitación de la ley N° 19.992 señaló lo siguiente: “Nunca fue propósito de la Comisión actuar como Tribunal de Justicia. Una cosa es señalar que algo ocurrió y otra decir que ciertas personas son culpables. Precisar quienes cometieron las torturas, es un esfuerzo que sólo pueden hacer los tribunales. También cabe señalar que desde el inicio, su labor estuvo sujeta a reserva.”.

Recalcó que el texto antes transcrito  desvirtúa la tesis de los autores de la moción de este proyecto de ley, quienes además señalaron que este secreto favorece la impunidad, situación que no comparte.

En su opinión, la reserva debe mantenerse por la confianza depositada en una gestión gubernamental por parte de las víctimas al proporcionar sus antecedentes, sobre la cual se generó el informe y se determinó quiénes fueron las víctimas de tortura, a fin de proporcionarles una reparación. Además, dejó en claro que el secreto no es absoluto tal como lo señala el artículo 15 de la ley N° 19.992 al consagrar que las personas siguen siendo titulares de la información que entregaron. Consignó que todos estos puntos se aprecian en el Mensaje del proyecto de ley que dio origen a la citada ley, y extractó los siguientes párrafos:

“La reserva y confidencialidad de los antecedentes aportados a la Comisión no sólo ha sido un elemento esencial para el éxito de su cometido, sino que además fue un compromiso formal del Gobierno para con las víctimas que concurrieron a dicha instancia a prestar su testimonio, compromiso que estamos todos llamados a cumplir y respetar.”.
“La confianza que las víctimas supieron depositar en la Comisión debe ser honrada y salvaguardada. Como sociedad, no podemos permitir que sus valerosos testimonios y dolorosos recuerdos sean utilizados para ningún otro propósito que aquel para el cual fueron proporcionados, esto es, para la elaboración del informe que a dicha Comisión se le encomendó.”.

No obstante lo anterior, observó que el proyecto de ley correspondiente al  Boletín N° 9.598-17, presentado en la Cámara de Diputados,  buscaba hacer públicos todos los antecedentes de la Comisión Valech I, lo que motivó su rechazo en esa Corporación y que, posteriormente, se presentara esta nueva moción que, en su opinión, persigue el mismo objetivo que la anterior utilizando los mismos argumentos. Además, consideró que el proyecto de ley Boletín N° 9.598-17 adolecía de graves vicios de constitucionalidad.

Después, trajo a colación otro párrafo del Mensaje del proyecto de ley de la ley N° 19.992, cuyo texto es el siguiente:

“El secreto de los antecedentes que la Comisión recibió tiene también como finalidad impedir que se pretenda conferir una naturaleza diversa a la función de dicha entidad o a los antecedentes que recibió en cumplimiento de aquella. Es por eso que la regulación que se propone, establece expresamente que son los titulares de los referidos antecedentes, quienes tienen el derecho y la libertad de darlos a conocer o proporcionarlos a terceros (…)”.
Enfatizó que el párrafo precedente es crucial. En efecto, discrepan con los fundamentos de la moción, puesto que el secreto no es absoluto de acuerdo al inciso tercero del artículo 15 de la ley N° 19.992, que expresa “sin perjuicio del derecho personal que asiste a los titulares de los documentos, informes, declaraciones y testimonios incluidos en ellos, para darlos a conocer o proporcionarlos a terceros por voluntad propia.”. Afirmó, esta ley es muy clara al señalar que las personas que dieron sus antecedentes, documentos y testimonios son titulares de esa información, por ello, la información no es secreta en sí misma, sino en cuanto es parte del informe de la Comisión Valech I.

Hoy, observó, no existe un procedimiento para que las personas puedan acceder a esa información, lo que ha provocado que deban recurrir de protección para poder obtener sus antecedentes, puesto que el Instituto Nacional de Derechos Humanos se niega a proporcionarles estos antecedentes, argumentando el secreto.

Hizo presente que en los fallos de estos recursos, la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago le representó al Instituto Nacional de Derechos Humanos que no debería haber negado a las personas el acceso a sus antecedentes, porque los titulares de esa información son las personas que la proporcionaron. Así, consta en el fallo rol N° 91.155-2015.

Reconoció que el proyecto de ley en estudio sólo propone que podrán acceder a esta información los tribunales de justicia, pero hizo presente a Sus Señorías la necesidad de regular la forma en que los jueces podrán acceder a esta información, para que no suceda lo que planteó el Honorable Senador señor Araya, ya que en los considerandos de las sentencias se podría divulgar información de personas que no desean que ésta se haga pública o  se inicien procedimientos de oficio que ellas no quieren. 

Finalmente, y por todo lo anteriormente expuesto, manifestó que esta iniciativa atenta contra la lógica bajo la cual se generó la ley N° 19.992.

A continuación, la Abogada de la Fundación Jaime Guzmán, señora María Teresa Urrutia, se refirió a los problemas de constitucionalidad y de admisibilidad que consideran que adolece este proyecto de ley.

En primer lugar, hizo notar que esta iniciativa tiene la misma idea matriz que el proyecto boletín N° 9.598-17, que fue rechazado en general, en la Cámara de Diputados el 31 de agosto de 2016. Explicó que la mentada iniciativa pretendía establecer el carácter público de los antecedentes recogidos por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, es decir, levantar la totalidad del secreto de estos antecedentes. En la misma línea, puso de relieve que el proyecto de ley en estudio también busca levantar el secreto de los antecedentes recopilados por la Comisión Valech I, aunque de una forma más parcial, puesto que sólo procede respecto de los tribunales de justicia.

En su opinión, este punto transgrede el artículo 68 de la Constitución Política de la República, por cuanto se desechó la idea de legislar en el proyecto original en la Cámara de Origen y como tal no podría renovarse si no después de un año, plazo que aún no ha transcurrido. 

Luego, comentó que el Tribunal Constitucional en la sentencia Rol N° 413 define a la idea matriz de un proyecto diciendo:

“La idea matriz o fundamental está constituida por la situación, materia o problemas específicos que el autor del proyecto de ley señale como existentes y a cuya atención, en todas sus implicancias, quiere acudir por la vía de su potestad normativa legal. Por tanto, la idea matriz es la representación intelectual del asunto que se quiere abordar, es el problema que se desea resolver.”.
De esta manera, concluyó, la idea matriz o fundamental de un proyecto de ley se refiere a todo aquello que el proyecto aborda para solucionar un problema y no sólo a un aspecto puntual de éste.

Posteriormente, mostró un cuadro comparativo entre el texto del proyecto de ley rechazado en general en la Cámara de Diputados y el que hoy está siendo estudiado por esta Comisión. 

En lo medular, precisó, ambos dicen que el secreto permite la impunidad de los violadores de los derechos humanos y, por tanto, los dos proyectos buscan que los tribunales puedan obtener antecedentes para acabar con esta impunidad.

Sin embargo, sostuvo, hay quienes consideran que estos proyectos no tienen la misma idea matriz, porque el segundo busca que sólo los tribunales tengan acceso a la información de la Comisión Valech I para el éxito de la persecución de responsabilidad penal de los violadores a los derechos humanos y como tal no se trataría de un levantamiento del secreto general, propiamente tal. 

Pero, siguiendo el planteamiento del Honorable Senador señor Araya, advirtió que se podría vulnerarse el principio de publicidad en la fundamentación de la sentencia, porque todos los antecedentes que se incluyen en el fallo pasan a ser de público conocimiento.

De esta manera, resaltó que ambas iniciativas pretenden instaurar una regla de publicidad que levanta el secreto y que la única diferencia estriba es que, en un caso, el levantamiento es total respecto de todos los antecedentes y de todas las personas y, en el otro, sólo se libera la información respecto de los tribunales de justicia.

Por lo anterior, recomendó a Sus Señorías hacer reserva de constitucionalidad sobre este aspecto.

Del mismo modo, previno que detectaron un problema de constitucionalidad de fondo, ya que este proyecto de ley propone un levantamiento del secreto sin el consentimiento previo del titular del antecedente, lo que afectaría su derecho a la vida privada y a su honra. 

En este sentido, recordó lo que señalado por el  Tribunal Constitucional en la sentencia Rol N° 989-93 “Por vida privada se entiende aquella zona que el titular del derecho no quiere que sea conocida por terceros sin su consentimiento.”. 

En este caso, arguyó, el secreto está establecido en favor de las víctimas y no respecto de quienes cometieron los delitos, por lo que en su opinión no se consagra la impunidad de los violadores de los derechos humanos. De esta manera, apuntó, el secreto se establece para proteger el derecho a la vida privada y la honra de las víctimas.

En cuanto al derecho a la honra, indicó que el Tribunal Constitucional en el fallo Rol N° 1185-2008 expresó lo siguiente: 

“Por su naturaleza es, así, un derecho que emana directamente de la dignidad con que nace la persona humana, un derecho personalísimo que forma parte del acervo moral o espiritual de todo hombre y mujer, que no puede ser negado o desconocido por tratarse de un derecho esencial propio de la naturaleza humana;”

En el mismo sentido, trajo a colación la sentencia Rol Nº 943-2008, la cual señala:

“En suma, se concluyó que se trata de un derecho de carácter personalísimo que es expresión de la dignidad humana consagrada en el artículo 1º de la Constitución, que se vincula, también, con el derecho a la integridad psíquica de la persona, asegurado por el Nº 1 de su artículo 19, pues las consecuencias de su desconocimiento, atropello o violación, si bien pueden significar, en ocasiones, una pérdida o menoscabo de carácter patrimonial más o menos concreto, la generalidad de las veces acarrea más que nada una mortificación de carácter psíquico, un dolor espiritual, un menoscabo moral carente de significación económica mesurable objetivamente.”.

Asimismo, señaló que en la sentencia Rol N° 1741-2010 consta que el actual Ministro del Interior y Seguridad Pública, señor Mario Fernández Baeza, dijo en su oportunidad “Que es más esencial para la democracia el derecho a la honra que el derecho a la libertad de información, resulta de considerar a la primera como parte constitutiva de la dignidad de la persona…”.

Posteriormente, mencionó la ley N° 19.628 sobre Protección de la Vida Privada, y señaló que los antecedentes de la Comisión Valech I debieran tener el tratamiento de datos sensibles, los que según la letra g) del artículo 2° de la citada ley son “aquellos datos personales que se refieren a las características físicas o morales de las personas o a hechos o circunstancias de su vida privada o intimidad, tales como los hábitos personales, el origen racial, las ideologías y opiniones políticas, las creencias o convicciones religiosas, los estados de salud físicos o psíquicos y la vida sexual.”.

Además, precisó que su artículo 9° establece que “Los datos personales deben utilizarse sólo para los fines para los cuales hubieren sido recolectados, salvo que provengan o se hayan recolectado de fuentes accesibles al público.”.

En otro orden de ideas, reparó que este proyecto de ley no sea tratado con el mismo quórum que se exigió para la votación del boletín N° 9598-17, el cual fue votado en la Cámara de Diputados como una norma de quórum calificado. 

En su opinión, esta iniciativa también debe ser aprobada como una norma de quórum calificado, de acuerdo con el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política de la República, que incluye el principio de publicidad y que establece lo siguiente:

“Son públicos los actos y resoluciones de los órganos del Estado, así como sus fundamentos y los procedimientos que utilicen. Sin embargo, sólo una ley de quórum calificado podrá establecer la reserva o secreto de aquéllos o de éstos, cuando la publicidad afectare el debido cumplimiento de las funciones de dichos órganos, los derechos de las personas, la seguridad de la Nación o el interés nacional.”.

Adicionalmente, apuntó, una ley de quórum calificado fue la que consagró este secreto y como tal para levantarlo se requiere de una ley de la misma naturaleza. Para reafirmar esta idea, mencionó un dictamen de la Contraloría General de la República, en que se señaló que de acuerdo con la disposición cuarta transitoria de la Constitución Política de la República el precepto legal que establece la reserva sobre los antecedentes de la Comisión Valech I debe entenderse como una norma de quórum calificado.

El Director Legislativo de la Fundación Jaime Guzmán destacó la importancia de este dictamen para analizar esta iniciativa, puesto que la Contraloría General de la República es clara al entender que la reserva está amparada por una protección constitucional y que requiere para su levantamiento de quórum calificado.

Además, señaló que este proyecto de ley impone una obligación adicional al Instituto Nacional de Derechos Humanos, que consiste en entregar todos los antecedentes de la Comisión Valech I que los tribunales de justicia requieran. Ello, porque hoy sólo tiene la función de custodiar los antecedentes y de entregarlos a su titular cuando éste lo requiera. Bajo este contexto, hizo presente que se consagra una nueva obligación para un servicio del Estado, lo que es materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, según el artículo 65, inciso cuarto de la Constitución Política de la República.

Por otro lado, indicó que existe un derecho de propiedad en relación con el principio de irretroactividad de la ley. Al efecto, precisó que en la jurisprudencia y en la historia fidedigna de la ley se ha reconocido que los dueños de la información entregada a la Comisión Valech I son quienes entregaron dicha información. Ese es el motivo por el cual se usó la expresión “titulares de los antecedentes”.

Agregó que este proyecto genera un efecto retroactivo, que afecta los derechos adquiridos de las víctimas que declararon en esa instancia, por lo que es abiertamente expropiatorio, ya que priva a sus titulares de la protección de su derecho de propiedad sobre la información que libremente entregaron en circunstancias especiales y prefijadas.

Sobre este mismo punto, citó la sentencia de la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago, en la causa Rol N° 91.155-2015, que dice:

“Que la interpretación literal de esta disposición obliga a concluir que el secreto en ella establecido no es absoluto, toda vez que ella misma establece expresamente la excepción en favor de los titulares de los documentos, informes, declaraciones y testimonios materia del secreto. La calidad de titular de estos antecedentes por parte de la afectada por quien se recurre emana de la circunstancia de haber sido incluida en la nómina de víctimas elaborada por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, Comisión Valech I, como dan cuenta los antecedentes aportados.

Por tanto, la información solicitada no se encuentra cubierta por la reserva legal, debido a que expresamente la norma exceptúa a los titulares de dichos antecedentes.”.

Con todo, enfatizó que no se puede hablar de una obstrucción a la justicia o de un favorecimiento a la impunidad, ya que la ley reserva expresamente el derecho de las víctimas de retirar sus antecedentes para disponer de ellos como quieran, sea para presentarlos ante los tribunales o para publicarlos. Por ello, estimó que transgredir el derecho de las víctimas y publicar su historia personal, sin su consentimiento, no es la mejor solución. 

Por último, sugirió a la Comisión analizar el caso de las personas que entregaron información a la Comisión Valech I y  que hoy se encuentran fallecidas.

A continuación, la Comisión recibió en audiencia al Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos, señor Branislav Marelic, quien al comenzar su exposición manifestó  su apoyo al presente proyecto de ley. 

Enseguida, señaló que al hablar de la Comisión Valech en el fondo se trata de tortura y de otros hechos gravísimos que ocurrieron en el país, cuestionables desde cualquier punto de vista. Asimismo, indicó que se hace referencia a la calificación de víctimas de prisión política y tortura, lo que motivó la entrega de reparaciones a estas personas.

Por otra parte, indicó que la verdad histórica de la tortura siempre debe ser analizada a la luz de lo que dice la Comisión Internacional contra la Tortura, en el entendido de que ésta no sólo implica verdad histórica, sino también reparaciones, investigación eficaz y prevención. 

También, resaltó, la existencia de una prohibición internacional de cometer actos de tortura, que conlleva una arista de investigación eficaz en el contexto de los delitos de lesa humanidad, en que el tiempo no es un obstáculo para la investigación y prueba de ello es que los tribunales de justicia todavía están dictando condenas, puesto que no se aplica la prescripción de la acción penal.

En cuanto a las obligaciones del Estado en el ámbito de la prohibición internacional de la tortura, apuntó que esta obligación no emana de las convenciones internacionales contra la tortura propiamente tal, puesto que constituye una norma internacional de ius cogen y como tal es una norma imperativa del derecho internacional de los derechos humanos que se aplica a todos los Estados Parte de la comunidad internacional, que es cristalizada en varios tratados.

Agregó, la prohibición internacional contra la tortura incluye a la obligación de investigar como una norma imperativa en toda la comunidad internacional, por lo que los Estados deben adecuar su normativa interna para cumplir con este deber y superar los obstáculos para cumplir con esta obligación, como la falta de información. No obstante, lamentó que muchos casos en Chile han sido sobreseídos por falta de información.

Bajo este contexto, hizo presente que los archivos de la Comisión Valech I contienen bastante información que sin duda será valiosa para las investigaciones judiciales, siempre que se apruebe este proyecto de ley. Por eso, resaltó el valor de esta iniciativa legal como una forma de avanzar en la búsqueda de la verdad.

Luego, instó a Sus Señorías a distinguir entre el derecho de acceso a la información pública que tiene cualquier ciudadano y el acceso que tendría el poder judicial a los antecedentes de la Comisión Valech I, que no implica la publicación de las graves vejaciones que vivieron las personas que dieron su testimonio. En lo concreto, subrayó que no se trata de un derecho de acceso a la información pública, ni de la libertad de expresión, puesto que más bien se centra en la arista de la investigación eficaz de la tortura.

No obstante lo anterior, puso de relieve que se debe pensar en cómo el poder judicial, en cumplimiento de este mandato ineludible de investigar la tortura en cualquier tiempo, puede proteger la privacidad y la honra de las personas. Con todo, consideró que el procedimiento inquisitivo antiguo por el cual se juzgan estas causas da plena protección, por cuanto el expediente es secreto. 

Por consiguiente, estimó que la afirmación que dice que el acceso a esta información violará la honra de las personas no es correcta, si se circunscribe esta facultad al poder judicial en su artista de investigación.

Hoy, reparó, en virtud del secreto consagrado en el artículo 15 de la ley N° 19.992 si un tribunal  pide antecedentes de la Comisión Valech I no pueden proporcionarlos. En la actualidad, sólo las víctimas están accediendo a esta información a través de una especie de habeas data, fundado en una suerte de derecho de propiedad sobre la misma. Además, señaló, que tampoco se les aplica la ley N° 20.285 sobre acceso a la información pública.

Comentó que algunos dicen que la relevancia de estos antecedentes se centra en la información que las propias víctimas pueden aportar, sin embargo, esta aseveración no cubre el caso de las víctimas fallecidas sin familiares vivos, en que nadie puede ser titular del habeas data en forma directa o indirecta, ni tampoco considera que la información de ciertas víctimas puede servir para la investigación de otras causas por hacer referencia a otras personas. Además, precisó que en las carpetas puede existir información diferente a lo que las propias víctimas han declarado. Todo ello, podría ayudar a establecer un contexto de los casos investigados. 

Apuntó que en los casos en que no se alcanza a configurar un habeas data la única forma en que se podría acceder a esta información es mediante una petición de los tribunales de justicia y para ello se requiere de la aprobación de este proyecto de ley.

Adicionalmente, consideró que esta iniciativa podría conllevar un desafío para el Instituto Nacional de Derechos Humanos de sistematizar y de cruzar la información, pero acotó que este aspecto se refiere más bien a un tema de gestión administrativa que hoy día el Instituto Nacional de Derechos Humanos está asumiendo.

Al finalizar, instó a Sus Señorías a aprobar el presente proyecto de ley, que ayudará a derrumbar los obstáculos para una efectiva investigación de los delitos de tortura y que está en línea con la normativa internacional que recomienda al Estado de Chile permitir a los tribunales de justicia acceder a esta información.

A continuación, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, se refirió al quórum requerido para aprobar este proyecto de ley. Al respecto, señaló que debe aplicarse el adagio jurídico que dice “las cosas se deshacen de igual forma como se hacen”, por consiguiente si el secreto se aprobó como una norma de quórum calificado, para levantarlo debe utilizarse el mismo criterio. No obstante, consideró que se trata de un tema complejo que debe ser analizado con mayor profundidad.

Enseguida, recordó que el secreto de la ley N° 19.992 se estableció con la finalidad de resguardar a la víctima, ya que existen varias personas que declararon ante la Comisión Valech I que no quieren hacer públicas sus historias. Sin embargo, reconoció que existen otras personas que han denunciado sus casos a la justicia y que han hecho pública su situación. En esta última hipótesis, consideró que el secreto debe ser levantado completamente, pudiendo acceder a esta información no sólo el tribunal, sino también las partes del proceso.

Luego, hizo notar que estas causas se rigen por el sistema procesal antiguo. Sobre este aspecto, citó al Tribunal Constitucional, entidad que si bien no objetó que se continuara aplicando el procedimiento penal antiguo, sí advirtió que ello podría generar algún posible vicio de constitucionalidad porque en este sistema no se consagran los beneficios que tiene el proceso penal nuevo. 

En consecuencia, subrayó, podría existir otro punto de conflicto, cual es, extender los beneficios del nuevo proceso penal a los casos que son juzgados por el sistema antiguo. En particular, precisó que se refiere al carácter secreto de estos procesos y a la situación de los jueces que actúan como juez y parte acusadora, dado que no existe la figura del Ministerio Público  el sistema penal antiguo.

Posteriormente, llamó al Ejecutivo a buscar una fórmula para subsanar la aprensión que planteó el Honorable Senador señor Araya en relación con la publicidad de la identidad de las personas que se incluyen en los considerandos de las sentencias y, además, manifestó que le preocupa el caso del titular de la información que ha fallecido.

Por último, resaltó la necesidad, después de cuarenta años, de avanzar en la búsqueda de la verdad y estimó que este proyecto de ley puede ser una excelente oportunidad para debatir acerca del derecho que tienen las personas para ser juzgadas en un sistema procesal penal que se aplica a todos los chilenos en un juicio público y transparente.

El Honorable Senador señor Araya señaló que las normas constitucionales no pueden ser interpretadas en forma rígida y aislada, ya que la norma siempre debe adecuarse al momento y al contexto en que se utiliza. Al efecto, refirió que la teoría constitucional moderna entiende que los derechos personalísimos deben ceder en pos de los derechos colectivos y que en este caso existe un derecho colectivo mayor, cual es, la paz social que deja en un segundo plano a los derechos individuales. 

En atención a lo anterior, el derecho a la vida privada de las personas cede en pos de la paz social y de la búsqueda de la verdad, por tratarse de bienes colectivos superiores, que implicaría en los hechos levantar el secreto de la información de la Comisión Valech I para ser entregada a la justicia. Esta idea, apuntó, también inspiró al Tribunal Constitucional, como sucedió en el caso de la Ley Emilia.

Por otro lado, expresó que este proyecto de ley debe ser analizado según el contexto histórico en que se aprobó la ley N° 19.992. Reseñó, en esa época no existía el sistema de protección de datos que hoy existe y como tal la lógica de esta ley giró en torno al titular del derecho, entendido como aquel ciudadano que entregó la información. 

Pero, observó que en esta idea no se consideró al titular de la información que falleció después de declarar ante la Comisión Valech I, como ocurrió en el caso de su padre. Relató que, con posterioridad a su muerte, unas personas con las cuales compartió sus días de prisión pidieron a su familia acceder a su declaración, pero dado que su padre había fallecido no supieron qué hacer para entregarles estos antecedentes.

Con todo, reconoció que el sentido de esta ley es proteger al titular de la información, pero este argumento pierde sentido cuando el país busca restaurar su memoria histórica, lo que habilita a la sociedad a apropiarse de ese dato.

Asimismo, recordó que cuando se aprobó la ley N° 19.992 los juicios por violaciones a los derechos humanos eran escasísimos y no se disponía de una unidad del poder judicial dedicada a realizar el seguimiento de estas causas.

Luego, insistió en buscar una fórmula de resguardo de carácter administrativo para limitar la difusión y la publicación de las sentencias en los casos en que se han utilizado datos de la Comisión Valech I, a fin de no perjudicar a quienes desean mantener la reserva de sus casos. 

Con respecto al quórum de esta iniciativa, planteó invitar a la Comisión a expertos en derecho constitucional que los ilustren sobre la materia.

En términos generales, se mostró confiado de que este proyecto de ley será aprobado y  permitirá esclarecer varios casos que aún están sin resolver por la justicia.

El Honorable Senador señor Navarro luego de pedir que se invite a exponer al Consejo para la Transparencia, previno a Sus Señorías que están ante un tema esencialmente político, a pesar de que la discusión se centre en aspectos jurídicos. Por ello, solicitó a los presentes dar una opinión más política del tema y transparentar qué es lo que se pretende con los argumentos entregados.

Manifestó que no comparte la reserva establecida para los antecedentes de la Comisión Valech I por cincuenta años, y resaltó que aquello se aprobó en un determinado contexto histórico, que fue parte de un acuerdo político y no de una propuesta para buscar la verdad. 

Sin embargo, estimó que ha llegado el momento de levantar esta reserva en favor de los tribunales de justicia, lo que es un imperativo de los jueces,  con la única limitante de que no se divulguen estos antecedentes, como lo planteaba el proyecto de ley que fue rechazado en la Cámara de Diputados. 

Por ello, reiteró su apoyo para que los tribunales puedan acceder a esta información en pos de la verdad y de la justicia, y consideró que es un error pensar que el acceso a estos antecedentes perjudicará a los inculpados, porque en varios casos perfectamente podría ocurrir lo contrario, como podría suceder en los causas en que se condenó a los subordinados. 

En sintonía con lo anterior, compartió que es fundamental que puedan acceder a estos elementos tanto la parte acusatoria como la defensa. 

El Honorable Senador señor Araya pidió tener a la vista el proyecto de ley sobre protección de datos personal radicado en la Comisión de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado, puesto que uno de los aspectos que aborda se refiere a la titularidad del dato en el caso de las personas fallecidas y como tal podría ser útil para ilustrarlos cómo abordar este punto, sin caer en contradicciones.

Enseguida, el Director Legislativo de la Fundación Jaime Guzmán comentó que en la Comisión de Derechos Humanos de la Cámara de Diputados se les acusó injustamente de que ellos están defiendo la impunidad de los violadores a los derechos humanos. Al respecto, dejó en claro que no están a favor de ningún tipo de impunidad, pero sí les preocupa dar a conocer el objetivo que persiguió el proyecto de ley que dio origen a la ley N° 19.992. Bajo este contexto, recalcó que su argumentación es netamente jurídica, por lo que le resulta complicado dar una opinión política sobre esta iniciativa.

Por otra parte, señaló que el artículo 15 de la ley N° 19.992 establece que el secreto no es oponible a las personas. Por ello, hizo notar que la legislación debiera distinguir entre el antecedente y el producto en que está contenido, y siguiendo lo que dijo el ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos, el acuerdo del secreto es un compromiso del Estado con las víctimas y no con la oposición política. Esto justificaría la inclusión en su presentación de las citas del Mensaje que dio origen a la ley N° 19.992. 

Manifestó que no le parece adecuado que organismos del Estado tengan acceso al contenido del informe sin los debidos resguardos de la identidad de las personas que no desean dar a conocer sus antecedentes, porque se opone a autorizar un acceso desregulado a la información de las personas que no desean divulgarla, ya que se afecta su derecho a la privacidad.

Asimismo, sugirió regular un mecanismo administrativo para que las personas que deseen puedan retirar sus antecedentes para llevarlos personalmente a la justicia. 

Con respecto al quórum para aprobar esta iniciativa, advirtió a Sus Señorías que fue la Contraloría General de la República la que determinó que debe ser aprobada con quórum calificado. Con todo, consideró que este punto debe ser aclarado por expertos constitucionalistas.

En lo medular, enfatizó que sólo aprueba que los titulares puedan acceder a esta información, lo que está en línea con lo que han fallado los Tribunales Superiores de Justicia que han ordenado al Instituto Nacional de Derechos Humanos, en su calidad de custodio, a entregar la información a los titulares cuando ellos la requieran, a pesar de ser secreta.

Por lo anterior, señaló que le parece cuestionable jurídica y constitucionalmente que se apruebe un acceso desmedido a la información contenida en los antecedentes de la Comisión Valech I, porque ello atenta contra el fin que perseguía la ley N° 19.992, como consta en su mensaje presidencial.

La señora Subsecretaria de Derechos Humanos hizo hincapié en que ninguna de las tres Comisiones de Verdad fue creada con fines jurisdiccionales, aunque reconoció que la Comisión Rettig, tuvo un tratamiento distinto a las Comisiones Valech I y II. Coincidió con la Fundación Jaime Guzmán en que se debe intentar dar un tratamiento equilibrado al derecho de las víctimas para que no se conozcan sus antecedentes y la obligación de buscar la verdad y la justicia.

En su opinión, este punto queda debidamente protegido en este proyecto de ley, ya que el levantamiento del secreto se restringe a los tribunales de justicia. No obstante, indicó que puede ser materia de trabajo con los tribunales de justicia el buscar una fórmula para que estos antecedentes no sean publicados en el registro de sentencias en página web del poder judicial. Como sugerencia, planteó darle un tratamiento similar al que se da en  los fallos sobre delitos sexuales.

El Jefe de la División de Protección de la Subsecretaría de Derechos Humanos, señor Sebastián Cabezas, señaló que en las investigaciones de los casos de violaciones a los derechos humanos esta información ha servido para reproducir testimonios y para construir contextos represivos, lo que ha permitido ubicar a las personas en ciertos lugares y detectar coincidencias en sus declaraciones. 

A reglón seguido, trajo a colación el caso que llevó la Ministra de la Corte de Apelaciones de Rancagua, señora Marcia Undurraga, quien solicitó alrededor de novecientas carpetas de la Comisión Valech II para establecer contextos represivos en casos de personas detenidas desaparecidas o ejecutadas políticas, y destacó que en esa ocasión no se divulgó ninguna información de estos antecedentes y que tampoco se iniciaron, de oficio, nuevos procesos judiciales.

En relación con las observaciones formuladas por los representantes de la Fundación Jaime Guzmán, señaló que esta discusión ya se resolvió en la Cámara de Diputados y que en esa oportunidad se entendió que este proyecto de ley no tiene las mismas ideas matrices que el Boletín N° 9.598-17 y que se trata de una iniciativa de quórum simple.

Al efecto, subrayó que el proyecto de ley rechazado por la Cámara de Diputados establecía una publicidad general de todos los antecedentes recopilados por la Comisión Valech I, en cambio, esta nueva iniciativa mantiene la reserva, pero consagra un mecanismo de transferencia de información entre entes públicos con un fin bien determinado, lo que determinó que la mayoría de los señores diputados considerara que los objetos de ambas iniciativas legales son completamente distintos.

En cuanto a la calificación del quórum, señaló que el artículo 8° de la Constitución Política de la República establece como principio general la publicidad de todos los actos de la Administración del Estado y como excepción la reserva. Ahora bien, resaltó que la calificación como norma de quórum calificado sólo se exige para aquellas disposiciones que establecen la reserva o el secreto de cierta información, y no para su levantamiento.

En la misma línea, el señor Director del Instituto Nacional de Derechos Humanos hizo notar que no se discute el acceso a la información pública, de tal modo que no es pertinente aplicar el artículo 8° de la Constitución Política de la República, puesto que únicamente se trata de transferencia de información entre órganos del Estado.

Si bien estimó como un aporte escuchar a varios especialistas en derecho constitucional, hizo presente a Sus Señorías que el artículo 8° de la Constitución de la República se refiere a la publicidad de la información que sale fuera del ámbito del Estado hacia la ciudadanía y que tiene libre difusión, lo que no se condice con el objetivo de este proyecto de ley, que únicamente pretende regular una transferencia entre poderes del Estado, con un poder de difusión menor, lo que sirve como otro argumento para afirmar que no se está ante una iniciativa que requiera para su aprobación de quórum calificado.

Con todo, consideró positivo incluir ciertos resguardos frente a la inquietud planteada por el Honorable Senador señor Araya para reforzar la protección de la información de la Comisión Valech I que se transfiere al poder judicial y que pudiere constar en la sentencia o en el expediente.

Luego, recordó que la Comisión Valech I se creó mediante un decreto supremo, el cual establecía una norma de confidencialidad a nivel reglamentario. De esta manera, previno que no se prohibió el acceso al poder judicial y que fue a propósito de la discusión de las reparaciones, una vez que el informe ya estaba terminado, que se aprobó la ley N° 19.992, la que en su artículo 15 estableció un secreto con una exigencia mayor que lo regulado en el decreto supremo que convocó a las víctimas a dar su testimonio.

Por otro lado, indicó que la Comisión Rettig tuvo el mismo tratamiento normativo jurídico que la Comisión Valech I, con la salvedad de que una vez que se terminó el mandato de la Comisión Rettig todos sus archivos fueron enviados al poder judicial. A su modo de ver, la gran la diferencia entre la Comisión Rettig y Valech I es que en la primera se incluyeron casos de personas fallecidas calificadas como detenidas desaparecidas y en la segunda se contienen los testimonios de personas vivas que fueron torturadas.

Después, indicó que la prohibición internacional de tortura con su arista de investigación para prevenir la impunidad es una norma de ius cogens, obligación que adquiere mayor poder cuando se está ante una violación masiva y sistemática de los derechos humanos, como ocurrió entre los años 1973 y 1990. 

De esta manera, señaló que cuando se utiliza en el debate el argumento de la privacidad de las víctimas para no investigar los hechos, en el fondo se está provocando una tensión entre la obligación general de investigar la tortura y la privatización de la investigación penal.

Al efecto, expresó que, por un lado, está la obligación internacional de investigar la tortura y, por otro, está la voluntad de la víctima. Advirtió que se estaría privatizando la acción penal frente a delitos que representan graves violaciones a los derechos humanos. Ello, enfatizó debe ponderarse y el debate constitucional debe sopesar esta obligación internacional de ius cogens frente al peso de la voluntad de la víctima. Obviamente, estimó, ambos derechos pueden ser conciliados en el caso de que las víctimas teman que su grave y cruda historia sea pública con mecanismos proporcionales conducentes e idóneos para lograr esta conciliación.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe coincidió que este tipo de iniciativas buscan promover la paz social, lo que estimó es un bien necesario para la sociedad, pero que debe ser construida con la voluntad de todos los sectores. Hoy, acotó hay personas que están siendo juzgadas después de cuarenta años y tienen la legítima inquietud de querer comparar la información que se dio hace cuarenta años atrás con las declaraciones que las víctimas realizaron ante las Comisiones de Verdad y ante la justicia, puesto que se trata de hechos que ocurrieron hace cuatro décadas. Por lo anterior, en el caso de que el titular de la información levante voluntariamente el secreto, es fundamental que esa información sea pública no sólo para los tribunales, sino también para la parte acusada.

Con todo, puso de relieve que se debe ser cuidadoso con lo que aprobarán y reiteró que nadie pretende mantener la impunidad, por el contrario, todos buscan alcanzar la paz social de hechos que ocurrieron hace décadas atrás por la irresponsabilidad política de todos los sectores. 

El Honorable Senador señor Navarro, en relación con la admisibilidad y con el quórum requerido para aprobar esta iniciativa legal, hizo notar que es altamente probable que este proyecto de ley llegue al Tribunal Constitucional y ante este escenario apoyó la propuesta de escuchar a algunos especialistas en derecho constitucional para tener mayor claridad respecto de los argumentos de las diversas posturas sobre estos dos temas.

Subrayó que, sin duda, el debate final de esta iniciativa será de carácter político, aunque se planteen todos estos aspectos jurídicos. La Sala dará un debate extenso y llamó a Sus Señorías a realizar un debate de fondo de carácter político y jurídico, a la vez.

Antes de terminar su intervención, consultó cuál será el calendario que se fijará esta Comisión para analizar este proyecto de ley, a fin de que no se dilate innecesariamente.

La Honorable Senador señora Van Rysselberghe respondió que la propuesta es realizar dos o tres sesiones más de audiencias para luego aprobarlo en general, enviarlo  la Sala de la Corporación  y solicitar un plazo para presentar indicaciones.

El Honorable Senador señor Araya propuso oficiar a la Excelentísima Corte Suprema para solicitarle pueda ilustrar los posibles resguardos que se pudieren adoptar en las sentencias de los casos en que se accedió a los antecedentes de la Comisión Valech I, a fin de proteger la identidad de las víctimas.

La Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado, después de acoger la propuesta antes mentada, envió ofició N° DH/71/17, de 21 de junio de 2017, a la Excelentísima Corte Suprema.

En sesión 5 de julio de 2017, la Comisión recibió a la Abogada, señora Paula Oyarzo, quien señaló que al analizar el  proyecto de ley detectó dos situaciones, a saber: una, de forma que se refiere a la manera en que se propone este proyecto de ley y la tramitación del mismo y, otra, de fondo que se centra en la modificación legal de la ley N° 19.992 y en los efectos que pudiera generar en nuestro sistema jurídico, especialmente en el ámbito procesal.

En cuanto a la cuestión de forma, precisó que corresponde aplicar el adagio jurídico de dice que “en derecho las cosas se deshacen tal como se hacen”. Por tanto, indicó que si se está ante una ley de quórum calificado de acuerdo con las disposiciones de la Constitución Política de la República debe aplicarse el mismo criterio para su modificación, que es lo que pretende el proyecto de ley en estudio. 

Observó que existe un problema de técnica jurídica que pudiera derivar en un pronunciamiento de inconstitucionalidad, a priori, del Tribunal Constitucional o, en su defecto, si esta ley llegase a ser promulgada en los términos propuestos generar una cuestión de inaplicabilidad por inconstitucionalidad desde el punto de vista del ejercicio práctico, toda vez que la materia que pretende modificar no es una materia que puede ser votada con quórum simple.

En este sentido, resaltó que se debe reformular este proyecto de ley para efectos de que pudiese ser votado de acuerdo a la naturaleza de la materia que versa, que en definitiva es una modificación a una norma de derechos humanos que debe ser aprobada como norma de quórum calificado. Al efecto, subrayó que desde el punto de vista de la técnica jurídica y de la supremacía legal no se puede generar una modificación de una ley en términos distintos al acto de origen que se pretende modificar.

Con respecto al fondo, señaló que tiene una serie de observaciones que plantear. En primer lugar, precisó que este proyecto de ley pretende poner al día la legislación chilena con los estándares internacionales en materia de los derechos humanos. 

En lo particular, busca modificar al artículo 15 de la ley N° 19.992 porque obstruye, dificulta y genera una pertinencia respecto de los sobreseimientos en materia de delitos de lesa humanidad y de derechos humanos, por cuanto el contenido de la información que se tiene en el informe de la Comisión Valech I es absolutamente relevante para los juicios que actualmente se están tramitando y que eventualmente podrían derivar del conocimiento de estos antecedentes. 

Sobre este punto, hizo presente que la ley N° 19.992 otorgó un derecho que está guarnecido constitucionalmente a los titulares de cierta información para efectos de que declararan ante la Comisión Valech I. Al efecto, apuntó que a ellos se les reconoce un derecho de propiedad sobre el secreto y confidencialidad de sus declaraciones establecido en el artículo 15 de la ley N° 19.992.

Desde esta perspectiva, señaló que modificar el sentido y alcance de esta norma con una ley posterior, sin duda, generará un efecto retroactivo no deseado por el legislador, puesto que la ley no es naturalmente retroactiva y, por lo tanto, se vulneraría un derecho adquirido de los titulares de la información que decidieron compartirla con la Comisión Valech I en los términos establecidos por la ley, que le garantizaba un secreto por un determinado tiempo y que significó un incentivo para pronunciarse sobre estos antecedentes.

Aclaró que la ley se refiere a los titulares de la información en términos genéricos, a contrario, de lo que hacen los autores de esta moción, que tienden a limitar a los eventuales titulares de la información a las víctimas de violaciones de los derechos humanos. Precisó que podría haber casos de personas que temen un involucramiento en los hechos y que declararon en calidad de testigo o de colaboradores, a quienes podría atribuírsele algún grado de participación si se dan a conocer estos antecedentes, vulnerado su derecho de propiedad al secreto por la aplicación retroactivamente de una ley posterior que plantea derogar un derecho ya otorgado.

En otro orden de ideas, enfatizó que debe tenerse en cuenta los efectos jurídicos procesales que podría significar este proyecto de ley. Al respecto, consideró que esta información constituiría desde la óptica procesal penal una fuente probatoria, más que un medio en sí. 

De esta manera, expresó que debe hacerse referencia a los efectos en el tiempo y en el espacio de la ley procesal en materia de fuentes probatorias, que indican que éstas tienen la calidad de tal y que deben ser ponderadas de acuerdo con la ley vigente al momento en que se generó la fuente. A la luz de esta regla, hizo notar que podría generarse un posible vicio de nulidad de los procesos penales que se lleven a cabo en los tribunales de justicia que acceden vía oficios a la información de la Comisión Valech I, toda vez que si bien el medio probatorio sería una prueba documental que se remite al tribunal, la fuente de origen de esta prueba sería un documento que se generó bajo el amparo de una norma que no permite su exhibición en las condiciones que se plantean en este proyecto de ley.

Además, resaltó que se podría generar un envenenamiento del fruto de la prueba y habilitar a la defensa de los eventuales procesados para repudiar el medio de prueba por la forma en que se obtuvo y restarle validez al contenido de la información, que con el transcurso del tiempo igual estará disponible para el público en los términos y condiciones que establece la ley N° 19.992.

Enseguida, señaló que si bien se debe entender que existe un estándar jurídico procesal que se debe alcanzar en materia de derechos humanos y que entiende que es el trasfondo de este proyecto de ley, expresó que no se pueden vulnerar los derechos que tienen la categoría de garantías constitucionales, como el derecho de propiedad para efectos de acceder a esta información.

Por ello, consideró que debe hacerse  hincapié en el carácter excepcionalísimo que tendría este acceso a la información de la Comisión Valech I por los tribunales de justicia. No obstante, acotó, este proyecto no se hace cargo de que estas causas deben ser conocidas bajo el sistema procesal penal antiguo, que tiene dos etapas sumario y plenario, y que una vez que se llega a la etapa de sumario y se dicta el auto de procesamiento fundado en algunos de estos antecedentes, los intervinientes del proceso tienen todo el derecho para acceder a la carpeta investigativa, pudiendo obtener copias de la misma. 

Ante este supuesto, se preguntó qué sucedería si algunos de estos intervinientes divulga los antecedentes del caso y si ello significaría infringir el carácter excepcional que se le está dando a esta autorización de los tribunales de justicia para acceder a los antecedentes de la Comisión Valech I. Reparó que la iniciativa en estudio no propone ninguna solución para la cuestión planteada y llamó a Sus Señorías a buscar una salida para estos temas.

A continuación, la Comisión recibió en audiencia al Abogado y Profesor de la Cátedra de Derecho Administrativo, señor Luis Cordero, quien luego de acompañar un powerpoint de su presentación explicó que centrará su exposición en el quórum que se requiere para aprobar una norma que permite el acceso total o parcial a una determinada información calificada como reservada o secreta, tal como lo establece la ley N° 19.992.

Dio cuenta que la razón que justifica esta pregunta es el contenido y la redacción del artículo 8° de la Constitución Política de la República, cuyo texto fue aprobado con posterioridad a la citada ley, que incorporó la cláusula de publicidad de los actos y documentos que obran en manos y en poder de la Administración y que en virtud del artículo cuarto transitorio de la Carta Fundamental se consagra que respecto de las normas originales que se dictaron sin los quórum requeridos se establece una especie de presunción de quórum para su aprobación, que es justamente la hipótesis del artículo 15 de la ley N° 19.992.

Expresó que la manera correcta de responder a esta interrogante es tratando de resolver dos lógicas, a saber: la primera, tiene que ver con determinar cuál es el propósito del establecimiento de las normas de quórum calificado en la Constitución Política de la República y, la segunda, conocer cuál es el propósito perseguido por la regla del quórum. Acotó, esto es relevante por la manera en que académica y constitucionalmente es interpretada la regla en el entendido de cómo deben cumplirse los propósitos sujetos a protección, lo que es un tema que el Tribunal Constitucional ya discutió en el año 1991, que justamente corresponde a la doctrina que se encuentra vigente desde esa época hasta la fecha. 

Al efecto, trajo a colación el fallo del Tribunal Constitucional Rol N° 134 en que se discutió una hipótesis semejante a la que se debate a propósito de este proyecto de ley, que se refiere a determinar cuáles son las reglas aplicables a los procesos de privatización de las empresas públicas. Ello, a consecuencia de que el número 21° del artículo 19 de la Carta Fundamental establece que el Estado sólo podrá desarrollar actividades empresariales o participar en ellas sólo si una ley de quórum calificado lo autoriza. 

Ahora bien, se preguntó cuál sería la regla del quórum aplicable frente a una norma que promueve la privatización de las empresas del Estado, y si ello implicaría estar ante una ley que también debe votarse como una norma de quórum calificado, bajo la idea de que debe aplicarse la misma regla de la norma original. 

Sobre este particular, dio cuenta que el Tribunal Constitucional expresó que el quórum calificado debe entenderse sólo respecto del propósito protegido, lo que implica que si el Congreso Nacional está discutiendo volver a la regla general, en este caso volver a la publicidad, y en el caso en comento volver a la igualdad económica, entonces no se requería de un quórum especial, puesto que bastaría un quórum simple.

La lógica que subyace tras este criterio es saber qué se entiende por el régimen general establecido en la Constitución Política de la República, apuntó. 

En el caso del régimen general de la información pública en manos de los órganos de la Administración del Estado la regla general después del año 2005 es la publicidad y no la reserva, es decir, la regla de la excepción es la reserva y volver a la regla general implica regresar a la publicidad, y siguiendo el criterio antes planteado por el Tribunal Constitucional ello requeriría de una norma de quórum simple y no de quórum calificado.

Señaló que esta idea está reforzada por el propósito perseguido por la reforma constitucional del año 2005 en el artículo 8° de la Carta Fundamental y recordó que el propósito del Parlamento para condicionar la reserva a una norma de quórum calificado se debió a la práctica generaliza de diversos organismos administrativos de declarar el secreto o la reserva por la vía de la potestad reglamentaria. 

De esta manera, subrayó que el Congreso Nacional buscó restringir esa posibilidad, primero, estableciendo que el secreto debe establecerse por ley y, segundo, que para declarar el secreto o la reserva se requiere de una norma con un consenso mayor, cual es una ley de quórum calificado.

De esta manera, concluyó que siguiendo el criterio interpretativo del Tribunal Constitucional para volver a la publicidad de los actos o resoluciones de la Administración del Estado, es decir, a la regla general se requiere de una norma de quórum simple.

Enseguida, señaló que un tema es el secreto o la reserva y otro cómo resolver los problemas entre bienes jurídicos contrapuestos. 

Al efecto, reseñó que en la legislación chilena la materia sobre la ponderación de los bienes jurídicos es una cuestión que corresponde al juez o al organismo que debe decidir sobre la cuestión. En este caso en concreto, detalló que la pugna se daría entre la publicidad de los actos públicos y el derecho a la privacidad de las personas. De lo contrario, precisó, la manera en que se puede interpretar el artículo 15 de la ley N° 19.992 parece un contrasentido, puesto que le parece insólito tener un proyecto de ley para autorizar a los jueces a tener acceso a una información, porque ello implicaría aceptar que el artículo 15 de la ley N° 19.992 es norma inconstitucional, ya que todo el modelo institucional está diseñado sobre la base de que el secreto es una cláusula para impedir el acceso de terceros a la información.

En general, dio cuenta que las cláusulas de reserva o de secreto no son oponibles a los organismos de control, y lo que hacen estas cláusulas es trasladar la protección de ese secreto al sujeto que conoce. Como ejemplo dijo que el Congreso Nacional cuando conoce de una materia secreta o reservada traslada el secreto al funcionamiento de la Comisión y no inhibe el conocimiento de la información misma. En el caso de la Contraloría General de la República, informó que existe norma expresa que señala que el secreto no es causal para denegar la información que deben entregar los funcionarios públicos. 

Apuntó que la regla general establece que ni los jueces, ni los fiscales del nuevo sistema judicial penal pueden tener impedimento alguno para acceder a una información que fue declarada secreta o reservada. Pero, previno a Sus Señorías que otra cosa distinta es cómo se tutela ese secreto con posterioridad, lo que en su opinión es un problema de ponderación de bienes jurídicos que resuelven los jueces caso a caso, a quienes normalmente no le son aplicables este tipo de restricciones.

A continuación, la Comisión recibió en audiencia al Abogado y Profesor de la Cátedra Derechos Fundamentales, señor Héctor Mery, quien luego de acompañar un documento en que consta su presentación, señaló que abordará este proyecto de ley en función de la historia fidedigna de la ley N° 19.992 y del decreto supremo N° 1.040 del Ministerio del Interior del año 2003, que creó a la Comisión Valech I.

Posteriormente, leyó algunos párrafos del Mensaje Presidencial del Boletín N° 3.762-17, que dio origen a la ley N° 19.992, en que se mira al secreto como un medio para lograr los propósitos que se pretenden alcanzar. Destacó que la justificación del secreto se fundó en lo siguiente:

“En primer lugar, el éxito de las tareas encomendadas a la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura está, en gran medida, vinculado a la confidencialidad y reserva con que, desde su creación, se revistió a sus actuaciones y a las informaciones que recabara. En efecto, dicha reserva y confidencialidad permitió que las personas directamente afectadas por prisión política y tortura encontraran en dicha instancia, un espacio de acogimiento y de respetuosa consideración hacia sus personas y hacia sus dolorosas experiencias y testimonios, elementos indispensables para generar en ellos la confianza y la valentía que les exigía la dura tarea de traer al presente un pasado de sufrimientos, vejámenes y degradaciones, para verbalizarlo, expresarlo y en definitiva entregarlo a terceros extraños e incluso ajenos.

La confianza que las víctimas supieron depositar en la Comisión debe ser honrada y salvaguardada. Como sociedad, no podemos permitir que sus valerosos testimonios y dolorosos recuerdos sean utilizados para ningún otro propósito que aquel para el cual fueron proporcionados, esto es, para la elaboración del informe que a dicha Comisión se le encomendó.”.

Acotó que el lenguaje del Mensaje sigue siendo igual de vehemente como se constata en los párrafos siguientes.

“La reserva y confidencialidad de los antecedentes aportados a la Comisión no sólo han sido un elemento esencial para el éxito de su cometido, sino que además fue un compromiso formal del Gobierno para con las víctimas que concurrieron a dicha instancia a prestar su testimonio, compromiso que estamos todos llamados a cumplir y respetar.”.

Luego, reflexionó si este llamamiento es solamente para la generación que participó en la tramitación de ese proyecto de ley o si constituye una invitación para las generaciones futuras. Después, leyó el siguiente párrafo del citado Mensaje: 

“La información, testimonios y demás antecedentes aportados a la Comisión pertenece exclusivamente a sus titulares. Estos los entregaron a una instancia gubernamental para un propósito determinado y único, que se concretiza en el informe elaborado y entregado por dicha Comisión y, por lo mismo, ni ella, ni sus integrantes o partícipes, ni el Gobierno o sus autoridades, pueden disponer de tales antecedentes para una finalidad diferente a la dicha, sin traicionar con ello el compromiso de confidencialidad asumido frente a las víctimas de prisión y tortura, y sin atentar contra el derecho elemental que toda persona tiene sobre su propia historia, sobre sus experiencias y memorias.”.

Puso de relieve que durante la tramitación del proyecto de ley Boletín N° 3762-17 a nivel de comisiones no existen demasiados testimonios de audiencias recibidas, puesto que su tramitación fue bastante rápida y expedita. Por ello, señaló que prefirió presentar algunas intervenciones del debate en la Sala de la Cámara de Diputados y del Senado.

De la Cámara de Diputados extractó parte de la intervención del ex Diputado se Burgos, la que a continuación se transcribe:

“… Quiero hacer una consideración acerca del artículo 15, respecto del cual se presentó una indicación que también suscribí. Entiendo que el bien jurídico que se desea proteger es la privacidad de las personas, lo que me parece loable, pero el problema es cómo conciliamos ese derecho con el de los tribunales de abocarse al conocimiento de las causas.”.

Enseguida, informó que en la Cámara de Diputados, antes de votar esta iniciativa, se planteó una indicación al inciso tercero del artículo 15, para eliminar la expresión “o magistratura” y agregar la siguiente oración, pasando el punto final a ser punto seguido:

“Con todo, los Tribunales de Justicia, en el ejercicio de sus atribuciones, podrán requerir antecedentes específicos que consten o pudieren constar en las actas que recogen los testimonios de los deponentes ante la Comisión. La entidad a cargo de la custodia de esta información deberá requerir de la víctima que compareció a suministrarla su consentimiento expreso de que sus datos personales sean puestos en conocimiento de la autoridad judicial requirente. En todo caso, siempre se podrá comunicar a la justicia el relato íntegro sin identificar a la persona física de la víctima. Esta información será, en ambos casos, incorporada a los respectivos procesos a través de un cuaderno especial de carácter secreto. Asimismo, siempre el tribunal podrá requerir los documentos y antecedentes entregados por la víctima, sin limitación alguna.”.

Hizo presente a Sus Señorías que esta indicación fue rechazada por 53 votos en contra, 34 votos a favor y 5 abstenciones, y recordó que votó por la afirmativa el entonces Diputado don Juan Pablo Letelier; por la negativa los ex diputados señores Burgos y Escalona, y que se abstuvieron los ex diputados señores Navarro y Quintana, por mencionar algunos.

En la Sala del Senado, apuntó, se registró un debate distinto y que la única intervención que encontró fue la del ex Senador señor Antonio Viera-Gallo, quien  sólo reparó en la extensión del secreto y dijo “el secreto de que trata el artículo 15 -comprensible por la naturaleza de los temas que aquí se abordan- no debiera extenderse a 50 años. Actualmente no existe país en el mundo que imponga un lapso tan prolongado, ni aun para secretos de Estado. Inclusive, el Gobierno de los Estados Unidos tiene plazos menores para asuntos que revisten mayor envergadura nacional e internacional.”. 

Así, observó que su planteamiento no se extendió al punto de si correspondía o no el secreto, ya que sólo opinó sobre la extensión temporal de esta reserva. Sin embargo, comentó que esta intervención no se tradujo en ninguna indicación y que el texto del proyecto fue aprobado en los mismos términos que lo hizo la Cámara de Diputados.

Enseguida, se refirió al decreto supremo N° 1.040, de 2003, que creó la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, que después de hacer una referencia a la violación de los derechos humanos en Chile entre los años 1973 y 1990 se enfocó en la obligación del Presidente de la República para promover el bien común y para hacer todo cuanto esté a su alcance para contribuir al más pronto y efectivo esclarecimiento de toda la verdad. 

Destacó que en su artículo 1° fijó la competencia de la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, al señalar que tendrá por objeto determinar quiénes son las personas que sufrieron privación de libertad y torturas por razones políticas, por actos de agentes del Estado o de personas a su servicio, en el período comprendido entre el 11 de septiembre de 1973 y el 10 de marzo de 1990.

En su artículo segundo, dio cuenta que el legislador estableció que le corresponderá a la Comisión proponer al Presidente de la República las condiciones, características, formas y modos de las medidas de reparación austeras y simbólicas que podrán otorgarse a las personas reconocidas como prisioneros políticos o torturados.

Sobre la base de los textos citados, consideró que la aprobación del proyecto de ley en estudio provocará un quiebre del balance entre la búsqueda de la justicia y la protección de la dignidad, la intimidad y la reserva de los que concurrieron a declarar ante la Comisión Valech I. 

Por otra parte, acotó que de lo revisado en la historia de la ley N° 19.992 no aparece ningún testimonio que permita concluir que existe un propósito de impunidad por parte del legislador del año 2004. Tampoco, consignó, se encontró evidencia material de carácter sólida y masiva que permita sostener que la cláusula legal que se pretende derogar ha impedido el inicio de los procesos judiciales, porque éstos siempre han tenido como iniciativa la voluntad de la víctima, la que no está obligada por la reserva, porque es ella la titular de la información y quien renuncia a la expectativa deseada, para colocar los antecedentes en manos de la justicia.

De esta manera, resaltó, el secreto consagrado en la ley N° 19.992 no constituye un obstáculo o impedimento para que la víctima pueda ejercer una acción penal y denunciar estos hechos ante los tribunales de justicia.

Hizo presente que el utilizar la información que recabó la Comisión Valech I con fines totalmente diferentes a los que se tuvieron a la vista al momento de constituirla es una verdadera desviación de poder, lo que en su opinión debe considerar el legislador actual. 

Adicionalmente, dijo que las personas que concurrieron ante la Comisión Valech I para que se les reconozca su condición de víctima y para tener derecho a una medida de reparación austera y simbólica, tienen una expectativa de privacidad que el Estado no puede pasar por alto, que involucra también al poder legislativo. 

Subrayó que modificar esta regla no sólo implica traicionar su confianza, sino también transformar su testimonio en meros instrumentos en pos del cumplimento de fines que el Estado posteriormente se ha propuesto. En su opinión, contraviene el artículo 1°, inciso 3° de la Constitución Política de la República y señaló que todas estas razones deberían bastar para que Sus Señorías voten en contra de este presente proyecto de ley.

A continuación, la Comisión recibió en audiencia al Abogado y Profesor de Derecho Constitucional, señor Tomás Vial, quien informó que su exposición se centrará en los siguientes puntos, a saber: uno, analizar si esta iniciativa afecta de alguna forma el derecho a la intimidad o vida privada de las víctimas; dos, si requiere patrocinio del Ejecutivo por tratar materias de iniciativa exclusiva de la Presidenta de la República y, tres, dilucidar el quórum que se requiere para aprobar este proyecto de ley.

En relación con el primer punto, explicó que se pretende determinar si la información contenida en las declaraciones de la Comisión Valech I pertenecen o no al ámbito de la vida privada y, por consiguiente, si su eventual publicación en un proceso judicial es una afectación de la vida privada y de la intimidad de las víctimas que declararon. 

Para el análisis de este punto, consideró que es fundamental definir el concepto de “vida privada”. Al respecto, señaló que la Carta Fundamental no lo define, pero que sí ha sido conceptualizado por la jurisprudencial nacional y extranjera, y que ésta ha dicho que tiene que ver con las relaciones personales, el cuerpo, la integridad física, la salud, las relaciones sexuales y la autonomía de la persona, entre otras ideas. Así, dio cuenta que se trata de un término cada vez más comprensivo, lo que también se recoge en la jurisprudencia constitucional y en la Ley de Datos Sensibles, cuando se enumeran los tipos de datos.

Expresó que también existe acuerdo en que los asuntos que pertenecen al ámbito de los delitos no son parte de la vida privada, y para fundamentar esta tesis citó el fallo del Tribunal Constitucional Rol N° 1.732 que dice “que se encuentran fuera del ámbito protegido de la vida privada aquellos datos o aspectos que acarrean repercusiones para la ordenación de la vida social y que pueden afectar derechos de terceros, intereses legítimos de la comunidad”. En la misma línea, citó la sentencia Rol N° 1.863 que señala que en la vida privada no se incluyen aspectos que sean delictivos.

Indicó que el sistema penal chileno es bien claro y que el secreto y la reserva son la excepción dentro del procedimiento penal, ya que el secreto puede darse durante la investigación cuando el fiscal lo decreta para determinadas gestiones. Apuntó que también hay restricciones en la Ley de Prensa cuando se trata de la identidad de menores de edad y en el caso de víctimas de delitos sexuales. 

Además de estos casos, consignó, no existen otras normas en el derecho penal permitan el secreto, que den cuenta de un proceso, del nombre de las víctimas, de los hechos o de los responsables.

Subrayó que existe consenso en nuestro sistema legal y constitucional que cuando se está ante hechos delictivos, como ocurre en el caso de los delitos contra la libertad sexual, tales como violación o abusos, el sistema penal no dispone el secreto, y que son esencialmente homologables a los apremios ilegítimos ocurridos en el país y declarados ante la Comisión Valech I, el sistema procesal penal actual no permite el secreto, pese a que la víctima puede tener un interés de que no se conozca su situación.

De esta manera, puso de relieve que el artículo 15 de la ley N° 19.992 es una nueva excepción en nuestro sistema legal, que tampoco sigue el mismo tratamiento que las otras Comisiones de Verdad, Rettig y Valech II, que consagraron la reserva pero no en forma absoluta. 

Por ello, se preguntó cuál es la justificación de este secreto absoluto en la Comisión Valech I. En su opinión, no existe tal justificación, ya que en los antecedentes del mensaje del proyecto de ley Boletín N° 3.762-17 no existen argumentos constitucionales, que en este caso en particular correspondería citar al derecho a la vida privada, que por lo demás no es aplicable a este tipo de casos.

Sostuvo que al no existir argumento para esta excepción, sin duda, se está ante una diferencia arbitraria, en favor de las víctimas o en contra de ellas, por lo que el artículo 15 de la ley N° 19.992 estaría contraviniendo la Constitución Política de la República por afectar la igualdad y la prohibición de discriminación, así como el derecho a la verdad y a la investigación judicial. De esta manera, concluyó, el actual texto del artículo 15 de la ley N° 19.992 es discriminatorio, porque no tiene justificación desde el punto de vista de constitucional, ni legal.

Por consiguiente, hizo notar que este proyecto de ley no hace más que remediar parcialmente una norma excepcionalísima y que no tiene una explicación suficiente en nuestro sistema constitucional con respecto al derecho a la vida privada y a la igualdad.

A continuación, se refirió al punto que intenta determinar si este proyecto de ley se trata de una norma de iniciativa exclusiva del Presidente de la República. Al respecto, comentó que se ha señalado por algunos que esta modificación indirectamente implicaría atribuir al Instituto Nacional de Derechos Humanos la facultad de entregar información a los tribunales de justicia, prerrogativa que no tendría expresamente en la ley. Sobre el particular, estimó conveniente realizar dos consideraciones, a saber: 

La primera, que en nuestro ordenamiento no existe la atribución específica en ningún servicio público de entregar información o de obedecer órdenes de un tribunal, porque ello está implícito en todo el sistema jurídico y que es consecuencia de la división de poderes y de la facultad de imperio de los tribunales de justicia. En consecuencia, expresó, no es adecuado señalar que se requiere de una atribución especial para que el Instituto Nacional de Derechos Humanos entregue estos antecedentes a la justicia.

La segunda, en caso que se interpretara que este proyecto de ley contiene materias de iniciativas exclusiva del Presidente de la República, expresó que ésta sólo sería indirecta, ya que la regla general establece que el Parlamento es el ente legislador y no el Ejecutivo, por tanto, si se tiene una duda frente a un hecho eventual, ésta debe resolverse en favor del principio de la regla general, que dice que el Congreso Nacional es el órgano legislador por excelencia y como tal este proyecto no requeriría de patrocinio del Ejecutivo.

En relación con el quórum que se necesita para aprobar este proyecto de ley, señaló que el artículo 15 de la ley N° 19.992 al no tener justificación constitucional no cumple con los requisitos del artículo 8° de la Constitución Política de la República, porque no garantiza un derecho, no protege la seguridad nacional y tampoco el interés público. De este modo, cae su constitucionalidad y en este sentido la ley que busca modificarlo parcialmente no tiene por qué ser una norma de quórum calificado.

Al respecto, hizo notar que existen dos posibles interpretaciones, saber:

La primera, se refiere a la regla general, que se centra en el artículo 66 de la Constitución Política de la República que establece que para aprobar, modificar o derogar normas de quórum calificado se requiere de una norma del mismo quórum.

La segunda, de carácter más restrictivo y especial, se funda en el artículo 8° de la Carta Fundamental, que señala que sólo para establecer el secreto se requiere de una norma de quórum calificado, no así para levantarlo.

Al respecto preguntó: cuál de estas dos interpretaciones es la más adecuada con el principio de transparencia y el derecho de acceso a la información. 

Respondió que, sin duda, la tesis más favorable con el sistema de los derechos humanos y derechos constitucionales es la del artículo 8° de la Carta Fundamental, por lo que para aprobar este proyecto de ley se requiere de quórum simple.

A continuación, el Honorable Senador señor Araya manifestó que no comparte la tesis planteada por la Abogada señora Paula Oyarzo, en relación con la ilicitud de la fuente probatoria de los antecedentes de la Comisión Valech I que se entreguen a la justicia en caso de levantar su secreto. Sobre este punto, hizo notar que no existiría ningún tipo de ilicitud, porque el testimonio no ha sido obtenido bajo tortura, ni otros apremios ilegítimos. 

El Código Procedimiento Penal, acotó, regula expresamente cómo se deben dar a conocer los documentos que son secretos. En particular, precisó, el artículo 171 del citado Código. Además, recordó que el antiguo proceso penal se funda en un sistema de prueba legal y tasada, en que el juez debe ponderar los medios de prueba que recibe antes de fallar. 

Expresó que no existe ninguna ilicitud en levantar este secreto por medio de una ley y que es probable que el juez tenga que ponderar esta prueba con otros medios para determinar si ese testimonio es concordante con las declaraciones de los otros testigos o con los informes que consten en el expediente. De esta manera, enfatizó, no existiría ilicitud de la prueba, ni menos de la fuente probatoria.

El Honorable Senador señor Letelier hizo presente que en su experiencia como legislador ha constatado que durante la tramitación de la ley pueden darse casos en que existe un claro contraste entre la historia de la ley y el contexto político en el cual fueron aprobadas. 

Al efecto, recordó la tensión que existió en el debate de la ley N° 19.992, porque si bien su sector deseaba aprobar la Comisión Valech I y las medidas de reparación que proponía, había una pugna respecto de la inclusión de la reserva de los testimonios que contiene el informe de la citada Comisión.

Recordó que había argumentos para defender a los victimarios y otro para defender a las víctimas, en particular, a las mujeres violadas por militares que tuvieron hijos productos de esa violación. Al parecer, consignó, estas dos posturas aún siguen presentes a pesar de los años transcurridos.

Preguntó por qué se podría violentar el derecho a la reserva cuando un juez tiene acceso a una determinada información, siendo que así se le facultó en las Comisiones Rettig y Valech II. En principio, enfatizó, todos los jueces tienen derecho a acceder a la información para realizar sus investigaciones.

Tampoco, consideró que el acceder a un testimonio pudiese ser un hecho que violentara la prueba, menos que se cuestione la validez de ese tipo de prueba, ya que se está ante un bien jurídico superior.

Con respecto al tema de la reserva, estimó que éste no dice relación con las atribuciones de los tribunales de justicia, y recordó que la indicación que se planteó en la Cámara de Diputados al proyecto de ley Boletín N° 3.762-17, que fue rechazada, planteaba que los tribunales están facultados para requerir antecedentes que consten en el informe de la Comisión Valech I y que se requerirá del consentimiento expreso de la víctima para que sus datos personales sean puestos en conocimiento de la autoridad judicial.

Por otra parte, consideró que este proyecto de ley no requiere de quórum calificado para su aprobación, porque es evidente que no afectará a ningún elemento probatorio si el juez tiene acceso a esta información.

Con todo, estimó que debe tenerse en cuenta algunos elementos de resguardo de la vida privada, ya que de aprobarse esta iniciativa se podría correr el riesgo de que algunas mujeres que fueron violadas, se den a conocer sus testimonios sin su consentimiento, lo que sería dramático, pero ello no puede servir de argumento para que existan personas impunes en libertad. Acotó, será responsabilidad del juez y de los abogados litigantes que tienen acceso a los expedientes el que se divulgue o no esta información.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe manifestó que, sin duda, existen dos posiciones distintas para abordar esta materia y que la definición del quórum de este proyecto de ley aún no es un tema zanjado. Con todo, opinó, si se trata de una regla que se aprobó con quórum calificado lo que corresponde ahora es modificarla por una norma del mismo quórum.

Expresó que resulta evidente que esta iniciativa vulnera el derecho de propiedad a la información, más que a la vida privada. Comentó que hubo información que se entregó en un determinado contexto, que estaba amparada en el secreto y hoy, al pretender cambiar esta regla, se afecta el derecho de dominio de los titulares de esa información. 

Recordó que en la Comisión de Salud del Senado cuando se discutió el proyecto de ley sobre el aborto, en el proyecto inicial que presentó el Ejecutivo en la causal de la violación, si la mujer era adulta y no deseaba denunciar este delito no se podía iniciar un juicio, lo que en su opinión se contrapone con la postura que el Gobierno está defendiendo en este caso.

Esta idea, continuó, parece ser una contradicción del Gobierno en ambas iniciativas legales.

El Honorable Senador señor Letelier recordó que cuando las personas concurrieron ante la Comisión Valech I a dar su testimonio no estaba contemplado el secreto de sus declaraciones, ya que la reserva absoluta se consagró en la ley N° 19.992, producto de un acuerdo político en el parlamento. 

En ese línea, pidió dejar constancia en la historia de esta ley que quienes declararon ante la Comisión Valech I no lo hicieron bajo el compromiso del secreto. Ello, motivó la presentación de la citada indicación al proyecto de ley Boletín N° 3.762-17, que fue rechazada en la Cámara de Diputados.

El Honorable Senador señor Navarro señaló que el Congreso ha aprobado leyes en las cuales se ha establecido el secreto, no obstante, éste ha sido levantado, como ocurrió en el caso de la Ley sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral. Refirió que los tribunales pidieron la información, pese al secreto consagrado en la ley, porque era constitutivo de delito y porque en la práctica nunca operó, ya que los aportes reservados de los privados eran aprobados por los directorios de las empresas y como tal dicha información estaba disponible en la memoria del cuerpo colegiado de los emisores.

Luego, preguntó si se puede homologar este ejemplo con los casos de tortura, vejaciones y desapariciones que constan en los antecedentes de la Comisión Valech I, ya que en ambos el levantamiento del secreto se justificaría por estar ante situaciones constitutivas de delitos. En su opinión, los casos de tortura se tratarían de hechos más graves que además tienen el carácter de imprescriptibles, por lo que cree que con mayor razón se podría aplicar una solución similar.

Así, concluyó, resulta clarísimo que los tribunales pueden requerir los antecedentes amparados por el secreto ante la evidencia de la existencia de hechos constitutivos de un delito.

Con todo, consideró que están ante un debate político en que se enfrentan tesis distintas. Hoy, tienen el deber de decidir si en este momento se revisará este secreto, lo que es propio del poder legislativo, lo que no obsta a lo que resuelva el Tribunal Constitucional con posterioridad, lo que será una nueva batalla. 

Por último, destacó la labor del Ejecutivo que está colocando el tema en el debate y dejó en claro que en el momento en que se aprobó el secreto no se buscaba favorecer la impunidad. 

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe comentó que en el caso de los aportes reservados fue el tribunal el que solicitó la información al Servicio Electoral y  fue este último el que la entregó, levantando así el secreto y, afirmó que los aportes que realizaron los privados de acuerdo a los mecanismos establecidos en la ley N° 19.884 no constituyen bajo ninguna circunstancia la comisión de un delito, porque ello implicaba respetar la ley.

El Honorable Senador señor Araya precisó que en caso de que el Servicio Electoral se hubiera negado se habría dado una contienda de competencia entre órganos del Estado. Con todo, resaltó, el tribunal siempre tiene derecho a pedir información, lo que no obsta a que el órgano que la custodia se niegue a entregarla amparado en el secreto que establece una ley. Además, indicó, el Código Procedimiento Penal regula la exhibición de documentos secretos.

Enseguida, el Profesor Tomás Vial se pronunció respecto del argumento de que habría una especie de derecho de propiedad sobre la información entregada a la Comisión Valech I. 

Sobre el particular, dijo que le sorprende este planteamiento porque en el derecho constitucional cuando se habla de derecho de propiedad se hace referencia a un derecho que se puede transferir y ceder, entre otras facultades, en cambio, cuando se habla de información personal se alude al derecho a la vida privada, que se vincula con el cuerpo, la integridad física o el sexo de una persona. Por ello, consideró que no se puede afirmar que se tiene un derecho de propiedad sobre sus declaraciones, ya que esto significaría que cada vez que un tribunal cita a declarar a una persona tendría que operar una especie de expropiación para acceder a su testimonio.

En rigor, reparó, se trataría de un derecho de propiedad sobre la información personal distinto a la vida privada que generaría efectos desbastadores en el sistema penal, así como en los otros ámbitos del derecho. Lo anterior, implicaría que no podría haber investigación criminal, porque siempre se podría objetar que cierta información le pertenece a una persona determinada.

En este sentido, llamó a Sus Señorías a no confundir estos conceptos, y subrayó que en este caso existe un derecho a la vida privada, que claramente cede frente a la comisión de un delito, como sucede con los delitos contra la libertad sexual, porque el sistema penal privilegia la investigación criminal. 

La Abogada señora Paula Oyarzo, con respecto a este mismo punto, distinguió entre continente y contenido. Al efecto, precisó que las personas tienen un derecho de propiedad sobre su información personal, así como también sobre los bienes tangibles e intangibles que forman parte de su patrimonio. De esta manera, apuntó, en otros proyectos de ley sobre derechos humanos se ha sostenido que la verdad y el testimonio forman parte de los derechos de las personas. Al hablar de patrimonio, explicó, se hace referencia a un bien jurídicamente referible y apropiable.

Aclaró que no ha dicho que las personas son dueñas de las declaraciones una vez que han sido liberadas a un medio determinado. Comentó que la Constitución Política de la República se hace cargo de ello al establecer el derecho a la no autoincriminación y que la norma procesal penal garantiza el derecho a guardar silencio, toda vez que la persona puede controlar la información de la que es dueña, especialmente si se trata de información sensible para efectos de entregarla o no, o bajo ciertas circunstancias a un medio determinado.

En ese contexto, dio cuenta que una vez que la persona entrega la información quien la gobierna será el medio al cual se la entregó. Así, consignó, si se entrega la información en el caso de una investigación penal ella formará parte de la carpeta investigativa y su acceso estará dirigido por las normas del proceso penal, en cuanto quiénes pueden acceder a ella y cómo puede ser manipulada.

En concreto, consideró que en este caso las personas que declararon ante la Comisión Valech I son dueñas de su información y los antecedentes que acumula y recaba la Comisión son el continente de un determinado contenido.

Dejó en claro que el contenido nunca ha sigo obstaculizado, puesto que no existe ninguna norma en la legislación chilena que plantee la hipótesis de que una eventual víctima o quien haya declarado en cualquier calidad ante la Comisión Valech I no tenga la libertad de poder acceder voluntariamente ante un tribunal de justicia para realizar una denuncia penal o para prestar su testimonio en calidad de testigo, porque la persona sigue siendo la propietaria de su declaración.

En este mismo orden de ideas, hizo notar que en el artículo 15 de la ley N° 19.992 sólo se está regulando el continente, que corresponde a la metodología propuesta por la Comisión Valech I y por la citada ley para recabar en un determinado momento histórico ciertos antecedentes, así como los resguardos que se ofrecieron a quienes declararon ante esta Comisión.

Desde este punto de vista, consideró que el debate no gira en torno a la vida privada de las personas y concordó que la legislación se hace cargo del tratamiento que tienen ciertos hechos cuando son constitutivos de delitos, tanto es así, que la esfera de los delitos citados por el Profesor Vial son delitos de acción penal pública, por lo cual ni siquiera requieren de la denuncia de la víctima, puesto que pueden ser investigados de oficio por el Ministerio Público y, en el caso del antiguo proceso penal, por el juez a cargo de la causa.

En este contexto, resaltó que jamás ha sido la intención de encubrir a través del secreto del artículo 15 de la ley N° 19.992 la información respecto de la comisión de un eventual delito, puesto que siguiendo al artículo 8° de la Constitución Política de la República la reserva se decretó para evitar que se infrinjan los derechos de las personas. El constituyente habla de “derechos” en términos amplios y no sólo aquellos que se restringen a la vida privada, acotó. 

En rigor, expresó que se refiere a todos los derechos y, en particular, a aquellos que tienen resguardo constitucional, como ocurre con el derecho a la propiedad. En tal contexto, estimó que es evidente que existe un derecho de propiedad sobre la información, en virtud del cual se traspasa este derecho a los sucesores de las víctimas de violaciones a los derechos humanos, porque formaría parte del patrimonio de su causante, lo que ha sido uno de los argumentos para acceder a las copias de la información contenida en las Comisiones Rettig, Valech I y Valech II en los recursos de protección interpuestos.

Por otro lado, se refirió a la observación que le formuló el Honorable Senador señor Araya sobre la ilicitud de la fuente probatoria. Al respecto, aclaró que la referencia a la teoría del fruto envenenado, es en el sentido de que el ordenamiento jurídico chileno en línea con los tratados internacionales en materia penal ratificados por Chile disponen que todo medio de prueba que se obtiene de una fuente o medio obtenido con vulneración a las garantías constitucionales se hace ilícito por la forma en que fue obtenido. Por tanto, arguyó, puede ser objeto de exclusión en materia de procedimiento penal.

Señaló que toda la información que consta en la Comisión Valech I que está sujeta a secreto generó una especie de derecho de propiedad en favor de los titulares de esa información para efectos de que concurrieran a declarar voluntariamente. De no respetarse su derecho, se estaría vulnerando la garantía constitucional de esos titulares de la información que la ley N° 19.992 les confirió para incentivar su testimonio por el hecho de que los tribunales accedan a esa información por la vía de un requerimiento judicial y la incorporen como un medio probatorio en un determinado proceso penal.

En cuanto al contexto político y a la época en que se aprobó la ley N° 19.992, concordó con lo expuesto por el Honorable Senador señor Navarro, en el sentido de que siempre existe la posibilidad de revisar y de perfeccionar los procedimientos, pero sin perder de vista las normas técnicas que regulan cómo se perfeccionan los procesos penales, porque esta omisión podría significar una vulneración a las garantías constitucionales y a los derechos de las personas.

Luego, se refirió al comentario de que el secreto de la ley N° 19.992 impide el avance de las investigaciones de los procesos penales. Sobre este punto, dio cuenta que no existe ninguna norma en la legislación actual que impida u obstaculice las investigaciones penales, sólo existen metodologías y técnicas jurídicas por las cuales se puede acceder o no a determinada información. 

Llamó la atención a Sus Señorías de que la fuente originaria de esta información son las supuestas víctimas y como tal siempre está la posibilidad de que ellas intervengan ante los tribunales de justicia como víctimas o como testigo. Además, indicó que el tribunal siempre está facultado para citarlas a declarar. Desde esta perspectiva, dejó en claro que el secreto del artículo 15 de la ley N° 19.992 no ha impedido el avance de las investigaciones de las causas por violaciones a los derechos humanos.

El Honorable Senador señor Araya advirtió a la Abogada señora Paula Oyarzo que está enfocando mal la teoría del fruto envenenado, porque  señala que no se pueden utilizar pruebas que se han obtenido en forma ilícita. De esta manera, apuntó, su razonamiento es equivocado al decir que esta prueba provendría de una fuente ilícita por el hecho de que el legislador levantó el secreto, de seguir su argumentación cada vez que el juez ordena interceptar una comunicación privada se estaría ante la teoría del fruto envenenado por haber vulnerado su secreto. 

Ello, acotó, llevaría al absurdo de que nunca se podría revisar las comunicaciones privadas, por el hecho de que las personas son propietarias de la información que comunican, por ejemplo a través de un correo electrónico. Además, de acoger esta interpretación, el Ministerio Público no podría acceder a la información contenida en un correo electrónico, ni tampoco podría interceptar comunicaciones telefónicas en una investigación.

En este caso, detalló, existe norma expresa que ampara el secreto y la inviolabilidad de toda comunicación privada. Por eso, destacó el legislador contempla normas que permiten vulnerar ciertos derechos en pos de una investigación penal.

De esta manera, previno que la teoría del fruto envenenado debe explicarse en el sentido de que es prohibida la prueba que se obtiene ilícita e ilegalmente, lo que no se produce en este caso en concreto, porque el legislador levantará el secreto y el juez deberá ponderar esa prueba con otros medios.

Con todo, pidió dejar constancia de este punto en la historia de esta ley, para evitar que los abogados utilicen este tipo de argumentos en los juicios en que litigan o en otros proyectos de ley.

Por su parte, el Abogado Héctor Mery, aclaró que  al citar la historia de la ley no lo hizo para fundamentar un argumento de constitucionalidad, sino para dar a conocer el contexto en el cual surgió esta expectativa de privacidad, que debe ser amparada. 

Consideró válido el razonamiento de que siempre debe prevalecer la búsqueda de la justicia más allá de las consideraciones de la expectativa de privacidad que brinda un derecho a quien fue víctima de un hecho de esta naturaleza. 

A su entender esa ponderación debe radicarse en el juez más que en el legislador y desde este punto de vista la supresión del secreto del artículo 15 de la ley N° 19.992 significará que prevalecerá la búsqueda de la justicia más allá de la voluntad de la víctima afectada por hechos atroces que no está dispuesta a relatar públicamente, porque se trata de actos ofensivos al mínimo sentido de la dignidad de la persona, como ocurre en el caso de una violación. 

Sobre este punto, estimó que cabe preguntarse si el Estado o sus agentes pueden acceder a la información que la víctima proveyó en el contexto de la Comisión Valech I,  y que diez o quince años después se dé inicio a la tramitación de un proceso judicial en el cual se ventilen sus antecedentes, sin que concurra su voluntad. Si la respuesta es afirmativa, resaltó que el imperativo de justicia sería de tal magnitud que pasaría por encima de la voluntad del afectado, lo que debería ser una cuestión más reflexionada. 

Después, preguntó cuántas veces el artículo 15 de la ley N° 19.992 ha significado que la justicia se vea impedida de iniciar una pesquisa judicial, o ha sido una justificación para la dictación de una resolución de sobreimiento definitivo o causal para no admitir a tramitación una querella criminal. Puso de relieve que estos datos no se han puesto sobre la mesa y que de existir sería interesante que se dieran a conocer.

En cuanto a la extensión de la privacidad y si ésta debe siempre doblegarse ante el interés de la justicia o de la búsqueda de la verdad, dio cuenta que el legislador no hace una definición categórica siempre en favor de la búsqueda de la justicia y que por eso existen los delitos de acción penal privada. 

De esta manera, hizo hincapié que la búsqueda de la justicia también debe respetar los derechos que pertenecen a la persona, como el derecho a la vida privada y la dignidad de la persona.

El Profesor Luis Cordero aclaró que este proyecto de ley no pretende suprimir el artículo 15 de la ley N° 19.992, puesto que su punto central se enfoca en la oposición del secreto al juez. Si esto es así, subrayó, entonces es al juez a quien le corresponde la ponderación de los bienes jurídicos afectados.

Enseguida, señaló que la reforma constitucional del 2005 que estableció el derecho de acceso a la información en el artículo 8° de la Constitución Política de la República cambió toda la razonabilidad del sistema institucional chileno. De hecho, previno que el artículo 15 de la ley N° 19.992 no se votó con quórum calificado originalmente, porque se aprobó con anterioridad a la citada reforma constitucional.

En términos generales, apuntó, fue la Ley de Acceso a la Información Pública la que hizo pública la información privada en Chile, lo que no obsta a que igual se deba definir si una información es pública o no, cuestión que debe ser resuelta por el Consejo para la Transparencia y por los jueces, ya que mientras no exista una decisión definitiva esa información sigue siendo reservada.

Resaltó que si fuera por cambiar las reglas del juego el Congreso Nacional ya las cambió en el año 2005 con la reforma constitucional y el 2009 cuando entró en vigencia la Ley de Acceso a la Información Pública. Así, arguyó que si se pretende utilizar esta razonabilidad para analizar este caso, debe tenerse presente que el Parlamento ya tomó una decisión en términos categóricos sobre este aspecto.

Con todo, consideró que este proyecto de ley es de pretensiones bien modestas, porque sólo levanta el secreto de los antecedentes de la Comisión Valech I a los jueces.

El Honorable Senador señor Navarro remarcó dos ideas, a saber: primero, que aún no ha conocido a ninguna de las personas que declaró ante la Comisión Valech I que no deseara que esa información fuera pública y, segundo, que el secreto fue producto de un acuerdo político que violentó la voluntad de los beneficiarios de la ley N° 19.992, pero que permitió su aprobación pasando por alto la voluntad de las víctimas. 

Subrayó que con este proyecto de ley no está en juego la identidad, ni la reserva propiamente tal, porque todos los informes llevan los nombres de quienes dieron su testimonio.

En sesión de 12 de julio de 2017, la Comisión recibió en audiencia a la Investigadora de la Organización Desclasificación Popular, señorita Javiera Campos, quien luego de acompañar un powerpoint de su presentación informó que integra un colectivo político y artístico que tiene por finalidad reivindicar el derecho de quienes prestaron testimonio en la Comisión Valech I. Refirió que desde el año 2014 junto al artista visual Francisco Tapia comenzaron a estudiar el tema de los cincuenta años del secreto que instauró el artículo 15 de la ley N° 19.992, y que entre los años 2015 y 2017 han ayudado a varios ex presos políticos a desclasificar y recuperar sus archivos de las Comisiones de Valech I y Valech II.

Comentó que en el 2016 presentaron dieciséis recursos de protección, entre otros, mencionó el caratulado “Quintanilla Yáñez contra Instituto Nacional de Derechos Humanos”, Rol Nº 48.719-2016, acumulado con otros autos, en que se solicitó a la Ilustrísima Corte de Apelaciones de Santiago devolver íntegramente los archivos de las referidas Comisiones de Verdad a sus titulares, lo que sentó un precedente. Destacó que en virtud de estos recursos se entregaron los archivos a doce ex presos políticos.

Informó que, incluso, en el año 2015 elaboraron un manual para enseñar a las personas los trámites que debían realizar para dar curso a este proceso de desarchivo. 

Enseguida, dio cuenta que el 30 de abril de 2016 fue el día en que el Instituto Nacional de Derechos Humanos entregó estos documentos, y en esa oportunidad su Consejo fijó el criterio que éstos serían entregados en una copia tachada, lo que en los hechos implicó tachar el nombre de los terceros declarantes.

En total, resaltó, han ayudado a 125 personas para acceder a sus antecedentes, cifra que no incluye a las personas que han retirados sus documentos por su propia cuenta. Así, detalló, existen 240 archivos de la Comisiones Valech I y II fuera del Instituto Nacional de Derechos Humanos.

A continuación, el Abogado del Grupo Desclasificación Popular, señor Francisco Jara, señaló que centrará su presentación en los alcances del secreto de los antecedentes de la Comisión Valech I y en la existencia de obligaciones del derecho internacional convencional y consuetudinario de perseguir crímenes contra la humanidad, como la tortura.

En primer lugar, recordó que el proyecto de ley que dio origen a la ley N° 19.992 se presentó un 10 de diciembre y que su tramitación concluyó el 24 de diciembre, lo que significó una rápida tramitación. 

Luego, indicó que si bien el artículo 15 de la ley N° 19.992 establece que el custodio es el Ministerio del Interior, ello cambió con el articulado de la ley N° 20.405 que entregó esta función al Instituto Nacional de Derechos Humanos. Además, el citado artículo 15 estableció que el secreto regirá hasta fines de diciembre del año 2054.

Posteriormente, cuestionó la validez de este secreto a la luz del derecho internacional de los derechos humanos, que no permite concretizar el derecho a la verdad así como tampoco la obligación de investigar, juzgar y sancionar a los responsables de las violaciones a los derechos humanos ocurridas entre los años 1973 y 1990. 

Sobre este punto, citó lo señalado por la Corte Interamericana de Derechos Humanos en el caso de Humberto Maldonado y Otros contra el Estado de Chile, en que se dijo “las autoridades estatales no se pueden amparar en mecanismos como el secreto de Estado o la confidencialidad de la información, o en razones de interés público o seguridad nacional, para dejar de aportar la información requerida por las autoridades judiciales o administrativas encargadas de la investigación o proceso pendientes”.

Además, observó que no sigue la línea de las recomendaciones de la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la Organización de los Estados Americanos, en el documento Acceso a la Información sobre Violaciones de Derechos Humanos de 2009 y Observaciones Preliminares sobre Chile de 2016.

En este mismo sentido, mencionó el caso de Myrna MackChang versus Guatemala, y las recomendaciones del Comité contra la Tortura al Estado de Chile, en que se instó a derogar el artículo 15 de la ley Nº 19.992. Asimismo, señaló que el Informe del Relator Especial de Naciones Unidas sobre promoción de la verdad, justicia y garantías de no repetición del mes de agosto de 2014 hizo presente su preocupación por el secreto de los antecedentes de la Comisión Valech I, por entenderlo como un obstáculo para la investigación, el juzgamiento y la sanción de este tipo de crímenes.

Por otra parte, resaltó que el decreto supremo N° 1.040 consagró la reserva de estos antecedentes, lo que significa que la justicia podía acceder a ellos. En el caso de la Comisión Valech I fue una ley posterior la que consagró el secreto con carácter desproporcionado, según el tratamiento que se le ha dado a las otras comisiones de verdad.

De esta manera, consideró que el secreto establecido para los antecedentes de la Comisión Valech I no se alinea con lo que ha sido la experiencia histórica de verdad, como ocurrió con la Comisión Rettig, que comenzó a operar en el año 1990 en que había una mayor presión social y política. No obstante, en el año 2004 se estableció esta obligación de secreto por medio siglo. Tampoco, apuntó, coincide con la reserva de la Comisión Valech II del año 2011.

En términos generales, manifestó su apoyo al presente proyecto de ley, que permite, al menos, a los tribunales de justicia acceder a los antecedentes de la Comisión Valech I, y como tal tiene plena confianza de que impedirán que se filtren estas informaciones a los medios públicos.

Sin perjuicio de lo anterior, formuló algunos comentarios al presente proyecto de ley. Al respecto, planteó realizar una modificación más profunda, para que las personas puedan opinar si desean o no que sus antecedentes dejen de ser secretos, vale decir, que decidan si dicha información puede ser accesible al público antes de los cincuenta años, porque las personas al momento de dar su testimonio nunca se les preguntó sobre el alcance de este secreto.

Además, planteó dar competencia a la Unidad Programa de Derechos Humanos, hoy dependiente del Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, para que ellos puedan hacerse cargo de la tramitación de estas causas.

Por último, señaló que en virtud de un recurso de protección, por un homenaje que se rindió al Regimiento de Ingenieros de Tejas Verdes, se solicitaron dos oficios:

Uno, a la Unidad Programa de Derechos Humanos para que informara cuántas víctimas del Informe Rettig habían estado en Tejas Verdes. Al respecto, se respondió que entre los informes de las Comisiones Rettig y Valech I se detectó que pasaron por dicho Regimiento 39 personas, y

Dos, al Instituto Nacional de Derechos Humanos para que informe cuántas víctimas de tortura estuvieron en el citado Regimiento. Se dijo que existe constancia de 829 víctimas de tortura que pasaron por Tejas Verdes. 

Al tomar conocimiento de estas cifras, hizo notar que en ninguna de las investigaciones sobre detenidos desaparecidos y ejecutados políticos han declarado las 829 personas que estuvieron presentes en dicho Regimiento, puesto que se sabe que en total esa cifra no llega a más de cien personas. 

Al respecto, concluyó que los testimonios de las víctimas de la Comisión Valech I no sólo pueden aportar antecedentes para los casos de tortura, sino también para los causas sobre detenidos desparecidos. 

En el mismo sentido, resaltó que el secreto y la reserva no son lo mismo y que el decreto que creó a la Comisión Valech I sólo hablaba de reserva, lo que impedía a las personas acceder a la información, pero no los tribunales de justicia. 

Valoró que hoy esté en discusión un proyecto de ley que va más allá. Pero, consideró fundamental que esta información también se abra a las personas que se desempeñan en la Unidad Programa de Derechos Humanos, en la medida de que ellos puedan patrocinar estas causas.

Asimismo, subrayó que el derecho internacional mandata la persecución de estos crímenes y que Chile ya tiene tres condenas de la Corte Interamericana de Derechos Humanos referidas a violaciones a derechos, a saber los casos de Almonacid Arellano; Humberto Maldonado Vásquez, y García Lucero.

Por todo lo anterior, hizo hincapié que los titulares de la información recopilada por la Comisión Valech I con sus testimonios puedan ayudar a esclarecer las investigaciones y avanzar en la verdad de los casos de los detenidos desaparecidos. Desde luego, opinó que para lograr una verdadera justicia se debe tener acceso al conjunto de archivos de la Comisión Valech I. De esta forma, resaltó, se podrá hacer una reconstrucción general y real de los hechos ocurridos entre los años 1973 y 1990. 

A continuación, la Comisión recibió en audiencia al Presidente de la Coordinadora Nacional de Ex Presas y Ex Presos Políticos “Salvador Allende”, señor David Quintana, quien acompañó un documento de su exposición y explicó que la Coordinadora Nacional de Ex Presos y Ex Presas Políticas Salvador Allende agrupa a un conjunto de organizaciones de base, de alcance local y regional que tienen como objetivo común la verdad, la justicia y la reparación integral del daño causado por el Estado de Chile a las víctimas sobrevivientes de la dictadura cívico militar.

Luego, consideró que la ley N° 19.992 perpetúa las violaciones a los derechos humanos a las cuales fueron sometidos, en tanto, no garantiza una reparación adecuada y satisfactoria del daño causado. En su opinión, se debería entregar una restitución, indemnización, rehabilitación, satisfacción y garantías de no repetición, como lo determina la Resolución N° 60/147 de la Asamblea General de las Naciones Unidas, de 16 de diciembre de 2005.
Enseguida, expresó que el mantenimiento del secreto de la información contenida en los archivos de la Comisión Nacional Sobre Prisión Política y Tortura, conocida como Valech I, representa un obstáculo para el esclarecimiento de la verdad histórica, bajo ciertas condiciones históricas y políticas específicas, de la cual son sujetos directos, como lo expresó el Honorable Senador señor Juan Pablo Letelier.

Sobre este aspecto, aclaró que cuando prestaron su declaración ante la citada Comisión en ninguna parte del formulario respectivo, ni documento anexo, se les pidió manifestar su conformidad respecto de la confidencialidad de la información entregada, de lo que se haría con esa información y del juicio o convicción de la Comisión sobre los antecedentes recopilados, en cada caso en particular. Asimismo, dio cuenta que tampoco se les consultó sobre el carácter secreto que tendrían sus antecedentes.

En efecto, hizo presente a Sus Señorías que el secreto se impuso un año después del trabajo de la Comisión Valech I, y que recién con la Ley de Reparación N° 19.992 se enteraron que sus antecedentes serían secretos.

A su modo de ver, en este caso es necesario hablar del tema de la privacidad y de la honra de las personas cuyas declaraciones e identidades constan en el Informe de la Comisión Valech I, conocido como “El Libro Azul”, en que aparecen los nombres, apellidos y cédulas de identidad de todos quienes fueron reconocidos oficialmente como víctimas de tortura y prisión política. Además, apuntó, se puede acceder a los recintos en que fueron detenidos y a los tipos de torturas a las que fueron sometidos. 

Bajo este contexto, se preguntó cuáles son los antecedentes que tienen el carácter de secretos, si el elemento básico constitutivo de cada expediente es la identidad de cada víctima, la que al ser incluida en el citado informe adquirió un carácter público. 

Siguiendo al Honorable Senador señor Alejandro Navarro, cuestionó los motivos por los cuales algunos antecedentes recopilados por la Comisión pueden ser conocidos y otros arbitrariamente no, siendo que forman parte del mismo cuerpo. 

Resaltó, todo es público, excepto los nombres de los torturadores para quienes rige un sistema de impunidad, y que a pesar de ello varios fueron ascendidos en sus escalafones respectivos por haber cometido estos atroces actos de tortura o que siendo condenados por la justicia continúan recibiendo pensiones millonarias.

Hoy, puso de relieve, los ex presos políticos tienen serios problemas con la compensación recibida, puesto que nunca se les ha reparado de verdad. Reciben una pensión muy baja, que para muchos es su único ingreso, ya que quienes además tenían una pensión por concepto de exonerado político se les obligó a optar por una de ellas. Reparó que el monto recibido es menor al salario mínimo y que la compensación más alta se entrega a las personas mayores de 80 años, y que ésta no sobrepasa los $201.000 mensuales. 

En su opinión, estos montos no constituye una reparación real, puesto que no cubren los daños previsionales y laborales causados, por mencionar algunos. En esta misma línea, estimó que tampoco son soluciones reales los beneficios del Programa Política Pública de Reparación (PRAIS) en salud, las becas en educación y el puntaje adicional que se les entrega en materia de vivienda.

Por otro lado, hizo notar que quienes defienden el secreto hablan del derecho a la honra, a la privacidad y a la dignidad, pero acotó eso no es verdad, puesto que lo único que se desean es perpetuar la impunidad de los victimarios. 

Por lo anterior, manifestó su conformidad con lo expuesto por el Abogado señor Tomás Vial, en el sentido de que la reserva debe ser una excepción, y que el derecho a la vida privada, en sí, no es un derecho constitucional que está por sobre el derecho a la justicia, puesto que cuando se está en presencia de un delito, el derecho a la vida privada cede. 

En sus archivos, consignó, tanto de los compañeros calificados como torturados como de quienes no calificaron, constan un sinnúmero de delitos cometidos en los centros de detención clandestinos, tales como torturas, maltrato, prisión política y violaciones, entre otros. Todos, enfatizó, son delitos de lesa humanidad.

En tal contexto, calificó al artículo 15 de la ley N° 19.992 como una norma discriminatoria y arbitraria, y consideró que este proyecto de ley sólo remedia este asunto parcialmente. 

Señaló que si hubiese habido un verdadero interés de mantener la honra de los ex presos políticos se hubiese establecido la reserva, reconociendo la posibilidad de los tribunales y de los abogados para acceder a todos los documentos en poder de la Comisión Valech I, tal como se hizo con los antecedentes de la Comisión Rettig, que abordó la desaparición forzada y la ejecución política.

Para fundamentar sus observaciones, trajo a colación la jurisprudencia internacional. En particular, citó el caso de Humberto Maldonado y otros versus el Estado de Chile, en que la Corte Interamericana de Derechos Humanos estableció que en los casos de violaciones a los derechos humanos las autoridades estatales no pueden ampararse en mecanismos como el secreto de Estado, en la confidencialidad de la información o en razones de interés público o seguridad nacional para dejar de aportar la información requerida por las autoridades judiciales o administrativas encargadas de la investigación de los procesos pendientes.

A continuación, se refirió al proyecto de ley en estudio. Al respecto, consideró que las víctimas de graves violaciones a los derechos humanos y sus familiares tienen derecho a conocer la verdad, según lo ha señalado reiteradamente la Corte Interamericana de Derechos Humanos y como tal no debe existir ningún obstáculo para acceder a los archivos de las Comisiones de Verdad. 

Hizo notar a Sus Señorías que en el caso de la Comisión Valech I siempre hubo obstáculos. Al efecto, indicó que recién en el año 2015, gracias a los recursos de protección presentados por el grupo Desclasificación Popular, se pudo acceder por primera vez a estos archivos. Ello, los habilitó para pedir al Instituto Nacional de Derechos Humanos su documentación, entidad que les ha entregado copia tachada de sus antecedentes.

Por otra parte, lamentó que esta iniciativa deje afuera un punto importante, puesto que permite a los tribunales de justicia acceder a los archivos, a voluntad del poder judicial y no establece que el Estado debe hacerse cargo de colocar abogados para llevar las causas sobre violaciones a los derechos humanos. Estimó que es legítimo que cada uno vaya a la justicia, pero en estos casos el Estado debe participar en estos procesos para garantizar la búsqueda de la verdad y de la justicia, puesto que es necesario saber, con detalle, qué es lo que sucedió durante la dictadura, sólo así tendrán la convicción de que su martirio no ha sido en vano.

El Honorable Senador señor Navarro resaltó que toda la tramitación de la ley N° 19.992 fue una negociación política y enfatizó que al momento de crearse la Comisión Valech I no existía el secreto, pero que se aprobó en el proceso de construcción de la citada norma como una fórmula para sacar adelante el respectivo proyecto de ley. Si no hubiera sido así, acotó, tal vez hubiera sucedido lo mismo que con la Ley de Bosque Nativo, cuya tramitación tardó más dieciséis años. 

Desde esta perspectiva, consideró que la discusión en torno al artículo 15 de la ley N° 19.992 tiene un fuerte contenido político, que puede romperse para acceder a un nuevo acuerdo o simplemente votarse para perpetuar su mantención.

Luego, se comprometió a presentar las indicaciones propuestas por los invitados, dado que no requieren patrocinio del Ejecutivo. De este modo, manifestó su disposición para patrocinarlas y para abrir el debate, a fin de conocer cuál es la disposición para un nuevo acuerdo al año 2017.

Con todo, consideró que debe existir la mayoría que se requiere para levantar el secreto y manifestó que espera que esta iniciativa se apruebe rápidamente en esta Comisión para dar el anhelado debate político en la Sala del Senado.

El Honorable Senador señor Letelier observó que de acuerdo con las exposiciones escuchadas ya están todos los argumentos puestos sobre la mesa. En términos generales, observó que la ley N° 19.992 es contradictoria con otras normas de la misma especie y que no se condicen con lo que fue el compromiso adquirido con las víctimas cuando entregaron sus declaraciones. Al efecto, puso de relieve que esta ley fue producto de una coyuntura política que generó esta realidad y que hoy todo indica que los argumentos antes esgrimidos siguen siendo un impedimento para levantar este secreto.

En términos prácticos, indicó que este proyecto de ley producirá el efecto de que los jueces podrán acceder a nueva información, que les permitirá llegar a la verdad y que, en este contexto, cualquier retraso en su tramitación los convierte en una especie de cómplices del delito de obstrucción a la justicia.

Por ello, llamó a la Comisión a despachar cuanto antes este proyecto de ley, porque el Parlamento debe respaldar que toda esta información pase a manos de la justicia.

En sesión de 23 de agosto de 2017, la Comisión recibió al Presidente del Consejo para la Transparencia, señor José Luis Santa María, quien señaló que expondrá la experiencia del Consejo respecto de la aplicación de las normas legales en relación con los antecedentes que fueron recopilados por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, conocida como Comisión Valech I.

Expresó que el proyecto de ley en cuestión introduce una excepción a la regla del secreto establecido en el artículo 15 de la ley N° 19.992, autorizando a los tribunales de justicia a acceder a los antecedentes y testimonios recopilados por la citada Comisión, con el objeto de permitir la persecución penal de los hechos constitutivos de delito. Por tanto, consideró que, a diferencia de los otros proyectos de ley, no se trata de una materia de acceso a la información o de transparencia.

De este modo, estimó que el legislador es soberano para determinar cuál debe ser el estatus y la protección de estos antecedentes, así como la forma en que deben ser diseñadas las reglas procesales aplicables en los casos que sean pertinentes. Incluso, indicó que el propio Tribunal Constitucional ha reservado un amplio margen de acción en la determinación de las normas que rigen los procedimientos de los tribunales de justicia. 

En sintonía con lo anterior, expresó que la evaluación de la configuración de las atribuciones y de las facultades de los magistrados y de los tribunales es algo que escapa de la competencia del Consejo para la Transparencia. 

Sin perjuicio de ello, formuló los siguientes comentarios:

En primer lugar, señaló que el Consejo para la Transparencia ha resuelto varios amparos de acceso a la información contenida en el Informe de la Comisión Valech I. Sobre el particular, hizo presente a Sus Señorías que para el Consejo los antecedentes y testimonios que fueron entregados a esta Comisión deben ser tratados como datos sensibles, de acuerdo a la legislación vigente. Por tal consideración, apuntó, esta información debe ser especialmente protegida.

Al efecto, indicó que en esta materia se debe tener a la vista lo establecido en el artículo 2°, letra g), de la ley N° 19.628, que define datos sensibles, como “aquellos datos personales que se refieren a las características físicas o morales de las personas o a hechos o circunstancias de su vida privada o intimidad, tales como los hábitos personales, el origen racial, las ideologías y opiniones políticas, las creencias o convicciones religiosas, los estados de salud físicos o psíquicos y la vida sexual”. Además, precisó que conforme a las recomendaciones del Consejo para la Transparencia sobre protección de los datos personales los datos sensibles deben ser especialmente protegidos adoptándose todas las medidas de seguridad que correspondan.

En segundo lugar, refirió que la Comisión Valech I, en el cumplimiento de su cometido, recabó diversos antecedentes relativos a los apremios ilegítimos. En general, dio cuenta que se trata de aspectos vinculados con la salud física y psíquica de las víctimas, cuya condición física y mental fue alterada por los agentes del Estado. Asimismo, detalló que entre los testimonios prestados por las víctimas se pueden detectar vejámenes y maltratos sexuales sufridos por éstas, como también se revela, mayoritariamente, en las opiniones y en los compromisos políticos de varias víctimas que prestaron declaración.

En base a lo anterior, concluyó, los datos contenidos en los antecedentes del Informe de la Comisión Valech I corresponden a datos sensibles.

En tercer lugar, dijo que de acuerdo con la legislación vigente se entiende que para el tratamiento de los datos sensibles se requiere autorización legal o consentimiento expreso del titular del dato. En este caso, corresponde a la víctima que prestó la declaración ante la referida Comisión. Además, hizo notar que las declaraciones fueron otorgadas años atrás bajo una regla expresa de reserva y de confidencialidad, considerando la especial sensibilidad de los datos proporcionados.

Por ello, resaltó que se debe obtener el consentimiento expreso de las víctimas, como un requisito esencial para el tratamiento de esta información conforme a la legislación actual. Así, detalló, lo ha manifestado el Consejo para la Transparencia en su jurisprudencia, al analizar el acceso a la información de los antecedentes de la Comisión Valech I y II. 

A continuación, el Jefe de Normativa y Regulación del Consejo para la Transparencia, señor Pablo Contreras, complementó que al Consejo para la Transparencia le interesa ilustrar a esta Comisión cuál ha sido la práctica jurisprudencial con la cual ha fallado los amparos para acceder a los antecedentes contenidos en los informes de las Comisiones Valech I y II. 

En particular, se refirió al último amparo que sentó la jurisprudencia en esta materia, que emitió el Consejo con fecha 3 de enero de 2017, que consideró fundamental por la naturaleza de la solicitud y por los problemas que se representaron para el Consejo al momento de aplicar las reglas vigentes de secreto y de reserva de la información. 

Al efecto, explicó que la solicitud pedía el acceso a la base de datos computacionales y/o informáticos realizados con ocasión del proceso de calificación llevado a cabo por las Comisiones Valech I y II. Acotó que dicha petición fue dirigida al Instituto Nacional de Derechos Humanos, entidad que denegó la entrega de esta información, en virtud del artículo 15 de la ley N° 19.992 y del artículo 21, número 2° de la Ley de Transparencia, que protege la información cuando se ponen en riesgos los derechos de las personas. 

De esta manera, puso de relieve que al Consejo para la Transparencia le correspondió resolver si procede o no la aplicación de las causales de reserva y de secreto hechas valer por el Instituto Nacional de Derechos Humanos, en el caso en concreto, para denegar el acceso a esta información. Ello, implica determinar si respecto de los datos de la Comisión Valech I procede la reserva amparada en el artículo 15 de la ley N° 19.992 y en relación con los datos de la Comisión Valech II si corresponde aplicar una regla general de secreto, como lo es el artículo 21, número 2° de la Ley de Transparencia, dado que no tiene una regla de reserva o de secreto especial.

En cuanto a la Comisión Valech I que tiene una regla expresa de reserva en la ley N° 19.992, indicó que el Consejo para la Transparencia consideró que esta norma se adecúa al estándar establecido por la reforma constitucional de 2005, que modificó el artículo 8°, inciso segundo, de la Constitución Política de la República, a través de un ejercicio de reconducción material. En este sentido, precisó que para el Consejo para la Transparencia el artículo 15 de la ley N° 19.992 protege la reserva de esta información, porque su divulgación podría afectar los derechos de las personas. 

En este caso, reseñó, el análisis del Consejo para la Transparencia se centra en que los antecedentes recopilados por la Comisión Valech I dicen relación con, al menos, dos hipótesis de datos sensibles, conforme con la legislación vigente: por un lado, con el estado de salud de las personas, ya sea físico o psíquico, por el tipo de vejámenes y maltratos a los cuales fueron expuestas y, por otro lado, con la afiliación u opinión política de las personas que prestaron declaración. Subrayó que bajo la ley N° 19.628, que protege los datos personales, ambos criterios deben ser calificados como datos sensibles.

En consecuencia, dio cuenta que el Consejo para la Transparencia estimó válida la aplicación del artículo 15 de la ley N° 19.992 como una regla especial de reserva o de secreto para denegar el acceso a la información contenida en la base de datos de la Comisión Valech I.

En el caso de los antecedentes de la Comisión Valech II, consignó que para el Consejo para la Transparencia al no existir regla especial reserva deben aplicarse las reglas generales de la Ley de Transparencia, en particular, la causal de reserva del artículo 21 número 2°, que permite denegar el acceso a una información pública cuando su divulgación puede afectar el derecho a las personas. 

De esta manera, apuntó, se ha entendido que los antecedentes de la Comisión Valech II deben ser tratados como datos personales, de carácter sensible y, por tanto, resolvió que la resolución del Instituto Nacional de Derechos Humanos de denegar el acceso a esta información amparado en la citada causal es completamente válida. 

Acotó que esto no obsta a que el titular de los datos pueda presentar una solicitud al organismo responsable de dicha información para que le sea entregada, lo que se conoce en doctrina como el “habeas data”. Indicó que tanto el Instituto Nacional de Derechos Humanos como el Consejo para la Transparencia, en base a la legislación vigente, han estimado que la persona titular del dato siempre tiene derecho a acceder a su información, pero que ello no lo habilita para requerir la publicidad de los demás antecedentes. 

Por todo lo anterior, hizo presente que para el Consejo para la Transparencia la información contenida en los informes de las Comisiones Valech I y II se tratan de datos personales de carácter sensibles que deben ser protegidos por el órgano responsable de los mismos.

A continuación, el Honorable Senador señor Navarro consultó por el número de amparos denegados por el Consejo para la Transparencia que con posterioridad fueron judicializados.

El Jefe de Normativa y Regulación del Consejo para la Transparencia respondió que ninguno de los amparos que han resuelto han sido judicializados, sin perjuicio de que reconoció que existe jurisprudencia de los tribunales superiores de justicia respecto de recursos de protección con resultados dispares en esta materia. 

Al efecto, dio cuenta que existe, al menos, un fallo en que se acogió un recurso de protección en virtud del derecho de acceso a la información pública, pero que a su vez hay otras sentencias que han señalado que la forma natural para solicitar el acceso a la información pública es vía la Ley de Transparencia y no por la vía de recursos de protección. En estos casos, apuntó, se ha aplicado una lógica similar a los tribunales ambientales versus los recursos de protección ambiental.

Enseguida, la señora Subsecretaria de Derechos Humanos aclaró que el amparo que se trajo a colación por el Consejo para la Transparencia se refiere al acceso a un banco de datos en que consta toda la información recopilada por las Comisiones Valech I y II sobre la calificación de las víctimas, lo que en su opinión no corresponde hacerlo pública, y que es diametralmente distinto al objetivo que persigue este proyecto de ley, puesto que en lo medular no busca la publicidad de los antecedentes, sino el traspaso de cierta información a los tribunales de justicia para que puedan cumplir con su obligación de investigar y sancionar los crímenes y delitos cometidos durante el régimen militar. De esta forma, consideró que no son homologables los casos planteados.

Del mismo modo, informó que se han presentado dieciséis recursos de protección, de los cuales quince han sido acogidos y sólo uno rechazado, lo que da cuenta de que existe un problema en la práctica con la interpretación que se le ha dado a esta reserva, que puede perjudicar a las personas que desean entregar sus antecedentes a la justicia, puesto que los magistrados requieren de estos antecedentes para efectos de avanzar en las causas de desaparición forzada y de ejecución política, ya que los sobrevivientes de tortura compartieron los mismos espacios de prisión con los detenidos desaparecidos y ejecutados políticos.

Por ello, resaltó que se tratan de antecedentes que ayudarán a avanzar en justicia, verdad y en reparación.

El Honorable Senador señor Letelier consideró que el alcance de la reserva es un tema bien discutible, porque al momento en que las víctimas declararon aún no se había promulgado la ley N° 19.992, por ello manifestó que le interesa que quede consignado que la voluntad expresa de quienes declararon no fue mantener el secreto de sus antecedentes, puesto que la reserva fue una decisión legislativa posterior, que se adoptó al margen de la que sucedió en la Comisión Valech I.

El Honorable Senador señor Ossandón señaló que el Consejo para la Transparencia hizo el punto de que se requiere la autorización de la víctima para acceder a la base de datos de las Comisiones Valech I y II. 

En su opinión, ello puede implicar un cambio en el texto de este proyecto de ley, ya que se trata de datos personales que su divulgación podría afectar la intimidad de las personas, más aún cuando dichas declaraciones fueran dadas en un contexto bien determinado. 

De esta manera, precisó que este aspecto se podría remediar mediante la presentación de una o más indicaciones que abran el presente proyecto de ley, en el sentido de que esta información puede ser entregada a los tribunales de justicia en la medida que su titular lo autorice.

Del mismo modo, consideró que existe un derecho adquirido de los titulares de la información que no puede ser desconocido por el legislador. Así, subrayó que esta ley debe permitir a la justicia requerir estos antecedentes, siempre que ello sea autorizado por el titular de la información, ya que pueden existir víctimas que no desean que se den a conocer los hechos que le ocurrieron en el pasado.

Por lo anterior, planteó al Ejecutivo buscar una fórmula que recoja este punto.

El Honorable Senador señor Letelier, en relación con el planteamiento formulado por el Honorable Senador señor Ossandón, advirtió que el informe del Consejo para la Transparencia dice que para hacer pública esta información se requiere autorización legal o consentimiento del titular de los antecedentes, lo que concuerda con el objetivo de este proyecto de ley, cual es, autorizar a los tribunales de justicia a acceder a los antecedentes de la Comisión Valech I por medio de esta norma legal, con la finalidad de establecer una igualdad de tratamiento de toda la información recopilada por las Comisiones de Verdad en Chile.

Además, insistió que al momento de la declaración de las víctimas ante la Comisión Valech II nunca se estableció que se impediría a los tribunales de justicia de acceder a esta información. Ello, consta en la discusión en la Cámara de Diputados del proyecto que dio origen a la ley N° 19.992. Además, comentó que la reserva contenida en su artículo 15 fue la condición para aprobar la referida iniciativa legal. Por tanto, subrayó, se trata de un contexto distinto al descrito por el Honorable Senador señor Ossandón.

En seguida, la Comisión tomó conocimiento del informe que emitiera la Excelentísima Corte Suprema mediante oficio N° 92-20017, de 22 de agosto del presente año, en respuesta al oficio N° DH/71/17 enviado por esta Comisión mediante el cual se solicitaba conocer  posibles mecanismos y resguardos que se pudieran adoptar para proteger la identidad de las víctimas, cuyas conclusiones se transcribe a  continuación:

“Del análisis de los antecedentes es posible concluir que, en esta oportunidad, a diferencia del Informe remitido al Congreso Nacional en octubre del año 2016, se está consultando  únicamente por las medidas que podrían adoptarse para “proteger” la identidad de las víctimas de atentados contra los derechos humanos durante la dictadura militar, en los considerandos de las sentencias que se pronuncien sobre la materia.

Al respecto, cabe señalar que:

a) Las actuaciones de los tribunales son públicas, de conformidad con la Constitución Política de la República y la ley, carácter que comparten los juicios y sus resoluciones. 

b) Existe en el procedimiento criminal antiguo una excepción a la publicidad, destinada a proteger la identidad de las víctimas en el caso de la investigación y juicio de delitos sexuales, salvo que la propia víctima consintiere en su divulgación. Esta disposición no existe para otro tipo de delitos.

c) En el tipo de delitos que se alude en el presente proyecto de ley existe un interés y derecho de la comunidad de conocer la verdad de lo sucedido, como parte de la justicia transicional, con todos sus pormenores.

En consecuencia, desde el punto de vista jurídico interno e internacional, si bien no aparece aconsejable restringir en forma alguna el acceso y la información que contienen las sentencias que se pronunciaren sobre este tipo de delitos, la situación planteada podría eventualmente  asimilarse al tratamiento otorgado por el artículo 78 del Código de Procedimiento Penal, en virtud del cual se requiere el consentimiento de la víctima para la divulgación de su identidad. Esta medida, sin embargo, debiera analizarse teniendo en consideración que, con la comisión de crímenes de lesa humanidad, el ofendido es la humanidad toda y existe, por lo tanto, un bien superior y un derecho de la comunidad de conocer la verdad en todos sus detalles.”.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe hizo presente que citará a votar la iniciativa legal en una próxima sesión, porque le interesa analizar el informe evacuado por la Excelentísima Corte Suprema, que recién tuvieron conocimiento el día de hoy.

El Honorable Senador señor Letelier hizo presente a Sus Señorías que dado que este proyecto de ley tiene suma urgencia debe ser votado en la sesión de hoy. En efecto, señaló que  está en discusión un cambio legal sobre la facultad que se dará a los tribunales de justicia para acceder a la información que recopiló la Comisión Valech I, por lo que consideró que se trata de un tema que corresponde al legislador decidir, para superar la falta de concordancia entre lo que sucedió con el Informe de la Comisión Rettig y los otros informes de las Comisiones de Verdad. 

De esta manera, estimó que el informe de la Excelentísima Corte Suprema no debe ser un impedimento para votar la presente iniciativa legal, ya que el plazo para que se extinga la suma urgencia está corriendo, por lo que insistió en votarlo en esta sesión.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe explicó que fue un acuerdo de la Comisión pedir la opinión a la Excelentísima Corte Suprema, por tanto, deben tener el tiempo necesario para leer dicho informe antes de votar la presente iniciativa de ley, que sin duda se trata de un tema importante para su estudio, acotó.
Respecto a la suma urgencia que tiene el proyecto, previno que ella no vence el día hoy, por lo que no corresponde votarlo en esta sesión.

El Honorable Senador señor Matta coincidió que se debe postergar la votación de este proyecto de ley para la próxima sesión como un acto de respeto hacia nuestro Tribunal Supremo.

El Honorable Senador señor Letelier señaló que cualquier proyecto que afecte a los tribunales de justicia debe ser consultado a la Excelentísima Corte Suprema en virtud de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, pero que su respuesta debe ser entendida como una opinión referencial. Con todo, advirtió que en este caso en particular se trata de una norma que sólo afecta al procedimiento y que no cambia las tipologías penales, ni las atribuciones del poder judicial, puesto que únicamente levanta una barrera para sus investigaciones.

Consultó si serán citados la próxima semana para votar el proyecto, porque le interesa cumplir con la ley.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe indicó que como presidenta de la Comisión tiene la facultad para citar a la Comisión y bajo este contexto hará uso de sus facultades, por lo que informó que convocará a votar el proyecto de ley en la próxima sesión. Además, dejó en claro que la sesión de hoy no fue citada para votarlo.

El Honorable Senador señor Navarro preguntó si el Reglamento del Senado permite a la Comisión votar en esta sesión la iniciativa legal en estudio.

Se hizo presente que en este caso puede aplicarse la figura de la clausura del debate, regulada en los artículos 140 y siguientes del Reglamento del Senado.

El Honorable Senador señor Letelier puso de relieve que es la cuarta vez que el Gobierno coloca suma urgencia a este proyecto de ley, no obstante, aún no se ha votado y como tal estimó que no se está respetando la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Hizo presente que, no obstante que el proyecto se debiera haber votado antes de que venciera la primera urgencia, se optó por dar un plazo mayor para analizarlo más a fondo, pero el tiempo ya se encuentra más que agotado.

Expresó que están ante una situación de respeto mutuo y que existen temas respecto de los cuales pueden tener opiniones distintas, pero ha llegado el momento en que se deben pronunciar y es el Ejecutivo, en su calidad de colegislador, el que tiene la facultad de fijar las urgencias para la tramitación de los proyectos de ley que le interesan. 

Luego, refirió que el oficio que se remitió a la Excelentísima Corte Suprema, en virtud de un acuerdo de esta Comisión fue que ilustrara sobre los mecanismos y posibles resguardos que se pudieren adoptar para proteger la identidad de las víctimas y de otros datos sensibles que podrían ser incluidos en los considerandos de las sentencias que se pronuncien respecto de los casos de violaciones a los derechos humanos cometidos durante el régimen militar entre los años 1973 y 1990, en el evento de que se apruebe el presente proyecto.

En atención a lo anterior, opinó que dicha consulta no tiene relación directa con el proyecto de ley en estudio, puesto que versa sobre la protección de la identidad de las víctimas en las sentencias que se dicten en que se consideren antecedentes de la Comisión Valech I, lo que no se vincula con la idea matriz de esta iniciativa, puesto que son materias distintas.

La Honorable Senador señora Van Rysselberghe dejó en claro que únicamente ha existido la intención de hacer las cosas bien. 

En cuanto al oficio que se envió a la Excelentísima Corte Suprema, precisó que esta información fue solicitada formalmente por el Honorable Senador señor Araya en la sesión del 21 de junio del año en curso. 

Enseguida, coincidió con lo planteado por el Honorable Senador señor Ossandón en el sentido de que en la respuesta del Máximo Tribunal se plantea algo similar a lo señalado por el Consejo para la Transparencia, puesto que en las conclusiones señala que se podría requerir el consentimiento de la víctima para la divulgación de su identidad, de acuerdo lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento Penal, que se aplica a los delitos sexuales. 

De esta manera, consideró que existen varios antecedentes que son necesarios de analizar y que necesita estudiarlos juntos a sus asesores para conocer las implicancias que pudiere tener este informe. 

El Honorable Senador señor Letelier observó que, prácticamente, hace un mes que no sesionan, a pesar de que este proyecto de ley tiene urgencia suma. Observó que cuando existen urgencias pendientes respecto de un proyecto de ley se tiene el deber de citar y que esto es parte de las obligaciones que adquirieron cuando juraron cumplir las leyes y la Constitución Política de la República al momento de asumir el cargo de Senador. 

Luego, se mostró partidario de concordar una fecha, como Comisión, para votar el presente proyecto de ley. 

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe comentó que dentro de sus atribuciones está citar y fijar la tabla de las sesiones y que bajo estas circunstancias ella resolverá cuándo se citará a votar el proyecto de ley en estudio.

En seguida, se procedió a votar la clausura del debate, propuesta que fue rechazada por tres votos en contra y dos votos a favor. Votaron en contra los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señores Matta y Ossandón, y a favor los Honorables Senadores señores Letelier y Navarro.

En sesión de 13 de septiembre de 2017, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe planteó a la Comisión votar la admisibilidad de este proyecto de ley; el quórum requerido para su aprobación; la idea de legislar en la materia y las indicaciones presentadas al mismo.

En primer lugar, la Comisión se pronunció respecto de la admisibilidad de esta iniciativa legal. 

Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe hizo presente que en agosto de este año, la Cámara de Diputados rechazó un proyecto de ley que modificaba la ley N° 19.992 para establecer el carácter público de los antecedentes recogidos por la Comisión Nacional sobre Prisión Política y Tortura, boletín N° 9598-17, el cual contenía las mismas ideas matrices que esta iniciativa legal. Al respecto, llamó la atención que el proyecto en estudio en esta Comisión, boletín 10.883-17 se presentó antes del año que exige el artículo 68 de la Constitución Política de la República, que dispone que el proyecto que fuere desechado en general en la Cámara de su origen, no podrá renovarse sino después de un año, por tanto, afirmó, es inadmisible.

El Honorable Senador señor Letelier resaltó que ambas iniciativas tienen distintas ideas matrices, puesto que el primero buscaba levantar el secreto de los antecedentes de la Comisión Valech I respecto de todas las personas, consagrando su plena publicidad; en cambio, el proyecto que actualmente está en estudio tiene un alcance restringido a los tribunales de justicia, por lo que en su opinión se mantiene la reserva de los antecedentes y no es la misma idea matriz.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe observó que de acuerdo al informe emitido por la Excelentísima Corte Suprema las sentencias siempre son públicas, por lo que sus antecedentes también lo serán en la medida que se incluyan en los considerandos, salvo que se apruebe una disposición que establezca la obligación de proteger la identidad de las víctimas, como ocurre a propósito de los delitos sexuales.


En votación la admisibilidad del proyecto, esta fue aprobada por tres a favor y dos en contra, votaron a favor los Honorables Senadores señores Pizarro, Letelier y Navarro y en contra los Honorables Senadores señora Van Rysselbergue y señor Ossandón.


En segundo lugar, la Comisión se pronunció respecto del quórum que se requiere para  aprobar el proyecto de ley en estudio.

Sobre el particular, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe hizo notar que, si bien la Cámara de Diputados aprobó este proyecto de ley con quórum simple, considera que la norma es de quórum calificado, de conformidad al adagio jurídico que “las cosas se deshacen de la misma manera en que se hacen”. 

Complementó que la norma que consagra el secreto de los antecedentes de la Comisión Valech I se entiende que es de quórum calificado y como tal la norma que levanta este secreto debe tener esta misma calificación, según lo dispone el inciso tercero del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

El Honorable Senador señor Pizarro manifestó una opinión distinta, por cuanto estimó que el artículo 8° de la Constitución Política de la República exige quórum calificado para establecer la reserva de los actos y resoluciones de los órganos del Estado, pero no para volver a la regla general, cual es, la publicidad de los actos, en cuyo caso basta una norma aprobada con quórum simple. 

Por otra parte, indicó que la Cámara de Diputados aprobó esta iniciativa con quórum simple y está por respetar el criterio que se adoptó en dicha Corporación.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe insistió en su postura y trajo a colación el artículo 22 de la ley N° 20.285, que en términos generales establece que los actos que una ley de quórum calificado declare secreto o reservado,  mantiene este carácter hasta que otra ley de la misma jerarquía deje sin efecto dicha calificación, por lo que reiteró  que de aprobarse el proyecto debe serlo con  quórum calificado.

Asimismo, expresó que el artículo 8° de la Carta Fundamental se complementa con el artículo primero transitorio de la ley N° 20.285, al disponer que, de conformidad con la cuarta disposición transitoria de la Constitución Política de la República, se entiende que cumplen con la exigencia de quórum calificado las leyes aprobadas con anterioridad a la  reforma constitucional del año 2005, cual es el caso de la ley N° 19.992,  aprobada en el 2004.

En cuanto al argumento de que no se estaría levantando el secreto del artículo 15 de la Ley N° 19.992, opinó que en la práctica aquello no es efectivo, por cuanto la propia Corte Suprema señaló que es imposible mantener la reserva de la información, dado el funcionamiento de los tribunales de justicia.

El Honorable Senador señor Pizarro aclaró que  ese aspecto señalado por Su Señoría, no se relaciona con el quórum de este proyecto de ley, sino que se refiere más bien a un tema de fondo.

El Honorable Senador señor Letelier manifestó que el adagio jurídico citado por la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe no tiene cabida en el ámbito del derecho público, puesto que es propio del derecho civil, en particular, de los contratos.

Enseguida, señaló que el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política de la República se refiere a los actos y resoluciones de los órganos del Estado y, en el caso en estudio, no se trata de órganos del Estado, sino de una ley que permite a un poder del Estado, que ya tiene la atribución de investigar, tener acceso a una información que hoy le está restringida. Argumentó que la información a la que accederán, no son propiamente tal actos o resoluciones que emanan de los órganos del Estado.

Por lo anterior, estimó que no se requiere de una norma de quórum calificado para aprobar el presente proyecto de ley.

El Honorable Senador señor Ossandón hizo presente que consultó a un destacado constitucionalista sobre el quórum que se requiere para derogar parcialmente el secreto que consagra la ley N° 19.992, quien le manifestó que dado que se trata de dar nuevas atribuciones a los tribunales de justicia para conocer de los antecedentes de la Comisión Valech I, se trata de una norma sujeta a los artículos 77 y 66 de la Carta Fundamental, por lo que corresponde ser aprobado como una norma orgánica constitucional.


En votación la propuesta que el proyecto de  ser aprobado debe serlo con quórum calificado, fue rechazada por tres votos en contra y dos a favor. Votaron en contra los Honorables Senadores señores Pizarro, Letelier y Navarro y a favor los Honorables Senadores señora Van Rysselbergue y señor Ossandón.

En tercer lugar, se puso en discusión la idea de legislar en la materia.

Al respecto, el Honorable Senador señor Ossandón hizo presente que le parece complicado modificar esta ley por cuanto se estaría alterando un compromiso que el Estado adquirió con la institucionalidad. No obstante lo anterior,  dejó en claro que su intención no era impedir que se conozca la verdad. 

Luego, manifestó que comparte las declaraciones del ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos, quien presentó el Mensaje que dio origen a la ley N° 19.992, y reiteró que existió un acuerdo para establecer un secreto por cincuenta años para proteger a las víctimas y no a los victimarios. 

En su opinión, ese objetivo se podría mantener si se aprobara un texto en que se exigiera expresamente la autorización de la víctima o de su sucesión, si no estuviera vivo, para que los tribunales de justicia pudieran acceder a esa información. 

Agregó que el hoy el ex Presidente, señor Ricardo Lagos, dio a conocer en un diario de circulación nacional el caso de una señora que le manifestó su intención de declarar ante la Comisión Valech I, siempre que tuviera certeza que no estaría viva cuando sea divulgado su testimonio. De esta manera, sostuvo que le parece inmoral modificar el secreto establecido en el  artículo 15 de la ley N° 19.992, si no se cuenta con la autorización del titular de la información.

En efecto, señaló que de aprobarse el texto actual de esta iniciativa, se podría atentar contra varios derechos fundamentales, como el derecho a la propiedad, en el entendido de que la víctima tiene un derecho adquirido sobre su declaración y sobre las condiciones legales bajo las cuales prestó su testimonio, y el derecho a la honra y a la privacidad de las personas y de su familia. 

El Honorable Senador señor Pizarro resaltó que entiende que este proyecto no pretende levantar el secreto de la ley N° 19.992, sino que permite un acceso restringido a los tribunales de justicia a la información de la Comisión Valech I, para tener una visión de contexto y poder determinar responsabilidades respecto de los crímenes de lesa humanidad cometidos en un período determinado.

Hoy, observó, sólo pueden acceder a esos antecedentes quienes entregaron la información, impidiendo a los tribunales tomar conocimiento de los mismos, salvo que la propia víctima declare voluntariamente ante la justicia. 

Por otra parte, hizo notar que el artículo 15 de la citada ley establece una sanción penal para quien viole esta reserva, disposición que hoy se mantiene.

Por lo anterior, expresó que se debe buscar una fórmula que concilie lo planteado por el Honorable Senador señor Ossandón, en el sentido de respetar a las víctimas que no quieren que su caso sea divulgado públicamente y la búsqueda de la justicia. Al efecto, apuntó, la idea es garantizar el anonimato de la víctima que sea citada a declarar ante un tribunal y que tiene la voluntad de mantener el secreto.

Con todo, enfatizó que le preocupa que se diga que el Parlamento está obstruyendo la justicia, porque no permite a los jueces acceder a esta información y con ello impide que se determine la responsabilidad de violadores a los derechos humanos.

Por ello, comunicó a Sus Señorías que presentó una indicación en este sentido, que protege la reserva de la identidad de las víctimas que no son parte del proceso, salvo que ellas consientan en su divulgación. Además, indicó que la víctima que se querella o que hace la denuncia respectiva se entiende que voluntariamente está aceptando la publicidad de su información, por eso no se incluye en esta propuesta.

En efecto, los Honorables Senadores señores Pizarro, Letelier y Navarro formularon indicación que modifica el artículo único para incorporar un número 3, nuevo, del siguiente tenor:


“3.- Agrégase el siguiente párrafo final:


“Los tribunales de justicia, en todas las actuaciones del proceso, omitirán la identidad de las víctimas que aparezcan mencionadas en las causas en las que no han sido parte, a menos que ellas consientan expresamente en su divulgación. La omisión de la identidad subsistirá incluso una vez que se encuentre afinada la causa. La Corte Suprema reglamentará mediante auto acordado el procedimiento para el resguardo de la identidad de las víctimas.”.

Por último, Su Señoría hizo presente que le sorprendió que al  proyecto se le calificara con discusión inmediata, ya que se trata de un tema extremadamente sensible.

El Honorable Senador señor Letelier aclaró que la calificación de discusión inmediata se debió a la lentitud con que ha sido tratada esta iniciativa legal en el Senado. Al efecto, informó que ingresó a esta Corporación a fines del año 2016 y que se han vencido varias urgencias sin tener mayores avances.

Luego, resaltó que el objetivo de este proyecto de ley es equilibrar las condiciones entre las tres comisiones de verdad que se han constituido en Chile, puesto que sólo respecto de los antecedentes de la Comisión Valech I se ha negado el acceso de esta información a los tribunales de justicia. Además, recordó que cuando se creó la Comisión Valech I no se informó a las personas que concurrieron a declarar sobre los efectos de sus testimonios, ni menos sobre el carácter reservado de los mismos.

Expresó que entiende que el proyecto de ley que dio origen a la ley N° 19.992 planteó el secreto como una fórmula propia de la transición, y que lo mismo ocurrió con la creación de la cárcel de Punta Peuco. En este sentido, dejó consignada su admiración al ex Presidente, señor Ricardo Lagos, quien fue el único Jefe de Estado en cuyo Gobierno se elaboró un Informe de Prisión y Tortura de un régimen anterior.

Por otra parte, manifestó su apoyo a la indicación del Honorable Senador señor Pizarro, que también suscribió, porque distingue claramente entre el secreto y la reserva y libera a los tribunales de justicia de esta excepción, en pos de la búsqueda de la verdad.

Asimismo, enfatizó que nunca ha sido su intención exponer públicamente a las personas que fueron violadas o que tuvieron hijos de sus violadores, respecto de las cuales entiende que debe mantenerse la reserva de sus identidades, salvo que ellas consientan en su publicidad.

El Honorable Senador señor Ossandón expresó que no se puede seguir distinguiendo entre “los buenos” y “los malos”, y aclaró que su única intención ha sido citar al ex Presidente, señor Ricardo Lagos, quien fue justamente el autor de la ley que estableció esta reserva. 

Además, comentó que en el artículo 5° del decreto supremo N° 1.040, que creó a la Comisión Valech I, se establece claramente que todas sus actuaciones son de carácter reservadas para todos los efectos legales y que en la historia de la ley N° 19.992, en particular, en el Mensaje del ex Presidente, señor Ricardo Lagos, se señaló que la reserva de los antecedentes aportados a la Comisión Valech I ha permitido el éxito de su cometido y que representa un compromiso formal del Gobierno para con las víctimas que declararon, que todos deben respetar.

Enseguida, manifestó que la indicación de los Honorables Senadores señores Letelier, Navarro y Pizarro es demasiado abierta, ya que a su juicio, la honra de una persona no se puede reparar frente a las inevitables filtraciones de la información que hoy ocurren. Por ello, llamó a buscar una fórmula que considere el consentimiento de la víctima y el acceso de los tribunales de justicia a estos antecedentes.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe compartió que la reserva de la ley N° 19.992 se aprobó con el propósito de proteger a las víctimas y que el  ex Presidente, señor Ricardo Lagos así lo entendió al facultar a las víctimas que deseaban buscar justicia a recurrir ante los tribunales. 

En este sentido, manifestó que no aprueba la indicación de los Honorables Senadores señores Pizarro, Letelier y Navarro, porque no respeta la intención de aquellas personas que desean mantener la reserva de sus casos y que nunca recurrieron ante los tribunales.

Además, señaló que mediante este proyecto, cualquier persona que es nombrada en un juicio queda expuesta, ya que se faculta a los tribunales para pedir sus antecedentes e iniciar de oficio una investigación, lo que provocaría la judicialización de estos casos, aunque la persona no tuviera esa intención. Lo anterior, observó, fue planteado por la  Excelentísima Corte Suprema en el informe presentado a esta Comisión.

Asimismo, expresó que el derecho a buscar justicia debe ir de la mano con el derecho a defensa de la parte querellada, sin embargo, con este proyecto y con la indicación presentada no se logra este objetivo porque el acusado no sabrá quién lo denunció. De esta manera, apuntó,  no se protege el derecho a una legítima defensa.

Por otra parte, estimó que la indicación de los Honorables Senadores señores Pizarro, Letelier y Navarro modifica la competencia de los tribunales, puesto que consagra una instrucción a la Excelentísima Corte Suprema para que dicte un autoacordado a fin de establecer un procedimiento y como tal esta norma sería inadmisible, ya que el Congreso Nacional no tiene facultades para alterar esta normativa.

Al mismo tiempo, consideró que modifica los procedimientos de los tribunales de justicia y como tal su competencia, al obligarlos a omitir la identidad de las víctimas del proceso que no son parte.

Con todo, hizo presente que esta indicación debe ser calificada como norma orgánica constitucional.

El Honorable Senador señor Navarro consultó al Ejecutivo por la diferencia entre reserva y secreto, luego recordó que el artículo 15 de la ley N° 19.992 fue producto de un acuerdo político, ya que originalmente no se había planteado un secreto por cincuenta años.

Resaltó que se está ante un tema esencialmente político y que es altamente probable que lo defina el Tribunal Constitucional, porque la oposición, sin duda, hará reserva de constitucionalidad.

El Honorable Senador señor Ossandón  pidió dejar constancia en el informe que actualmente nada es secreto, ni reservado, ya que todo se filtra, sin perjuicio de ello, solicitó al Ejecutivo buscar una fórmula mixta en que se requiera la expresa autorización de la víctima o de su sucesión para que los tribunales accedan a esta información.

El Honorable Senador señor Letelier sostuvo que es distinto el secreto de la reserva y como tal llamó a Sus Señorías a no generar una ambigüedad con los conceptos. Apuntó que el ex Presidente, señor Ricardo Lagos siempre habló de reserva, puesto que nunca ha sido partidario de que los tribunales de justicia no tengan acceso a estos antecedentes y, en este sentido, precisó que se ha planteado una distorsión de los hechos. 

El Honorable Senador señor Pizarro señaló que si bien la indicación sigue como modelo el artículo 78 del Código de Procedimiento Penal que se refiere a los delitos sexuales, le parece indigno seguir hablando de este tipo de delitos, porque este proyecto de ley se vincula con los crímenes de tortura y de lesa humanidad, en que la violación o el delito sexual es el instrumento a través del cual se ejerció la tortura. 

Por otro lado, resaltó que esta indicación no le entrega ninguna nueva atribución a la Excelentísima Corte Suprema, y como tal el Parlamento está plenamente facultado para aprobarla.

Por último, hizo notar a Sus Señorías que el contexto histórico con que se aprobó una ley no impide su modificación posterior.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe anunció su voto en contra de la idea de legislar e hizo reserva de constitucionalidad respecto de este proyecto de ley, por cuanto atenta contra los artículos 1° inciso cuarto y 19 numeral 4° de la Constitución Política de la República.

El Honorable Senador señor Ossandón, antes de votar, dejó constancia que no está en contra de la búsqueda de la verdad y que no se opone a avanzar en la materia, pero sí le interesa que la víctima o su sucesión autoricen la divulgación de sus antecedentes, porque hoy no están las garantías para proteger la honra de las personas.

En votación la idea de legislar, fue aprobada por tres votos a favor y dos en contra, votaron a favor los Honorables Senadores señores Pizarro, Letelier y Navarro y en contra los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Ossandón.

- - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR

A continuación, se presenta el texto del proyecto de ley en informe:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el inciso tercero del artículo 15 de la ley N° 19.992, que Establece una Pensión de Reparación y Otorga otros Beneficios a favor de las Personas que indica:
1. Reemplázase la expresión “, autoridad o magistratura” por “ni autoridad”.

2. Intercálase a continuación de la expresión “este artículo,”, la siguiente frase: “a excepción de los tribunales de justicia”.”.

Por consiguiente, este proyecto de ley propone modificar el inciso tercero del artículo 15 de la ley N° 19.992, con el objeto de permitir que los tribunales de justicia puedan acceder a la información recopilada por la Comisión Valech I, que actualmente reviste el carácter de secreta.

En seguida, se presentaron dos indicaciones al texto aprobado en general, cuyo tenor es el siguiente:

-Indicación de los Honorables Senadores señores Pizarro, Letelier y Navarro con el objeto de modificar el artículo único para incorporar un número 3, nuevo, del siguiente tenor: 

“3.- Agrégase el siguiente párrafo final:

“Los tribunales de justicia, en todas las actuaciones del proceso, omitirán la identidad de las víctimas que aparezcan mencionadas en las causas en las que no han sido parte, a menos que ellas consientan expresamente en su divulgación. La omisión de la identidad subsistirá incluso una vez que se encuentre afinada la causa. La Corte Suprema reglamentará mediante auto acordado el procedimiento para el resguardo de la identidad de las víctimas.”.

-Indicación de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe con el objeto de agregar un inciso cuarto al artículo 15 del siguiente tenor:

“La facultad concedida por este artículo a los tribunales de justicia, sólo podrá ejercerse previo consentimiento del titular de los antecedentes.”.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe manifestó que le preocupa el caso del titular de la información que fallece puesto que no podrá defenderse de una acusación en su contra. En efecto, le parece legítimo castigar a quienes actuaron mal, pero  también  resguardar el derecho de las personas a defenderse de eventuales cargos. Por ello, señaló que se requiere más tiempo para buscar alguna fórmula que concilie estos temas.

El Honorable Senador señor Letelier pidió someter a votación las indicaciones presentadas en esta sesión para cumplir con la urgencia de discusión inmediata.

La Honorable Senadora señora Van Rysselberghe se mostró abierta a votar las indicaciones, pero con el compromiso de que los integrantes de la Comisión pidan a sus respectivos Comités que durante su discusión en la Sala se puedan presentar indicaciones para mejorar el texto final de este proyecto de ley.

La unanimidad de los miembros de la Comisión aprobó la propuesta antes descrita.

Con respecto a la indicación de los Honorables Senadores señores Pizarro, Letelier y Navarro, la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe, señaló que la última oración es inadmisible, porque obliga a la Excelentísima Corte Suprema a dictar un autoacordado para regular un procedimiento que resguardar la identidad de las víctimas. 

En cuanto a la primera parte de la indicación, manifestó que de aprobarse debe serlo como norma orgánica constitucional, porque modifica la competencia de los tribunales de justicia al obligarlos a omitir la identidad de las personas que aparezcan mencionadas en las causas en las cuales no sean partes, que declararon ante la Comisión Valech I. Por ello, pidió también votar su quórum.


En votación la indicación de los Honorables Senadores Pizarro, Letelier y Navarro, fue aprobada por tres votos a favor y dos en contra, votaron a favor los Honorables Senadores señores Pizarro, Letelier y Navarro y en contra los Honorables Senadores señora Van Rysselbergue y señor Ossandón.


En seguida, se procedió a votar si el quórum necesario para aprobar la indicación era orgánico constitucional o bien  simple. Por tres votos a favor y dos en contra se aprobó que la indicación era de quórum simple, votaron a favor los Honorables Senadores señores Pizarro, Letelier y Navarro y en contra los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Ossandón.

Respecto a la indicación de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe  que agrega un inciso cuarto al artículo 15, que exige que la facultad concedida a los tribunales de justicia, sólo podrá ejercerse previo consentimiento del titular de los antecedentes,  el Honorable Senador señor Pizarro señaló que votará en contra, porque estimó que con el texto aprobado mediante la indicación anterior, no es necesaria la inclusión de esta propuesta.

En votación la indicación de la Honorable Senadora señora Van Rysselberghe fue rechazada por tres votos en contra  y dos a favor, votaron a en contra los Honorables Senadores señores Pizarro, Letelier y Navarro y a favor los Honorables Senadores señora Van Rysselberghe y señor Ossandón.

Posteriormente, el Honorable Senador señor Pizarro propuso al Ejecutivo conversar cómo seguirá  la tramitación de esta iniciativa, dado que tiene discusión inmediata, al igual que varios proyectos de ley que en están en tabla para la Sesión de Sala del día de hoy, y  planteó al Gobierno modificar su urgencia para tener un tiempo mayor para enfrentar su debate en la Sala.

Por su parte, el Honorable Senador señor Ossandón señaló que comparte las declaraciones que realizó el Presidente del Senado, Honorable Senador señor Andrés Zaldívar, en el sentido de que cada uno es dueño de sus propias declaraciones, lo mismo respecto de las opiniones que vertió el ex Presidente de la República, señor Ricardo Lagos, en que manifestó la importancia de resguardar la honra de las personas. 

Con todo, hizo hincapié en que le interesa dejar en claro que no pretende entorpecer ninguna investigación, puesto que le preocupa defender la honra de las personas que libremente fueron a declarar ante la Comisión Valech I.

El Honorable Senador señor Navarro enfatizó que la indicación que suscribió y que aprobó esta Comisión recoge el planteamiento del Honorable Senador señor Ossandón, por cuanto protege la identidad de las personas que declararon ante la Comisión Valech I.

La señora Subsecretaria de Derechos Humanos explicó que el ánimo que tuvo el Ejecutivo al calificar con  discusión inmediata el proyecto fue dar una señal a la comunidad, ya que se llevaba bastante tiempo discutiéndolo en el Parlamento. Resaltó que para el Gobierno a pesar de tratarse un proyecto pequeño, de un artículo único, su importancia es enorme.

Con todo, se mostró abierta para generar los espacios necesarios para continuar con su tramitación y conciliar el acceso la justicia con la necesaria garantía para las víctimas que no quieren que se conozcan sus testimonios o su identidad. 

En esta misma línea, le recordó a Sus Señorías que desde un principio han señalado que los estándares que están detrás de este proyecto de ley son el derecho a la intimidad y a la honra de las personas que recurrieron a la Comisión Valech I y, por otro lado, la necesidad de que los tribunales accedan a mayor información para avanzar en la búsqueda de la verdad, como lo mandatan a nivel internacional dos fallos que condenan al Estado de Chile por la falta de acceso, entre otros motivos, a los tribunales de justicia, así como dos causas actualmente declaradas admisibles en el mismo sentido. Los organismos internacionales en materia de derecho humanos han sido categóricos al señalar que no se puede utilizar el secreto o la reserva para obstaculizar el camino de la justicia, acotó.

- - -

MODIFICACIONES

En conformidad con los acuerdos precedentemente expuestos, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado tiene el honor de proponer aprobar el proyecto de ley despachado por la Honorable Cámara de Diputados, con la siguiente enmienda:

Artículo único

Incorporar el siguiente número 3, nuevo:


“3.- Agréganse las siguientes oraciones finales: “Los tribunales de justicia, en todas las actuaciones del proceso, omitirán la identidad de las víctimas que aparezcan mencionadas en las causas en las que no han sido parte, a menos que ellas consientan expresamente en su divulgación. La omisión de la identidad subsistirá incluso una vez que se encuentre afinada la causa. La Corte Suprema reglamentará mediante auto acordado el procedimiento para el resguardo de la identidad de las víctimas.”.

(Indicación de los Honorables Senadores señores Pizarro, Letelier y Navarro, mayoría 3x2).

- - -
TEXTO DEL PROYECTO 

En conformidad con los acuerdos precedentemente expuestos, la Comisión de Derechos Humanos, Nacionalidad y Ciudadanía del Senado tiene el honor de proponer aprobar, en general y en particular, el siguiente proyecto de ley:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Introdúcense las siguientes enmiendas en el inciso tercero del artículo 15 de la ley N° 19.992, que Establece una Pensión de Reparación y Otorga otros Beneficios a favor de las Personas que indica:
1. Reemplázase la expresión “, autoridad o magistratura” por “ni autoridad”.

2. Intercálase a continuación de la expresión “este artículo,”, la siguiente frase: “a excepción de los tribunales de justicia”.”.

3.- Agréganse las siguientes oraciones finales: “Los tribunales de justicia, en todas las actuaciones del proceso, omitirán la identidad de las víctimas que aparezcan mencionadas en las causas en las que no han sido parte, a menos que ellas consientan expresamente en su divulgación. La omisión de la identidad subsistirá incluso una vez que se encuentre afinada la causa. La Corte Suprema reglamentará mediante auto acordado el procedimiento para el resguardo de la identidad de las víctimas.”.”.

- - - 
Acordado en sesiones celebradas los días 21 de junio, 5 y 12 de julio, 23 de agosto y 13 de septiembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señora Jacqueline Van Rysselberghe Herrera (Presidenta), y señores Pedro Araya Guerrero (reemplazado por los Honorables Senadores señores Manuel Antonio Matta Aragay y Jorge Pizarro Soto), Juan Pablo Letelier Morel, Alejandro Navarro Brain y Manuel José Ossandón Irarrázabal.

Sala de la Comisión, a 20 de septiembre de 2017.

(Fdo.): Ximena Belmar Stegmann, Secretario .

5
INFORME DE LA COMISIÓN DE OBRAS PÚBLICAS RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA DIRECCIÓN GENERAL DE CONCESIONES DE OBRAS PÚBLICAS Y MODIFICA LAS NORMAS QUE SEÑALA 

(10.126-15)

HONORABLE SENADO: 


La Comisión de Obras Públicas tiene el honor de informar acerca del proyecto de la referencia, iniciado en Mensaje de la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria.


La iniciativa fue discutida en general y en particular, en virtud de lo acordado por el Senado en sesión de 12 de abril pasado. Ella no contiene disposiciones que requieran un quórum especial de aprobación o que se refieran a la organización y atribuciones del Poder Judicial.


Corresponde señalar que el proyecto de ley requiere informe de la Comisión de Hacienda, en cumplimiento de lo que determinan el artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y el artículo 27 del Reglamento del Senado.

- - - - -




A las sesiones en que se estudió este asunto asistieron las siguientes personas:

Del Ministerio de Obras Públicas: el Ministro, señor Alberto Undurraga; el Coordinador de la Unidad de Concesiones, señor Eduardo Abedrapo; el Jefe de la División Administración y Finanzas de la Coordinación de Concesiones, señor Pablo Núñez; el Jefe de asesores del Ministro, señor Enrique Álvarez; la Asesora Jurídico Legislativa del Ministro, abogada señora Andrea Rojas; el Asesor Legislativo del Ministro, señor Pablo Aranda, y las asesoras de la Coordinación de Concesiones, señoras Cristina Holuigue y Elizabeth Acevedo.

Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: los coordinadores, señora Constanza González y señor Luis Batallé.
El señor Lucas Palacios, ex Subsecretario de Obras Públicas y ex asesor de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.
De la Biblioteca del Congreso Nacional: el analista, señor Hernán Cerda.

El asesor del H. Senador señor Coloma, señor César Moyano.
La asesora del H. Senador señor De Urresti, señora Melissa Mallega.
Los asesores del H. Senador señor Horvath, señores Patricio Araya y Oddo Cid. 

De la Asociación de Trabajadores de la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas: el Presidente, señor Pablo Muñoz Agurto.

De Libertad y Desarrollo: el señor Esteban Ávila.

El asesor del Comité UDI, señor Álvaro Pillado.

El jefe de asesores del Comité PS, señor Héctor Valladares.

- - - - - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO


Se crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, incorporándola dentro de la estructura formal del Ministerio de Obras Públicas; se adecua y modifica algunos aspectos de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, ampliando las atribuciones del panel técnico; se regula el traspaso del personal de la Unidad de Coordinación de Concesiones a la Dirección General que se crea, y se compensa mediante asignaciones especiales la antigüedad de dichos trabajadores, a fin de evitarles un detrimento patrimonial.

- - - - - -

ANTECEDENTES DE DERECHO

- Decreto con fuerza de ley N° 850, del Ministerio de Obras Públicas, de 1997, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley 
Nº 15.840, ley orgánica del Ministerio de Obras Públicas, y del decreto con fuerza de ley N° 206, del Ministerio de Hacienda, de 1960, Ley de Caminos.

- Decreto N° 900, del Ministerio de Obras Públicas, de 1996, que fija texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, del Ministerio de Obras Públicas, de 1991 Ley de Concesiones de Obras Públicas.

- Ley N° 19.185, que  reajusta remuneraciones del sector público, concede aguinaldo de navidad y dicta otras normas de carácter pecuniario.

- Decreto ley N° 1.770, de 1977, que otorga mejoramiento económico y dispone rebajas tributarias.

- Decreto ley N° 249, de 1974, que fija escala única de sueldos para el personal del sector público que señala.

- Ley N° 19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica y crea el Sistema de Alta Dirección Pública.

- Decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2005, que fija el texto  refundido, coordinado y sistematizado de la Ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

- - - - - -

DISCUSIÓN EN GENERAL


El Ministro de Obras Públicas, señor Alberto Undurraga, expuso los principales lineamientos del proyecto de ley sometido a la consideración de la Comisión y afirmó que la Dirección General de Concesiones fortalecerá al Estado, que podrá constituirse como una mejor contraparte, tanto para articular como para controlar la asociación público-privada en este terreno.


Sobre los antecedentes de la proposición de ley, sostuvo que después de más de dos décadas de funcionamiento exitoso del mecanismo de concesiones de infraestructura, hoy se plantean nuevos desafíos, en pos del objetivo de lograr que Chile se convierta en una nación desarrollada. Fue en este marco que en el año 2014 el Gobierno anunció la “Agenda Infraestructura, desarrollo e inclusión, Chile 30.30”, que contiene una ambiciosa cartera de proyectos de infraestructura, constituido con inversiones directas por parte del Estado y por medio de concesiones. Dicha Agenda requiere, entre otras medidas, una nueva institucionalidad que facilite enfrentar los nuevos desafíos y potenciar la inversión en infraestructura.


En torno a los contenidos de la iniciativa, precisó que la Coordinación de Concesiones se transformará en una Dirección General, lo que no sólo tendrá efectos orgánicos y administrativos, sino que también implicará que el nuevo organismo asuma nuevas funciones. Entre ellas, mencionó la planificación permanente, de mediano y largo plazo con horizonte a 5 años, con el fin de desacoplarla del ciclo político; el fortalecimiento del modelo de gestión y fiscalización de los proyectos; la profundización de las capacidades para el análisis y estructuración financiera de los proyectos; el desarrollo de las funciones de estudio, monitoreo y evaluación del sistema de concesiones; la promoción del mecanismo de concesiones y la cartera de proyectos entre inversionistas y financistas, nacionales y extranjeros; el desarrollo de mecanismos que permitan la participación de la ciudadanía en etapas tempranas del desarrollo de los proyectos, y el fortalecimiento de las capacidades y competencias del recurso humano. 


Añadió que una de las innovaciones más relevantes de la nueva Dirección será que el cumplimiento de sus funciones será permanente, toda vez que actualmente las tareas de la Coordinación de Concesiones dependen en gran medida de los énfasis que le den los respectivos Ministros de Obras Públicas.


Detalló que la proposición de ley se vincula especialmente con las siguientes materias:


- Se crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas (DGCOP), servicio centralizado dependiente del Ministerio de Obras Públicas, afecto al sistema de Alta Dirección Pública y cuyo Director será nombrado por el Presidente de la República.


- La referida Dirección tendrá funciones y atribuciones que le permitan desarrollar todo el proceso de infraestructura concesionada, desde la evaluación de la idea hasta el término de la fase de explotación.


- La Dirección deberá elaborar una planificación permanente, con horizonte a cinco años, sometiendo dicho plan al Consejo de Concesiones, el que luego será puesto en conocimiento del Congreso Nacional.


- Se amplían las competencias del Panel Técnico para conocer las consultas que formulen las partes, puesto que en la actualidad solamente interviene cuando durante la ejecución del contrato de concesión hay discrepancias de carácter técnico o económico entre las partes.


En lo atingente al personal de la nueva entidad, el texto legal faculta al Presidente de la República para que, mediante el correspondiente decreto con fuerza de ley, fije la planta de personal de la nueva Dirección General, para lo cual se fija un plazo de nueve meses1, de manera que coincida con el término de la actual administración. Además, se dispone el traspaso de los funcionarios titulares de planta y a contrata, desde la actual Coordinación de Concesiones a la nueva Dirección General.


Informó que el largo camino legislativo que se debió sortear en el primer trámite constitucional no se explica por aspectos sustantivos de la iniciativa, sino porque, no obstante ser claro el Mensaje en cuanto a que las condiciones de los trabajadores traspasados serán las mismas que tienen actualmente, se estimó que el articulado no era lo suficientemente explícito al respecto. Por tal motivo, se suscribió un protocolo de acuerdo con los funcionarios, que dio origen a una mesa de trabajo, de resultas de la cual se incorporó al proyecto de ley lo necesario para garantizar su situación laboral. 

Además, se fortalece el aparato estatal, ya que se regulariza la situación de los trabajadores a honorarios de la Coordinación de Concesiones y, por otro lado, se desburocratiza la entidad, al elevarla al rango de Dirección y eliminar trámites en la Dirección General de Obras Públicas. Del mismo modo, se fortalecen los recursos y la participación ciudadana.


El Jefe de asesores del Ministerio de Obras Públicas, señor Enrique Álvarez, hizo entrega de los documentos en que constan los dos protocolos suscritos con los trabajadores y solicitó dejar constancia de ellos para efectos de la historia fidedigna del establecimiento de la ley. Los antecedentes antes mencionados se adjuntan como anexos al presente informe.


El Honorable Senador señor Horvath preguntó de qué forma es posible revitalizar aún más el sistema de concesiones, que ha disminuido el ritmo que tuvo en su primera década de funcionamiento, con independencia de la acción del Fondo de Infraestructura.


El Honorable Senador señor De Urresti, a su vez, consultó cómo se complementa la presente iniciativa con aquella que crea el Fondo de Infraestructura, a fin de evitar una duplicidad de funciones entre ambas entidades. Además, inquirió sobre el tiempo de tramitación legislativa que se estima necesario para su despacho.


El señor Ministro de Obras Públicas manifestó que el Ejecutivo espera que la proposición de ley en informe sea aprobada en el Senado durante el primer semestre del año en curso, con el objeto de que el traspaso de funcionarios, que se verificará en virtud del correspondiente decreto con fuerza de ley, se efectúe antes de que acabe el período del actual Gobierno. El proyecto del Fondo de Infraestructura, en tanto, debería ver la luz en el segundo semestre del presente año, aseveró.


Agregó que si bien los beneficios de ambas iniciativas serán apreciados con el paso del tiempo, su puesta en marcha constituirá una señal importante para los agentes económicos, respecto del fortalecimiento de la asociación público-privada, alianza que puede ser positiva para incrementar las inversiones. En definitiva, ambos proyectos aportan de forma inmediata al clima económico, aunque sus efectos concretos serán evidentes una vez que estén plenamente implementados.


Respecto de la percepción de que el sistema de concesiones habría disminuido el ritmo que tuvo en su primera década de funcionamiento, el señor Ministro manifestó tener la convicción opuesta. Declaró que en los años que lleva en el cargo se constata un salto cuantitativo en materia de concesiones, que se materializará muy pronto en obras físicas. El promedio anual de adjudicación de obras concesionadas ha aumentado de alrededor de US$ 700.000.000 a más de US$ 1.200.000.000.


A mayor abundamiento, informó que durante este año se licitará el proyecto Américo Vespucio Oriente, que contempla una inversión aproximada de US$ 800.000.000; la ruta en Nahuelbuta, de más de US$ 200.000.000; la carretera del Loa, por un monto similar, y el aeropuerto de Iquique, por US$ 60.000.000. Es decir, sólo lo que actualmente está en proceso de licitación bordea una suma cercana a US$ 1.300.000.000.


En un futuro cercano, agregó, también se licitará la Carretera de la Fruta, que considera inversiones por US$ 600.000.000; el embalse Catemu, por US 400.000.000; el embalse Las Palmas, por un monto aproximado de US$ 185.000.000, y el embalse Murallas Viejas, por una cifra similar.


Luego, se refirió a los efectos esperados del proyecto que crea la Dirección General de Concesiones y planteó que se pretende incrementar su capacidad integrando quince nuevos profesionales, tanto para el cumplimiento de labores de fiscalización como de aquellas operativas vinculadas con las diversas etapas de los proyectos. 


De igual manera, continuó, al trabajar con un horizonte de cinco años, y en el entendimiento de que las obras públicas son tareas de Estado que trascienden a los gobiernos, se espera contar con una cartera de proyectos más abundante.


Por otra parte, el señor Ministro adelantó que se fortalecerá el control parlamentario en esta área, pues el plan de concesiones debe ser enviado anualmente al Congreso Nacional, para su conocimiento.


Sin perjuicio de los avances expuestos, la mejoría en la capacidad administrativa de la Dirección debe replicarse en las demás entidades públicas que tienen injerencia en el sistema de concesiones, como la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda y la Contraloría General de la República, de modo que los proyectos vean la luz con mayor rapidez y eficacia. 


El Honorable Senador señor Horvath explicó que su inquietud se basa en los problemas que se detectan en carreteras concesionadas, cuyos niveles de congestión impiden un tránsito fluido. Recomendó, entonces, que la entidad que crea este proyecto también se haga cargo de evaluar el funcionamiento de las concesiones en curso.


Preguntó si se ha contemplado el fomento de obras con propósitos múltiples, como embalses que además de alimentar el riego generen electricidad y, eventualmente, también sirvan como atracción turística. Además, inquirió sobre el resultado de las conversaciones mantenidas con la Federación Nacional de Profesionales del Ministerio de Obras Públicas, que ha solicitado que la nueva entidad de concesiones dependa de la Dirección General de Obras Públicas. 


El señor Ministro de Obras Públicas puntualizó que con los trabajadores de la Coordinación de Concesiones se suscribió un protocolo que mantiene sus condiciones laborales actuales, lo cual posteriormente fue plasmado en el articulado de la iniciativa. Agregó que algunos funcionarios de otras unidades del Ministerio sugirieron que el nuevo organismo debía estar bajo la dependencia de la Dirección General de Obras Públicas, fórmula que finalmente no fue aceptada.


El Honorable Senador señor Quintana expresó estar de acuerdo con la estructura orgánica de la Dirección General de Concesiones que propone el proyecto de ley, especialmente porque se regularizará la situación laboral de los trabajadores que hoy se desempeñan en la Coordinación de Concesiones. Sin embargo, coincidió con las dudas expresadas en cuanto al real impacto que tendrá este organismo en la revitalización del sistema de concesiones y en la planificación, gestión y fiscalización de las obras.


En otro aspecto, preguntó qué tipo de proyectos de infraestructura serán atendidos por la Dirección y si están contemplados, por ejemplo, los relacionados con hospitales.


Finalmente, pidió a las autoridades ministeriales un detalle de los proyectos incluidos en la cartera de concesiones, los montos involucrados y los plazos de ejecución de cada obra. Especial mención hizo de la ruta Nahuelbuta, cuya declaración de interés público acaeció hace más de 7 años y aún no se concreta.


El Honorable Senador señor De Urresti planteó que, tal como se estableció en la iniciativa de ley que crea el Fondo de Infraestructura2, las inversiones deben incorporar criterios de equidad territorial. Sin embargo, advirtió, gran parte de los recursos destinados a las obras en etapa de licitación mencionadas por el señor Ministro se emplazan en la zona central del país.


Expuso que la dificultad de llevar a la práctica los proyectos en regiones tiene causas variadas, tales como la escasez de interesados en su ejecución y las dificultades técnicas derivadas de las condiciones climáticas y del respeto a consideraciones ancestrales, religiosas  y medioambientales. A modo de ejemplo, comentó que la única capital regional que no tiene un acceso con doble vía es Valdivia. Entonces, consultó qué incentivo habrá para el fomento a nivel regional de obras concesionadas, ya que si para evaluar los proyectos se siguen únicamente criterios de rentabilidad económica no se verán avances en este terreno.


Por último, preguntó si los funcionarios de la Dirección General de Concesiones se desempeñarán sólo en la ciudad de Santiago o si operarán de forma desconcentrada.


Al dar respuesta a las observaciones formuladas, el señor Ministro de Obras Públicas aseveró que el diálogo sostenido con la comunidad de la ciudad de Valdivia ha permitido conocer sus necesidades y ha promovido la generación de iniciativas en distintas áreas. Así, se ha planteado la idea de integrar la carretera de acceso a la ciudad a las obras de re licitación de la Ruta 5. Posteriormente, se discutirá si se requerirá que el camino transversal también considere algún peaje.


Sobre la desconcentración, apuntó que en la letra n) del artículo 22 ter que se incorpora por el numeral 2 del artículo 1 del proyecto de ley, se establece el esquema que se utilizará, que es similar al que actualmente se aplica en la Dirección de Arquitectura. 


El Coordinador de la Unidad de Concesiones, señor Eduardo Abedrapo, afirmó que, en general, al organismo que dirige se le evalúa por los proyectos que adjudica o por las nuevas obras en desarrollo. Empero, el centro de sus labores se vincula con la supervisión de obras concesionadas, tanto en la fase de construcción como en la de explotación y, en esa función, la Unidad tiene una expresión regional muy relevante.


Añadió que si bien el organismo a su cargo está conformado por alrededor de 300 funcionarios en la sede central, hay que sumar a más de 1.300 personas que prestan servicios de asesoría a la inspección fiscal a lo largo del país. Por lo tanto, la relación de las autoridades regionales y locales con los inspectores fiscales puede ser fluida.


Respecto de la cartera de proyectos, informó que las obras programadas representan un monto del orden de 
US$ 9.390.000.000, gran número de las cuales corresponde a zonas diferentes de la Región Metropolitana; lo que ocurre es que ésta concentra trabajos en autopistas interurbanas, que tienen un costo considerable.


Precisó que la futura Dirección General de Concesiones deberá presentar al Ministro de Obras Públicas el plan maestro que contendrá los proyectos de su competencia, que posteriormente será puesto en conocimiento del Congreso Nacional.


Luego, hizo notar que hay un conjunto de obras iniciadas en el año 2016 y que tendrán visibilidad hasta el año 2020, que integran el programa de mejoramiento de concesiones viales entre Iquique y Pargua. Si bien en general se trata de obras menores, en total representan un valor enorme y reportan beneficios sociales importantes, como son la provisión de pasarelas, calles de servicio, atraviesos e iluminación, entre otras. A modo de ejemplo, informó que cada pasarela que cruza la Ruta 5 tiene un costo que supera las 25.000 unidades de fomento, pero constituyen un elemento fundamental para la seguridad vial.


Entonces, argumentó el personero de Gobierno, actualmente el sistema de concesiones está funcionando a un ritmo acelerado y dejará a la próxima administración una cartera de obras abundante, que le permitirá continuar con celeridad el ritmo de inversiones.


En cuanto a la situación de los embalses, expresó  que la obra multi propósito Punilla fue adjudicada en agosto del año 2016 y tuvo la particularidad de que se licitó con el Estudio de Impacto Ambiental realizado por parte de la Dirección de Obras Hidráulicas. Sin embargo, por estar también destinada a la generación de electricidad, el concesionario debe obtener la calificación ambiental de la conexión a la línea de transmisión. Por esa causa aún no se inicia la ejecución de las obras físicas.


Agregó que también se trabaja en el embalse Convento Viejo y en proyectos de ampliación de canales en sectores aledaños. Comprometió la entrega de un informe pormenorizado acerca de los embalses proyectados para los próximos años.


Al concluir su intervención, se refirió a los retrasos sufridos por algunos de los proyectos programados para el año recién pasado, lo que se debió fundamentalmente a la complejidad para completar los trazados definitivos de ciertos caminos. Señaló que los componentes sociales, judiciales, territoriales, ambientales e indígenas que es preciso atender imponen un mayor tiempo de ejecución de las obras.


Para paliar esos mayores plazos involucrados se ha ensayado fórmulas innovadoras; a modo de ejemplo, en la obra de la ruta Nahuelbuta se inició una consulta indígena que denominó “temprana”, de carácter voluntario, para adelantar el cumplimiento de esa exigencia legal. En todo caso, acotó, la recepción de ofertas para la construcción de la obra está proyectada para el 30 de junio del presente año y las ofertas económicas deben entregarse 15 días después; posteriormente hay un plazo de un año para el desarrollo de la ingeniería definitiva y, terminada esa etapa, se pueden iniciar las gestiones para obtener la resolución de calificación ambiental, trámite que permite dar comienzo a las obras de construcción.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, formuló tres consideraciones en torno al asunto discutido.


En primer término, es evidente que la institucionalidad existente no condice con el desarrollo que ha tenido el sistema de concesiones desde su creación y, por lo tanto, resulta pertinente la iniciativa de ley sometida al conocimiento de la Comisión. De hecho, este proyecto y el del Fondo de Infraestructura representan una transformación enorme en esta área, que repercutirá positivamente en las próximas décadas.


Seguidamente, planteó que la inyección de recursos que proveerán ambas iniciativas debe orientarse prioritariamente a retomar una serie de proyectos que quedaron relegados en la última década, como ha ocurrido en múltiples obras en la Región de Valparaíso.


En tercer lugar, resaltó la necesidad de innovar en la metodología de trabajo, en lo referido a la relación con las comunidades locales, especialmente en lo que atañe a la participación de las personas y a la difusión de los proyectos que se realizarán. Sostuvo que si bien se trata de un cambio cultural importante en la forma de trabajo del Ministerio de Obras Públicas, existe aún un déficit relevante, que debe ser abordado.


El Honorable Senador señor Horvath estimó pertinente incorporar entre las atribuciones del Director General de Concesiones todo lo que concierne a la obtención de permisos y cumplimiento de trámites necesarios para la ejecución de una obra, en el entendido de que es más eficiente que dichas tareas las ejecuten los organismos estatales.


El señor Ministro de Obras Públicas previno que hay una serie de proyectos que se sitúan en el imaginario de las regiones,  que finalmente no ven la luz porque no tienen continuidad a través de los distintos gobiernos; el presente proyecto y el que crea el Fondo de Infraestructura eliminarán esa barrera, en la medida en que la planificación de las iniciativas se desacople del ciclo político.


Sostuvo que el aprendizaje obtenido en los años de funcionamiento del sistema de concesiones se ha ido incorporando paulatinamente en los contratos, por ejemplo, en aquellos vinculados a las obras en carreteras, que han mutado desde plazos fijos a variables, para tener en cuenta el aumento del flujo vehicular y las mayores utilidades que ello genera. En el mismo sentido, cuando se adjudica un contrato con la resolución de calificación ambiental pendiente actualmente se fijan límites a las compensaciones, lo que permite que haya un mayor número de ofertas, porque el riesgo es acotado.



En cuanto al acceso a Valdivia, reiteró que se utilizarán los procesos de re licitaciones de la Ruta 5 para generar caminos transversales, no sólo para esa ciudad, sino también para otros centros urbanos del país.


Sobre las funciones de la nueva Dirección, puntualizó que desde el momento en que se definió que hay que presentar el plan de concesiones al Congreso Nacional y que tiene que haber participación ciudadana, se han puesto los incentivos correctos para generar un cambio cultural en la forma de llevar adelante los proyectos de infraestructura.


Afirmó que exigir que la totalidad de la obtención de permisos deba ser hecha por el Estado podría trabar algunos proyectos y, por ello, es preferible reforzar las áreas encargadas de esas gestiones y otorgar un mayor apoyo a los privados.


Finalmente, comprometió una revisión de los aspectos del proyecto de ley que posibilitan incorporar la idea de equidad territorial. 


Fue recibido en audiencia por la Comisión el Presidente de la Asociación de Trabajadores de la Coordinación de Concesiones, señor Pablo Muñoz, quien expresó que el intento de institucionalizar la unidad en que ejerce sus labores comenzó en el año 2014, con la conformación de una mesa de trabajo convocada por las autoridades ministeriales.


Recordó que como unidad funcional, la Coordinación de Concesiones depende de la Dirección General de Obras Públicas, situación que ha generado algunas dificultades desde el punto de vista estructural. Además, indicó que la repartición posee una dotación atípica si se la compara con la generalidad de los organismos estatales, pues cuenta con un elevado porcentaje de profesionales.


De ese universo de trabajadores, compuesto por alrededor de 300 personas, que principalmente cumple labores administrativas y de soporte auxiliar, el 19% está sujeto al régimen de contrata y el 81% está contratado a honorarios. Agregó que muchos de los trabajadores han estado en esa condición desde los inicios de la unidad.


Hizo notar que en la mesa de trabajo a la que se les convocó manifestaron que el nuevo ente debía mantener lo medular de la estructura actual de la Coordinación, que ha permitido el desarrollo del sistema de concesiones, con las mejoras que corresponda incorporar.


Sostuvo que la organización que representa estima que la iniciativa en debate apunta en la dirección correcta; empero, oportunamente se manifestaron ciertos reparos a la forma en que se abordaba la situación del personal, toda vez que se proponía el traspaso de los funcionarios de planta y a contrata, pese a que la Coordinación de Concesiones no cuenta con una planta fijada por ley y a que los trabajadores a contrata dependen administrativamente de la Dirección General de Obras Públicas. Por lo tanto, la fórmula que se ha utilizado habitualmente para trasladar funcionarios de una entidad pública ya estructurada a otra no es aplicable en este caso.


De consiguiente, prosiguió, se puso en conocimiento de las autoridades y de los parlamentarios esa realidad y se intervino en las comisiones legislativas de la Cámara de Diputados, con el propósito de adecuar esa redacción. En efecto, pese a que el Mensaje que da inicio al proyecto dispone el traspaso de todo el personal y el aseguramiento de sus remuneraciones, ello no condecía, desde una perspectiva de técnica jurídica, con el contenido de las disposiciones transitorias.


A fin de subsanar lo expuesto, en julio del año 2016 se suscribió un protocolo de acuerdo entre autoridades de los Ministerios de Obras Públicas y de Hacienda y los representantes de la Asociación de Trabajadores, por el cual se comprometió la formación de otra mesa de trabajo, con el objeto de regular mecanismos para el traspaso del actual personal de la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas a la nueva Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. En ese marco se abogó por mantener el nivel de remuneraciones, por el reconocimiento de la antigüedad en los concursos que se convoquen y porque se considere de manera explícita a los trabajadores a honorarios, que constituyen el grueso de la dotación del servicio.


El representante gremial acotó que el trabajo realizado se formalizó en un nuevo protocolo de acuerdo, esta vez en el mes de enero del año en curso, que recogió las peticiones formuladas y comprometió el ingreso de una indicación presidencial para incluir esas demandas en el proyecto de ley. Sin perjuicio de reconocer que se dio cumplimiento a ese acuerdo, la Asociación mantiene vigente su preocupación por el silencio constatado en materia de traspaso del personal a honorarios y de reconocimiento de la antigüedad en los futuros concursos para proveer cargos, todo lo cual genera en trabajadores de larga data de desempeño incertidumbre acerca de su continuidad en la nueva Dirección General.


Invitado a exponer ante la Comisión, el señor Lucas Palacios3 manifestó que, en lo medular, el proyecto de ley está bien orientado, toda vez que actualiza y moderniza la relación laboral de quienes se desempeñan en la Coordinación General de Concesiones, que en general se da bajo la modalidad de contrato a honorarios, lo que no define con claridad las responsabilidades que emanan el ejercicio de sus funciones. 


Estimó que la iniciativa representa un avance en la estructura institucional del Ministerio de Obras Públicas, por cuanto la Dirección General de Concesiones estará al mismo nivel que la Dirección General de Obras Públicas. Pero advirtió que ello ha despertado expectativas que el texto no satisface.



Ahondando sobre el particular, señaló que uno de los problemas que históricamente ha afectado a la Coordinación de Concesiones son los escasos incentivos que para el resto de las direcciones  del Ministerio de Obras Públicas tiene colaborar técnicamente con los proyectos que aquella genera, situación de la que no se hace cargo la proposición de ley en debate. En efecto, si bien el hecho de que la Dirección General de Obras Públicas deba revisar los proyectos de concesiones sin haber participado en su génesis puede ser visto como una traba administrativa, por lo menos tiene la virtud de articular el trabajo de las diversas direcciones del Ministerio.


Sin embargo, prosiguió, una vez vigente la normativa sometida al estudio de la Comisión, será necesario compaginar el trabajo del Ministro del ramo y de tres direcciones generales, sin que haya una entidad encargada de la coordinación institucional en materia técnica, a la hora de definir cuáles son las obras de infraestructura que Chile necesita. Sostuvo que por largo tiempo se ha intentado otorgar mayor relevancia a la labor que lleva a cabo la Dirección de Planeamiento, de manera que pueda ligar o hacer confluir los proyectos que se desarrollan a través del sistema de concesiones, con los ejecutados por otras direcciones o por otros servicios y ministerios. Esto ilustra la conveniencia de tramitar un proyecto futuro que complemente éste en materia de coordinación. Definidas cuáles son las obras necesarias se podrá entrar al tema de las formas de financiarlas, afirmó el expositor.


Expuso que no comparte la idea de que toda modernización institucional implica contar con organismos públicos de mayor envergadura, sino que, por el contrario, lo más relevante es la simplificación de los procesos, tanto dentro del Ministerio de Obras Públicas como en otras entidades que tienen injerencia en ellos, como las Carteras de Desarrollo Social y de Hacienda. Argumentó que este tipo de acciones es el que, en mayor medida, puede promover de manera relevante la inversión pública.  


Si se aspira a agilizar la inversión pública, habría que revisar los objetivos del Ministerio de Hacienda, pues las labores de cautelar el interés fiscal, mantener las finanzas públicas en ciertos niveles y tramitar anualmente una ley que asigna gastos no producen los incentivos correctos para focalizar la inversión de mediano y largo plazo, como es la que financia obras públicas y concesiones.


A mayor abundamiento, connotó que en países desarrollados, donde tal como en Chile el gasto estatal, incluido el aporte privado en concesiones, es un componente importante del producto interno bruto, existen mecanismos que exigen que los organismos de Hacienda cumplan determinados compromisos en materias de inversión a largo plazo.


Otro de los asuntos que podría abordar el proyecto de ley, continuó, además de la simplificación de procesos, es el fortalecimiento de la inspección fiscal, de manera de hacer primar las decisiones técnicamente correctas, que en ocasiones se ven dificultadas por los criterios con que interviene la Contraloría General de la República.


El Honorable Senador señor Coloma consultó cómo operará la interacción de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas con el Fondo de Infraestructura y con el Ministerio de Hacienda.


El señor Ministro de Obras Públicas explicó que el principal problema en el trámite legislativo de este proyecto se vinculó con el traspaso de los trabajadores, asunto que ya quedó resuelto.


Sostuvo que el proyecto genera una simplificación de procesos, al eliminar la completa revisión que de lo obrado por la Coordinación de Concesiones debe hacer actualmente la Dirección General de Obras Públicas, lo que en ocasiones provoca tensiones que se elevan a la decisión del Ministro. La institucionalidad que crea la iniciativa de ley radica correctamente un conjunto de atribuciones y funciones y asigna recursos suficientes. En este ámbito, destacó la obligación de formular planes quinquenales que se actualizan anualmente y se informan al Congreso Nacional, para desvincularlos del ciclo político. 


Declaró no estar en posición de señalar qué incentivos pueden crearse para que la mirada del Ministerio de Hacienda se adecue a la realidad de proyectos que se desarrollan en el mediano y el largo plazo. La práctica vigente es negociar con Hacienda marcos a mediano y largo plazo, de hasta 15 años, que se aplican en los proyectos de concesión, a fin de ir incluyéndolos en las leyes anuales de Presupuestos del Sector Público, pero ello no tiene una institucionalidad que lo reconozca, cuestión que en realidad no es atingente al proyecto en debate.


Por lo que dice relación con la interacción de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas con el Fondo de Infraestructura, rememoró que parte importante del debate sobre este último estuvo centrada en la definición de su objeto financiero y allí quedó especificado que la ejecución de obras concesionadas se hará a través de la Dirección General. 


El Honorable Senador señor De Urresti  trajo a colación dos temas ya planteados en el debate sobre el Fondo de Infraestructura, cuales son la equidad territorial y la coordinación entre los organismos del sector público. Consultó al expositor señor Palacios qué medidas concretas propondría para mejorar en esos aspectos el proyecto en discusión. 


El señor Palacios reiteró, en primer lugar, la idea de fortalecer el rol de la inspección fiscal.


Enseguida manifestó que el proyecto sincera los procesos en la forma en que hoy en día se cumplen: el Coordinador de Concesiones se relaciona directamente con el Ministro, por la envergadura de las obras involucradas, pero quien pone la firma y asume la responsabilidad es el Director General de Obras Públicas, lo que requiere tiempo y dedicación. Ahora bien, agregó, esta tarea de revisión para la firma de ahora en adelante la desempeñará el Director General de Concesiones de Obras Públicas, quien igualmente deberá destinar tiempo y estudio a ello, con el agravante de que en materias determinadas, de alta especialidad, deberá recurrir a profesionales de otras reparticiones, que no dependerán de él y no tienen incentivos para colaborar en el proceso.


En lo que respecta a la coordinación con el Ministerio de Hacienda, su acción se desarrolla en un marco de tiempo anual, en circunstancias que la del Ministerio de Obras Públicas es de largo plazo y tampoco existe institucionalidad que coordine estas dos visiones. Inglaterra y Australia han logrado resolver este cuello de botella y el Ministro de Obras Públicas ha tomado parte de esas experiencias y ha logrado resolver en parte el vacío de una visión país a largo plazo. A modo de ejemplo, dijo que se podría consultar como incentivo una asignación presupuestaria porcentual o bien se podría crear una Subsecretaría de Inversión en el Ministerio de Obras Públicas.


En referencia a la equidad territorial, advirtió que la discusión debiera darse en la tramitación de la Ley de Presupuestos del Sector Público, donde pueden subsidiarse equitativamente actividades que no son rentables desde el punto privado pero sí lo son socialmente.


El Honorable Senador señor Horvath hizo presente que no tener un Ministerio de Planificación es un gran error, pues el de Desarrollo Social privilegia proyectos con rentabilidad social, lo que no siempre es eficaz cuando se tata de obras de infraestructura. 


En lo que atañe a equidad territorial, manifestó que las regiones cuentan con proyectos atractivos y rentables, pero de todos modos la inversión se focaliza en la Región Metropolitana.


Otro aspecto que destacó Su Señoría es la elevación de los estándares de los proyectos que gestiona el Ministerio de Obras Públicas, lo que ha provocado una elevada concentración de los proyectos en pocas empresas. También será necesario establecer procedimientos que permitan resolver los abundantes defectos de calidad que se detectan en la ejecución de las obras.


El señor Ministro de Obras Públicas expresó que en materia de coordinación se ha avanzado institucionalizando la Comisión Interministerial de Ciudad, Vivienda y Territorio, creada por decreto N° 34, del Ministerio de Vivienda y Urbanismo, de 2015. Como no tiene consagración normativa de nivel legal, para funcionar requiere concitar la voluntad de diversas autoridades involucradas, lo que hasta aquí ha ocurrido.


Reconoció que la incorporación de una nueva entidad, como es el Fondo de Infraestructura, necesariamente dará origen a algún grado de tensión con el Ministerio de Obras Públicas, que no podía existir antes de la creación de dicha empresa. Pero la definición dada al objeto del Fondo y lo que ocurra en el seno de su Directorio, donde hay dos integrantes designados por el  Presidente de la República, de una quina propuesta por el Ministro de Obras Públicas, resolverán bien esa tensión. Destacó que otro efecto positivo del Fondo es que recursos  provenientes de la infraestructura se inviertan en infraestructura.


El Coordinador de Concesiones, señor Abedrapo, calificó de atingentes y oportunos los comentarios del señor Lucas Palacios. En efecto, la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas debe estar dotada de atribuciones y recursos que le permitan actuar con expedición, calidad y eficacia en sus procesos y resultados, incluidos análisis y estudios necesarios para la implementación de los proyectos. A la vez, se aliviará la carga que hoy recae en la Dirección General de Obras Públicas. 


En el marco legal actual las atribuciones, funciones y responsabilidades están radicadas en el Director General de Obras Públicas y en los inspectores fiscales, que son los únicos mencionados en la Ley de Concesiones. Sin embargo, agregó, se requieren modificaciones que empoderen a los inspectores, para que no sean obligados a sacrificar la calidad y el buen criterio por apegarse a la norma contractual vigilada por la Contraloría General de la República. Además, en un futuro cercano será necesario desconcentrar regionalmente a la Dirección General. 


Otro tema que en su momento el país deberá abordar es la inclusión del programa de concesiones en un plan nacional de desarrollo, como en Colombia. 


El Honorable Senador señor De Urresti, solicitó información sobre el monto global de recursos destinados a inspección fiscal.


El Honorable Senador señor Horvath consultó si hay en el Ministerio de Obras Públicas una unidad de innovación y si es posible informar a los usuarios, mediante las redes de comunicación social, sobre el estado y las condiciones de la infraestructura que están utilizando, sobre todo considerando que las vías están cada día más saturadas.


El señor Lucas Palacios expresó que para implementar el criterio de equidad territorial no es suficiente que la infraestructura financie infraestructura a través de subsidios cruzados; cada proyecto debe tener su propia justificación y, si es un proyecto bueno, tendrá que competir con otros proyectos buenos para obtener financiamiento, para lo cual es imprescindible actualizar la evaluación social de proyectos que incluya los beneficios posibles en lugares alejados o donde no hay suficiente flujo de personas.


Concordó con lo manifestado por el Coordinador de Concesiones, en el sentido de que es necesario colocar incentivos para que aceleren sus procesos otros ministerios y servicios que participan en o afectan de alguna manera la adopción de decisiones de inversión del Ministerio de Obras Públicas; a ellos es preciso fijarles tiempos máximos para pronunciarse, en un Programa de Mejoramiento de Gestión conjunto para la ejecución de las obras.


El Coordinador de Concesiones, señor Abedrapo, informó que se está preparando la creación de una unidad de ingeniería e innovación en la Dirección General de Concesiones, y ya se está trabajando en ello, en estudios que se llevan a cabo conjuntamente con las universidades Federico Santa María y de Concepción.

Complementando lo anterior, el señor Ministro de Obras Públicas expresó que es posible, atendidas las facultades que se otorgan al Director General, que una unidad de ese tipo se incluya en el decreto con fuerza de ley que debe distarse de acuerdo con los artículos transitorios.

Concluido el debate, se puso en votación la idea de legislar.


- El proyecto fue aprobado en general por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti, Horvath y Walker, don Ignacio.

- - - - - -

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


Cabe adelantar que en el curso del debate pormenorizado de las disposiciones del proyecto fueron surgiendo ideas y propuestas de los miembros de la Comisión que más tarde fueron recogidas en indicaciones de la señora Presidenta de la República, por corresponderle a ella la iniciativa exclusiva para legislar en esos puntos. Nos referiremos a esas proposiciones al tratar las normas en que inciden. Las números 1) a 3) versan sobre el artículo 1° del proyecto en informe. La indicación número 5) reemplaza el artículo 3 del proyecto. La indicación número 6) elimina el artículo 5 del proyecto de ley. La indicación número 7) modifica el actual artículo 6, que pasó a ser 5. Las indicaciones signadas 8) a 11) modifican las disposiciones transitorias. La número 4) y el numeral 3 de la número 5) no fueron necesarias, porque la Comisión, en su primer examen de la iniciativa de ley en informe, ya había tomado el acuerdo pertinente, que no requería iniciativa presidencial.


La iniciativa de ley en informe está compuesta por  seis artículos permanentes y tres transitorios.

Artículo 1


Integrado por 2 numerales, modifica la ley orgánica del Ministerio de Obras Públicas, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 850, de 1997, del Ministerio de Obras Públicas.

Numeral 1

Elimina la letra g) del artículo 14, que enuncia las funciones y atribuciones del Director General de Obras Públicas. La letra g) en cuestión faculta al Director General para someter a la aprobación del Presidente de la República, con la anuencia del Ministro de Obras Públicas e informe del Ministerio de Hacienda, la ejecución, reparación o conservación de obras públicas fiscales por el sistema regulado en el artículo 87 de la misma ley, precepto que permite ejecutar obras públicas fiscales mediante contratos de concesión adjudicados en licitación pública. 


El motivo de la supresión es que la facultad se traslada a la nueva Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. La eliminación de esta letra evita la duplicidad de funciones.


- Este numeral fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti y Walker, don Ignacio.

Numeral 2

Incorpora a la ley orgánica del Ministerio de Obras Públicas los artículos 22 bis, 22 ter y 22 quáter nuevos.

Artículo 22 bis nuevo


El texto propuesto es el siguiente:


“Artículo 22 bis.- Créase la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, dependiente del Ministerio de Obras Públicas, que tendrá como objeto la ejecución, reparación, mantención y explotación de obras públicas fiscales conforme al artículo 87, y la provisión de equipamiento o la prestación de servicios asociados conforme a lo establecido en el decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, como también la fiscalización del debido cumplimiento de las normas legales y administrativas aplicables a los contratos de concesión, sin perjuicio de las demás funciones que le encomienden las leyes.


La Dirección General de Concesiones de Obras Públicas será un servicio que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.


La Dirección General de Concesiones de Obras Públicas estará a cargo de un Director General, que tendrá la calidad de alto directivo público, de conformidad a las normas contenidas en el Título VI de la ley N° 19.882, y estará bajo la dependencia del Ministro de Obras Públicas.


El personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas se regirá por las disposiciones de la ley 
Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en materia de remuneraciones, por las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.”.


El Honorable Senador señor Coloma consultó qué efectos tiene este texto, específicamente su inciso final, relativo al estatuto jurídico del personal, con los planteamientos hechos por los trabajadores que expusieron sus inquietudes ante la Comisión. Por otra parte, manifestó tener la impresión de que el sistema de Alta Dirección Pública está funcionando mal, aunque es un tema propio de la Comisión de Hacienda.


El señor Ministro de Obras Públicas explicó que esta norma fija un marco general sobre personal y que el Artículo Primero transitorio desarrolla lo necesario para el traspaso de los funcionarios, sin perjudicar su situación actual. En cuanto a la forma de nombramiento del Director General, agregó que algunas críticas formuladas al sistema de la ley N° 19.882 se refieren a la remoción de los funcionarios así seleccionados y no a la designación de los mismos.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, reconoció que el sistema de Alta Dirección Pública necesita mejoras y agregó que los reproches de que ha sido objeto reflejan la visión de quienes aspiran a una mayor profesionalización, eficiencia, eficacia y trasparencia en el aparato estatal, lo que se obtiene escogiendo a los mejores.


Hizo presente que se echa de menos en la definición de los objetivos de la Dirección General el de “conservación” de obras públicas fiscales, que sí figura en la letra g) recién eliminada y en la letra a) del artículo 22 ter, que viene a continuación.


Además, solicitó una explicación que arroje luz sobre el sentido de la expresión “provisión de equipamiento”, que también forma parte del objeto de la Dirección General.


El Honorable Senador señor Horvath recordó que en sesión anterior recomendó crear al interior de la Dirección General una “unidad de innovación”, que permita sacar mejor provecho a las vías e interactuar con los usuarios de las mismas. Lo ideal es que ello esté explícito en el articulado de la ley, afirmó Su Señoría.


El Coordinador de Concesiones, señor Abedrapo, aclaró que muchas de estas obras incluyen equipamiento que no forma parte de la construcción misma. Por ejemplo, un hospital concesionado se entrega con los equipos y sistemas necesarios para su funcionamiento; en el caso de las vías se trata de grúas, ambulancias, pórticos y cámaras de vigilancia.


Respecto de lo planteado por el Honorable Senador señor Horvath, explicó que se está avanzando en el diseño orgánico de la Dirección General, el que incluye una unidad de ingeniería e innovación, que intervenga en las etapas de producción, operación y mantenimiento de las obras, pero que eso es materia del decreto con fuerza de ley a que se refiere el Artículo Primero transitorio, que es el procedimiento habitual en esta materia.


La abogada señora Andrea Rojas propuso dejar constancia, para la historia fidedigna del establecimiento de la ley, de que el decreto con fuerza de ley respectivo contendrá una mención como la planteada y de que el Ejecutivo asume el compromiso de incluir dicha unidad en el diseño orgánico de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.


La indicación N° 1) de la señora Presidenta de la República, recogiendo el planteamiento de la Comisión, intercala en el inciso primero del artículo 22 bis, entre la palabra “mantención” y la conjunción “y”, la palabra “conservación”, precedida de una coma.


- La Comisión aprobó el artículo 22 bis, con la modificación propuesta en la indicación N° 1), así como la constancia que figura más arriba, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Horvath, Letelier, Quintana y Walker, don Ignacio.

Artículo 22 ter


Su texto es el siguiente:


“Artículo 22 ter.- Para el cumplimiento de su objeto, corresponderán al Director General de Concesiones de Obras Públicas las siguientes funciones y atribuciones:


a) Someter a la aprobación del Ministro de Obras Públicas la propuesta de ejecución, reparación, mantención, conservación o explotación de obras públicas fiscales por el sistema regulado en el artículo 87 y en la Ley de Concesiones de Obras Públicas. El Ministro de Obras Públicas someterá a la aprobación del Presidente de la República la propuesta, la que deberá contar con informe del Ministerio de Hacienda.


Para el ejercicio de esta facultad podrá requerir a las demás direcciones operativas del Ministerio de Obras Públicas la asesoría técnica de las obras que sean sometidas al sistema de concesiones de obras públicas.


b) Dirigir y coordinar la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y de sus divisiones y la organización interna de ésta.


c) Representar para todos los efectos legales a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, tanto en el ámbito judicial como extrajudicial.


d) Contratar estudios, proyectos, ejecución de obras y asesorías en la forma que determine la ley. Asimismo, podrá celebrar los actos y contratos que sean necesarios para el cumplimiento de las funciones que le corresponden a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. 


e) Velar por el adecuado y correcto cumplimiento de los contratos de concesión en sus diferentes etapas, en virtud de lo dispuesto en la Ley de Concesiones de Obras Públicas, su reglamento, el contrato de concesión, las bases de licitación y los actos administrativos que conforman el contrato de concesión, como también en las demás leyes y reglamentos que le fueren aplicables.


f) Fomentar, promover y difundir ante inversionistas públicos o privados, nacionales o extranjeros, la asociación público-privada en materia de infraestructura, en coordinación con las demás instituciones competentes en esta materia.


g) Presentar al Ministro de Obras Públicas, para su aprobación, dentro del primer trimestre de cada año, el plan de concesiones, con una proyección de cinco años de plazo. Este plan deberá ser previamente sometido a la consulta del Consejo de Concesiones y posteriormente enviado al Congreso Nacional para su conocimiento. 


h) Presentar al Ministro de Obras Públicas, dentro del primer trimestre de cada año, un informe de monitoreo y evaluación de la labor fiscalizadora en las etapas de ejecución, reparación, mantención o explotación de obras públicas, con su correspondiente plan de fortalecimiento. 


i) Estudiar, analizar y proponer al Ministro de Obras Públicas proyectos que puedan ser promovidos y ejecutados por el ministerio mediante el sistema de concesiones regulado por el artículo 87, sean éstos de iniciativa propia, de otros ministerios u organismos de la administración pública o de iniciativas privadas presentadas ante el Ministerio de Obras Públicas, de conformidad a la ley.


j) Evaluar, analizar y estructurar financieramente los proyectos en desarrollo, y contratar la asesoría de expertos en estructuración financiera, contractual y de garantías para las obras concesionadas. 


k) Proponer al Ministro de Obras Públicas las expropiaciones necesarias para la ejecución de las obras públicas fiscales y no fiscales por el sistema regulado a través del artículo 87. 


l) Destinar, comisionar y encomendar cometidos al personal de la dirección general a su cargo, cuando deban llevarse a cabo en servicios distintos de aquel en que se encuentra nombrado el funcionario.


m) Aplicar las multas que procedan en conformidad a la Ley de Concesiones de Obras Públicas y su reglamento, al contrato de concesión, y a las demás leyes y reglamentos que le fueren aplicables. 


n) Delegar en funcionarios de su dependencia, previa aprobación del Ministro de Obras Públicas, atribuciones específicas para una o más regiones o localidades, cuando circunstancias calificadas lo hagan necesario, pudiendo poner término a la delegación en cualquier momento.


En el acto de la delegación, el Director General de Concesiones de Obras Públicas determinará las facultades específicas que delega en el funcionario, el plazo de su desempeño y el ámbito territorial en que ejercerá su competencia.


ñ) Todas las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.”.


El Honorable Senador señor Horvath consultó quién, en qué momento y bajo el imperio de cuál de estas facultades puede el Ministerio intervenir en una vía saturada, independientemente de la etapa de vigencia en que se encuentre la concesión.


El señor Ministro de Obras Públicas destacó que la letra i) permite proponer proyectos, tanto al sector público como a los privados.


Enseguida, la letra e) habilita para exigir al concesionario el cumplimiento de sus obligaciones, en ejercicio de la facultad de velar por el adecuado y correcto cumplimiento de los contratos. Entonces, si la situación de saturación o congestión planteada se debe a un incumplimiento del concesionario, puede aplicarse la letra m), que faculta para imponer las multas previstas en la Ley de Concesiones. Si el entorpecimiento es de otro origen y requiere la ejecución de nuevas obras para resolver el problema de capacidad de la vía, se aplicará la letra g), porque el plan de concesiones permite proponer el mejoramiento de concesiones existentes. La obligación de informar anualmente el plan quinquenal al Congreso Nacional permitirá representar necesidades que no aparezcan recogidas en dicho plan.


Cuando se aprobó el presupuesto para el año 2016 se anunció que se desarrollaría un plan de mejoramiento de carreteras, que abarca un conjunto de obras que se venían anunciando desde larga data, pero no se ejecutaban porque el Estado no había resuelto cómo enfrentar la negociación con un concesionario sin correr el riesgo de eliminar competencia. Desde el año 2012 se exige definir la pertinencia de la obra y que haya evaluación social del proyecto; el precio se determina vía licitación, con lo que se evita la integración vertical entre concesionaria y constructora; para el pago había una alternativa: elevar la tarifa o aumentar el plazo de la concesión; a partir de esta última opción, se elaboró, conjuntamente con el Ministerio de Hacienda, una tabla de tasas de interés de descuento, basada en la tasa de interés del Banco Central; el efecto de esta fórmula sobre el valor presente del contrato es que a tasas de descuento más altas es mayor el plazo y viceversa, con lo que el incentivo del concesionario es que el plazo sea lo más extenso posible y el del Estado es que sea lo más reducido posible. Para obviar el margen de discreción que se genera, se construyó una tabla por plazo/riesgo, conforme a la cual los ministerios de Obras Públicas y de Hacienda determinan para cada obra el riesgo y eso fija la tasa de descuento aplicable.


Cuando es necesario re licitar concesiones, se ha decidido adelantar el plazo e incluir nuevas obras.


El Honorable Senador señor Coloma insistió en la consulta que formuló durante la discusión en general, y solicitó una explicación clara sobre  la manera en que actuarán coordinadamente la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y el Fondo de Infraestructura, de modo de no caer en duplicidad de funciones, con los conflictos que ello puede acarrear. Hizo presente que la Dirección General propondrá un plan de concesiones para cinco años y el Directorio del Fondo de Infraestructura, por su parte, propondrá un plan quinquenal de negocios. Por otra parte, si el rol del Fondo es meramente financiero, no se entiende por qué darle una estructura tan compleja.


El señor Ministro de Obras Públicas expuso que el proyecto de ley en informe sincera una modalidad de funcionamiento que hoy en día tiene el Ministerio: tanto el Ministro como el Subsecretario se relacionan directamente con el Coordinador de Concesiones; sin embargo, todo lo obrado debe ser revisado y refrendado por la Dirección General de Obras Públicas, lo que genera una duplicidad de funciones.


El Fondo de Infraestructura tiene una naturaleza y funciones distintas: debe generar recursos adelantando a valor presente los flujos futuros de los peajes; no interviene directamente en licitar, operar y conservar obras concesionadas, todo lo cual debe hacerlo a través de terceros. Y el artículo 5° del proyecto de ley del Fondo de Infraestructura le ordena actuar a través de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas cuando se trate de ejecutar obras vía concesión.


Afirmó que lo fundamental del esfuerzo para el desarrollo futuro de la infraestructura en Chile está en el Ministerio de Obras Públicas y en la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. Para que el rol financiero del Fondo de Infraestructura opere correcta y eficazmente su gobierno corporativo es clave. Como el papel que corresponde al Ministerio es preponderante, cuenta con dos representantes en el Directorio del Fondo; por otra parte, como el Fondo adelanta recursos futuros es crucial incorporar una mirada de largo plazo, no supeditada al gobierno de turno, lo que se materializa a través de los otros tres integrantes del Directorio. En cualquier caso, todos ellos están obligados a que el Fondo de Infraestructura tenga una rentabilidad positiva y no se agote.


El Honorable Senador señor Horvath solicitó que los cálculos de flujos futuros, que se han ofrecido a la Comisión de Hacienda del Senado, sean puestos también en conocimiento de esta Comisión de Obras Públicas. 


El señor Ministro de Obras Públicas informó que actualmente se elabora una fórmula para redefinir un sistema de peajes que facilite el funcionamiento del Fondo, que resulte claro para todas las partes involucradas y que haga posible la reducción de los peajes actuales; adelantó que la idea es un cobro por kilómetro, asociado al estándar de las carreteras.


La Comisión resolvió iniciar con mayúscula las palabras “dirección general”, escritas en la letra i) del artículo 22 ter.


- El artículo 22 ter fue inicialmente aprobado con esa modificación, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Horvath y Walker, don Ignacio.


Más adelante en el curso de la discusión en particular, el Honorable Senador señor De Urresti señaló que es evidente que la Unidad de Coordinación, hoy, y la Dirección General, mañana, son una institución centralizada, lo que le motiva a preguntar qué presencia e intervención se prevé en las regiones, para compensar una visión excesivamente centralista. Citó al respecto el precedente de desconcentración de SECTRA4.


El señor Ministro de Obras Públicas, en cuanto a la inclusión de la variable regionalización, citó la letra n) del artículo 22 ter, que faculta al Director General para delegar en funcionarios de su dependencia, previa aprobación del Ministro de Obras Públicas, atribuciones específicas para una o más regiones o localidades, cuando circunstancias calificadas lo hagan necesario, pudiendo poner término a la delegación en cualquier momento. En ello se ha seguido el modelo implementado por la Dirección de Arquitectura del Ministerio y oportunamente se definirán las unidades geográficas en que la Dirección General de Concesiones tendrá presencia, según la masa crítica de concesiones.


El Jefe de asesores del Ministerio de Obras Públicas, señor Enrique Álvarez, hizo presente que ninguna de las Direcciones Regionales, de todos los servicios del Ministerio de Obras Públicas, está creada por ley, sino por resoluciones ministeriales. Igual procedimiento permitirá crear Direcciones Regionales de Concesiones de Obras Públicas en macro zonas o en regiones donde ello resulte pertinente.


Los Honorables Senadores señores De Urresti y Horvath estimaron insuficiente lo ofrecido para incorporar la idea de equidad territorial en este servicio y opinaron que ella debe estar explícita en el articulado incorporando en él elementos que hagan indubitable la voluntad de la ley.


El Honorable Senador señor Coloma advirtió que la modificación de la letra n) del artículo 22 ter requiere iniciativa del Presidente de la República. Además, manifestó, dar fuente legal sólo a estas Direcciones Regionales, en circunstancias que las demás se originan en resoluciones administrativas, puede ser fuente de inconvenientes que hoy es difícil prever. Por lo tanto, propuso ubicar el principio de equidad territorial en otra disposición, que no requiera iniciativa presidencial.


El señor Ministro de Obras Públicas expresó que es posible acoger la idea en el artículo 22 ter y anunció una indicación al efecto.


El Honorable Senador señor De Urresti exteriorizó su preocupación por lo manifestado por las autoridades ministeriales, por considerarlo la antítesis del esquema que se discute en el proyecto de ley de fortalecimiento de la  regionalización y traspaso de competencias5, desde que el delegado requiere la aquiescencia del Director y del Ministro. 


Esta receta no se ciñe al principio de equidad territorial, que permitiría compensar la lejanía, la escasa población y los mayores costos de muchas regiones. La idea de equidad territorial es un elemento esencial de este proyecto de ley, en cambio, la facultad de delegar es eminentemente centralista y sólo permite desconcentrar en algo la Región Metropolitana.


Por lo expuesto, solicitó reabrir el debate sobre la letra n) del artículo 22 ter.


- La reapertura resultó aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti y Horvath.


La indicación N° 2) de la señora Presidenta de la República modifica el artículo 22 ter de la siguiente manera: 


- la letra a) agrega a la letra g) el siguiente párrafo segundo, nuevo: 


Dicho plan contendrá una visión territorial, para lo cual sus proyectos contemplarán infraestructura en diferentes zonas del país, procurando un desarrollo armónico entre ellas.


- la letra b) intercala en la letra h), entre la palabra “mantención” y la conjunción “o”, el término “conservación”, precedida de una coma.


- la letra c) intercala en la letra n), entre la expresión “calificadas” y la palabra “lo”, la siguiente frase entre comas: “tanto de operación como de proyectos en estudio y en etapa de construcción”.


Como es evidente, el literal b) recoge lo planteado por la Comisión y agrega a las funciones del Director General de Concesiones la de incluir la conservación de obras públicas en el informe anual que debe presentar al Ministro de Obras Públicas.


El literal a) se hace cargo del reparo del Honorable Senador señor De Urresti que motivara la reapertura del debate sobre la letra n) del artículo 22 ter e incorpora la visión territorial al plan quinquenal que el Director debe presentar al Ministro de Obras Públicas. 


El literal c) aclara que la delegación de atribuciones específicas para actuar en regiones o localidades comprende las etapas de estudio, construcción y operación de proyectos.


El Honorable Senador señor Quintana en relación con el literal a), solicitó que el Ministerio de Obras Públicas explique el efecto de abrir la posibilidad para que la Dirección General de Concesiones se haga cargo del tema de conservación global.


El Coordinador de Concesiones, señor Abedrapo, destacó que la mayoría de las indicaciones que plantea el Ejecutivo fueron solicitadas por la Comisión de Obras Públicas. 


En relación con la consulta anterior, afirmó que ello es posible, puesto que la Ley de Concesiones no está limitada sólo a la ejecución de obras nuevas, pues el artículo 1° de dicha ley, en concordancia con el artículo 86 de la ley orgánica del Ministerio de Obras Públicas, permite realizar obras nuevas, repararlas, rehabilitarlas, mantenerlas y conservarlas. Por tanto, es posible lo planteado por el Honorable Senador señor Quintana y para ello se debe estructurar el programa específico.


- Puesta en votación la indicación N° 2), fue aprobada con ajustes de forma, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Horvath, Quintana, Letelier y Walker, don Ignacio. 


- Con igual votación se aprobó el resto del artículo 22 ter.
Artículo 22 quáter

Su texto es el siguiente:


“Artículo 22 quáter.- El Director General de Concesiones de Obras Públicas, en el mes de abril de cada año, en audiencia pública, rendirá cuenta de su gestión en la dirección general.


En dicha cuenta se referirá a los resultados obtenidos en las actividades realizadas durante el período, incluyendo las estadísticas básicas que las reflejen, el uso de los recursos otorgados y las dificultades que se hubieren presentado, y dará a conocer las actuaciones de la dirección general que se realizarán durante el período siguiente.”.


El Honorable Senador señor Coloma propuso que la cuenta del Director General contenga no sólo indicadores o la evaluación de lo actuado, sino que también comprenda algo más concreto de lo que se prevé como acciones futuras. A tal efecto, propuso insertar en el segundo inciso de este artículo una mención sobre el estado de avance del plan quinquenal a que se refiere la letra g) del artículo 22 ter.


El Honorable Senador señor Horvath hizo indicación para agregar en el inciso primero, a continuación de la expresión “audiencia pública” el calificativo “participativa”, para dar cuenta de la intervención en ella de la comunidad.


El Coordinador de Concesiones, señor Abedrapo, expresó que hoy en día el grueso de la actividad de la Coordinación es la administración de casi setenta contratos de concesión, tarea que es particularmente compleja. Desde el presente año la Coordinación emite un informe trimestral del estado de situación del sistema de concesiones, que muestra desde el grado de avance de la cartera hasta las consultas formuladas y las multas aplicadas. En la sesión siguiente entregó el primero de dichos informes, que comprende el año 2016 y el primer trimestre de 2017. Se agregó al expediente.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, señaló que la calificación de la cuenta no parece propia de una norma de rango legal y que la idea puede materializarse en la práctica administrativa.


- Puesta en votación la indicación del Honorable Senador señor Horvath, resultó rechazada por dos votos contra uno. Se pronunció por la afirmativa su autor y lo hicieron en sentido opuesto los Honorables Senadores señores Coloma y Walker, don Ignacio.


- Acto seguido se votó el artículo 22 quáter, que resultó aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Horvath y Walker, don Ignacio.

La indicación N° 3) de la señora Presidenta de la República intercala en el inciso segundo del artículo 22 quáter, entre la frase final “período siguiente” y el punto, la siguiente oración: “incluido el grado de avance del plan quinquenal señalado en la letra g) del artículo anterior”, antecedida de una coma.


Ella recoge la propuesta del Honorable Senador señor Coloma.


- Sometida a votación la indicación N° 3), fue aprobada con modificaciones de forma, por unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Horvath, Quintana, Letelier y Walker, don Ignacio. 

Artículo 2


Dispone el traspaso a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas de competencias que desempeñaba la Dirección General de Obras Públicas y adecua las denominaciones de cargos y unidades a los cambios que introduce el proyecto de ley en informe. Su texto es el siguiente:


“Artículo 2.- Desde la fecha de inicio de sus funciones, la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas asumirá la totalidad de las competencias, funciones y atribuciones que desempeñaba la Dirección General de Obras Públicas, por sí y a través de la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas, dispuestas en el decreto con fuerza de ley N° 850 de 1997, Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, relacionadas con la Ley de Concesiones de Obras Públicas y, por tanto, estará encargada especialmente de continuar la gestión de los contratos de estudios, asesorías y concesión a través de sus etapas de proyecto, construcción y explotación, respecto de todos los contratos que, hasta la fecha de entrada en vigor de esta ley, tenían a su cargo.


Asimismo, reemplázase en el decreto supremo 
N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, las menciones “Director General de Obras Públicas” por “Director General de Concesiones de Obras públicas”, “Dirección General de Obras Públicas” por “Dirección General de Concesiones de Obra Públicas” y “DGOP” por “DGCOP”.”.


La abogada asesora señora Andrea Rojas informó que la fecha de entrada en vigencia de la ley queda supeditada al decreto con fuerza de ley a que se refiere el Artículo Primero transitorio, que debe emitirse dentro del plazo de nueve meses6, contado desde la publicación.


- El artículo 2 fue aprobado con una mínima enmienda formal, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Horvath y Walker, don Ignacio.
Artículo 3


Mediante dos numerales, introduce modificaciones en el artículo 36 del decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas.

Numeral 1


Agrega una oración final al inciso primero del artículo 36, disposición ésta que instaura un Panel Técnico para resolver discrepancias de carácter técnico o económico que se produzcan entre las partes, durante la ejecución del contrato de concesión. La oración que agrega el proyecto extiende la competencia del Panel a la absolución de consultas sobre las mismas materias, que formulen el Ministerio de Obras Públicas y las sociedades concesionarias, conjunta o separadamente.


El señor Ministro de Obras Públicas explicó que la actuación del Panel Técnico no tiene carácter vinculante, sino que formula recomendaciones técnicas fundamentadas y no impide al concesionario ocurrir a la Comisión Arbitral7 o a la Corte de Apelaciones de Santiago. El propósito de la modificación es abrir una posibilidad adicional, pues de la consulta puede surgir una solución del conflicto que evite pasar al plano controversial que debe resolver  el órgano jurisdiccional.


A instancia del Honorable Senador señor Coloma se modificó la oración adicionada, para dejar en claro que pueden formular consultas una o más sociedades concesionarias.


- Con esa enmienda el numeral 1 del artículo 3 se aprobó por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Coloma. Horvath y Walker, don Ignacio.

Numeral 2


En concordancia con la modificación precedente, se inserta las palabras “y consultas” al inicio del inciso cuarto del artículo 36, norma que enuncia las materias de competencia del Panel Técnico.


- Se aprobó sin enmiendas, con igual unanimidad que el anterior.


La indicación N° 5) de la señora Presidenta de la República reemplaza el artículo 3 aprobado en general, por el siguiente:


“Artículo 3.- Modifícase el decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, del siguiente modo: 


1. Modifícase su artículo 1 bis de la siguiente manera:


a) Reemplázase su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 1 bis.- Habrá un Consejo de Concesiones, de carácter consultivo, integrado por:


1) Un consejero de libre designación y remoción conjunta por parte de los Ministros de Obras Públicas y de Hacienda, quien lo presidirá.


2) Dos consejeros designados por el Ministro o Ministra de Hacienda. El primero será un académico perteneciente a una facultad de Economía o Economía y Administración, y el segundo pertenecerá a una facultad de Ciencias Jurídicas o Ciencias Jurídicas y/o Sociales. Uno de ellos deberá pertenecer a una universidad con sede principal en una región distinta  a la Metropolitana.


3) Dos consejeros designados por el Ministro o Ministra de Obras Públicas. El primero será un académico perteneciente a una facultad de Ingeniería Civil, y el segundo pertenecerá a una facultad de Arquitectura. Uno de ellos deberá pertenecer a una universidad con sede principal en una región distinta  a la Metropolitana. 


4) El Ministro o Ministra de Obras Públicas.


Los Ministros de Hacienda y de Obras Públicas, según corresponda, deberán definir los perfiles profesionales, de competencias y aptitudes que deberán cumplir los candidatos a Consejeros señalados en los numerales 2 y 3 y enviarlos al Consejo de Alta Dirección Pública para su aprobación, el que deberá comunicar su decisión, mediante oficio a la autoridad pertinente, en un plazo de treinta días desde la recepción de los antecedentes.”.


b) Modifícase su inciso séptimo del siguiente modo:


i) Reemplázanse los puntos y coma de todos los literales por un punto.


ii) Reemplázase en el literal e) la expresión “, y” por un punto. 


iii) Agrégase la siguiente letra g), nueva:


“g) Modificar las características de las obras y servicios contratados, a objeto de incrementar los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación, mediante la suscripción de un convenio complementario al contrato de concesión, cuando, separada o conjuntamente, dichas modificaciones superen el 10% del presupuesto oficial de la obra, ya sea durante la etapa de construcción o explotación.”.


2. Intercálase en su artículo 20 el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:


“Cuando las modificaciones a que se refiere este artículo, separada o conjuntamente, superen el 10% del presupuesto oficial de la obra, ya sea durante la etapa de construcción o explotación, deberán ponerse los antecedentes a disposición del Consejo de Concesiones para que informe al Ministerio de Obras Públicas sobre la conveniencia de dichas modificaciones.”.  


3. Modifícase su artículo 36 del siguiente modo:


a) Agrégase en el inciso primero la siguiente oración final:


“Asimismo, el Ministerio de Obras Públicas y una o más sociedades concesionarias, en forma conjunta o separada, podrán realizar consultas al Panel Técnico sobre las materias mencionadas anteriormente.”.


b) Intercálase en el encabezado del inciso cuarto, entre las expresiones “discrepancias” y “que se produzcan”, los siguientes vocablos: “y consultas”.”.


Conviene resumir que el numeral 1 de este artículo 3 modifica el artículo 1° bis de la Ley de Concesiones, el numeral 2 afecta al artículo 20 de la misma y el numeral 3 incide en el artículo 36 de dicho cuerpo legal. Como se dijo, este último numeral resulta innecesario, pues repite, sin alterarlas, disposiciones ya aprobadas por la Comisión.


La discusión se dividió por numerales.

Numeral 1


Incide en el artículo 1° bis, en lo relativo a la integración del Consejo de Concesiones, entidad de carácter consultivo. Además, agrega a dicho precepto una letra g), nueva, que faculta al Ministerio de Obras Públicas para requerir un informe previo del Consejo para modificar las características de obras y servicios contratados, cuando separada o conjuntamente dichas modificaciones superen el 10% del presupuesto oficial de la obra, ya sea durante la etapa de construcción o de explotación. 


Es preciso indicar que este numeral está compuesto por dos literales: la letra a) reemplaza el primer inciso del artículo 1° bis por dos incisos, y no por uno, como reza la indicación; la letra b), conformada a su vez por tres números romanos en minúscula, inserta la mentada letra g) en un inciso que en virtud de lo recién explicado pasa a ser octavo.

En lo que atañe a la integración del Consejo de Concesiones, el señor Ministro de Obras Públicas explicó que el sentido de la indicación es cambiar la forma de nombrar a los Consejeros. Hasta ahora intervenía sólo el Ministro de Obras Públicas, en cambio, con esta indicación se incorpora al Ministro de Hacienda. Por otra parte, se confiere al Consejo una facultad adicional, consistente en informar, a solicitud del Ministerio de Obras Públicas, toda modificación de contrato que supere el 10% del presupuesto oficial de la obra. Los consejeros son cinco nombrados más el Ministro de Obras Públicas.

La razón que justifica compartir estas facultades es que de todas maneras las modificaciones de contrato tienen que ser vistas por ambos ministerios, por lo que la nueva integración del Consejo permite adelantar trabajo. 

A continuación se refirió al porcentaje del 10%,  mencionado en la indicación. Recordó que la proposición de la Comisión Engel fue reducir del 25% al 10% el monto de las modificaciones que requieren revisión y propuso que el asunto fuera evaluado por un consejo compuesto por un panel de expertos externos al Poder Ejecutivo; en cambio, en este proyecto es el Ejecutivo, por intermedio de los Ministerios de Obras Públicas y de Hacienda, el que decide la composición del Consejo de Concesiones, que tendrá, entre otras funciones, informar respecto de las modificaciones de contrato que superen el 10% del presupuesto oficial de la obra.

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, en primer término, destacó la necesidad de resolver un problema de redacción, eliminando la expresión “o Ministra” todas las veces que aparece. En segundo lugar, planteó el problema que se presentará en el Consejo de existir empate de votos, y propuso que sea el Ministro quien lo dirima.

Sobre el primer punto traído a colación por Su Señoría, la Comisión tuvo presente que en nuestra legislación no existe el cargo de “Ministra” y que incorporar un giro del lenguaje como el contenido en la indicación en normas aisladas del ordenamiento jurídico puede dar lugar a previsibles confusiones o conflictos de interpretación, muchas veces artificiales, sobre la eventual inaplicabilidad de alguna norma porque no utiliza expresamente los géneros femenino y masculino en el mismo sintagma.

Por otra parte, es del caso tener presente que nuestro Código Civil consulta en el artículo 20 una de las principales reglas de hermenéutica, cual es que las palabras de la ley se entenderán en su sentido natural y obvio, según el uso general de las mismas. A mayor abundamiento, el primer inciso del artículo 25 expresa: “Las palabras hombre, persona, niño, adulto y otras semejantes que en su sentido general se aplican a individuos de la especie humana, sin distinción de sexo, se entenderán comprender ambos sexos en las disposiciones de las leyes, a menos que por la naturaleza de la disposición o el contexto se limiten manifiestamente a uno solo.”.

Refuerza este razonamiento el criterio adoptado por la Real Academia de la Lengua Española, que en su Diccionario Panhispánico de Dudas afirma que el desdoblamiento en cuestión es artificioso e innecesario, porque el genérico del masculino  es apto para designar toda la clase, esto es, todos los individuos de la especie. Agrega dicha fuente que la tendencia al desdoblamiento indiscriminado del sustantivo va contra el principio de economía del lenguaje, se funda en razones extralingüísticas, genera dificultades sintácticas y de concordancia y complica innecesariamente la redacción y lectura de los textos.

La abogada asesora señora Andrea Rojas informó que de acuerdo con la Ley de Concesiones y sus reglamentos, quien dirime en caso de empate es justamente el Presidente del Consejo de Concesiones, que es el Ministro de Obras Públicas. 

El Honorable Senador señor Letelier consideró que la intervención conjunta de los ministerios de Hacienda y de Obras Públicas se explica porque hay recursos comprometidos, a la vez que una visión estratégica de cuál es la infraestructura que se busca implementar. Manifestó su conformidad con la indicación relacionada con la integración del Consejo Consultivo.

Sin embargo, planteó una inquietud sobre el segundo inciso del artículo 1 bis propuesta en la indicación, específicamente en lo referido a la intervención del sistema de Alta Dirección Pública. Estimó que ese inciso está de más, toda vez que el Consejo es una instancia de definición de políticas públicas, de decisiones de otro orden y no está constituido por funcionarios públicos que ejerzan una función de dirección administrativa. Consideró que definir el perfil de los consejeros debería corresponder a los Ministerios intervinientes. Por ello solicitó dividir la votación respecto de este punto.

Seguidamente, consultó al señor Ministro por el rol de los Gobiernos Regionales en la definición de proyectos de interés público. Manifestó que en la práctica no se consulta a los Gobiernos Regionales. Evocó el proyecto “Convento Viejo”, en la región de O’Higgins, que se aprobó con un subsidio de aproximadamente 85%, decisión que no fue consultada a la Región, y ésta ha debido cargar durante veinte años con menos recursos para infraestructura porque se adoptaron decisiones como el monto de ese subsidio, que es uno de los parámetros que se toman en cuenta al momento de calcular en la Ley de Presupuestos la cantidad a invertir en cada región, porque son recursos que el Estado tiene que pagar a la concesionaria.

Dejó planteada está inquietud, para ser abordada en otro momento.

El señor Ministro de Obras Públicas explicó que está reglamentado que se pida a todos los actores, incluidos los Gobiernos Regionales, la opinión sobre iniciativas privadas declaradas de interés público. Tratándose de las iniciativas que surgen desde el Ministerio de Obras Públicas, se comprometió a implementar una instrucción genérica en igual sentido, con una fórmula que asegure su permanencia en el tiempo.

 - Sometido a votación el segundo inciso del nuevo artículo 1 bis propuesto en la indicación N° 5), fue rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Horvath, Quintana y Letelier.


- El resto del numeral 1 fue aprobado con las modificaciones propuestas por el Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, y otras adecuaciones formales, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Horvath, Quintana y Letelier.

Numeral 2

Intercala en el artículo 20 de la Ley de Concesiones el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:

“Cuando las modificaciones a que se refiere este artículo, separada o conjuntamente, superen el 10% del presupuesto oficial de la obra, ya sea durante la etapa de construcción o explotación, deberán ponerse los antecedentes a disposición del Consejo de Concesiones para que informe al Ministerio de Obras Públicas sobre la conveniencia de dichas modificaciones.”. 


El artículo 20 en cuestión permite que el Ministerio de Obras Públicas y el concesionario acuerden modificar las características de las obras y servicios contratados, a objeto de incrementar los niveles de servicio y los estándares técnicos establecidos en las bases de licitación, para lo cual deben suscribir un convenio complementario.


La proposición del Ejecutivo es concordante con la nueva letra g) intercalada por el numeral anterior, ya aprobado, en el inciso del artículo 1 bis que pasó a ser octavo.


- Puesto en votación el numeral 2, resultó aprobado con ajustes menores de redacción, por unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Horvath, Quintana y Letelier.


Numeral 3


Modifica el artículo 36 de la Ley de Concesiones del siguiente modo:


a) Agrega en el inciso primero la siguiente oración final:


“Asimismo, el Ministerio de Obras Públicas y una o más sociedades concesionarias, en forma conjunta o separada, podrán realizar consultas al Panel Técnico sobre las materias mencionadas anteriormente.”.


b) Intercala en el encabezado del inciso cuarto, entre las expresiones “discrepancias” y “que se produzcan”, los siguientes vocablos: “y consultas”.”.


Como se dijo antes, esta propuesta no innova en la que ya había sido aprobado por la Comisión y la materia no exige iniciativa exclusiva, por lo que no se trató.

Artículo 4


Su texto es el siguiente:


“Artículo 4.- Establécese una asignación especial para los funcionarios pertenecientes a la planta de profesionales de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, o que se encuentren asimilados a ella, en razón del desempeño de las funciones de regulación y fiscalización de la Dirección.


El monto de la asignación especial no podrá ser superior al 60% de la suma de las siguientes remuneraciones: 


a) Sueldo base.


b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley 
N° 19.185.


c) Asignación del artículo 19 de la ley N° 19.185.


d) Asignación del artículo 6 del decreto ley 

N° 1.770, de 1977, según corresponda. 


La asignación especial será otorgada hasta un máximo de 72 funcionarios de aquellos a que se refiere el inciso primero, y el monto para cada uno de ellos será determinado por el Ministro de Obras Públicas, a propuesta del Director General de Concesiones de Obras Públicas, mediante decreto expedido anualmente bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas, visado por la Dirección de Presupuestos, el que deberá fundarse en criterios objetivos que considerarán los niveles de responsabilidad y complejidad de las funciones desempeñadas por los funcionarios.


La asignación especial se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable, y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. Además, será incompatible con las asignaciones de los artículos sexagésimo quinto y septuagésimo tercero de la ley N° 19.882.”.


Las asignaciones incompatibles a que se refiere este último inciso son la de alta dirección pública y la de funciones críticas.


El Coordinador de Concesiones, señor Abedrapo, expuso que el compromiso asumido con el personal al decidir la creación de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas fue mantener la dotación y las remuneraciones. En la actualidad el 81% del equipo que se desempeña en la Coordinación lo hace en la modalidad a honorarios y el resto es personal a contrata. Sin duda, agregó, ello es una anomalía en un órgano permanente. 


Por lo que dice relación con las remuneraciones, se trabajó en conjunto con la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda. Atendido el hecho de que los honorarios de ese 81% del personal están fijados en contratos individuales, se concluyó que la solución es la que se propone en el artículo en debate, o sea, la creación de una asignación especial, fijando al mismo tiempo las bases de cálculo y el número de profesionales beneficiados. Con ello se cubre la diferencia entre las escalas de remuneraciones del sector público y las rentas que actualmente perciben esas personas; en consecuencia, en este plano no habrá aumento ni detrimento. Lo cual no obsta al cumplimiento del compromiso de incorporar 15 personas más, entre profesionales e inspectores fiscales, como consecuencia del incremento del número de concesiones. Advirtió que la fórmula para los técnicos y administrativos se resuelve en el artículo siguiente.


El Honorable Senador señor Coloma recordó que la preocupación manifestada ante la Comisión por los representantes de los trabajadores dice relación más bien con las normas para el encasillamiento.


El Coordinador de Concesiones, señor Abedrapo, expresó que, como resultado del proceso de encasillamiento, más del 95% de los trabajadores actuales quedará en condiciones de planta y a contrata. Estimativamente habrá sólo siete personas, de un total de 296, que seguirán a honorarios, como los asesores de la Dirección, los que se desempeñan por media jornada o los que no satisfacen algún requisito.


El señor Ministro de Obras Públicas explicó que este y los siguientes artículos del proyecto registran los acuerdos alcanzados con los trabajadores de la Coordinación de Concesiones, contenidos en los Protocolos aportados al debate por la organización gremial del personal.


- Puesto en votación el artículo 4, resultó aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti y Horvath.

Artículo 5


Su texto es el siguiente:


“Artículo 5.- La asignación especial señalada en el artículo anterior será otorgada, además, hasta a un máximo de 22 funcionarios a contrata asimilados a las plantas de Técnicos y de Administrativos de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas que a la fecha de su contratación cumplan con los siguientes requisitos copulativos: 


a) Haber prestado servicios a honorarios por a lo menos cinco años, continuos o discontinuos, en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas. 


b) Haberse encontrado prestando servicios en calidad de honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas al 30 de noviembre de 2016.


c) Que las labores desempeñadas a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas hayan correspondido a la prestación de servicios para cometidos específicos y que sean de naturaleza habitual de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.


Los cupos a que se refiere el inciso anterior se asignarán por una única vez y se extinguirán cuando el personal a quien se le hubiere otorgado la asignación cese en sus funciones por cualquier causal, y no podrán reasignarse a otros funcionarios. Cada vez que dicho personal cese en sus funciones, la Dirección General de Concesiones deberá comunicarlo a la Dirección de Presupuestos. La individualización de los funcionarios que percibirán la asignación especial y el monto que corresponda para cada uno de ellos será determinado por el Ministro de Obras Públicas, a propuesta del Director General de Concesiones de Obras Públicas, mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas, visado por la Dirección de Presupuestos, considerando lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4.”.


El Honorable Senador señor Coloma pidió aclarar qué se entiende por “naturaleza habitual”, expresión que califica los servicios del personal a honorarios que será traspasado. Por otra parte, expresó que le preocupa la característica personalizada que se da a la asignación que crea este artículo, conforme a la cual los cupos se extinguen por el cese de funciones del beneficiado. 


Lo normal es que una asignación se otorgue en razón de la función y no de la persona. Por otra parte, esta fórmula genera un incentivo opuesto a la finalidad perseguida, en la medida en que poniendo fin a los servicios de quienes sean encasillados a contrata, su reemplazo implicaría una economía de costos.


El Coordinador de Concesiones, señor Abedrapo, explicó que quienes se desempeñan a honorarios no tienen la condición jurídica de funcionario. Entonces, en el proceso de encasillamiento en los grados de la planta sufrirán en menoscabo remuneracional, pérdida que esta asignación compensa, reconociéndoles también la antigüedad. Una vez que ellos cesen en sus funciones, quienes vengan a reemplazarlos no estarán en la misma condición, por lo que les corresponderá ceñirse a las normas generales que regulan la carrera funcionaria, lo que incluye un grado y las remuneraciones asignadas al mismo, entre otras cosas.


El Jefe de la División Administración y Finanzas de la Coordinación de Concesiones, señor Pablo Núñez, complementó lo expuesto por el señor Abedrapo señalando que lo que se buscó y obtuvo en el acuerdo con el Ministerio de Hacienda fue el traspaso de la mayoría de los trabajadores, entre los cuales hay administrativos y técnicos que perciben rentas superiores a las contempladas en los grados de la planta, diferencia que la asignación salva, para evitarles sufrir un detrimento pecuniario.


A modo de ejemplo, expuso que una secretaria que hoy percibe una renta bruta de $ 1.200.000, pasaría a recibir un sueldo bruto de $ 1.080.000 al encasillarla. Esto es lo que resuelve la asignación personal y transitoria en análisis; y si esa funcionaria cesa, quien la reemplace gozará de la remuneración que corresponde según las reglas generales de la administración pública.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, resaltó que esta disposición sólo es aplicable a los técnicos y administrativos, no así a los profesionales, que están regulados por el artículo precedente. Ahora bien, como es una norma cuya aplicación se agotará cuando estos funcionarios hayan cesado, lo lógico es que el artículo 5 sea una norma transitoria de este proyecto.


El Honorable Senador señor De Urresti afirmó que no hay peor práctica en la administración que la de establecer excepciones, que generarán presiones de otros servicios sobre el Estado y a la larga devendrán en permanentes. 


Manifestó su preferencia por sincerar derechamente la situación a que se aspira, cual es que el personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas tenga un estándar remuneracional más alto, en razón de la relevancia e impacto de sus funciones, de su especialidad y de su experiencia, y así nivelar hacia arriba, tal como se hizo con la Superintendencia del Medio Ambiente, donde los funcionarios fueron encasillados en categorías más altas y los nuevos que ingresan lo hacen en iguales condiciones que los que están. 


La solución de este artículo establece una discriminación artificial de dudosa constitucionalidad.


El señor Ministro de Obras Públicas declaró que el principio adoptado en esta materia fue que ninguna persona traspasada al nuevo servicio sufriera un menoscabo en su remuneración, aunque ésta supere a la de servidores del Estado que desempeñan igual función. Ellos mantienen un derecho adquirido hasta que cesan en su función, pero luego, quienes vengan a sustituirlos deben ajustarse a la Escala Única de Sueldos. La alternativa era efectuar este ajuste de inmediato y rebajarles la remuneración, lo que es absolutamente inviable y es injusto para personas que no son responsables de las decisiones que determinaron sus emolumentos.


El Coordinador de Concesiones, señor Abedrapo, agregó que en el sistema de remuneraciones del sector público un componente retribuye y premia la antigüedad, beneficio al que no han tenido acceso quienes se han desempeñado por largos años a honorarios en la Unidad Coordinadora de Concesiones, en un régimen eminentemente precario. Además, desde el inicio se ofrecieron mejores rentas, para captar profesionales de alto nivel, ajustándose a los valores imperantes en el mercado.


El Honorable Senador señor Coloma sostuvo que se debe reafirmar el criterio de que a igual trabajo igual remuneración. Concordó en que la solución debe darse en un artículo transitorio y llamó la atención sobre el artículo 6, que discurre sobre la misma idea del 5.


El Jefe de asesores, señor Enrique Álvarez, a fin de despejar dudas expresadas respecto de una eventual inconstitucionalidad de esta norma, informó que ella es semejante a la asignación por funciones críticas, que es igualmente personal y no se transmite al reemplazante en el cargo, y se otorga a juicio exclusivo de la jefatura. No se trata de una remuneración permanente, sino de una asignación otorgada a una persona determinada.


El Honorable Senador señor De Urresti declaró no tener buena opinión respecto de la asignación por funciones críticas, porque su abuso ha desvirtuado el objetivo original. Su otorgamiento y forma de reparto están entregados al arbitrio de quienes la conceden y la perciben. Hay que evitar también lo que ha ocurrido con el pago de horas extraordinarias, que se usa para incrementar la remuneración y no como retribución de una extensión en el tiempo de labores.


Una solución viable, en opinión de Su Señoría, es relacionar derechamente esta asignación con el reconocimiento proporcional de la antigüedad en el servicio, siempre que exceda de un mínimo. 


El señor Ministro de Obras Públicas manifestó que la diferencia de remuneración no sólo afectará a los nuevos funcionarios: también quienes tengan menos de cinco años continuos o discontinuos en la Coordinación de Concesiones la sufrirán, por aplicación del requisito fijado en la letra a) del artículo 5.


Los Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti, Horvath y Walker, don Ignacio, sometieron a la consideración del Ejecutivo, para su eventual patrocinio, una indicación que podría resolver el asunto en debate y cuyo texto se transcribe a continuación:


“Para agregar los siguientes artículos segundo y tercero transitorios nuevos, pasando los actuales artículos segundo y tercero transitorios, a ser tercero y cuarto transitorios, respectivamente:


"Artículo Segundo.- El personal a honorarios que, a la fecha de inicio de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, se encuentre prestando servicios en la Coordinación de Concesiones de Obras Publicas del Ministerio de Obras Públicas, será designado a contrata, conforme a la dotación máxima de personal de dicha Dirección, a contar de la fecha antes señalada, manteniendo sus remuneraciones brutas al momento de la contratación, para lo cual se aplicarán, según corresponda, las asignaciones contempladas en los artículos 4 y 5 de la presente ley, así como la asignación por funciones críticas a que se refiere el artículo cuarto transitorio.


Para dichos efectos, el personal a contratar deberá cumplir con los requisitos generales de ingreso a la Administración Pública y los específicos establecidos en los cargos de la Planta de personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas; y, haberse encontrado prestando servicios a honorarios en la Coordinación de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas al 30 de noviembre de 2016.".


Artículo Tercero.- En los primeros concursos de ingreso que se realicen para cada uno de los cargos correspondientes a las plantas de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, serán debidamente ponderados como experiencia laboral los años de servicios prestados a honorarios en la Coordinación de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas.".


El Jefe de asesores del Ministro, señor Enrique Álvarez, anunció que el Ejecutivo recogía la idea de consignar las disposiciones del artículo 5 como norma transitoria. En consecuencia, en la sesión ulterior en que la Comisión trató las indicaciones de la señora Presidenta de la República se debatió la indicación N° 6), que elimina el artículo 5, para incorporarlo luego como artículo primero transitorio, al que nos referiremos más adelante.


- La indicación N° 6), que elimina el artículo 5, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Horvath, Letelier y Quintana.


- La indicación de los señores Coloma, De Urresti, Horvath y Walker, don Ignacio, fue retirada por sus autores.

Artículo 6


Su texto es el siguiente:


“Artículo 6.- La asignación especial a que se refieren los artículos 4 y 5 no podrá significar un gasto total anual superior a $545.000.000 (quinientos cuarenta y cinco millones de pesos), el que irá disminuyendo en razón de la cantidad de cupos que se extingan de acuerdo a lo establecido en el artículo anterior.”.


- Fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti y Walker, don Ignacio.


La indicación N° 7) de la señora Presidenta de la República propone adecuar las referencias internas que hace este precepto; está compuesta por los dos literales siguientes:


“a) Reemplázase la frase “los artículos 4 y 5” por la siguiente: “los artículos 4 y primero transitorio de esta ley”.


b) Sustitúyese la frase “establecido en el artículo anterior” por la siguiente: “establecido en el artículo primero transitorio de esta ley”.

Por razones de técnica legislativa se suprimió la expresión “de esta ley”, las dos veces que aparece en la indicación.

- Ambas proposiciones fueron aprobadas, con esas enmiendas de forma, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Horvath, Letelier y Quintana.
Disposiciones transitorias


La indicación N° 8) de la señora Presidenta de la República intercala los siguientes artículos primero y segundo transitorios nuevos, pasando el actual artículo primero, a ser artículo tercero y así sucesivamente:


“Artículo primero.- La asignación especial señalada en el artículo 4 de esta ley será otorgada, además, hasta a un máximo de 22 funcionarios a contrata asimilados a las plantas de Técnicos y de Administrativos de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas que a la fecha de su contratación cumplan con los siguientes requisitos copulativos: 


a) Haber prestado servicios a honorarios por, a lo menos cinco años, continuos o discontinuos, en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas. 


b) Haberse encontrado prestando servicios en calidad de honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas al 30 de noviembre de 2016.


c) Que las labores desempeñadas a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas hayan correspondido a la prestación de servicios para cometidos específicos y que sean de naturaleza habitual de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.


Los cupos a que se refiere el inciso anterior se asignarán por una única vez y se extinguirán cuando el personal a quien se le hubiere otorgado la asignación cese en sus funciones por cualquier causal, y no podrán reasignarse a otros funcionarios. Cada vez que dicho personal cese en sus funciones la Dirección General de Concesiones deberá comunicarlo a la Dirección de Presupuestos. La individualización de los funcionarios que percibirán la asignación especial y el monto que corresponda para cada uno de ellos será determinado por el Ministro o Ministra de Obras Públicas, a propuesta del Director General de Concesiones de Obras Públicas, mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas, visado por la Dirección de Presupuestos, considerando lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4 de esta ley. 


Artículo segundo.- El  Presidente de la República, sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882, podrá nombrar al primer Director General de Concesiones de Obras Públicas, quién asumirá de inmediato, por el plazo máximo de un año y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública, y percibirá la asignación de alta dirección pública fijada para tal efecto.


El primer nombramiento de los cargos correspondientes al segundo nivel jerárquico de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas podrá realizarse sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882. Los funcionarios así designados asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año, en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la ley antes señalada, y percibirán la asignación de alta dirección pública fijada para tal efecto.”.

- - - - - -


A estas alturas del debate, la Comisión recibió excepcionalmente en audiencia a la Asociación de Trabajadores de la Coordinación de Concesiones, cuyo Presidente, señor Pablo Muñoz, reiteró planteamientos hechos en su intervención anterior, en particular lo relativo al traspaso efectivo de los trabajadores y al reconocimiento de la antigüedad, para los efectos de concursar por los cargos de planta y a contrata. Resaltó que estos trabajadores han tenido un rol muy importante en la formación y desarrollo del servicio, en la mejora de sus procesos y en el aporte de sus conocimientos y experiencia. Advirtió que se percibe un riesgo en el traspaso de los trabajadores a honorarios, puesto que el texto del proyecto no regula el punto de manera expresa, sino que alude a los de planta y a contrata, que son la minoría; otro tanto ocurre con el reconocimiento de la antigüedad, afirmó.

- - - - - -

El Coordinador de Concesiones, señor Abedrapo, aclaró que estos artículos y los siguientes dicen relación con el traspaso de los funcionarios que actualmente se desempeñan en la Coordinación de Concesiones. 

Precisó que en ella trabajan 302 funcionarios, el 19% de los cuales lo hace bajo la modalidad de contrata y el 81% son trabajadores a honorarios. Uno de los principales objetivos del proyecto de ley es asegurar que la mayoría del personal esté en calidad de planta y de contrata, siendo la excepción los trabajadores a honorarios.  

Este primer artículo transitorio contiene la asignación especial que figuraba en el artículo 5 permanente, que fue eliminado. 
En cumplimiento de lo acordado previamente, también en esta norma se suprimió las palabras “o Ministra”. Además, por razones de técnica legislativa, se eliminó también las palabras “de esta ley”, que figuran al final del último inciso de este artículo.

- El nuevo Artículo primero transitorio fue aprobado con esas modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Coloma, Horvath, Quintana y Letelier.
Respecto del segundo artículo transitorio propuesto en la indicación N° 8), el señor Ministro de Obras Públicas, explicó que cuando se cree la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas el gran porcentaje de trabajadores a honorarios pasará a estar en calidad de planta o a contrata, dependiendo del encasillamiento que permite el decreto con fuerza de ley. 

Los primeros dos niveles jerárquicos, que debieran ser elegidos a través del sistema de Alta Dirección Pública, podrán ser nombrados por el Presidente de la República, por un lapso máximo de un año, mientras se implementa y ejecuta el proceso de la ley N° 19.882. El sentido de esta disposición es no privar de dirección a la  nueva Dirección General que crea el proyecto en informe, durante dicho plazo. 

El Honorable Senador señor Letelier, manifestó su desacuerdo con la intervención del sistema de Alta Dirección Pública, por estimar que debe ser el Gobierno el que nombre al Director General de Concesiones. Agregó que si se va a aprobar este modelo, el plazo máximo de un año es escaso, dado que hay concursos públicos que resultan más prolongados en el tiempo.  

El señor Ministro de Obras Públicas insistió en la suficiencia del plazo de un año. La Alta Dirección Pública preceptúa que en el caso de que no esté la primera autoridad del servicio opera la subrogación; por lo tanto, es poco probable que además de vacar el primer cargo no haya algún subrogante, de modo que es muy improbable que el servicio quede sin dirección.

El Honorable Senador señor Horvath, estimó que los antecedentes aportados por el señor Ministro son suficientes y se manifestó conforme con el plazo establecido.

Su Señoría reiteró la necesidad de crear una unidad de innovación y tecnología dentro del Ministerio y dentro de la Dirección General de Concesiones. Hoy en día, mediante el uso de redes, cámaras y otros elementos tecnológicos se puede saber exactamente a qué grado de uso está sometida una determinada infraestructura y qué grado de gestión o prevención se puede hacer en ella. Hizo hincapié en la importancia de los sistemas de monitoreo y en su utilidad para anticiparse a accidentes graves.

- El nuevo artículo segundo transitorio fue aprobado con los votos favorables de los Honorables Senadores señores Coloma, Horvath, Quintana y Walker, don Ignacio, y la abstención del Honorable Senador señor Letelier.
- - - - - -

Artículo primero transitorio, que pasa a ser tercero transitorio

Su texto es el siguiente:


“Artículo primero.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de nueve meses, contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Obras Públicas y suscritos también por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1. Fijar las plantas de personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y dictar todas las normas necesarias para su adecuada estructuración y operación. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 de la ley Nº 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, determinar los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI  de la ley Nº 19.882 y las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Además, podrá establecer las normas para el encasillamiento en las plantas.


2. Disponer el traspaso de los funcionarios titulares de planta y a contrata desde la Dirección General de Obras Públicas a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, y podrá establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas.


3. Determinar la dotación máxima del personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


4. Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije, del traspaso y del encasillamiento que se practique y de la iniciación de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.


5. Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad señalada en el número 1 de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.


6. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


c) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


7. Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde la Dirección General de Obras Públicas a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.”.


El debate se ordenó por los numerales de este artículo.

Numeral 1


El Honorable Senador señor Coloma trajo a colación una vieja discusión respecto de la forma en que se fijan las plantas de los servidores públicos, cuestión que se repite en muchos proyectos de ley: la práctica arraigada  no se ciñe a lo dispuesto por el artículo 38 de la Constitución Política de la República, según el cual una ley orgánica constitucional determinará la organización básica de la Administración Pública, garantizará la carrera funcionaria y los principios de carácter técnico y profesional en que deba fundarse, y asegurará tanto la igualdad de oportunidades de ingreso a ella como la capacitación y el perfeccionamiento de sus integrantes. Esta materia queda también sujeta a la limitación que dispone el segundo inciso del artículo 64 de la Carta Fundamental, en el sentido de que el Congreso Nacional no puede delegar en el Presidente de la República la facultad de dictar disposiciones con fuerza de ley en “materias comprendidas en las garantías constitucionales o que deban ser objeto de leyes orgánicas constitucionales o de quórum calificado”.


En consecuencia, anunció que se abstendría en la votación de estas normas, lo mismo que vienen haciendo varios Senadores en otros proyectos de ley, con la finalidad de llamar la atención sobre el punto e intentar inducir un cambio en la costumbre legislativa.

Numeral 2


El Honorable Senador señor Coloma advirtió una probable contradicción entre el plazo de 9 meses fijado en el encabezado de este artículo y el plazo para el encasillamiento que podrá establecerse según este numeral, el cual no tiene límite. En cualquier caso, sugirió que los plazos que se fijen sean máximos.

Numeral 3


El Honorable Senador señor Coloma consultó el motivo para exceptuar a la Dirección General de Concesiones del límite del inciso segundo del artículo 10 del Estatuto Administrativo, que establece que el número de funcionarios a contrata de una institución no podrá exceder de una cantidad equivalente al veinte por ciento del total de los cargos de la planta de personal de ésta. Porque esta autorización viene a sumarse a la facultad delegada para fijar la planta. Y lo normal debiera ser la tendencia a cumplir las normas.


La abogada señora Andrea Rojas reconoció que esta es una norma tipo, que se está aplicando en todos los proyectos del Ejecutivo. Ahora bien, agregó, en la especie se trata de proveer un cierto grado de elasticidad al proceso de integración de la planta.


El Jefe de asesores del Ministerio de Obras Públicas, señor Enrique Álvarez, propuso fijar también a esta disposición excepcional un plazo máximo de vigencia.

Numeral 4


El Honorable Senador señor Coloma planteó que también en esta norma convendría incluir un plazo, como el que se ha sugerido recién.

Numeral 6


El Honorable Senador señor Coloma expresó dudas acerca de la segunda oración de la letra a) de este numeral, sobre cambio de residencia de los funcionarios, como consecuencia de las facultades señaladas en este artículo transitorio. Preguntó si se pretende que este impedimento sea de efectos permanentes o deba tener una duración determinada.


El Coordinador de Concesiones, señor Eduardo Abedrapo, respondió que la norma está concebida para resguardar la situación de quienes ostentan la calidad de funcionarios de planta o a contrata, que son quienes ingresaron por concurso y con sujeción a las regulaciones administrativas pertinentes y no se les quiere exponer a que deban soportar un desmedro en sus condiciones laborales por la vía del traslado. En todo caso, anotó, esta limitación es renunciable, bastando que el funcionario manifieste su consentimiento al efecto. 


Sin embargo, atendido que la dotación de la Coordinación de Concesiones está conformada por un 81% de profesionales a honorarios, incluidos los inspectores fiscales que hay en regiones, la intención en este caso es protegerlos también a ellos.


El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó que esta delegación de facultades es bastante estándar, y parece especialmente adecuado para la transición desde un servicio a una nueva Dirección General. Además, está concordada con el personal en actual servicio.

Numeral 7


El Honorable Senador señor De Urresti consultó qué bienes son los que se permite traspasar desde la Dirección General de Obras Públicas a la de Concesiones.


El Coordinador de Concesiones, señor Eduardo Abedrapo, informó que se trata fundamentalmente de bienes muebles que forman parte del equipamiento de las oficinas.

Finalmente, el Honorable Senador señor Coloma reiteró la necesidad de incluir en los numerales 5 y 6 plazos determinados.


- El artículo primero transitorio, que pasa a ser tercero transitorio, fue aprobado por mayoría. Votaron a favor los Honorables Senadores señores De Urresti y Walker, don Ignacio, y se abstuvo el Honorable Senador señor Coloma.


La indicación N° 9) de la señora Presidenta de la República sustituye, en el inciso primero del actual artículo primero transitorio, que ha pasado a ser artículo tercero transitorio, la palabra “nueve” por “seis”.


El señor Ministro de Obras Públicas precisó que la indicación responde a la lo solicitado por la Comisión, en el sentido de reducir el plazo para la dictación de las normas delegadas. Agregó que simultáneamente con la tramitación legislativa se está trabajando en la preparación del decreto con fuerza de ley.


- Sometida a votación la indicación N° 9), fue aprobada por unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Horvath, Quintana, Letelier y Walker, don Ignacio.
La señora Presidenta de la República formuló la indicación N° 10), que intercala a continuación del actual artículo primero transitorio, que pasó a ser artículo tercero transitorio, el siguiente artículo cuarto transitorio, nuevo, pasando el actual artículo segundo a ser quinto y así sucesivamente:
“Artículo cuarto.- El personal que a la fecha de inicio de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas se encuentre prestando servicios a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas, optará a modificar su calidad jurídica de honorarios a suma alzada a contrata siempre que cumpla con los requisitos respectivos y otorgue previamente su consentimiento. 

En la medida que el personal señalado en el inciso anterior cumpla con los requisitos respectivos y dé su consentimiento, las modificaciones de calidad jurídica señaladas en el inciso anterior alcanzarán un número máximo de 218 personas, las que deberán incluirse en la dotación máxima de personal del primer presupuesto que se fije para la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, a la vez que un número equivalente de personas deberá ser excluido del número máximo de personas a ser contratadas a honorarios fijado en las glosas presupuestarias correspondientes, asociadas a los subtítulos 21 y 24.

Los funcionarios que cambien de calidad jurídica de acuerdo a lo señalado en este artículo mantendrán sus remuneraciones brutas.”. 

El Honorable Senador señor Walker, don Ignacio, observó la necesidad de mejorar la redacción, en el sentido de sustituir la forma verbal “optará”, que tiene una connotación imperativa, por la expresión “podrá optar”, que subraya el carácter facultativo de la disposición. Asimismo, propuso reemplazar las palabras “a contrata”, por el sintagma “por la de contrata”. Ambas indicaciones fueron acogidas por la Comisión.

El Honorable Senador señor Letelier, estimó que la frase “y otorgue previamente su consentimiento” es redundante si se acoge el cambio de redacción recién propuesto y planteó dividir la votación respecto de la frase final del primer inciso del nuevo artículo cuarto transitorio propuesto en esta indicación. Por otra parte, es útil y necesario que los funcionarios del Estado entiendan y asuman que la previsión, la seguridad social, es responsabilidad suya.

La abogada señora Andrea Rojas, indicó que la redacción que se propone pretende recoger el espíritu de la indicación que en su oportunidad habían presentado los Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti, Horvath y Walker, don Ignacio, y sigue un criterio ya aceptado por el Congreso Nacional en la Ley de Presupuesto.

El señor Ministro de Obras Públicas, consideró que más allá de la redacción, el objetivo de este artículo es asegurar a las personas que están trabajando a honorarios que van a pasar a contrata, dejándoseles la opción de manifestar su negativa.

Destacó la importancia del último inciso, que dispone que los funcionarios que cambien de calidad jurídica, mantendrán sus remuneraciones brutas.
- Puesta en votación la última frase del primer inciso de este nuevo artículo transitorio, fue aprobada por mayoría de votos. Votaron a favor los Honorables Senadores señores Coloma, Horvath y Quintana. En contra lo hicieron los Honorables Senadores señores Letelier y Walker, don Ignacio. 

- El resto de la indicación N° 10) fue aprobado con las enmiendas de forma ya explicadas, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, Horvath, Quintana, Letelier y Walker, don Ignacio. 

Artículo segundo transitorio, que pasa a ser quinto transitorio

Su texto es el siguiente:


“Artículo segundo.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y transferirá los fondos necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


En el decreto señalado en el inciso anterior, se autorizará un máximo de 35 cupos para los efectos del artículo septuagésimo tercero de la ley N° 19.882. En los años siguientes, se estará a lo que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva.”.


El Honorable Senador señor Coloma objetó en este caso que materias propias de la potestad legislativa se regulen por decreto.


- El Artículo Segundo transitorio, que pasará a ser quinto transitorio, fue aprobado por mayoría. Votaron a favor los Honorables Senadores señores De Urresti y Walker, don Ignacio, y se abstuvo el Honorable Senador señor Coloma.

Artículo tercero transitorio, que pasa a ser sexto transitorio

Su texto es el siguiente:


“Artículo tercero.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Obras Públicas, Programa 12-02-08 Administración Sistema de Concesiones, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público. Para los años posteriores, se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público.”.


- Se aprobó como artículo sexto transitorio, por la unanimidad de los miembros de la comisión presentes, Honorables Senadores señores Coloma, De Urresti y Walker, don Ignacio.

La señora Presidenta de la República formuló la indicación N° 11), para incorporar el siguiente artículo séptimo transitorio, nuevo:


“Artículo séptimo.- La integración del Consejo de Concesiones a que se refiere el artículo 1 bis, del decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, vigente a la fecha de publicación de la presente ley, se mantendrá por el plazo de un año contado desde dicha fecha.”.


- Fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión presentes, Honorables Senadores señores Horvath, Quintana, Letelier y Walker, don Ignacio.

- - - - - - -
MODIFICACIONES


En conformidad con los acuerdos precedentemente expuestos, la Comisión de Obras Públicas tiene el honor de proponer al Senado las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado por la Cámara de Diputados en el primer trámite constitucional:

Artículo 1

Numeral 2

Artículo 22 bis


- En el inciso primero, intercalar la palabra “conservación”, precedida de una coma, entre la palabra “mantención” y la conjunción “y”.

(Indicación N° 1), unanimidad 4 x 0).

Artículo 22 ter


- En la letra g), agregar el siguiente párrafo nuevo:


“Dicho plan contendrá una visión territorial, para lo cual sus proyectos contemplarán infraestructura en diferentes zonas del país, procurando un desarrollo armónico entre ellas.”.
(Indicación N° 2), unanimidad 4 x 0).

- En la letra h), intercalar la palabra “conservación”, seguida de una coma, entre el vocablo “mantención” y la conjunción “o”.

(Indicación N° 2), unanimidad 4 x 0).

- En la letra l), iniciar con mayúscula las palabras “dirección general”, escritas antes de la expresión “a su cargo”.

(Unanimidad, 3 x 0).


- En la letra n), intercalar la frase entre comas “tanto de operación como de proyectos en estudio y en etapa de construcción”, entre las palabras “calificadas” y “lo”.    
(Indicación N° 2), unanimidad 4 x 0).
Artículo 22 quáter


- En ambos incisos de este artículo iniciar con mayúscula las palabras “dirección general”.

(Unanimidad, 3 x 0).


- En el inciso segundo, insertar la frase “incluido el grado de avance del plan a cinco años señalado en la letra g) del artículo 22 ter”, precedida de una coma, a continuación de la expresión final “el período siguiente”.

(Indicación N° 3), unanimidad 4 x 0).
Artículo 2


- En el inciso segundo, escribir en plural la palabra “Obra”, que integra la denominación de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.
(Unanimidad, 3 x 0).
Artículo 3


- Reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 3.- Modifícase el decreto supremo 
N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, del siguiente modo: 


1. Modifícase el artículo 1 bis de la siguiente manera:


a) Reemplázase el inciso primero por los dos siguientes:


“Artículo 1 bis.- Habrá un Consejo de Concesiones, de carácter consultivo, integrado por:


1) Un consejero de libre designación y remoción conjunta por parte de los Ministros de Obras Públicas y de Hacienda, quien lo presidirá.


2) Dos consejeros designados por el Ministro de Hacienda. El primero será un académico perteneciente a una facultad de Economía o Economía y Administración, y el segundo pertenecerá a una facultad de Ciencias Jurídicas o Ciencias Jurídicas y/o Sociales. Uno de ellos deberá pertenecer a una universidad con sede principal en una región distinta  a la Metropolitana.


3) Dos consejeros designados por el Ministro de Obras Públicas. El primero será un académico perteneciente a una facultad de Ingeniería Civil, y el segundo pertenecerá a una facultad de Arquitectura. Uno de ellos deberá pertenecer a una universidad con sede principal en una región distinta  a la Metropolitana. 


4) El Ministro de Obras Públicas.”.

b) Modifícase el inciso séptimo, que pasa a ser inciso octavo, del siguiente modo:


i) Reemplázase el punto y coma de todos los literales por un punto.

ii) Reemplázase en el literal e) la expresión “, y” por un punto. 


iii) Agrégase la siguiente letra g), nueva:


“g) Modificar las características de las obras y servicios contratados, a objeto de incrementar los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación, mediante la suscripción de un convenio complementario al contrato de concesión, cuando, separada o conjuntamente, dichas modificaciones superen el 10% del presupuesto oficial de la obra, ya sea durante la etapa de construcción o de explotación.”.

2. Intercálase en el artículo 20 el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:


“Cuando las modificaciones a que se refiere este artículo, separada o conjuntamente, superen el 10% del presupuesto oficial de la obra, ya sea durante la etapa de construcción o explotación, deberán ponerse los antecedentes a disposición del Consejo de Concesiones para que informe al Ministerio de Obras Públicas sobre la conveniencia de dichas modificaciones.”.  
(Indicación N° 5), numerales 1 y 2, unanimidad 4 x 0).


3. Modifícase el artículo 36 del siguiente modo:


a) Agrégase en el inciso primero la siguiente oración final:


“Asimismo, el Ministerio de Obras Públicas y una o más sociedades concesionarias, en forma conjunta o separada, podrán realizar consultas al Panel Técnico sobre las materias mencionadas anteriormente.”.


b) Intercálase en el encabezado del inciso cuarto, entre las expresiones “discrepancias” y “que se produzcan”, los siguientes vocablos: “y consultas”.”.
(Unanimidad, 3 x 0).

Artículo 5


- Eliminarlo.

(Indicación N° 6), unanimidad 3 x 0).

Artículo 6


Pasa a ser artículo 5, con las siguientes enmiendas:


- a) Reemplázase la frase “los artículos 4 y 5” por la siguiente: “los artículos 4 y primero transitorio”.


b) Sustitúyese la frase “establecido en el artículo anterior” por la siguiente: “establecido en el artículo primero transitorio”.
(Indicación N° 7), unanimidad 4 x 0).

- - - - - - -


- Insertar como Artículos primero y segundo transitorios nuevos los siguientes, pasando el actual primero a ser tercero y así sucesivamente:


“Artículo primero.- La asignación especial señalada en el artículo 4 de esta ley será otorgada, además, hasta a un máximo de 22 funcionarios a contrata asimilados a las plantas de Técnicos y de Administrativos de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas que a la fecha de su contratación cumplan con los siguientes requisitos copulativos: 


a) Haber prestado servicios a honorarios por, a lo menos cinco años, continuos o discontinuos, en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas. 


b) Haberse encontrado prestando servicios en calidad de honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas al 30 de noviembre de 2016.


c) Que las labores desempeñadas a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas hayan correspondido a la prestación de servicios para cometidos específicos y que sean de naturaleza habitual de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.


Los cupos a que se refiere el inciso anterior se asignarán por una única vez y se extinguirán cuando el personal a quien se le hubiere otorgado la asignación cese en sus funciones por cualquier causal, y no podrán reasignarse a otros funcionarios. Cada vez que dicho personal cese en sus funciones la Dirección General de Concesiones deberá comunicarlo a la Dirección de Presupuestos. La individualización de los funcionarios que percibirán la asignación especial y el monto que corresponda para cada uno de ellos será determinado por el Ministro de Obras Públicas, a propuesta del Director General de Concesiones de Obras Públicas, mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas, visado por la Dirección de Presupuestos, considerando lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4.”.
(Indicación N° 8), unanimidad 4 x 0).


“Artículo segundo.- El  Presidente de la República, sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882, podrá nombrar al primer Director General de Concesiones de Obras Públicas, quién asumirá de inmediato, por el plazo máximo de un año y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública, y percibirá la asignación de alta dirección pública fijada para tal efecto.

El primer nombramiento de los cargos correspondientes al segundo nivel jerárquico de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas podrá realizarse sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882. Los funcionarios así designados asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año, en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la ley antes señalada, y percibirán la asignación de alta dirección pública fijada para tal efecto.”.
(Indicación N° 8), mayoría 4 x 1 abstención).
- - - - - - -

Artículo primero transitorio


Pasa a ser Artículo tercero transitorio, con la siguiente modificación:


- En el inciso primero, sustituir la palabra “nueve” por “seis”.

(Indicación N° 9), unanimidad 5 x 0).

- - - - - - -


- Intercalar a continuación el siguiente Artículo cuarto transitorio, nuevo, pasando el actual segundo a ser quinto transitorio, y así sucesivamente:


“Artículo cuarto.- El personal que a la fecha de inicio de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas se encuentre prestando servicios a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas, podrá optar a modificar su calidad jurídica de honorarios a suma alzada por la de contrata siempre que cumpla con los requisitos respectivos y otorgue previamente su consentimiento. 


En la medida que el personal señalado en el inciso anterior cumpla con los requisitos respectivos y dé su consentimiento, las modificaciones de calidad jurídica señaladas en el inciso anterior alcanzarán un número máximo de 218 personas, las que deberán incluirse en la dotación máxima de personal del primer presupuesto que se fije para la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, a la vez que un número equivalente de personas deberá ser excluido del número máximo de personas a ser contratadas a honorarios fijado en las glosas presupuestarias correspondientes, asociadas a los subtítulos 21 y 24.


Los funcionarios que cambien de calidad jurídica de acuerdo a lo señalado en este artículo mantendrán sus remuneraciones brutas.”.
(Indicación N° 10), unanimidad 5 x 0, salvo la frase final del primer inciso “y otorgue previamente su consentimiento”, aprobada por mayoría 3 x 2).
- - - - - - -

Artículos segundo y tercero transitorios


Pasan a ser Artículos quinto y sexto transitorios, sin enmiendas.

- - - - - - -


- Incorporar el siguiente Artículo séptimo transitorio nuevo:


“Artículo séptimo.- La integración del Consejo de Concesiones a que se refiere el artículo 1 bis, del decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, vigente a la fecha de publicación de la presente ley, se mantendrá por el plazo de un año contado desde dicha fecha.”.
(Indicación N° 11), unanimidad 4 x 0).
- - - - - - -


Si las modificaciones anteriores son aprobadas, el proyecto de ley queda como sigue:

PROYECTO DE LEY


“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 850, de 1997, del Ministerio de Obras Públicas:


1. Elimínase la letra g) del artículo 14.


2. Incorpóranse los siguientes artículos 22 bis, 22 ter y 22 quáter, nuevos:


“Artículo 22 bis.- Créase la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, dependiente del Ministerio de Obras Públicas, que tendrá como objeto la ejecución, reparación, conservación, mantención y explotación de obras públicas fiscales conforme al artículo 87, y la provisión de equipamiento o la prestación de servicios asociados conforme a lo establecido en el decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, como también la fiscalización del debido cumplimiento de las normas legales y administrativas aplicables a los contratos de concesión, sin perjuicio de las demás funciones que le encomienden las leyes.


La Dirección General de Concesiones de Obras Públicas será un servicio que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.


La Dirección General de Concesiones de Obras Públicas estará a cargo de un Director General, que tendrá la calidad de alto directivo público, de conformidad a las normas contenidas en el Título VI de la ley N° 19.882, y estará bajo la dependencia del Ministro de Obras Públicas.


El personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas se regirá por las disposiciones de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en materia de remuneraciones, por las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.


Artículo 22 ter.- Para el cumplimiento de su objeto, corresponderán al Director General de Concesiones de Obras Públicas las siguientes funciones y atribuciones:


a) Someter a la aprobación del Ministro de Obras Públicas la propuesta de ejecución, reparación, mantención, conservación o explotación de obras públicas fiscales por el sistema regulado en el artículo 87 y en la Ley de Concesiones de Obras Públicas. El Ministro de Obras Públicas someterá a la aprobación del Presidente de la República la propuesta, la que deberá contar con informe del Ministerio de Hacienda.


Para el ejercicio de esta facultad podrá requerir a las demás direcciones operativas del Ministerio de Obras Públicas la asesoría técnica de las obras que sean sometidas al sistema de concesiones de obras públicas.


b) Dirigir y coordinar la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y de sus divisiones y la organización interna de ésta.


c) Representar para todos los efectos legales a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, tanto en el ámbito judicial como extrajudicial.


d) Contratar estudios, proyectos, ejecución de obras y asesorías en la forma que determine la ley. Asimismo, podrá celebrar los actos y contratos que sean necesarios para el cumplimiento de las funciones que le corresponden a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. 


e) Velar por el adecuado y correcto cumplimiento de los contratos de concesión en sus diferentes etapas, en virtud de lo dispuesto en la Ley de Concesiones de Obras Públicas, su reglamento, el contrato de concesión, las bases de licitación y los actos administrativos que conforman el contrato de concesión, como también en las demás leyes y reglamentos que le fueren aplicables.


f) Fomentar, promover y difundir ante inversionistas públicos o privados, nacionales o extranjeros, la asociación público-privada en materia de infraestructura, en coordinación con las demás instituciones competentes en esta materia.


g) Presentar al Ministro de Obras Públicas, para su aprobación, dentro del primer trimestre de cada año, el plan de concesiones, con una proyección de cinco años de plazo. Este plan deberá ser previamente sometido a la consulta del Consejo de Concesiones y posteriormente enviado al Congreso Nacional para su conocimiento. 

Dicho plan contendrá una visión territorial, para lo cual sus proyectos contemplarán infraestructura en diferentes zonas del país, procurando un desarrollo armónico entre ellas.


h) Presentar al Ministro de Obras Públicas, dentro del primer trimestre de cada año, un informe de monitoreo y evaluación de la labor fiscalizadora en las etapas de ejecución, reparación, conservación, mantención o explotación de obras públicas, con su correspondiente plan de fortalecimiento. 


i) Estudiar, analizar y proponer al Ministro de Obras Públicas proyectos que puedan ser promovidos y ejecutados por el ministerio mediante el sistema de concesiones regulado por el artículo 87, sean éstos de iniciativa propia, de otros ministerios u organismos de la administración pública o de iniciativas privadas presentadas ante el Ministerio de Obras Públicas, de conformidad a la ley.


j) Evaluar, analizar y estructurar financieramente los proyectos en desarrollo, y contratar la asesoría de expertos en estructuración financiera, contractual y de garantías para las obras concesionadas. 


k) Proponer al Ministro de Obras Públicas las expropiaciones necesarias para la ejecución de las obras públicas fiscales y no fiscales por el sistema regulado a través del artículo 87. 


l) Destinar, comisionar y encomendar cometidos al personal de la Dirección General a su cargo, cuando deban llevarse a cabo en servicios distintos de aquel en que se encuentra nombrado el funcionario.


m) Aplicar las multas que procedan en conformidad a la Ley de Concesiones de Obras Públicas y su reglamento, al contrato de concesión, y a las demás leyes y reglamentos que le fueren aplicables. 


n) Delegar en funcionarios de su dependencia, previa aprobación del Ministro de Obras Públicas, atribuciones específicas para una o más regiones o localidades, cuando circunstancias calificadas, tanto de operación como de proyectos en estudio y en etapa de construcción, lo hagan necesario, pudiendo poner término a la delegación en cualquier momento.


En el acto de la delegación, el Director General de Concesiones de Obras Públicas determinará las facultades específicas que delega en el funcionario, el plazo de su desempeño y el ámbito territorial en que ejercerá su competencia.


ñ) Todas las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.


Artículo 22 quáter.- El Director General de Concesiones de Obras Públicas, en el mes de abril de cada año, en audiencia pública, rendirá cuenta de su gestión en la Dirección General.


En dicha cuenta se referirá a los resultados obtenidos en las actividades realizadas durante el período, incluyendo las estadísticas básicas que las reflejen, el uso de los recursos otorgados y las dificultades que se hubieren presentado, y dará a conocer las actuaciones de la Dirección General que se realizarán durante el período siguiente, incluido el grado de avance del plan a cinco años señalado en la letra g) del artículo 22 ter.”.


Artículo 2.- Desde la fecha de inicio de sus funciones, la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas asumirá la totalidad de las competencias, funciones y atribuciones que desempeñaba la Dirección General de Obras Públicas, por sí y a través de la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas, dispuestas en el decreto con fuerza de ley N° 850 de 1997, Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, relacionadas con la Ley de Concesiones de Obras Públicas y, por tanto, estará encargada especialmente de continuar la gestión de los contratos de estudios, asesorías y concesión a través de sus etapas de proyecto, construcción y explotación, respecto de todos los contratos que, hasta la fecha de entrada en vigor de esta ley, tenían a su cargo.


Asimismo, reemplázase en el decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, las menciones “Director General de Obras Públicas” por “Director General de Concesiones de Obras públicas”, “Dirección General de Obras Públicas” por “Dirección General de Concesiones de Obras Públicas” y “DGOP” por “DGCOP”.


Artículo 3.- Modifícase el decreto supremo 
N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley 
N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, del siguiente modo: 


1. Modifícase el artículo 1 bis de la siguiente manera:


a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:


“Artículo 1 bis.- Habrá un Consejo de Concesiones, de carácter consultivo, integrado por:


1) Un consejero de libre designación y remoción conjunta por parte de los Ministros de Obras Públicas y de Hacienda, quien lo presidirá.


2) Dos consejeros designados por el Ministro de Hacienda. El primero será un académico perteneciente a una facultad de Economía o Economía y Administración, y el segundo pertenecerá a una facultad de Ciencias Jurídicas o Ciencias Jurídicas y/o Sociales. Uno de ellos deberá pertenecer a una universidad con sede principal en una región distinta  a la Metropolitana.


3) Dos consejeros designados por el Ministro de Obras Públicas. El primero será un académico perteneciente a una facultad de Ingeniería Civil, y el segundo pertenecerá a una facultad de Arquitectura. Uno de ellos deberá pertenecer a una universidad con sede principal en una región distinta  a la Metropolitana. 


4) El Ministro de Obras Públicas”.


b) Modifícase el inciso séptimo del siguiente modo:


i) Reemplázase el punto y coma de todos los literales por un punto.


ii) Reemplázase en el literal e) la expresión 
“, y” por un punto. 


iii) Agrégase la siguiente letra g), nueva:


“g) Modificar las características de las obras y servicios contratados, a objeto de incrementar los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación, mediante la suscripción de un convenio complementario al contrato de concesión, cuando, separada o conjuntamente, dichas modificaciones superen el 10% del presupuesto oficial de la obra, ya sea durante la etapa de construcción o de explotación.”.


2. Intercálase en el artículo 20 el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:


“Cuando las modificaciones a que se refiere este artículo, separada o conjuntamente, superen el 10% del presupuesto oficial de la obra, ya sea durante la etapa de construcción o explotación, deberán ponerse los antecedentes a disposición del Consejo de Concesiones para que informe al Ministerio de Obras Públicas sobre la conveniencia de dichas modificaciones.”.  


3. Modifícase el artículo 36 del siguiente modo:


a) Agrégase en el inciso primero la siguiente oración final:


“Asimismo, el Ministerio de Obras Públicas y una o más sociedades concesionarias, en forma conjunta o separada, podrán realizar consultas al Panel Técnico sobre las materias mencionadas anteriormente.”.


b) Intercálase en el encabezado del inciso cuarto, entre las expresiones “discrepancias” y “que se produzcan”, los siguientes vocablos: “y consultas”.

Artículo 4.- Establécese una asignación especial para los funcionarios pertenecientes a la planta de profesionales de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, o que se encuentren asimilados a ella, en razón del desempeño de las funciones de regulación y fiscalización de la Dirección.


El monto de la asignación especial no podrá ser superior al 60% de la suma de las siguientes remuneraciones: 


a) Sueldo base.


b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N° 19.185.


c) Asignación del artículo 19 de la ley N° 19.185.


d) Asignación del artículo 6 del decreto ley N° 1.770, de 1977, según corresponda. 


La asignación especial será otorgada hasta un máximo de 72 funcionarios de aquellos a que se refiere el inciso primero, y el monto para cada uno de ellos será determinado por el Ministro de Obras Públicas, a propuesta del Director General de Concesiones de Obras Públicas, mediante decreto expedido anualmente bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas, visado por la Dirección de Presupuestos, el que deberá fundarse en criterios objetivos que considerarán los niveles de responsabilidad y complejidad de las funciones desempeñadas por los funcionarios.


La asignación especial se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable, y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. Además, será incompatible con las asignaciones de los artículos sexagésimo quinto y septuagésimo tercero de la ley N° 19.882.


Artículo 5.- La asignación especial a que se refieren los artículos 4 y primero transitorio no podrá significar un gasto total anual superior a $545.000.000 (quinientos cuarenta y cinco millones de pesos), el que irá disminuyendo en razón de la cantidad de cupos que se extingan de acuerdo a lo establecido en el artículo primero transitorio.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero.- La asignación especial señalada en el artículo 4 de esta ley será otorgada, además, hasta a un máximo de 22 funcionarios a contrata asimilados a las plantas de Técnicos y de Administrativos de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas que a la fecha de su contratación cumplan con los siguientes requisitos copulativos: 


a) Haber prestado servicios a honorarios por, a lo menos cinco años, continuos o discontinuos, en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas. 


b) Haberse encontrado prestando servicios en calidad de honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas al 30 de noviembre de 2016.


c) Que las labores desempeñadas a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas hayan correspondido a la prestación de servicios para cometidos específicos y que sean de naturaleza habitual de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.


Los cupos a que se refiere el inciso anterior se asignarán por una única vez y se extinguirán cuando el personal a quien se le hubiere otorgado la asignación cese en sus funciones por cualquier causal, y no podrán reasignarse a otros funcionarios. Cada vez que dicho personal cese en sus funciones la Dirección General de Concesiones deberá comunicarlo a la Dirección de Presupuestos. La individualización de los funcionarios que percibirán la asignación especial y el monto que corresponda para cada uno de ellos será determinado por el Ministro de Obras Públicas, a propuesta del Director General de Concesiones de Obras Públicas, mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas, visado por la Dirección de Presupuestos, considerando lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4 de esta ley. 


Artículo segundo.- El  Presidente de la República, sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882, podrá nombrar al primer Director General de Concesiones de Obras Públicas, quién asumirá de inmediato, por el plazo máximo de un año y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública, y percibirá la asignación de alta dirección pública fijada para tal efecto.


El primer nombramiento de los cargos correspondientes al segundo nivel jerárquico de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas podrá realizarse sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882. Los funcionarios así designados asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año, en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la ley antes señalada, y percibirán la asignación de alta dirección pública fijada para tal efecto.

Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Obras Públicas y suscritos también por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:


1. Fijar las plantas de personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y dictar todas las normas necesarias para su adecuada estructuración y operación. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 de la ley Nº 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, determinar los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI  de la ley Nº 19.882 y las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Además, podrá establecer las normas para el encasillamiento en las plantas.


2. Disponer el traspaso de los funcionarios titulares de planta y a contrata desde la Dirección General de Obras Públicas a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, y podrá establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas.


3. Determinar la dotación máxima del personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.


4. Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije, del traspaso y del encasillamiento que se practique y de la iniciación de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.


5. Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad señalada en el número 1 de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.


6. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:


a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.


b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.


c) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.


7. Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde la Dirección General de Obras Públicas a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.

Artículo cuarto.- El personal que a la fecha de inicio de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas se encuentre prestando servicios a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas, podrá optar a modificar su calidad jurídica de honorarios a suma alzada por la de contrata siempre que cumpla con los requisitos respectivos y otorgue previamente su consentimiento. 


En la medida que el personal señalado en el inciso anterior cumpla con los requisitos respectivos y dé su consentimiento, las modificaciones de calidad jurídica señaladas en el inciso anterior alcanzarán un número máximo de 218 personas, las que deberán incluirse en la dotación máxima de personal del primer presupuesto que se fije para la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, a la vez que un número equivalente de personas deberá ser excluido del número máximo de personas a ser contratadas a honorarios fijado en las glosas presupuestarias correspondientes, asociadas a los subtítulos 21 y 24.


Los funcionarios que cambien de calidad jurídica de acuerdo a lo señalado en este artículo mantendrán sus remuneraciones brutas.


Artículo quinto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y transferirá los fondos necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.


En el decreto señalado en el inciso anterior, se autorizará un máximo de 35 cupos para los efectos del artículo septuagésimo tercero de la ley N° 19.882. En los años siguientes, se estará a lo que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva.


Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Obras Públicas, Programa 12-02-08 Administración Sistema de Concesiones, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público. Para los años posteriores, se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público.

Artículo séptimo.- La integración del Consejo de Concesiones a que se refiere el artículo 1 bis, del decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, vigente a la fecha de publicación de la presente ley, se mantendrá por el plazo de un año contado desde dicha fecha.”.

- - - - - -


Acordado en sesiones de fecha 7, 14 y 21 de junio, 5 de julio y 16 de agosto, todas de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa (Presidente (A)), Alfonso De Urresti Longton (Presidente (A)) (Juan Pablo Letelier Morel), Antonio Horvath Kiss, Jaime Quintana Leal e Ignacio Walker Prieto.

(Fdo.): Fernando Soffia Contreras, Secretario.

1 Posteriormente, a indicación del Ejecutivo, se redujo a seis meses.
2 Boletín N° 10.647-09.

3 Ex Subsecretario de Obras Públicas y ex asesor de la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda.
4 Programa de Vialidad y Transporte Urbano, de la Subsecretaría de Transportes del Ministerio de Transportes y Telecomunicaciones.
5 Se trata del Boletín N° 7.963-06.
6 Ver Nota 1.
7 Del artículo 36 bis de la Ley de Concesiones de Obras Públicas.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE CREA LA DIRECCIÓN GENERAL DE CONCESIONES DE OBRAS PÚBLICAS Y MODIFICA LAS NORMAS QUE SEÑALA 

(10.126-15)

HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”. 

- - -

La Sala, en sesión de 22 de agosto del presente año, autorizó a la Comisión de Obras Públicas para pasar el proyecto a la Comisión de Hacienda durante el primer informe.
- - -

A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Obras Públicas, el Ministro, señor Alberto Undurraga; el Coordinador de Concesiones, señor Eduardo Abedrapo; el Jefe del Departamento de Administración y Finanzas de la Coordinadora de Concesiones, señor Pablo Núñez; el Jefe de Asesores, señor Enrique Álvarez; la Asesora, señora Andrea Rojas, y el Asesor Legislativo, señor Pablo Aranda.
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Asesora Legislativa, señora María Jesús Mella.
De la Dirección de Presupuestos, el Asesor, señor Rodrigo Caravantes.

De la Asociación de Trabajadores de Concesiones de Obras Públicas (ATC A.G.), los Directores, señora Patricia Urbina, y señores Jorge González y Rodrigo Núñez.
El Asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella. 

La Asesora del Honorable Senador Lagos, señora Leslie Sánchez. 

Del Comité Demócrata Cristiano, la Abogada, señora Constanza González.
Del Comité Renovación Nacional, la Periodista, señora Andrea González.

De la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, señora María Soledad Larenas.
- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 1, numeral 2) –artículos 22 bis y 22 ter-; 3, números 1 –letra b, ordinal iii)- y 2; 4 y 5, permanentes, y artículos primero, segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, transitorios, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Obras Públicas, como reglamentariamente corresponde.
En relación a ellos, la Comisión de Hacienda no introdujo modificaciones.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY


Se crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, incorporándola dentro de la estructura formal del Ministerio de Obras Públicas; se adecua y modifica algunos aspectos de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, ampliando las atribuciones del panel técnico; se regula el traspaso del personal de la Unidad de Coordinación de Concesiones a la Dirección General que se crea, y se compensa mediante asignaciones especiales la antigüedad de dichos trabajadores, a fin de evitarles un detrimento patrimonial.
- - -

DISCUSIÓN 

Previo a la consideración de los artículos de la iniciativa legal, el Coordinador de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas, señor Eduardo Abedrapo, efectuó una exposición, del siguiente tenor:

Antecedentes

- La iniciativa legal viene a normalizar una situación, desde un punto de vista, anómala, como es que el Sistema de Concesiones, que ha significado beneficios para el país, se encuentre a cargo de una unidad funcional dentro del Ministerio de Obras Públicas, creada hace más de 20 años, como un equipo de tarea específica de coordinación, que hoy se encuentra con un total del orden de 300 personas como dotación, en que el 85% sirve con contrato en base a honorarios. Además de supervisar todas las fases que desembocan en la celebración del contrato de concesión, también fiscaliza su ejecución –actualmente son 65 concesiones, que son permanentes- por lo que se trata de una tarea enorme que es de responsabilidad de la referida unidad funcional, con un personal que sirve con un estatuto jurídico diferente al que debiera tener. Por ejemplo: los fondos para capacitación alcanzan apenas $5.000.000. 

- Después de más de dos décadas de un exitoso funcionamiento del mecanismo de concesiones de infraestructura, hoy se plantean nuevos desafíos para su funcionamiento.

- En 2014, el Gobierno anunció la “Agenda Infraestructura, desarrollo e inclusión, Chile 30.30”, una ambiciosa cartera de proyectos de infraestructura con inversiones directas por parte del Estado y por medio de concesiones. 

- Lo anterior requiere, entre otras medidas, contar con una nueva institucionalidad que facilite enfrentar estos desafíos y, de esta manera, potenciar la inversión en infraestructura por medio de concesiones. 

Objetivos del proyecto de ley

- Planificación permanente de mediano y largo plazo, con horizonte a 5 años.

- Fortalecimiento del modelo de gestión y fiscalización de los proyectos. 

- Profundización de las capacidades para el análisis y estructuración financiera de los proyectos.

- Desarrollo de las funciones de estudio, supervisión y evaluación del sistema de concesiones.

- Promover el mecanismo de concesiones y la cartera de proyectos entre inversionistas y financistas, nacionales y extranjeros.

- Desarrollo de mecanismos que permitan incorporar la participación de la ciudadanía en etapas tempranas del desarrollo de los proyectos. 

- Fortalecimiento de las capacidades y competencias del personal. 

Contenidos principales
- La “Dirección General de Concesiones de Obras Públicas” (DGCOP), será un servicio centralizado dependiente del MOP, afecto al Sistema  de Alta Dirección Pública, ADP. Su Director será nombrado por el Presidente de la República. 

- DGCOP tendrá funciones y atribuciones que le permitan desarrollar todo el proceso de infraestructura concesionada, desde la evaluación de la idea hasta el término de la fase de explotación.

- Plan de Concesiones Quinquenal. La DGCOP deberá elaborar una planificación permanente con horizonte a 5 años, sometiendo este Plan al Consejo de Concesiones y, luego, enviarlo al Congreso Nacional para su conocimiento. Este Plan tendrá una visión territorial para lo cual sus proyectos contemplarán infraestructura en diferentes zonas del país, procurando un desarrollo armónico entre ellas. En su cuenta pública anual el Director deberá incluir el grado de avance del plan. 

- Presencia regional. El Director podrá delegar en funcionarios de su dependencia atribuciones específicas para una o más regiones o localidades cuando circunstancias calificadas, tanto de operación como proyectos en estudio y en etapa de construcción, lo hagan necesario.

- Amplía competencias del Panel Técnico para conocer de las consultas que le formulen las partes (hoy solamente conoce de las discrepancias de carácter técnico o económico entre las partes durante la ejecución del contrato de concesión). 

- Cambios en la composición del Consejo de Concesiones y nueva atribución. Los integrantes del Consejo serán designados por el Ministro de Obras Públicas y por el Ministro de Hacienda, manteniendo el componente regional. De esta manera el Consejo quedará compuesto por 6 miembros: uno, designado de común acuerdo por ambos Ministros, quién lo presidirá; dos consejeros designados por el Ministro de Hacienda (un Economista y un Abogado); dos designados por el Ministro de Obras Públicas (un Arquitecto y un Ingeniero Civil); y el Ministro de Obras Públicas. 

- Nueva causal en que el MOP deberá requerir informe previo del Consejo de Concesiones, esto es, para modificar las características de las obras y servicios contratados, mediante la suscripción de un convenio complementario al contrato de concesión, cuando, separada o conjuntamente, dichas modificaciones superen el 10% del presupuesto oficial de la obra. 

- Vigencia de la actual integración del Consejo de Concesiones. Se establece que la integración del Consejo de Concesiones vigente a la fecha de publicación de esta ley, se mantendrá por el plazo de 1 año contado desde dicha fecha.

- Nombramiento del primer Director DGCOP y de los directivos de segundo nivel jerárquico. Se propone sea nombrado por el Presidente de la República sin sujetarse a lo dispuesto en la ley 19.882, asumiendo de inmediato, por el plazo máximo de 1 año, en tanto se efectúe el proceso de selección pertinente. Lo mismo, se propone para los cargos correspondientes al segundo nivel ADP. 

Contenidos principales en materia de personal

- Se faculta al Presidente de la República para fijar mediante decreto con fuerza de ley la planta del personal de la DGCOP, que se regirá por el Estatuto Administrativo y estará sujeto a la Escala Única de Sueldos. 

- Dispone el traspaso de los funcionarios titulares de planta y a contrata desde la DGOP (actual Coordinación de Concesiones) a la nueva DGCOP. 

- 26.07.2016, se firma Protocolo de Acuerdo, creando mesa de trabajo entre MOP- ATC – DIPRES, para: “traspasar al actual personal de la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas a la nueva Dirección General de Concesiones de Obras Públicas manteniendo su actual nivel de remuneraciones”. 
- 27.01.2017, las partes acuerdan traspaso de la mayoría de los trabajadores (actualmente a honorarios) de la Coordinación de Concesiones a la nueva DGCOP. 

- 21.03.207 y 18.07.2017, Ejecutivo presenta indicaciones: 

Creación de una asignación especial con un máximo de 72 cupos permanentes para profesionales, y 22 cupos transitorios para técnicos y administrativos. 

35 funciones críticas para primer año de funcionamiento DGCOP. 

Disminuye a 6 meses plazo para dictación de decreto con fuerza de ley que fije plantas.
El personal a honorarios de la actual Coordinación de Concesiones que a la fecha de inicio de las actividades de la nueva DGCOP esté prestando servicios en aquella, podrá optar a modificar su calidad jurídica de honorarios a contrata siempre que cumpla con los requisitos respectivos y otorgue su consentimiento, modificaciones que alcanzarán un máximo de 218 personas, manteniendo su nivel de remuneraciones brutas. 
El Honorable Senador señor Montes solicitó mayores antecedentes y explicaciones acerca del financiamiento, dado que, de la lectura de los informes financieros, pareciera que el costo de la iniciativa es cercano a cero.

El Coordinador de Concesiones, señor Abedrapo, señaló que el acuerdo inicial con la Dirección de Presupuestos, en base al cual se produjo el envío del proyecto de ley, implicaba que el cambio no tuviera un costo fiscal. Agregó que, durante la tramitación, se ha generado un costo fiscal producto de los acuerdos alcanzados para mantener la remuneración bruta de los trabajadores.

Además, explicó, el debate durante la discusión legislativa se ha centrado en dar mayor seguridad al equipo profesional de mantener su misma condición remuneracional y el reconocimiento de la antigüedad para algunos efectos. Asimismo, en que exista una expresión regional dentro de lo que será la Dirección General de Concesiones.

El Honorable Senador señor Pizarro consideró extraño que no se contemple un aumento de funcionarios, conforme a lo expuesto precedentemente, dado que se estima necesario contar con el personal especializado y suficiente para llevar adelante una mejor fiscalización de las concesiones y para regionalizar la labor de la Dirección.

El Honorable Senador señor García observó que, compartiendo lo que propone el proyecto de ley, debieran estudiar cómo se integrarán y coordinarán la Dirección General de Concesiones Obras Públicas, el Ministerio del ramo y el futuro Fondo de Infraestructura, de modo de visualizar sus particularidades y aportes específicos que realizará cada entidad que justifique su existencia.

El Honorable Senador señor Coloma agregó a lo anteriormente planteado, la necesidad de aclarar cómo funcionará esta institucionalidad en la materia específica de coordinación de carreteras y las ciudades por las que pasa o afecta y la tarea de la Dirección de Vialidad, para lograr funcionar integradamente.

En otra materia, observó que en el artículo 22 ter que se propone, se utiliza la palabra “monitoreo” que debiera revisarse en cuanto a su aceptación idiomática.

El Honorable Senador señor Montes acotó que ciertas concesiones, como las de hospitales y cárceles, no han funcionado bien o han fracasado, por lo que surge la inquietud si el equipo de estudios estará analizando estas concesiones y proponiendo soluciones, o no. Estimó que existe una parte que es mejorar el diseño de proyectos y otra que es mejorar la fiscalización, además de incorporar nuevas materias como la fibra óptica, por ejemplo. Añadió que tener una nueva dirección general de concesiones debe implicar ir más allá de lo que se hace hoy.

En cuanto a las expropiaciones, consultó si el equipo que se ocupa de ello, actualmente, está totalmente al interior de la Dirección de Obras Públicas, y si seguirá siendo así con la nueva DGCOP.

El señor Abedrapo indicó que el informe financiero considera $698 millones para la contratación de un máximo de 15 nuevos funcionarios, que probablemente se destinen en su mayoría a la fiscalización de los contratos de concesión que presentan un continuo aumento, encontrándose, actualmente, en un número de 65 operativos, y proyectos nuevos que podrían elevar el número a 70 durante la actual administración. Estimó que se trata de un punto de partida y que, el próximo Gobierno, deberá respaldar el ingreso de un mayor número de profesionales a la nueva dirección, porque probablemente seguirá aumentando el número de contratos de concesión.

Respecto a la consulta por la institucionalidad, expresó que la Dirección General se insertará dentro del Ministerio, quedando en una misma línea con la Dirección General de Aguas y la Dirección General de Obras Públicas, con una sola conducción y unidad de mando. Agregó que el Fondo de Infraestructura operará en base a contratos de concesión basados en la ley respectiva y por intermedio de la dirección general -una vez que entre en funciones- todo ello en base a un Plan que será revisado y aprobado previamente por el Ministerio de Obras Públicas.

En relación a la armonización de la situación entre las carreteras y las ciudades a las que afectan, planteó que las primeras concesiones se centraron estrictamente en la llamada faja vial, sin preocuparse de su entorno o área de influencia, pero eso ha cambiado y estiman que las concesiones pueden hacerse cargo de su entorno, de modo que no vuelvan a ocurrir intervenciones deficitarias y lamentables como las de Vespucio Sur, con el caso paradigmático de la salida a calle Til Til que finaliza en una casa. 

Estimó que ahora existe una visión integral, lo que se refleja en el trabajo del proyecto Vespucio Oriente Dos, que es muy complejo y se trabajó con la comunidad, firmando, además, un acuerdo con los alcaldes de las cuatro comunas por las que pasa. Añadió que debe existir un esquema obligatorio de coordinación interministerial previa, de modo de tener una mirada multisectorial, desde el inicio, y no estar resolviendo los problemas cuando van apareciendo.

Acerca de las concesiones de hospitales y cárceles, señaló que es importante esperar el informe de evaluación que el Ministerio solicitó al Banco Mundial sobre los hospitales concesionados en cuanto a su operación y construcción, más allá de problemas específicos que se han detectado, se intentan corregir y considerar para el futuro, como ha sido, por ejemplo, con la falta de aire acondicionado en varios sectores de los hospitales de Maipú y La Florida. Asimismo, manifestó que existe un informe de la División de Estudios y Análisis Financiero de la Coordinación de Concesiones (integrada por cuatro personas), que efectuó un primer levantamiento y análisis interno sobre los elementos internos propios de evaluación. Agregó que se puede hacer llegar a la Comisión el referido informe e indicó que un análisis similar se está iniciando sobre las cárceles concesionadas. 

Relacionado con lo anterior, comentó que recientemente entre el Ministerio de Salud y el Ministerio de Obras Públicas se acordó, mediante convenio, la creación de la figura llamada inspector sanitario, como un funcionario designado por el Ministerio de Salud, coadyuvante del inspector fiscal, lo que permite reforzar la mirada orientada a las prestaciones de salud.

Sobre las expropiaciones, explicó que existe una unidad específica dentro de la Coordinación que trabaja los aspectos formales y también el acompañamiento previo y posterior de las personas que son erradicadas de un lugar.

El Honorable Senador señor Montes reiteró la conveniencia de que se hagan llegar los informes y evaluaciones a las que se hizo mención.

- - -
Artículo 1
Introduce modificaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas.
Número 2
Incorpora los artículos 22 bis, 22 ter y 22 quáter, nuevos, siendo de competencia de vuestra Comisión los dos primeros.
Artículo 22 bis

Su texto es el siguiente:

“Artículo 22 bis.- Créase la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, dependiente del Ministerio de Obras Públicas, que tendrá como objeto la ejecución, reparación, conservación, mantención y explotación de obras públicas fiscales conforme al artículo 87, y la provisión de equipamiento o la prestación de servicios asociados conforme a lo establecido en el decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, como también la fiscalización del debido cumplimiento de las normas legales y administrativas aplicables a los contratos de concesión, sin perjuicio de las demás funciones que le encomienden las leyes.

La Dirección General de Concesiones de Obras Públicas será un servicio que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.

La Dirección General de Concesiones de Obras Públicas estará a cargo de un Director General, que tendrá la calidad de alto directivo público, de conformidad a las normas contenidas en el Título VI de la ley N° 19.882, y estará bajo la dependencia del Ministro de Obras Públicas.

El personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas se regirá por las disposiciones de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en materia de remuneraciones, por las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.”.

Artículo 22 ter
Es del siguiente tenor:

“Artículo 22 ter.- Para el cumplimiento de su objeto, corresponderán al Director General de Concesiones de Obras Públicas las siguientes funciones y atribuciones:

a) Someter a la aprobación del Ministro de Obras Públicas la propuesta de ejecución, reparación, mantención, conservación o explotación de obras públicas fiscales por el sistema regulado en el artículo 87 y en la Ley de Concesiones de Obras Públicas. El Ministro de Obras Públicas someterá a la aprobación del Presidente de la República la propuesta, la que deberá contar con informe del Ministerio de Hacienda.

Para el ejercicio de esta facultad podrá requerir a las demás direcciones operativas del Ministerio de Obras Públicas la asesoría técnica de las obras que sean sometidas al sistema de concesiones de obras públicas.

b) Dirigir y coordinar la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y de sus divisiones y la organización interna de ésta.

c) Representar para todos los efectos legales a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, tanto en el ámbito judicial como extrajudicial.

d) Contratar estudios, proyectos, ejecución de obras y asesorías en la forma que determine la ley. Asimismo, podrá celebrar los actos y contratos que sean necesarios para el cumplimiento de las funciones que le corresponden a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. 

e) Velar por el adecuado y correcto cumplimiento de los contratos de concesión en sus diferentes etapas, en virtud de lo dispuesto en la Ley de Concesiones de Obras Públicas, su reglamento, el contrato de concesión, las bases de licitación y los actos administrativos que conforman el contrato de concesión, como también en las demás leyes y reglamentos que le fueren aplicables.

f) Fomentar, promover y difundir ante inversionistas públicos o privados, nacionales o extranjeros, la asociación público-privada en materia de infraestructura, en coordinación con las demás instituciones competentes en esta materia.

g) Presentar al Ministro de Obras Públicas, para su aprobación, dentro del primer trimestre de cada año, el plan de concesiones, con una proyección de cinco años de plazo. Este plan deberá ser previamente sometido a la consulta del Consejo de Concesiones y posteriormente enviado al Congreso Nacional para su conocimiento. 

Dicho plan contendrá una visión territorial, para lo cual sus proyectos contemplarán infraestructura en diferentes zonas del país, procurando un desarrollo armónico entre ellas.

h) Presentar al Ministro de Obras Públicas, dentro del primer trimestre de cada año, un informe de monitoreo y evaluación de la labor fiscalizadora en las etapas de ejecución, reparación, conservación, mantención o explotación de obras públicas, con su correspondiente plan de fortalecimiento. 

i) Estudiar, analizar y proponer al Ministro de Obras Públicas proyectos que puedan ser promovidos y ejecutados por el ministerio mediante el sistema de concesiones regulado por el artículo 87, sean éstos de iniciativa propia, de otros ministerios u organismos de la administración pública o de iniciativas privadas presentadas ante el Ministerio de Obras Públicas, de conformidad a la ley.

j) Evaluar, analizar y estructurar financieramente los proyectos en desarrollo, y contratar la asesoría de expertos en estructuración financiera, contractual y de garantías para las obras concesionadas. 

k) Proponer al Ministro de Obras Públicas las expropiaciones necesarias para la ejecución de las obras públicas fiscales y no fiscales por el sistema regulado a través del artículo 87. 

l) Destinar, comisionar y encomendar cometidos al personal de la Dirección General a su cargo, cuando deban llevarse a cabo en servicios distintos de aquel en que se encuentra nombrado el funcionario.

m) Aplicar las multas que procedan en conformidad a la Ley de Concesiones de Obras Públicas y su reglamento, al contrato de concesión, y a las demás leyes y reglamentos que le fueren aplicables. 

n) Delegar en funcionarios de su dependencia, previa aprobación del Ministro de Obras Públicas, atribuciones específicas para una o más regiones o localidades, cuando circunstancias calificadas, tanto de operación como de proyectos en estudio y en etapa de construcción, lo hagan necesario, pudiendo poner término a la delegación en cualquier momento.

En el acto de la delegación, el Director General de Concesiones de Obras Públicas determinará las facultades específicas que delega en el funcionario, el plazo de su desempeño y el ámbito territorial en que ejercerá su competencia.

ñ) Todas las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.”.
El señor Abedrapo explicó que, en el trámite anterior ante la Comisión de Obras Públicas, sólo se agregó dentro del objeto  de la Dirección General la “conservación” de obras públicas fiscales. Respecto de las funciones y atribuciones, señaló que son las que actualmente están radicadas en la Dirección General de Obras Públicas.

El Honorable Senador señor García preguntó si la reparación, mantención y conservación de obras públicas fiscales no son actividades más propias del contrato de concesión mismo que de la Dirección.

El Honorable Senador señor Montes consultó si dentro del objeto y las tareas de la Dirección General se incluye lo referido a la red nacional de comunicaciones.

El señor Abedrapo señaló que el proyecto de ley recoge lo que actualmente se encuentra en el artículo 87 de la ley orgánica del Ministerio de Obras Públicas, por lo que se trata de una norma que data del año 1981. Agregó que existe la máxima amplitud para el Estado respecto de una obra pública, por lo que podría otorgar sólo la explotación, o sólo su mantención, pero todas las actividades se encuentran contempladas. Incluso, acotó, se avanzó en una ocasión en otorgar sólo la concesión para la mantención de vialidad secundaria.

Respecto de la red nacional de comunicaciones y la fibra óptica, planteó que la ley general de concesiones discurre sobre la base de “obras públicas fiscales” por lo que siempre debe existir algún tipo de obra para que pueda existir concesión, y debe ser de responsabilidad del Estado, por lo que si la red de comunicaciones requiere elementos materiales para sostenerse no debiera existir problemas en ser concesionable, en cambio, si sólo se tratara de servicios, no cabría dentro del referido ámbito.

Puestos en votación los artículos 22 bis y 22 ter contenidos en el número 2 del artículo 1, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 3
Modifica el decreto supremo que fija el texto de la Ley de Concesiones de Obras Públicas.
Número 1
Modifica su artículo 1 bis.
Letra b)
Introduce diversas modificaciones en el inciso séptimo del citado artículo.

Ordinal iii)

Agrega la siguiente letra g), nueva:

“g) Modificar las características de las obras y servicios contratados, a objeto de incrementar los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación, mediante la suscripción de un convenio complementario al contrato de concesión, cuando, separada o conjuntamente, dichas modificaciones superen el 10% del presupuesto oficial de la obra, ya sea durante la etapa de construcción o de explotación.”.
Puesto en votación el ordinal iii), contenido en la letra b) del número 1 del artículo 3, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Número 2
Intercala en el artículo 20 el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:

“Cuando las modificaciones a que se refiere este artículo, separada o conjuntamente, superen el 10% del presupuesto oficial de la obra, ya sea durante la etapa de construcción o explotación, deberán ponerse los antecedentes a disposición del Consejo de Concesiones para que informe al Ministerio de Obras Públicas sobre la conveniencia de dichas modificaciones.”.
El señor Abedrapo expuso que si se trata de una modificación que implique una cifra inferior al 10% (tanto conjunta como separadamente) se define su realización por acuerdo del Ministerio de Hacienda con el Ministerio de Obras Públicas.

Acotó que, actualmente, el límite que rige es de obras que superen un 25%, por lo que ahora el umbral será más exigente debiendo pedirse un informe previo del Consejo de Concesiones.

El Honorable Senador señor García consultó si las obras que se entregan en concesión requieren evaluación y aprobación del Ministerio de Desarrollo Social y, de ser así, si las modificaciones que impliquen superar el referido 10% también involucran nuevas evaluaciones de la referida repartición estatal. Asimismo, cuál ha sido la experiencia en la materia.

El señor Abedrapo manifestó que toda modificación de contrato se hace mediante la suscripción de un convenio complementario y el correspondiente decreto supremo, o, en caso de tratarse de una ampliación unilateral de obras o servicios de aquellas permitidas por la ley, de todas formas se requiere resolución del Director General de Obras Públicas aprobada por el Ministerio de Hacienda, que luego debe traducirse en un decreto supremo, por lo que no existe la posibilidad de que los inspectores fiscales puedan ordenar o autorizar por sí solos mayores inversiones.

El Honorable Senador señor Montes consultó si lo anteriormente expuesto fue lo que ocurrió en las nuevas obras de la autopista Vespucio Sur.

El señor Abedrapo respondió que fue el Ejecutivo mediante decisión conjunta de los ministerios de Obras Públicas y de Hacienda.

Acotó que todas las obras a concesionar, previo al llamado respectivo, y también las obras complementarias, deben obtener un informe de rentabilidad social del correspondiente Ministerio.
Puesto en votación el número 2 del artículo 3, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Artículo 4
Establece una asignación especial para los funcionarios pertenecientes a la planta de profesionales de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, o que se encuentren asimilados a ella, en razón del desempeño de las funciones de regulación y fiscalización de la Dirección.

El monto de la asignación especial no podrá ser superior al 60% de la suma de las siguientes remuneraciones: 

a) Sueldo base.

b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N° 19.185.

c) Asignación del artículo 19 de la ley N° 19.185.

d) Asignación del artículo 6 del decreto ley N° 1.770, de 1977, según corresponda. 

La asignación especial será otorgada hasta un máximo de 72 funcionarios de aquellos a que se refiere el inciso primero, y el monto para cada uno de ellos será determinado por el Ministro de Obras Públicas, a propuesta del Director General de Concesiones de Obras Públicas, mediante decreto expedido anualmente bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas, visado por la Dirección de Presupuestos, el que deberá fundarse en criterios objetivos que considerarán los niveles de responsabilidad y complejidad de las funciones desempeñadas por los funcionarios.

La asignación especial se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable, y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. Además, será incompatible con las asignaciones de los artículos sexagésimo quinto y septuagésimo tercero de la ley N° 19.882.
Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Artículo 5
Su texto es el siguiente:
“La asignación especial a que se refieren los artículos 4 y primero transitorio no podrá significar un gasto total anual superior a $545.000.000 (quinientos cuarenta y cinco millones de pesos), el que irá disminuyendo en razón de la cantidad de cupos que se extingan de acuerdo a lo establecido en el artículo primero transitorio.”. 

El Honorable Senador señor García observó que, por tratarse de una asignación que irá disminuyendo con el paso del tiempo, pareciera que debiera colocarse dentro de las disposiciones transitorias, a menos que, en realidad, nunca se vaya a extinguir totalmente.

El Asesor de la Dirección de Presupuestos, señor Rodrigo Caravantes, respondió que se trata de una asignación especial permanente que se va extinguiendo en la medida que se retiran los funcionarios beneficiados.

El Ministro de Obras Públicas, señor Undurraga, refrendó que se trata de una asignación permanente respecto de los funcionarios beneficiados.

El Honorable Senador señor García consideró que, en base a la explicación entregada, resulta muy extraña la forma de regular que $545 millones se trata de un monto máximo y que, el mismo, va a ir disminuyendo en razón de los cupos que se extingan sólo respecto de las personas indicadas en el artículo primero transitorio.

El señor Caravantes respondió que se trata de una asignación de reconocimiento a funcionarios que actualmente se encuentran en la Coordinación de Concesiones en calidad de a honorarios y que serán traspasados a la planta de la nueva Dirección General. Agregó que el monto de $545 millones también se reajusta de acuerdo a la ley correspondiente de cada año y, al mismo tiempo, bajará cuando se retire alguno de los 22 funcionarios indicados en el artículo que sigue.
Puesto el artículo 5 en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Disposiciones transitorias

Artículo primero
Su contenido es el siguiente:

“Artículo primero.- La asignación especial señalada en el artículo 4 de esta ley será otorgada, además, hasta a un máximo de 22 funcionarios a contrata asimilados a las plantas de Técnicos y de Administrativos de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas que a la fecha de su contratación cumplan con los siguientes requisitos copulativos: 

a) Haber prestado servicios a honorarios por, a lo menos cinco años, continuos o discontinuos, en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas. 

b) Haberse encontrado prestando servicios en calidad de honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas al 30 de noviembre de 2016.

c) Que las labores desempeñadas a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas hayan correspondido a la prestación de servicios para cometidos específicos y que sean de naturaleza habitual de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.

Los cupos a que se refiere el inciso anterior se asignarán por una única vez y se extinguirán cuando el personal a quien se le hubiere otorgado la asignación cese en sus funciones por cualquier causal, y no podrán reasignarse a otros funcionarios. Cada vez que dicho personal cese en sus funciones la Dirección General de Concesiones deberá comunicarlo a la Dirección de Presupuestos. La individualización de los funcionarios que percibirán la asignación especial y el monto que corresponda para cada uno de ellos será determinado por el Ministro de Obras Públicas, a propuesta del Director General de Concesiones de Obras Públicas, mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas, visado por la Dirección de Presupuestos, considerando lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4 de esta ley.”. 
El Honorable Senador señor García llamó la atención acerca de la situación del sector salud, en el que se han aprobado tres leyes que obligan a efectuar un proceso de encasillamiento durante el año 2017 y existe una gran incertidumbre y desconocimiento de parte de los funcionarios respecto de lo que ocurrirá con cada uno de ellos. La inquietud ha aumentado, acotó, porque el paso de los funcionarios contratados en base a honorarios a la contrata, en un alto número, lo han hecho en los grados más altos por las sumas que perciben, pasando a llevar la carrera funcionaria. Por lo mismo, manifestó que aprobará la disposición en el entendido que los representantes de los funcionarios están de acuerdo y que no se generarán los problemas descritos.

El señor Caravantes manifestó que la disposición que discuten fue abordada y trabajada específicamente en una mesa con los representantes de los trabajadores y directivos de la Coordinación de Concesiones y de la Dirección General de Obras Públicas, por lo que existe acuerdo en torno a los funcionarios que se verán beneficiados.

Puesto el artículo primero en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Artículo segundo
Dispone lo siguiente:

“Artículo segundo.- El  Presidente de la República, sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882, podrá nombrar al primer Director General de Concesiones de Obras Públicas, quién asumirá de inmediato, por el plazo máximo de un año y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública, y percibirá la asignación de alta dirección pública fijada para tal efecto.

El primer nombramiento de los cargos correspondientes al segundo nivel jerárquico de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas podrá realizarse sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882. Los funcionarios así designados asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año, en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la ley antes señalada, y percibirán la asignación de alta dirección pública fijada para tal efecto.”.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Artículo tercero
Faculta al Presidente de la República para que dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Obras Públicas y suscritos también por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar las plantas de personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y dictar todas las normas necesarias para su adecuada estructuración y operación. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 de la ley Nº 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, determinar los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI  de la ley Nº 19.882 y las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Además, podrá establecer las normas para el encasillamiento en las plantas.

2. Disponer el traspaso de los funcionarios titulares de planta y a contrata desde la Dirección General de Obras Públicas a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, y podrá establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas.

3. Determinar la dotación máxima del personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

4. Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije, del traspaso y del encasillamiento que se practique y de la iniciación de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.

5. Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad señalada en el número 1 de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

6. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

c) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

7. Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde la Dirección General de Obras Públicas a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.


Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Artículo cuarto
Su texto es el que sigue:

“Artículo cuarto.- El personal que a la fecha de inicio de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas se encuentre prestando servicios a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas, podrá optar a modificar su calidad jurídica de honorarios a suma alzada por la de contrata siempre que cumpla con los requisitos respectivos y otorgue previamente su consentimiento. 

En la medida que el personal señalado en el inciso anterior cumpla con los requisitos respectivos y dé su consentimiento, las modificaciones de calidad jurídica señaladas en el inciso anterior alcanzarán un número máximo de 218 personas, las que deberán incluirse en la dotación máxima de personal del primer presupuesto que se fije para la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, a la vez que un número equivalente de personas deberá ser excluido del número máximo de personas a ser contratadas a honorarios fijado en las glosas presupuestarias correspondientes, asociadas a los subtítulos 21 y 24.

Los funcionarios que cambien de calidad jurídica de acuerdo a lo señalado en este artículo mantendrán sus remuneraciones brutas.”.


Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Artículo quinto
Es del siguiente tenor:

“Artículo quinto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y transferirá los fondos necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

En el decreto señalado en el inciso anterior, se autorizará un máximo de 35 cupos para los efectos del artículo septuagésimo tercero de la ley N° 19.882. En los años siguientes, se estará a lo que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva.”.


Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Artículo sexto
Establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Obras Públicas, Programa 12-02-08, Administración Sistema de Concesiones, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público. Para los años posteriores, se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público.


Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
- - -

FINANCIAMIENTO

- El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 15 de junio de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I.- Antecedentes

Hace ya dos décadas, el Estado chileno comenzó un ambicioso programa de concesiones de infraestructura, el cual, a través de la asociación público- privada, ha contribuido a disminuir significativamente la brecha existente entre necesidades y disponibilidad de infraestructura.

Para implementar el programa de concesiones de manera ágil y flexible, surgió, dentro del Ministerio de Obras Públicas, la Coordinación General de Concesiones, actualmente Coordinación de Concesiones de Obras Públicas (CCOP), como una unidad administrativa funcional, dependiente de la Dirección General de Obras Públicas (DGOP).

La experiencia acumulada aconseja proponer cambios institucionales que permitan avanzar desde una mirada de corto plazo, a una de mediano y largo plazo; proceso que obliga a desarrollar el diseño de la nueva orgánica institucional, así como su implementación, con la adecuada planificación, en cuanto a plazos y recursos. En este contexto, además de la creación de una Dirección General como servicio centralizado, con una planta de personal regida por el Estatuto Administrativo y adscrita al sistema de remuneraciones de la Escala Única de Sueldos, el proceso de institucionalización requiere también del fortalecimiento de una gestión estratégica, la definición de los modelos de operación y procesos de la nueva orgánica, y el refuerzo de las capacidades y sistemas de la organización.

Para esos efectos se propone que, una vez aprobada la presente iniciativa, el Presidente de la República proceda a fijar la estructura y planta de dicho organismo mediante la dictación de uno o más decretos con fuerza de ley, que serán dictados dentro del plazo constitucional de un año. Asimismo, se propone que por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, se conforme el primer presupuesto de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, pudiendo al efecto formular las modificaciones presupuestarias que sean pertinentes.

II.- Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

Consecuentemente con lo que dispone la presente iniciativa, para los fines de conformar su estructura y planta de personal durante su primer año presupuestario, la implementación de esta Ley se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Obras Públicas, Programa 12-02-08 Administración Sistema de Concesiones. Para los años posteriores, el mayor gasto fiscal que pudiere representar su nueva estructura de cargos y dotación, se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público.

Adicionalmente, se plantea que en función del nivel de actividad del nuevo Servicio, en cuanto a sus labores de Análisis Financiero de las Concesiones y de Inspección Fiscal de las mismas, tanto en etapas de construcción como de explotación, se podrá incrementar la dotación hasta en 15 personas en el período 2015-2016, con un costo adicional anual estimado en $ 650 Millones, que se financiará con cargo a los recursos que se asignen en las respectivas leyes de presupuesto.”.
- Posteriormente, se presentó informe financiero complementario elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 6 de junio de 2016, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

El Proyecto de Ley que crea una Dirección General de Concesiones, lo dispone como un servicio centralizado; con una planta de personal regida por el Estatuto Administrativo; adscrita al sistema de remuneraciones de la Escala Única de Sueldos; y en su proceso de institucionalización también incorpora deberes y atribuciones que fortalecen una gestión estratégica, la definición de los modelos de operación y procesos de una nueva orgánica, y el refuerzo de las capacidades y sistemas de la organización.

Por su parte, en el marco de las funciones y atribuciones que corresponderán al Director General de Concesiones de Obras Públicas, se inserta la indicación N°078-364 que crea una nueva letra n) en el artículo 22 ter, del numeral 2 del artículo primero del Mensaje N°369-363, a efectos de facultar a dicho Director General, para delegar en circunstancias calificadas, y previa aprobación del Ministro, atribuciones específicas en funcionarios de su dependencia para ser ejercidas en una o más regiones o localidades, pudiendo poner término a la delegación en cualquier momento.

En el acto de la delegación, el Director determinará las facultades específicas que le delegue, el plazo de su desempeño y el ámbito territorial en que ejercerá su competencia.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

Teniendo presente la naturaleza de la presente indicación al Proyecto de Ley, ésta no representa un mayor gasto Fiscal.”.
- A continuación, figura informe financiero complementario elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 20 de marzo de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes

Las presentes indicaciones al proyecto de ley establecen una Asignación Especial para los funcionarios que pertenezcan a la planta de profesionales de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, o que estén asimilados a ella.

El monto de la Asignación no podrá ser superior a un 60% de la suma de las siguientes remuneraciones: a) Sueldo base; b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N°19.185; c) Asignación del artículo 19 de la ley N°19.185; y d) Asignación del artículo 6° del decreto ley N°1.770, de 1977, según corresponda.

La Asignación será otorgada hasta un máximo de 72 funcionarios de la planta de profesionales, o asimilados a ella, y el monto para cada uno de ellos será determinado por el Ministro de Obras Públicas, a propuesta del Director General de Concesiones de Obras Públicas, mediante decreto visado por la Dirección de Presupuestos, el que deberá ser fundado en criterios objetivos que considerarán los niveles de responsabilidad y complejidad de las funciones desempeñadas por los funcionarios.

La asignación especial se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable, y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. Además será incompatible con las asignaciones de los artículos sexagésimo quinto y septuagésimo tercero de la ley N°19.882.

La Asignación Especial será, además, otorgada hasta a un máximo de 22 funcionarios a contrata asimilados a las plantas de Técnicos y de Administrativos de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, y que a la fecha de su contratación cumplan con los requisitos que señala la indicación. Estos cupos se asignarán por una única vez y se extinguirán cuando el personal a quien se le hubiere otorgado la Asignación cese en sus funciones por cualquier causal, no pudiendo reasignarse a otros funcionarios.

Adicionalmente, la indicación establece que en el primer presupuesto de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, se autorizará un máximo de 35 cupos para los efectos del artículo septuagésimo tercero de la ley N°19.882.

Finalmente, se rebaja de doce a nueve meses el plazo máximo para que el Presidente de la República ejerza la facultad señalada en el artículo primero transitorio.

II. Efectos de las indicaciones sobre el Presupuesto Fiscal

Las indicaciones establecen que la Asignación Especial que se crea no podrá significar un gasto total anual superior a $545 millones (en pesos de 2017), considerando su efecto año completo. Por su parte, el efecto año completo del máximo de 35 cupos para los efectos del artículo septuagésimo tercero de la ley N°19.882, no podrá implicar un gasto superior a $717 millones (en pesos de 2017).

Durante su primer año presupuestario de vigencia, los recursos señalados en el párrafo anterior, se financiarán con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Obras Públicas, Subtítulo 21 del Programa 12-02-08 Administración Sistema de Concesiones.”.
- Posteriormente, se presentó informe financiero sustitutivo elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 12 de abril de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El presente Informe Financiero actualiza los costos del proyecto de ley a moneda de 2017. Por tanto, sustituye los Informes Financieros anteriores de este proyecto.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

El presente proyecto de ley implica los siguientes efectos sobre el presupuesto fiscal:

a) Se crea una Asignación Especial, que será otorgada hasta un máximo de 72 funcionarios de la planta de profesionales de la Dirección o asimilados a ella, y hasta a un máximo de 22 funcionarios a contrata asimilados a las plantas de Técnicos y de Administrativos de la Dirección, la que no podrá significar un gasto total anual superior a $544,9 millones, considerando su efecto año completo.

b) En el primer presupuesto de la Dirección, se autorizará un máximo de 35 cupos para los efectos del artículo septuagésimo tercero de la ley N°19.882, lo que no podrá implicar un gasto superior a $717,4 millones, considerando su efecto año completo.

c) Se podrá destinar hasta un máximo de gasto anual de $73,4 millones, para asimilar a la escala única de sueldos la contratación de personal que actualmente se desempeña a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas dependiente de la Dirección General de Obras Públicas.

d) Para la unidad administrativa que asume las labores de análisis financiero de las concesiones y de la de inspección fiscal de las mismas, tanto en etapas de construcción como de explotación, se podrá incrementar la dotación de la Dirección hasta en 15 personas, con un costo adicional anual de $698,3 millones.

Durante su primer año presupuestario de vigencia, los recursos señalados en las letras a) y b) se financiarán con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Obras Públicas, Subtítulo 21 del Programa 12-02-08 Administración Sistema de Concesiones, por lo que no representan un mayor gasto fiscal. Por su parte, los recursos señalados en las letras c) y d) se financiarán con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Obras Públicas, Programa 12-02-08 Administración Sistema de Concesiones, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la ley de presupuestos del sector público. Para los años posteriores, se financiarán con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público.”.
- Finalmente, se presentó informe financiero complementario, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 18 de julio de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. ANTECEDENTES

El presente informe financiero complementario se refiere a las indicaciones presentadas al proyecto de ley mediante el Mensaje N°096-365, cuyo contenido principal se refiere a:

1. Modificaciones al Consejo de Concesiones, tanto a su composición como en sus atribuciones.

a. En cuanto a su composición, éste quedará integrado por:

- Un consejero de libre designación conjunta por parte del Ministro de Hacienda y el Ministro de Obras Públicas, que lo presidirá.

- Dos consejeros designados por el Ministro de Hacienda.

- Dos consejeros designados por el Ministro de Obras Públicas.

b. Se incorpora la obligación de la emisión de un informe previo, en los casos que se modifiquen las características de las obras y servicios de contratos en explotación, siempre y cuando dicha modificación, separada o conjuntamente, sobrepase el 10% del presupuesto oficial.

2. Dentro de las funciones y atribuciones del Director General de Concesiones se establece que el Plan de Concesiones, que es presentado cada año para a su aprobación, debe incorpora la visión regional y territorial de los proyectos.

3. Con la finalidad de hacer más expedito el proceso de resolución de discrepancias de carácter técnico o económico, se incorpora la opción que tanto el MOP como las sociedades concesionarias formulen directamente sus consultas al Panel Técnico.

4. En materia de personal de la nueva Dirección, en las disposiciones transitorias del proyecto se establece que:

a. El personal que a la fecha de inicio de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas se encuentre prestando servicios a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas, optará a modificar su calidad jurídica de honorarios a suma alzada a contrata, siempre que cumpla con los requisitos respectivos y otorgue previamente su consentimiento. Los funcionarios que cambien de calidad jurídica mantendrán sus remuneraciones brutas. Las modificaciones de calidad jurídica alcanzarán un número máximo de 218 personas.

b.  Se establecen normas para el nombramiento de los primeros directivos de la institución.

5. Finalmente, se reduce el plazo máximo para la dictación del decreto con fuerza de ley que señala el actual artículo primero transitorio, que ha pasado a ser artículo tercero transitorio, de nueve a seis meses.

II. IMPACTO DEL PROYECTO EN EL PRESUPUESTO FISCAL

La presente indicación no implica costos fiscales adicionales a los reportados en los Informes Financieros previos del proyecto de ley.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Obras Públicas, cuyo texto es del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 850, de 1997, del Ministerio de Obras Públicas:

1. Elimínase la letra g) del artículo 14.

2. Incorpóranse los siguientes artículos 22 bis, 22 ter y 22 quáter, nuevos:

“Artículo 22 bis.- Créase la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, dependiente del Ministerio de Obras Públicas, que tendrá como objeto la ejecución, reparación, conservación, mantención y explotación de obras públicas fiscales conforme al artículo 87, y la provisión de equipamiento o la prestación de servicios asociados conforme a lo establecido en el decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, como también la fiscalización del debido cumplimiento de las normas legales y administrativas aplicables a los contratos de concesión, sin perjuicio de las demás funciones que le encomienden las leyes.

La Dirección General de Concesiones de Obras Públicas será un servicio que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.

La Dirección General de Concesiones de Obras Públicas estará a cargo de un Director General, que tendrá la calidad de alto directivo público, de conformidad a las normas contenidas en el Título VI de la ley N° 19.882, y estará bajo la dependencia del Ministro de Obras Públicas.

El personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas se regirá por las disposiciones de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en materia de remuneraciones, por las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.

Artículo 22 ter.- Para el cumplimiento de su objeto, corresponderán al Director General de Concesiones de Obras Públicas las siguientes funciones y atribuciones:

a) Someter a la aprobación del Ministro de Obras Públicas la propuesta de ejecución, reparación, mantención, conservación o explotación de obras públicas fiscales por el sistema regulado en el artículo 87 y en la Ley de Concesiones de Obras Públicas. El Ministro de Obras Públicas someterá a la aprobación del Presidente de la República la propuesta, la que deberá contar con informe del Ministerio de Hacienda.

Para el ejercicio de esta facultad podrá requerir a las demás direcciones operativas del Ministerio de Obras Públicas la asesoría técnica de las obras que sean sometidas al sistema de concesiones de obras públicas.

b) Dirigir y coordinar la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y de sus divisiones y la organización interna de ésta.

c) Representar para todos los efectos legales a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, tanto en el ámbito judicial como extrajudicial.

d) Contratar estudios, proyectos, ejecución de obras y asesorías en la forma que determine la ley. Asimismo, podrá celebrar los actos y contratos que sean necesarios para el cumplimiento de las funciones que le corresponden a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. 

e) Velar por el adecuado y correcto cumplimiento de los contratos de concesión en sus diferentes etapas, en virtud de lo dispuesto en la Ley de Concesiones de Obras Públicas, su reglamento, el contrato de concesión, las bases de licitación y los actos administrativos que conforman el contrato de concesión, como también en las demás leyes y reglamentos que le fueren aplicables.

f) Fomentar, promover y difundir ante inversionistas públicos o privados, nacionales o extranjeros, la asociación público-privada en materia de infraestructura, en coordinación con las demás instituciones competentes en esta materia.

g) Presentar al Ministro de Obras Públicas, para su aprobación, dentro del primer trimestre de cada año, el plan de concesiones, con una proyección de cinco años de plazo. Este plan deberá ser previamente sometido a la consulta del Consejo de Concesiones y posteriormente enviado al Congreso Nacional para su conocimiento. 

Dicho plan contendrá una visión territorial, para lo cual sus proyectos contemplarán infraestructura en diferentes zonas del país, procurando un desarrollo armónico entre ellas.

h) Presentar al Ministro de Obras Públicas, dentro del primer trimestre de cada año, un informe de monitoreo y evaluación de la labor fiscalizadora en las etapas de ejecución, reparación, conservación, mantención o explotación de obras públicas, con su correspondiente plan de fortalecimiento. 

i) Estudiar, analizar y proponer al Ministro de Obras Públicas proyectos que puedan ser promovidos y ejecutados por el ministerio mediante el sistema de concesiones regulado por el artículo 87, sean éstos de iniciativa propia, de otros ministerios u organismos de la administración pública o de iniciativas privadas presentadas ante el Ministerio de Obras Públicas, de conformidad a la ley.

j) Evaluar, analizar y estructurar financieramente los proyectos en desarrollo, y contratar la asesoría de expertos en estructuración financiera, contractual y de garantías para las obras concesionadas. 

k) Proponer al Ministro de Obras Públicas las expropiaciones necesarias para la ejecución de las obras públicas fiscales y no fiscales por el sistema regulado a través del artículo 87. 

l) Destinar, comisionar y encomendar cometidos al personal de la Dirección General a su cargo, cuando deban llevarse a cabo en servicios distintos de aquel en que se encuentra nombrado el funcionario.

m) Aplicar las multas que procedan en conformidad a la Ley de Concesiones de Obras Públicas y su reglamento, al contrato de concesión, y a las demás leyes y reglamentos que le fueren aplicables. 

n) Delegar en funcionarios de su dependencia, previa aprobación del Ministro de Obras Públicas, atribuciones específicas para una o más regiones o localidades, cuando circunstancias calificadas, tanto de operación como de proyectos en estudio y en etapa de construcción, lo hagan necesario, pudiendo poner término a la delegación en cualquier momento.

En el acto de la delegación, el Director General de Concesiones de Obras Públicas determinará las facultades específicas que delega en el funcionario, el plazo de su desempeño y el ámbito territorial en que ejercerá su competencia.

ñ) Todas las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.

Artículo 22 quáter.- El Director General de Concesiones de Obras Públicas, en el mes de abril de cada año, en audiencia pública, rendirá cuenta de su gestión en la Dirección General.

En dicha cuenta se referirá a los resultados obtenidos en las actividades realizadas durante el período, incluyendo las estadísticas básicas que las reflejen, el uso de los recursos otorgados y las dificultades que se hubieren presentado, y dará a conocer las actuaciones de la Dirección General que se realizarán durante el período siguiente, incluido el grado de avance del plan a cinco años señalado en la letra g) del artículo 22 ter.”.

Artículo 2.- Desde la fecha de inicio de sus funciones, la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas asumirá la totalidad de las competencias, funciones y atribuciones que desempeñaba la Dirección General de Obras Públicas, por sí y a través de la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas, dispuestas en el decreto con fuerza de ley N° 850 de 1997, Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, relacionadas con la Ley de Concesiones de Obras Públicas y, por tanto, estará encargada especialmente de continuar la gestión de los contratos de estudios, asesorías y concesión a través de sus etapas de proyecto, construcción y explotación, respecto de todos los contratos que, hasta la fecha de entrada en vigor de esta ley, tenían a su cargo.

Asimismo, reemplázase en el decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, las menciones “Director General de Obras Públicas” por “Director General de Concesiones de Obras públicas”, “Dirección General de Obras Públicas” por “Dirección General de Concesiones de Obras Públicas” y “DGOP” por “DGCOP”.

Artículo 3.- Modifícase el decreto supremo 
N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley 
N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, del siguiente modo: 

1. Modifícase el artículo 1 bis de la siguiente manera:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 1 bis.- Habrá un Consejo de Concesiones, de carácter consultivo, integrado por:

1) Un consejero de libre designación y remoción conjunta por parte de los Ministros de Obras Públicas y de Hacienda, quien lo presidirá.

2) Dos consejeros designados por el Ministro de Hacienda. El primero será un académico perteneciente a una facultad de Economía o Economía y Administración, y el segundo pertenecerá a una facultad de Ciencias Jurídicas o Ciencias Jurídicas y/o Sociales. Uno de ellos deberá pertenecer a una universidad con sede principal en una región distinta  a la Metropolitana.

3) Dos consejeros designados por el Ministro de Obras Públicas. El primero será un académico perteneciente a una facultad de Ingeniería Civil, y el segundo pertenecerá a una facultad de Arquitectura. Uno de ellos deberá pertenecer a una universidad con sede principal en una región distinta  a la Metropolitana. 

4) El Ministro de Obras Públicas”.

b) Modifícase el inciso séptimo del siguiente modo:

i) Reemplázase el punto y coma de todos los literales por un punto.

ii) Reemplázase en el literal e) la expresión 
“, y” por un punto. 

iii) Agrégase la siguiente letra g), nueva:

“g) Modificar las características de las obras y servicios contratados, a objeto de incrementar los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación, mediante la suscripción de un convenio complementario al contrato de concesión, cuando, separada o conjuntamente, dichas modificaciones superen el 10% del presupuesto oficial de la obra, ya sea durante la etapa de construcción o de explotación.”.

2. Intercálase en el artículo 20 el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:

“Cuando las modificaciones a que se refiere este artículo, separada o conjuntamente, superen el 10% del presupuesto oficial de la obra, ya sea durante la etapa de construcción o explotación, deberán ponerse los antecedentes a disposición del Consejo de Concesiones para que informe al Ministerio de Obras Públicas sobre la conveniencia de dichas modificaciones.”.  

3. Modifícase el artículo 36 del siguiente modo:

a) Agrégase en el inciso primero la siguiente oración final:

“Asimismo, el Ministerio de Obras Públicas y una o más sociedades concesionarias, en forma conjunta o separada, podrán realizar consultas al Panel Técnico sobre las materias mencionadas anteriormente.”.

b) Intercálase en el encabezado del inciso cuarto, entre las expresiones “discrepancias” y “que se produzcan”, los siguientes vocablos: “y consultas”.
Artículo 4.- Establécese una asignación especial para los funcionarios pertenecientes a la planta de profesionales de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, o que se encuentren asimilados a ella, en razón del desempeño de las funciones de regulación y fiscalización de la Dirección.

El monto de la asignación especial no podrá ser superior al 60% de la suma de las siguientes remuneraciones: 

a) Sueldo base.

b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N° 19.185.

c) Asignación del artículo 19 de la ley N° 19.185.

d) Asignación del artículo 6 del decreto ley N° 1.770, de 1977, según corresponda. 

La asignación especial será otorgada hasta un máximo de 72 funcionarios de aquellos a que se refiere el inciso primero, y el monto para cada uno de ellos será determinado por el Ministro de Obras Públicas, a propuesta del Director General de Concesiones de Obras Públicas, mediante decreto expedido anualmente bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas, visado por la Dirección de Presupuestos, el que deberá fundarse en criterios objetivos que considerarán los niveles de responsabilidad y complejidad de las funciones desempeñadas por los funcionarios.

La asignación especial se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable, y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. Además, será incompatible con las asignaciones de los artículos sexagésimo quinto y septuagésimo tercero de la ley N° 19.882.

Artículo 5.- La asignación especial a que se refieren los artículos 4 y primero transitorio no podrá significar un gasto total anual superior a $545.000.000 (quinientos cuarenta y cinco millones de pesos), el que irá disminuyendo en razón de la cantidad de cupos que se extingan de acuerdo a lo establecido en el artículo primero transitorio.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- La asignación especial señalada en el artículo 4 de esta ley será otorgada, además, hasta a un máximo de 22 funcionarios a contrata asimilados a las plantas de Técnicos y de Administrativos de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas que a la fecha de su contratación cumplan con los siguientes requisitos copulativos: 

a) Haber prestado servicios a honorarios por, a lo menos cinco años, continuos o discontinuos, en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas. 

b) Haberse encontrado prestando servicios en calidad de honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas al 30 de noviembre de 2016.

c) Que las labores desempeñadas a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas hayan correspondido a la prestación de servicios para cometidos específicos y que sean de naturaleza habitual de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.

Los cupos a que se refiere el inciso anterior se asignarán por una única vez y se extinguirán cuando el personal a quien se le hubiere otorgado la asignación cese en sus funciones por cualquier causal, y no podrán reasignarse a otros funcionarios. Cada vez que dicho personal cese en sus funciones la Dirección General de Concesiones deberá comunicarlo a la Dirección de Presupuestos. La individualización de los funcionarios que percibirán la asignación especial y el monto que corresponda para cada uno de ellos será determinado por el Ministro de Obras Públicas, a propuesta del Director General de Concesiones de Obras Públicas, mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas, visado por la Dirección de Presupuestos, considerando lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4 de esta ley. 

Artículo segundo.- El  Presidente de la República, sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882, podrá nombrar al primer Director General de Concesiones de Obras Públicas, quién asumirá de inmediato, por el plazo máximo de un año y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública, y percibirá la asignación de alta dirección pública fijada para tal efecto.

El primer nombramiento de los cargos correspondientes al segundo nivel jerárquico de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas podrá realizarse sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882. Los funcionarios así designados asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año, en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la ley antes señalada, y percibirán la asignación de alta dirección pública fijada para tal efecto.
Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Obras Públicas y suscritos también por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar las plantas de personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y dictar todas las normas necesarias para su adecuada estructuración y operación. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 de la ley Nº 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, determinar los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI  de la ley Nº 19.882 y las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Además, podrá establecer las normas para el encasillamiento en las plantas.

2. Disponer el traspaso de los funcionarios titulares de planta y a contrata desde la Dirección General de Obras Públicas a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, y podrá establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas.

3. Determinar la dotación máxima del personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

4. Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije, del traspaso y del encasillamiento que se practique y de la iniciación de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.

5. Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad señalada en el número 1 de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

6. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

c) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

7. Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde la Dirección General de Obras Públicas a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.

Artículo cuarto.- El personal que a la fecha de inicio de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas se encuentre prestando servicios a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas, podrá optar a modificar su calidad jurídica de honorarios a suma alzada por la de contrata siempre que cumpla con los requisitos respectivos y otorgue previamente su consentimiento. 

En la medida que el personal señalado en el inciso anterior cumpla con los requisitos respectivos y dé su consentimiento, las modificaciones de calidad jurídica señaladas en el inciso anterior alcanzarán un número máximo de 218 personas, las que deberán incluirse en la dotación máxima de personal del primer presupuesto que se fije para la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, a la vez que un número equivalente de personas deberá ser excluido del número máximo de personas a ser contratadas a honorarios fijado en las glosas presupuestarias correspondientes, asociadas a los subtítulos 21 y 24.

Los funcionarios que cambien de calidad jurídica de acuerdo a lo señalado en este artículo mantendrán sus remuneraciones brutas.

Artículo quinto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y transferirá los fondos necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

En el decreto señalado en el inciso anterior, se autorizará un máximo de 35 cupos para los efectos del artículo septuagésimo tercero de la ley N° 19.882. En los años siguientes, se estará a lo que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva.

Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Obras Públicas, Programa 12-02-08 Administración Sistema de Concesiones, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público. Para los años posteriores, se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público.

Artículo séptimo.- La integración del Consejo de Concesiones a que se refiere el artículo 1 bis, del decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, vigente a la fecha de publicación de la presente ley, se mantendrá por el plazo de un año contado desde dicha fecha.”.
---

Acordado en sesiones celebradas los días 5 y 12 de septiembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 15 de septiembre de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario de la Comisión.
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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN DE TRANSPORTES Y TELECOMUNICACIONES RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.132, DE TELEVISIÓN NACIONAL DE CHILE

(6.191-19)
HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de informaros, en trámite de segundo informe, el proyecto de ley de la Honorable Cámara de Diputados, enunciado en el rubro, originado en un Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, con urgencia calificada de “simple” el 7 de junio de 2017.
- - - - - -

NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL


El inciso final del artículo 2°, propuesto por el número 1), el inciso tercero del artículo 3° propuesto por el número 2), el ordinal viii del número 17), los ordinales i y ii del número 20), el número 24) y el número 28) del artículo único de este proyecto de ley son de quórum calificado, en razón de que amplían el giro y atribuciones empresariales de Televisión Nacional de Chile, cuestiones que de acuerdo al N° 21 del artículo 19 de la Constitución Política de la República son materias de ley de quórum calificado, debiendo aprobarse, en consecuencia, con el quórum establecido en el inciso tercero del artículo 66 del texto constitucional.

Por su parte, el inciso segundo del artículo 12 propuesto por el número 13) del artículo único de la iniciativa en discusión reviste el carácter de orgánico constitucional en virtud de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 77 de la Constitución. Lo anterior, en tanto en dicho inciso se atribuye al Pleno de la Corte de Apelaciones de Santiago el conocimiento y declaración de determinadas causales de cesación de los Directores de TVN, a requerimiento del Directorio (respecto de las letras c), d), e), f), g) y h) del citado artículo 12), del Ministerio Secretaría General de Gobierno en conjunto con el Ministerio de Hacienda (respecto de las letras e), f) y h) del referido artículo 12) o de cualquier persona (en el caso de la letra d) del mencionado artículo 12).


Por consiguiente, el inciso segundo en comento debe ser votado por los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, en conformidad a lo establecido por el inciso segundo del artículo 66 del texto constitucional.


Por último, el ordinal iii del número 26) del artículo único del proyecto de ley en examen presenta la naturaleza de orgánico constitucional, en atención a lo dispuesto en el inciso final del artículo 99 de la Constitución Política de la República, en tanto modificar las atribuciones de fiscalización de la Contraloría General de la República sobre Televisión Nacional de Chile.


En consecuencia, el referido ordinal iii debe ser votado por los cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio, de acuerdo a lo fijado por el inciso segundo del artículo 66 del texto constitucional.

- - - - - - - -

ARTÍCULOS QUE DEBEN SER CONOCIDOS POR LA COMISIÓN DE HACIENDA


El inciso final del artículo 2° propuesto por el número 1), los incisos tercero y cuarto del artículo 3° propuesto por el número 2), el número 12), el ordinal vii del número 14), el ordinal viii del número 17), los ordinales i y ii del número 20), el número 22), el número 23), el número 24), el número 25), el número 26), el número 28), el número 29), el número 30) del artículo único de la iniciativa legal en referencia, así como también el artículo tercero transitorio, deben ser conocidos por la Comisión de Hacienda, ya que inciden en materias financieras del Estado, en virtud de lo dispuesto en el artículo 17 de la ley N° 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional y en el artículo 27 del Reglamento del Senado.
OPINIÓN DE LA EXCMA. CORTE SUPREMA

Se hace presente que la Sala de la Comisión, mediante oficio Nº 24/TT/17, de 7 de junio de 2017, solicitó el parecer de la Excelentísima Corte Suprema, respecto del texto aprobado en particular, en este Segundo Informe, del proyecto de ley en estudio, especialmente respecto del inciso segundo del artículo 12 del número 13) del artículo único de la iniciativa, por ser una disposición que dice relación con la organización y atribuciones de los Tribunales de Justicia, en cumplimiento con lo preceptuado en los incisos segundo y tercero del artículo 77 de la Constitución Política de la República y el artículo 16 de la ley N° 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional.

- - - - - - - - - 


Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:


I.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: ---.

II.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 1.A, 1.B, 1.H, 1.I, 1.L,1.M, 1.N, 1.Q, 1.R, 1.S, 1.T, 1.V, 1.X, 1.Z, 1.BB), 1.EE), 1.FF), 1.GG), 1.HH), 1 KK) y 1 MM).

III.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1.1, 1.C, 1.D, 1.E, 1.F, 22, 23, 28 bis, 1.G, 1.J, 1.K, 1.O, 1.U, 1.W, 1.Y, 1.AA), 1.DD), 54, 55 y 1.LL).

IV.- Indicaciones rechazadas: 1 bis, 1 ter, 1 quáter, 1 quinquies, 1 sexies, 1 septies, 1 octies, 1 nonies, 1 quindecies, 1 septendecies, 2 ter, 2 x ter, 2 quáter, 2 bis quáter, 3, 3 bis, 8, 8 bis, 8 quáter, 9 bis, 9 ter, 9 x ter, 9 xx ter, 9 x quáter 9 quinquies, 9 sexies, 9 septies, 10, 10 bis, 10 ter, 10 quáter, 11, 12, 13 bis, 13 ter, 14, 14 bis, 15, 16, 16 bis, 17 bis, 17 ter, 17 quáter, 17 quinquies, 19, 20 bis, 20 x bis, 20 ter, 20 quinquies, 20 sexies, 20 octies, 20 novies, 20 decies, 20 undecies, 20 x, 20 terdecies, 21, 21 bis, 21 ter, 23 bis, 24, 25, 25 bis, 26, 27, 28 x bis, 28 xx bis, 28 ter, 28, 29, 30, 31, 32, 33, 34, 35, 35 ter, 40 bis, 40 ter, 43 quinquies, 45, 47, 56, 1.CC), 57, 58, 1.II) y 1.JJ).

V.- Indicaciones retiradas: 1, 1.2, 1.3, 3 quáter, 4 bis, 1.4, 9, 1.4.ii, 1.4.iii, 9 quáter, 1.4.iv, 1.4.v, 1.4.vi, 1.4.vii, 1.4 viii, 1.4.ix, 13, 1.4.x, 17, 1.4.xi, 18, 20, 1.4.xii, 1.5, 20 duodecies, 21 quáter, 1.6, 1.7, 1.8, 1.9, 1.10, 1.11, 1.12, 35 quáter, 1.13, 1.P, 1.14, 1.15, 1.16, 41, 1.17, 1.18, 1.19, 1.20, 43, 1.21, 1.22, 1.23, 1.24, 1.25, 1.26, 1.27, 1.28 y 1.29.

VI.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 1 decies, 1 bis decies, 1 undecies, 1 duodecies, 1 terdecies, 1 quaterdecies, 1 sexdecies, 1 octodecies, 1 novodecies, 2 a), 2 b), 2 c), 2, 2 quinquies, 2 sexies, 2 septies, 3 quinquies, 4, 5, 6, 7, 8 ter, 10 x bis, 12 bis, 20 quáter, 20 septies, 31 bis, 35 bis, 36, 37, 38, 39, 40, 40 quáter, 41 bis, 42, 43 bis, 43 ter, 43 quáter, 43 sexies, 43 octies, 43 nonies, 44, 44 bis, 46, 48, 49, 50, 50 bis, 51, 52, 53, 53 bis, 56 bis, 56 ter, 59, 59 a), 59 b), 59 c), 60 y 61.
- - - - - 


A algunas de las sesiones en que vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones analizó esta iniciativa legal asistieron, además de sus miembros, los Honorables Senadores señores Coloma, Moreira, Pérez y Pizarro.

Durante la discusión de este proyecto de ley vuestra Comisión contó con la colaboración y participación de la ex Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Ena Von Baer; del ex Ministro Secretario General de Gobierno, señor Marcelo Díaz; de la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez; del ex Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Andrés Gómez-Lobo; de la ex Subsecretaria del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señora María Eugenia de la Fuente; del Subsecretario del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Omar Jara; del ex Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Pedro Huichalaf; del Coordinador General de Asesores y de Modernización del Estado, señor Enrique Paris; de la ex Asesora Legislativa de la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Carolina Infante; del ex Asesor Legislativo del Ministro Secretario General de Gobierno, señor Nicolás Facuse; del Asesor Legislativo de la Ministra Secretaria General de Gobierno, señor Cristián Arancibia; de la ex Asesora Legislativa del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señora Paola Tapia; del ex Jefe de Gabinete de la Ministra Secretaria General de Gobierno, señor Eduardo Ramírez; de la Directora Jurídica del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señora Josefina Escobar; del Jefe de Gabinete del Subsecretario General de Gobierno, señor Arturo Vera; del Jefe de Gabinete del Subsecretario de Telecomunicaciones, señor Ricardo Azócar; del Jefe de la División Jurídica del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Cristóbal Osorio; del Abogado Asesor de la División Jurídica del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez; del Asesor del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señor Vicente Pinto; del Encargado de Televisión Digital de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Rodrigo Ramírez; de la Jefa de Asesores del Subsecretario de Telecomunicaciones, señora Sandra Álvarez; de la Asesora Legislativa de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señora María Alejandra Sánchez; del Asesor del Departamento de Regulación Económica de la Subsecretaría de Telecomunicaciones, señor Danilo Godoy; del Jefe de Prensa del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Emilio Espinoza; de la Asesora Legislativa de la Secretaria General de la Presidencia, señora Bernardita Nazar y de la Asesora de Comunicaciones del Ministro de Transportes y Telecomunicaciones, señora Valentina Ríos.

Además fueron especialmente invitadas las siguientes entidades:


- Televisión Nacional de Chile. Concurrieron el actual Presidente del Directorio, señor Ricardo Solari; los ex Presidentes del Directorio, señores Leonidas Montes y Carlos Mladinic, el ex Director Ejecutivo, señor Mauro Valdés; la actual Directora Ejecutiva, señora Alicia Hidalgo; los ex Directores señora Marcia Scantelbury y señores Enzo Yacometti y Arturo Bulnes; los Directores señores Antonio Leal y Francisco Frei; el Gerente de Asuntos Legales, señor Hernán Treviño; el Asesor, señor Marcelo Drago y la Abogada, señora María de la Luz Navarro.


- Sindicato Nacional Nº 1 de Trabajadores de Televisión Nacional de Chile. Asistieron el Presidente, señor Roberto Reyes y la Abogada señora Alejandra Krauss.


- Sindicato Nacional Nº 2 de Trabajadores de Televisión Nacional de Chile. Concurrieron el Presidente, señor Juan Cardemil; el Secretario, señor Oscar Preuss; el Asesor, señor Carlos Cano y la Periodista, señora Carla Guerra. 


- Sindicato Nacional Nº 3 de Trabajadores de Televisión Nacional de Chile. Asistieron la ex Presidenta, señora Pamela Morales y el ex Director señor Claudio Villar, y los Directores señores Carlos Ascencio y Sergio Francisco Pizarro.


- Plataforma Audiovisual. Concurrieron la Presidenta, señora Tehani Staiger y la Dirigente, señora Luz Croxatto.


- Mesa de Ciudadanía de TV Digital. Asistieron el Representante, señor Luis Rivera y el Asesor, señor Cristian Elgueta. 


- Asociación Nacional de Televisión (ANATEL). Participó el Presidente, señor Ernesto Corona.


- Asociación Regional de Canales de Televisión de Señal Abierta A.G. (ARCATEL). Concurrieron el Gerente General, señor Rodrigo Moreno y el Asesor de Proyectos, señor Claudio Rojas.


- Asociación de Productores de Cine y Televisión (APCT). Asistieron el Presidente, señor Sergio Gándara y la Secretaria Ejecutiva, señora Daniela Gutiérrez.


- Dirección de Presupuestos. Concurrieron el Jefe de la División de Finanzas Públicas, señor José Pablo Gómez; la Jefa del Sector Empresas, señora Susana González y el Analista, señor Alejandro Medel.


- Director Ejecutivo de la Red de Televisión de Universidades del Estado de Chile (UESTV), señor Roberto Trejo.


- Director General de Chile Actores, señor Rodrigo Águila.


- Vicepresidente de la Asociación de Directores y Guionistas de Chile, señor Pablo Perelman.


- Presidente del Consejo Nacional de Televisión, señor Óscar Reyes.


- Abogado de la Red de Televisión Chilevisión S.A., señor Diego Karich. 

- Director de la carrera de Cine y Televisión de la Universidad de Chile, señor Nicolás Acuña.


- Académico de la Facultad de Comunicaciones de la Pontificia Universidad Católica de Chile, señor Sergio Godoy.


- Presidente de la Asociación de Profesionales y Productoras de Animación (ANIMACHI A.G.), señor Patricio Escala.


- Coordinadora del Programa de Libertad de Expresión y Ciudadanía de la Universidad de Chile, señora Chiara Sáez.


- Colegio de Periodistas. Concurrieron la Presidenta, señora Javiera Olivares y el Primer Vicepresidente, señor Patricio Martínez.


- Observatorio de Medios FUCATEL. Asistieron la Abogada e Investigadora, señora Lorena Donoso y la Directora Ejecutiva, señora Manuela Gumucio.


- Federación Internacional de Coaliciones para la Diversidad Cultural (FICDC) y de la Coalición Chilena para la Diversidad Cultural. Participaron la Presidenta, señora Mane Nett y la Vicepresidenta, señora Pía Rey.


Además asistieron los Asesores del Honorable Senador señor García Huidobro, señores Cristián Rivas, Jorge Barrera y Alejandro Fernández; del Honorable Senador señor Girardi, señoras Victoria Fullerton y Elisabet Gerber y señores Nicolás Fernández y Víctor Quezada; del Honorable Senador señor Letelier, señor Sebastián Divin y José Fuentes; del Honorable Senador señor Matta, señora Joanna Deick y señor Hugo Ilabaca; del Honorable Senador señor Ossandón, señoras María Angélica Villadango e Israela Rosenblum y señores José Huerta y Alberto Jara; de los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, señor Jaime Mondría; del Honorable Senador señor García Ruminot, señor Felipe Cox; del Honorable Senador señor Coloma, señor César Moyano; del Honorable Senador señor Moreira, señor Héctor Mery; del Honorable Diputado señor Arriagada, señor Matías Valdés; del Comité del Partido Comunista, la señora Jenifer Tapia y el señor Luis Cuello; del Comité del Partido Socialista, señora Paulin Silva y señores Héctor Valladares y Francisco Aedo; del Comité del Partido Unión Demócrata Independiente, señor Álvaro Pillado; del Instituto Igualdad, señor Rodrigo Márquez; de la Dirección de Presupuestos, señora Mónica Bravo y de la Segpres, señoras María Fernanda Cuevas, Tania Larraín, Tamara Gargari, María Jesús Mella y Vanessa Astete y señores Sergio Herrera, Luis Batallé, Pablo Nogueira, Daniel Portilla, Ignacio Cárcamo y Nicolás Facuse. 


Enviaron por escrito sus planteamientos el Director Ejecutivo de Canal 13, señor Cristián Bofill y el ex Presidente del Directorio de Televisión Nacional de Chile, señor Luis Ortiz.


Excusaron su asistencia el Director Ejecutivo de Mega, señor Patricio Hernández; el Director Ejecutivo de UCV Televisión, señor Enrique Aimone; el Director Ejecutivo de Telecanal, señor José Manuel Larraín; el Presidente y Director Ejecutivo de La Red, señor Javier Urrutia; la ex Directora de Televisión Nacional de Chile, señora Pilar Molina y la Académica y Directora del Diplomado en Comunicación Digital de la Universidad de Chile, señora Patricia Peña.

ANTECEDENTES

Se hace presente que el proyecto de ley en estudio ingresó, en segundo trámite constitucional, al Honorable Senado con fecha 14 de octubre del año 2009, dándose Cuenta del mismo en la Sala de la Corporación con fecha 27 de octubre de tal año, pasando a la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones.


En tal sentido, esta última instancia aprobó en general el proyecto con fecha 26 de mayo del año 2010, para que luego la Sala de la Cámara Alta aprobara la idea de legislar sobre la iniciativa en referencia con data 6 de julio del mismo año. En tal oportunidad, asimismo, se fijó como plazo de indicaciones el día 30 de agosto de dicho año, presentándose en tal ocasión las respectivas propuestas.


Posteriormente, con el ingreso del proyecto de ley que amplió el giro de Televisión Nacional de Chile (Boletín N° 8.273-15), conocida también como Ley corta de TVN (Ley N° 20.694), y del proyecto que permitió la introducción de la televisión digital terrestre (Boletín N° 6.190-19) (Ley N° 20.750), la discusión en particular de la presente iniciativa se postergó. En tal sentido, se debe destacar que el debate suscitado con ocasión de la decisión sobre la norma técnica a adoptar, en materia de televisión digital, por parte del Ejecutivo, abordó un período largo de tiempo.


Sin perjuicio de lo anterior, posteriormente, con fecha 2 de junio del año 2015, se retoma la discusión del proyecto de ley en análisis, acordando en tal oportunidad la Comisión que los cambios experimentados por la televisión en los últimos años no hacían recomendable continuar con el debate en torno a las ideas plasmadas en el texto aprobado en general, por lo que se solicitó al Ejecutivo estudiar el particular, a fin de que este último procediera a presentar las indicaciones sustitutivas pertinentes.


De ese modo, con fecha 19 de mayo del año 2016, S.E. la Presidenta de la República presenta las aludidas indicaciones, orientadas, principalmente, bajo los siguientes ejes:


- Reconocimiento de la Misión Pública de TVN y su compromiso con la ciudadanía a través de ésta


Se proponía el reconocimiento de esta misión pública como un marco a las actividades de Televisión Nacional de Chile. 


Lo anterior, a la luz del modelo del acuerdo o agreement que celebra la BBC inglesa con el conjunto de la sociedad, exigiendo la formulación de un compromiso entre la empresa y la ciudadanía  donde se concretiza el contenido de esta misión pública y que recoge las orientaciones editoriales y programáticas que el canal debe seguir por un período de cinco años.

Dicho acuerdo, adoptaba la denominación de “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública”, y cuya confección se encontraba bajo la responsabilidad del Directorio de la estación.

- Creación de un consorcio de medios


Se reconocía la facultad para que TVN pudiera establecer diversas filiales y líneas de negocios, permitiendo que la estación pública se desarrollare hacia un consorcio de medios, por lo que se pretendía que la empresa estatal contara con las capacidades para desplegar diversas líneas tales como: emisoras de radio, señales educativas y culturales, desarrollo tecnológico de redes, entre tantas otras. 

- Perfeccionamiento del gobierno corporativo


Se ampliaba el número de directores de TVN, permitiendo así que en el máximo órgano decisorio de la empresa se recojan distintas visiones y competencias profesionales, buscando una sinergia entre ellos. En concreto, el Directorio estaría compuesto por un presidente y otros ocho integrantes. 


Se establecía la necesidad de contar con profesionales con experiencia en altos cargos de administración, ya sea en el sector público o privado, así como representación con una clara formación en el ámbito de la cultura, educación y las comunicaciones. 


En cuanto a su nombramiento, se mantenía la potestad del Jefe de Gobierno de designar al Presidente del Directorio. Para los demás integrantes, se consideraba un proceso mixto para la elaboración de las ternas de los candidatos. Respecto de seis de los directores se incluía al Consejo  de Alta Dirección Pública en el proceso de selección de ternas. Respecto de los dos restantes se otorgaba voz al Ministerio de Educación y al Consejo Nacional de la Cultura y las Artes para establecer las ternas respectivas para la determinación de un director cada uno.


Sin perjuicio de lo anterior, si bien se innovaba en el origen de las ternas, la propuesta conservaba la designación de los candidatos por el Presidente de la República con la ratificación del Senado, salvo respecto del Presidente del Directorio, el que seguía siendo de libre designación por parte del Jefe de Estado.


Complementariamente y con el propósito de contar con una administración capaz de hacer frente con premura y atingencia a los cambios de una industria en constante renovación, el período del mandato de los directores se reducía de ocho a cuatro años. 

- El Consejo Consultivo


Se contemplaba la creación de un Consejo Consultivo, asesor del Directorio, cuya composición sería representativa de la sociedad chilena, y que tendría como principal misión apoyar en la formulación del “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” y monitorear su implementación. 


- Financiamiento y autorización de deuda


A fin de hacer frente al relativamente limitado marco de acción, en materia financiera, de TVN, se proponía incorporar la facultad de la empresa  para, previa autorización del Ministerio de Hacienda, obtener créditos, equiparando a Televisión Nacional de Chile  a las demás empresas públicas y, por cierto, a todas las empresas  del sector privado. 

- Control financiero de los recursos


En la misma línea de actualizar la gestión financiera de la empresa y para preservar la correcta administración de recursos públicos, se establecía la aplicación de las normas de control financiero de las empresas del Estado a Televisión Nacional de Chile.


- Transparencia e información a la ciudadanía


Como medida de transparencia y de accountability de la gestión de la empresa para con toda la ciudadanía, se disponía que el Presidente en ejercicio del Directorio de Televisión Nacional de Chile, tendría la obligación anual de concurrir a la Cámara de Diputados a efectuar una cuenta pública en la cual informaría sobre los estados financieros de la empresa, la utilización de los recursos destinados para el financiamiento de la misión pública de la corporación y el estado de avance en la implementación del “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” vigente.

- Administración de una concesión cultural y educativa

La indicación consideraba una capitalización extraordinaria especial para efectos de poner en marcha una señal cultural y educativa, gratuita, de libre recepción y sin publicidad. 

Para la transmisión de tal señal, se contemplaba la utilización de una concesión de televisión especialmente otorgada para ello.


- Modificación a la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión

Adicionalmente, se proponía una modificación en la Ley N° 18.838, en relación a los recientes cambios efectuados por la Ley de Televisión Digital. A través de ella se buscaba garantizar una tercera concesión de servicios de televisión a la televisora pública, con la finalidad de transmitir solo programación cultural y educativa.

- Capitalización extraordinaria


En cuanto a este punto, se contemplaba una inyección de capital por hasta 95 millones de dólares estadounidenses a Televisión Nacional de Chile, considerando dos líneas de inversiones: 


La primera, por un monto máximo de hasta 70 millones de dólares, con el propósito que Televisión Nacional de Chile pueda realizar las inversiones necesarias para su adecuación tecnológica con el objeto de cumplir con las obligaciones que le impone la nueva Ley de Televisión Digital. 


La segunda, en tanto, asciende a un monto de hasta 25 millones de dólares, para efectos de la implementación y puesta en marcha de la señal cultural y educativa establecida. Estos capitales serían administrados íntegramente por una persona jurídica creada especialmente para ello. 


La argumentación en favor de las indicaciones antes comentadas, fue desarrollada en la Comisión por el entonces Ministro Secretario General de Gobierno, señor Marcelo Díaz.


No obstante lo señalado, posterior a la presentación de las aludidas indicaciones, la Comisión llevó a cabo cinco  sesiones de audiencias, los días 18 de julio, 1 de agosto, 8 de agosto, 29 de agosto y 5 de septiembre de 2016, en donde se recibió a distintas autoridades y actores del sector, incluidos los Directores del canal público de ese entonces, quienes formularon distintas observaciones, las que fueron publicadas en la página web del Senado, salvo las de carácter reservado, todas las cuales se encuentran en la Secretaría de la Comisión a disposición de los señores Senadores. Los planteamientos vertidos en tales sesiones enriquecieron el debate y permitió una mirada más profunda sobre el particular.


Sin perjuicio de lo reseñado, y teniendo a la vista, entre otros elementos de juicio, las opiniones antes indicadas, S.E. la Presidenta de la República, con fecha 27 de marzo del año en curso, retiró gran parte de las indicaciones sustitutivas expresadas (salvo la indicación N° 1.1), para presentar un nuevo grupo de ellas, a cargo de la actual Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez.


Así, se hace presente que sobre este último conjunto de indicaciones es que se desarrolló la discusión en particular de la iniciativa en referencia, razón por la cual se pasan a transcribir los principales fundamentos que el Ejecutivo efectuó al respecto. En efecto, en dicho mensaje, se abordan distintas temáticas de Televisión Nacional de Chile, las que se pasan a desarrollar.

1. La Historia de la televisión en Chile y su regulación


El 5 de octubre de 1957, el entonces Presidente de la República, don Carlos Ibáñez del Campo, visitó la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso con el propósito de inaugurar unas nuevas dependencias de dicha casa de estudios. Aprovechando la visita de la máxima autoridad nacional, se hizo la primera transmisión de un acto oficial, llevando las imágenes de este evento hasta los pocos aparatos receptores que existían en el país. 


Un año después, en 1958, en el inicio del gobierno del Presidente Jorge Alessandri Rodríguez, se dictó el Decreto N° 7.039, que estableció el “Reglamento de Estaciones de Comunicaciones que utilicen frecuencias superiores a 29,7 megaciclos por segundo”. Ya desde ese momento se concibió la televisión como un escenario dual, en que debían convivir canales comerciales y aquellos de carácter educacional y público. Estos últimos debían transmitir programas de indiscutido valor educativo y quedarían radicadas en las universidades que solicitaren la respectiva concesión.    


Rápidamente comenzarían a aparecer proyectos de radiodifusión televisiva educacional. Así, el 21 de agosto de 1959 un transmisor con alcance de 40 kilómetros a la redonda enviaba las imágenes y el sonido de “La Pérgola de las Flores”. Era el nacimiento del UCTV de la Pontificia Universidad Católica de Chile. Al día siguiente comenzarían también las transmisiones del Canal 8, radicado en la Escuela de Electrónica de la Pontificia Universidad Católica de Valparaíso, dirigido por el ingeniero don Carlos Meléndez Infante. Finalmente, el 4 de noviembre de 1960, se sumaría la Universidad de Chile.


Con el Mundial de Fútbol de 1962 y por toda la década del sesenta, la cantidad de aparatos receptores comenzó a crecer de manera exponencial, ampliando el acceso a este servicio público de televisión para alcanzar a la clase media. Junto con ello, la televisión comenzó a mostrar programas de entretención, deporte, noticias, etc.


En ese contexto, siguiendo el modelo europeo, mediante una asociación entre la Corporación de Fomento de la Producción (CORFO), Chilefilms y la Empresa Nacional de Telecomunicaciones (ENTEL) –todas entidades estatales- se creó Televisión Nacional de Chile, cuyas transmisiones comenzarían en 1969 con la leyenda “Desde Arica hasta Tierra del Fuego”, con el noble propósito de integrar, informar, entretener y dar cultura a la familia chilena. 


El 24 de octubre de 1970 se publicó la ley N° 17.377, de Televisión Chilena, como primer estatuto íntegramente dedicado a la regulación y desarrollo de la televisión en nuestro país, el cual, entre otras cosas, determinó el carácter universitario y estatal de la televisión, cuyo objetivo era “comunicar e integrar el país; difundir el conocimiento de los problemas nacionales básicos y procurar la participación de todos los chilenos en las grandes iniciativas encaminadas a resolverlos; afirmar los valores nacionales, los valores culturales y morales, la dignidad y el respeto a los derechos de la persona y de la familia; fomentar la educación y el desarrollo de la cultura en todas sus formas; informar objetivamente sobre el acontecer nacional e internacional, y entretener sanamente, velando por la formación espiritual e intelectual de la niñez y la juventud”.


La Ley de la Televisión Chilena también creó o modeló la institucionalidad pública. Por un lado, creó el Consejo Nacional de Televisión con las funciones de orientación general, supervigilancia y fiscalización de la televisión chilena; y por el otro lado, otorgó rango legal a Televisión Nacional de Chile. 


Por veinte años este fue el modelo televisivo de Chile, pero al término de la década de los ochenta se promulgaron las leyes N°s 18.838 y 19.131, de 1989 y 1991, respectivamente, que reformaron completamente el Consejo Nacional de Televisión (CNTV) y establecieron un nuevo régimen concesional de las frecuencias de transmisión. 


Con este cambio, la televisión se abrió a los actores privados ampliando el abanico de señales disponibles para la ciudadanía. Aparecieron Megavisión (1990) y La Red (1991), y luego la Red de Televisión Universidad de Chile (RTU) pasaría a ser Chilevisión (1993-1995) con un controlador extranjero. 


Durante el gobierno del Presidente Patricio Aylwin Azócar, se promulgó la ley N° 19.033, que concedió un importante aporte de capital a la empresa para sanear sus cuentas y construir hacia el futuro; y la ley N° 19.132, que reformó completamente TVN, transformándola en una empresa autónoma del Estado, limitando completamente la relación económica entre el Gobierno y el canal, sobre la base del autofinanciamiento, la igualdad de condiciones competitivas y la no discriminación. 


El modelo probó ser el adecuado para aquellos tiempos, pues durante la década de los noventa y buena parte del inicio del nuevo siglo, Televisión Nacional de Chile lideró los índices de audiencia con programas de altísimo nivel cultural; importantes reportajes de prensa; espacios de debate político; contenidos infantiles y grandes producciones dramáticas.


De esta manera, cada vez que la regulación general de la industria cambió, la legislación aplicable a TVN hizo lo mismo, adaptando a la empresa a los nuevos desafíos y entregándole las herramientas para marcar su sello diferenciador. 


2. La industria televisiva nacional hoy: del ingreso de grandes conglomerados económicos a la televisión digital terrestre


Tal como pasara en 1970 con la ley N° 17.377 y en 1989 y 1991 con las leyes N°s 18.838 y 19.131, respectivamente, desde mediados de la década de los dos mil el paradigma de la televisión chilena ha venido cambiando. Esto terminó por configurarse con la promulgación en 2014 de la ley N° 20.750, que permite la introducción de la Televisión Digital Terrestre, lo que llevará a una digitalización total de las transmisiones en nuestro país. 


En los últimos años hemos visto que las estaciones de televisión más rentables son aquellas que han sido capitalizadas o adquiridas por conglomerados económicos que han invertido en ellas, ejecutando ambiciosos planes de negocios, contrataciones de rostros y ejecutivos importantes -algunos de ellos históricos de TVN-, compra de licencias internacionales, plataformas multimedia e incluso la adquisición de radios que transmiten tanto por el dial como por internet.   


La televisión de hoy ya no pertenece a las Universidades y al Estado, sino que es de propiedad de grandes consorcios de medios internacionales o de grupos económicos con diversas inversiones. 


Esto ha significado un cambio rotundo en la dinámica de competencia, lo que se verá acrecentado cuando comiencen a operar las concesiones digitales que permitirán emitir más de una señal por cada una, haciendo obligatorio para las televisoras diversificar su parrilla. 


Por otra parte, el crecimiento de la televisión de pago y las nuevas tecnologías de contenidos audiovisuales, a través de internet, ya sean gratuitas o por suscripción, hacen que la televisión abierta de libre recepción deba asimilar esta nueva era, propiciando los cambios internos y estructurales para su adaptación.


Pese a esto, la televisión abierta sigue siendo muy importante. Según datos que entrega la VIII Encuesta Nacional de Televisión elaborada por el CNTV, el 93,9% de las personas declara ver programas de televisión abierta no pagada y, en promedio, las familias chilenas tienen 2,6 televisores. Más importante aún, los chilenos y chilenas declaran dedicar una media de tres horas al día de consumo de contenidos gratuitos abiertos en televisión, lo que representa un alza del 15% respecto de la medición anterior en 2011. 


3. Una Televisión Nacional de Chile para el futuro

El modelo de televisión unidimensional y lineal, en donde los canales competían por la audiencia en la teleserie, el noticiario, el estelar y el matinal, ya no existe. Hoy, en un mundo multiplataforma, los contenidos se entregan digitalmente a los usuarios con los que esperan forjar una relación de horizontalidad. 


Por este motivo TVN se encuentra en la obligación de desarrollar las estrategias tecnológicas, de negocios y ajustes institucionales para estar a la altura del desafío. 


Televisión Nacional fue el primer canal en alcanzar cobertura nacional y el único que mantiene centros regionales. Asimismo, fue el primer canal en transmitir en colores en 1978, el primero en transmitir vía satélite en 1986, el primero en transmitir en sonido estéreo en 1993, y luego, en 1999, el primero en transmitir experimentalmente en alta definición. 


Es decir, además de ser líder en audiencia por la calidad de sus contenidos, TVN siempre ha estado a la vanguardia tecnológica, implementando antes que todos los últimos avances audiovisuales, y dando curso a proyectos que destacan por su amplia rentabilidad social –muchas veces por sobre la comercial- como las transmisiones a Isla de Pascua y Juan Fernández o el desarrollo de los centros regionales o su señal internacional. 


Es por ello que el proyecto pretende dotar a TVN de una gobernanza más dinámica con un Directorio de excelencia; del reconocimiento de su misión pública y de una estructura corporativa idónea para su crecimiento; además del capital necesario para su digitalización y reestructuración.


a. “Una televisión que le hable a los ciudadanos”


En el año 2015, en el VI Foro Internacional de Medios Públicos en América Latina, realizado en la ciudad de Bogotá, el gerente de RTVC (Sistema de Medios Públicos de Colombia, don John Jairo Ocampo resaltó una frase muy elocuente: “necesitamos una televisión pública que le hable a los ciudadanos y no a los consumidores”. 


Un año más tarde, en las mismísimas dependencias de Televisión Nacional de Chile, se realizó la VII versión de este encuentro y aquella frase siguió rondando los sucesivos paneles de expertos, quedando de manifiesto la vinculación entre medios públicos pluralistas y fuertes, con una democracia vigorosa y un debate público robusto, necesario para el desarrollo de la libertad de expresión y libre acceso a la información. 


Los buenos medios públicos, con una línea editorial pluralista, amplia y transparente, impactan a las sociedades de manera virtuosa y balancean los distintos discursos. 


Para ello, deben contar con una estructura corporativa eficaz y gobierno corporativo independiente, pues el compromiso de la empresa con la ciudadanía se fundamenta en la credibilidad del medio de comunicación. Televisión Nacional de Chile, en el último cuarto de siglo, ha sido premiada con ese estatus. 


b. Señal televisiva para la transmisión de contenidos educativos, culturales, tecnológicos, científicos e infantiles.


Si bien el “Balance de programación cultural 2015”, preparado por el CNTV, arroja que TVN es el canal que mayor cantidad de horas de programación cultural emite (con 612 horas en total en el año, 400 horas por sobre el mínimo legal), igualmente el total de contenidos culturales emitidos por los concesionarios de televisión abierta alcanzó solo el 4,1% del total de transmisiones.


Es por eso que el proyecto propone la implementación de una señal de televisión abierta, con cobertura nacional igual a la frecuencia principal de TVN, que supla este déficit de nuestra televisión, brindando contenidos educativos, culturales, tecnológicos, científicos e infantiles. 

c. Capitalización extraordinaria de la empresa. 


La industria televisiva de nuestro país ha sufrido profundos cambios en los años recientes. La entrada en vigencia de una nueva regulación para el sector, con la televisión digital terrestre, y los cambios en la propiedad de las demás estaciones,  han establecido un panorama sumamente dinámico y, por cierto, complejo. 


La Ley de Televisión Digital Terrestre obliga a los canales de televisión a realizar un cambio tecnológico de proporciones nunca antes vistas. Desde hoy y hasta el apagón analógico, las transmisiones de los contenidos televisivos deberán progresivamente realizarse en digital. Esto requiere de grandes inversiones en activo fijo, desplegando los nuevos transmisores por todo el territorio nacional. 


Además, será necesario generar los contenidos en digital para lo que la empresa tendrá que continuar el proceso de actualización de equipos, que también involucra un costo mayor.


Los mencionados desafíos, entre otros más específicos, llevaron a tomar la decisión de inyectar recursos a la empresa, que le permitan cumplir con los desafíos tecnológicos de la televisión digital, brindándole las herramientas para continuar y profundizar su rol público.
CONTENIDOS

1. Reconocimiento de la misión pública de Televisión Nacional de Chile


Desde el inicio de sus transmisiones en 1969, Televisión Nacional de Chile ha manifestado un rol que la distingue de sus similares. Sin embargo, hasta nuestros días, las sucesivas normas legales que la han regulado no han dado reconocimiento a esa misión. 


Es por ello que se necesita reconocer la misión pública de la empresa, como un marco al que deben sujetarse todas sus actividades. 


Esta misión pública deberá quedar plasmada en la planificación quinquenal para las orientaciones programáticas, que la empresa y sus filiales deberán desarrollar a través de un documento llamado “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública”, sobre cuyo cumplimiento deberá dar cuenta la empresa ante las Comisiones de Hacienda y Educación del Honorable Senado.  


2. Perfeccionamiento de la gobernanza de la empresa.


Con el propósito de dotar a la empresa de las herramientas necesarias para afrontar un mercado dinámico y muy cambiante, se establecen nuevos requisitos y perfiles para quienes sean encomendados con la dirección ésta. 


Así, se requiere contar con profesionales experimentados ya sea en altos cargos de administración, pública o privada, y con una clara formación en el ámbito de la cultura, educación o las comunicaciones.


El nombramiento del presidente del Directorio seguirá siendo prerrogativa presidencial y éste o ésta se mantendrá en su cargo mientras cuente con la confianza del Presidente de la República o cesará automáticamente en sus funciones al cabo de 30 días de vencido el período presidencial de la autoridad que lo nombró, tal como ocurre hasta hoy. 


En cuanto al nombramiento de las demás directoras y directores, el objeto del proyecto es contar con un sistema transparente, competitivo y democrático para seleccionar a las personas más idóneas para comandar la empresa. Para ello, se establece que el Consejo de Alta Dirección Pública enviará al primer mandatario ternas con los candidatos que satisfagan el perfil solicitado, para efectos de cada uno de los nombramientos que mantendrán la exigencia de aprobación del H. Senado.


El período de los directores y directoras se extenderá ahora por cuatro años y podrán ser nombrados por única vez por un nuevo término. Es decir, no podrán exceder los ocho años en el cargo. Asimismo, la renovación del Directorio se hará por mitades.


Otro punto sumamente relevante es que se actualiza el régimen de responsabilidad, inhabilidades, incompatibilidades y causales de recusación de los directores y directoras, asimilándolo a los más altos estándares de eficiencia y responsabilidad fiscal, equivalente al de otras empresas públicas como la Corporación Nacional del Cobre y a las innovaciones incorporadas en el proyecto de ley que modifica la gobernanza de la Empresa Nacional del Petróleo y en el que crea una Administradora de Fondos de Pensiones estatal. 


En relación a la dieta, y con el objetivo de contar con una gestión profesional y altamente especializada en el Directorio de la empresa, se propone una modificación estableciéndose un sistema dinámico de determinación de las dietas, para que éstas se encuentren acorde con los cargos de similar responsabilidad en otras empresas o servicios públicos.


Finalmente, se fortalece el deber de reserva que deben respetar los directores y directoras, estableciendo sanciones en caso de incumplimiento, con el objeto de proteger la buena gestión de la empresa en un contexto sumamente competitivo y cambiante. 


3. Establecimiento de nuevas potestades del directorio que reglamentan la creación y ejercicio de filiales


Desde la entrada en vigencia de la ley N° 19.132 se ha reconocido la facultad que tiene la empresa de constituir filiales cuyo objeto complemente su actividad y cuya existencia sea estrictamente necesaria para el debido desarrollo de las actividades de la empresa, lo que ha sido refrendado por la Contraloría General de la República en su dictamen N° 26.031, a propósito de la constitución en 1995 de “Señal Internacional S.A.” –SISA-.  


Sin embargo, este proyecto pretende reglamentar no solo la creación de las filiales sino también el ejercicio de éstas, para efectos de desarrollar el pertinente control y cuidado de los recursos públicos que administre la empresa.


Lo anterior permite a Televisión Nacional la mejor utilización de sus recursos corporativos para desarrollar diversas líneas tales como: emisoras de radio, señales educativas y culturales, desarrollo tecnológico de redes, entre tantas otras; pero obteniendo la debida autorización del Ministerio de Hacienda e implementando los mecanismos que permitan la protección de su patrimonio. 


4. Autorización de deuda y control financiero de los recursos


Una de las grandes innovaciones que presenta el articulado propuesto es brindar a TVN la posibilidad de recurrir a diversas vías de financiamiento que puedan comprometer el crédito público, previa autorización del Ministerio de Hacienda, algo que la actual legislación no permitía, equiparándola al resto de las empresas públicas y, por cierto, a todas las empresas del sector privado.


En la misma línea de actualizar la gestión financiera de la empresa, garantizando la correcta administración de los recursos que pertenecen a todos los chilenos y chilenas, se establece la aplicabilidad de ciertas normas de control financiero adaptadas a las particularidades de Televisión Nacional de Chile. 


Sin perjuicio de la anterior, se reconoce expresamente que las evaluaciones y autorizaciones a que queda sujeta la empresa en caso alguno podrán referirse al contenido y programación de la señal principal. Asimismo, se establece que cualquier información que TVN envíe o informe al Ministerio de Hacienda para efectos de estos controles tendrá el carácter de reservada. 


5. Transparencia y rendición de cuentas


Como medida de transparencia y de accountability de la gestión de la empresa, se establece que el Presidente del Directorio de Televisión Nacional concurrirá anualmente, dentro de los primeros ciento veinte días siguientes al cierre del año calendario, para dar cuenta ante las comisiones de Hacienda y de Educación del Honorable Senado, sobre los estados financieros de la empresa, su gestión, el seguimiento del instrumento de líneas programáticas y editoriales y la realización del Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública; así como del funcionamiento y gestión y utilización de recursos destinados para el financiamiento de la señal que transmite contenidos educativos, culturales, tecnológicos, científicos e infantiles; y sobre cualquier otro tema atingente al devenir de la empresa.


6. Señal educativa, cultural, tecnológica, científica e infantil.


Las indicaciones establecen que TVN deberá destinar una de sus señales televisivas abiertas y gratuitas para la transmisión de contenidos educativos, culturales, tecnológicos, científicos e infantiles. 


Esta señal deberá destinarse íntegramente a la transmisión de los referidos contenidos, especialmente de aquellos de producción nacional, y deberá cumplir las mismas condiciones de cobertura que su señal principal.


7. Renovación del directorio


Las indicaciones contemplan, en sus disposiciones transitorias, un proceso de renovación parcial de los integrantes del Directorio que permitan la aplicación de los nuevos perfiles y requisitos que el articulado permanente establece para el cargo.


De esta manera, se pretende acelerar la expiración del mandato de aquellos directores y directoras que fueron nombrados hasta el año 2020, entendiéndose que por el solo ministerio de la ley, sus términos vencerán noventa días después de la entrada en vigencia de la ley. 


Por otra parte, los directores y directoras cuyo nombramiento ha sido efectuado hasta el año 2024, por disposición de esa ley, cesarán en sus funciones al cabo de dos años de haber entrado en vigencia esta ley. 


8. Financiamiento de la señal educativa, cultural, tecnológica, científica e infantil


Finalmente, las indicaciones proponen que la Ley de Presupuestos del Sector Público podrá considerar aportes y/o transferencias con el solo objeto de implementar, desarrollar y/o mantener el funcionamiento de la señal educativa, cultural, tecnológica, científica e infantil.


Con todo, se establecen normas de garantía para que estos recursos no produzcan distorsiones en el mercado, debiendo administrarse en un presupuesto separado de las demás operaciones de la empresa

9. Capitalización extraordinaria de Televisión Nacional de Chile


En primer término, para implementar un proceso de digitalización, adecuación tecnológica y desarrollo de capital de trabajo, el proyecto contempla una capitalización extraordinaria por hasta 47 millones de dólares de los Estados Unidos de América o su equivalente en una o más monedas extranjeras o moneda nacional, los que serán derivados a la empresa por medio de uno o más decretos emanados del Ministerio de Hacienda.


Sobre estos recursos la empresa deberá remitir al Ministerio de Hacienda un Informe de Avance Semestral de los proyectos de inversión, dando cuenta de su ejecución física y financiera, el detalle de los principales componentes de su ejecución y el financiamiento utilizado.


Asimismo, como una segunda línea de capitalización requerida, el proyecto contempla la transferencia de hasta 18 millones de dólares de los Estados Unidos de América o su equivalente en una o más monedas extranjeras o moneda nacional, para la implementación y puesta en marcha de la señal que transmita contenidos educativos, culturales, tecnológicos, científicos e infantiles. 


Estos capitales serán administrados en presupuestos separados de Televisión Nacional de Chile, debiéndose dar cuenta al Ministerio de Hacienda mediante un Informe de Avance Semestral de la puesta en marcha de la citada señal. 

- - - - - - - - 

DISCUSIÓN EN PARTICULAR


La Comisión se abocó al estudio de las 244 indicaciones presentadas al texto del proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, dejando constancia del debate de que fueron objeto, como asimismo de las disposiciones en que ellas inciden, y de los acuerdos adoptados sobre las mismas.


El proyecto aprobado en general por el Honorable Senado consta de un artículo único que mediante once numerales introduce modificaciones en la ley Nº 19.132, que crea la empresa Televisión Nacional de Chile.

ARTÍCULO ÚNICO.-

NÚMERO 1)

Artículo 2º


El artículo 2º de la ley Nº 19.132, dispone que el objeto de Televisión Nacional de Chile es establecer, operar y explotar servicios de televisión.


Además, se establece que la estación pública podrá, en general, realizar todas las actividades propias de una concesionaria de servicios de televisión constituida como persona jurídica de derecho privado, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.


El número 1) del proyecto de ley aprobado en general, sustituye el artículo 2° por el siguiente:


“Artículo 2°.- Su objeto es establecer, operar y explotar servicios de producción, emisión y transmisión de contenidos audiovisuales, cualquiera sea su formato, plataforma o medio.


En general, podrá realizar todas las actividades propias de una empresa privada de servicios audiovisuales, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.".


A este numeral se presentaron 28 indicaciones signadas con los Nos 1.1., 1.A., 1, 1 bis, 1 ter, 1 quáter, 1 quinquies, 1 sexies, 1 septies, 1 octies, 1 nonies, 1 decies, 1 bis decies, 1 undecies, 1 duodecies, 1 terdecies, 1 quaterdecies, 1 quindecies, 1 sexdecies, 1 septendecies, 1 octodecies, 1 novodecies, 2 a), 2 b), 2 c), 2, 2 ter y 2 x ter.
Indicación Nº 1.1


1.1.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir el artículo único y su Nº 1), por el siguiente:


“Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N° 19.132, que crea la empresa Televisión Nacional de Chile: 


1. Agréganse, en el artículo 2°, los siguientes incisos tercero, cuarto y quinto, nuevos: 


“La empresa, a través de la programación de todas sus señales y el desarrollo de sus actividades, deberá propender a la efectiva realización de su misión pública, que incluye promover y difundir los valores democráticos, los derechos humanos, la cultura, la educación, la participación ciudadana, la identidad nacional y las identidades regionales o locales, la multiculturalidad, el respeto y cuidado del medio ambiente, la tolerancia y la diversidad, y el apoyo a la producción audiovisual nacional.


El pluralismo y la objetividad deberán manifestarse en su programación y, muy especialmente, en los noticieros, programas de análisis o debate político. 


En el cumplimiento de sus fines, la empresa deberá sujetarse estrictamente al "correcto funcionamiento" que define el inciso cuarto del artículo 1° de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión.”.

En discusión esta indicación, se hizo presente que la misma introduce tres nuevos incisos al artículo 2º de la Ley N° 19.132, dentro de los cuales resalta el nuevo inciso tercero, en el cual se efectúa una aproximación conceptual a la idea de misión pública de TVN, estableciendo que esta última incluye la promoción y difusión de los valores democráticos, los derechos humanos, la cultura, la educación, la participación ciudadana, la identidad nacional y las identidades regionales o locales, la multiculturalidad, el respeto y cuidado del medio ambiente, la tolerancia y la diversidad, y el apoyo a la producción audiovisual nacional.


Por su parte, los nuevos incisos cuarto y quinto propuestos corresponden al texto de los incisos segundo y primero del actual artículo 3º de la Ley Nº 19.132, correspondientemente.


La única diferencia entre los textos es de carácter formal en tanto el encabezado del actual inciso primero del artículo 3º de la ley vigente reza “En el cumplimiento de los fines antes señalados (…)”, mientras que el nuevo inciso quinto propuesto por la indicación en examen dispone que "En el cumplimiento de sus fines (…)”.

El Ex Ministro Secretario General de Gobierno, señor Marcelo Díaz, manifestó que en el texto de la indicación se pretende precisar que, adicionalmente a las obligaciones que tiene TVN como cualquier otra concesionaria de televisión abierta, cuenta con una misión singular, que dice relación con su carácter de empresa pública y, por tanto, lo que la indicación busca es establecer con precisión ese mandato, siendo el marco conceptual que consideran indispensable señalar en la ley. Hoy no existe, agregó, ninguna misión específica en la ley de TVN, no cuenta con ninguna carga distintiva respecto del resto de las empresas de la misma naturaleza en la industria, particularmente en la televisión abierta, lo que significa que todos los esfuerzos que el canal efectúa para mantener señales regionales, señales internacionales, para estar por sobre el mínimo de programación cultural, lo hace de manera voluntaria y no porque tenga un mandato legal. Ese es el propósito, afirmó, de esta primera indicación del Ejecutivo.


El Honorable Senador señor García Huidobro comparte la precisión efectuada por el Ministro, pero solicita que esté incluida en esta indicación la cobertura a nivel nacional de la estación pública, por lo que consideró propicio fijar una obligación en tal sentido.


El Ex Ministro Secretario General de Gobierno, señor Marcelo Díaz, señaló que el proyecto y la misión pública de TVN salvaguarda esta materia, toda vez que establece la obligación de promover a través de su renovación en todas sus señales, entre otras cosas, la identidad regional y local. Sin perjuicio de esto, destacó que en la Ley de Televisión Digital Terrestre se establece la obligación de aumentar la cobertura hasta el 85% como mínimo para que se pueda acceder a los beneficios que dicha ley establece respecto de la retransmisión consentida.


Desde esa perspectiva, agregó, está recogida dicha materia en este punto, sin perjuicio de que también en algunas otras normas de transmisión pública pudiesen establecerse algunas tareas específicas a TVN.


En votación la indicación N° 1.1, fue aprobada con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Matta (Presidente), García Huidobro, Girardi, Ossandón y Rossi (Letelier).
Indicación Nº 1.A


1.A.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir el N° 1) por el que sigue:


1) Reemplázase el artículo 2° por el siguiente:


“Artículo 2°. Su objeto es establecer, operar y explotar servicios de televisión y de producción, emisión y transmisión de contenidos audiovisuales y de radiodifusión, cualquiera sea su formato, plataforma audiovisual o medio.


En general, podrá realizar todas las actividades propias de una concesionaria de servicios de telecomunicaciones, de televisión, de radiodifusión sonora, de servicios intermedios de telecomunicaciones y de servicios audiovisuales, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.


La empresa, a través de la programación de sus señales y el desarrollo de sus actividades y las de sus filiales, deberá velar por la efectiva realización de su misión pública, que incluye promover y difundir los valores democráticos, los derechos humanos, la cultura, la educación, la participación ciudadana, la identidad nacional y las identidades regionales o locales, la multiculturalidad, el respeto y cuidado del medio ambiente, la tolerancia y la diversidad.”.”.


En discusión esta indicación, se hizo presente que la misma presenta las siguientes diferencias respecto de la indicación N° 1.1:

- Se extiende a las filiales de TVN el deber de cumplimiento de la misión pública de sus empresas.

- Se cambia el verbo rector de “propender” por el de “velar”, como la acción que debe asumir el canal para la efectiva realización de dicha misión pública.

- Se suprime la alusión explícita al apoyo a la producción audiovisual nacional como un elemento integrante de la aludida misión pública de la estación televisiva.


Por consiguiente, se dejó constancia que al abordar la presente indicación, básicamente, los mismos aspectos contemplados por la indicación N° 1.1., se haría necesaria la reapertura del debate en este punto, en conformidad con lo dispuesto en el artículo 125 del Reglamento del Senado.

En votación la reapertura del debate antes señalada, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Ossandón, la aprobó.

Posteriormente, la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, expresó las siguientes palabras en referencia a las indicaciones 1.A a 1.MM, presentadas por S.E la Presidenta de la República con fecha 27 de marzo del año en curso.

En efecto, señaló que tales indicaciones tienen un objetivo claro y conciso: fortalecer el rol público de la empresa en su estructura y allanar la creación de un canal que transmita contenidos educativos, culturales, tecnológicos, científicos y con un énfasis en lo infantil.

Estas ideas, agregó, ya habían sido planteadas anteriormente mediante la indicación sustitutiva presidencial de mayo de 2016, pero luego de un destacable ejercicio de pluralismo –ese mismo pluralismo que ha caracterizado a TVN por más de 25 años— en escuchar a las más diversas opiniones de los distintos sectores políticos y de la sociedad civil, el Ejecutivo ha decidido replantearse ciertas visiones con la finalidad de obtener los acuerdos que permitan brindar a Televisión Nacional de Chile las herramientas jurídicas, administrativas y financieras adecuadas para los tiempos venideros.

En esa línea, explicó que las mencionadas indicaciones contemplan el reconocimiento de la Misión Pública de TVN, reconfigurándose el compromiso para su cumplimiento, como asimismo, se impulsa una modernización del régimen de designación y nombramiento de los integrantes del Directorio, estableciendo nuevos requisitos, incompatibilidades e inhabilidades para el ejercicio de este cargo, fijándose, además, un régimen transitorio y progresivo de renovación.

También, añadió, se establecen ciertos controles financieros propios del régimen de las empresas públicas y se perfeccionan las medidas de transparencia y rendición de cuentas que contemplaba, inicialmente, la indicación sustitutiva presidencial del año 2016, radicándolas en las Comisiones de Hacienda y Educación del Senado.

Posteriormente, efectuó una reflexión sobre otros dos puntos clave que plantean las indicaciones.

Así, expresó que las últimas semanas han sido sumamente importantes para la regulación de la actividad televisiva en nuestro país. En efecto, resaltó que el viernes recién pasado -7 de abril de 2017- se publicó en el Diario Oficial la ley N° 21.005, que Moderniza el Consejo Nacional de Televisión. Esta ley, precisó, viene a saldar una antigua deuda con los funcionarios y funcionarias del CNTV, fortaleciendo de paso el organismo regulador en materia de televisión, al que la ley de Televisión Digital Terrestre le asignó nuevas y más facultades y competencias.

De igual modo, prosiguió, el referido órgano ha dado inicio al procedimiento de postulación de nuevas concesiones televisivas en todo el país, el que dispondrá de un máximo de 116 frecuencias digitales, ya sea a nivel nacional, regional, local o local comunitario, lo que constituye, en opinión del Ejecutivo, un nuevo e importante paso en el camino de digitalización de la televisión chilena, que permitirá ampliar el abanico de contenidos transmitidos por la pantalla abierta, la aparición de nuevos concesionarios, la maximización de herramientas interactivas, entre otros objetivos.

En este contexto, agregó, TVN debe retomar un rol de protagonismo frente a la ciudadanía, en lo referente a la creación e implementación de la señal que transmitirá íntegramente contenidos, principalmente aquellos de producción nacional, de carácter educativo, cultural, tanto en su dimensión nacional como regional y local, tecnológico, científico y, especialmente, infantil, lo que ciertamente constituirá un hito importante en la historia de la televisión abierta de nuestro país.

En tal sentido, subrayó la importancia de lo anterior, en virtud de la carencia en la oferta programática nacional de libre recepción, siendo en este ámbito en donde existe una gran deuda con la cultura y la educación, y en mayor medida, con los niños, niñas y adolescentes.

De esa forma, indicó que, en lo referente a la programación cultural, los datos entregados por el CNTV del año 2015 nos muestran que tan solo el 4,1 % del total de horas emitidas corresponden a este tipo de contenidos, entendidos como aquellos que se refieren a los valores que emanen de las identidades multiculturales existentes en el país, así como los relativos a la formación cívica de las personas, los destinados al fortalecimiento de las identidades nacionales, regionales o locales, como fiestas o celebraciones costumbristas y aquellos destinados a promover el patrimonio universal y, en particular, el patrimonio nacional, según los define la letra l) del artículo 12° de la Ley N° 18.838.

A su vez, manifestó que, respecto a los contenidos infantiles, el panorama es, quizás, aún más sombrío. En efecto, afirmó que según los mismos estudios del CNTV, en cuanto a los concesionarios con más de 100 transmisores, tan solo el 2,9% de la programación fue dedicada a los contenidos preescolares (0-6 años) o infantiles (6-12 años), a diferencia de la rica oferta de televisión para niños que se da en la televisión de pago.

En esa línea, resaltó que la televisión de pago no alcanza a todos. Lo anterior, explicó, ya que en 2017, según cifras de LAMAC (Latin American Multichannel Advertisement Council), el 26% de los hogares en Chile no tiene acceso a televisión de pago, es decir, casi 600 mil hogares carecen de esta herramienta, de los cuales más de 300 mil son de los segmentos D y E de la población. Conforme al INE y su compendio estadístico de 2016, el promedio de personas por hogar en Chile es de 3,2. En otras palabras, añadió, casi 2 millones de personas no tienen acceso a contenidos culturales e infantiles, el que sí está muy presente en la TV de pago. 

Por tales razones, prosiguió, es que en opinión del Ejecutivo se necesita que TVN desarrolle un rol más preponderante en dichos contenidos. Una segunda señal, agregó, en las mismas condiciones de calidad y cobertura que la señal principal –que se extiende a todo el territorio nacional-, que se dedique íntegramente a la transmisión de contenidos de esta índole, garantiza la provisión de este servicio de televisión de calidad y vendrá a disminuir esa importante brecha que reconocemos en nuestro país.

En tal sentido, recalcó que la idea de la segunda señal aprovecha de mejor forma las sinergias positivas que se generan con la empresa, permitiendo ajustar el presupuesto estimado inicialmente de la capitalización, para fijarla finalmente en 18 millones de dólares, para efectos de financiar su implementación y puesta en marcha.

Por otra parte, señaló que también se ha ajustado el monto de capitalización extraordinaria para realizar los necesarios cambios tecnológicos de activo fijo para desplegar los nuevos transmisores digitales por todo el territorio nacional, continuar con la digitalización de sus equipos y contenidos, y desarrollar una adecuación competitiva, entre otros proyectos, que ahora asciende a 47 millones de dólares.

Estos aportes, afirmó, permitirán a TVN desplegar su red digital por todo nuestro país, lo que también generará un impacto en los demás concesionarios, devolviéndole su estatus pionero en materias de avances tecnológicos, tal como fue el primer canal en alcanzar cobertura nacional y el único que mantiene centros regionales, el primer canal en transmitir en colores en 1978, el primero en transmitir vía satélite en 1986, el primero en transmitir en sonido estéreo en 1993, y luego, en 1999, el primero en transmitir experimentalmente en alta definición.

A raíz de todo lo señalado, finalizó, como representante del Ejecutivo, se mostró optimista de que hoy se inicie una nueva etapa de discusión parlamentaria de la iniciativa en referencia, primero en esta Comisión y luego en la Sala, la que, en su opinión, seguramente será fértil y enriquecedora, en la que se apunte a un objetivo común: reconfigurar a TVN como un actor relevante para el siglo XXI, con un modelo de televisión que se dirija a los ciudadanos y ciudadanas. 

Posteriormente, volviendo al debate de la indicación en estudio, la Titular del Ministerio Secretaría General de Gobierno, expresó que, en lo referente al apoyo que brinde TVN a la producción audiovisual, ello es un elemento que se contempla actualmente en el nuevo artículo 35 que el Ejecutivo propone, consagrado en la indicación N° 1.DD. Lo anterior, agregó, en virtud de la reordenación de la configuración de la nueva señal cultural en el nuevo esquema de las indicaciones presidenciales.

De ahí, subrayó, que no se considere dicha mención en la indicación en examen.

En votación la indicación N° 1.A, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.

Por consiguiente, la indicación Nº 1.1 resulta subsumida, por el mismo quórum inicialmente aprobada, en el texto de la indicación Nº 1.A, siguiendo idéntico tenor que esta última.
Indicación Nº 1


1.- Del Honorable Senador señor Girardi, para reemplazar el artículo 2° sustitutivo propuesto, por el siguiente:


“Artículo 2°.- Su objeto es establecer, operar y explotar servicios de producción, emisión y transmisión de contenidos audiovisuales, cualquiera sea su formato, plataforma o medio.


En general, podrá realizar todas las actividades propias de una empresa privada de servicios audiovisuales, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones, así como los servicios de telecomunicaciones de libre recepción cuyas transmisiones estén destinadas a la recepción libre y directa por el público en general.


Especialmente, corresponderá a Televisión Nacional de Chile proveer una oferta de servicios de transmisión de señales de televisión, en las condiciones que fije la ley N° 18.838 y su normativa complementaria, para lo cual se le asignarán las capacidades espectrales que sean necesarias.


Para los efectos de la satisfacción del objeto declarado en el presente artículo y las misiones de servicio público establecidas en el artículo siguiente, Televisión Nacional de Chile podrá contar con financiamientos específicos, con cargo al presupuesto de la Nación, fundamentados en proyectos específicos y de acuerdo a las normas generales de administración financiera del Estado.”.



En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Girardi, en su calidad de autor de la misma, procedió a retirarla.
Inciso tercero, nuevo

Indicación Nº 1 bis

1 bis.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 2°, el siguiente inciso tercero, nuevo:

“Es deber de Televisión Nacional de Chile  incorporar de forma exhaustiva en sus programas de análisis y/o de debate político, noticiosos e informativos, toda la gama de enfoques, propuestas y visiones que se esgriman acerca de los temas exhibidos.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió rechazarla, en tanto las ideas contenidas en la misma encontrarse contempladas en la indicación Nº 1.A, antes aprobada.

En votación la indicación Nº 1 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 1 ter

1 ter.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 2°, el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Para los efectos de la ley N° 19.733 sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo, los programas de análisis y/o de debate político, noticiosos e informativos deberán exhibir entre otras, la firma del periodista, del editor de video, del editor de sonido y del director de prensa.”.


En votación la indicación N° 1 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente Accidental), García Huidobro, Letelier, Matta y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 1 quáter

1 quáter.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agrega al artículo 2°, el siguiente inciso tercero, nuevo:

“Televisión Nacional de Chile deberá informar a través de su sitio electrónico los tiempos de aparición de las diferentes coaliciones políticas, del gobierno y de la oposición, de las organizaciones sociales, de cada uno de los Ministros de Estado, de los partidos políticos y de los parlamentarios, según el partido político al que pertenezcan, y del tratamiento informativo dado a cada uno de ellos.”.


En votación la indicación Nº 1 quáter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Girardi (Presidente Accidental), García Huidobro, Letelier, Matta y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 1 quinquies

1 quinquies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 2°, el siguiente inciso tercero, nuevo:

“Televisión Nacional de Chile no realizará proselitismo político ni religioso”.

En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió rechazar a la misma, en tanto la idea contenida en ella ya encontrarse recogida en la indicación Nº 1.A, antes aprobada.

En votación la indicación Nº 1 quinquies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 1 sexies


1 sexies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 2°, el siguiente inciso tercero, nuevo:


“En todas sus frecuencias y señales de radiodifusión, Televisión Nacional de Chile evitará difundir contenidos que transgredan la debida igualdad de todos los grupos sociales, que inciten al odio o la violencia, o que promuevan discriminación, odio, racismo u homofobia.”. 


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que la misma, en su opinión, incorpora un elemento valioso para el debate de la presente iniciativa, esto es, la prohibición de lenguaje de odio de cualquier tipo, que incite a cierto antagonismo dentro de la comunidad, por lo que solicitó al Ejecutivo revisar el punto a fin de estudiar, eventualmente, su patrocinio.

La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, señaló que, sin perjuicio de lo anterior, el Ejecutivo se encuentra preparando una iniciativa que abordará el particular, a partir de la proscripción y sanción del lenguaje de odio, mediante la disposición, precisamente, de una Ley General en contra de la incitación del odio.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que, no obstante el compromiso formulado por quien le antecedió en el uso de la palabra, el Consejo Nacional de Televisión, dentro de sus atribuciones, tiene la función de velar por que los canales respeten los principios de pluralismo y de rechazo al lenguaje de odio.


En votación la indicación N° 1 sexies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.

Indicación Nº 1 septies


1 septies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 2°, el siguiente inciso tercero, nuevo: 


“En todas sus frecuencias y señales de radiodifusión, Televisión Nacional de Chile evitará difundir contenidos denigratorios de la dignidad de la mujer, en especial en la publicidad comercial de mensajes y en la programación general de todas las frecuencias y señales de la Empresa.”. 


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, la misma persigue evitar una visión sexista en la publicidad que emita TVN, cuestión que, a su criterio, debiese ser una pauta clara presente en las directrices del Consejo Nacional de Televisión al respecto.

La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, señaló que la finalidad expresada en la presente indicación se contempla en la visión que se propone que siga el canal cultural incorporado por las indicaciones del Ejecutivo.

Sin perjuicio de lo anterior, manifestó que la  crítica a la publicidad que exhibe TVN debe considerar, asimismo, el contexto en el que se desenvuelve el canal, como también la forma de financiamiento de la estación.

El Honorable Senador señor García Huidobro, indicó que si bien es del todo razonable lo propuesto por la indicación en examen, resulta complejo definir, especialmente en términos de publicidad televisiva, qué es lo que se entenderá como denigratorio. Lo anterior, agregó, en vista del contexto de competencia publicitaria en el que se ve inmerso TVN.

En votación la indicación Nº 1 septies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 1 octies

1 octies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 2°, el siguiente inciso tercero, nuevo: 


“A través de la programación de todas sus frecuencias y señales de radiodifusión, Televisión Nacional de Chile propenderá al respeto de los pueblos indígenas en el territorio de Chile, de los migrantes, de las mujeres, de los niños y los adolescentes, de las personas en situación de extrema pobreza, de las personas con discapacidad y de los adultos mayores, entre otras.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió rechazarla, en virtud de que la idea recogida en ella encontrarse contenida en la indicación Nº 1.A, antes aprobada.

En votación la indicación Nº 1 octies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 1 nonies


1 nonies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana,  para agregar al artículo 2°, el siguiente inciso tercero, nuevo:


“A través de la programación de todas sus frecuencias y señales de radiodifusión, Televisión Nacional de Chile fomentará el respeto de la diversidad sexual, social y multicultural del país, tanto en un contexto de migración y globalización, así como a nivel local, regional y nacional.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, propuso su rechazo ya que, al igual que la anterior, las materias por ella contempladas ya encontrarse incorporadas en la indicación Nº 1.A, antes aprobada.

En votación la indicación Nº 1 nonies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 1 decies

1 decies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 2°, el siguiente inciso tercero, nuevo: 


“Televisión Nacional de Chile tiene la obligación de promover en la programación de todas sus señales y frecuencias de radiodifusión, las lenguas y las culturas de los pueblos indígenas que habitan en el territorio de Chile en igual trato entre los pueblos. Al menos dos horas semanales en horario de alta audiencia serán destinadas a transmitir programación creada por personas que provengan de los pueblos indígenas en el territorio de Chile. Del mismo modo, el noticiero central de Televisión Nacional de Chile contará con subtitulado de despliegue opcional en las lenguas de estos pueblos.”.


La presente indicación dispone de nuevas atribuciones (horas determinadas de programación creada por personas provenientes de pueblos indígenas de nuestro territorio a la empresas estatal, facultades que no encuentran asidero directo en una norma competencial actualmente existente de TVN), por lo que crean una función ex novo para la empresa estatal.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 1 decies como inadmisible.

Indicación Nº 1 bis decies


1 bis decies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 2°, el siguiente inciso tercero, nuevo: 


“Televisión nacional de Chile tiene la obligación de promover en la programación de todas sus señales y frecuencias de radiodifusión, las lenguas y las culturas de los pueblos indígenas que habitan  en el territorio de Chile con un trato equitativo entre los pueblos. Al menos dos horas semanales en horario de alta audiencia serán destinadas a transmitir programación creada por personas que provengan de los pueblos indígenas en el territorio de Chile. Del mismo modo, el noticiero central de Televisión Nacional de Chile, los programas de opinión y de debate y todo informativo, contará siempre con subtitulado de despliegue opcional en las lenguas de estos pueblos.”.


Por los argumentos señalados en la indicación N° 1 decies, antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 1 bis decies como inadmisible.

Indicación Nº 1 undecies


1 undecies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 2°, el siguiente inciso tercero, nuevo: 


“Se entenderá también como misión pública de Televisión Nacional, transmitir contenido audiovisual en complemento con aplicaciones interactivas y/o multimediales. Para dar cumplimiento a lo que aquí se señala, Televisión Nacional de Chile deberá realizar investigación, fomento, desarrollo y promoción de las nuevas aplicaciones interactivas digitales de radiodifusión terrestre, a objeto de difundir a través de estos mecanismos bidireccionales, contenidos que prioritariamente acerquen a las personas a la cultura, a la lengua castellana, a las lenguas de los pueblos indígenas en el territorio de Chile y a los procesos creativos de los artistas chilenos.”.


La presente indicación, en tanto referirse a cuestiones definitorias de la misión pública de la estación, se considera inadmisible, en tanto ser ello materia de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 1 undecies como inadmisible.

Indicación Nº 1 duodecies


1 duodecies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 2°, el siguiente inciso tercero, nuevo: 


“Se entenderá también como misión pública de Televisión Nacional el que interesados puedan usar los mecanismos de transmisión que la Empresa posee para que los ciudadanos se intercomuniquen entre sí.”.


La presente indicación en tanto pronunciarse sobre la misión pública de TVN, alterando de ese modo el objeto de la estación, se considera inadmisible, en virtud de referirse sobre la determinación de funciones y atribuciones del organismo, cuestión reservada a la iniciativa exclusiva presidencial.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 1 duodecies como inadmisible.


Sin perjuicio de lo anterior, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, solicitó al Ejecutivo estudiar el punto a fin de que, eventualmente, proceda a su patrocinio.
Indicación Nº 1 terdecies

1 terdecies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 2°, el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Del mismo modo, para dar cumplimiento a la misión pública, la Empresa  generará alianzas con radiodifusores locales y regionales, y aquellos de carácter comunitario para utilizar la infraestructura de Televisión Nacional de Chile que les permita realizar las transmisiones propias.”.


La presente indicación, en tanto referirse a cuestiones definitorias de la misión pública de la estación, se considera inadmisible, en tanto ser ello materia de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 1 terdecies como inadmisible.


No obstante lo señalado, el Honorable Senador señor García Huidobro, solicitó al Ejecutivo estudiar la materia contenida en la presente indicación, a fin de evaluar su incorporación posteriormente en el debate.
Indicación Nº 1 quaterdecies

1 quaterdecies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 2°, el siguiente inciso tercero, nuevo: 


“Se entenderá también como misión pública de Televisión Nacional, transmitir a diario y a través de todas sus frecuencias de radiodifusión, dos horas de contenido audiovisual destinado a la formación emocional e intelectual de la niñez y la juventud. Estos contenidos deberán promover el conocimiento, la comprensión y el compromiso con los derechos humanos y los derechos de los niños, para que disfruten de sus derechos y los ejerzan, para que los respeten y para que defiendan los derechos de sus pares.”. 


La presente indicación en tanto pronunciarse sobre la misión pública de TVN, alterando de ese modo el objeto de la estación, se considera inadmisible, en virtud de referirse sobre la determinación de funciones y atribuciones del organismo, cuestión reservada a la iniciativa exclusiva presidencial.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 1 quaterdecies como inadmisible.
Indicación Nº 1 quindecies


1 quindecies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 2°, el siguiente inciso tercero, nuevo: 


“La programación de contenidos educativos que Televisión Nacional de Chile difunda, exhiba, promueva, desarrolle o encargue, deberá poner especial énfasis en fomentar el ejercicio de una ciudadanía crítica, responsable y respetuosa y promover el conocimiento, comprensión y análisis del Estado de Derecho y la institucionalidad en Chile a través de su historia, las leyes y la democracia. Del mismo modo deberá promover estilos de vida y hábitos que se relacionan con la protección del medio ambiente y el desarrollo sustentable del país. Asimismo, los contenidos educativos deberán promover la protección de los derechos sociales, económicos y culturales de los pueblos indígenas en el territorio de Chile.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió rechazarla, en tanto las ideas de la misma ya se encuentran recogidas en la indicación Nº 1.A, antes aprobada.

En votación la indicación Nº 1 quindecies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 1 sexdecies


1 sexdecies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 2°, el siguiente inciso tercero, nuevo: 


“Para dar cumplimiento a la misión pública de Televisión Nacional de Chile, la empresa deberá explotar la frecuencia que se indica en el inciso 11° del Artículo 15° de la  Ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, y deberá mantener y fortalecer filiales activas en todas las regiones del territorio del Chile, dando prioridad en esta frecuencia a la transmisión de contenidos de carácter regionalista de interés general, tanto de la propia filial de Televisión Nacional de Chile, como de productoras independientes de las regiones de Chile que no sean la Región Metropolitana.”.


La presente indicación en tanto determinar la forma de cumplimiento del objeto de la estación (su misión pública), se considera que afecta la iniciativa exclusiva presidencial.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 1 sexdecies como inadmisible.


Sin perjuicio de lo anterior, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, solicitó al Ejecutivo estudiar el punto a fin de que, eventualmente, proceda a su patrocinio.
Indicación Nº 1 septendecies


1 septendecies.- Del Honorable Senador señor Girardi, para incorporar al artículo 2º el siguiente inciso tercero, nuevo:


“La empresa, a través de la programación de todas sus señales y el desarrollo de sus actividades, deberá propender a la efectiva realización de su misión pública, que incluye promover y difundir los valores democráticos, los derechos humanos, la cultura, la educación, la participación ciudadana, la identidad nacional y las identidades regionales o locales, la multiculturalidad, el respeto y cuidado del medio ambiente, la tolerancia y la diversidad, y el apoyo a la producción audiovisual nacional.”


En discusión esta indicación, la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, señaló que el contenido de la misma se encuentra recogido, en opinión del Ejecutivo, en el texto de la indicación N° 1.A, en donde se define el objeto de Televisión Nacional de Chile y su Misión Pública.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que el elemento que introduce la presente indicación es el de apoyo, por parte de TVN, a la producción audiovisual nacional, lo que consideró como valioso.


En consecuencia, propuso agregar, en la disposición pertinente, que Televisión Nacional de Chile “propenderá a fomentar la producción audiovisual nacional”.


La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, afirmó que la creación de la señal cultural otorga el espacio propicio para que tal actividad de fomento se lleve a cabo y desarrolle.


El Coordinador General de Asesores y de Modernización del Estado del Ministerio de Hacienda, señor Enrique Paris, manifestó que la misión del canal público no es hacerse cargo de una política pública, como lo es el apoyo a la producción audiovisual nacional, la cual, si bien es relevante, ya se encuentra respaldada por otras herramientas institucionales, tales como fondos concursables.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que durante el debate inicial acerca de la creación de la señal cultural, se propuso que esta última fuese una plataforma que propendiera a ayudar a la producción audiovisual nacional, por lo que reiteró su propuesta de explicitar tal punto.


El Honorable Senador señor Ossandón, señaló que si bien respalda el fomento de dichas actividades, entiende que ello no es labor de Televisión Nacional de Chile.


Posteriormente, indicó que ello, además, puede generar ciertas complicaciones respecto del material y contenidos que se exhiban por la estación pública, en tanto ella estar inmersa en una industria globalizada y no solamente de carácter nacional.


El Honorable Senador señor Moreira, consultó acerca de las implicancias prácticas de la incorporación explícita de acciones de propensión a la producción audiovisual nacional por parte de TVN.


La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, respondiendo a la pregunta antes formulada, indicó que los objetivos del proyecto de ley en estudio son otorgar recursos públicos a TVN, capitalizándolo para cumplir con las exigencias de la TV digital, modificar las reglas de su Gobierno Corporativo y crear una señal cultural, otorgándole, asimismo, la respectiva capitalización para viabilizar su funcionamiento.


De ese modo, agregó, es que no se contempla dentro de los objetivos de la iniciativa el fomento de la producción audiovisual nacional, sin perjuicio de considerar que en el despliegue de dicha señal cultural se encontrará el espacio propicio para ello.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, resaltó que la discusión acerca del fomento a la producción audiovisual nacional se encuentra estrechamente ligada con temáticas de cobertura y contenidos regionales hechos presentes durante el debate.


La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, expresó que los contenidos regionales no sólo son aquellos derivados de productores audiovisuales nacionales, sino que corresponden a tal categoría, asimismo, las noticias locales, los informativos de regiones, entre otros.


El Honorable Senador señor Moreira, consultó al Ejecutivo la forma en que actualmente se canaliza el apoyo a dichos productores.


La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, respondiendo a la pregunta antes formulada, indicó que el fomento a la producción audiovisual nacional se canaliza institucionalmente en la actualidad a través de fondos concursables desplegados por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, por proyectos desarrollados por CORFO, más eventuales programas que se contemplen en la Ley de Presupuestos.


El Coordinador General de Asesores y de Modernización del Estado del Ministerio de Hacienda, señor Enrique Paris, expresó que la indicación incorpora el elemento de fomento antes descrito en la Misión Pública de TVN, incluyendo dentro de este concepto al apoyo de los productores audiovisuales nacionales, y no a la producción de contenidos de carácter nacional, regional o local.

En votación la indicación N° 1 septendecies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.

Indicación Nº 1 octodecies


1 octodecies.- Del Honorable Senador señor Navarro, para agregar al artículo 2º, el siguiente inciso tercero, nuevo: 


“Del mismo modo, para dar cumplimiento a la misión pública, Televisión Nacional de Chile generará alianzas con radiodifusores locales y regionales, y aquellos de carácter comunitario, para utilizar la infraestructura de Televisión Nacional de Chile que les permita realizar las transmisiones propias.”.


La presente indicación contempla nuevas atribuciones a TVN, por lo que se considera a la misma como inadmisible, por invadir la esfera de la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 1 octodecies como inadmisible.

Indicación Nº 1 novodecies


1 novodecies.- Del Honorable Senador señor Navarro, para agregar al artículo 2º, el siguiente inciso tercero, nuevo: 


“Para dar cumplimiento a la misión pública de Televisión Nacional de Chile la empresa deberá explotar la frecuencia que se indica en el inciso 11 del artículo 15 de la ley Nº 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, y deberá mantener y fortalecer filiales activas en todas las regiones del territorio del Chile. La prioridad en esta frecuencia será la transmisión de contenidos de carácter regionalista de interés general, tanto de las propias filiales regionales de Televisión Nacional de Chile, como también de productoras externas de las regiones de Chile que no sean la Región Metropolitana.”.


Por los argumentos señalados en la indicación N° 1 octodecies, antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 1 novodecies como inadmisible.
- - - - - - -

Inciso cuarto, nuevo

Indicación Nº 2 a)


2 a).- Del Honorable Senador señor Girardi, para agregar al artículo 2º, el siguiente inciso cuarto, nuevo:


“Se entenderá también como misión pública de Televisión Nacional, transmitir contenido audiovisual en complemento con aplicaciones interactivas y/o multimediales.”.


La presente indicación incide en la configuración de la Misión Pública de TVN, por lo que repercute directamente en el objeto de la misma, por tanto se considera que la misma afecta la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.


Por los argumentos señalados en la indicación N° 1 octodecies, antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 2 a) como inadmisible.
- - - - - - - -

Inciso quinto, nuevo

Indicación Nº 2 b)


2 b).- Del Honorable Senador señor Girardi, para introducir al artículo 2º, el siguiente inciso quinto, nuevo:


“Será asimismo misión de TVN proveer capacidades de transmisión a terceros concesionarios de televisión que no cuenten con concesiones de espectro. Especialmente proveerá estas capacidades a radiodifusores locales y regionales, y aquellos de carácter comunitario y en general a medios de comunicación sin fines de lucro. Para dar cumplimiento a esta misión pública, la Empresa  generará alianzas con radiodifusores locales y regionales, y aquellos de carácter comunitario para utilizar la infraestructura de Televisión Nacional de Chile que les permita realizar las transmisiones propias.”.



Por los mismos argumentos señalados en la indicación N° 2 a), antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 2 b) como inadmisible.


Sin perjuicio de lo anterior, el Honorable Senador señor Girardi, señaló que es fundamental dotar a TVN de las funciones de ser un transportador público de contenidos regionales y de diversidad cultural, con el objetivo de que la estación pueda propender a cumplir su finalidad de interés general asignada.

El Honorable Senador señor García Huidobro, en la misma línea, expresó que el rol público de Televisión Nacional de Chile se debe manifestar, primeramente, en su efectiva cobertura regional, a fin de que los contenidos de las localidades puedan ser visibilizadas en un plano nacional.

La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, resaltó que, precisamente, una de las finalidades de la señal cultural es la promoción de las diversas identidades regionales y culturales presentes en nuestro país.
- - - - - - - -

Inciso sexto, nuevo

Indicación Nº 2 c)


2 c).- Del Honorable Senador señor Girardi, para introducir al artículo 2º, el siguiente inciso sexto, nuevo:


“A efecto de la satisfacción del objeto y las misiones de servicio público establecidas en el presente artículo, Televisión Nacional de Chile podrá contar con financiamientos específicos, con cargo al presupuesto de la Nación, fundamentados en proyectos determinados y de acuerdo a las normas generales de administración financiera del Estado.”.


La presente indicación habilita a que TVN pueda contar con financiamientos específicos, con cargo al presupuesto de la Nación, respecto de proyectos determinados. En consecuencia, las materias que la indicación en examen trata se relacionan directamente con la administración financiera del Estado, vulnerando de esa forma la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 2 c) como inadmisible.

- - - - - - -

Inciso final, nuevo

Indicación Nº 2


2.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 2º el siguiente inciso final:


“Se declaran de alto interés público los contenidos que Televisión Nacional de Chile emita o transmita, por tanto y sin importar su naturaleza y cualquiera sea el formato, plataforma o medio utilizado, no podrá cobrar por la recepción de los datos, que serán siempre de recepción libre y gratuita para los destinatarios finales.”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor García Huidobro, expresó que, en su opinión, la misma es inadmisible en tanto le impone, eventualmente, una carga financiera adicional a TVN.

La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, explicó que la indicación en examen resulta inadmisible en tanto modifica y altera sustancialmente las habilidades u oportunidades que puede desarrollar TVN con los contenidos que pertenecen a su patrimonio, por lo que, consecuencialmente, determina las funciones y atribuciones de la estación, cuestión reservada a la iniciativa exclusiva presidencial.

En el mismo sentido, subrayó que con las medidas propuestas por la indicación en análisis, Televisión Nacional de Chile no podría emitir la señal de su canal 24H en televisión por pago, precisamente por no ser una transmisión gratuita.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que, independientemente de su postura respecto del contenido de la indicación, estima que esta última sería admisible, en tanto sólo restringir atribuciones de la estación, declarando la gratuidad de sus transmisiones en virtud de su carácter de bien público.

El Honorable Senador señor García Huidobro, en virtud de lo dispuesto en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, Orgánica Constitucional del Congreso Nacional, solicitó someter a votación la admisibilidad de la presente indicación.

En votación la admisibilidad de la indicación Nº 2, la Comisión, por dos votos en contra de los Honorables Senadores señores García Huidobro y Ossandón, y el voto a favor del Honorable Senador señor Letelier (Presidente), la rechazó.

Por consiguiente, en virtud del citado artículo 25, se declaró inadmisible la indicación Nº 2.
Indicación Nº 2 ter


2 ter.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 2º el siguiente inciso final, nuevo:


“Con todo, en el cumplimiento de sus fines, la empresa deberá sujetarse estrictamente al “correcto funcionamiento” que define el artículo 1° de la ley  N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión.”.


En votación la indicación N° 2 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 2 x ter


2 x ter.- Del Honorable Senador señor Girardi, para agregar al artículo 2º, el siguiente inciso final, nuevo:


“En el cumplimiento de sus fines, la empresa y sus filiales deberán sujetarse estrictamente al "correcto funcionamiento" que define el artículo 1° de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión.”.


En votación la indicación N° 2 x ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro y Ossandón, la rechazó.
- - - - - - - - - 

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 2º bis, nuevo

Indicación Nº 1.2


1.2.- De S.E. la Presidenta de la República, para consultar el siguiente Nº 2), nuevo:


2. Agrégase un artículo 2° bis, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 2° bis.- Conforme con lo establecido en el inciso tercero del artículo anterior, la administración de las concesiones, señales o plataformas que se implementen con el objeto de cumplir con el giro y de llevar a cabo la misión pública atribuida a la empresa, podrá efectuarse a través de personas jurídicas distintas, todas ellas filiales de Televisión Nacional de Chile, según lo señalado en el literal i) del artículo 16 de esta ley.


Las personas jurídicas creadas con este propósito se administrarán según lo que disponga su estatuto y deberán ser íntegramente de propiedad de Televisión Nacional de Chile. Su directorio, cuando corresponda, no podrá tener más de tres integrantes, deberá ser presidido por un miembro del Directorio de Televisión Nacional de Chile, y le serán aplicables las mismas normas sobre inhabilidades, causales de recusación y cesación, y régimen de responsabilidad que a los directores de Televisión Nacional de Chile.


Los aportes de capital necesarios para conformar las personas jurídicas mencionadas en el inciso primero del presente artículo, deberán contar con la aprobación previa del Ministerio de Hacienda.”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
Indicación Nº 2 quáter

2 quáter.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar el siguiente artículo 2º bis, nuevo:


“Artículo 2º bis.- Para todos los efectos de la legislación chilena Televisión Nacional de Chile tendrá una persona jurídica única y no podrá delegar en terceros la misión pública que esta ley establece.”. 


En votación la indicación Nº 2 quáter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 2 bis quáter

2 bis quáter.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar el siguiente artículo 2° bis, nuevo


“Para todos los efectos de la legislación chilena Televisión Nacional de Chile tendrá una persona jurídica única y no podrá delegar en terceros la responsabilidad de cumplir la misión pública que esta ley le confiere.”. 


En votación la indicación Nº 2 bis quáter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 2 quinquies

2 quinquies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar el siguiente artículo 2º bis, nuevo:

“Artículo 2º bis.- Para dar cumplimiento a su misión pública de interés nacional y general, Televisión Nacional de Chile adquirirá, sin necesidad de concurso público, los permisos y concesiones que sean necesarios, en conformidad a la ley, para brindar servicios de telecomunicaciones nuevos, no obstante deberá siempre sujetarse a las normas de la ley N° 18.168, General de Telecomunicaciones, y de la ley N° 19.733, sobre libertades de opinión e información y ejercicio del periodismo, y de la ley N° 18.838, del Consejo Nacional de Televisión, en cada caso y cuando así corresponda.”.


La presente indicación desarrolla, a través de nuevos deberes a la estación, la idea de misión pública de TVN, por lo que se considera inadmisible.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, declaró a la indicación Nº 2 quinquies como inadmisible.

Indicación Nº 2 sexies


2 sexies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar el siguiente artículo 2º bis, nuevo:

“Artículo 2º bis.- Para dar cumplimiento a su misión pública, Televisión Nacional de Chile dedicará una frecuencia de alcance nacional de forma exclusiva a difundir detalladamente la actividad legislativa y otros temas de interés del Congreso Nacional de Chile y para ello adquirirá sin necesidad de concurso, los concesiones que sean necesarios, en conformidad a la ley”.


Por los argumentos señalados en la indicación N° 2 quinquies, antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 2 sexies como inadmisible.
- - - - - - - - - -

NÚMERO 2)

Artículo 3º


El artículo 3º de la ley Nº 19.132, dispone que en el cumplimiento de los fines señalados en el artículo 2° del citado cuerpo legal, Televisión Nacional de Chile deberá sujetarse estrictamente al "correcto funcionamiento" que define el inciso tercero del artículo 1° de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión.


Asimismo, se establece que el pluralismo y la objetividad deberán manifestarse en toda su programación y, muy especialmente, en los noticieros, programas de análisis o debate político.


El número 2) del proyecto de ley aprobado en general, sustituye el artículo 3° por el siguiente:


“Artículo 3º.- Se reconoce en Televisión Nacional de Chile un rol diferenciador, en virtud del cual su servicio estará orientado principalmente a satisfacer el bien común. En consecuencia, su programación deberá propender a:


a) Fomentar la educación y el enriquecimiento cultural de la sociedad chilena, ofreciendo una amplia variedad de programas y contenidos de alta calidad, que revelen información y estimulen el conocimiento sobre civilizaciones y culturas nacionales y extranjeras, procesos creativos y artísticos, corrientes de pensamiento, y sobre los avances científicos y tecnológicos, entre otros. 


b) Promover y respetar los valores democráticos, los principios y los derechos establecidos en la Constitución y en los tratados internacionales sobre derechos humanos, ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, así como fomentar la formación cívica, la información, formación y participación ciudadana. 


c) Promover el pluralismo, reconociendo  la diversidad cultural, étnica, ideológica y religiosa, y fomentando los derechos de los pueblos originarios, así como los principios de dignidad, igualdad y no discriminación entre hombres y mujeres. 


d) Promover la identidad de cada una de las regiones del país, generando las condiciones para una real integración regional, nacional e internacional, tanto a través de contenidos que representen las distintas realidades regionales, como de acciones que permitan la existencia y un grado de autonomía de canales regionales, donde les sea posible emitir, principalmente, programas e informativos locales, que desarrollen en  sus contenidos o reportajes aspectos culturales propios de la zona o ámbito territorial de su señal, y cuya capacidad de cobertura abarque, a lo menos, a la totalidad de las provincias de la región. 


e) Fomentar el desarrollo de la industria audiovisual nacional, mediante contenidos producidos en el país que representen no menos del 40% del total de su programación.


f) Facilitar el acceso de canales regionales, comunitarios y de otras instituciones sin fines de lucro, a los archivos y contenidos de Televisión Nacional de Chile, siempre que sea con fines educacionales o de promoción del bien común y se realice después de dos años de ser emitidos los contenidos por primera vez, resguardando los derechos de terceras personas. Para ello el Consejo Nacional de Televisión tendrá la facultad de regular los procedimientos y definir los criterios que sean necesarios para la ejecución de este acceso. 


g) Contribuir a la integración de las actividades que desarrollen los distintos sectores de la vida nacional, tales como la educacional, la productiva, la cultural, la sanitaria y, en general, todas aquellas que promuevan el bien común.


En el cumplimiento de estos objetivos, Televisión Nacional de Chile transmitirá su noticiero central con traducción para personas sordomudas. Deberá, además, en el mismo espacio del noticiero central, una vez a la semana, transmitir un resumen de la actividad legislativa de una duración no inferior a diez minutos.


Para el cumplimiento de estas tareas, Televisión Nacional de Chile podrá emitir señales internacionales y una variedad  de señales nacionales de carácter general o especial. Para ello adquirirá los permisos y concesiones que sean necesarios, en conformidad a la ley, debiendo sujetarse al correcto funcionamiento del servicio televisivo. 


El pluralismo y la objetividad deberán manifestarse en toda su programación y, muy especialmente, en los noticiarios, programas de análisis o debate político.


Televisión Nacional de Chile deberá informar anualmente a la Cámara de Diputados y al Senado, el tiempo que se ha destinado a difundir a los partidos políticos legalmente constituidos y a las coaliciones acreditadas.”.


A este numeral se presentaron 15 indicaciones signadas con los Nos 1.B, 2 septies, 1.3., 3, 3 bis, 3 quáter, 3 quinquies, 4, 4 bis, 5, 6, 7, 8, 8 bis y 8 ter.
Indicación Nº 1.B


1.B.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir el N° 2) por el que sigue:


“2) Reemplázase el artículo 3° por el siguiente:


“Artículo 3°.- En el cumplimiento de los fines antes señalados, deberá sujetarse estrictamente al "correcto funcionamiento" que definen los incisos cuarto, sexto, séptimo y octavo del artículo 1° de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión.


El pluralismo y la objetividad deberán manifestarse en toda su programación y, muy especialmente, en los noticieros, programas de análisis o debate político.


Sin perjuicio de lo anterior, la empresa desarrollará un instrumento de planificación, denominado “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública”, que contendrá las orientaciones de programación para su señal principal, sus señales adicionales y sus filiales. El documento deberá ser aprobado por el Directorio, en sesión especialmente convocada al efecto,  y será revisado cada cinco años. 


El “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” deberá adecuarse al presupuesto de la empresa, así como a las exigencias derivadas de la responsabilidad financiera tanto de sí misma como de sus filiales. 


El documento deberá estar permanentemente a disposición del público en los sitios electrónicos de la empresa.


Anualmente, Televisión Nacional de Chile deberá exponer sobre la realización y avance del Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública, ante el Senado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36.


La falta de aprobación y publicación en tiempo y forma de este instrumento acarreará la suspensión del derecho establecido en el artículo 11 de esta ley, por el período en que subsista el incumplimiento.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, consultó qué materia aborda el artículo 11 al que se remite la presente propuesta.

La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, expresó que dicha disposición regula la dieta de los Directores del canal público.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, indicó que, en su opinión, la falta de aprobación y publicación del “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” debiese aparejar una sanción más severa para los miembros del Directorio de TVN, siendo razonable aplicar en estos casos la destitución de los mismos.

La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, señaló que, sin perjuicio de la suspensión de la dieta de los Directores, más adelante en las indicaciones del Ejecutivo se contempla además, que dicha hipótesis de incumplimiento pueda ser calificada como grave, a fin de que se proceda a la destitución del Director respectivo, siendo ello ratificado por los Tribunales de Justicia.

En votación la indicación Nº 1.B, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.
Indicación Nº 2 septies


2 septies.- Del Honorable Senador señor Girardi, para sustituir el inciso primero, del artículo 3º, por el siguiente:


“En el cumplimiento de los fines asociados a sus concesiones de radiodifusión televisiva deberá sujetarse estrictamente al "correcto funcionamiento" que define el artículo 1° de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión. Se reconoce en Televisión Nacional de Chile un rol diferenciador. En consecuencia, su programación deberá propender a:


a) Fomentar la educación y el enriquecimiento cultural de la sociedad chilena, ofreciendo una amplia variedad de programas y contenidos de alta calidad, que revelen información y estimulen el conocimiento sobre civilizaciones y culturas nacionales y extranjeras, procesos creativos y artísticos, corrientes de pensamiento, y sobre los avances científicos y tecnológicos, entre otros. 


b) Promover y respetar los valores democráticos, los principios y los derechos establecidos en la Constitución y en los tratados internacionales sobre derechos humanos, ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, así como fomentar la formación cívica, la información, formación y participación ciudadana.


c) Promover el pluralismo, reconociendo la diversidad cultural, étnica, ideológica y religiosa, así como los principios de dignidad, igualdad y no discriminación entre hombres y mujeres. 


d) Promover la identidad de cada una de las regiones del país


e) Fomentar el desarrollo de la industria audiovisual nacional independiente, que sea susceptible de ser considerada como “educativa o cultural”,  mediante la emisión de creaciones audiovisuales de autores nacionales que representen no menos del 50% del total de su programación. Asimismo, distribuirá a los titulares de concesiones de televisión comunitaria, de manera preferente, la programación producida por o para Televisión Nacional de Chile. Igualmente, prestará servicios de portador de señales, de asesoría técnica o de equipamiento a terceros.


f) Facilitar por la vía de convenios o contratos escritos el acceso de instituciones sin fines de lucro, como podrían ser canales regionales, comunitarios, escuelas públicas, y otras instituciones similares, a los archivos y contenidos de Televisión Nacional de Chile, siempre que sea con fines educacionales o de promoción del bien común.


g) Contribuir a la integración de las actividades que desarrollen los distintos sectores de la vida nacional, tales como la educacional, la deportiva, la productiva, la sindical, la cultural, la sanitaria y, en general, todas aquellas que promuevan el bien común.”.


La presente indicación, en tanto fijar nuevas atribuciones a Televisión Nacional de Chile, se considera inadmisible.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 2 septies como inadmisible.
Indicación Nº 1.3


1.3.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir el Nº 2), por el siguiente Nº 3):


3. Reemplázase el artículo 3° por el siguiente: 


“Artículo 3°.- Para el cumplimiento de su misión pública, la empresa, cada cinco años, desarrollará un instrumento de planificación denominado “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública”, en adelante el “Compromiso”. 


El compromiso establecerá las orientaciones programáticas y editoriales que habrán de guiar las operaciones de la empresa y sus filiales durante los cinco años siguientes a su entrada en vigencia. 


Será elaborado por la empresa con, a lo menos, seis meses de anticipación al término de la vigencia del anterior, considerando para ello las propuestas del Consejo Consultivo establecido en el artículo 21 bis, debiendo, en cualquier caso, garantizar siempre su coherencia con las exigencias derivadas de la responsabilidad financiera tanto de sí misma como de las filiales. Televisión Nacional de Chile deberá establecer las modalidades de participación que tendrán las personas y organizaciones en la elaboración del compromiso.


Con al menos treinta días de anticipación al término de la vigencia del anterior, habiendo o no presentado su propuesta el Consejo Consultivo, la versión final del compromiso será remitida por el Directorio al Presidente de la República. Asimismo, el Directorio remitirá dicha versión a la Cámara de Diputados, para ser presentado en sesión especialmente convocada al efecto. 


El compromiso y los reportes de cumplimiento del mismo deberán encontrarse a disposición permanente del público en soporte electrónico. 


En caso de expirar el período de vigencia del compromiso sin encontrarse suscrito uno nuevo, se extenderá el vigor del existente, descontándose ese tiempo de la vigencia del que debiera regir para el período siguiente. La falta de presentación a que se refiere el inciso tercero acarreará la suspensión del derecho establecido en el artículo 11 de esta ley, por el período en que subsista el incumplimiento.”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presienta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
Indicaciones Nº 3 y 3 bis

3.- De la ex Senadora señora Matthei, y 3 bis.- De los Honorables Senadores señores Coloma y Larraín, y del ex Senador señor Novoa, para eliminarlo.


En votación las indicaciones Nos 3 y 3 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro y Ossandón, las rechazó.
Indicación Nº 3 quáter

3 quáter.- Del Honorable Senador señor Girardi, para reemplazarlo por el siguiente:


“Artículo 3°.- Se reconoce en Televisión Nacional de Chile un rol diferenciador. En consecuencia, su programación deberá propender a:


a) Fomentar la educación y el enriquecimiento cultural de la sociedad chilena, ofreciendo una amplia variedad de programas y contenidos de alta calidad, que revelen información y estimulen el conocimiento sobre civilizaciones y culturas nacionales y extranjeras, procesos creativos y artísticos, corrientes de pensamiento, y sobre los avances científicos y tecnológicos, entre otros. 


b) Promover y respetar los valores democráticos, los principios y los derechos establecidos en la Constitución y en los tratados internacionales sobre derechos humanos, ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, así como fomentar la formación cívica, la información, formación y participación ciudadana. 


c) Promover el pluralismo, reconociendo la diversidad cultural, étnica, ideológica y religiosa, así como los principios de dignidad, igualdad y no discriminación entre hombres y mujeres. 


d) Promover la identidad de cada una de las regiones del país.


e) Fomentar el desarrollo de la industria audiovisual nacional, mediante la emisión de creaciones audiovisuales de autores nacionales que representen no menos del 50% del total de su programación. Asimismo, distribuirá a los titulares de concesiones de televisión comunitaria, de manera preferente, la programación producida por o para Televisión Nacional de Chile. Igualmente, prestará servicios de portador de señales, de asesoría técnica o de equipamiento a terceros.


f) Facilitar por la vía de convenios o contratos escritos el acceso de instituciones sin fines de lucro, como podrían ser canales regionales, comunitarios, escuelas públicas, y otras instituciones similares, a los archivos y contenidos de Televisión Nacional de Chile, siempre que sea con fines educacionales o de promoción del bien común.


g) Contribuir a la integración de las actividades que desarrollen los distintos sectores de la vida nacional, tales como la educacional, la deportiva, la productiva, la sindical, la cultural, la sanitaria y, en general, todas aquellas que promuevan el bien común.


En el cumplimiento de estos objetivos, Televisión Nacional de Chile transmitirá su noticiero central con traducción para personas sordomudas. Podrá, además, en sus espacios de noticieros, a lo menos cada quince días emitir un resumen de la actividad legislativa.


Para el cumplimiento de estas tareas, Televisión Nacional de Chile podrá emitir señales internacionales y una variedad de señales nacionales de carácter general o especial. Para ello, adquirirá los permisos y concesiones que sean necesarios, en conformidad a la ley, debiendo sujetarse al correcto funcionamiento del servicio televisivo. 


El pluralismo y la objetividad deberán manifestarse en los noticiarios, programas de análisis o debate político. La diversidad cultural deberá manifestarse en el resto de la programación.


Televisión Nacional de Chile deberá informar anualmente ante el Senado, el tiempo que se ha destinado a difundir a los partidos políticos legalmente constituidos y a las coaliciones acreditadas.


A estos efectos, el Consejo Nacional de Televisión fijará un conjunto de indicadores de gestión destinados a analizar el estricto cumplimiento de las misiones declaradas en el presente artículo.”.


Se hace presente que el Honorable Senador señor Girardi, en virtud de su calidad de autor de esta indicación, la retiró.
Inciso primero

Letra d)

Indicación Nº 3 quinquies


3 quinquies.- Del Honorable Senador señor Horvath, para sustituir su literal d), por el siguiente:


“d) Promover y fomentar la identidad regional y local del país, a través de contenidos, programas, reportajes e informativos locales, que desarrollen aspectos culturales propios de la zona o ámbito territorial, que representen sus distintas realidades; así como ejecutar acciones que permitan la existencia y autonomía de canales o señales  regionales, a tal vez de diversas plataformas, formatos o medios, cuya capacidad de cobertura abarque, a lo menos, a la totalidad de las provincias de la región.”.


La presente indicación desarrolla algunas atribuciones del canal público, en lo referente a las labores de promoción y fomento de TVN sobre las identidades regionales y locales del país, por lo que incorpora nuevas funciones a dicho organismo, considerándosela como inadmisible.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 3 quinquies como inadmisible.
Letra f)

Indicación Nº 4


4.- De la Honorable Senadora señora Allende, para agregar la siguiente oración final: “Para el cumplimiento de este objetivo TVN pondrá a disposición de los concesionarios del servicio de radiodifusión televisiva regional, local, comunitario y educativo–cultural, gratuitamente, los contenidos producidos una vez vencidos los tres años desde su primera transmisión a público en general, en la medida que se resguarden adecuadamente los derechos de la empresa.”.


En esta indicación se efectúan adiciones en lo que respecta a las funciones de TVN de facilitación del acceso de canales regionales, comunitarios y de otras instituciones sin fines de lucro, a los archivos y contenidos de la estación pública, por lo que se añaden nuevas atribuciones al canal público, considerándosela como inadmisible.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 4 como inadmisible.
Inciso segundo

Indicación Nº 4 bis


4 bis.- Del Honorable Senador señor Girardi, para eliminarlo.


El Honorable Senador señor Girardi, en su calidad de autor de la presente indicación, la retiró.
- - - - - -

Inciso tercero, nuevo

Indicación Nº 5


5.- De la Honorable Senadora señora Allende, para intercalar el siguiente inciso tercero, nuevo:


“Televisión Nacional de Chile deberá contemplar una oferta de contenidos variada, que asegure la formación, información y participación ciudadana, así como el enriquecimiento cultural de la sociedad chilena, mediante la difusión de contenidos que revelen información sobre civilizaciones y culturas nacionales y extranjeras, procesos creativos, corrientes de pensamiento, los avances científicos y tecnológicos, que promuevan el pluralismo y la objetividad, que posicionen los valores del país en el continente y la comunidad internacional, que contribuyan a satisfacer y promover los derechos fundamentales, al fortalecimiento de la democracia y de nuestro sistema político, reforzando y asegurando la diversidad ideológica y religiosa. Asimismo, a Televisión Nacional de Chile le corresponde el rol de impulsor del desarrollo de la televisión en Chile, mediante la promoción de la producción nacional, producciones de documentales y programas destinados a la promoción de los derechos fundamentales y a la protección de la infancia, diseño e implementación de mejores prácticas de calidad de servicios televisivos y la prestación de servicios de soporte de red a operadores regionales, locales y especializados.”.


Esta indicación propone intercalar un nuevo inciso tercero en el texto sustitutivo del artículo 3º aprobado en general, siendo el contenido de la presente propuesta una alteración de las funciones de Televisión Nacional de Chile, así como en la idea de misión pública de esta última, por lo que se considera a la indicación inadmisible.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 5 como inadmisible.
- - - - - - -

Inciso final, nuevo

Indicaciones Nos 6 y 7


6.- De la ex Senadora señora Matthei, y 7.- De los Honorables Senadores señores Coloma y Larraín, y del ex Senador señor Novoa, para reemplazarlo por el que sigue:


“2) Agrégase el siguiente inciso final en el artículo 3°:


“Para el cumplimiento de estas tareas, Televisión Nacional de Chile podrá emitir señales internacionales y una variedad de señales nacionales de carácter general o especial. Para ello adquirirá los permisos y concesiones que sean necesarios, en conformidad a la ley, debiendo sujetarse al correcto funcionamiento del servicio televisivo.”.”.


Estas indicaciones proponen nuevas atribuciones para la estación pública, por lo que se considera a las mismas como inadmisibles.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a las indicaciones Nos 6 y 7 como inadmisibles.
- - - - - - -

Inciso final

Indicación Nº 8


8.- De la ex Senadora señora Rincón, para sustituir, en el inciso final, la frase “la Cámara de Diputados y al Senado” por “las Comisiones de Educación y de Transportes del Senado y de la Cámara de Diputados”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, los temas referentes a los tiempos que ocupa TVN en la cobertura de los distintos partidos políticos, cuestión estrechamente relacionada al pluralismo en este ámbito, no es competencia de las Comisiones, sino del Senado como institución.


En tal sentido, agregó, es en esta última línea en la que se orientan las indicaciones del Ejecutivo en este contexto.


En votación la indicación N° 8, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la rechazó.

Indicación Nº 8 bis


8 bis.- Del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar la expresión “difundir a los partidos políticos legalmente constituidos y a las coaliciones acreditadas” por lo siguiente: “difundir a los partidos políticos legalmente constituidos, a las coaliciones acreditadas, y a los sectores independientes que tengan representación parlamentaria.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que el contenido de la misma es complejo de aplicar en tanto, en primer lugar, es difícil determinar cuáles son todos los sectores independientes, y en segundo orden, si ellos pueden ser categorizados, en algún sentido, como un bloque de opinión.


De ese modo, señaló que una propuesta de este tipo favorece, más que nada, opiniones personales de distintos actores políticos no afiliados a algún partido, en vez de asentar el pluralismo.


Por último, expresó su respaldo a una idea republicana de entender la política, en donde se valora y respalda a los partidos constituidos.


El Honorable Senador señor Girardi, expresó que, en su opinión, el contenido de la presente indicación se encuentra recogida por la incorporación del elemento de pluralismo político en la misión pública que debe guiar las actuaciones de TVN, por lo que considera a la misma como innecesaria.


En votación la indicación N° 8 bis, la Comisión, por dos votos en contra de los Honorables Senadores señores Letelier (Presidente) y Girardi, y la abstención del Honorable Senador señor Ossandón, la rechazó. 
- - - - - - -

Incisos finales, nuevos

Indicación Nº 8 ter


8 ter.- Del Honorable Senador señor Girardi, para incorporar los siguientes incisos finales:


“Para el cumplimiento de su misión pública, la empresa, cada cinco años, desarrollará un instrumento de planificación denominado “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública”, en adelante el “Compromiso”. 


El compromiso establecerá las orientaciones programáticas y editoriales que habrán de guiar las operaciones de la empresa y sus filiales durante los cinco años siguientes a su entrada en vigencia. 


Será elaborado por la empresa con, a lo menos, seis meses de anticipación al término de la vigencia del anterior, considerando para ello las propuestas del Consejo Consultivo establecido en el artículo 21 bis, debiendo, en cualquier caso, garantizar siempre su coherencia con las exigencias derivadas de la responsabilidad financiera tanto de sí misma como de las filiales. Televisión Nacional de Chile deberá establecer las modalidades de participación que tendrán las personas y organizaciones en la elaboración del compromiso.


Con al menos treinta días de anticipación al término de la vigencia del anterior, habiendo o no presentado su propuesta el Consejo Consultivo, la versión final del compromiso será remitida por el Directorio al Presidente de la República. Asimismo, el Directorio remitirá dicha versión a la Cámara de Diputados, para ser presentado en sesión especialmente convocada al efecto. 


El compromiso y los reportes de cumplimiento del mismo deberán encontrarse a disposición permanente del público en soporte electrónico. 


En caso de expirar el período de vigencia del compromiso sin encontrarse suscrito uno nuevo, se extenderá el vigor del existente, descontándose ese tiempo de la vigencia del que debiera regir para el período siguiente. La falta de presentación a que se refiere el inciso tercero acarreará la suspensión del derecho establecido en el artículo 11 de esta ley, por el período en que subsista el incumplimiento.”.


La presente indicación propone nuevas atribuciones a TVN, referentes al cumplimiento de su misión pública, por lo que se estima que debiese ser declarada inadmisible.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 8 ter como inadmisible.
NÚMERO 3)

Artículo 4º


El artículo 4º de la ley Nº 19.132, señala que la administración de TVN la ejercerá un Directorio compuesto de siete miembros, designados de la siguiente forma:


a) Un Director de libre designación del Presidente de la República, cuya idoneidad garantice el debido pluralismo en el funcionamiento de la Corporación, y que se desempeñará como Presidente del mismo.


b) Seis Directores designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado. El Presidente hará la proposición en un solo acto, cuidando que el Directorio quede integrado en forma pluralista.


El Senado se pronunciará sobre el conjunto de las proposiciones, en sesión secreta especialmente convocada al efecto, y su aprobación requerirá del voto favorable de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio. De no reunirlos, se tendrá por rechazada.


Antes de procederse a la votación, podrá impugnarse fundadamente una o varias de las proposiciones, siempre que el fundamento se refiera a calidades personales del o de los impugnados y no se trate de motivos exclusivamente políticos. La o las impugnaciones se votarán previamente y, de aceptarse alguna, se suspenderá la votación sobre la proposición en su conjunto hasta que ésta esté completa, sin impugnaciones de carácter personal.


Aprobada una o más impugnaciones, el Presidente de la República tendrá el derecho, por una sola vez, de retirar toda la proposición y formular una nueva o bien proceder únicamente a reemplazar la o las designaciones impugnadas. Este derecho deberá ser ejercido dentro de los ocho días hábiles siguientes a la fecha en que se le hubiere comunicado la o las impugnaciones aceptadas por el Senado. Efectuada la nueva proposición, se procederá en la forma señalada en el inciso precedente, con la salvedad de que no podrá impugnarse a personas que hubiesen figurado con anterioridad en la nómina y que no hubiesen sido objeto de impugnación individual de carácter personal, en su oportunidad. De formularse y acogerse una nueva impugnación individual de carácter personal, el Presidente de la República sólo podrá efectuar la proposición de reemplazo del o de los impugnados dentro del plazo antes señalado. Las impugnaciones individuales de carácter personal se aprobarán o rechazarán por la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio. En toda nueva proposición el Presidente deberá mantener el pluralismo de la integración.


Completa que sea la proposición y de no existir impugnaciones individuales de carácter personal, se procederá a votarla en su conjunto. En caso de rechazarse en su conjunto, el Presidente, manteniendo estrictamente el pluralismo de la integración, someterá al Senado una nueva proposición, dentro de los 30 días hábiles siguientes a la fecha en que se hubiere comunicado el rechazo respectivo. Esta nueva proposición se sujetará a las normas antes establecidas.


El Director a que se refiere la letra a) permanecerá en el cargo hasta 30 días después del cese de funciones del Presidente de la República que lo designó.


Los seis Directores a que se refiere la letra b) durarán ocho años en sus cargos, podrán ser designados por nuevos períodos y se renovarán por mitades, cada cuatro años.


Los Directores deberán ser personas de relevantes méritos personales y profesionales. El nombramiento se hará mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno.


Las vacantes que se produzcan serán llenadas de acuerdo con el procedimiento señalado en las letras a) y b), según el caso.


La proposición para llenar las vacantes de los Directores a los que se refiere la letra b), deberá efectuarse dentro de los 30 días siguientes de producidas éstas. El reemplazante durará en funciones por el tiempo que reste para completar el período del Director reemplazado.


El Directorio, además, estará integrado por un representante de los trabajadores, el cual sólo tendrá derecho a voz, durará dos años en funciones, será elegido en votación secreta y directa por los trabajadores de planta de la Corporación y podrá ser reelegido hasta por cuatro períodos consecutivos. La elección se convocará por el Director Ejecutivo para día, hora y lugar determinados. La convocatoria a elección deberá ser comunicada por escrito a todo el personal, con no menos de ocho días de anticipación a aquél fijado para su realización. En todo caso, la elección deberá realizarse con no menos de 15 días de anticipación a la fecha en que expire el período del representante de los trabajadores en ejercicio.


El número 3) del proyecto de ley aprobado en general, es del siguiente tenor:


“3) En el artículo 4º:


a) Elimínase la palabra "secreta” de su inciso segundo.


b) Reemplázase la frase final del inciso cuarto por la siguiente:


“En toda nueva proposición el Presidente deberá mantener tanto el pluralismo político como la diversidad cultural de la integración.”.


c) Reemplázase su inciso octavo por el siguiente, y agréganse los siguientes incisos noveno y décimo, nuevos:


“Los Directores deberán ser personas de relevantes méritos personales y profesionales, con un compromiso con el pluralismo y la misión pública de Televisión Nacional. Asimismo, deberán cumplir con los siguientes requisitos:


a) No haber sido condenado ni encontrarse acusado por delito que merezca pena aflictiva y, o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, por delitos tributarios o por los contemplados en la ley N° 18.045.


b) No haber sido declarado fallido o haber sido administrador o representante legal de personas fallidas condenadas por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta establecidos en la Ley de Quiebras.


c) Poseer antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para estos efectos, se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre protestos de documentos no aclarados en los últimos cinco años en número o cantidad considerable. Asimismo, se entenderá que una persona posee antecedentes tributarios intachables cuando se encuentre al día en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, de acuerdo al certificado que emita al efecto la Tesorería General de la República dando cuenta de este hecho.


d) No tener con la empresa ninguna relación económica, directa o indirecta, distinta de su remuneración como director.


e) No encontrarse condenado o formalizado por actos o delitos que importen violencia intrafamiliar.


Para acreditar los requisitos señalados en las letras del inciso anterior, y las inhabilidades a que se refiere el artículo siguiente, las personas que hayan sido nominadas para desempeñarse como directores deberán prestar una declaración jurada.


El director que deje de cumplir los requisitos dispuestos en los incisos anteriores o adquiera alguna de las inhabilidades a que se refiere el artículo siguiente, se considerará inhábil para desempañar dicho cargo y cesará automáticamente en él, sin perjuicio que deberá comunicar de inmediato dicha circunstancia al Presidente del Directorio.”.


A este numeral se presentaron 59 indicaciones signadas con los Nos 1.C, 1.4., 8 quáter, 9, 9 bis, 9 ter, 1.4.ii., 9 x ter, 1.4.iii., 9 xx ter, 9 x quáter, 9 quáter, 9 quinquies, 9 sexies, 9 septies, 10, 10 bis, 10 x bis, 1.4.iv., 1.4.v., 10 ter, 10 quáter, 1.4.vi., 1.4.vii., 11, 12, 12 bis, 1.4.viii., 1.4.ix., 13, 13 bis, 13 ter, 1.4.x., 14, 14 bis, 15, 16, 16 bis, 17, 17 bis, 17 ter, 17 quáter, 17 quinquies, 1.4.xi., 18, 19, 20 bis, 20 x bis, 20, 20 ter, 20 quáter, 20 quinquies, 20 sexies, 20 septies, 20 octies, 20 novies, 20 decies, 20 undecies y 1.4.xii.

Indicación Nº 1.C


1.C.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir el N° 3) por el que sigue:


“3) Reemplázase el artículo 4° por el siguiente:


“Artículo 4°.- La administración de la empresa la ejerce un directorio compuesto de siete miembros, designados de la siguiente forma:


a) Un director de libre designación y remoción por parte del Presidente de la República, cuya idoneidad garantice el debido pluralismo en el funcionamiento de la empresa, y que se desempeñará como Presidente del directorio. 


b) Seis directores propuestos por el Presidente de la República al Senado para su aprobación, previa nominación del Consejo de Alta Dirección Pública, con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros.  


Para estos efectos, el Consejo de Alta Dirección Pública enviará al Presidente de la República una terna para cada vacante que deba ser provista. El Presidente de la República podrá rechazar por una vez cada terna, en cuyo caso las ternas no objetadas se deberán tener también por rechazadas. Ninguna persona podrá ser incluida en más de una terna.


Antes de noventa días de la expiración del plazo de duración de los directores salientes, la Dirección Nacional del Servicio Civil dará inicio al proceso de selección de aquellos directores que terminan su período y para lo cual se deberá contar con perfiles vigentes de los cargos.


Corresponderá al Ministerio Secretaría General de Gobierno elaborar los perfiles para los cargos de director y someterlos al Consejo de Alta Dirección Pública para su aprobación por cuatro quintos de sus miembros.


Los candidatos que participen del proceso para ingresar en la propuesta final que el Presidente de la República formulará al Senado, deberán informar previamente al Consejo de Alta Dirección Pública su situación en relación con los requisitos que exige cumplir el artículo 4° bis y las inhabilidades e incompatibilidades al cargo de director que se contemplan en los artículo 4° ter y 5°.


Las ternas deberán ser presentadas por el Consejo de Alta Dirección Pública al Presidente de la República con una anticipación de, a lo menos, treinta días a la fecha en que haya de producirse la expiración del plazo en el cargo del director respectivo. Para la confección de las ternas, el Consejo de Alta Dirección Pública establecerá un procedimiento especial de búsqueda y selección de candidatos a director, el que deberá incluir un llamado público.


El Presidente de la República formulará la proposición al Senado en un solo acto contemplando designaciones para todos los cargos que quedarán  vacantes, cuidando que el directorio quede integrado en forma pluralista y los cargos sean desempeñados por personas de reconocido prestigio profesional, conforme a los requisitos establecidos en el artículo 4° bis. En dicho acto, los candidatos integrantes de la propuesta deberán presentar una declaración jurada que acredite el cumplimiento de tales requisitos y el hecho de no estar afectos a las inhabilidades e incompatibilidades contenidas en los artículos 4° ter y 5°.


La propuesta referida en el inciso anterior deberá efectuarse antes de quince días de la expiración del plazo de duración de los directores salientes. En caso que no se efectuaren sus nombramientos antes del vencimiento de dicho plazo, los directores salientes podrán permanecer en el desempeño de sus funciones hasta el nombramiento de sus reemplazantes por un plazo máximo de noventa días. 


El Senado se pronunciará sobre el conjunto de las proposiciones, en sesión especialmente convocada al efecto, y su aprobación requerirá del voto favorable de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio. De no reunirlos, se tendrá por rechazada.


En caso de que el Presidente de la República retirara una propuesta antes de su aprobación en el Senado, se entenderá, para todos los efectos, como un concurso desierto, debiendo iniciarse un nuevo procedimiento de conformidad con las reglas contenidas en los incisos anteriores. 


El director a que se refiere la letra a) permanecerá en el cargo hasta treinta días después del cese de funciones del Presidente de la República que lo designó.


Los directores a los que se refiere la letra b) durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser designados sólo por un nuevo período. Si el director hubiere sido nombrado en un primer período según el procedimiento del presente artículo, bastará para su renovación la ratificación del Senado a propuesta del Presidente de la República. 


El Directorio se renovará por mitades, cada dos años, y no podrá revocarse en su totalidad.


Las vacantes que se produzcan serán llenadas de acuerdo con el procedimiento señalado en las letras a) y b), según el caso.


En caso de que se deba reemplazar a alguno de los directores a los que se refiere la letra b) por causal sobreviniente, el Presidente de la República deberá formular una propuesta siguiendo el procedimiento señalado en el presente artículo dentro de los noventa días siguientes de producida la vacante. Para estos efectos, el Consejo de Alta Dirección Pública remitirá una terna al Presidente de la República dentro de los sesenta días siguientes de producirse la vacante. El reemplazante ejercerá funciones por el tiempo que reste para completar el período correspondiente al director que reemplaza.


Los nombramientos a que se refiere el presente artículo se realizarán una vez aprobada la nominación por el Senado, mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno.


Un representante de los trabajadores participará de las sesiones y actividades del directorio sólo con derecho a voz, durará dos años en sus funciones, será elegido en votación secreta y directa por los trabajadores de planta de la empresa y podrá ser reelegido hasta por cuatro períodos consecutivos. La elección se convocará por el Director Ejecutivo para el día, hora y lugar determinados. La convocatoria a elección deberá ser comunicada por escrito a todo el personal de planta, con no menos de ocho días de anticipación a aquél fijado para su realización. En todo caso, la elección deberá realizarse con no menos de quince días de anticipación a la fecha en que expire el período del representante de los trabajadores en ejercicio.”.


En discusión esta indicación, la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, señaló que la misma responde a la necesidad de profesionalización del Directorio de Televisión Nacional de Chile, a través de mecanismos que garanticen su pluralismo y la expertise técnica de quienes conforman dicho organismo, desde el punto de vista de las labores de planificación, de cumplimiento de la misión pública y demás funciones legales que aquella entidad debe desarrollar.


De ahí, resaltó, que la indicación en examen detalle pormenorizadamente el procedimiento de conformación del Directorio de TVN.


El Honorable Senador señor Girardi, cuestionó la intervención del Ministerio de Hacienda en la configuración del contenido de la presente indicación, señalando que, en su opinión, dicha Secretaría de Estado excede los márgenes de sus competencias actuando de ese modo. En efecto, expresó que tal organismo debe enfocar y limitar sus actuaciones a cuestiones relativas a las finanzas del Fisco, sin expandir sus acciones a otro tipo de materias, en tanto ello complejiza y tensiona la discusión parlamentaria.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, el Ejecutivo tiene la facultad para analizar con las distintas Secretarías de Estado un determinado proyecto, independientemente de las críticas que uno puede sostener respecto de la intervención indebida de un Ministerio en concreto.


Asentado lo anterior, señaló que el proceso de conformación del Directorio de TVN propuesto por la indicación en examen, a su parecer, no se advierte en ninguna otra empresa pública, observándose, además, un considerable rol del Servicio Civil a través de la Alta Dirección Público, lo que constituye una situación anómala en este contexto.


El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que el punto central del debate debe ser el garantizar la autonomía de Televisión Nacional de Chile frente al Gobierno de turno. En esa línea, cuestionó la facultad que la indicación en examen entrega al Presidente de la República para que este último pueda remover a la cabeza del Directorio de la estación pública.


En el mismo sentido, señaló que la idea de capitalizar a TVN debe ser entendida en tal orientación, otorgando garantías de independencia al canal frente a presiones externas.


Por último, en lo referente a la intervención del Sistema de Alta Dirección Pública en el procedimiento de conformación del Directorio de TVN, señaló que dicha entidad no asegura el pluralismo en el Gobierno Corporativo de la estación, por lo que resaltó la necesidad de evitar politizar, en términos partidistas, la estructura de dicho Directorio.


La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, reiteró que la idea de la indicación en análisis es profesionalizar y generar garantías de expertise técnico en el Directorio de Televisión Nacional de Chile.


Así, manifestó que el Servicio Civil, a través del Sistema de Alta Dirección Pública, presenta la institucionalidad idónea para ello.


A su vez, señaló que el Gobierno trabaja de forma unitaria, siendo del todo pertinente el trabajo y colaboración que el Ministerio de Hacienda brinda en la elaboración legislativa del Ejecutivo, siendo procedente en este caso, además, porque el Servicio Civil, precisamente, se relaciona con el nivel central a través de la referida Secretaría de Estado.


El Coordinador General de Asesores y de Modernización del Estado del Ministerio de Hacienda, señor Enrique Paris, indicó que la participación de la Cartera de Estado que representa en el debate, se enmarca dentro de las responsabilidades que esta última tiene respecto del desempeño de las empresas públicas. Por consiguiente, agregó, las competencias de Hacienda no solamente se orientan a cuestiones referentes al financiamiento y capitalización de TVN, sino que también alcanzan la gobernanza pública de esta última (en tanto empresa estatal), siendo ello una atribución legal que corresponde a aquélla.


Señalado lo anterior, prosiguió, en lo referente al Gobierno Corporativo de la estación pública, y en virtud de las particularidades que presenta TVN, el Ejecutivo se inclinó por una norma precisa y de detalle en lo referente al proceso de conformación del Directorio del canal.


Lo anterior, subrayó, con la finalidad de otorgar garantías de sostenibilidad y pluralismo en la conducción de TVN.


Posteriormente, resaltó que la intervención de Hacienda en el debate no tiene por finalidad incidir en el funcionamiento del canal o en el modo en que se dará cumplimiento a su misión pública, sino de dotar de coherencia a la capitalización de TVN con un Gobierno Corporativo moderno, a partir de la experiencia institucional acumulada en las reformas sobre gobernanza efectuadas a otras empresas estatales (como el caso de ENAP).


El Honorable Senador señor Girardi, expresó que Televisión Nacional de Chile no puede ser considerada como una empresa estatal más, por lo que considera que el Ministerio de Hacienda no debe supervigilar el debate sobre las modificaciones que se pretenden efectuar a la estación pública, en tanto, en su opinión, la Comisión de Transportes y Telecomunicaciones de esta Corporación ser lo suficientemente idónea para abordar de buena forma la discusión sobre el Gobierno Corporativo de TVN.


A su vez, afirmó que el sistema actual funciona de mejor modo que el modelo propuesto en la indicación en estudio, en tanto TVN cuenta con una tradición de pluralismo que respalda su autonomía e independencia.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que se debe efectuar un análisis comparativo entre el sistema actual y la propuesta contemplada por la indicación en examen, a fin de estudiar qué modelo asegura de mejor forma el pluralismo que debe existir en el Directorio de TVN y el rol que en ello desempeña el Presidente de la República y el Senado.


Por ende, añadió, se debe reflexionar acerca del propósito perseguido en el cambio del esquema actual de nombramiento de los Directores.


Finalmente, expresó que, en su opinión, no es del todo convincente que el Sistema de Alta Dirección Pública, para el caso de TVN, sea el organismo más adecuado para garantizar el pluralismo del Directorio de la estación pública.


El Honorable Senador señor Coloma, manifestó no advertir, en el texto de la indicación en examen, los propósitos que la misma pretende perseguir.


En efecto, señaló que la libre remoción del Presidente del Directorio por parte del Presidente de la República, no le parece que contribuya a la independencia de la estación pública o a la profesionalización de su Gobierno Corporativo.


A su vez, afirmó que el rol del Sistema de Alta Dirección Pública no es otorgar garantías en la conformación pluralista de ciertos organismos (como lo sería en este caso el Directorio de TVN), sino que seleccionar personas adecuadas para ciertos cargos que requieren determinadas habilidades, por lo que cuestionó la idoneidad de dicha entidad para intervenir en el proceso de conformación del Gobierno Corporativo de Televisión Nacional de Chile.


Por último, señaló que, en su opinión, los problemas que actualmente presenta TVN no radican en su Directorio, sino que en otras áreas de la estación.


La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, subrayó que la propuesta sobre el proceso de conformación del Directorio, contemplada en la indicación en discusión, fue debatida con distintos actores del sector, existiendo visiones compartidas al respecto.


De ese modo, resaltó que el objetivo de la indicación en examen es hacerse cargo de la inquietud sobre la profesionalización del Directorio de TVN, siendo idóneo para ello la participación del Sistema de Alta Dirección Pública, a fin de captar las personas más aptas en el Gobierno Corporativo de la estación.


El Honorable Senador señor Girardi, resaltó que el modelo propuesto está pensado para ser aplicado a una empresa del Estado más, pero no para una entidad destinada a generar otro tipo de bienes públicos y contenidos (cultura, pluralidad, visión de país, entre otros), como lo es TVN.


En tal sentido, expresó que el funcionamiento que ha tenido el Directorio de Televisión Nacional de Chile ha sido satisfactorio, existiendo un pluralismo considerable en su conformación.


Por consiguiente, agregó, no es pertinente la intervención, en este ámbito, del Sistema de Alta Dirección Pública, o de otras lógicas de carácter economicista.


Por el contrario, añadió, se debe generar una composición directiva aún más amplia que la actual, en donde participe el mundo académico, de las ciencias, del arte, entre otro tipo de visiones igualmente enriquecedoras para el canal público.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, indicó que el modelo que finalmente se proponga debe considerar dos elementos, a saber, en primer lugar, que el objetivo a perseguir es lograr un equilibrio para asegurar el pluralismo en el Directorio, y en segundo orden, asumir que los Directores no son, en el caso de TVN, asimilables a los gerentes de una empresa.


Examinados esos puntos, agregó, se debe definir luego qué tipo de Directorio se pretende establecer para Televisión Nacional de Chile, a fin de disponer del perfil de personas idóneas para ello.


Tales elementos, en su opinión, son los que deben estar presentes en el desarrollo conceptual de la idea de “profesionalización” del Directorio.


Por último, sugirió examinar y distinguir lo valioso y deficitario del esquema actual de nombramiento de los Directores de TVN, a fin de tener claros tales aspectos en el debate sobre cambios a dicho procedimiento.


El Honorable Senador señor Ossandón, afirmó que se debe dejar claro en el debate que es diferente la profesionalización del Directorio, con la existencia de una plana ejecutiva, en tanto al primer organismo le corresponde definir las líneas que la estación deberá seguir para el cumplimiento de su misión pública, mientras que la segunda deberá velar por la eficiencia y viabilidad de dicho proceso.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, resumiendo los planteamientos efectuados durante el debate de la presente indicación, señaló que la discusión sobre el proceso de conformación del Directorio de TVN ha girado en torno a tres ejes, transparencia del procedimiento, aptitudes de los Directores y garantizar el pluralismo de estos último.


De ese modo, manifestó que la propuesta del Ejecutivo en este punto es garantizar el pluralismo de dicho Directorio a través de la participación en dicho procedimiento del Consejo de Alta Dirección Pública.


Por el contrario, agregó, el parecer de la Comisión se ha inclinado por conservar el actual mecanismo de nombramiento de los Directores de TVN, en tanto haberse asegurado con el mismo el pluralismo en la conformación del Directorio de la estación pública.


Sin perjuicio de lo anterior, solicitó, en conformidad al artículo 164 del Reglamento del Senado, votación separada del texto de la indicación en examen en los siguientes términos:


- Inciso primero, encabezado y letra a).


- Inciso primero, letra b), sólo en lo referente al siguiente texto: “b) Seis directores propuestos por el Presidente de la República al Senado para su aprobación”.


- Inciso primero, letra b), eliminación de la frase “, previa nominación del Consejo de Alta Dirección Pública, con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros”.


- Eliminación de los demás incisos.


Dicha propuesta de votación, agregó, permite que la Comisión se pronuncie acerca de su aprobación o rechazo a que el Presidente de la República pueda remover al Director designado por él y sobre su aprobación o rechazo al nuevo mecanismo propuesto por el Ejecutivo, permitiendo, asimismo, conservar la técnica legislativa necesaria en cualquier escenario que resulte de la votación.


El Honorable Senador señor Ossandón, afirmó que a la fecha el procedimiento actual de designación del Directorio del canal público ha funcionado, por lo que no considera razonable la incorporación de un nuevo organismo en dicho proceso.


Asimismo, estimó prudente que el Presidente de la República, sólo respecto del Director por él nombrado, pueda proceder a su remoción.


En votación el encabezado y la letra a) del texto de la indicación N° 1.C, la Comisión, por dos votos a favor de los Honorables Senadores señores Letelier (Presidente) y Ossandón, y el voto en contra del Honorable Senador señor Moreira (García Huidobro), la aprobó sin enmiendas.


En votación la letra b) del texto de la indicación N° 1.C, sólo en lo referente a la siguiente frase: “b) Seis directores propuestos por el Presidente de la República al Senado para su aprobación”, la Comisión por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la aprobó con modificaciones. Agregando luego la frase “. El Presidente hará la proposición en un solo acto, cuidando que el Directorio quede integrado en forma pluralista.”.


En votación la eliminación, en la letra b) del texto de la indicación N° 1.C, de la locución que dispone que “, previa nominación del Consejo de Alta Dirección Pública, con el voto favorable de cuatro quintos de sus miembros”, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la aprobó sin enmiendas.


En votación la eliminación de los demás incisos del texto de la indicación N° 1.C, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.

Por consiguiente, en virtud de las supresiones anteriormente descritas, se entiende que la indicación N° 1.C fue aprobada con modificaciones, en los términos previamente referidos.


Asimismo, se dejó constancia que el texto aprobado de esta última indicación pasaría a ser una nueva letra a) del número 3) del artículo único del texto aprobado en general, pasando la actual a ser b), bajo el siguiente tenor:


“a) Reemplázase el encabezado, la letra a) y la letra b) de su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 4°.- La administración de la empresa la ejerce un directorio compuesto de siete miembros, designados de la siguiente forma:


a) Un director de libre designación y remoción por parte del Presidente de la República, cuya idoneidad garantice el debido pluralismo en el funcionamiento de la empresa, y que se desempeñará como Presidente del directorio. 


b) Seis directores propuestos por el Presidente de la República al Senado para su aprobación. El Presidente hará la proposición en un solo acto, cuidando que el Directorio quede integrado en forma pluralista.

Posteriormente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió, además, eliminar las actuales letras b) y c) del número 3) del artículo único del texto aprobado en general por el Senado, a fin de mantener el procedimiento actualmente contemplado para la conformación del Directorio de TVN, conservando sólo la propuesta de que la sesión en que la Corporación apruebe la nominación de los Directores de Televisión Nacional de Chile sea pública en vez de secreta.


En virtud de la propuesta anteriormente descrita, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, acordó suprimir las actuales letras b) y c) del número 3) del artículo único del texto aprobado en general por el Senado, a fin de lograr el propósito antes indicado. Ello, en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

Inciso primero

Indicación Nº 1.4


1.4.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el Nº 3), por el siguiente Nº 4): 


4. Modifícase el artículo 4°, en el siguiente sentido:


i. Sustitúyese, en el encabezado del inciso primero, la frase “siete miembros”, por la frase “nueve integrantes”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
Indicación Nº 8 quáter


8 quáter.- Del Honorable Senador señor Guillier, para intercalar en el inciso primero entre las expresiones “siete miembros,” y “designados de la siguiente forma”, la frase “en el cual ni los directores hombres ni las directoras mujeres podrán superar el sesenta por ciento del total respectivo, y serán”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió rechazarla, así como todas las demás indicaciones que traten el particular, esto es, el procedimiento de conformación del Directorio de Televisión Nacional de Chile, con excepción, por cierto, de aquellas retiradas y las que sean declaradas inadmisibles.


En votación la indicación N° 8 quáter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.

- - - - - - -

Letra a), nueva

Indicaciones Nos 9 y 9 bis


9.- Del Honorable Senador señor Girardi, y 9 bis.- Del Honorable Senador señor Guillier, para incorporar la siguiente letra a), nueva:


“a) Sustitúyese,  en el inciso primero, el vocablo “siete” por “nueve”.


Se hace presente que el Honorable Senador señor Girardi, en su calidad de autor de la indicación N° 9, la retiró.


En votación la indicación N° 9 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 9 ter

9 ter.- Del ex Senador señor Gómez, para incorporar la siguiente letra a), nueva:


“a) Reemplázase, en el encabezamiento del inciso primero, la palabra “siete” por “ocho”.


En votación la indicación N° 9 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
- - - - - - -

Letra a)

Indicación Nº 1.4.ii


1.4.ii.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en la letra a) del inciso primero, la frase “y que se desempeñará como Presidente del mismo”, por “que se desempeñará como Presidente del mismo y que durará cuatro años en su cargo.”. 

Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

Indicación Nº 9 x ter


9 x ter.- Del Honorable Senador señor Girardi, para sustituir la frase “y que se desempeñará como Presidente del mismo.”, por “que se desempeñará como Presidente del mismo y que durará cinco años en su cargo.”. 


En votación la indicación N° 9 x ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Letra b)

Indicación Nº 1.4.iii


1.4.iii.- De S.E. la Presidenta de la República, para sustituir la letra b) del inciso primero, por la siguiente: 

“b) Ocho directores designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado. El Presidente hará la proposición en un solo acto, cuidando que el Directorio quede integrado en forma pluralista y con presencia de cada uno de los perfiles profesionales que se establecen en el artículo 4° bis de la presente ley.”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

Indicación Nº 9 xx ter


9 xx ter.- Del Honorable Senador señor Girardi, para reemplazar su punto final (.) por una coma (,) e incorporar la siguiente frase final: “y con un mínimo de 40% de representación de ambos sexos.”.


En votación la indicación N° 9 xx ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 9 x quáter


9 x quáter.- Del Honorable Senador señor Guillier, para incorporar en su letra b), a continuación del punto a parte (.) que pasa a ser una coma (,) la siguiente frase: “y donde dos de los directores deberán ser periodistas o académicos de una facultad de comunicación o periodismo de Universidades del Estado o reconocidas por éste.”


En votación la indicación N° 9 x quáter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
- - - - - -

Letra b), nueva

Indicación Nº 9 quáter


9 quáter.- Del Honorable Senador señor Girardi, para incorporar la siguiente letra b), nueva:


“b) Reemplázase en la letra b), la palabra “seis” por “ocho” y agréganse las siguientes oraciones finales: “Al menos uno de los miembros del directorio deberá ser un representante de la sociedad civil, proveniente del ámbito académico. Al menos un director será un creador o productor nacional de contenidos audiovisuales de reconocido prestigio, exhibiendo contribuciones específicas en el ámbito de la libertad de expresión y derecho a la información, a efectos de asegurar el cumplimiento del inciso final del artículo 3°.”.


Se hace presente que el Honorable Senador señor Girardi, en su calidad de autor de la indicación N° 9, la retiró.

Indicación Nº 9 quinquies

9 quinquies.- Del Honorable Senador señor Guillier, para incorporar la siguiente letra b), nueva:


“b) Reemplázase, en la letra b), el guarismo “seis” por “siete”.


En votación la indicación N° 9 quinquies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 9 sexies

9 sexies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para incorporar la siguiente letra b), nueva:


“b) Ocho Directores designados por la Presidencia de la República, con acuerdo del Senado. La Presidencia hará la proposición en un solo acto, cuidando que el Directorio quede integrado en forma pluralista y con integración paritaria de géneros.”.


En votación la indicación N° 9 sexies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 9 septies

9 septies.- Del Honorable Senador señor Horvath, para contemplar la siguiente letra b), nueva:


“b) Seis Directores designados por el Presidente de la República, con acuerdo del Senado. El Presidente hará la proposición en un solo acto, cuidando que el Directorio quede integrado en forma pluralista y con representación de las regiones.”.


En votación la indicación N° 9 septies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
- - - - - - -

Letra c), nueva

Indicación Nº 10


10.- Del ex Senador señor Gómez, para incorporar la siguiente letra c), nueva:


“c) Un director elegido por los trabajadores de planta de la Corporación. Este director será elegido en votación secreta y directa por los trabajadores. La elección se convocará por el Director Ejecutivo para día, hora y lugar determinados. La convocatoria a elección deberá ser comunicada por escrito a todo el personal, con no menos de ocho días de anticipación a aquel fijado para su realización. En todo caso, la elección deberá realizarse con no menos de quince días de anticipación a la fecha en que expire el período del representante de los trabajadores en ejercicio.”.”.


En votación la indicación N° 10, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 10 bis


10 bis.- Del Honorable Senador señor Guillier, para  agregar una nueva letra c) del siguiente tenor:


“c) Un Director elegido entre y por los trabajadores de planta de la Corporación. La elección, que será secreta y directa, se convocará por el Director Ejecutivo para día, hora y lugar determinados. La convocatoria a elección deberá ser comunicada por escrito a todo el personal, con no menos de ocho días de anticipación a aquel fijado para su realización. En todo caso, la elección deberá realizarse con no menos de quince días de anticipación a la fecha en que expire el período del representante de los trabajadores en ejercicio.”.”.


En votación la indicación N° 10 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
- - - - - - - -

Incisos segundo y tercero, nuevos

Indicación Nº 10 x bis


10 x bis.- Del Honorable Senador señor Girardi, para intercalar el siguiente inciso segundo, nuevo, reordenándose correlativamente los demás incisos:


“En el caso de la letra b), la designación del Presidente de la República se efectuará conforme a los siguientes parámetros: 


1. Seis de los directores serán designados a propuesta del Consejo de Alta Dirección Pública en terna para cada cargo, “conforme a lo establecido en esta norma, tres de los directores serán designados a propuesta de la alta dirección pública en terna para cada cargo, los que deberán cumplir con los requisitos establecidos en el numeral 2 del artículo 4 bis , y tres  directores serán designados a propuesta de la alta dirección pública en terna para cada cargo, los que deberán cumplir con los requisitos establecidos en el numeral 3 del artículo 4 bis.  Los postulantes al Directorio no podrán ser incluidos en más de una terna. Las ternas deberán ser presentadas por el Consejo de Alta Dirección Pública al Presidente de la República con una anticipación de, a lo menos, sesenta días a la fecha en que haya de producirse la expiración del plazo en el cargo del director respectivo. En caso de tratarse de una  designación por encontrarse vacante un cargo, la terna deberá ser propuesta dentro del término de treinta días corridos, contados desde la cesación en el cargo del respectivo director. El Presidente de la República podrá rechazar por una vez cada terna.


2. Dos de los directores serán designados por el Presidente de la República de una terna propuesta para cada cargo por el Ministerio de Educación y del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, respectivamente. El director designado de la terna elaborada por el Ministerio de Educación deberá  ser un representante de la sociedad civil  y, ”contar con reconocidos méritos laborales y profesionales en el ámbito descrito en la letra c) del numeral 3 del inciso primero del artículo 4° bis. Por su parte, el director designado de la terna elaborada por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes deberá contar con reconocidos méritos laborales y profesionales en el ámbito descrito en la letra d) del numeral 3 del inciso primero de la misma norma legal.”.


La presente indicación incorpora nuevas atribuciones a distintos organismos en el proceso de conformación del Directorio de TVN propuesto por la misma, por lo que se considera que la misma vulnera la iniciativa exclusiva presidencial en estas materias.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 10 x bis como inadmisible.
Indicación Nº 1.4.iv


1.4.iv.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos, reordenándose correlativamente los demás incisos:


“En el caso de la letra b), la designación del Presidente de la República se efectuará conforme a los siguientes parámetros: 


1. Seis de los directores serán designados a propuesta del Consejo de Alta Dirección Pública en terna para cada cargo, de los cuales tres deberán contar con reconocidos méritos laborales y profesionales en el ámbito descrito en la letra a) del numeral 3 del inciso primero del artículo 4° bis, y tres en el ámbito descrito en la letra b) de la misma disposición. El perfil particular de los candidatos será elaborado por el Ministerio Secretaría General de Gobierno en conjunto con el Consejo de Alta Dirección Pública. Los postulantes al Directorio no podrán ser incluidos en más de una terna. Las ternas deberán ser presentadas por el Consejo de Alta Dirección Pública al Presidente de la República con una anticipación de, a lo menos, sesenta días a la fecha en que haya de producirse la expiración del plazo en el cargo del director respectivo. En caso de tratarse de una  designación por encontrarse vacante un cargo, la terna deberá ser propuesta dentro del término de treinta días corridos, contados desde la cesación en el cargo del respectivo director. El Presidente de la República podrá rechazar por una vez cada terna.


2. Dos de los directores serán designados por el Presidente de la República de una terna propuesta para cada cargo por el Ministerio de Educación y del Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, respectivamente. El director designado de la terna elaborada por el Ministerio de Educación deberá contar con reconocidos méritos laborales y profesionales en el ámbito descrito en la letra c) del numeral 3 del inciso primero del artículo 4° bis. Por su parte, el director designado de la terna elaborada por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes deberá contar con reconocidos méritos laborales y profesionales en el ámbito descrito en la letra d) del numeral 3 del inciso primero de la misma norma legal.


Quienes integren cada terna deberán presentar una declaración jurada para acreditar el cumplimiento de los requisitos señalados en el artículo 4° bis y la circunstancia de no encontrarse afectos a las inhabilidades e incompatibilidades a que se refieren los artículos 4° bis y 5°, ambos de la presente ley. Lo anterior es sin perjuicio de la obligación de presentar las declaraciones de patrimonio e intereses a que se refiere la ley N° 20.880, sobre probidad de la función pública y prevención de los conflicto de intereses, aplicable a quienes fueren designados directores de la empresa.”.



Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
- - - - - - -

Inciso segundo

Letra a)

Indicación Nº 1.4.v


1.4.v.- De S.E. la Presidenta de la República, para eliminar, en el actual inciso segundo, que pasa a ser cuarto, la palabra “secreta”.



Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
Indicación Nº 10 ter


10 ter.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para eliminar la palabra “secreta” de su inciso segundo. 


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió rechazarla, en tanto el contenido de la misma ya encontrarse recogido en el texto aprobado en general por parte del Senado.

En votación la indicación N° 10 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 10 quáter


10 quáter.- Del Honorable Senador señor Horvath, para agregar una letra nueva, del siguiente tenor:


“…) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio” por lo siguiente: “de cuatro séptimos de los Senadores en ejercicio”.


En votación la indicación N° 10 quáter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Inciso tercero

Indicación Nº 1.4.vi


1.4.vi.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar, en el actual inciso tercero, que pasa a ser quinto, entre las expresiones “, siempre que el fundamento se refiera a calidades personales” y “del o de los impugnados y no se trate de motivos exclusivamente políticos”, la expresión “o profesionales”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
Inciso cuarto

Indicación Nº 1.4.vii


1.4.vii.- De S.E. la Presidenta de la República, para modificar el actual inciso cuarto, que pasa a ser sexto, en el siguiente sentido:

a) Intercálase, entre las expresiones “impugnación individual de carácter personal” y “, en su oportunidad”, la frase “o profesional”.


b) Intercálase, entre las expresiones “De formularse y acogerse nueva impugnación individual de carácter personal” y “, el Presidente de la República”, la expresión “o profesional”.


c) Reemplazáse la oración “Las impugnaciones individuales de carácter personal se aprobarán o rechazarán por la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio. En toda nueva proposición el Presidente deberá mantener el pluralismo de la integración.”, por la siguiente: “Las impugnaciones individuales de carácter personal o profesional se aprobarán o rechazarán por la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio. En toda nueva proposición el Presidente deberá mantener el pluralismo de la integración y la presencia de cada uno de los perfiles profesionales exigidos para los Directores.”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
Inciso cuarto

Letra b)

Indicaciones Nos 11 y 12

11.-  De la ex Senadora señora Matthei, y 12.- De los Honorables Senadores señores Coloma y Larraín y ex Senador señor Novoa, para eliminarla.


En votación la indicaciones Nos 11 y 12, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, las rechazó.
Indicación Nº 12 bis

12 bis.- Del Honorable Senador señor Horvath, para sustituir la frase final del inciso cuarto, por la siguiente: “En toda nueva proposición el Presidente deberá mantener tanto el pluralismo político como la diversidad cultural y regional de la integración.”. 


La presente indicación dispone de un nuevo criterio en el ejercicio de las funciones del Presidente de la República en lo referente a la proposición de este último al Senado respecto de los candidatos a Directores de Televisión Nacional de Chile, por lo que se afecta la configuración competencial de tal atribución, vulnerándose, de ese modo, la iniciativa exclusiva presidencial en estas materias.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 12 bis como inadmisible.
Inciso quinto

Indicación Nº 1.4.viii


1.4.viii.- De S.E. la Presidenta de la República, para modificar el actual inciso quinto, que pasa a ser séptimo, en el siguiente sentido:


a) Intercálase, entre las expresiones “y de no existir impugnaciones individuales de carácter personal” y “, se procederá a votarla en su conjunto”, la frase “o profesional”.


b) Agrégase, a continuación de la frase “manteniendo estrictamente el pluralismo de la integración”, la siguiente: “y la presencia de cada uno de los perfiles profesionales exigidos para los Directores”


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

Inciso séptimo

Indicación Nº 1.4.ix


1.4.ix.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el actual inciso séptimo, que pasa a ser noveno, por el siguiente:


“Los ocho directores a que se refiere la letra b) durarán cuatro años en sus cargos y podrán ser designados sólo por un nuevo período. El Directorio se renovará por mitades, cada dos años, y no podrá revocarse en su totalidad.”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
- - - - - - -

Inciso séptimo

Letra c), nueva

Indicación Nº 13

13.- Del Honorable Senador señor Girardi, para intercalar la siguiente letra, nueva:


“…) Sustitúyese el inciso séptimo, por el siguiente:


“Los ocho directores a que se refiere la letra b) durarán seis años en sus cargos, podrán ser designados sólo por un nuevo período y se renovarán por mitades, cada tres años. El nombramiento se hará mediante decreto supremo expedido por intermedio del Ministerio Secretaría General de Gobierno.”.”.


El Honorable Senador señor Girardi, en su calidad de autor de la presente indicación, la retiró.
- - - - - - -

Indicación Nº 13 bis


13 bis.- Del Honorable Senador señor Guillier, para incorporar la siguiente letra …), nueva:


“…) Reemplázase en el inciso séptimo la palabra “seis” por “siete”.


En votación la indicación No 13 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.

Indicación Nº 13 ter


13 ter.- De la ex Senadora señora Rincón, para intercalar la siguiente letra, nueva:


“…) Sustitúyese el inciso séptimo, por el siguiente:


“Los ocho directores a que se refiere la letra b) durarán ocho años en sus cargos, podrán ser designados nuevamente en su cargo por una sola vez y se renovarán por mitades, cada cuatro años.”.”.


En votación la indicación No 13 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
- - - - - - -

Inciso octavo

Indicación Nº 1.4.x


1.4.x.- De S.E. la Presidenta de la República, para eliminar el actual inciso octavo.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
- - - - - -

Letra …)

Inciso octavo, nuevo

Indicación Nº 14

14.- Del ex Senador señor Gómez, para intercalar, a continuación de la letra b), la siguiente, nueva:


“…) Intercálase el siguiente inciso octavo, nuevo:


“El director a que se refiere la letra c) durará dos años en su cargo, y podrá ser reelegido hasta por cuatro períodos consecutivos.”.”.


En votación la indicación No 14, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 14 bis

14 bis.- Del Honorable Senador señor Guillier, para contemplar la siguiente letra …), nueva: 


“….) El Director a que se refiere la letra c) durará dos años en su cargo y podrá ser reelegido hasta por cuatro períodos consecutivos, y tendrá fuero laboral durante su período y hasta dos años después del mismo.”.”



En votación la indicación No 14 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
- - - - - - -

Letra c)

Indicaciones Nos 15 y 16


15.- De la ex Senadora señora Matthei, y 16.- De los Honorables Senadores señores Coloma y Larraín y ex Senador señor Novoa, para eliminarla.



En votación las indicaciones Nos 15 y 16, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, las rechazó.
Indicación Nº 16 bis

16 bis.- Del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar la primera oración del inciso octavo, por la siguiente:


“Los Directores deberán ser personas de relevantes méritos personales y profesionales, con un compromiso con el pluralismo, la regionalización del país y la misión púbica de Televisión Nacional. Asimismo, deberán cumplir con los siguientes requisitos:”.



En votación la indicación No 16 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 17

17.- Del Honorable Senador señor Girardi, para intercalar, en el encabezamiento del inciso octavo sustitutivo propuesto, a continuación de “pluralismo,”, la expresión “la diversidad cultural”, y en la letra d) de este inciso, luego de “remuneración como director”, la frase “, con la sola y única excepción de los elegidos como representantes de los trabajadores de Televisión Nacional de Chile”.


Se hace presente que el Honorable Senador señor Girardi, en su calidad de autor de la presente indicación, la retiró.

Indicación Nº 17 bis


17 bis.- Del Honorable Senador señor Horvath, para eliminar en la letra  a) del inciso octavo, la expresión “perpetua”.



En votación la indicación No 17 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 17 ter

17 ter.- Del Honorable Senador señor Horvath, para eliminar en la letra b) del inciso octavo, la expresión “condenados por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta establecidos en la Ley de Quiebras.”.


En votación la indicación No 17 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 17 quáter

17 quáter.- Del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar la letra c) del inciso octavo por la siguiente:


“c) Poseer antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para estos efectos, se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre protestos de documentos no aclarados en los últimos cinco años, ni haya sido dictada sentencia de remate en procesos Ejecutivos   seguidos en su contra durante el mismo periodo. Asimismo, se entenderá que una persona posee antecedentes tributarios intachables cuando se encuentre al día en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, de acuerdo al certificado que emita al efecto la Tesorería General de la República dando cuenta de este hecho, y que no haya sido objeto de sanciones mediante resoluciones ejecutoriadas del Servicio de Impuestos Internos durante los últimos cinco años."


En votación la indicación No 17 quáter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 17 quinquies

17 quinquies.- Del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar la letra e) del inciso octavo, por la siguiente:


“e) No encontrarse acusado por actos o delitos que importen violencia intrafamiliar, que lesionen el patrimonio del fisco o que atenten en contra de la probidad."


En votación la indicación No 17 quinquies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Inciso décimo

Indicación Nº 1.4.xi


1.4.xi.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar, en el actual inciso décimo, que pasa a ser décimo primero, la oración “La proposición para llenar las vacantes de los Directores a los que se refiere la letra b), deberá efectuarse dentro de los 30 días siguientes de producidas éstas.”, por “La proposición del Presidente de la República para llenar las vacantes de los Directores a los que se refiere la letra b), deberá efectuarse dentro de los 60 días siguientes de producidas éstas.”. 


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
- - - - - -

Inciso undécimo, nuevo

Indicación Nº 18


18.- Del Honorable Senador señor Girardi, para incorporar, a continuación del inciso décimo que se propone, el siguiente inciso, nuevo:


“En todo caso, la designación de los directores se realizará con estricto cumplimiento de los estándares de transparencia, debiendo darse cuenta, en cada una de sus etapas, de los criterios tenidos a la vista a los efectos de tomar las decisiones respectivas.”.


Se hace presente que el Honorable Senador señor Girardi, en su calidad de autor de la presente indicación, la retiró.
- - - - - -

Inciso final

Indicación Nº 19


19.- Del ex Senador señor Gómez, para incorporar, a continuación de la letra c), la siguiente, nueva:


“…) Elimínase el inciso final.”.


En votación la indicación No 19, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 20 bis

20 bis.- Del Honorable Senador señor Guillier, para eliminarlo.


En votación la indicación No 20 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación 20 x bis


20 x bis.- Del Honorable Senador señor Guillier, para eliminar la frase “el cual sólo tendrá derechos a voz.”.


En votación la indicación No 20 x bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 20


20.- Del Honorable Senador señor Girardi, para agregar, a continuación de la letra c), la siguiente letra, nueva:


“…) Reemplázase su inciso final, por el que sigue:


“El Directorio, además, estará integrado por un representante de los trabajadores que durará dos años en funciones, será elegido en votación secreta y directa por los trabajadores de planta de la Corporación y podrá ser reelegido hasta por cuatro períodos consecutivos y tendrá fuero laboral durante el período de sus funciones y hasta dos años después de terminado su período. La elección se convocará por el Director Ejecutivo para día, hora y lugar determinados. La convocatoria a elección deberá ser comunicada por escrito a todo el personal, con no menos de ocho días de anticipación a aquel fijado para su realización. En todo caso, la elección deberá realizarse con no menos de quince días de anticipación a la fecha en que expire el período del representante de los trabajadores en ejercicio.”.”.


El Honorable Senador señor Girardi, en su calidad de autor de la misma, retiró la presente indicación.

Indicación Nº 20 ter

20 ter.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para reemplazar el inciso final del artículo 4°, por el siguiente:


“El Directorio, además, estará integrado por tres representantes de los trabajadores que tendrán derecho a voz y voto y que deberán reunir los requisitos personales que esta ley impone para formar parte del Directorio de Televisión nacional de Chile, durarán dos años en funciones. Serán elegidos en forma directa por los representantes de los trabajadores de Empresa y podrá ser reelegido hasta por dos períodos consecutivos.”. 


En votación la indicación No 20 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 20 quáter

20 quáter.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para para agregar el siguiente inciso final al artículo 4°:


“El Directorio, además, estará integrado por tres representantes del Consejo Consultivo Asesor del Directorio, designados directamente por el Consejo Consultivo que participarán con derecho a voz y voto y que deberán reunir los requisitos personales que esta ley impone para formar parte del Directorio de Televisión nacional de Chile y que tendrán el carácter de “Defensor de las Audiencias” y la misión especial de prevenir faltas al cumplimiento de la ley, a la propuesta de orientación programática, al respeto y la promoción de la Diversidad Cultural y al resguardo del pluralismo noticioso e informativo.”.


La presente indicación establece nuevas funciones a los Directores de Televisión Nacional de Chile, así como también dispone de la creación de nuevos organismos presentes en dicha institucionalidad, por lo que se considera que la misma afecta la iniciativa exclusiva presidencial en tales materias.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 20 quáter como inadmisible.
Indicación Nº 20 quinquies

20 quinquies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar el siguiente inciso final al artículo 4°:


“El Directorio estará conformado además por un representante designado por la Central Unitaria de Trabajadores, CUT-Chile, que participará con derecho a voz y voto y que deberá reunir los requisitos personales que esta ley impone para formar parte del Directorio de Televisión nacional de Chile.”.


En votación la indicación No 20 quinquies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 20 sexies

20 sexies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar el siguiente inciso final al artículo 4°:


“El Directorio estará conformado además por un representante designado por el Colegio de Profesores de Chile, que participará con derecho a voz y voto y que deberá reunir los requisitos personales que esta ley impone para formar parte del Directorio de Televisión nacional de Chile.”.


En votación la indicación No 20 sexies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 20 septies

20 septies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar el siguiente inciso final al artículo 4°:


“El Directorio estará conformado además por un representante del Instituto Nacional de Derechos Humanos, que participará con derecho a voz y voto y que deberá reunir los requisitos personales que esta ley impone para formar parte del Directorio de Televisión nacional de Chile.”.


La presente indicación propone establecer nuevas atribuciones a los representantes del Instituto Nacional de Derechos Humanos, incorporando a uno de ellos al Directorio de Televisión Nacional de Chile, por lo que se considera que aquélla vulnera la iniciativa exclusiva presidencial en este campo.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 20 septies como inadmisible.
- - - - - - -

Indicación Nº 20 octies


20 octies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 4°, el siguiente inciso final, nuevo:


“Con todo, uno de los directores deberá ser un científico reconocido.”.


En votación la indicación No 20 octies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 20 novies

20 novies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 4°, el siguiente inciso final, nuevo:


“Con todo, uno de los directores deberá ser un audiovisualista reconocido.”. 


En votación la indicación No 20 novies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 20 decies

20 decies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 4°, el siguiente inciso final, nuevo:


“Con todo, al menos uno de los directores deberá ser un académico de las comunicaciones reconocido.”.


En votación la indicación No 20 decies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 20 undecies

20 undecies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 4°, el siguiente inciso final, nuevo:


“Con todo,  uno de los directores deberá residir en regiones distintas a la Metropolitana desde, al menos, 5 años antes de su nombramiento.”.


En votación la indicación No 20 undecies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
- - - - - - -

Indicación Nº 1.4.xii


1.4.xii.- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar un inciso final nuevo, del siguiente tenor:

“La actuación del Directorio estará sujeta, en lo que fuere pertinente, a las normas contenidas en el Título IV de la ley N° 18.046 sobre administración de sociedades anónimas y a su normativa complementaria, sin perjuicio de las normas a que se refiere esta ley, las que prevalecerán respecto de aquellas.”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
- - - - - - - - - 

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 4º bis, nuevo

Indicación Nº 1.D


1.D.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar un N° 4), nuevo, del siguiente tenor, reordenándose los demás de forma correlativa:


“4) Intercálase el siguiente artículo 4° bis:


“Artículo 4° bis. Para ser nombrado Director de la empresa se deberá cumplir, a lo menos, con los siguientes requisitos:


1. Haber alcanzado la mayoría de edad.


2. Estar en posesión de un título profesional o técnico o licenciatura de carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado por una universidad extranjera.


3. Acreditar una experiencia profesional de, a lo menos, cinco años, continuos o no, como director, gerente, jefatura desde el tercer nivel jerárquico inclusive, administrador o ejecutivo principal en empresas, instituciones u organismos, públicos o privados; o académicos con destacada y reconocida trayectoria docente en Universidades reconocidas por el Estado. 


4. Contar con reconocidos méritos laborales y profesionales en uno o más de los siguientes ámbitos:


a) la función pública o la gestión de empresas; 


b) los medios audiovisuales o de las comunicaciones; 


c) la educación, o


d) la cultura y las artes.


5. No estar afecto a las inhabilidades o incompatibilidades establecidas en los artículos 4° ter y 5°, respectivamente.”.”.


En discusión esta indicación, se hace presente que el Ejecutivo efectuó la siguiente propuesta de modificación al texto del artículo 4° bis.

“Artículo 4° bis. Para ser nombrado Director de la empresa se deberá cumplir, a lo menos, con los siguientes requisitos:

1. Haber alcanzado la mayoría de edad.

2. Estar en posesión de un título profesional o técnico o licenciatura de carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado por una universidad extranjera.

3. Acreditar alguna de las siguientes circunstancias:

a) Una experiencia profesional de, a lo menos, cinco años, continuos o no, como director, gerente, jefatura desde el tercer nivel jerárquico inclusive, administrador o ejecutivo principal en empresas, instituciones u organismos, públicos o privados; o académicos con destacada y reconocida trayectoria docente en Universidades reconocidas por el Estado; o;

b) Contar con reconocidos méritos laborales y profesionales en la función pública o la gestión de empresas, los medios audiovisuales o de las comunicaciones, la educación o la cultura y las artes.

4. No estar afecto a las inhabilidades o incompatibilidades establecidas en los artículos 4° ter y 5o, respectivamente.".".

El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que dicha propuesta, en lo referente a los requisitos académicos establecidos por ella, excluye a personas que hayan cursado carreras técnicas audiovisuales, que consideran una extensión menor a los ocho semestres, cuestión que, en su opinión, no le parece razonable.

El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, señaló que, de acuerdo al análisis efectuado sobre los requisitos para el nombramiento en el cargo de Director, se concluyó que los mismos se encuentran estrechamente ligados al mecanismo de selección de aquellos.

A su vez, expresó que para ello se requiere de la disposición de requisitos objetivables, a fin de que luego tal mecanismo de selección sea capaz de fehacientemente tenerlos por acreditados.

Por último, manifestó la disposición del Ejecutivo a corregir la situación planteada por el Honorable Senador señor Ossandón.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió que se efectúe por parte del Ministerio una propuesta concreta que recoja las observaciones realizadas por los Honorables señores Senadores sobre el punto.

En virtud de lo anterior, el Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, efectuó la siguiente propuesta:

“Artículo 4° bis.- Para ser nombrado Director de la empresa se deberá cumplir, a lo menos, con los siguientes requisitos:

1. Haber alcanzado la mayoría de edad.

2. Estar en posesión de un título profesional o técnico o licenciatura de carrera de, a lo menos, cinco semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado por una universidad extranjera.

3. Acreditar alguna de las siguientes circunstancias:

a) Una experiencia profesional de, a lo menos, cinco años, continuos o no, como director, gerente, jefatura desde el tercer nivel jerárquico inclusive, administrador o ejecutivo principal en empresas, instituciones u organismos, públicos o privados; o académicos con destacada y reconocida trayectoria docente en Universidades reconocidas por el Estado, o;

b) Contar con reconocidos méritos laborales y profesionales en la función pública o la gestión de empresas, los medios audiovisuales o de las comunicaciones, la educación o la cultura y las artes.

4. No estar afecto a las inhabilidades o incompatibilidades establecidas en los artículos 4° ter y 5°, respectivamente.”.

Así, afirmó que en esta última propuesta se recoge lo sostenido por el Honorable Senador Ossandón en lo referente a reducir el número de semestres exigidos, evitando excluir de ese modo a técnicos audiovisuales que cursan una carrera que implica una menor cantidad de tiempo (se reduce en concreto de ocho a cinco los semestres requeridos).

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, consultó si existen carreras técnicas superiores que impliquen cursos por extensiones de tiempo mayores a cinco semestres.

El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, señaló que si bien existen tales carreras con una duración de cuatro o tres semestres, ellas no se refieren al ámbito audiovisual.

El Honorable Senador señor Girardi, expresó que los requisitos en este ámbito deben tener en consideración la visión del siglo XXI en lo referente a medios de comunicación públicos, para lo cual se debe valorar, de igual forma, los méritos académicos y la experiencia en la densidad cultural del sujeto, por lo que sugirió no hacer copulativas tales exigencias.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió que, a la luz de las propuestas efectuadas por el Honorable Senador Girardi, los requisitos se flexibilicen, permitiendo acceder al cargo a aquellas personas que cuenten con ciertos títulos profesionales o técnicos o, alternativamente, cuenten con una experiencia calificada en actividades del sector.

El Subsecretario General de Gobierno, señor Omar Jara, expresó que si bien el Ejecutivo entiende que deben existir requisitos mínimos de titulación para quien acceda al cargo de Director, se mostró dispuesto a flexibilizar la propuesta, configurándola en los términos alternativos antes descritos.

A la luz de lo anterior, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, sugirió dividir la votación de la propuesta en los siguientes términos:

i) Numerales 1 y 4 y ii) alternatividad de los requisitos contenidos en los numerales 2 y 3 (requisitos no copulativos).

En votación la primera proposición, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la aprobó.

En votación la segunda proposición, la Comisión, por idéntica votación, la aprobó.

De ese modo, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, se aprobó con modificaciones la indicación N° 1.D, resultando, en consecuencia, el siguiente texto:

“Artículo 4° bis.- Para ser nombrado Director de la empresa se deberá cumplir, a lo menos, con los siguientes requisitos:

1. Haber alcanzado la mayoría de edad.

2. Estar en posesión de un título profesional o técnico o licenciatura de carrera de, a lo menos, cinco semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado por una universidad extranjera, o acreditar alguna de las siguientes circunstancias:

a) Una experiencia profesional de, a lo menos, cinco años, continuos o no, como director, gerente, jefatura desde el tercer nivel jerárquico inclusive, administrador o ejecutivo principal en empresas, instituciones u organismos, públicos o privados o académicos con destacada y reconocida trayectoria docente en Universidades reconocidas por el Estado, o


b) Contar con reconocidos méritos laborales y profesionales en la función pública o la gestión de empresas, los medios audiovisuales o de las comunicaciones, la educación o la cultura y las artes.

3. No estar afecto a las inhabilidades o incompatibilidades establecidas en los artículos 4° ter y 5°, respectivamente.”.
Indicación Nº 20 x


20 x.- Del Honorable Senador señor Guillier, para incorporar un nuevo número 4), adecuándose los siguientes números en lo sucesivo, que agrega un artículo 4° bis, nuevo, del siguiente tenor: 


“Artículo 4° bis. Para poder ser nombrado Director de la empresa, se deberá cumplir, a lo menos, con los siguientes requisitos:


1. Haber alcanzado la mayoría de edad.


2. Estar en posesión de un título profesional o técnico o licenciatura de carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado por una universidad extranjera. 


3. Contar con reconocidos méritos laborales y profesionales en uno o más de los siguientes ámbitos:


a) la función pública y/o la gestión de empresas; 


b) los medios audiovisuales y/o de las comunicaciones; 


c) la educación; o


d) la cultura y las artes. 


4. No estar afecto a inhabilidad o incompatibilidad de las señaladas en este artículo y en el artículo 5° de esta ley. 


El nombramiento se hará mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno.


Sin perjuicio de lo indicado en el inciso primero, será considerado inhábil para desempeñar el cargo de Director quien:


a) Haya sido condenado o formalizado por delito que merezca pena aflictiva o que signifique la inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, por delitos tributarios o por los delitos contemplados en la ley N° 18.045, de mercado de valores;


b) Haya sido declarado fallido o condenado por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta o tenga la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación, o haya sido administrador o representante legal de deudores condenados por delitos concursales establecidos en el Código Penal; 


c) Haya sido sancionado por atentados contra la libre competencia, tanto personalmente como en caso de haber desempeñado funciones de administrador o representante legal de la persona, natural o jurídica, efectivamente sancionada, de conformidad a lo dispuesto en decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia;


d) Tenga dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que se justifique su consumo por tratamiento médico;


e) Tenga interés en actividades que se enmarquen dentro del giro de Televisión Nacional de Chile. Para estos efectos, se entenderá, entre otros, que tienen interés quienes por sí o a través de personas jurídicas en las que tengan control de su administración, o su cónyuge o conviviente civil, su hijo, adoptado o sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive bajo cualquiera de esas formas, tengan o adquieran, a cualquier título, participación en la propiedad de concesionarias de servicios de televisión de libre recepción o de servicios limitados de televisión, de empresas de producción de contenidos audiovisuales, de empresas de producción audiovisual publicitaria, de empresas de prestación de servicios televisivos que estén vinculadas a la explotación de una concesión de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción, de sociedades o empresas que exploten concesiones de radiodifusión sonora, y en general, cualquier sociedad, empresa o entidad que desarrolle actividades que se enmarquen dentro del giro de la empresa establecido en los incisos primero y segundo del artículo 2° de la presente ley. También se entenderá que poseen tal interés quienes tengan relación de tipo económico, directa o indirecta, con Televisión Nacional de Chile, o con algún competidor de la empresa. Lo anterior no aplica en consideración a la dieta de director;


f) Haya sido afectado por la revocación a que se refiere el artículo 77 de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas.


g) No tener antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para estos efectos, se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre protestos vigentes de documentos no aclarados. Asimismo, se entenderá que una persona posee antecedentes tributarios intachables cuando se encuentre al día en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, de acuerdo al certificado que emita al efecto la Tesorería General de la República dando cuenta de este hecho.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió rechazarla, en virtud de la aprobación, con modificaciones, de la indicación N° 1.D, antes analizada.


En votación la indicación N° 20 x, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la rechazó.

Indicación Nº 1.5


1.5.- De S.E. la Presidenta de la República, para consultar el siguiente Nº 5), nuevo:


5.- Agrégase un artículo 4° bis, nuevo, del siguiente tenor: 


“Artículo 4° bis. Para poder ser nombrado Director de la empresa, se deberá cumplir, a lo menos, con los siguientes requisitos:


1. Haber alcanzado la mayoría de edad.


2. Estar en posesión de un título profesional o técnico o licenciatura de carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado por una universidad extranjera, y acreditar una experiencia profesional de a lo menos cinco años, continuos o no, como director, gerente, administrador o ejecutivo principal en empresas o instituciones públicas o privadas, y/o en cargos de primer o segundo nivel jerárquico en servicios públicos. Este requisito no será aplicable para el caso de los directores nombrados en conformidad al  numeral 2. Del inciso segundo y al inciso décimo segundo, ambos del artículo 4° de esta norma legal. 


3. Contar con reconocidos méritos laborales y profesionales en uno o más de los siguientes ámbitos:


a) la función pública y/o la gestión de empresas; 


b) los medios audiovisuales y/o de las comunicaciones; 


c) la educación; o


d) la cultura y las artes. 


4. No estar afecto a inhabilidad o incompatibilidad de las señaladas en este artículo y en el artículo 5° de esta ley. 


El nombramiento se hará mediante decreto supremo expedido a través del Ministerio Secretaría General de Gobierno.


Sin perjuicio de lo indicado en el inciso primero, será considerado inhábil para desempeñar el cargo de Director quien:


a) Haya sido condenado o formalizado por delito que merezca pena aflictiva o que signifique la inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, por delitos tributarios o por los delitos contemplados en la ley N° 18.045, de mercado de valores;


b) Haya sido declarado fallido o condenado por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta o tenga la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación, o haya sido administrador o representante legal de deudores condenados por delitos concursales establecidos en el Código Penal; 


c) Haya sido sancionado por atentados contra la libre competencia, tanto personalmente como en caso de haber desempeñado funciones de administrador o representante legal de la persona, natural o jurídica, efectivamente sancionada, de conformidad a lo dispuesto en decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia;


d) Tenga dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que se justifique su consumo por tratamiento médico;


e) Tenga interés en actividades que se enmarquen dentro del giro de Televisión Nacional de Chile. Para estos efectos, se entenderá, entre otros, que tienen interés quienes por sí o a través de personas jurídicas en las que tengan control de su administración, o su cónyuge o conviviente civil, su hijo, adoptado o sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive bajo cualquiera de esas formas, tengan o adquieran, a cualquier título, participación en la propiedad de concesionarias de servicios de televisión de libre recepción o de servicios limitados de televisión, de empresas de producción de contenidos audiovisuales, de empresas de producción audiovisual publicitaria, de empresas de prestación de servicios televisivos que estén vinculadas a la explotación de una concesión de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción, de sociedades o empresas que exploten concesiones de radiodifusión sonora, y en general, cualquier sociedad, empresa o entidad que desarrolle actividades que se enmarquen dentro del giro de la empresa establecido en los incisos primero y segundo del artículo 2° de la presente ley. También se entenderá que poseen tal interés quienes tengan relación de tipo económico, directa o indirecta, con Televisión Nacional de Chile, o con algún competidor de la empresa. Lo anterior no aplica en consideración a la dieta de director;


f) Haya sido afectado por la revocación a que se refiere el artículo 77 de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas.


g) No tener antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para estos efectos, se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre protestos vigentes de documentos no aclarados. Asimismo, se entenderá que una persona posee antecedentes tributarios intachables cuando se encuentre al día en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, de acuerdo al certificado que emita al efecto la Tesorería General de la República dando cuenta de este hecho.”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

Indicación Nº 20 duodecies


20 duodecies.- Del Honorable Senador señor Girardi, para incorporar un artículo 4º bis nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 4° bis. Para poder ser nombrado Director de la empresa, se deberá cumplir, a lo menos, con los siguientes requisitos:


1. Haber alcanzado la mayoría de edad.


2. Estar en posesión de un título profesional o técnico o licenciatura de carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado por una universidad extranjera, y acreditar una experiencia profesional de a lo menos cinco años, continuos o no, como director, gerente, administrador o ejecutivo principal en empresas o instituciones públicas o privadas, con o sin fines de lucro. Este requisito no será aplicable para el caso de los directores nombrados en conformidad al  numeral 2 del inciso segundo y al inciso décimo segundo, ambos del artículo 4° de esta norma legal. 


3. Contar con reconocidos méritos laborales y profesionales en uno o más de los siguientes ámbitos:


a) la función pública y/o la gestión de empresas; 


b) los medios audiovisuales y/o de las comunicaciones; 


c) la educación el pluralismo y la diversidad cultural; o


d) la cultura, las artes y/o la televisión educativa y cultural.


4. No estar afecto a inhabilidad o incompatibilidad de las señaladas en este artículo y en el artículo 5° de esta ley.”.


El Honorable Senador señor Girardi, en su calidad de autor de la presente indicación, la retiró.
 - - - - - - - - 

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 4º ter, nuevo

Indicación Nº 1.E


1.E.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar un N° 5), nuevo, del siguiente tenor, reordenándose los demás de forma correlativa:


5) Intercálase, luego del Subtítulo b), “De las inhabilidades y recusaciones de los Directores” el siguiente artículo 4° ter, nuevo:


“Artículo 4° ter. Se considerarán inhabilidades para ser designado en el cargo de Director las siguientes:


a) Haber sido condenado por delito que merezca pena aflictiva o que signifique la inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, por delitos tributarios, por los delitos contemplados en la ley N° 18.045, de mercado de valores, o por violencia intrafamiliar constitutiva de delito conforme a la ley N° 20.066.


En caso que un Director en ejercicio sea acusado por algún delito de los señalados en este literal, será suspendido de su cargo y del derecho establecido en el artículo 11, hasta que exista sentencia firme y ejecutoriada. De ser absuelto podrá volver a ejercer sus funciones por el tiempo que le faltare hasta cumplir su período. En caso de condena, cesará en su cargo por incurrir en una inhabilidad sobreviniente, procediéndose a nombrar su reemplazo por el tiempo restante.


b) Haber sido declarado fallido o condenado por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta o tener la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación, o haber sido administrador o representante legal de deudores condenados por delitos concursales establecidos en el Código Penal.


c) Haber sido sancionado por atentados contra la libre competencia, tanto personalmente como en caso de haber desempeñado funciones de administrador, ejecutivo o representante legal de la persona, natural o jurídica, sancionada de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, que establece normas para la defensa de la libre competencia.


d) Haber sido sancionado por la Comisión para el Mercado Financiero, por infracciones graves a la ley N°18.045, de mercado de valores y la ley N°18.046, sobre sociedades anónimas, especialmente en lo relativo a los deberes de los Directores.


e) Tener dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que se justifique su consumo por tratamiento médico.


f) Tener interés en actividades que se enmarquen dentro del giro de Televisión Nacional de Chile. Para estos efectos, se entenderá que tienen interés, entre otros, quienes por sí o a través de personas jurídicas en las que tengan control de su administración, o su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, tengan o adquieran, a cualquier título, participación en la propiedad de concesionarias de servicios de televisión de libre recepción o de servicios limitados de televisión, de empresas de producción de contenidos audiovisuales, de empresas de producción audiovisual publicitaria, de empresas de prestación de servicios televisivos que estén vinculadas a la explotación de una concesión de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción o servicios limitados de televisión, de sociedades o empresas que exploten concesiones de radiodifusión sonora, y en general, cualquier sociedad, empresa o entidad que desarrolle actividades que se enmarquen dentro del giro de la empresa establecido en los incisos primero y segundo del artículo 2°. También se entenderá que poseen tal interés quienes tengan relación de tipo económico, directa o indirecta, con Televisión Nacional de Chile, o con algún competidor de la empresa. La dieta de Director no se entenderá comprendida en las situaciones descritas.


g) Haber sido afectado por la revocación a que se refiere el artículo 77 de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas, y


h) No tener antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para estos efectos, se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre protestos vigentes de documentos no aclarados. Asimismo, se entenderá que una persona posee antecedentes tributarios intachables cuando se encuentre al día en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, de acuerdo al certificado que emita al efecto la Tesorería General de la República dando cuenta de este hecho.”.”.


En discusión esta indicación, se hace presente que el Ejecutivo efectuó la siguiente propuesta de modificación al texto del artículo 4° ter.

“Artículo 4° ter. Se considerarán inhabilidades para ser designado en el cargo de Director las siguientes:

a) Haber sido condenado por crimen o simple delito. En caso que un Director en ejercicio sea acusado por crimen o simple delito, será suspendido de su cargo y del derecho establecido en el artículo 11, hasta que exista sentencia firme y ejecutoriada. De ser absuelto podrá volver a ejercer sus funciones por el tiempo que le faltare hasta cumplir su período. En caso de condena, cesará en su cargo por incurrir en una inhabilidad sobreviniente, precediéndose a nombrar su reemplazo por el tiempo restante.

b) Haber sido declarado fallido o condenado por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta o tener la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación, o haber sido administrador o representante legal de deudores condenados por delitos concúrsales establecidos en el Código Penal.

c) Haber sido sancionado por atentados contra la libre competencia, tanto personalmente como en caso de haber desempeñado funciones de administrador, ejecutivo o representante legal de la persona, natural o jurídica, sancionada de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, que establece normas para la defensa de la libre competencia.

d) Haber sido sancionado por la Comisión para el Mercado Financiero, por infracciones graves a la ley N°18.045, de mercado de valores y la ley N°18.046, sobre sociedades anónimas, especialmente en lo relativo a los deberes de los Directores.

e) Tener interés en actividades que se enmarquen dentro del giro de Televisión Nacional de Chile. Para estos efectos, se entenderá que tienen interés, entre otros, quienes por sí o a través de personas jurídicas en las que tengan control de su administración, o su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, tengan o adquieran, a cualquier título, participación en la propiedad de concesionarias de servicios de televisión de libre recepción o de servicios limitados de televisión, de empresas de producción de contenidos audiovisuales, de empresas de producción audiovisual publicitaria, de empresas de prestación de servicios televisivos que estén vinculadas a la explotación de una concesión de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción o servicios limitados de televisión, de sociedades o empresas que exploten concesiones de radiodifusión sonora, y en general, cualquier sociedad, empresa o entidad que desarrolle actividades que se enmarquen dentro del giro de la empresa establecido en los incisos primero y segundo del artículo 2°. Se entenderán dentro de esta inhabilidad quienes desempeñen cargos de director en las empresas o sociedades antes señaladas.

f) También se entenderá que poseen tal interés quienes tengan relación de tipo económico, por sí o a través de sociedades o empresas en las que tengan control de administración, o su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción; con Televisión Nacional de Chile o con algún competidor de la empresa. La dieta de Director no se entenderá comprendida en las situaciones descritas.

g) Haber sido afectado por la revocación a que se refiere el artículo 77 de la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas, y

h) No tener antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para estos efectos, se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre protestos vigentes de documentos no aclarados. Asimismo, se entenderá que una persona posee antecedentes tributarios intachables cuando se encuentre al día en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, de acuerdo al certificado que emita al efecto la Tesorería General de la República dando cuenta de este hecho.".".

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, indicó que, en su opinión, la presente propuesta no evita situaciones en las que, si bien no hay conflicto de interés, el sujeto en cuestión queda formalmente excluido por el solo hecho de prestar servicios, de algún modo, en alguna estación televisiva, o por la circunstancia de estar emparentado con alguna persona que realiza, asimismo, prestaciones en el ámbito de la televisión.

El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, recogiendo las observaciones anteriormente efectuadas, y a fin de dar cuenta de la realidad de contratación presente en la industria televisiva, sugirió incluir un nuevo párrafo en la letra f) de la propuesta, que presente el siguiente tenor:

“Tampoco se entenderá comprendida dentro de esta inhabilidad, o de la letra anterior, aquellas empresas individuales de responsabilidad limitada que presten servicios personales o profesionales a Televisión Nacional de Chile o de sus competidores por un monto máximo de ___ UTM al año.”.

Lo anterior, agregó, tanto en el medio de la televisión los rostros, actores y distintas personas prestan sus servicios a través de sociedades que ellos crean para tal efecto. Así, añadió, se pretende evitar que personas que no presentan conflicto de interés alguno (por ejemplo, una maquilladora que efectúa sus prestaciones a través de una empresa individual de responsabilidad comparada), recaigan en las inhabilidades contempladas por la disposición en examen.

En efecto, explicó que las empresas individuales de responsabilidad limitada constituyen la figura utilizada por las personas que trabajan en la industria televisiva para realizar la prestación de sus servicios, de ahí que se establezcan tales instituciones en la excepción antes propuesta.

A su vez, explicó que el conflicto de interés por cuestiones económicas de relevancia, precisamente viene dado por el monto máximo de UTM que se entenderá permitido como no generador de inhabilidades.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, subrayó que el punto en análisis es del todo relevante, en tanto las relaciones por consanguinidad no estar sujetas a la voluntad de los sujetos que forman parte de tales vínculos, por lo que se debe evitar generar obstáculos que impidan a personas idóneas ocupar el cargo, por el sólo hecho de ser familiar de algún sujeto que trabaja en el medio, sin existir, en los hechos, conflicto de interés alguno.

El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, resaltó que, a criterio del Ejecutivo, la aprehensión señalada por el Honorable Senador Letelier se vería superada por la propuesta antes efectuada.

Así, y a modo de ejemplo, señaló que un monto máximo de 500 UTM significaría excluir de la inhabilidad a alguien que mensualmente obtenga por sus servicios una cifra cercana a los $2.000.000.- (dos millones de pesos).

El Gerente de Asuntos Legales de Televisión Nacional de Chile, señor Hernán Triviño, expresó que los honorarios antes indicados corresponden a los ingresos mensuales de un profesional medio de la empresa pública.

El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, señaló que en caso de que el sujeto preste servicios bajo una forma jurídica distinta al de la empresa individual de responsabilidad limitada, por ejemplo, bajo el amparo de una sociedad de responsabilidad limitada, para no configurar la inhabilidad respectiva, este último debiese cambiar su modalidad de prestación de servicios, precisamente, bajo la primera forma jurídica.

Por otra parte, explicó que en caso de que no se estimare como generador de conflicto de intereses el hecho de que, por ejemplo, un rostro de televisión de un canal de la competencia de TVN pueda ser designado como Director de esta última, se debiese contemplar una propuesta distinta a la antes descrita.

El Honorable Senador señor Ossandón, expresó que la inhabilidad en cuestión se presenta, básicamente, bajo el formato de una inhabilidad sobreviniente, por lo que sugirió incorporarla a la presente iniciativa no bajo esa naturaleza, sino más bien como causal de cesación.

Por otra parte, el Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, expresó que en la propuesta de modificación original del Ejecutivo se contemplaba, como método verificador de la situación tributaria intachable, el certificado que al efecto la Tesorería General de la República emitiere.

Tal como se hizo presente, agregó, lo anterior conllevaba la dificultad de que este último organismo no emitiría tal documento en caso de que el contribuyente en cuestión sólo estuviera bajo un procedimiento de fiscalización o alguno de similar naturaleza (por ejemplo, bajo observaciones por su declaración de renta). De ahí, es que sugirió la siguiente propuesta para superar dicha complejidad:

“h) No tener antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para estos efectos, se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre protestos vigentes de documentos no aclarados. Asimismo, se entenderá que una persona posee antecedentes tributarios intachables cuando no haya sido objeto de sanciones impuestas por el Servicio de Impuestos Internos durante los últimos 5 años, como tampoco haberse dictado sentencia de remate en juicio ejecutivo dictado en su contra durante el mismo período.”.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, solicitó dividir la votación de la propuesta, a fin de proceder a aprobar todo el articulado, incluida la nueva redacción de la letra h), salvo sus letras e) y f), por tratarse de disposiciones relativas a inhabilidades relacionadas con vínculos de parentesco y de interés societario o comercial. De ahí, que solicitó al Ejecutivo presentar una redacción sobre tales letras, a fin de evitar complejidades en ese ámbito.

En votación la propuesta en comento, con salvedad de sus letras e) y f), la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la aprobó.

El Asesor Legislativo del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Cristián Arancibia, de acuerdo a lo sugerido por el Honorable Senador señor Letelier, efectuó la siguiente propuesta para la letra e), antes referida:


“e) Tener un interés significativo en actividades que se enmarquen dentro del giro de Televisión Nacional de Chile.


Para estos efectos, se entenderá que tienen un interés significativo, entre otros, quienes por sí o a través de personas jurídicas en las que tengan control de su administración, de su cónyuge o conviviente civil, o de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad:


1. Tengan o adquieran, a cualquier título, participación en la propiedad de concesionarias de servicios de televisión de libre recepción o de servicios limitados de televisión, de empresas de producción de contenidos audiovisuales, de empresas de producción audiovisual publicitaria, de empresas de prestación de servicios televisivos que estén vinculadas a la explotación de una concesión de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción o servicios limitados de televisión, de sociedades o empresas que exploten concesiones de radiodifusión sonora, y en general, cualquier sociedad, empresa o entidad que desarrolle actividades que se enmarquen dentro del giro de la empresa establecido en los incisos primero y segundo del artículo 2°.


2. Mantengan relaciones contractuales con Televisión Nacional de Chile o con alguno de sus competidores respecto de actividades que se enmarquen dentro del giro de la empresa.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que la propuesta antes descrita recoge las preocupaciones sobre el particular, por lo que sugirió su aprobación.


En votación la propuesta antedicha, como texto de la letra e) del artículo 4° ter incorporado por la indicación N° 1.E, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la aprobó sin enmiendas.


Por consiguiente, la Comisión aprobó la indicación N° 1.E, en los términos y con las modificaciones antes descritas.

Posteriormente, el Asesor Legislativo del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Cristián Arancibia, propuso que la letra f), cuya redacción se encuentra pendiente, se incorporase en un nuevo artículo 4° quáter, del tenor que a continuación se indica, a fin de distinguir a las inhabilidades propiamente tales de los casos en los cuales los Directores deben abstenerse de intervenir:


“Artículo 4° quáter.- Los directores deberán abstenerse de participar y votar cuando se traten materias o asuntos en que puedan encontrarse implicados o respecto de los cuales mantengan algún interés, circunstancia de la cual se deberá informar al Directorio.


Se entenderá que concurre una causal de abstención, entre otras circunstancias, cuando:


1. Las decisiones o asuntos se refieran a los casos contenidos en el inciso tercero del artículo 44 de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas.


2. La decisión que adopte pudiese afectar sus intereses, en los términos a que se refiere el artículo 7 de la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses, y el artículo 12 de la ley N° 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


3. Las decisiones, asuntos o negociaciones afecten a sociedades o entidades en las que se hubiere desempeñado en los últimos doce meses como director, administrador, gerente, trabajador dependiente o asesor, consejero o mandatario, ejecutivo principal o miembro de algún comité, como también de sus matrices, filiales o coligadas.


4. Las decisiones o asuntos a tratar pudieren afectar los intereses de su cónyuge, conviviente civil, o de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.


La dieta de director no se entenderá comprendida en las situaciones descritas.


En cualquier caso, el Directorio podrá establecer, en su normativa interna, los procedimientos y mecanismos que deberán adoptarse en materia de conflictos de interés. Lo anterior, sin perjuicio de los deberes generales de abstención para el ejercicio de la función pública establecidos en ésta y otras leyes.


El director afectado por una causal de abstención podrá asistir a la sesión en que se traten materias adicionales a aquella que lo implica, pudiendo participar en el tratamiento y resolución de éstas. Con todo, su asistencia no será considerada para los efectos de determinar el quórum en la resolución de la materia o asunto en la que pudiera tener interés o estar involucrado.


La ausencia del director que se haya abstenido de participar de una determinada sesión en virtud de alguna de las causales referidas en el presente artículo se entenderá, para todos los efectos de esta ley, como justificada.”.


En votación la propuesta referente al artículo 4° quáter, antes descrita, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la aprobó sin modificaciones. Lo anterior, en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

Se hace presente que con la aprobación del artículo 4° quáter, se debe proceder a intercalar un N° 6, nuevo, luego del artículo 4° ter, en el articulado, a fin de contemplar el texto de dicho precepto, reordenándose los demás de forma correlativa.

Asimismo, se resalta que con el traslado de las ideas de la letra f) del artículo 4° ter al artículo 4° quáter, las letras g) y h) de la primera disposición pasaron a ser f) y g), respectivamente.

Indicación Nº 20 terdecies


20 terdecies.- Del Honorable Senador señor Girardi, para incorporar un artículo 4º ter nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 4°ter. Será considerado inhábil para desempeñar el cargo de Director quien:


a) Haya sido condenado o formalizado por delito que merezca pena aflictiva o que signifique la inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, por delitos tributarios o por los delitos contemplados en la ley N° 18.045, de mercado de valores;


b) Haya sido declarado fallido o condenado por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta o tenga la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación, o haya sido administrador o representante legal de deudores condenados por delitos concursales establecidos en el Código Penal; 


c) Haya sido sancionado por atentados contra la libre competencia, tanto personalmente como en caso de haber desempeñado funciones de administrador o representante legal de la persona, natural o jurídica, efectivamente sancionada, de conformidad a lo dispuesto en decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, que fija normas para la defensa de la libre competencia;


d) Tenga dependencia de sustancias o drogas estupefacientes o sicotrópicas ilegales, a menos que se justifique su consumo por tratamiento médico;


e) Tenga interés en actividades que se enmarquen dentro del giro de Televisión Nacional de Chile. Para estos efectos, se entenderá, entre otros, que tienen interés quienes por sí o a través de personas jurídicas en las que tengan control de su administración, o su cónyuge o conviviente civil, su hijo, adoptado o sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive bajo cualquiera de esas formas, tengan o adquieran, a cualquier título, participación en la propiedad de concesionarias de servicios de televisión de libre recepción o de servicios limitados de televisión, de empresas de producción de contenidos audiovisuales, de empresas de producción audiovisual publicitaria, de empresas de prestación de servicios televisivos que estén vinculadas a la explotación de una concesión de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción, de sociedades o empresas que exploten concesiones de radiodifusión sonora, y en general, cualquier sociedad, empresa o entidad que desarrolle actividades que se enmarquen dentro del giro de la empresa establecido en los incisos primero y segundo del artículo 2° de la presente ley. También se entenderá que poseen tal interés quienes tengan relación de tipo económico, directa o indirecta, con Televisión Nacional de Chile, o con algún competidor de la empresa. Lo anterior no aplica en consideración a la dieta de director;


f) Haya sido afectado por la revocación a que se refiere el artículo 77 de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas.


g) No tener antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para estos efectos, se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre entenderá que una persona posee antecedentes tributarios protestos vigentes de documentos no aclarados. Asimismo, se intachables cuando se encuentre al día en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, de acuerdo al certificado que emita al efecto la Tesorería General de la República dando cuenta de este hecho.”.


h) No de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, por delitos tributarios o por los contemplados en la ley N° 18.045, la ley 20609 sobre discriminación o por delitos de la ley 20.066, sobre violencia intrafamiliar.


i) No haber sido declarado fallido o haber sido administrador o representante legal de personas fallidas condenadas por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta establecidos en la Ley de Quiebras.


Para acreditar los requisitos señalados en las letras del inciso anterior, y las inhabilidades a que se refiere este artículo, las personas que hayan sido nominadas para desempeñarse como directores deberán prestar una declaración jurada.


El director que deje de cumplir los requisitos dispuestos en los incisos anteriores o adquiera alguna de las inhabilidades contempladas, se considerará inhábil para desempañar dicho cargo y cesará automáticamente en él, sin perjuicio que deberá comunicar de inmediato dicha circunstancia al Presidente.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió rechazarla, en virtud de la aprobación de la indicación N° 1.E., antes descrita.


En votación la indicación N° 20 terdecies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la rechazó.

- - - - - - - - 

NÚMERO 4)

Artículo 5º


El artículo 5º de la ley Nº 19.132, dispone que son inhábiles para desempeñar el cargo de Director:


1.- Las personas que por sí, sus cónyuges, sus parientes legítimos hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, o a través de personas naturales o de personas jurídicas en que tengan control de su administración, posean o adquieran -a cualquier título- interés en concesiones de servicios de televisión de libre recepción o de servicios limitados de televisión o en empresas publicitarias de producción de programas audiovisuales o de prestación de servicios televisivos que estén directamente vinculados a la explotación de una concesión de servicios de televisión de libre recepción o servicios limitados de televisión.


2.- Las personas que desempeñen los cargos de Presidente, Vicepresidente, Secretario General y Tesorero en las directivas centrales de los partidos políticos o en directivas nacionales de organizaciones gremiales o sindicales.


3.- Las personas que se encuentren en alguno de los casos contemplados en el artículo 86 del Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.


El número 4) del proyecto de ley aprobado en general, es del siguiente tenor:


“4) En el artículo 5º:


a) En el número 1.-:


i) Reemplázase la expresión “concesiones” por “concesionarias”.


ii) Elimínase la expresión “que estén directamente vinculados a la explotación de una concesión de servicios de televisión de libre recepción o servicios limitados de televisión”.


iii) Agrégase antes del punto aparte (.), la siguiente expresión:“, de servicio de transporte de señales televisivas digitales por ondas terrestres o en empresas dedicadas a otras actividades audiovisuales, tales como producción cinematográfica, radiodifusión y producción discográfica”.


b) Intercálanse los siguientes números 2, 3 y 4, pasando los actuales números 2 y 3 a ser los nuevos números 5 y 6:


“2.- Los subsecretarios de Estado, jefes de servicio y los directivos superiores inmediatos que deban subrogarlos.


3.- Los senadores, diputados, embajadores, alcaldes, concejales y los miembros de los consejos regionales.


4.- Los candidatos a alcalde, concejal o parlamentario por las comunas, distritos electorales o circunscripciones senatoriales, según corresponda, desde la declaración de las candidaturas y hasta cumplidos seis meses desde la fecha de la respectiva elección.”.


c) Agréganse los siguientes números nuevos:


“7) Las personas que hayan sido condenadas o se encuentren acusadas por delito que merezca pena aflictiva y,o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, por delitos tributarios o por los contemplados en la ley N° 18.045.


8) Las personas que hayan sido declaradas fallidas o haber sido administrador o representante legal de personas fallidas condenadas por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta establecidos en la Ley de Quiebras.


9) Las personas que no posean  antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para estos efectos, se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre protestos de documentos no aclarados en los últimos cinco años en número o cantidad considerable. Asimismo, se entenderá que una persona posee antecedentes tributarios intachables cuando se encuentre al día en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, de acuerdo al certificado que emita al efecto la Tesorería General de la República dando cuenta de este hecho.


10) Las personas que mantengan con la empresa alguna relación económica, directa o indirecta, distinta de su remuneración como director.”.


d) Reemplázase en el número 3, que ha pasado a ser 6, la expresión “artículo 80 de la ley Nº 18.834, Estatuto Administrativo”, por la expresión “el artículo 86 del Estatuto Administrativo”.


e) Agréganse los siguientes dos nuevos incisos, como segundo y tercero, respectivamente:


“Para acreditar los requisitos señalados en las letras del artículo anterior, y las inhabilidades a que se refiere este artículo, las personas que hayan sido nominadas para desempeñarse como directores deberán prestar una declaración jurada.


El director que deje de cumplir los requisitos dispuestos en los incisos anteriores o adquiera alguna de las inhabilidades a que se refiere el artículo siguiente, se considerará inhábil para desempañar dicho cargo y cesará automáticamente en él, sin perjuicio que  deberá comunicar de inmediato dicha circunstancia al Presidente del Directorio.”.


A este numeral se presentaron 18 indicaciones signadas con los Nos 1.F., 21, 21 bis, 21 ter, 21 quáter, 22, 23, 23 bis, 24, 25, 25 bis, 26, 27, 28 bis, 28 x bis, 28 xx bis, 28 ter y 1.6.
Indicación Nº 1.F


1.F.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el N° 4), que ha pasado a ser 6), por el siguiente: 


“6) Reemplázase el artículo 5° por el siguiente: 


“Artículo 5°.- El cargo de Director será incompatible con: 


a) El cargo de diputado, senador, ministro del Tribunal Constitucional, ministro de la Corte Suprema, consejero del Banco Central, Fiscal Nacional del Ministerio Público, Contralor General de la República y cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


b) El cargo de ministro de Estado, subsecretario, jefe de servicio o de alguna institución autónoma del Estado, embajador; gobernador regional, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial; alcalde y concejal; consejero regional; miembro del escalafón primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembro de los tribunales electorales regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembros de los demás tribunales creados por ley; y miembros de los órganos ejecutivos o de dirección, de los tribunales regionales o del Tribunal Supremo de los partidos políticos, candidatos a cargos de elección popular, y dirigentes de asociaciones gremiales o sindicales.


La incompatibilidad de los candidatos a cargos de elección popular regirá desde la inscripción de las candidaturas y hasta la respectiva elección. En el caso de los dirigentes gremiales y sindicales la incompatibilidad regirá hasta cumplidos seis meses desde la fecha de cesación en dichos cargos, y salvo en el caso del representante de los trabajadores de la empresa en el Directorio.


c) Los integrantes del órgano ejecutivo, nacional o regional, del órgano intermedio colegiado; o miembro de las directivas centrales, regionales, o provinciales de las organizaciones gremiales y sindicales, o quienes hayan ejercido cualquiera de estos cargos en los últimos doce meses anteriores a la designación, salvo en el caso del representante de los trabajadores ante el Directorio.


d) Los funcionarios de las superintendencias, de organismos públicos u otras instituciones del Estado que supervisen o fiscalicen a la Empresa, sus filiales o coligadas;


e) El cargo de ejecutivo o director en alguna empresa que desarrolle actividades que se enmarquen dentro del giro de Televisión Nacional de Chile establecido en los incisos primero y segundo del artículo 2°. 


f) Las personas que se encuentren en alguno de los casos contemplados en el artículo 86 del Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.


g) El director ejecutivo, gerente general o ejecutivos relevantes de la Empresa o de sus filiales o coligadas.”.”.


En discusión esta indicación, se hace presente que el Ejecutivo efectuó la siguiente propuesta de modificación al texto del artículo 5°.

Artículo 5o.- El cargo de Director será incompatible con:

a) El cargo de diputado, senador, ministro del Tribunal Constitucional, ministro de la Corte Suprema, consejero del Banco Central, Fiscal Nacional del Ministerio Público, Contralor General de la República y cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

b) El cargo de ministro de Estado, subsecretario, jefe de servicio o de alguna institución autónoma del Estado, embajador; gobernador regional, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial; alcalde y concejal; consejero regional; miembro del escalafón primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembro de los tribunales electorales regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembros de los demás tribunales creados por ley; y miembros de los órganos ejecutivos o de dirección, de los tribunales regionales o del Tribunal Supremo de los partidos políticos, candidatos a cargos de elección popular, y dirigentes de asociaciones gremiales o sindicales.

La incompatibilidad de los candidatos a cargos de elección popular regirá desde la inscripción de las candidaturas y hasta la respectiva elección. En el caso de los dirigentes gremiales y sindicales la incompatibilidad regirá hasta cumplidos seis meses desde la fecha de cesación en dichos cargos, y salvo en el caso del representante de los trabajadores de la empresa en el Directorio.

c) Los integrantes del órgano ejecutivo, nacional o regional, del órgano intermedio colegiado; o miembro de las directivas centrales, regionales, o provinciales de las organizaciones gremiales y sindicales, o quienes hayan ejercido cualquiera de estos cargos en los últimos doce meses anteriores a la designación, salvo en el caso del representante de los trabajadores ante el Directorio.

d) Los funcionarios de las superintendencias, de organismos públicos u otras instituciones del Estado que supervisen o fiscalicen a la Empresa, sus filiales o coligadas;

e) El cargo de ejecutivo o director en alguna empresa que desarrolle actividades que se enmarquen dentro del giro de Televisión Nacional de Chile establecido en los incisos primero y segundo del artículo 2°.

f) Las personas que se encuentren en alguno de los casos contemplados en el artículo 86 del Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.

g) El director ejecutivo, gerente general o ejecutivos relevantes de la Empresa o de sus filiales o coligadas.".".

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, manifestó, en primer lugar, su preocupación por la amplitud con la que se configura la incompatibilidad referente a los cargos de elección popular, y en segundo orden, la discriminación que se efectúa en este ámbito con relación a los dirigentes gremiales y sindicales. En su opinión, dicha amplitud no se condice con el interés público que se pretende tutelar a través del establecimiento de incompatibilidades, a saber, el impedir que una persona pueda simultáneamente desempeñar una labor que merme su buen juicio como Director de TVN, en cuestiones relativas al desempeño de la estación.

El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, concordando con que la amplitud de la propuesta de incompatibilidad relativa a los candidatos a cargos de elección popular incluso alcanza, por su amplia extensión, a candidatos a juntas de vecino, sugirió, para soslayar el punto, la siguiente redacción para la propuesta de letra b) del artículo 5°:

“El cargo de ministro de Estado, subsecretario, jefe de servicio o de alguna institución autónoma del Estado, embajador; gobernador regional, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial; alcalde y concejal; consejero regional; miembro del escalafón primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembro de los tribunales electorales regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembros de los demás tribunales creados por ley; y miembros de los órganos ejecutivos o de dirección, de los tribunales regionales o del Tribunal Supremo de los partidos políticos, candidatos a algunos de los cargos de elección popular cuya posesión constituye una inhabilidad para ejercer como Director, y miembros de las directivas nacionales de asociaciones gremiales o sindicales.

La incompatibilidad de los candidatos a cargos de elección popular regirá desde la inscripción de las candidaturas y hasta la respectiva elección. En el caso de los dirigentes gremiales y sindicales la incompatibilidad regirá hasta cumplidos seis meses desde la fecha de cesación en dichos cargos, y salvo en el caso del representante de los trabajadores de la empresa en el Directorio.”.

De ese modo, subrayó, se superan las observaciones respecto a la amplitud de la incompatibilidad contemplada en este punto hacia los candidatos a cargos de elección popular y respecto de los dirigentes de asociaciones gremiales y sindicales. De igual forma, resaltó que para estos últimos, la incompatibilidad sólo se genera con las directivas nacionales de tales entidades.

Por último, señaló que, en coherencia con lo anteriormente señalado, el Ejecutivo sugiere eliminar la letra c) de la propuesta originalmente efectuada sobre el punto.

De ese modo, la propuesta de artículo 5° presenta el siguiente tenor:

Artículo 5o.- El cargo de Director será incompatible con:

a) El cargo de diputado, senador, ministro del Tribunal Constitucional, ministro de la Corte Suprema, consejero del Banco Central, Fiscal Nacional del Ministerio Público, Contralor General de la República y cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.

b) El cargo de ministro de Estado, subsecretario, jefe de servicio o de alguna institución autónoma del Estado, embajador; gobernador regional, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial; alcalde y concejal; consejero regional; miembro del escalafón primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembro de los Tribunales Electorales Regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembros de los demás tribunales creados por ley; y miembros de los órganos ejecutivos o de dirección, de los tribunales regionales o del Tribunal Supremo de los partidos políticos, candidatos a algunos de los cargos de elección popular cuya posesión constituye una inhabilidad para ejercer como Director, y miembros de las directivas nacionales de asociaciones gremiales o sindicales.

La incompatibilidad de los candidatos a cargos de elección popular regirá desde la inscripción de las candidaturas y hasta la respectiva elección. En el caso de los dirigentes gremiales y sindicales la incompatibilidad regirá hasta cumplidos seis meses desde la fecha de cesación en dichos cargos, y salvo en el caso del representante de los trabajadores de la empresa en el Directorio.

c) Los funcionarios de las superintendencias, de organismos públicos u otras instituciones del Estado que supervisen o fiscalicen a la Empresa, sus filiales o coligadas;

d) El cargo de ejecutivo o director en alguna empresa que desarrolle actividades que se enmarquen dentro del giro de Televisión Nacional de Chile establecido en los incisos primero y segundo del artículo 2°.

e) Las personas que se encuentren en alguno de los casos contemplados en el artículo 86 del Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.

f) El director ejecutivo, gerente general o ejecutivos relevantes de la Empresa o de sus filiales o coligadas.".

En votación la indicación N° 1.F, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la aprobó con modificaciones, en los términos anteriormente descritos.

Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, el texto del artículo 5° se encontraría contemplado en el número 7) del presente proyecto de ley.

Letra a)

Indicación Nº 21

21.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para reemplazar la letra a) del número 4, por la que se indica:


“a) Reemplázase el número 1 del artículo 5º, por el siguiente:


“1.- Las personas que por sí, sus cónyuges, sus parientes legítimos hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad, o personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, o quienes a través de personas naturales o de personas jurídicas tengan control o administración o adquieran a cualquier título interés en concesiones de Televisión Terrestre o en concesionarias o permisionarias de cable, satélite o en servicios limitados de Televisión, o de radiodifusión sonora u otros servicios de telecomunicaciones o quienes se vinculen directamente, a contrata, a honorarios o comercialmente con la explotación de alguno de estos tipos de concesión antes mencionados.


La inhabilidad del inciso precedente también rige para los grupos empresariales respectivos que conformen las personas inhabilitadas del inciso precedente. Se entenderá por grupo empresarial lo establecido por el artículo 96 de la ley N° 18.045.


Estas inhabilidades expiran habiendo transcurrido 60 meses calendario desde la última incidencia.”.


En votación la indicación N° 21, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la rechazó.

- - - - - - -

Letra a), nueva

Indicación Nº 21 bis


21 bis.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para contemplar, en el Nº 4, del artículo 5º, la siguiente letra, nueva:


“...- Las personas que por sí, sus cónyuges, sus parientes legítimos hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad, o personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, o quienes a través de personas naturales o de personas jurídicas contraten espacios publicitarios o que tengan control o administración, en creación, producción, distribución o exhibición o adquieran a cualquier título interés en el avisaje publicitario o quienes se vinculen directamente o adquieran a cualquier título interés en agencias de marketing, comunicaciones o de publicidad.


La inhabilidad del inciso precedente también rige para los grupos empresariales respectivos que conformen las personas inhabilitadas del párrafo precedente. Se entenderá por grupo empresarial lo establecido por el artículo 96 de la ley N° 18.045.


Estas inhabilidades expiran habiendo transcurrido 60 meses calendario desde la última incidencia.”.


En votación la indicación N° 21 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 21 ter

21 ter.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para consultar en el artículo 5º, una letra nueva, del siguiente tenor:


“…- Las personas que a través de sí o a través de sus empresas, o grupo de empresas mantengan litigios pendientes con el Estado.”.


En votación la indicación N° 21 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la rechazó.
- - - - - -

Letra ….), nueva

Indicación Nº 21 quáter


21 quáter.- Del Honorable Senador señor Girardi, para intercalar, a continuación de la letra b), la siguiente, nueva:


“…) En el numeral 2, elimínase la frase “o en directivas nacionales de organizaciones gremiales o sindicales”.”.


El Honorable Senador señor Girardi, en su calidad de autor de la presente indicación, la retiró.
- - - - - - -

Letra c)

Numeral 7)

Indicaciones Nos 22 y 23


22.- De la ex Senadora señora Matthei, y 23.- De los Honorables Senadores señores Coloma y Larraín y ex Senador señor Novoa, para sustituirlo por el siguiente:


“7) Las personas que hayan sido condenadas o se encuentren formalizadas por delito que merezca pena aflictiva y, o de inhabilitación perpetua para desempeñar cargos u oficios públicos, por delitos tributarios, por los contemplados en la ley N° 18.045 o por actos o delitos que importen violencia intrafamiliar.”.


En discusión estas indicaciones, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió que las mismas se entiendan como subsumidas y aprobadas bajo el texto aprobado de la indicación N° 1.E.


En votación las indicaciones Nos 22 y 23, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, las aprobó con modificaciones, en los mismos términos contemplados, en lo pertinente, en la indicación N° 1.E, antes aprobada.

Indicación Nº 23 bis


23 bis.- Del Honorable Senador señor Horvath, para eliminar en el número 7) del artículo 5º de la ley Nº 19.132, la expresión "perpetua". 


En votación la indicación N° 23 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la rechazó.

Numeral 8)

Indicaciones Nos 24 y 25

24.- De la ex Senadora señora Matthei, y 25.- De los Honorables Senadores señores Coloma y Larraín y ex Senador señor Novoa, para suprimirlo.


En votación las indicaciones Nos 24 y 25, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, las rechazó.
Indicación Nº 25 bis

25 bis.- Del Honorable Senador señor Horvath, para eliminar, en el número 8) que se propone incorporar al artículo 5º de la ley Nº 19.132, la expresión "condenadas por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta establecidos en la Ley de Quiebras."


En votación la indicación N° 25 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la rechazó.

Numeral 9)

Indicación Nos 26 y 27

26.- De la ex Senadora señora Matthei, y 27.- De los Honorables Senadores señores Coloma y Larraín y ex Senador señor Novoa, para suprimirlo.


En votación las indicaciones Nos 26 y 27, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, las rechazó.
Indicación Nº 28 bis

28 bis.- Del Honorable Senador señor Horvath, para reemplazar el número 9) que se propone incorporar al artículo 5º de la ley Nº 19.132 por el siguiente:


"9) Poseer antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para estos efectos, se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre protestos de documentos no aclarados en los últimos cinco años, ni haya sido dictada sentencia de remate en procesos ejecutivos seguidos en su contra durante el mismo período. Asimismo, se entenderá que una persona posee antecedentes tributarios intachables cuando se encuentre al día en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias, de acuerdo al certificado que emita al efecto la Tesorería General de la República dando cuenta de este hecho, y que no haya sido objeto de sanciones mediante resoluciones ejecutoriadas del Servicio de Impuestos Internos durante los últimos cinco años."


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió aprobarla en los mismos términos de la letra h) del artículo 4 ter, contemplado en la indicación N° 1.E, antes aprobada.


En votación la indicación N° 28 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la aprobó, con modificaciones, bajo la misma redacción consagrada en la letra h) del artículo 4 ter, incorporado en la indicación N° 1.E, previamente aprobada.

- - - - -

Numeral…, nuevo

Indicación Nº 28 x bis


28 x bis.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para consultar, en el artículo 5°, un numeral nuevo, con el siguiente texto:


“Las personas que hayan sido condenadas por delitos que, no mereciendo pena aflictiva, son indicativos de infracciones al principio de probidad.”.


En votación la indicación N° 28 x bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la rechazó.

Indicación Nº 28 xx bis

28 xx bis.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para consultar, en el artículo 5°, un numeral nuevo, con el siguiente texto:


“Las personas que hayan sido condenadas por delito cohecho o negociación incompatible.”.


En votación la indicación N° 28 xx bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la rechazó.
- - - - - -

Incisos finales, nuevos

Indicación Nº 28 ter

28 ter.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para consultar, en el artículo 5º, los siguientes incisos nuevos:


“Para acreditar que no se encuentran inhabilitadas, las personas que hayan sido nominadas para desempeñarse como directores deberán 
prestar una declaración jurada.


El director que deje de cumplir los requisitos dispuestos en los incisos anteriores, se considerará inhábil para desempañar dicho cargo y cesará automáticamente en él, sin perjuicio que deberá comunicar de inmediato dicha circunstancia al Presidente del Directorio.


En todo caso la inhabilidad de los directores se realizará con estricto cumplimiento de los estándares de transparencia, debiendo darse cuenta, en cada una de sus etapas, de los criterios tenidos a la vista a los efectos de tomar las decisiones respectivas.”.


En votación la indicación N° 28 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la rechazó.

Indicación Nº 1.6


1.6.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el Nº 4), por el siguiente Nº 6):


6. Reemplázase el artículo 5º, por el siguiente: 


“Artículo 5°.- Son incompatibles con el cargo de Director los siguientes:


a) Senadores y diputados;


b) Ministros de Estado, subsecretarios, jefes de servicio o de instituciones autónomas del Estado, embajadores, intendentes, gobernadores, secretarios regionales ministeriales y directores regionales;


c) Los integrantes del órgano ejecutivo, nacional o regional, del órgano intermedio colegiado, del Tribunal Supremo o los tribunales regionales de los partidos políticos; y los miembros de las directivas centrales, regionales, provinciales o comunales de las organizaciones gremiales y sindicales, o quienes hayan ejercido cualquiera de estos cargos en los últimos doce meses anteriores a la designación, salvo en el caso del director designado como representante de los trabajadores de conformidad al inciso décimo segundo del artículo 4º, siempre que sea un trabajador de Televisión Nacional de Chile o de alguna de sus filiales;


d) Los alcaldes, concejales e integrantes de los consejos regionales;


e) Los candidatos a ocupar los cargos de alcalde, concejal, consejero regional o parlamentario, desde la declaración de las candidaturas y hasta cumplidos seis meses desde la fecha de la respectiva elección;


f) Los funcionarios de las superintendencias, de organismos públicos u otras instituciones del Estado que supervisen o fiscalicen a la Empresa, sus filiales o coligadas;


g) Quienes tengan participación simultánea en cargos ejecutivos o de director en una o más empresas que desarrollen actividades que se enmarquen dentro del giro de la empresa establecido en los incisos primero y segundo del artículo 2°, siempre que el grupo empresarial al que pertenezca cada una de las referidas empresas competidoras tenga, en el último año calendario, ingresos anuales por ventas y servicios promedio mayores a los de las empresas medianas, según se definen en el inciso segundo del artículo 2° de la ley N° 20.416, que fija las normas especiales para las empresas de menor tamaño.


h) Las personas que se encuentren en alguno de los casos contemplados en el artículo 7º del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, promulgado el año 2004 y publicado el año 2005, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo, o quienes deban subrogarlos; las personas que se desempeñen en cargos directivos o profesionales, dentro de los primeros tres niveles jerárquicos de las respectivas plantas funcionarias en la Administración del Estado, y aquellas personas que, por las características de su función, tengan dependencia directa de ministros, subsecretarios, jefes de servicios u otras autoridades de Gobierno.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

NÚMERO 5)

Artículo 6º


El artículo 6º de la ley Nº 19.132, señala que sólo podrá inhabilitarse a los Directores de Televisión Nacional de Chile para que intervengan en un negocio determinado, en razón de tener interés personal o por causa de amistad íntima o enemistad con aquél o aquéllos a quienes afecte dicha materia.


La recusación deberá deducirse ante el Directorio hasta el momento mismo en que éste entre a resolver sobre la materia respecto de la cual se alega la inhabilidad. La recusación deberá ir acompañada de las pruebas que justifiquen la causal invocada y, tratándose de prueba testimonial, ésta se adjuntará mediante declaraciones juradas prestadas ante notario público.


Deducida la recusación, el Presidente notificará de ésta al Director afectado, el cual deberá informar por escrito al Directorio, dentro de las 48 horas siguientes. Contestada ésta o transcurrido dicho plazo, el Presidente del Directorio o quien haga sus veces, con o sin el informe del Director afectado, citará de inmediato a una sesión extraordinaria del Directorio para resolver la recusación. El fallo del Directorio no será susceptible de recurso alguno. Mientras no se resuelva sobre la recusación, el Directorio se abstendrá de resolver sobre la materia en que ésta incide.


El Director a quien afecte una causal de recusación, deberá darla a conocer de inmediato al Directorio y abstenerse de participar en la discusión y votación de la materia. La infracción a esta obligación se considerará como falta grave.


En el evento en que la causal de recusación llegue a conocimiento del interesado con posterioridad a la decisión del asunto, ésta deberá hacerse valer dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que el interesado tuvo conocimiento de la decisión. El Directorio sólo la admitirá a tramitación en el evento en que el voto del Director recusado haya sido determinante para lograr el quórum exigido por la ley, según sea la materia de que se trate. De acogerse la recusación, el Directorio, en sesión especialmente convocada al efecto, deberá pronunciarse nuevamente sobre la materia en que incide la recusación, quedando suspendido el cumplimiento de la decisión anterior.


La notificación de la recusación se hará mediante carta entregada en el domicilio que el afectado tenga registrado en la Corporación, por el Secretario o Ministro de fe pública.


El número 5) del proyecto de ley aprobado en general, sustituye el artículo 6º por el siguiente:


“Artículo 6º.- Los Consejeros deberán informar inmediatamente al Presidente de todo hecho, cualquiera sea su naturaleza, que le reste imparcialidad en sus decisiones o acuerdos, absteniéndose, en el acto, de conocer del asunto respecto del cual se configure la causal.


Los consejeros que, estando inhabilitados, actúen en tales asuntos, serán removidos de su cargo, conforme al artículo 12, y quedarán impedidos de ejercerlo nuevamente.”.


A este numeral se presentaron 6 indicaciones signadas con los Nos 1.G., 1.7., 28, 29, 30 y 31.
Indicación Nº 1.G


1.G.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el N° 5), que ha pasado a ser 7), por el siguiente: 


 “7) Sustitúyese el artículo 6º por el siguiente:


“Artículo 6°.- Los Directores en quienes concurra alguna de las circunstancias señaladas a continuación respecto de un caso particular sometido a su conocimiento y que no implique una inhabilidad, deberán informar al Directorio tan pronto tengan noticia de ello y abstenerse de intervenir en forma directa o indirecta en el asunto:


1.- Tener él, o su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, interés patrimonial en el asunto de que se trate o en otro cuya resolución pudiera influir directa o indirectamente la de aquél. 


2.- Tener cuestión litigiosa pendiente con algún interesado. 


3.- Tener relación de prestación de servicios con alguna persona natural o jurídica interesada directamente en el asunto, o haberle prestado, en los últimos dos años, servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar. 


4.- Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con aquél o aquéllos a quienes afecte dicha materia.


La infracción al deber de abstención establecido en el inciso anterior se considerará como incumplimiento grave y manifiesto para efectos de lo dispuesto en el artículo 12 de la presente ley. 


Sin perjuicio del deber de informar que le asiste al Director sobre la existencia de una eventual causal de abstención, los interesados podrán deducir recusación hasta el momento mismo en que el Directorio entre a resolver sobre la materia respecto de la cual se alega la causal. La recusación se deberá hacer por escrito ante el Directorio y deberá ir acompañada de las pruebas que justifiquen la causal invocada. Tratándose de prueba testimonial, ésta se adjuntará mediante declaraciones juradas prestadas ante notario público.


Deducida la recusación, el Presidente del Directorio notificará de ésta al Director que le afecta, quien deberá informar por escrito, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, allanándose o controvirtiendo el libelo. En caso de allanarse, el Director se abstendrá de conocer del asunto. Si controvirtiere la recusación o nada dijere dentro de dicho plazo, el Presidente del Directorio o quien haga sus veces, con o sin el informe del Director afectado, citará de inmediato a una sesión extraordinaria del Directorio para resolver la recusación. La resolución del Directorio no será susceptible de recurso alguno. Mientras no se resuelva sobre la recusación, el Directorio se abstendrá de resolver sobre la materia en que ésta incide.


En el evento en que la causal de recusación llegue a conocimiento del interesado con posterioridad a la decisión del asunto, ésta deberá hacerse valer dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que tuvo conocimiento de la decisión. El Directorio sólo la admitirá a tramitación en el evento en que el voto del Director recusado haya sido determinante para lograr el quórum exigido por la ley, según sea la materia de que se trate. De acogerse la recusación, el Directorio, en sesión especialmente convocada al efecto, deberá pronunciarse nuevamente sobre la materia en que incide la recusación, quedando suspendido el cumplimiento de la decisión anterior.


La notificación de la recusación se hará mediante carta entregada en el domicilio que el afectado tenga registrado en la empresa, por el secretario o ministro de fe pública.”.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, la hipótesis contemplada en el número 2 del presente artículo está formulada en términos amplios, que pudiesen llevar a la cesación de un Director sin que éste haya tenido conocimiento cierto del litigio en cuestión, o de sus alcances para estos efectos, y sin que ello importe inconveniente sustantivo alguno que pusiera en riesgo la misión de TVN.

El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, sugirió, a fin de dar cuenta de la observación antes efectuada, la siguiente redacción:

“2.- Tener cuestión litigiosa pendiente con algún interesado, en la materia cuya decisión ha sido sometida al conocimiento del Directorio.”.

Asimismo, luego propuso, en el inciso segundo del mencionado artículo 6°, intercalar, entre las expresiones “La infracción” y “al deber”,  la expresión “, a sabiendas,”, a fin de que la configuración del incumplimiento grave y manifiesto del Director responda, efectivamente, a una cuestión del cual este último tenía conocimiento, y no a una mera suposición o presunción formal efectuada por la ley.

Por último, sugirió cambiar en el número 1 del inciso primero del artículo en examen, la expresión “cuarto” por la palabra “segundo”, a fin de otorgar uniformidad y coherencia con las demás disposiciones en lo relativo a inhabilidades e impedimentos por parentesco.

En votación la indicación N° 1.G, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la aprobó con modificaciones, efectuando las siguientes enmiendas:

- Reemplazar en el número 1 del inciso primero del artículo en examen, la expresión “cuarto” por la palabra “segundo”.

- Sustituir el número 2 del inciso primero de la disposición en análisis por el siguiente:

“2.- Tener cuestión litigiosa pendiente con algún interesado, en la materia cuya decisión ha sido sometida al conocimiento del Directorio.”.

- Intercalar, en el inciso segundo del precepto en estudio, entre las expresiones “La infracción” y “al deber”, la expresión “, a sabiendas,”.

Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, el texto del artículo 6° se encontraría contemplado en el número 8) del presente proyecto de ley.
Indicación Nº 1.7


1.7.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el Nº 5), por el siguiente Nº 7):


7. Reemplázase el artículo 6º, por el siguiente:


Artículo 6°.- Los Directores en quienes concurra alguna de las circunstancias señaladas a continuación respecto de un caso particular sometido a su conocimiento y que no implique una inhabilidad, deberán informar al Directorio tan pronto tengan noticia de ello y abstenerse de intervenir en él:


1.-Tener él, su cónyuge, conviviente civil, hijos, adoptado o sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad inclusive, interés patrimonial en el asunto de que se trate o en otro cuya resolución pudiera influir directa o indirectamente la de aquél. 


2.- Tener cuestión litigiosa pendiente con algún interesado. 


3. Tener relación de prestación de servicios con alguna persona natural o jurídica interesada directamente en el asunto, o haberle prestado, en los últimos dos años, servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar. 


4.- Tener amistad íntima o enemistad con aquél o aquéllos a quienes afecte dicha materia.


La infracción al deber de abstención establecido en el inciso anterior se considerará como incumplimiento grave y manifiesto para efectos de lo dispuesto en el artículo 12 de la presente ley. 


Los interesados podrán deducir recusación hasta el momento mismo en que el Directorio entre a resolver sobre la materia respecto de la cual se alega la incompatibilidad. La recusación se deberá hacer por escrito ante el Directorio y deberá ir acompañada de las pruebas que justifiquen la causal invocada. Tratándose de prueba testimonial, ésta se adjuntará mediante declaraciones juradas prestadas ante notario público.


Deducida la recusación, el Presidente notificará de ésta al Director que le afecta, quien deberá informar por escrito al Directorio, dentro de las 48 horas siguientes, allanándose o controvirtiendo el libelo. En caso de allanarse, el Director se abstendrá de conocer del asunto. Por otra parte, si controvirtiere la recusación o nada dijere dentro de dicho plazo, el Presidente del Directorio o quien haga sus veces, con o sin el informe del Director afectado, citará de inmediato a una sesión extraordinaria del Directorio para resolver la recusación. El fallo del Directorio no será susceptible de recurso alguno. Mientras no se resuelva sobre la recusación, el Directorio se abstendrá de resolver sobre la materia en que ésta incide.


En el evento en que la causal de recusación llegue a conocimiento del interesado con posterioridad a la decisión del asunto, ésta deberá hacerse valer dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que tuvo conocimiento de la decisión. El Directorio sólo la admitirá a tramitación en el evento en que el voto del Director recusado haya sido determinante para lograr el quórum exigido por la ley, según sea la materia de que se trate. De acogerse la recusación, el Directorio, en sesión especialmente convocada al efecto, deberá pronunciarse nuevamente sobre la materia en que incide la recusación, quedando suspendido el cumplimiento de la decisión anterior.


La notificación de la recusación se hará mediante carta entregada en el domicilio que el afectado tenga registrado en la Corporación, por el Secretario o Ministro de fe pública.”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
Indicaciones Nos 28 y 29


28.- De la ex Senadora señora Matthei, y 29.- De los Honorables Senadores señores Coloma y Larraín, y del ex Senador señor Novoa, para reemplazar, en el inciso primero, las palabras “Consejeros” por “Directores” y “Presidente” por “Presidente del Directorio”, respectivamente.


En discusión estas indicaciones, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió rechazarlas por proponer adecuaciones que ya se encuentran contempladas en la legislación actual.


En votación las indicaciones Nos 28 y 29, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, las rechazó.

Indicaciones Nos 30 y 31


30.- De la ex Senadora señora Matthei, y 31.- De los Honorables Senadores señores Coloma y Larraín,  y del ex Senador señor Novoa, para reemplazar, en el inciso segundo, el vocablo “consejeros” por “Directores”.


En discusión estas indicaciones, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió rechazarlas por las mismas razones indicadas en el debate de las propuestas anteriormente analizadas.


En votación las indicaciones Nos 30 y 31, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, las rechazó.

- - - - - - - - - 

NÚMERO…,  NUEVO

Artículo 8º


El artículo 8º de la ley Nº 19.132, dispone que los Directores deberán emplear en el ejercicio de sus funciones el cuidado y diligencia que los hombres emplean ordinariamente en sus propios negocios y responderán solidariamente de los perjuicios causados a la Corporación por sus actuaciones dolosas o culpables.


La aprobación gubernamental, o de la Superintendencia de Valores y Seguros, o de la Contraloría General de la República, o de cualquier otra autoridad administrativa, cuando ésta proceda, de la memoria y balance, o de cualquier otra cuenta o información general que presente el Directorio, no libera a los Directores de la responsabilidad personal que les corresponda por actos o negocios determinados. La aprobación específica de éstos no los exonera de aquella responsabilidad, si hubiere mediado culpa leve, grave o dolo.


A este numeral, nuevo, se presentaron 2 indicaciones signadas con los Nos 1.H. y 1.8.
Indicación Nº 1.H


1.H.- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar un N° 8, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente los demás:


“8) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 8°: 


i. Reemplázase en el inciso primero la palabra “Corporación” por la palabra “empresa”.


ii. Reemplázase en el inciso segundo la referencia a la “Superintendencia de Valores y Seguros” por “Comisión para el Mercado Financiero”.


iii. Agrégase un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:


“La actuación del Directorio estará sujeta, en lo que fuere pertinente, a las normas contenidas en el Título IV de la ley N° 18.046 sobre sociedades anónimas, y a su normativa complementaria, sin perjuicio de las normas a que se refiere esta ley, las que prevalecerán respecto de aquellas.”.”.


En discusión esta indicación, el Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, explicó que la presente indicación pretende efectuar una serie de adecuaciones legislativas, a fin de dotar de coherencia al entramado legal que rige a TVN.

De ese modo, expresó que el ordinal i de la indicación en examen responde a la necesidad de cambiar la denominación de TVN desde una corporación a una empresa, en tanto ser esta última la naturaleza jurídica de la estación pública desde el año 1992.

A su vez, indicó que el ordinal ii de la presente propuesta efectúa el cambio de nomenclatura de Superintendencia de Valores y Seguros por Comisión para el Mercado Financiero, lo que obedece a la modificación que se efectuó en este ámbito, en donde este último organismo pasó a reemplazar a la primera, en virtud de la publicación de la Ley N° 21.000.

Por último, manifestó que el ordinal iii de la indicación explicita el deber de sujeción de las actuaciones del Directorio de TVN a las regulaciones establecidas por la ley N° 18.046, de Sociedades Anónimas, normativas respecto de las cuales el canal actualmente se encuentra sometido.

En votación la indicación N° 1.H, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la aprobó sin enmiendas.


Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, el texto de la presente indicación se encontraría contemplado en el número 9) del presente proyecto de ley.
Indicación Nº 1.8


1.8.- De S.E. la Presidenta de la República, para consultar el siguiente Nº 8), nuevo:


8. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 8°: 


i. Reemplázase, en el inciso primero, la expresión “los hombres”, por el concepto “las personas”.


ii. Reemplázase, en la última oración del inciso segundo, la expresión “los”, por la palabra “les”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
- - - - - - - - 

NÚMERO…,  NUEVO

Artículo 9º


El artículo 9º de la ley Nº 19.132, señala que los Directores de Televisión Nacional de Chile están obligados a guardar reserva respecto de los negocios de la empresa y de la información a que tengan acceso en razón de su cargo y que no haya sido divulgada oficialmente por el Directorio. No regirá esta obligación cuando la reserva lesione el interés de la empresa o se refiera a hechos u omisiones constitutivas de infracción a la presente ley.


A este numeral, nuevo, se presentó 1 indicación signada con el Nº 1.I.
Indicación Nº 1.I


1.I.- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar un N° 9, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente los demás:


“9) Reemplázase el artículo 9° por el siguiente:


“Artículo 9°. Los Directores están obligados a guardar reserva acerca de los documentos y antecedentes de los que tomen conocimiento con ocasión del ejercicio de sus funciones, siempre que tales documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos. La infracción de estas obligaciones se castigará con la pena de reclusión menor de cualquiera en sus grados y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales.”.”.


En discusión esta indicación, el Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, expresó que el propósito de la misma es establecer una sanción frente al deber de reserva que se propone, cuestión que en la ley actual no existe.


En votación la indicación N° 1.I, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.



Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, el texto de la presente indicación se encontraría contemplado en el número 10) del presente proyecto de ley.
- - - - - - - -

NÚMERO…,  NUEVO

Artículo 10


El artículo 10 de la ley Nº 19.132, es del siguiente tenor:


“Artículo 10.- Se prohíbe a los Directores:


1) Adoptar políticas o decisiones que no tengan por objeto cumplir el fin social en la forma establecida en esta ley o persigan beneficiar sus propios intereses o los de terceras personas con quienes existan relaciones de parentesco, amistad íntima o intereses comerciales o políticos.


2) Impedir u obstaculizar las investigaciones destinadas a establecer su propia responsabilidad o la de los ejecutivos en la gestión de la empresa.


3) Inducir a los gerentes, ejecutivos, dependientes o auditores, a rendir cuentas irregulares, a presentar informaciones no fidedignas o falsas y a ocultar información.


4) Tomar en préstamo dinero o bienes de la sociedad, o usar en provecho propio o de terceros, con quienes tengan relación de parentesco, amistad íntima o intereses comerciales o políticos, los bienes, servicios o créditos de la empresa, sin previa autorización del Directorio, otorgada en conformidad a la ley.


5) Realizar o incurrir en actos ilegales o inmorales, o contrarios a las normas de esta ley o al interés social, o usar de su cargo para obtener beneficios o prebendas indebidas para sí o para terceros con quienes tengan relación de parentesco, amistad íntima o intereses comerciales o políticos.


A este numeral, nuevo, se presentaron 2 indicaciones signadas con los Nos 1.J. y 1.9.
Indicación Nº 1.J


1.J.- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar un N° 10, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente los demás:


“10) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 10: 


i. Intercálase, en su numeral 1), entre la palabra “intereses” y la expresión “o los de terceras personas”, la frase “, los de su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción,”.


ii. Elimínase, en su numeral 1), la expresión “parentesco,”.


iii. Intercálase, en su numeral 4), entre la palabra “propio” y la expresión “o de terceros”, la frase “, los de su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción,”.


iv. Elimínase, en su numeral 4), la expresión “parentesco,”.


v. Intercálase, en su numeral 5), entre las palabras “para sí” y la expresión “o para terceros”, la frase “, los de su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción,”.


vi. Elimínase, en su numeral 5), la expresión “parentesco,”.”.


En discusión esta indicación, el Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, indicó que la misma persigue efectuar modificaciones a la redacción del actual artículo 10, con el objetivo de explicitar, de manera específica, los vínculos familiares contemplados en dicha disposición.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió cambiar, en los ordinales i, iii y v, la expresión “cuarto grado de consanguinidad” por el término “segundo grado de consanguinidad”, a fin de otorgar uniformidad y coherencia con las demás disposiciones en lo relativo a inhabilidades e impedimentos por parentesco.


En votación la indicación N° 1.J, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la aprobó con modificaciones, reemplazando en los ordinales i, iii y v, la expresión “cuarto grado de consanguinidad” por el término “segundo grado de consanguinidad”.



Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, el texto de la presente indicación se encontraría contemplado en el número 11) del presente proyecto de ley.
Indicación Nº 1.9


1.9.- De S.E. la Presidenta de la República, para contemplar el siguiente Nº 9), nuevo:


9. Modifícase el artículo 10 de la siguiente forma:


i. Intercálase, en su numeral 1), entre la palabra “intereses” y la expresión “o los de terceras”, la frase “, los de su cónyuge, conviviente civil, hijos, adoptados o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive,”. 


ii. Elimínase, en su numeral 1, la expresión “parentesco,”.


iii. Intercálase, en su numeral 4), entre la palabra “propio” y la expresión “o de terceros”, la frase “, de su cónyuge, conviviente civil, hijos, adoptados o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive,”.


iv. Elimínase, en su numeral 4), la expresión “parentesco,”.


v. Intercálase en su numeral 5) entre la palabra “sí” y la expresión “o para terceros”; la frase “, para su cónyuge, conviviente civil, hijos, adoptados o parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive,”.


vi. Elimínase, en su numeral 5), la expresión “parentesco,”


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
- - - - - - - - - 

NÚMERO 6)

Artículo 11


El artículo 11 de la ley Nº 19.132, dispone que los Directores de Televisión Nacional de Chile percibirán una dieta equivalente a cuatro unidades tributarias mensuales por cada sesión a que asistan, con un máximo de 16 de estas unidades por mes calendario. El Presidente, o quien lo subrogue, percibirá igual dieta, aumentada en un 100%.


El número 6) del proyecto de ley aprobado en general, sustituye el artículo 11, por el siguiente:


“Artículo 11.- Los Directores tendrán derecho a una dieta, la que será establecida anualmente mediante decreto supremo, expedido a través del Ministerio de Hacienda. Para tal objeto, el Presidente de la República designará, en su oportunidad, una comisión integrada por tres personas que hayan desempeñado el cargo de Presidente del Directorio o Presidente Ejecutivo de la Empresa. Dicha comisión deberá formular una propuesta considerando las remuneraciones que para cargos similares se encuentren vigentes en los sectores público y privado, pudiendo asimismo incluir, en las remuneraciones que se propongan, componentes asociados a la asistencia a sesiones, a la participación en comités, al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de los convenios de desempeño de la Empresa y de su función pública definida en esta ley.


Serán aplicables a Televisión Nacional de Chile las disposiciones de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.”.


A este numeral se presentaron 7 indicaciones signadas con los Nos 1.K., 1.10., 31 bis, 32, 33, 34 y 35.
Indicación Nº 1.K


1.K.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el N° 6), que ha pasado a ser 11), por el siguiente:


“11) Sustitúyese el artículo 11 por el siguiente:


“Artículo 11.- Los Directores tendrán derecho a una dieta que será establecida por el Ministerio de Hacienda y revisada por éste con una periodicidad no superior a dos años. Para tal objeto, el referido Ministro podrá considerar la propuesta de una comisión especial que designe al efecto, la que estará integrada por tres personas que hayan desempeñado los cargos de Ministro de Hacienda, Director de Presupuestos, o Presidente del Directorio, Director o Director Ejecutivo de Televisión Nacional de Chile. Dicha comisión formulará, a solicitud del Ministro de Hacienda, propuestas de determinación y  revisión de la dieta, cuando corresponda, considerando las dietas o remuneraciones que para cargos similares se encuentren vigentes en los sectores público y privado, pudiendo asimismo incluir, en las dietas que proponga, componentes relativos a la participación en comités y al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño de la empresa.


Quienes se desempeñen simultáneamente como Directores de Televisión Nacional de Chile y de una o más de sus filiales recibirán la dieta establecida de conformidad al inciso anterior, aumentada en un 50%.”.”.


En discusión esta indicación, el Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, expresó que el propósito de la misma es establecer una dieta dinámica para los Directores de TVN. Actualmente, agregó, éstos reciben una dieta en proporción al número de sesiones mensuales que el Directorio celebra, monto que alcanza las 4 UTM por sesión, con un tope máximo de 16 UTM mensuales, esto es, aproximadamente, setecientos cuarenta y seis mil pesos ($746.000.-).

En esa línea, prosiguió, se pretende establecer una dieta que fije el Ministerio de Hacienda con una periodicidad no mayor a dos años, para lo cual dicha Secretaría de Estado podrá considerar la propuesta que emane de una comisión especial que se designe al efecto, la que estará integrada por tres personas que hayan desempeñado los cargos de Ministro de Hacienda, Director de Presupuestos, o Presidente del Directorio, Director o Director Ejecutivo de Televisión Nacional de Chile.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, consultó acerca del origen de dicha propuesta.

El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, señaló que dicha proposición responde al estado del arte en lo que se refiere a empresas públicas, siendo esa la línea que se ha seguido, por ejemplo, con ENAP.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, indicó que si la dieta ya viene asociada a una unidad indexada (como lo es la UTM), por lo que incorpora de por sí un mecanismo de reajuste, no es del todo razonable recurrir a una entidad externa, como lo sería la citada comisión especial, para que fije los procedimientos y criterios de determinación de tales dietas.

El Honorable Senador señor Girardi, expresó que no es correcto asimilar, en este ámbito, a TVN con las demás empresas públicas, precisamente por ser una entidad que escapa a esa lógica en virtud de los propósitos de interés general y bien público que la estación pretende perseguir.

De ese modo, abogó por otorgar mayor autonomía al canal, evitando la interferencia del Ministerio de Hacienda.

Por otra parte, resaltó que lo importante en este contexto es identificar a quienes posean el espesor cultural necesario para ser parte del Directorio de TVN, otorgándole ciertas garantías luego de asumir en tal cargo. Tal respaldo, agregó, viene dado, entre otros elementos, por la fijación de una dieta razonable, cuyo procedimiento de determinación no obstruya la autonomía con la que Televisión Nacional de Chile debe desarrollar su misión pública.

Por último, expresó que, en su opinión, el procedimiento contemplado en la presente indicación introduce una excesiva burocratización en este ámbito, por lo que sugirió rechazarlo.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, consultó si actualmente los Directores de TVN reciben una dieta adicional en caso de que participen en una entidad filial a la estación.

El Gerente de Asuntos Legales de Televisión Nacional de Chile, señor Hernán Triviño, indicó que tal situación no se presenta en la actualidad, en tanto TVN no cuenta al día de hoy con filiales.

El Subsecretario General de Gobierno, señor Omar Jara, expresó que el sistema actual de dietas a los Directores debe cambiar, en tanto al estar en base al número de sesiones de Directorio celebradas, genera un incentivo a realizar la mayor cantidad de ellas, a fin de que se alcance el tope máximo de remuneraciones, lo que lleva a que el Directorio se constituya en una entidad omnipresente, que sesiona prácticamente todas las semanas.

De ahí, concluyó, que se pretende fijar un mecanismo que permita al Directorio, sin presiones externas indebidas, sesionar las veces que sea necesario, sin excederse.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió incorporar el procedimiento previsto en este punto por la indicación N° 31 bis, de autoría del Honorable Senador señor Girardi, el que simplifica la determinación de la dieta, sin la intervención del Ministerio de Hacienda en ello.

El Honorable Senador señor Ossandón, propuso explicitar que dicha dieta será mensual, a fin de enfatizar la periodicidad de la misma, colaborando de esa forma con lo señalado por el señor Subsecretario, en lo referente a la racionalización de las labores del Directorio en este ámbito.

En virtud de las proposiciones antes efectuadas, el texto del artículo 11 resulta del siguiente tenor:

“Artículo 11.- Los Directores tendrán derecho a una dieta mensual que será establecida por el Ministerio de Hacienda y revisada por éste con una periodicidad no superior a dos años. Para estos efectos, el Ministro de Hacienda deberá considerar como arancel de referencia la dieta promedio de un director de empresa pública, pudiendo asimismo incluir, en las dietas que proponga, componentes relativos a la participación en comités y al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño de la Empresa.


Quienes se desempeñen simultáneamente como Directores de Televisión Nacional de Chile y de una o más de sus filiales recibirán la dieta establecida de conformidad al inciso anterior, aumentada en un 50%.”.


En votación la indicación N° 1.K, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la aprobó con modificaciones en los términos antes descritos.


Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, el texto de la presente indicación se encontraría contemplado en el número 12) del presente proyecto de ley.
Indicación Nº 1.10


1.10.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el Nº 6), por el siguiente Nº 10):

10. Sustitúyese el artículo 11 por el siguiente:


“Artículo 11.- Los Directores tendrán derecho a una dieta, que será establecida por el Ministerio de Hacienda y revisada por éste con una periodicidad no superior a dos años. Para tal objeto, el referido Ministro podrá considerar la propuesta de una comisión especial que designe al efecto, la que estará integrada por tres personas que hayan desempeñado los cargos de Ministro de Hacienda, Director de Presupuestos o Director o Gerente General de Televisión Nacional de Chile. Dicha comisión formulará, a solicitud del Ministro de Hacienda, propuestas de determinación y  revisión de la dieta, cuando corresponda, considerando las dietas o remuneraciones que para cargos similares se encuentren vigentes en los sectores público y privado, pudiendo asimismo incluir, en las dietas que proponga, componentes relativos a la participación en comités y al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño de la Empresa.


Quienes se desempeñen simultáneamente como Directores de Televisión Nacional de Chile y de una o más de sus filiales, recibirán la dieta establecida de conformidad al inciso anterior, aumentada en un 50%.”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
Indicación Nº 31 bis


31 bis.- Del Honorable Senador señor Girardi, para sustituirlo por el siguiente:


“Artículo 11.- Los Directores tendrán derecho a una dieta, que será establecida por el Ministerio de Hacienda y revisada por éste con una periodicidad no superior a dos años. Para estos efectos, el Ministro de Hacienda deberá considerar como arancel de referencia la dieta promedio de un director de empresa pública, pudiendo asimismo incluir, en las dietas que proponga, componentes relativos a la participación en comités y al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño de la Empresa.


Quienes se desempeñen simultáneamente como Directores de Televisión Nacional de Chile y de una o más de sus filiales, recibirán la dieta establecida de conformidad al inciso anterior, aumentada en un 50%.”.


Se hace presente que se considera que las materias que la indicación en examen trata se relacionan directamente con la administración financiera del Estado, vulnerado de esa forma la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 31 bis como inadmisible.


Sin perjuicio de lo anterior, se subraya que parte del texto de la misma fue incorporado en la indicación N° 1.K, del Ejecutivo, antes aprobada.

Indicaciones Nos 32 y 33


32.- De la ex Senadora señora Matthei, y 33.- De los Honorables Senadores señores Coloma y Larraín, y del ex Senador señor Novoa, para reemplazar, en el inciso primero, la denominación “Presidente Ejecutivo” por “Director Ejecutivo”.


En votación las indicaciones Nos 32 y 33, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, las rechazó.
Indicaciones Nos 34 y 35


34.- De la Ex Senadora señora Matthei, y 35.- De los Honorables Senadores señores Coloma y Larraín, y del ex Senador señor Novoa, para eliminar el inciso segundo.


En votación las indicaciones Nos 34 y 35, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, las rechazó.
- - - - - - - -

NÚMERO…,  NUEVO

Artículo 12


El artículo 12 de la ley Nº 19.132, señala que son causales de cesación en el cargo de Director, las siguientes:


a) Expiración del plazo por el que fue nombrado. Ello no obstante, éste será prorrogado hasta el nombramiento de su reemplazante.


b) Renuncia, aceptada por el Presidente de la República.


c) Incapacidad síquica o física para el desempeño del cargo.


d) Sobreveniencia de alguna causal de inhabilidad. El Director que adquiera una calidad que lo inhabilite para desempeñar el cargo, cesará automáticamente en él.


e) Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como Director. Serán faltas graves, entre otras, la inasistencia injustificada a tres sesiones consecutivas o a seis sesiones del Directorio, ordinarias o extraordinarias, durante un semestre calendario; y no guardar la debida reserva que establece el artículo 9° sobre la información relativa a la empresa.


La existencia de las causales establecidas en las letras c) y d), si hubiere discusión sobre la sobreveniencia de la inhabilidad, y e) precedentes, serán declaradas por el Pleno de la Corte de Apelaciones de Santiago, a requerimiento del Directorio; o del Ministro Secretario General de Gobierno en el caso de la letra e), o de cualquier persona en el caso de la letra d).


El requerimiento deberá hacerse por escrito, acompañándose todos los elementos de prueba que acrediten la existencia de la causal. Se dará traslado al afectado por el término fatal de 10 días hábiles para que exponga lo que estime conveniente en su defensa. Vencido este plazo, con o sin la respuesta del afectado, se decretará autos en relación y la causa, para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. Tratándose de la causal de la letra c), la Corte, como medida para mejor resolver, podrá decretar informe pericial.


A este numeral, nuevo, se presentaron 2 indicaciones signadas con los Nos 1.L y 1.11.
Indicación Nº 1.L


1.L.- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar un N° 12, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente los demás:


“12) Reemplázase el artículo 12 por el siguiente:


“Artículo 12.- Son causales de cesación en el cargo de Director de aquellos que se refiere la letra b) del artículo 4°, las siguientes:


a) Expiración del plazo o período por el que fue nombrado, sin perjuicio de mantenerse en funciones hasta el nombramiento de su reemplazante. 


b) Renuncia aceptada por el Presidente de la República.


c) Incapacidad síquica o física para el desempeño del cargo.


d) Alguna causal sobreviniente de inhabilidad o incompatibilidad.


e) Inasistencia injustificada a cuatro o más sesiones ordinarias del Directorio en un año calendario. 


f) Haber maliciosamente incluido datos inexactos u omitido información relevante en cualquiera de las declaraciones de patrimonio o intereses, o en su declaración jurada de incompatibilidades e inhabilidades.


g) Haber incurrido en alguna infracción o incumplimiento grave de las prohibiciones o deberes a que se refiere la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas; o haber incumplido en forma grave y manifiesta los deberes y obligaciones contemplados en esta ley, como el deber de reserva establecido en el artículo 9°.


h) Haber votado favorablemente acuerdos de la Empresa que impliquen un grave y manifiesto incumplimiento de los estatutos o de la normativa legal que le es aplicable o que le causen daño patrimonial significativo a ésta.


La existencia de las causales establecidas en las letras c) y d), si hubiere discusión sobre una inhabilidad sobreviniente, y en las letras e) a la h), serán declaradas por el Pleno de la Corte de Apelaciones de Santiago, a requerimiento del Directorio; o del Ministro Secretario General de Gobierno en conjunto con el Ministro de Hacienda, en el caso de la letras e), f) y h); o de cualquier persona en el caso de la letra d).


El requerimiento deberá hacerse por escrito, acompañándose todos los elementos de prueba que acrediten la existencia de la causal. Se dará traslado al afectado por el término fatal de diez días hábiles para que exponga lo que estime conveniente en su defensa. Vencido este plazo, con o sin la respuesta del afectado, se ordenará traer autos en relación. La causa, para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. Tratándose de la causal de la letra c), la Corte podrá decretar informe pericial como medida para mejor resolver.”.”.


En discusión esta indicación, el Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, expresó que la misma recoge todas las causales de cesación actualmente vigentes en la ley (en su artículo 12) y agrega cuatro nuevas (letras e), f), g) y h)).


Asimismo, se dispone que las inhabilidades contempladas en las letras c) a la h) deban ser calificadas por el Pleno de la Corte de Apelaciones de Santiago, no siendo operativas de forma automática, por ser ello impracticable.


A su vez, explicó que se otorga al Ministerio de Hacienda legitimación activa para requerir por las inhabilidades contempladas en las letras e), f) y h), mientras que se dispone de una acción popular para el caso de la inhabilidad consagrada en la letra h).


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, consultó la razón de incorporar la intervención del Ministerio de Hacienda en este ámbito.


El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, señaló que ello responde a que exista un acuerdo interministerial antes de que por parte del Ejecutivo se requiera ante tribunales, por lo que se exige un cierto consenso al respecto entre las Carteras de Estado (SEGEGOB y Hacienda).


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió aprobar la indicación, dejando pendiente sólo la letra d).


En votación la indicación N° 1.L, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la aprobó sin modificaciones, dejando pendiente la votación de la letra d) de la presente propuesta.


Posteriormente, la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, manifestó que el Ejecutivo no pretende innovar en el punto, en tanto, en su opinión, la redacción de la letra d) en comento, es coherente con lo aprobado en el resto del articulado relacionado.

En votación la letra d) del texto de la indicación N° 1.L, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier, Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la aprobó sin enmiendas.


Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, el texto de la presente indicación se encontraría contemplado en el número 13) del presente proyecto de ley.
Indicación Nº 1.11


1.11.- De S.E. la Presidenta de la República, para contemplar el siguiente Nº 11), nuevo:


11. Reemplázase el artículo 12, por el siguiente: 


“Artículo 12.- Son causales de cesación en el cargo de Director, las siguientes:


1.- Expiración del plazo o periodo por el que fue nombrado.


2.- Aceptación por parte del Directorio de la renuncia presentada.


3.- Incapacidad legal sobreviniente para el desempeño del cargo.


4.- Sobreviniencia de alguna causal de inhabilidad o incompatibilidad.


5.- Inasistencia injustificada a cuatro o más sesiones ordinarias del Directorio en un año calendario.


6.- Haber incluido maliciosamente datos inexactos o haber omitido maliciosamente información relevante en cualquiera de las declaraciones de patrimonio o intereses, o en la declaración jurada de incompatibilidades e inhabilidades a las que se refiere el artículo 4° de esta ley.


7.- Haber infringido alguna de las prohibiciones o incumplido alguno de los deberes a que se refiere la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas; o haber incumplido en forma grave y manifiesta los deberes y obligaciones contemplados en esta ley.


8.- Haber votado favorablemente acuerdos de la Empresa que impliquen un grave y manifiesto incumplimiento de los Estatutos o de la normativa legal que le es aplicable o que le causen daño patrimonial significativo a ésta.


El Director respecto del cual se verificare alguna de las causales contenidas en los numerales 1 y 2 del inciso precedente, cesará automáticamente en su cargo. 


Respecto de los Directores designados de conformidad al literal b) del inciso primero del artículo 4° de la presente ley, será el Pleno de la Corte de Apelaciones de Santiago quien declare la existencia de las causales establecidas en los numerales 3 al 8, siempre y cuando el director implicado no se hubiese allanado. Dicha declaración se hará a requerimiento del Directorio; o de los Ministros de Hacienda y Secretario General de Gobierno, quienes deberán actuar en conjunto. Adicionalmente, para el caso del numeral 4, cualquier persona podrá solicitar su declaración. 


El requerimiento deberá hacerse por escrito, acompañándose todos los elementos de prueba que acrediten la existencia de la causal. Se dará traslado al afectado por el término fatal de 10 días hábiles para que exponga lo que estime conveniente en su defensa. Vencido este plazo, con o sin la respuesta del afectado, se decretará autos en relación.   La causa, para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. Tratándose de la causal del numeral 3, la Corte, como medida para mejor resolver, podrá decretar informe pericial. 


El director designado de conformidad a lo establecido en la letra a) del inciso primero del artículo 4° de esta ley, se encontrará sujeto a la libre remoción del Presidente de la República.".


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

- - - - - - - - - 

NÚMERO 7)

Artículo 13


El artículo 13 de la ley Nº 19.132, indica que el Directorio de Televisión Nacional de Chile sesionará con la mayoría de sus miembros en ejercicio y adoptará sus acuerdos por mayoría de votos de sus miembros presentes.


Ello no obstante, se requerirá la concurrencia de los quórum especiales que se señalan para adoptar acuerdos en la siguientes materias:


1) Voto favorable de cinco de los Directores en ejercicio para: designar o remover al Vicepresidente del Directorio; designar o remover al Director Ejecutivo de la Corporación; enajenar, gravar o arrendar concesiones de servicios de telecomunicaciones; recabar de la Corte de Apelaciones de Santiago la declaración de existencia de las causales de cesación en los cargos establecidos en las letras c), d) y e) del artículo 12; constituir o participar en sociedades en los términos del artículo 22 de esta ley, y retener todo o parte de las utilidades anuales, en los términos del artículo 26 de esta ley.


2) Voto favorable de la mayoría absoluta de los Directores en ejercicio para: adquirir, gravar o enajenar bienes raíces o derechos constituidos sobre ellos; vender, ceder, transferir o arrendar bienes del activo inmovilizado de la empresa cuyo valor exceda de 500 unidades tributarias mensuales; designar o sustituir al ejecutivo que deba reemplazar al Director Ejecutivo en caso de ausencia o imposibilidad transitoria de éste para desempeñar el cargo, y designar o remover, a proposición del Director Ejecutivo, a los ejecutivos de la empresa.


El Directorio sesionará en forma ordinaria o extraordinaria. Son sesiones ordinarias aquellas que determine el propio Directorio para días y horas determinadas, en las cuales se tratarán todas las materias que el Presidente incluya en la tabla respectiva, la que deberá ser comunicada a los Directores con no menos de 24 horas de anticipación a la fecha de la sesión. El Directorio no podrá establecer más de dos sesiones ordinarias por mes.


Son sesiones extraordinarias aquellas en que el Directorio es convocado especialmente para conocer exclusivamente de aquellas materias que motivan la convocatoria. Esta podrá ser a iniciativa del Presidente o a requerimiento escrito de tres Directores, a lo menos. La citación a sesión extraordinaria deberá hacerse con una anticipación no inferior a 48 horas y deberá contener expresamente las materias a tratarse en ella.


El número 7) del proyecto de ley aprobado en general, es del siguiente tenor:


“7) En el inciso tercero del artículo 13 eliminase la oración “El Directorio no podrá establecer más de dos sesiones ordinarias por mes.”.


A este numeral y artículo se presentaron 7 indicaciones signadas con los Nos 1.M., 1.N, 1.12., 35 bis, 35 ter, 35 quáter y 36.
Indicación Nº 1.M


1.M.- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar un N° 13, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente los demás:


“13) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 13:


i. Sustitúyese, en el encabezado del inciso segundo, el artículo “la” la segunda vez que aparece por “las”.


ii. Intercálase en el número 1) del inciso segundo la frase “aprobar el Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública;”, luego de los dos puntos y antes de la frase “designar o remover al Vicepresidente del Directorio”.


iii. Reemplázase en el número 1) del inciso segundo la palabra “Corporación” por la palabra “empresa”.  


iv. Reemplázase en el número 1) del inciso segundo la frase “las letras c), d) y e) del artículo 12” por la frase “las letras c) a la h) del artículo 12”.



v. Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “El Directorio no podrá establecer más de dos sesiones ordinarias por mes”, por la frase “El Directorio deberá establecer, al menos, una sesión ordinaria por mes”.


vi. Agrégase en el artículo 13 el siguiente inciso final, nuevo: 


“El Directorio deberá constituir un comité de directores que tendrá las mismas facultades y deberes que se contemplan en el artículo 50 bis de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas, el que deberá poner especial atención a las operaciones realizadas entre partes relacionadas, velando porque éstas tengan como objeto contribuir directamente al interés societario de la empresa. Estas operaciones deberán estar ajustadas en precio, términos y condiciones a aquéllas que prevalezcan en el mercado al tiempo de su aprobación. Todo lo anterior, se entenderá sin perjuicio de la facultad del Directorio de constituir otros comités para los fines que estime necesarios.”.”.


En discusión esta indicación, el Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, manifestó que la misma reconoce las nuevas competencias que tendrá el Directorio de Televisión Nacional de Chile.


Así, indicó que se establece que la aprobación del Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública de TVN requiera de cinco votos a favor de Directores en ejercicio (ordinal 1).


A su vez, y en tanto la dieta ser ahora dinámica (luego de la aprobación de la indicación N° 1.K), se dispone de un mecanismo que desincentiva la celebración de sesiones extras por parte del Directorio, a fin de que este último organismo sesione las veces que necesite y no en más oportunidades.


Por otra parte, y a fin de evitar la existencia de subsidios cruzados entre TVN y sus filiales, se explicita el deber de sujeción de esta última a las normas de la ley N° 18.046, de sociedades anónimas, en concreto, a la obligación de constituir un comité de directores para tal efecto. En tal sentido, resaltó que dicho comité actualmente ya existe en la estación pública, por lo que sólo se estaría formalizando su existencia en el marco de la antedicha normativa legal.


En votación la indicación N° 1.M, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Ossandón y Girardi, la aprobó sin modificaciones.



Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, el texto de la presente indicación se encontraría contemplado en el número 14) del presente proyecto de ley.
- - - - - - -

Indicación Nº 1.N


1.N.- De S.E. la Presidenta de la República, para eliminar el N° 7), que ha pasado a ser 14).


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió aprobarla, por ser concordante con lo ya aprobado en el artículo 13.



Sin perjuicio de lo anterior, hizo presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, la eliminación a que hace referencia la indicación debe ser entendida hecha al número 15).


En votación la indicación N° 1.N, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.

Indicación Nº 1.12


1.12.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el Nº 7), por el siguiente Nº 12):


12. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 13:


i. Sustitúyese, en el encabezado del inciso segundo, la expresión “la”, por “las”.


ii. Reemplázase, en el numeral 1) del inciso segundo, la expresión “cinco”, por “seis”.


iii. Reemplázase, en el numeral 1) del inciso segundo, la frase “establecidos en las letras c), d) y e) del artículo 12”, por “establecidas en los numerales 3, 4 y 5 del artículo 12”.


iv. Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “El Directorio no podrá establecer más de dos sesiones ordinarias por mes”, por la frase “El Directorio deberá establecer al menos una sesión ordinaria por mes”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
Indicación Nº 35 bis


35 bis.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para intercalar un nuevo número 1) al artículo 13, pasando el actual 1) a ser 2) y modificando el orden correlativo en lo sucesivo, del siguiente tenor:


“1) Voto favorable de seis de los Directores en Ejercicio para fijar un porcentaje de al menos un 33 % de la producción nacional que se emita o transmita por las concesiones de radiodifusión de la Empresa, corresponda a creación audiovisual de autores nacionales de producción independiente a Televisión Nacional de Chile. Dentro de este porcentaje deberá incluir de manera específica un porcentaje para películas nacionales incluyendo largometrajes, documentales y cortometrajes, todas de creación no anterior a cinco años calendario.


Sin perjuicio de lo señalado en el inciso precedente, no podrán formar parte de este porcentaje de producción independiente, las tandas comerciales, los programas misceláneos, los programas informativos ni los noticieros, los programas deportivos, la telerealidad y todo tipo de promociones y autopromociones.”.


La presente indicación dispone de nuevas atribuciones para el Directorio de TVN, por lo que crean una función ex novo para la empresa estatal, afectando la iniciativa exclusiva presidencial.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 35 bis como inadmisible.

Indicación Nº 35 ter

35 ter.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para suprimir en el número 1) del artículo 13, la expresión “enajenar,”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que, contrario a lo que podría pensarse, la modificación que introduce la misma facilitaría la enajenación de los bienes de Televisión Nacional de Chile, en tanto no requeriría el voto favorable de cinco Directores para ello.


En votación la indicación N° 35 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 35 quáter


35 quáter.- Del Honorable Senador señor Girardi, para suprimir en el número 1) del artículo 13, la frase “enajenar, gravar o”.


El Honorable Senador señor Girardi, en su calidad de autor de la presente indicación, la retiró.

Indicación Nº 36

36.- De la Honorable Senadora señora Allende, para sustituir el número 7, por el siguiente:


“7) Modifícase el artículo 13, de la siguiente manera:


a) En el inciso tercero, elimínase la oración “El Directorio no podrá establecer más de dos sesiones ordinarias por mes.”.


b) Incorpórase el siguiente inciso final, nuevo:


“Las actas, votaciones y acuerdos del Directorio, sus procedimientos, documentos y antecedentes fundantes serán públicos. Excepcionalmente, el Directorio, a propuesta del director y con el voto favorable de dos tercios de los directores, podrá declarar reservada la sesión o parte de ella, cuando esta publicidad afecte el debido funcionamiento de la empresa, su competitividad, los derechos de las personas o el interés nacional. En todo caso, deberá dejarse constancia en el libro de actas del Directorio tanto de la decisión, como de los fundamentos en que se basa y votación del directorio.”.”.


La presente indicación establece nuevas funciones y atribuciones al Directorio de TVN, por lo que se considera que vulnera la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 36 como inadmisible.

- - - - - - - - 

NÚMERO…,  NUEVO

Artículo 14


El artículo 14 de la ley Nº 19.132, dispone que Televisión Nacional de Chile sólo podrá celebrar actos o contratos en los que uno o más Directores tengan interés por sí o como representantes de otra persona, cuando dichas operaciones sean conocidas y aprobadas por el Directorio y se ajusten a condiciones de equidad similares a las que habitualmente prevalecen en el mercado.


Se presume de derecho que existe interés de un Director en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir el mismo, su cónyuge o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, o las sociedades o empresas en las cuales sea director o dueño directo, o a través de otras personas naturales o jurídicas, de un 10% o más de su capital.


La infracción a este artículo no afectará la validez de la operación. Sin embargo, la empresa, sin perjuicio de las sanciones administrativas y penales que correspondan, tendrá derecho a exigir indemnización por los perjuicios ocasionados y a que se reembolse a la Corporación, por el Director interesado, una suma equivalente a los beneficios que a éste, a sus parientes o a sus representados les hubiere reportado tal negociación. Igual derecho tendrán los terceros que resultaren afectados por ésta.


A este numeral, nuevo, se presentaron 2 indicaciones signadas con los Nos 1.O. y 1.13.
Indicación Nº 1.O


1.O.- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar un N° 14, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente los demás:


“14) Modifícase el artículo 14 en el siguiente sentido:


i. Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “Corporación” por “empresa”


ii. Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:


“Se presume de derecho que existe interés de un Director en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir el mismo, su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el cuarto grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, con sociedades de personas de las que aquéllos o éstas formen parte, con sociedades comanditas por acciones o anónimas cerradas en que aquéllos o éstas sean accionistas, con sociedades anónimas abiertas en que aquéllos o éstas sean dueños de acciones que representen el 10% o más del capital, con los gerentes, administradores, representantes o directores de cualquiera de las sociedades antedichas.”.”.


iii. Sustitúyase, en su inciso tercero, la expresión “Corporación” por “empresa”.


En discusión esta indicación, el Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, señaló que lo central de la misma reside en reemplazar, en el inciso segundo del artículo 14, la presunción de derecho sobre la existencia de interés, explicitándose a su vez, las relaciones de parentesco afectas a la prohibición establecida en tal precepto.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió aprobarla pero reemplazando la alusión del “cuarto grado de consanguinidad” por el de “segundo grado de consanguinidad”, a fin de ser coherente con las demás modificaciones efectuadas en este ámbito.

En votación la indicación N° 1.O, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la aprobó con modificaciones, reemplazando en su ordinal ii el término “cuarto” por “segundo”.


Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, el texto de la presente indicación se encontraría contemplado en el número 15) del presente proyecto de ley.
Indicación Nº 1.13


1.13.- De S.E. la Presidenta de la República, para consultar el siguiente Nº 13), nuevo:


13. Reemplázase el inciso segundo del artículo 14, por el siguiente:


“Se presume de derecho que existe interés de un Director en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir el mismo, su cónyuge o conviviente civil,  hijo, adoptado o sus parientes hasta el segundo cuarto grado de consanguinidad o segundo de afinidad inclusive, con sociedades de personas de las que aquéllos o éstas formen parte, con sociedades comanditas por acciones o anónimas cerradas en que aquéllos o éstas sean accionistas, con sociedades anónimas abiertas en que aquéllos o éstas sean dueños de acciones que representen el 10% o más del capital, con los gerentes, administradores, representantes o directores de cualquiera de las sociedades antedichas.”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
- - - - - - - 

NÚMERO 8)

Artículo 15


El artículo 15 de la ley Nº 19.132, señala que de toda deliberación y acuerdo del Directorio se deberá dejar constancia en un libro de actas, que deberá ser foliado correlativamente y al cual se incorporarán por estricto orden de ocurrencia, sin que se dejen fojas o espacios en blanco. Las actas se podrán escriturar por cualquier medio que garantice su fidelidad, quedando estrictamente prohibido hacer intercalaciones, supresiones o adulteraciones que puedan afectarlas.


El acta deberá ser firmada por todos los Directores que hubieren concurrido a la sesión. Si alguno de ellos falleciere o se imposibilitare, por cualquier causa, para firmarla, se dejará constancia en la misma de la respectiva circunstancia o impedimento.


El acta se entenderá aprobada desde el momento en que sea suscrita por los Directores que asistieron a la sesión, salvo la existencia de alguna de las situaciones establecidas en el inciso precedente. Los acuerdos contenidos en el acta sólo se podrán llevar a efecto una vez aprobada ésta.


Se entenderá aprobada el acta desde el momento de su firma y, desde esa fecha, se podrán llevar a efecto los acuerdos a que ella se refiera.


El Director que quiera salvar su responsabilidad por algún acto o acuerdo del Directorio, deberá hacer constar en el acta su oposición. Igualmente, antes de firmarla, todo Director tiene el derecho de consignar en ella las inexactitudes u omisiones que contenga, según su opinión.


El número 8) del proyecto de ley aprobado en general, agrega al final del inciso cuarto del artículo 15, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente expresión: “Salvo que por acuerdo del Directorio se haya convenido ejecutar determinadas gestiones de inmediato, sin esperar la total tramitación del  acta, en cuyo caso, se podrá hacer desde que el acta es firmada por el Secretario del  Directorio.


A este numeral se presentó 1 indicación signada con el No 1.P.
Indicación Nº 1.P


1.P.- De S.E. la Presidenta de la República, para eliminar el N° 8), que ha pasado a ser 15).


En discusión esta indicación, el Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, explicó que la misma pretende eliminar una atribución que no se aviene a los poderes del Directorio, a saber, la posibilidad de implementar acuerdos de manera previa a la completa tramitación de las actas.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que, sin perjuicio de lo anterior, se debe determinar con precisión desde qué momento las actas adquieren valor legal.


Sin perjuicio de lo anterior, no se mostró partidario de la supresión de tal facultad, en tanto esta última, en su opinión, flexibiliza la labor del Directorio cuando las necesidades así lo requieran.


Se hace presente que con fecha 30 de junio del año en curso, S.E. la Presidenta de la República, en su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.



Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, y el retiro de la presente de la indicación, se sugirió incorporar el número 8) del texto aprobado en general bajo el número 16), sin enmiendas, a fin de mantener la correlación de los numerales del artículo único del proyecto de ley.

La Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, aprobó la propuesta anteriormente referida. Lo anterior, en conformidad a lo dispuesto al inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

NÚMERO 9)

Artículo 16


El artículo 16 de la ley Nº 19.132, indica que corresponde al Directorio la administración y representación de la Corporación, con las más amplias y absolutas facultades y sin otras limitaciones que aquellas que expresamente se establecen en esta ley.


El Directorio, además, deberá:


a) Designar, en su primera sesión y de entre sus miembros, al Director que se desempeñará como Vicepresidente de la Corporación. Esta designación se hará en sesión especialmente convocada al efecto y el nombramiento deberá contar con no menos de cinco votos favorables de los Directores en ejercicio. El Vicepresidente reemplazará al Presidente en caso de ausencia o imposibilidad transitoria de éste para ejercer el cargo.


b) Designar al Director Ejecutivo de la empresa y al ejecutivo que deba reemplazarlo transitoriamente en caso de ausencia o imposibilidad temporal de éste para el ejercicio del cargo. El Director Ejecutivo se designará o removerá en sesión especialmente convocada al efecto y el acuerdo deberá contar con el voto favorable de no menos de cinco Directores en ejercicio. La designación o sustitución de quien reemplace al Director Ejecutivo, también se hará en sesión especialmente convocada al efecto, pero el acuerdo sólo requerirá del voto favorable de la mayoría absoluta de los Directores en ejercicio.


c) Dictar los reglamentos y normas que estime conveniente para regular la organización interna de la empresa y su adecuado funcionamiento.


d) Dictar las normas y pautas generales relativas a la programación de televisión, con estricta sujeción a las normas que establece la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión.


e) Establecer y modificar las plantas del personal; fijar y determinar sus remuneraciones y beneficios, y aprobar los reglamentos internos de trabajo que someta a su decisión el Director Ejecutivo.


f) Aprobar y modificar los presupuestos anuales de ingresos, gastos e inversiones, y establecer las normas necesarias para controlar su cumplimiento.


g) Pronunciarse sobre los estados financieros trimestrales y anuales que debe presentarle el Director Ejecutivo, conforme a las normas establecidas por el Directorio y a los principios y sistemas de contabilidad aplicables a las sociedades anónimas abiertas.


h) Aprobar la creación de oficinas, agencias o representaciones dentro del país o en el extranjero.


El Directorio podrá conferir poderes generales al Director Ejecutivo y especiales a otros ejecutivos o a abogados de la empresa y, para casos específicos y determinados, a terceras personas. Estos poderes los podrá revocar y limitar en cualquier momento, sin expresión de causa.


En caso alguno el Directorio podrá:


1) Constituir a la Corporación en aval, fiadora o co-deudora solidaria de terceras personas, naturales o jurídicas.


2) Celebrar acto o contrato alguno que implique, legalmente o de hecho, facultar a un tercero para que administre en todo o parte los espacios televisivos que posea la Corporación o haga uso de su derecho de transmisión con programas y publicidad propias. Esta prohibición no obsta a acuerdos puntuales y esencialmente transitorios destinados a permitir la transmisión de determinados eventos en conjunto siempre que cada concesionaria mantenga su individualidad y responsabilidad por la transmisión que se efectúa.


3) Efectuar donaciones.


El número 9) del proyecto de ley aprobado en general, es del siguiente tenor:


“9) En el artículo 16:


a) Intercálase, la siguiente letra c), nueva, adecuándose los literales de manera correlativa:


“c) Supervisar el cumplimiento cabal de las finalidades de Televisión Nacional de Chile, en conformidad a lo dispuesto en el artículo 3°.”.


b) Agrégase, a continuación de la actual letra h), que pasó a ser letra i), el siguiente literal:


“j) Elaborar las pautas generales para evaluar la gestión del Director Ejecutivo.”.


A este numeral se presentaron 4 indicaciones signadas con los Nos 1.Q., 1.14., 37 y 38.
Indicación Nº 1.Q


1.Q.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el N° 9), que ha pasado a ser 15), por el siguiente, reordenándose correlativamente los demás:


“15) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 16:


i. Sustitúyase, en su inciso primero la expresión “Corporación” por empresa”.


ii. Reemplázase, en la letra a) del inciso segundo, la frase “de la Corporación” por la expresión “del Directorio”.


iii. Agrégase en la letra a) del inciso segundo la siguiente frase final: “La remoción del Vicepresidente seguirá las mismas reglas.”.


iv. Elimínase en la letra a) del inciso segundo la frase “y el nombramiento deberá contar con no menos de cinco votos favorables de los Directores en ejercicio”.


v. Intercálase en la letra b) inciso segundo la expresión “o remover” entre la palabra “Designar” y la frase “al Director Ejecutivo de la empresa”.


vi. Elimínase en la letra b) del inciso segundo la frase “y el acuerdo deberá contar con el voto favorable de no menos de cinco Directores en ejercicio”.


vii. Elimínase en la letra b) del inciso segundo la frase “, pero el acuerdo sólo requerirá el voto favorable de la mayoría absoluta de los Directores en ejercicio”.


viii. Agrégase, en el inciso segundo, la siguiente letra i), nueva, del siguiente tenor:


“i) Determinar la creación de sociedades o empresas filiales para el cumplimiento del giro y de la misión pública de la empresa que establece la ley, aprobar sus estatutos, y velar siempre por la debida eficiencia en la administración de dichas entidades con el objetivo de que éstas puedan generar recursos propios para su financiamiento. La creación de sociedades o empresas filiales deberá satisfacer siempre las exigencias establecidas en el artículo 22.”.


ix. Agrégase, en el inciso segundo, la siguiente letra j), nueva, del siguiente tenor:


“j) Designar o remover a los Directores que representen a Televisión Nacional de Chile en las sociedades filiales que cree.”.


x. Sustitúyase, en el numeral 1) del inciso cuarto, la expresión “Corporación” por “empresa”.


xi. Modifícase el numeral 2) del inciso cuarto en el siguiente sentido:


a) Sustitúyase la expresión “Corporación” por empresa”.


b) Intercálase, entre la expresión “con programas y publicidad propias” y el punto seguido (.) la frase “, a menos que se trate de empresas o personas jurídicas filiales.”.”.


En discusión esta indicación, el Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, señaló que la misma persigue reordenar las atribuciones del Directorio.


En efecto, agregó, se explicita la posibilidad de remoción del Director ejecutivo de TVN y se eliminan todas las remisiones referentes a quórums de votación, los que quedan contemplados en el artículo 13.


A su vez, añadió, en el ordinal viii se contempla la posibilidad de creación de sociedades o empresas filiales, sujeta a las exigencias fijadas por el artículo 22 (incorporado por la indicación N° 1.U del Ejecutivo).


Por último, se dispone de una excepción para que las filiales de TVN puedan transmitir programas o publicidad de la señal principal de la estación pública.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió, a fin de establecer coherencia en este ámbito, que las filiales de TVN, a su vez, puedan traspasar contenidos a la señal principal del canal, especialmente si la señal cultural se enmarcará dentro de una de las concesiones que la ley le ha otorgado a Televisión Nacional de Chile.


En votación la indicación N° 1.Q, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.



Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, y la conservación del número 8), que pasó a ser 16), del texto aprobado en general, la presente indicación se encontraría contemplada con el número 17) del presente proyecto de ley.
Indicación Nº 1.14


1.14.- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el Nº 9), por el siguiente Nº 14):


14. Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 16:


i. Reemplázase, en la letra a) del inciso segundo, la expresión “cinco”, por “seis”.


ii. Reemplázase, en la letra b) del inciso segundo, la expresión “cinco”, por “seis”. 


iii. Agréganse, en el inciso segundo, las letras i), j), y k) nuevas, del siguiente tenor:


“i) Determinar la creación de sociedades o empresas filiales para el cumplimiento del giro y de la misión pública de la empresa que establece la ley, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 2° bis, y de aquellas a que se refiere el inciso tercero del artículo 22. Deberá, además, aprobar sus estatutos, velando siempre por la debida eficiencia en la administración de dichas entidades con el objetivo que éstas puedan generar recursos propios para su financiamiento. 


j) Designar al representante legal de las sociedades o empresas filiales a las que se refiere el literal anterior. 


k) Designar, de conformidad al artículo 36, a los directores de la filial administradora de la concesión educativa y cultural, y a los directores de las otras filiales que se constituyan en virtud del artículo 2°.”.


iv. Intercálase, en el numeral 2) del inciso cuarto, entre la expresión “con programas y publicidad propias” y el punto seguido (.) la frase “, a menos que se trate de empresas o personas jurídicas filiales”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

Indicación Nº 37


37.- De la Honorable Senadora señora Allende, para intercalar, a continuación de la letra a), la siguiente, nueva:


“…) Agrégase, en la letra d), la siguiente oración final: “El Directorio deberá elaborar e implementar sistemas e indicadores públicos que permitan evaluar la calidad y diversidad de las metas programáticas de TVN de cara al cumplimiento de su misión.”.”.


La presente indicación dispone de nuevas atribuciones para el Directorio de TVN, por lo que crean una función ex novo para la empresa estatal, afectándose de esa forma la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 37 como inadmisible.

- - - - -

Indicación Nº 38


38.- De la Honorable Senadora señora Allende, para agregar, a continuación de la actual letra b), la siguiente, nueva:


“…) Incorpórase la siguiente letra k), nueva:


“k) Elaborar un informe anual de gestión que dé cuenta del cumplimiento de los objetivos cuantitativos y cualitativos de cara a su misión como televisión pública, el cual será remitido al Senado de la República para su aprobación. Adicionalmente elaborará y enviará un preinforme en septiembre de cada año en el cual se dará cuenta del avance de las metas de gestión del año calendario correspondiente.”.”.


Por los mismos argumentos señalados para el caso de la indicación N° 37, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 38 como inadmisible.
- - - - - - - - 

NÚMERO…, NUEVO

Indicación Nº 1.15


1.15.- De S.E. la Presidenta de la República, para consultar el siguiente Nº 15), nuevo:


15. Agrégase un nuevo subtítulo al párrafo 1° del Título II, con la letra h), del siguiente tenor:

“h) Del comité de directores”.



Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
- - - - - - - 

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 16 bis, nuevo

Indicación Nº 1.16

1.16.- De S.E. la Presidenta de la República, para contemplar el siguiente Nº 15), nuevo:


16. Intercálase un artículo 16 bis, nuevo, del siguiente tenor: 


“Artículo 16 bis. El Directorio deberá constituir un comité de directores que tendrá las mismas facultades y deberes que se contemplan en el artículo 50 bis de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas. Lo anterior se entenderá sin perjuicio de la facultad del Directorio de constituir otros comités para los fines que estime necesarios, en especial, comités relacionados y enfocados en materias de auditoría; gestión financiera; contratos e inversiones; remuneraciones y compensaciones; seguridad y salud laboral y relación de la Empresa con la cultura y la educación.


El comité de directores obligatorio a que se refiere el inciso precedente, deberá estar integrado, a lo menos, por un director de los nombrados de conformidad al numeral 2 del inciso segundo del artículo 4° de la presente ley. En el evento que éste director cesare en su cargo antes de terminar su período y el otro director nombrado en virtud del mismo numeral no forme parte del comité, será reemplazado temporalmente por éste. Una vez llenada la vacante producida en el Directorio, se deberá realizar la designación definitiva del director que formará parte del comité.


El mencionado comité deberá prestar especial atención a las operaciones realizadas entre partes relacionadas, velando porque éstas tengan como objeto contribuir directamente al interés social de la empresa. Estas operaciones deberán estar ajustadas en precio, términos y condiciones a aquéllas que prevalezcan en el mercado al tiempo de su aprobación.


Los demás comités podrán estar integrados por cualquiera de los directores nombrados de conformidad con lo dispuesto en el artículo 4° de la presente ley.”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

- - - - - - - - -

Indicación Nº 39

39.- De la Honorable Senadora señora Allende, para intercalar el siguiente número, nuevo:


“…) Incorpórase el siguiente artículo 16 bis, nuevo:


“Artículo 16 bis.- El Directorio presentará al Consejo Nacional de Televisión un proyecto programático. El procedimiento de aprobación del proyecto se regirá por las normas relativas a la adjudicación de concesiones fijado en la ley N° 18.838.


El proyecto será revisado con la misma periodicidad prevista para la renovación de las concesiones en dicha ley.”.”.


La presente indicación incorpora una nueva atribución para el Directorio, por lo que se vulnera la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 39 como inadmisible.

- - - - - - - - 

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 17


El artículo 17 de la ley Nº 19.132, señala que existirá un Director Ejecutivo que será designado o removido por el Directorio en la forma y con el quórum establecido en la letra b) del artículo 16.


La remuneración y demás condiciones del contrato de trabajo del Director Ejecutivo serán determinadas por el Directorio en el momento de su designación. Este acuerdo requerirá del voto favorable de la mayoría absoluta de los Directores en ejercicio.


A este numeral, nuevo, se presentó 1 indicación signada con el No 40.
Indicación Nº 40


40.- Del ex Senador señor Gómez, para intercalar el siguiente número, nuevo:


“…) Reemplázase el inciso primero del artículo 17, por el siguiente:


“Artículo 17.- Existirá un Director Ejecutivo que será designado por el Directorio, que durará cuatro años en su cargo, pudiendo ser renovada su designación por igual período. Su designación, renovación o remoción antes de la expiración del plazo de designación será hecha por el Directorio en la forma y con el quórum establecido en la letra b) del artículo 16.”.”.


La presente indicación dispone de nuevas funciones orgánicas, así como nuevas atribuciones, al Directorio de TVN, por lo que se vulnera de ese modo la iniciativa exclusiva presidencial en estas materias.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 40 como inadmisible.
- - - - - - - - 

NÚMERO 10)

Artículo 18


El artículo 18 de la ley Nº 19.132, indica que corresponderá al Director Ejecutivo de Televisión Nacional de Chile la ejecución de los acuerdos del Directorio, la supervisión permanente de la administración y funcionamiento de la empresa y la representación extrajudicial y judicial de la misma, con todas las facultades que se contemplan en el inciso segundo del artículo 7° del Código de Procedimiento Civil.


El Director Ejecutivo, sin necesidad de mención expresa, gozará de todas las facultades de administración necesarias para el cumplimiento y desarrollo del giro normal de la empresa, además de las facultades que el Directorio le delegue expresamente.


Ello no obstante, se requerirá acuerdo previo del Directorio para:


a) Adquirir, gravar y enajenar bienes raíces o derechos constituidos sobre ellos.


b) Enajenar, gravar o arrendar concesiones de servicios televisivos.


c) Vender, ceder, transferir o arrendar bienes del activo inmovilizado de la empresa cuyo valor exceda de 500 unidades tributarias mensuales.


d) Contratar créditos a plazos superiores a un año.


e) Transigir y someter a compromiso.


El número 10) del proyecto de ley aprobado en general, agrega el siguiente inciso final:


“La gestión del Director Ejecutivo será evaluada por el Directorio cada vez que éste así lo requiera.”.


A este numeral se presentaron 4 indicaciones signadas con los Nos 1.R., 41, 40 bis y 40 ter.
Indicación Nº 1.R


1.R.- De S.E. la Presidenta de la República, para eliminar el N° 10), que ha pasado a ser 16).


En discusión esta indicación, el Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, señaló que la supresión propuesta por la misma, responde al hecho de ser el texto aprobado en general redundante, en tanto el Directorio siempre podrá evaluar la gestión del Director Ejecutivo, existiendo quórums específicos para ello.



El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, indicó que, sin perjuicio de lo anterior, se debe hacer presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, la eliminación en debate debiese hacer remisión al número 18) del presente proyecto de ley.

En votación la indicación N° 1.R, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.

Indicación Nº 41


41.- Del Honorable Senador señor Girardi, para intercalar, en su encabezamiento, a continuación de “Artículo 18”, el siguiente texto: “, incorpórase, en el inciso primero, la siguiente oración final: “Al mismo tiempo, velará por la protección de los derechos de todos los contenidos generados por Televisión Nacional de Chile, sean éstos transmitidos en directo, grabados o almacenados por algún medio o forma, así como de los derechos que se hayan comprado o de alguna manera adquiridos o enajenados.”, y”.



El Honorable Senador señor Girardi, en su calidad de autor de la presente indicación, la retiró.
Indicación Nº 40 bis


40 bis.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para suprimir, en el literal b) del inciso segundo del artículo 18, la expresión “enajenar”.


En discusión esta indicación, el Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, señaló que la misma propone eliminar, como requisito previo, el acuerdo del Directorio para que el Director Ejecutivo pueda enajenar concesiones de servicios televisivos.


Sin perjuicio de lo anterior, resaltó que TVN no puede ceder sus transmisiones, salvo a sus filiales, ni puede enajenar concesiones de servicios televisivos, en tanto ser atribuciones fijadas por ley.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, preguntó por el alcance del concepto de “enajenar”.


El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, respondió señalando que tal concepto alude a cualquier limitación al derecho de propiedad o dominio.


El Gerente de Asuntos Legales de Televisión Nacional de Chile, señor Hernán Triviño, indicó que las concesiones de TVN no sólo dicen relación con servicios televisivos, sino que abarcan también otras materias. En tal sentido, expresó que actualmente la estación pública cuenta con 238 concesiones más aquellas referentes a servicios intermedios y a transmisión de datos por vía aérea.


En votación la indicación N° 40 bis, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.

Indicación Nº 40 ter


40 ter.- Del Honorable Senador señor Girardi, para eliminar en la letra b) del artículo 18, la frase “enajenar, gravar o”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió rechazarla, en virtud de los mismos argumentos expresados en el debate de la indicación N° 40 bis.

En votación la indicación N° 40 ter, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.

- - - - - - - 

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 19


El artículo 19 de la ley Nº 19.132, indica que se aplicarán al Director Ejecutivo las normas establecidas en los artículos 5°, 6°, 7°, 8° y 10 de dicha ley. Además, el cargo de Director Ejecutivo es incompatible con la calidad de Director de la empresa.


A este numeral, nuevo, se presentó 1 indicación signada con el No 1.S.
Indicación Nº 1.S


1.S.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar un N° 16), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


“16) Intercálase en el artículo 19 entre la palabra “artículos” y el número “5°”, el número “4 ter”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió aprobarla, en tanto ser de naturaleza meramente formal.


En votación la indicación N° 1.S, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la aprobó sin enmiendas.



Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, y la conservación del número 8), que pasó a ser 16), del texto aprobado en general, la presente indicación se encontraría contemplada con el número 18) del presente proyecto de ley.
- - - - - - - - 

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 20


El artículo 20 de la ley Nº 19.132, señala que el Director Ejecutivo asistirá a las sesiones de Directorio con derecho a voz y responderá con los miembros de éste de todos los acuerdos perjudiciales para la Corporación, a menos que deje expresa constancia en acta de su opinión contraria.


A este numeral, nuevo, se presentó 1 indicación signada con el No 1.T.
Indicación Nº 1.T


1.T.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar un N° 17), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes


“17) Reemplázase en el artículo 20 la palabra “Corporación” por “empresa.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, propuso aprobarla, en tanto ser una adecuación pertinente en la denominación de TVN como empresa y no como corporación.


En votación la indicación N° 1.T, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la aprobó sin enmiendas.



Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, y la conservación del número 8), que pasó a ser 16), del texto aprobado en general, la presente indicación se encontraría contemplada con el número 19) del presente proyecto de ley.
- - - - - - 

NÚMERO…, NUEVO

Indicación Nº 1.17


1.17.- De S.E. la Presidenta de la República, para consultar el siguiente Nº 17), nuevo:


17. Agrégase, en el Título II, un nuevo párrafo 3°, cuyo título sea: 

“Párrafo 3°

Del Consejo Consultivo”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

- - - - - - -

NÚMERO…, NUEVO

Artículos 21 bis y 21 ter, nuevos

Indicación Nº 40 quáter


40 quáter.- Del Honorable Senador señor Girardi, para agregar el siguiente artículo 21º bis, nuevo.


“Artículo 21 bis.- Existirá un Consejo Consultivo del Directorio, cuya función principal será representar a la ciudadanía respecto de la formulación y cumplimiento del Compromiso relativo a  la misión pública del canal. Estará compuesto por hasta 15 integrantes que se desempeñarán ad honorem. Su conformación deberá ser diversa, pluralista y representativa de la sociedad chilena; y sus integrantes durarán 5 años en sus cargos, con posibilidad de ser nuevamente nombrados. 


En todo caso, al Consejo Consultivo le corresponderá ejercer el rol de defensoría de las audiencias y/o públicos, lo que implica recibir, analizar e intermediar ante el director ejecutivo, las quejas y sugerencias de las audiencias en relación a la programación de Televisión Nacional de Chile en cualquiera de sus señales y/o canales de televisión, cualquiera sea la plataforma a través de la cual se difundan.


Mediante acuerdo del Directorio de Televisión Nacional de Chile se determinará la forma de integración de este Consejo,  sus funciones, inhabilidades e incompatibilidades de sus integrantes y demás normas de funcionamiento.”.


La presente indicación contempla la creación de un nuevo organismo en la institucionalidad de Televisión Nacional de Chile, por lo que se considera que vulnera la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.



Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 40 quáter como inadmisible.

Indicación Nº 1.18


1.18.- De S.E. la Presidenta de la República, para consultar el siguiente Nº 18), nuevo:


18. Agréganse los siguientes artículos 21 bis y 21 ter, nuevos:


“Artículo 21 bis.- Existirá un Consejo Consultivo del Directorio, cuya función principal será representar a la ciudadanía respecto de la formulación y cumplimiento del Compromiso relativo a  la misión pública del canal. Estará compuesto por hasta 15 integrantes que se desempeñarán ad honorem. Su conformación deberá ser diversa, pluralista y representativa de la sociedad chilena; y sus integrantes durarán 5 años en sus cargos, con posibilidad de ser nuevamente nombrados. 


Mediante acuerdo del Directorio de Televisión Nacional de Chile se determinará la forma de integración de este Consejo,  sus funciones, inhabilidades e incompatibilidades de sus integrantes y demás normas de funcionamiento.


Artículo 21 ter.- Los costos asociados al funcionamiento general del consejo y los traslados, alojamiento y manutención de los integrantes del Consejo Consultivo que residan fuera de la provincia en que se desarrolle la sesión a la que han sido citados, serán de cargo de Televisión Nacional de Chile.”.



Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
- - - - - - - - - - 

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 22


El artículo 22 de la ley Nº 19.132, señala que el patrimonio inicial de Televisión Nacional de Chile, al momento de entrar en vigencia esta ley, estará constituido por la totalidad de los activos y pasivos de la empresa del mismo nombre creada por la ley N° 17.377, determinados en el balance General a que se refiere el artículo 6° transitorio.


El patrimonio permanente de Televisión Nacional de Chile estará constituido por su patrimonio inicial y por todos los bienes, derechos, acciones, rentas y beneficios, cualquiera sea su naturaleza, que perciba o posea a cualquier título, y por las obligaciones legalmente contraídas en su giro social.


La empresa sólo podrá constituir o formar parte de sociedades cuyo objeto complemente su actividad y cuya existencia sea estrictamente necesaria para el debido desarrollo de las actividades de la Corporación. El acuerdo pertinente deberá contar con el voto conforme de no menos de 5 directores en ejercicio.


A este numeral, nuevo, se presentaron 3 indicaciones signadas con los Nos 1.U., 1.19 y 41 bis.
Indicación Nº 1.U


1.U.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar un N° 18), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


“18) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 22:


i. Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:


“La empresa podrá constituir o formar parte de sociedades cuyo objeto sea necesario para el debido desarrollo de sus actividades, con la debida autorización del Ministerio de Hacienda.”.


ii Agrégase un inciso cuarto, nuevo, del siguiente tenor:


“La empresa o sus sociedades filiales podrán convenir con terceros la cesión, retransmisión o licenciamiento de los derechos que recaigan sobre los contenidos que sean de su propiedad. Con todo, la empresa deberá establecer condiciones competitivas, transparentes, no discriminatorias y verificables de contratación.”.”.


En discusión esta indicación, el Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, indicó que actualmente TVN sólo puede crear empresas o sociedades cuyo objeto complemente su actividad y cuya existencia sea estrictamente necesaria para el debido desarrollo de las actividades de la Corporación.


En atención a lo anterior, explicó, la indicación en examen propone que la creación de empresas o sociedades filiales lo pueda realizar TVN con la debida autorización del Ministerio de Hacienda.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que el núcleo central de la discusión de la presente propuesta radica en definir como razonable o no la intervención del Ministerio de Hacienda, a través de su respectiva aprobación, en la decisión de TVN de creación de filiales. 


En esa línea, sostuvo que se debe argumentar contundentemente la razón de tal postura, en atención de que actualmente la legislación no exige dicha autorización.


Por otra parte, cuestionó la redacción del nuevo inciso cuarto propuesto por el ordinal ii, en tanto, en su opinión, si terceros de la industria estiman que TVN ha infringido las normas de libre competencia, en ellos debe pesar la responsabilidad de hacer presente tal situación ante los Tribunales de Justicia, antes que fijar dicha carga, de antemano, en la estación pública.


El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, en primer lugar, manifestó que la intervención del Ministerio de Hacienda en el particular apunta a que este último posea un mayor grado de conocimiento en las operaciones de TVN en este contexto (creación de filiales).


En segundo término, agregó, la formulación del referido nuevo inciso cuarto se orienta a evitar subsidios cruzados entre Televisión Nacional de Chile y sus filiales, impidiendo que la primera traspase contenidos a las segundas a menores precios que los existentes en el mercado.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, indicó que la discusión con el Ministerio de Hacienda en la tramitación de la Ley de Presupuestos, en lo concerniente a los subsidios que podrán otorgarse a TVN, es suficiente para abordar el punto, siendo satisfactoria, en su opinión, la regulación actual sobre esta materia.


El Honorable Senador señor Girardi, expresó que la visión del Ministerio de Hacienda obstaculiza el desempeño de la estación pública en este punto, siendo un óbice en el despliegue de sus capacidades en el contexto del siglo XXI.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó su disposición a aprobar la presente indicación, pero sin alusiones al Ministerio de Hacienda en este ámbito.


En votación la indicación N° 1.U, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la aprobó con modificaciones, eliminando en su ordinal i la frase “, con la debida autorización del Ministerio de Hacienda”.



Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, y la conservación del número 8), que pasó a ser 16), del texto aprobado en general, la presente indicación se encontraría contemplada con el número 20) del presente proyecto de ley.
Indicación Nº 1.19


1.19.- De S.E. la Presidenta de la República, para contemplar el siguiente Nº 19), nuevo:


19. Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 22:


i. Intercálase, en el inciso segundo, entre las frases “cualquiera sea su naturaleza, que perciba” y “o posea a cualquier título”, la expresión “, reciba”. 


ii. Reemplázase el actual inciso tercero, por los siguientes incisos tercero y cuarto, nuevos:


“De conformidad al literal i) del artículo 16, la empresa sólo podrá constituir o formar parte de otras sociedades, cuyo objeto complemente directamente la ejecución de su giro, cuando cuente con la autorización previa del Ministerio de Hacienda y cuya existencia sea estrictamente necesaria para el debido desarrollo de sus actividades. El acuerdo pertinente deberá contar con el voto conforme de no menos de siete directores en ejercicio.


La empresa, a través de las sociedades filiales que constituya de conformidad al inciso anterior, podrá convenir con otras entidades la cesión de los derechos que recaigan sobre los contenidos que transmita a través de la concesión de carácter educativo y cultural a que se refiere el artículo 35 de esta ley, la retransmisión o el licenciamiento de estos. Para lo anterior, la empresa deberá establecer condiciones de contratación competitivas, transparentes, no discriminatorios y verificables.”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

Indicación Nº 41 bis


41 bis.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar al artículo 22 el siguiente inciso final:


“Televisión Nacional de Chile en ningún caso podrá hipotecar, vender o enajenar parcial o totalmente las concesiones de espectro ni los terrenos que el Estado ceda o haya cedido para su uso propio.”.


La presente indicación se pronuncia acerca de aspectos referentes a las atribuciones de Televisión Nacional de Chile, por lo que infringe la normativa constitucional referente a iniciativa exclusiva presidencial.



Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 41 bis como inadmisible.
- - - - - - - 

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 24


El artículo 24 de la ley Nº 19.132, indica que Televisión Nacional de Chile, en sus actividades financieras, estará sujeta a las mismas normas financieras y tributarias que rigen para las sociedades anónimas abiertas y sus balances y estados de situación deberán ser auditadas por firmas auditoras externas de primera categoría. No se aplicarán a la Corporación las normas de régimen y administración económica que rigen a las empresas del Estado.


A este numeral, nuevo, se presentaron 4 indicaciones signadas con los Nos 1.V., 1.20., 42 y 43.

Indicación Nº 1.V


1.V.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar un N° 19), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


“19) Modifícase el artículo 24 de la siguiente forma: 


i. Reemplázase la frase “auditadas por firmas auditoras externas de primera categoría” por la frase “auditadas por firmas auditoras externas de reconocido prestigio”.


ii. Intercálase entre la expresión “Estado” y el punto y aparte  la siguiente frase “, salvo las excepciones que consagran las normas siguientes”.”.


En discusión esta indicación, el Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, manifestó que la misma apunta a reemplazar la noción de “firmas auditoras externas de primera categoría”, por ser un concepto legal inexistente, por la de “firmas auditoras de reconocido prestigio.


Asimismo, afirmó que la propuesta en examen explicita la referencia a las excepciones en las cuales TVN sí se regirá por normas aplicables a las empresas del Estado.


En votación la indicación N° 1.V, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.



Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, y la conservación del número 8), que pasó a ser 16), del texto aprobado en general, la presente indicación se encontraría contemplada con el número 21) del presente proyecto de ley.
Indicación Nº 1.20


1.20.- De S.E. la Presidenta de la República, para consultar el siguiente Nº 20), nuevo:


20. Suprímese, en el artículo 24, la frase que sigue al punto seguido (.) que pasa a ser final.



Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
Indicación Nº 42


42.- De la Honorable Senadora señora Allende, para intercalar, a continuación del número 10), el siguiente número, nuevo:


“…) Agréganse los siguientes incisos finales en el artículo 24:


“En todo caso, el sistema contable de la corporación deberá permitir la desagregación adecuada de los ingresos y gastos correspondientes al desarrollo de actividades de servicio público respecto de las demás actividades que desarrolle la corporación. Asimismo, deberá reflejar los ingresos percibidos por concepto de desarrollo del servicio de transporte de señales y la prestación de servicios adicionales o complementarios a dichos servicios.


La corporación podrá comprometer la contratación de créditos, previa autorización del Ministerio de Hacienda, mediante decreto dictado bajo la modalidad establecida en el inciso cuarto del artículo 11 de la ley Nº 18.196.


Asimismo, la empresa, para el cumplimiento de sus fines relativos al bien común referidos en el artículo 3° de esta ley, podrá solicitar y recibir recursos fiscales y de instituciones públicas facultadas para promover a través de financiamiento iniciativas al respecto.”.


La presente indicación se pronuncia acerca de aspectos relativos a la administración financiera de la estación pública, por lo que se considera que vulnera la normativa constitucional referente a la iniciativa exclusiva presidencial.



Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 42 como inadmisible.

Indicación Nº 43


43.- Del Honorable Senador señor Girardi, para intercalar, luego del número 10), el siguiente número, nuevo:


“…) Agréganse, al artículo 24, los siguientes incisos segundo y tercero, nuevos:


“No obstante, podrá comprometer la contratación de créditos, mediante decreto dictado bajo la modalidad establecida en el inciso cuarto del artículo 11 de la ley N° 18.196.


Asimismo, la empresa, para el cumplimiento de sus fines relativos al bien común referidos en el artículo 3°, podrá solicitar y recibir recursos fiscales y de instituciones públicas facultadas para promover a través de financiamiento iniciativas al respecto.”.



El Honorable Senador señor Girardi, en su calidad de autor de la presente indicación, la retiró.
- - - - - - - -

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 25


El artículo 25 de la ley Nº 19.132, dispone que Televisión Nacional de Chile, en caso alguno, podrá comprometer el crédito público. Tampoco podrá obtener financiamientos, créditos, aportes, subsidios, fianzas o garantías del Estado o de cualesquiera de sus organismos, entidades o empresas, sino en los casos en que ello fuere posible para el sector privado y en iguales condiciones.


A este numeral, nuevo, se presentaron 3 indicaciones signadas con los Nos 1.W., 1.21 y 43 bis.
Indicación Nº 1.W


1.W.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar un N° 20), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


“20) Reemplázase el artículo 25 por el siguiente:


“Artículo 25.- Televisión Nacional de Chile estará afecta a lo dispuesto en el artículo 44 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre administración financiera del Estado. La respectiva autorización se otorgará mediante decreto exento del Ministerio de Hacienda. Asimismo, le serán aplicables los incisos segundo y cuarto del artículo 11 de la ley N° 18.196 de normas complementarias de la administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria y el inciso segundo del artículo 3 del decreto ley N° 1.056, de 1975, del Ministerio de Hacienda.


Televisión Nacional de Chile informará anualmente, antes del 31 de diciembre, al Ministerio de Hacienda sus Presupuestos de Operación e Inversiones, los que serán exigibles para el procesamiento de las solicitudes de endeudamiento que  la empresa solicite.


Las evaluaciones y autorizaciones contenidas en los incisos anteriores no podrán, en caso alguno, referirse al contenido y programación de la señal principal.


El financiamiento de la empresa deberá ser obtenido a condiciones de mercado y de manera transparente y competitiva, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 37.


Todos los documentos e información presentados por Televisión Nacional de Chile al Ministerio de Hacienda en ocasión de los trámites establecidos en los incisos anteriores tendrán el carácter de reservados para todos los efectos de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.”.”.


En discusión esta indicación, el Honorable Senador señor Girardi, manifestó que en la misma, nuevamente, se advierte la intervención del Ministerio de Hacienda más allá, en su opinión, de su ámbito de competencias.

Lo anterior, agregó, en tanto se asume que Televisión Nacional de Chile es una empresa más, que produce bienes privados como cualquier otra industria, sin considerar la cultura y diversidad social que debe presentar la estructura y composición de la estación a fin de que produzca bienes públicos con visión de futuro.

La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, explicó que la indicación en estudio responde a los cambios que se pretenden introducir a TVN, al endeudamiento al que esta última podrá optar y a los recursos públicos a los que podrá acceder, de ahí, resaltó, la incorporación de ciertos requisitos aplicables a las empresas públicas.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, indicó que el control externo que se haga a TVN, en lo relativo a la conducción de la empresa, implica una intervención de la Dirección de Presupuestos y los sectorialistas, lo que conlleva a una burocracia que entorpece la gestión y el desempeño de la estación pública.

Posteriormente, consultó el alcance de las remisiones normativas presentes en el texto del primer inciso del artículo 25 propuesto.

El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, indicó que el artículo 44 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre administración financiera del Estado, se refiere a la autorización del Ministerio de Hacienda respecto de operaciones que comprometan el crédito público; los incisos segundo y cuarto del artículo 11 de la ley N° 18.196, de normas complementarias de la administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria, dicen relación con la manera de entregar información para acceder al crédito público por parte de la empresa respectiva; y el inciso segundo del artículo 3 del decreto ley N° 1.056, de 1975, del Ministerio de Hacienda, se relaciona con la autorización de esta última Cartera de Estado al momento de que se efectúen los aportes de capital de TVN hacia alguna otra sociedad o empresa (por ejemplo, sus filiales).

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, manifestó su respaldo sólo respecto de la primera remisión normativa (artículo 44 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre administración financiera del Estado), en tanto considerar que la segunda no es necesaria y la tercera resta atribuciones al Directorio de TVN al momento de determinar la creación de filiales para el despliegue de sus actividades.

El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, explicó que el texto de la indicación en examen, en concreto, el inciso primero del artículo 25 que se propone, responde al hecho de mejorar el grado de conocimiento del Ministerio de Hacienda sobre TVN, en concreto de sus estados financieros, antes de autorizar el endeudamiento de la misma, u otras operaciones de relevancia.

En votación la primera parte del referido inciso primero, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro y Ossandón, la aprobó sin enmiendas.

En votación la segunda parte del mencionado inciso primero, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro y Ossandón, la rechazó.

Posteriormente, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, consultó acerca de la necesidad de mantener el inciso segundo del citado artículo 25.

El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, explicó que el contenido del inciso segundo es necesario para establecer el procedimiento que seguirán las solicitudes de endeudamiento que podrá efectuar TVN.

Sin perjuicio de lo anterior, agregó, en virtud de la modificación del inciso primero de la disposición, el inciso segundo debiese ser formulado en términos singulares, aludiéndose al “Presupuesto de Operación e Inversiones”, en vez de los “Presupuestos de Operación e Inversiones”. Asimismo, finalizó, el mismo criterio debiese seguirse en el inciso tercero, sustituyendo la frase “Las evaluaciones y autorizaciones contenidas” por “La autorización y evaluación contenida”

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que, sin perjuicio de conservar o eliminar el inciso segundo, de igual forma TVN necesitará proveer información para que se le concedan recursos públicos, por lo que, en su opinión, tal inciso es innecesario. No obstante lo anterior, añadió, manifestó su disposición para mantener dicho texto.

El Honorable Senador señor Ossandón, por otra parte, en lo relativo a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 25 propuesto, indicó que no se debe hacer referencia sólo a la señal principal, sino que a “todas las señales” de la estación pública, por lo que sugirió reemplazar la expresión actual por esta última.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que el inciso tercero, además, contempla una prohibición hacia el Ministerio de Hacienda, a fin de evitar que este último intervenga en el contenido y programación del canal público.

El Honorable Senador señor Ossandón, en la misma línea de quien le antecedió en el uso de la palabra, subrayó la relevancia de evitar la interferencia del Ministerio de Hacienda en este contexto, a fin de mantener la autonomía de la estación. En consecuencia, respaldó el contenido del inciso tercero, efectuándose la modificación antes sugerida por su persona.

En votación los incisos segundo a quinto del texto del artículo 25 propuesto por la indicación Nº 1.W, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro y Ossandón, los aprobó con las siguientes modificaciones:

- Reemplazar, en el inciso segundo, la locución “su Presupuesto de Operación e Inversiones, los que serán exigibles” por la expresión “su Presupuesto de Operación e Inversiones, el que será exigible”.

- Sustituir, en el inciso tercero, la frase “Las evaluaciones y autorizaciones” por el término “La evaluación y autorización”.

- Reemplazar, en el inciso tercero, la expresión “la señal principal” por el término “todas sus señales”.

Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, el texto de la presente indicación se encontraría contemplado en el número 22) del presente proyecto de ley.
Indicación Nº 1.21


1.21.- De S.E. la Presidenta de la República, para consultar el siguiente Nº 21), nuevo:


21. Reemplázase el artículo 25 por el siguiente:


“Artículo 25.- Televisión Nacional de Chile estará afecta a lo dispuesto en el artículo 44 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre Administración Financiera del Estado. La respectiva autorización se otorgará mediante decreto exento del Ministerio de Hacienda. Asimismo, le serán aplicables los incisos primero al cuarto del artículo 11 de la ley N° 18.196.


El Financiamiento de la empresa deberá ser obtenido a condiciones de mercado y de manera transparente y competitiva, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 40 de la presente ley.”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
Indicación Nº 43 bis


43 bis.- Del Honorable Senador señor Girardi, para intercalar, luego del número 10), el siguiente número, nuevo:


…) Sustitúyese el artículo 25, por el siguiente:


“Artículo 25.- Con el objeto de cumplir las tareas previstas en el artículo 3°, la empresa podrá destinar hasta el 100% de sus utilidades, con el voto favorable de no menos de cuatro de los miembros del Directorio. Asimismo, la empresa podrá participar en los concursos públicos a que convoquen los órganos de la Administración del Estado, o cualquier entidad privada, y que tengan por objeto otorgar recursos para tales fines.”.


La presente indicación aborda aspectos relativos a la administración financiera de Televisión Nacional de Chile, por lo que la misma afecta la iniciativa exclusiva presidencial en estas materias.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 43 bis como inadmisible.
- - - - - -

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 26


El artículo 26 de la ley Nº 19.132, señala que las utilidades anuales que obtenga Televisión Nacional de Chile se traspasarán a rentas generales de la Nación, salvo que su Directorio, con el voto favorable de no menos de cinco de sus miembros, acuerde retener todo parte de ellas, como reserva de capital.


Este acuerdo estará sujeto a la autorización previa y por escrito del Ministro de Hacienda.


A este numeral, nuevo, se presentaron 8 indicaciones signadas con los Nos 1.X., 1.22., 43 ter, 43 quáter, 43 quinquies, 43 sexies, 43 octies y 43 nonies.
Indicación Nº 1.X


1.X.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar un N° 21), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


“21) Intercálase en el artículo 26 la frase “, a más tardar el día 30 de junio del año siguiente,” entre las frases “Las utilidades anuales que obtenga Televisión Nacional de Chile se traspasarán” y “a rentas generales de la Nación,”.”.


En discusión esta indicación, el Coordinador General de Asesores y de Modernización del Estado del Ministerio de Hacienda, señor Enrique Paris, señaló que la misma preserva la facultad de Televisión Nacional de Chile para retener las utilidades en el canal o traspasarlas a rentas generales de la Nación, sin perjuicio de la capitalización contemplada en la presente iniciativa.
La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, expresó que, para los efectos antes expresados, la indicación en estudio fija un plazo para retener tales utilidades o traspasarlas a arcas fiscales, lo que es coincidente con la fecha en que se encuentran disponibles los estados financieros de la estación (primer semestre de cada año).
En votación la indicación Nº 1.X, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.


Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, el texto de la presente indicación se encontraría contemplada en el número 23) del presente proyecto de ley.
Indicación Nº 1.22


1.22.- De S.E. la Presidenta de la República, para consultar el siguiente Nº 22), nuevo:


22. Sustitúyese, en el artículo 26, las expresiones “cinco” y “miembros”, por “seis” y “integrantes”, respectivamente.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
Indicación Nº 43 ter

43 ter.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para intercalar en el inciso primero antes de la expresión “Las utilidades”, la siguiente oración: “Televisión Nacional no persigue fines de lucro.”.


La presente indicación se pronuncia con respecto a cuestiones relativas al objeto de Televisión Nacional de Chile, por lo que la misma incide en el funcionamiento orgánico de la estación pública, afectando de esa forma la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 43 ter como inadmisible.
Indicación Nº43 quáter


43 quáter.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para intercalar en el inciso primero, antes de la expresión “Las utilidades”, la siguiente oración: “Televisión Nacional de Chile no repartirá utilidades ni entregará bonos ni dineros adicionales a su remuneración a sus colaboradores, a sus trabajadores, al Directorio ni a sus Ejecutivos.”.


La presente indicación incide tanto en la administración financiera de Televisión Nacional de Chile, como en la operatividad de las atribuciones del canal público, por lo que la misma vulnera la iniciativa exclusiva presidencial.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 43 quáter como inadmisible.
Inciso segundo

Indicación Nº 43 quinquies


43 quinquies.- De la Honorable Senadora señora Allende, para introducir las siguientes modificaciones al artículo 26:


En el inciso segundo, que pasa a ser tercero, intercálase, a continuación de “Hacienda”, la frase “, sin perjuicio de incluir en el informe al Senado previsto en el artículo 4°, letra d), los antecedentes referidos a los proyectos asociados a la inversión de estos recursos”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió rechazarla, en tanto no ser la misma coherente con las modificaciones efectuadas anteriormente al proyecto.
En votación la indicación Nº 43 quinquies, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro y Ossandón, la rechazó.
Indicación Nº 43 sexies


43 sexies.- Del Honorable Senador señor Girardi para sustituir el inciso segundo del artículo 26, por el siguiente:


“En todo caso, el 5% de los ingresos brutos facturados deberá ser donado anualmente al Fondo de Fomento Audiovisual, de acuerdo a la ley N° 19.981, artículo 8°, letra c), sin requerir de aprobación del Directorio.”.”.


La presente indicación aborda cuestiones relativas a la administración financiera de Televisión Nacional de Chile, por lo que se considera que la misma afecta la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 43 sexies como inadmisible.
- - - - - - -
Indicación Nº 43 octies


43 octies.- De la Honorable Senadora señora Allende, para introducir las siguientes modificaciones al artículo 26:


…) Modifícase el artículo 26, en el siguiente sentido:


a) Intercálese el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando el actual a ser tercero:


“Asimismo, el Directorio podrá acordar retener parte de las utilidades anuales que se obtengan a efectos de ejecutar proyectos tendientes a dar cumplimiento a la misión de la empresa, conforme a lo prescrito en el artículo 3°.”.


La presente indicación contempla modificaciones tanto a la administración financiera de Televisión Nacional de Chile, como a las atribuciones de su Directorio, por lo que se considera que la misma afecta la iniciativa exclusiva presidencial.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 43 octies como inadmisible.
Inciso final

Indicación Nº 43 nonies


43 nonies.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar, el siguiente inciso final al artículo 26:


“Las utilidades anuales que obtenga Televisión Nacional de Chile, y que no sean traspasadas a las arcas fiscales, en un 50 %, podrán ser reinvertidas en la producción de material audiovisual o multimedia de productoras de contenido de nacionalidad chilena, independientes y externas a Televisión Nacional de Chile. Esta reinversión se podrá traducir en la adquisición de derechos de exhibición de películas chilenas, de cualquier duración, género, corte y formato, siempre y cuando hayan sido estrenadas durante los cinco años calendario que precedan a la adquisición de la obra.”.


La presente indicación contempla modificaciones tanto a la administración financiera de Televisión Nacional de Chile, como a las atribuciones de su Directorio, por lo que se considera que la misma afecta la iniciativa exclusiva presidencial.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 43 nonies como inadmisible.
- - - - - - - - 

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 27


El artículo 27 de la ley Nº 19.132, indica que Televisión Nacional de Chile no podrá ceder, vender, arrendar o proporcionar espacio televisivo gratuitamente ni a precios inferiores a los de mercado, como tampoco beneficiar indebidamente a terceros en la venta y contratación de publicidad o espacio televisivo y radial o en la adquisición de bienes e insumos o en la contratación de servicios. Esta prohibición se extiende al Estado, sus organismos, entidades o empresas, sin excepción alguna.


Se eximen de la prohibición de gratuidad las campañas de bien público en las que participen, en igualdad de espacio y condiciones, todas las concesionarias de servicios de televisión de libre recepción, dentro de una misma zona de servicio.


A este numeral, nuevo, se presentaron 9 indicaciones signadas con los Nos 1.Y., 1.23., 44, 44 bis, 45, 46, 47, 48 y 49.
Indicación Nº 1.Y


1.Y.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar un N° 23), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


“23) Reemplázase el inciso segundo del artículo 27, por el siguiente:


“Se eximen de la prohibición de gratuidad las campañas de bien público en las que participen, en igualdad de espacio y condiciones, todas las concesionarias de servicios de televisión de libre recepción, dentro de una misma zona de servicio; entre ellas, se entenderán incluidas las campañas a que hace referencia la letra m) del artículo 12 de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, y las instrucciones que dicha entidad dicte para estos efectos.”.”.


En discusión esta indicación, la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, señaló que la misma pretende actualizar la redacción actual de la ley, que le permite a TVN la transmisión de campañas gratuitas cuando éstas sean de bien público. Al aprobarse la Ley de Televisión Digital, agregó, se consagró la existencia de campañas de interés público, que son administradas por la Cartera de Estado que encabeza, y aprobadas por el Consejo Nacional de Televisión (CNTV), en que todos los concesionarios y permisionarios deben transmitir de forma gratuita dichos contenidos. Sin embargo, añadió, la redacción propuesta no se limita sólo a esta clase de campañas, sino que permite a TVN transmitir gratuitamente campañas de bien público que no se realicen bajo esta estructura, siempre que lo haga en igualdad de condiciones con los demás canales.
El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió contemplar en el inciso segundo que se propone, además, la gratuidad para las emisiones radiales de campañas de bien público, recogiendo de ese modo lo señalado por los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana en la indicación Nº 45.
De ese modo, sugirió que el Ejecutivo efectúe una propuesta de redacción aditiva sobre el punto antes descrito.

El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Cristián Arancibia, propuso la siguiente redacción para abordar el punto.

“Se eximen de la prohibición de gratuidad las campañas de utilidad pública en las que participen, en igualdad de espacio y condiciones, todas las concesionarias de servicios de televisión de libre recepción o de radiodifusión sonora, dentro de una misma zona de servicio. Entre ellas se entenderán incluidas las campañas a que hace referencia la letra m) del artículo 12 de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión y las instrucciones que dicha entidad dicte para estos efectos, y las normas referidas a situaciones de emergencia y catástrofes.”.


En votación la indicación N° 1.Y, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la aprobó con modificaciones, siguiendo el tenor antes descrito.



Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, el texto de la presente indicación se encontraría contemplado en el número 24) del presente proyecto de ley.
Indicación Nº 1.23


1.23.- De S.E. la Presidenta de la República, para consultar el siguiente Nº 23), nuevo:


23. Reemplázase el inciso segundo del artículo 27, por el siguiente: 


“Se eximen de la prohibición de gratuidad las campañas de interés público en las que participen, en igualdad de espacio y condiciones, todas las concesionarias de servicios de televisión de libre recepción, dentro de una misma zona de servicio, de conformidad a lo dispuesto en la letra m) del artículo 12 de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, y las instrucciones que dicha entidad dicte para estos efectos.”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
Indicación Nº 44


44.- De la Honorable Senadora señora Allende, para intercalar, a continuación del número 10), el siguiente número, nuevo:


…) Sustitúyese el artículo 27, por el que sigue:


“Artículo 27.- Televisión Nacional de Chile prestará el servicio de transporte de señales de radiodifusión televisiva a terceros concesionarios operadores del servicio de radiodifusión televisiva.


A tal efecto, la Subsecretaría de Telecomunicaciones le adjudicará una concesión de servicios intermedios en los términos que establece el artículo 20 de la ley N° 18.838. 


Los servicios a que se refiere este artículo quedarán sujetos al régimen de fijación tarifaria, de acuerdo a la ley N° 18.168.


Televisión Nacional de Chile no podrá transmitir contenidos propios ni de terceros relacionados sirviéndose de las capacidades de transmisión a que se refiere este artículo, salvo autorización previa y expresa del Consejo Nacional de Televisión, previo informe favorable de la Subsecretaría de Telecomunicaciones.”.


La presente indicación otorga nuevas atribuciones a Televisión Nacional de Chile, la Subsecretaría de Telecomunicaciones y al Consejo Nacional de Televisión, por lo que la misma vulnera la iniciativa exclusiva presidencial en estas materias.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 44 como inadmisible.
Indicación Nº 44 bis


44 bis.- Del Honorable Senador señor Girardi, para reemplazar el actual artículo 27, por el siguiente:


“Artículo 27.- Televisión Nacional de Chile no podrá ceder, vender, arrendar o proporcionar espacio de programación gratuitamente ni a precios inferiores a los de mercado, como tampoco beneficiar indebidamente a terceros en la venta y contratación de publicidad o espacio de programación en cualquiera de sus plataformas y señales de televisión o en la adquisición de bienes e insumos o en la contratación de servicios. Esta prohibición se extiende al Estado, sus organismos, entidades o empresas, sin excepción alguna.


Tratándose de las campañas de interés  público a que se refiere el art. 12 letra m) de la ley 18.838, Televisión Nacional de Chile tendrá la obligación de transmitir gratuitamente las campañas aprobadas en los términos de esta norma, mientras se mantenga vigente para du duración original y su renovación en los términos que establece esa norma.”.


La presente indicación impone nuevas funciones y atribuciones a Televisión Nacional de Chile, por lo que se considera que la misma afecta la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 44 bis como inadmisible.
Indicación Nº 45


45.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana para intercalar en el inciso primero, a continuación de la locución “publicidad o espacio televisivo”, la expresión “y radial”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió rechazarla, sin perjuicio de haber considerado su contenido en el texto de la indicación Nº 1.Y.

En votación la indicación Nº 45, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro y Ossandón, la rechazó.

Indicación Nº 46


46.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana para intercalar en el inciso primero, a continuación de la expresión “contratación de servicios.”, la siguiente expresión: “Tampoco podrá ceder, regalar o vender paquetes asociados o condicionados de espacios publicitarios de televisión con espacios publicitarios de radio.”.


La presente indicación aborda cuestiones relativas a las atribuciones y competencias de Televisión Nacional de Chile, por lo que la misma vulnera la iniciativa exclusiva presidencial.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 46 como inadmisible.
Indicación Nº 47

47.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana para eliminar, en el inciso primero, la oración final “Esta prohibición se extiende al Estado, sus organismos, entidades o empresas, sin excepción alguna.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que la misma pretende incorporar dentro de la regla excepcional de gratuidad a todas las transmisiones que efectúe TVN emanadas del Estado o de sus organismos, cuestión que, si bien puede ser razonable, rompe, en su opinión, con el pacto social en esta materia.
En votación la indicación Nº 47, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro y Ossandón, la rechazó.
- - - - - - -

Indicación Nº 48

48.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana para consultar como inciso segundo, nuevo, el que sigue:


“Especialmente las estaciones regionales de Televisión Nacional de Chile no podrán arrendar o proporcionar espacios televisivos a precios inferiores a los de mercado, como tampoco podrán beneficiar indebidamente a terceros en la venta y contratación de publicidad o espacio televisivo ni en el transporte de señales de televisión digital de carácter comercial.”.


La presente indicación incide directamente en el marco competencial de Televisión Nacional de Chile, por lo que se considera que la misma afecta la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 48 como inadmisible.
Indicación Nº 49

49.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana para consultar como inciso segundo, nuevo, el que sigue:


“Se eximen de la prohibición de gratuidad el transporte de las señales de concesionarios con medios de terceros y/o concesionarios de frecuencias de radiodifusión televisiva terrestre de concesionarios Locales, Locales Comunitarios y/o los canales de alcance regional de pequeñas o medianas empresas.”.


La presente indicación aborda cuestiones referentes tanto a la administración financiera de TVN, como a sus atribuciones, por lo que se considera que la misma vulnera la iniciativa exclusiva presidencial.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 49 como inadmisible.
- - - - - - - - 

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 29


El artículo 29 de la ley Nº 19.132, señala que los trabajadores de Televisión Nacional de Chile se regirán exclusivamente por las normas del Código del Trabajo y no les será aplicable norma alguna que afecte a los trabajadores del Estado o de sus empresas. Para todos los efectos legales, se consideran como trabajadores del sector privado.


Sólo tendrán la calidad de trabajadores aquellas personas que desempeñen labores permanentes, continuas, por media jornada o más de media jornada en la empresa y siempre que exista vínculo de subordinación o dependencia con ésta.


La prestación de servicios por hora o sin vínculo de subordinación o dependencia con la empresa, se regirá por las normas del Código Civil.


A este numeral, nuevo, se presentaron 2 indicaciones signadas con los Nos 50 y 50 bis.
Indicación Nº 50


50.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana para  agregar, a su inciso tercero, la siguiente oración final: 


“Salvo lo dispuesto en el Capítulo IV del Código del Trabajo, donde establece las condiciones de contratación de los trabajadores de las artes y espectáculos.”.


La presente indicación incide directamente en la administración financiera del canal público, por lo que se considera que la misma afecta la iniciativa exclusiva presidencial en este campo.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 50 como inadmisible.
Indicación Nº 50 bis


50 bis.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar, a su inciso tercero, la siguiente oración final:


“Salvo lo dispuesto en el Capítulo IV, del Título II del Libro I, del Código del Trabajo, donde establece las condiciones de contratación de los trabajadores de las artes y espectáculos.”.


La presente indicación, al igual que la anterior, aborda cuestiones relativas a la administración financiera de la estación pública, por lo que se considera que la misma vulnera la iniciativa exclusiva presidencial.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 50 bis como inadmisible.
- - - - - - - - 

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 30 bis, nuevo

Indicación Nº 51


51.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana para consultar como nuevo artículo 30 bis de la ley N° 19.132, el siguiente:


“Artículo 30 bis.- Televisión Nacional de Chile no podrá, en la contratación de los Ejecutivos, los artistas o de los rostros televisivos, pactar pagos porcentuales sobre utilidades.  Ninguna persona que tenga una relación laboral vigente con Televisión Nacional de Chile podrá además prestar servicios a honorarios o emitir facturas a través de sí o de sus empresas.  


Ningún Director, Ejecutivo, trabajador de planta, a contrata o a honorarios, rostro o artista que preste servicios para Televisión Nacional de Chile podrá recibir remuneración final bruta mensual mayor a lo que se asigna en el grado 1A del decreto ley N° 249, que fija escala única de sueldos. Televisión Nacional de Chile no repartirá utilidades ni entregará bonos ni dineros adicionales a su remuneración a sus trabajadores, ni al Directorio ni a sus ejecutivos.


Las remuneraciones y honorarios que se contraten deberán ordenarse de acuerdo con la posición relativa que corresponda a la función encomendada y a los requisitos exigidos para su desempeño.”.


La presente indicación aborda materias relativas tanto a la administración financiera de Televisión Nacional de Chile, como a su organización funcional, por lo que se considera que la misma afecta la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 51 como inadmisible.
- - - - - - - - 

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 31


El artículo 31 de la ley Nº 19.132, indica que el ingreso a la planta y la provisión de cargos de jefatura o ejecutivos sólo podrá hacerse por concurso público y la selección de los postulantes se efectuará mediante procedimientos técnicos, parciales e idóneos, que aseguren una precisión objetiva de sus aptitudes y méritos. En igualdad de méritos, preferirán los trabajadores de planta. 


La apertura de concursos, además de avisarse al público, deberá ser comunicada a los trabajadores por avisos internos, con no menos de 15 días de anticipación a la fecha de apertura del respectivo concurso. El resultado de éstos deberá hacerse público.


A este numeral, nuevo, se presentó 1 indicación signada con el No 52.
Indicación Nº 52


52.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana para agregar un nuevo inciso final al artículo 31, del siguiente tenor:


“Los servicios de telecomunicaciones y de radiodifusión emitidos en virtud de la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, no estarán afectos al pago de los derechos que se señalan en este título.”.


La presente indicación incide directamente en la administración financiera de la estación pública, por lo que se considera que la misma afecta la iniciativa exclusiva presidencial en estas materias.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 52 bis como inadmisible.
- - - - - - - - 

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 33


El artículo 33 de la ley Nº 19.132, señala que la empresa quedará sujeta a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.


A este numeral, nuevo, se presentaron 3 indicaciones signadas con los Nos 1.Z., 1.24. y 53.
Indicación Nº 1.Z


1.Z.- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar un N° 23), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


“23) Reemplázase el artículo 33, por el siguiente:


“Artículo 33.- La empresa y sus filiales quedarán sujetas a la tuición y fiscalización de la Comisión para el Mercado Financiero en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.”.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, explicó que la misma sólo efectúa una adecuación formal respecto de la nueva institucionalidad financiera a la que se verá sujeta TVN, por lo que sugirió aprobarla.

En votación la indicación Nº 1.Z, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro y Ossandón, la aprobó sin enmiendas.


Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, el texto de la presente indicación se encontraría contemplado en el número 25) del presente proyecto de ley.
Indicación Nº 1.24


1.24.- De S.E. la Presidenta de la República, para consultar el siguiente Nº 24), nuevo:


24. Reemplázase el artículo 33, por el siguiente:


“Artículo 33.- La empresa y sus filiales quedarán sujetas a la tuición y fiscalización de la Superintendencia de Valores y Seguros en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
Indicación Nº 53


53.- De la Honorable Senadora señora Allende, para intercalar, a continuación del número 10), el siguiente número, nuevo:


…) Agrégase el siguiente inciso segundo, nuevo, en el artículo 33:


“En lo que respecta al cumplimiento de su proyecto programático y su misión como televisión pública, quedará sujeta al control del Senado de la República.”.”.


La presente indicación otorga el control del cumplimiento de la misión como televisión pública de TVN al Senado, por lo que con ello se vulnera la prohibición constitucional, contemplada en el inciso final del artículo 53 del texto de la Constitución, de que esta última Cámara ejerza labores de fiscalización, considerándose, en consecuencia, a tal propuesta como inadmisible.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 53 como inadmisible.
- - - - - - - - 

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 34


El artículo 34 de la ley Nº 19.132, dispone que todo informe de los auditores externos deberá ser enviado de inmediato a la Superintendencia de Valores y Seguros para su revisión y análisis. Esta revisión se sujetará a los principios de auditoría generalmente aceptados para determinar la transparencia y los resultados operacionales y administrativos de una sociedad anónima abierta.


El informe de la Superintendencia de Valores y Seguros deberá considerar el cumplimiento de las finalidades de la empresa, la regularidad de sus operaciones y señalar si existen o no responsabilidades de sus Directivos o ejecutivos. Este informe deberá ser enviado a la Cámara de Diputados, al Ministro de Hacienda y al Ministro Secretario General de Gobierno, para los fines a que haya lugar.


Televisión Nacional de Chile sólo estará afecta al control de la Contraloría General de la República en los mismos casos, oportunidades, materias y forma en que lo estaría una sociedad anónima abierta privada.


A este numeral, nuevo, se presentó 1 indicación signada con el No 1.AA.
Indicación Nº 1.AA


1.AA).- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar un N° 25), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


“25) Modifícase el artículo 34 de la siguiente manera:


i. Reemplázase en el inciso primero la referencia a la “Superintendencia de Valores y Seguros” por la frase “Comisión para el Mercado Financiero”.


ii. Elimínase el inciso segundo.


iii. Elimínase el inciso tercero.”.


En discusión esta indicación, la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, señaló que con la misma se elimina la delimitación de las competencias de la Contraloría General de la República ante TVN, entendiendo que esta última podrá comprometer el crédito público y recibir financiamiento permanente.

De ese modo, se ampliaría el control de dicho organismo sobre la estación pública.
En votación la indicación Nº 1.AA), la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.
REAPERTURA DEL DEBATE
Sin perjuicio de lo anterior, posteriormente, el Honorable Senador señor Girardi, solicitó a la Comisión la reapertura del debate acerca del ordinal iii de la indicación Nº 1.AA).
De ese modo, y en conformidad a lo establecido en el artículo 125 del Reglamento del Senado, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Ossandón, acordó la reapertura del debate sobre el ordinal iii de la indicación Nº 1.AA).
El Honorable Senador señor Girardi, consultó al Ejecutivo los alcances específicos de la extensión de las atribuciones de la Contraloría General de la República sobre Televisión Nacional de Chile, en tanto ello constituir un cambio profundo en el funcionamiento de la estación.
La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, explicó que dicha extensión de control es coherente con la entrega de recursos por parte del Estado al canal público, cuestión que no se efectúa desde el año 1991, por lo que dicha modificación responde, precisamente, a un cambio en las condiciones de financiamiento de la estación.
El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que la Contraloría General de la República, conforme a la presente indicación, llevaría a cabo un control de legalidad de ciertos actos de TVN, en su carácter de empresa pública.
El Gerente de Asuntos Legales de Televisión Nacional de Chile, señor Hernán Triviño, resaltó que desde el año 1994 que la Contraloría General de la República no fiscaliza a TVN. En tal sentido, señaló que con ocasión de ese procedimiento de control, se presentó una acción de mera certeza ante un Juzgado Civil de Santiago, a fin de resolver el particular, siendo el asunto resuelto en definitiva por la Corte de Apelaciones de la capital, la que determinó que la entidad contralora carecía de atribuciones de control sobre la estación pública, recayendo el control de esta última en la Superintendencia de Valores y Seguros.
El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en su opinión, se debe circunscribir el control de la Contraloría General de la República sólo a hipótesis referentes a entrega de recursos por parte del Estado a TVN.
El Honorable Senador señor Girardi, en la misma línea, expresó que la televisión pública se ve inmersa en un contexto de competencia con los otros medios de comunicación, por lo que la burocracia en el desempeño de sus actividades le resta competitividad en el sector, por lo que se debe evitar establecer cargas innecesarias a TVN, que vayan más allá de lo razonable para el desarrollo de sus labores.
Lo anterior, con el objetivo de evitar la situación que padecen las universidades públicas ante similar problemática.
El Coordinador General de Asesores y de Modernización del Estado del Ministerio de Hacienda, señor Enrique Paris, concordó con lo sostenido por quien le antecedió en el uso de la palabra, señalando que se deben limitar las competencias de la Contraloría General de la República sólo a cuestiones de carácter financiero, en la entrega de recursos que se haga a TVN.
El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Cristián Arancibia, recogiendo las inquietudes antes expuestas, propuso sustituir el ordinal iii, por el siguiente:


“iii. Reemplázase su inciso tercero por el siguiente:


“Televisión Nacional de Chile estará afecta al control de la Contraloría General de la República sólo respecto de los recursos que la Ley de Presupuestos pudiese destinar a la señal a que se refiere el artículo 35.”.”.


En votación el ordinal iii) de la indicación N° 1.AA), la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, lo aprobó con modificaciones, en los términos descritos en la propuesta antes referida.


Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, el texto de la presente indicación se encontraría contemplado en el número 26) del presente proyecto de ley.
- - - - - - - - - 

NÚMERO 11)

Artículo 34 bis


El número 11) del proyecto de ley aprobado en general, agrega a continuación del artículo 34, el siguiente artículo 34 bis:


“Artículo 34 bis.- El Directorio tendrá la obligación de concurrir al Congreso Nacional, a una comisión especial unida de senadores y diputados, una vez al año, con el objeto de dar cuenta pública e informar sobre los avances y obstáculos percibidos en el cumplimiento de sus funciones, del empleo de los fondos a que se refiere el artículo 25, y de los demás objetivos que le encomienda la ley.”.”.


A este numeral se presentaron 5 indicaciones signadas con los Nos 1.25, 53 bis, 54, 55 y 56.
Indicación Nº 1.25


1.25.- De S.E. la Presidenta de la República, para consultar el siguiente Nº 25), nuevo:


25. Agrégase un artículo 34 bis, nuevo, del siguiente tenor: 


“Artículo 34 bis.- El Presidente del Directorio de Televisión Nacional de Chile en ejercicio tendrá la obligación de concurrir a la Cámara de Diputados, dentro de los noventa días siguientes al término del año calendario, con el objeto de dar cuenta pública e informar, ante la Comisión de Hacienda de dicha corporación, sobre los estados financieros de la empresa, la utilización de los recursos destinados para el financiamiento de la misión pública de la Corporación y el estado de avance en la implementación del “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” vigente.”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
Indicación N º 53 bis


53 bis.- Del Honorable Senador señor Girardi, para incorporar el siguiente artículo 34 bis, nuevo:


“Artículo 34 bis. El Presidente del Directorio de Televisión Nacional de Chile en ejercicio tendrá la obligación de concurrir a la Cámara de Diputados, dentro de los noventa días siguientes al término del año calendario, con el objeto de dar cuenta pública e informar, ante una comisión integrada por miembros de  la Comisión de Cultura y educación, Transportes y Telecomunicaciones y la Comisión de Hacienda de dicha corporación. En dicha oportunidad el presidente del directorio informará sobre los estados financieros de la empresa, la utilización de los recursos destinados para el financiamiento de la misión pública de la Corporación, y el estado de avance en la implementación del “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” vigente.”.


La presente indicación establece una nueva función al Presidente del Directorio de TVN, por lo que se considera que la misma vulnera la iniciativa exclusiva presidencial en estas materias.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 53 bis como inadmisible.
- - - - - - - -

Indicaciones Nos 54 y 55


54.- De la ex Senadora señora Matthei, y 55.- De los Honorables Senadores señores Coloma y Larraín y ex Senador señor Novoa, para reemplazar la frase “al Congreso Nacional, a una comisión especial unida de senadores y diputados” por “ante el Senado”, y eliminar “, del empleo de los fondos a que se refiere el artículo 25,”.


En discusión estas indicaciones, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió entenderlas como subsumidas en el texto de la indicación Nº 1.EE) del Ejecutivo, entendiéndolas aprobadas en los términos en los que, posteriormente, se apruebe tal indicación.
En votación las indicaciones Nos 54 y 55, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Ossandón, las aprobó con modificaciones, en los términos antes descritos.
Indicación Nº 56


56.- De la ex Senadora señora Rincón, para reemplazar la frase “a una comisión especial unida de senadores y diputados” por “a las Comisiones de Educación y de Transportes, unidas, del Senado y de la Cámara de Diputados”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió rechazarla, en tanto establece a las mencionadas Comisiones, y no al pleno del Senado, como los organismos ante los cuales TVN debe informar sobre el estado de cumplimiento de su misión pública.
En votación la indicación Nº 56, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Ossandón, la rechazó.
- - - - - - - -

NÚMERO…, NUEVO

Título VI, nuevo

Indicación Nº 1.BB


1.BB).- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar un N° 26), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


“26) Intercálase un Título VI, nuevo, luego del artículo 34, del siguiente tenor, pasando el actual Título VI, “Disposiciones varias”, a ser Título VII y reordenándose los artículos siguientes de forma correlativa:

“Título VI

De la transmisión de contenidos educativos, culturales, tecnológicos, científicos e infantiles”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió aprobarla por tratarse de una modificación meramente formal.
En votación la indicación Nº 1.BB), la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Ossandón, la aprobó sin modificaciones.



Sin perjuicio de lo anterior, se hace presente que por la reordenación efectuada con ocasión de la aprobación del artículo 4° quáter, el texto de la presente indicación se encontraría contemplado en el número 27) del presente proyecto de ley.
Indicación Nº 1.26


1.26.- De S.E. la Presidenta de la República, para consultar el siguiente Nº 26), nuevo:


25. Intercálase un nuevo título VI, luego del artículo 34 bis, del siguiente tenor, pasando el actual título VI a ser título VII y reordenándose los artículos siguientes de forma correlativa: 

“Título VI

De la administración de una concesión educativa y cultural


Artículo 35.- Para efectos de dar cumplimiento a la misión establecida en el inciso tercero del artículo 2° y de conformidad a lo dispuesto por el inciso final del artículo 15 ter de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, la empresa será titular de una concesión de carácter educativo y cultural, de cobertura nacional. 


Sin perjuicio de la titularidad de la concesión referida en el inciso anterior, ésta deberá ser administrada por una filial de la empresa, con patrimonio separado, íntegramente propiedad de Televisión Nacional de Chile.


La empresa matriz sólo podrá realizar retiros de capital o aprobar distribución de dividendos de la citada empresa filial, previa autorización del Ministerio de Hacienda.


A esta filial le serán aplicables las normas de las sociedades anónimas abiertas, en lo que no contravenga la presente ley. 


Artículo 36.- La persona jurídica filial constituida de conformidad al artículo anterior tendrá un Directorio de tres integrantes, designados por el Directorio de Televisión Nacional, acorde a la siguiente forma: 


1.- Un Director de la empresa, elegido por la mayoría absoluta del Directorio de entre sus integrantes nombrados de conformidad al numeral 1 del inciso segundo del artículo 4° de esta ley, quien presidirá; 


2.- Un Director designado a proposición de una terna generada a través del sistema de Alta Dirección Pública. A dicho Director  le serán aplicables los requisitos del artículo 4° bis; y,


3.- Un Director designado a proposición de una terna generada, en conjunto, por el Ministerio de Educación y el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. A dicho Director  le serán aplicables los requisitos del artículo 4° bis, salvo lo dispuesto en el numeral 2 del inciso primero del artículo 4° bis. 


A los directores de la empresa filial les serán aplicables las mismas normas sobre inhabilidades e incompatibilidades, causales de recusación y cesación, y régimen de responsabilidad que a los directores de Televisión Nacional de Chile. 


Artículo 37.- Las facultades y competencias del Directorio, así como los quórums de votación y demás materias propias de la administración, serán fijadas por un estatuto, elaborado por el Directorio de Televisión Nacional de Chile. 


Artículo 38.- La dieta de los Directores de la empresa filial será determinada conforme a lo dispuesto en el artículo 11 de la presente ley. 


Artículo 39.- El Presidente del Directorio de Televisión Nacional de Chile, en conjunto con la máxima autoridad de la filial a la que se refiere este Título, tendrán la obligación de concurrir anualmente a la Cámara de Diputados, con el objeto de dar cuenta pública e informar, ante las Comisiones de Hacienda y de Educación y Cultura, sobre los avances y obstáculos percibidos en la implementación, inicio de transmisiones, funcionamiento, emisión y programación de la señal nacional educativa y cultural.


Artículo 40.- La ley de Presupuestos podrá considerar aportes y/o transferencias a Televisión Nacional de Chile con el solo objeto de implementar, desarrollar y/o mantener el funcionamiento de la o las señales emitidas a través de la concesión cultural y educativa  a la que se refiere el artículo 35 de esta ley.


Para tales efectos, dichas señales deberán ser de libre recepción.”.


Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.
Indicación Nº 56 bis


56 bis.- Del Honorable Senador señor Girardi, para agregar un Título VI, nuevo, denominado “De la administración de una concesión educativa y cultural”, pasando el actual título VI a ser título VII y reordenándose los artículos correspondientes en forma correlativa, en los siguientes términos:


Artículo 35.- Para efectos de dar cumplimiento a la misión establecida en el inciso tercero del artículo 2° y de conformidad a lo dispuesto por el inciso final del artículo 15 ter de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, la empresa será titular de una concesión de carácter educativo y cultural, de cobertura nacional. 


Sin perjuicio de la titularidad de la concesión referida en el inciso anterior, ésta deberá ser administrada por una filial de la empresa, con patrimonio separado, íntegramente propiedad de Televisión Nacional de Chile.


La empresa matriz sólo podrá realizar retiros de capital o aprobar distribución de dividendos de la citada empresa filial, previa autorización del Ministerio de Hacienda.


A esta filial le serán aplicables las normas de las sociedades anónimas abiertas, en lo que no contravenga la presente ley. La programación de este canal deberá aportar a la formación educativa y cultural de la población adulta e infantil y considerar formatos y contenidos que representen las diversas sensibilidades que conviven en la sociedad nacional.


Artículo 36.- La persona jurídica filial constituida de conformidad al artículo anterior tendrá un Directorio de tres integrantes, designados por el Directorio de Televisión Nacional, acorde a la siguiente forma: 


1.- Un Director de la empresa, elegido por la mayoría absoluta del Directorio de entre sus integrantes nombrados de conformidad  al numeral 1 del inciso segundo del artículo 4° de esta ley, quien presidirá; 


2.- Un Director designado a proposición de una terna generada a través del sistema de Alta Dirección Pública. A dicho Director  le serán aplicables los requisitos del artículo 4° bis número 2; y,


3.- Un Director designado a proposición de una terna generada, en conjunto, por el Ministerio de Educación y el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes. A dicho Director  le serán aplicables los requisitos del artículo 4° bis, salvo lo dispuesto en el numeral 2 del inciso primero del artículo 4° bis número 3. 


A los directores de la empresa filial les serán aplicables las mismas normas sobre inhabilidades e incompatibilidades, causales de recusación y cesación, y régimen de responsabilidad que a los directores de Televisión Nacional de Chile.


Artículo 37.- La Ley de Presupuestos podrá considerar aportes y/o transferencias a Televisión Nacional de Chile con el solo objeto de implementar, desarrollar y/o mantener el funcionamiento de la o las señales emitidas a través de la concesión cultural y educativa  a la que se refiere el artículo 35 de esta ley.


Asimismo, la empresa, para el cumplimiento de su misión, podrá solicitar y recibir recursos fiscales y de instituciones públicas facultadas para promover el desarrollo de finalidades afines.


Para tales efectos, dichas señales deberán ser de libre recepción.”.


La presente indicación incide directamente en la administración financiera del Estado, de TVN y en el marco competencial de la estación pública, por lo que se considera que la misma vulnera la iniciativa exclusiva presidencial en estas materias.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 56 bis como inadmisible.
- - - - - 

Artículo.., nuevo

Indicación Nº 56 ter


56 ter.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar un artículo final, nuevo: 


“Artículo …- La ley de Presupuestos considerará una glosa  con aportes a Televisión Nacional de Chile de manera permanente, con el  objeto de  desarrollar y/o mantener el funcionamiento y la programación de las señales emitidas a través de las frecuencias que explota, ajustando el monto asignado cada año de acuerdo a las necesidades de la Empresa. Con todo, la asignación presupuestaria anual nunca podrá ser menor a la del año precedente. Para tales efectos, dichas señales deberán ser siempre de libre recepción.”


La presente indicación aborda cuestiones relativas a la administración presupuestaria del Estado, por lo que se considera que la misma afecta la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.

Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 56 ter como inadmisible.
- - - - - - - -

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 35


El artículo 35 de la ley Nº 19.132, señala que Televisión Nacional de Chile se regirá exclusivamente por las normas de esta ley y, en lo no contemplado por ella, por las normas que rigen a las sociedades anónimas abiertas. En consecuencia, no le serán aplicables, para efecto legal alguno, las disposiciones generales o especiales que rigen o rijan en el futuro a las empresas del Estado, a menos que la nueva legislación expresamente se extienda a la empresa.


A este numeral, nuevo, se presentó 1 indicación signada con el No 1.CC.
Indicación Nº 1.CC


1.CC).- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar un N° 27), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


“27) Elimínase el artículo 35”.


En discusión esta indicación, el Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, señaló que la supresión contemplada en la misma, dice relación con el hecho de que las normas que rigen a las empresas del Estado, a las cuales se someterá TVN, ya se encuentran explícitamente contempladas en otras disposiciones.
El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió que para efectos de claridad, se precisara qué preceptos específicos de administración financiera del Estado regirán para el caso de TVN, por lo que solicitó al Ejecutivo una redacción que explicitara el punto.

El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Cristián Arancibia, expresó que la eliminación propuesta cobra sentido, en tanto en el articulado de la iniciativa ya encontrarse considerados los términos en los cuales TVN quedará sujeto a las disposiciones que rigen a las empresas públicas.


El Gerente de Asuntos Legales de Televisión Nacional de Chile, señor Hernán Triviño, indicó que el artículo 35 de la ley N° 19.132, fija la norma de supletoriedad en el ordenamiento para sustentar las actuaciones de TVN en caso que se presenten vacíos legales, por lo que no se mostró partidario de la supresión de dicho precepto.


El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Cristián Arancibia, explicó que de conservarse el aludido artículo 35 se generaría, de algún modo, un cierto efecto de ultractividad de la ley, en tanto TVN no quedaría sujeta a las normas que a futuro se dicten respecto de empresas públicas, por muy pertinente o conveniente que ello fuera.


El Coordinador General de Asesores y de Modernización del Estado del Ministerio de Hacienda, señor Enrique Paris, manifestó la disposición del Ejecutivo de mantener la primera parte del referido artículo 35, eliminando el resto del precepto.


Lo anterior, a fin de que sea el legislador quien decida excepcionar a TVN de la normativa aplicable a las empresas públicas, cada vez que el particular sea discutido en sede legislativa.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, afirmó que TVN, en virtud de la redacción actual del aludido artículo 35, no se encuentra condicionado por leyes futuras que aborden aspectos relativos a la normativa de las empresas públicas, lo que consideró razonable.

Sin perjuicio de lo anterior, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, dispuso la votación separada de ambas partes del artículo 35 vigente.


En votación la propuesta de eliminar la primera parte del artículo 35 de la ley N° 19.132, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.


En votación la propuesta de eliminar la segunda parte del artículo 35 de la ley N| 19.132, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.


En consecuencia, la indicación N° 1.CC, se entiende rechazada por el mismo quórum.

- - - - - - -

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 35, nuevo

Indicación Nº 1.DD


1.DD).- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar un N° 28), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


“28) Intercálase un artículo 35, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 35.- Televisión Nacional de Chile, mientras cuente con una concesión, deberá transmitir, mediante una señal televisiva especial y distinta de la principal, contenidos educativos, culturales, tanto en su dimensión nacional como regional y local, tecnológica, científica e infantil. 


Esta señal deberá destinarse íntegramente a la transmisión de los referidos contenidos, especialmente de aquellos de producción nacional, y deberá cumplir las mismas condiciones de cobertura que su señal principal.


La empresa destinará desde sus funcionarios, el personal ejecutivo, profesional, técnico y administrativo necesario para el adecuado funcionamiento de esta señal.


La señal a que se refiere este artículo deberá contar con un presupuesto separado de las demás operaciones de la empresa aprobado por el Ministerio de Hacienda de conformidad a los términos contenidos en los incisos primero a cuarto del artículo 11 de la ley N° 18.196, de normas complementarias de la administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria.”.”.


En discusión esta indicación, la Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, señaló que el propósito de la misma es establecer la obligación de TVN de mantener, al menos, una de sus señales como transmisora exclusiva de contenidos educativos y culturales, en su dimensión nacional, regional, local, desde una perspectiva tecnológica, científica e infantil.
Asimismo, afirmó que la presente indicación no considera, como lo hacía originalmente la indicación Nº 1.26 del Ejecutivo, ya retirada, una concesión nueva para la estación pública, sino que fija una infraestructura más liviana para su administración, permitiendo de ese modo utilizar de mejor forma los actuales fondos del canal, generando sinergias positivas y permitiendo un ahorro considerable, que luego es posible verificar en los recursos propuestos para la capitalización de TVN.

Al utilizarse la segunda señal de Televisión Nacional de Chile (7.2), agregó, se asegura que la cobertura del canal cultural sea la misma que la de la señal principal de aquélla.

Finalmente, añadió, se establece que los recursos utilizados para esta línea de negocios deberán ser manejados en un presupuesto separado de las demás operaciones del canal (contabilidad diferenciada). En este caso, prosiguió, al existir la posibilidad de recibir financiamiento público, se dispone que el presupuesto anual de caja y de inversiones sea presentado y aprobado, previamente, por el Ministerio de Hacienda.

El Honorable Senador señor Ossandón, por otra parte, señaló que en el inciso tercero del artículo 35 propuesto por la indicación en examen, se hace alusión a los “funcionarios” del canal, lo que no es preciso, en tanto el personal de TVN se encuentra vinculado laboralmente con la estación pública a través de contratos de trabajo, por lo que sugirió cambiar dicha expresión por la de “trabajadores”.

El Honorable Senador señor García Huidobro, señaló que el ámbito regional no se encuentra recogido y reforzado en el texto de la indicación de manera suficiente, no advirtiéndose señales claras de descentralización en este contexto.

En efecto, en su opinión, en los últimos años TVN ha retrocedido en sus señales regionales y ha girado, en su opinión, hacia emisiones de carácter más centralizado.

En esa línea, indicó que la VI Región se ha visto fuertemente perjudicada por el retroceso en la cobertura regional de Televisión Nacional de Chile, transmitiéndose en la actualidad sólo un noticiario diario de tal naturaleza (antes se efectuaban dos noticieros al día de carácter regional).

De ese modo, abogó por una mayor cobertura, de ambas señales, en las regiones, así como un tratamiento de tales materias, asimismo, en ambas plataformas.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, recogió la inquietud planteada por quien le antecedió en el uso de la palabra, señalando que la temática regional debe ser abordada por la iniciativa, ya sea en el artículo 35 propuesto o en otra disposición atingente.

En tal sentido, abogó por un mayor sentido descentralizador de la estación pública, para lo cual se requiere robustecer a los noticieros regionales con información local, precisamente porque ello arroja, en varios casos, números azules para el canal.

Por último, expresó que tal perspectiva regional no sólo debe ser abordada desde el prisma cultural, sino que desde una óptica integral.

El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, explicó que, a la luz de lo establecido en la letra l) del artículo 12 de la ley Nº 18.8381, que crea el Consejo Nacional de Televisión, lo regional y lo cultural se encuentran estrechamente ligados, siendo ése uno de los parámetros de tal organismo para entender, precisamente, como cultural a una transmisión.

Así, añadió, la noción de programa cultural implica un claro componente de contenido regional o local.

Por último, expresó que la señal cultural, que será de carácter nacional, funcionará como un transportador de tales contenidos.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, solicitó al Ejecutivo analizar una redacción que recoja las inquietudes antes planteadas, a fin de que ello quede plasmado en el texto de la iniciativa.

La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, manifestó la disposición del Ejecutivo para proponer un texto en donde no sólo se plasme una vocación regional, sino que permita la transmisión, concreta y específica, de noticias, información y contenidos regionales.

El Honorable Senador señor Ossandón, por otra parte, indicó que a la luz del inciso segundo del artículo 35, la señal cultural quedaría impedida de emitir noticias de emergencia, lo que no considera razonable, en tanto aquélla pudiese ser muy útil para el flujo de comunicaciones de alerta frente a distintos siniestros.

A su vez, no se mostró partidario de la intervención del Ministerio de Hacienda en la aprobación de los presupuestos de la señal cultural, en tanto ello, en su opinión, politizar negativamente la independencia con la que debe desarrollarse aquélla.

El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, concordando con lo sostenido por quien le antecedió en el uso de la palabra, señaló que la definición de los presupuestos de la señal cultural debe ser una atribución del Directorio de TVN, por lo que la intervención del Ministerio de Hacienda debe estar limitada a aquellos casos en donde se entreguen recursos a la estación pública, siendo ambas hipótesis distinguibles y diferenciables. Es por ello, finalizó, que se amplían las atribuciones de la Contraloría General de la República en el control de legalidad de las actuaciones de TVN cuando esta última reciba fondos públicos.

El Coordinador General de Asesores y de Modernización del Estado del Ministerio de Hacienda, señor Enrique Paris, señaló que la razón de ser del inciso final del artículo 35 propuesto, es establecer que la señal cultural deba efectuar un presupuesto separado de la señal principal.

Por otra parte, en lo referente a la inclusión de lo regional en este artículo, señaló que ello distorsiona las finalidades de la disposición.

Sin perjuicio de lo anterior, manifestó que el punto luego sea asumido en la discusión de las disposiciones transitorias de la iniciativa en examen.


En votación la indicación N° 1.DD), la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la aprobó con modificaciones, reemplazando en el inciso tercero de la misma la expresión “funcionarios” por el término “trabajadores”, y eliminando en su inciso cuarto la frase “aprobado por el Ministerio de Hacienda de conformidad a los términos contenidos en los incisos primero a cuarto del artículo 11 de la ley N° 18.196, de normas complementarias de la administración financiera, personal y de incidencia presupuestaria”.

- - - - - - - - -

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 36, nuevo

Indicación Nº 1.EE


1.EE).- De S.E. la Presidenta de la República, para reemplazar el N° 11), que ha pasado a ser 29), por el siguiente: 


“29) Agrégase un artículo 36, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente las disposiciones siguientes:


“Artículo 36.- El Directorio de Televisión Nacional de Chile en ejercicio tendrá la obligación de concurrir al Senado, dentro de los ciento veinte días siguientes al término del año calendario, con el objeto de dar cuenta pública ante sus Comisiones de Hacienda y de Educación sobre los estados financieros de la empresa, su gestión, el seguimiento del instrumento de líneas programáticas y editoriales y el cumplimiento del Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública establecidos en el artículo 3°; así como del funcionamiento, gestión y utilización de recursos destinados para el financiamiento de la señal de libre difusión establecida en el artículo 35.”.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que, en su opinión, la obligación de dar cuenta por parte del Directorio debiese ser dirigida al Pleno del Senado, y no sólo a Comisiones específicas.


Posteriormente, consultó si la información relativa a la señal internacional de TVN quedaría comprendida dentro de la redacción de la presente indicación.


El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, respondiendo a lo consultado por quien le antecedió en el uso de la palabra, señaló que la alusión al Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública considera todas las plataformas de la estación pública, precisamente porque dicha misión involucra a todas las señales y medios que despliegue Televisión Nacional de Chile.


El Honorable Senador señor García Huidobro, expresó que sería razonable configurar a la obligación de dar cuenta por parte del Directorio de TVN en términos amplios y generales, más que precisar el contenido específico de tal obligación, a fin de evitar, por una parte, que se difunda información financiera delicada para el canal, y por otra, para impedir que datos relevantes (fuera de los comercialmente sensibles) queden fuera del conocimiento del Senado.


El Honorable Senador señor Girardi, por otra parte, cuestionó que la obligación en examen se extienda a las líneas programáticas y editoriales del canal, en tanto, en su opinión, ello merma la autonomía con la cual TVN debe desenvolverse para llevar a cabo su finalidad. De ahí, agregó, que se debe someter al conocimiento del Senado sólo el estado de cumplimiento del Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública de la estación, en tanto ser el elemento central sobre el cual deben girar las actividades que Televisión Nacional de Chile despliegue.


El Honorable Senador señor García Huidobro, en virtud de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, solicitó votar separadamente la frase de la indicación que hace referencia al canal cultural, en concreto, el texto que reza “así como del funcionamiento y gestión y utilización de recursos destinados para el financiamiento de la señal de libre difusión establecida en el artículo 35.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que TVN actualmente no recibe fondos estatales, situación que cambiaría en caso de aprobarse la indicación N° 1.FF, la que faculta a que a través de la Ley de Presupuestos para el Sector Público se puedan considerar aportes o transferencias a la estación pública para colaborar con el funcionamiento de la señal cultural.


De ese modo, añadió, de eliminarse la frase aludida por el Honorable Senador señor García Huidobro, el Senado no podría analizar la forma en que TVN utiliza los fondos aprobados por el Congreso Nacional para el funcionamiento de la señal cultural.


Sin perjuicio de lo anterior, subrayó que la ejecución presupuestaria de tales recursos públicos podría ser analizada por la Subcomisión Especial Mixta de Presupuestos a cargo del examen de la partida en donde se incorpore a TVN.


El Honorable Senador Girardi, por otro lado, reiteró la necesidad de excluir de la obligación de dar cuenta de las líneas programáticas y editoriales que despliegue TVN, centrándose tal rendición, mayormente, a cuestiones financieras.


El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, en la línea señalada por quien le antecedió en el uso de la palabra, propuso eliminar las referencias a las líneas editoriales y programáticas de TVN, conservando sólo la alusión al Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública del canal, en tanto contener dicho documento las orientaciones de las actividades que la estación despliegue. De ahí, agregó, que el Directorio deba informar sobre el estado de cumplimiento de aquél.


Por último, explicó que dicho modelo se basa en el esquema que presenta el “Agreement” de la BBC (que se elabora cada diez años), el cual es, precisamente, un compromiso de esta última con el pueblo inglés acerca del desarrollo de la misión pública de la emisora.


El Subsecretario General de Gobierno, señor Omar Jara, atendiendo a la preocupación hecha presente por el Honorable Senador señor García Huidobro, señaló que las materias referentes a temas y contenidos regionales, así como de las señales regionales de TVN y la cobertura de la señal principal de esta última, serán introducidas en un precepto distinto al que se encuentra en debate.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, por otra parte, consultó si la referencia a la señal cultural incorporada en el texto de la presente indicación es necesaria. Lo anterior, agregó, en tanto la información sobre dicha señal debe estar comprendida en el Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública de TVN, en virtud de que este último documento comprende todas las plataformas de la estación.


El Coordinador General de Asesores y de Modernización del Estado del Ministerio de Hacienda, señor Enrique Paris, indicó que el aludido párrafo explicita la rendición de cuentas que se debe efectuar respecto de los aportes entregados, vía Ley de Presupuestos, para el funcionamiento de la señal cultural, permitiendo al Senado informarse de qué modo tales recursos fueron empleados.


Por último, compartió el planteamiento efectuado por el Honorable Senador señor Girardi de excluir las referencias a las líneas programáticas y editoriales dentro de la obligación de rendición de cuentas.


En votación la primera parte del texto de la indicación N° 1.EE), la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón, la aprobó con modificaciones, suprimiéndose las frases “ante sus Comisiones de Hacienda y de Educación” y “, el seguimiento del instrumento de líneas programáticas y editoriales”, y reemplazando la locución ”Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública establecidos” por el vocablo “Compromiso sobre la Misión Pública de la empresa establecido”.


Posteriormente, se sometió a votación el párrafo final del texto de la indicación en examen, resultando aprobado por el mismo quórum.


El Honorable Senador señor García Huidobro dejó constancia que su votación a favor de dicho párrafo sólo debe ser entendida bajo la condición de que dicha señal cultural luego resulte, efectivamente, aprobada, en tanto aquél pierde sentido en el caso de que esta última no sea aprobada finalmente por el Senado.


De ese modo, se hace presente que el texto del artículo 36 resultaría redactado en los siguientes términos:


“Artículo 36.- El Directorio de Televisión Nacional de Chile en ejercicio tendrá la obligación de concurrir al Senado, dentro de los ciento veinte días siguientes al término del año calendario, con el objeto de dar cuenta pública sobre los estados financieros de la empresa, su gestión y el cumplimiento del Compromiso sobre la Misión Pública de la empresa establecido en el artículo 3°; así como del funcionamiento, gestión y utilización de recursos destinados para el financiamiento de la señal de libre difusión establecida en el artículo 35.”.

- - - - - - - -

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 36


El artículo 36 de la ley Nº 19.132, señala que deroga, a contar de la publicación de la presente ley, el Título IV de la ley Nº 17.377 y sus artículos transitorios.


A este numeral, nuevo, se presentaron 2 indicaciones signadas con los Nos 57 y 58.
Indicaciones Nos 57 y 58


57.- De la ex Senadora señora Matthei, y 58.- De los Honorables Senadores señores Coloma, Larraín y el ex Senador señor Novoa, para incorporar el siguiente número 12), nuevo:


“12) Agrégase al artículo 36 el siguiente inciso segundo, nuevo:


“Será aplicable a Televisión Nacional de Chile la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública, en la forma establecida en el artículo 10 de dicho cuerpo legal.”.”.


En discusión estas indicaciones, el Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, señaló que las mismas generan una carga adicional, en términos de acceso a la información pública del canal, que le resta a este último competitividad en sus acciones.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, consultó qué información debe publicar Televisión Nacional de Chile en términos de transparencia activa.


El Gerente de Asuntos Legales de Televisión Nacional de Chile, señor Hernán Triviño, indicó que la estación pública mantiene en su página web los estados financieros históricos del canal, las remuneraciones de los ejecutivos designados por el Directorio y la demás información exigida por el artículo décimo de la Ley Nº 20.285.


Por otra parte, expresó que las indicaciones en examen presentan un problema de técnica legislativa, en tanto la referida ley presenta un doble articulado, por lo que la remisión efectuada por tales propuestas debe ser reconducida al precepto correcto.


El Honorable Senador señor García Huidobro, expresó que, en su opinión, a partir de los cambios propuestos por el proyecto de ley en examen, que habilitarán el traspaso de recursos públicos a TVN, se hace necesario resguardar el derecho a la información por parte de los ciudadanos en este contexto.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió que el Ejecutivo proponga una redacción en donde se explicite y precise qué información deberá publicar Televisión Nacional de Chile, en términos de transparencia activa, sin que ello implique una merma en su competitividad en la industria televisiva y audiovisual.


El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Cristián Arancibia, indicó que la información sensible que maneja el canal ya se encuentra cubierto a través del inciso final del artículo 25, antes aprobado. Lo anterior, agregó, a fin de que la industria no tenga acceso a tales datos de la estación pública, evitando que esta última pierda competitividad.


El Gerente de Asuntos Legales de Televisión Nacional de Chile, señor Hernán Triviño, indicó que examinando en detalle lo propuesto por la indicación en examen, se advierte cierta incompatibilidad entre aquélla y el régimen actual al que se somete TVN en estas materias. Lo anterior, reiteró, en tanto esta última se encuentra sujeta a la transparencia activa en los términos contemplados en el artículo décimo de la ley N° 20.285, aplicable a todas las empresas públicas.


De ahí, precisó, es que de aprobarse estas indicaciones, se generaría una especie de régimen excepcional para el canal público.


El Honorable Senador señor Ossandón, manifestó que no le parece razonable someter sólo a TVN a tales exigencias, por lo que sugirió el rechazo de las presentes indicaciones.


En votación las indicaciones Nos 57 y 58, la Comisión, por dos votos en contra, de los Honorables Senadores señores Letelier (Presidente) y Ossandón, y la abstención del Honorable Senador señor Moreira (García Huidobro), las rechazó.

- - - - - - -- 

Artículo 37, nuevo

Indicación Nº 1.FF


1.FF).- De S.E. la Presidenta de la República, para intercalar un N° 30), nuevo, del siguiente tenor:


“30) Agrégase un artículo 37, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente las demás disposiciones:


“Artículo 37.- La Ley de Presupuestos del Sector Público podrá considerar aportes o transferencias a Televisión Nacional de Chile con el solo objeto de implementar, desarrollar o mantener el funcionamiento de la señal de libre difusión establecida en el artículo 35. 


Dichos aportes deberán reflejarse en el presupuesto correspondiente, en los términos del precitado artículo.”.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que la misma contempla la facultad para que, mediante aportes a Televisión Nacional de Chile a través de la Ley de Presupuestos, se permita desarrollar, mantener o implementar la señal cultural.


La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, expresó que la facultad presupuestaria antes descrita, actualmente no se encuentra disponible para la estación pública, en tanto encontrarse vedada legalmente dicha opción.


Posteriormente, indicó que los aportes hacia TVN se reconducirían, en este ámbito, para viabilizar el proceso de instalación de la señal cultural del canal y su progresiva implementación.


El Coordinador General de Asesores y de Modernización del Estado del Ministerio de Hacienda, señor Enrique Paris, indicó que, por las razones anteriores, es que la señal cultural presentará un presupuesto diferenciado, en esos términos, de la señal principal TVN.


El Honorable Senador señor Ossandón, señaló que puede resultar problemático para la independencia del canal público, la entrega permanente de aportes del Estado, por lo que sugiere resaltar el carácter excepcional del mismo y orientarlos sólo al financiamiento de proyectos de inversión.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, subrayó que el traspaso de recursos a TVN para el funcionamiento de la señal cultural está configurado como una opción facultativa, por lo que no se trata de un financiamiento permanente.


El Coordinador General de Asesores y de Modernización del Estado del Ministerio de Hacienda, señor Enrique Paris, precisó que, una cuestión es la capitalización propuesta por las indicaciones del Ejecutivo que más adelante se analizarán, y otra diferente es la habilitación de aportes o traspasos a TVN, de carácter facultativa, a través de la Ley de Presupuestos, para el funcionamiento de la señal cultural de la estación.


El Honorable Senador señor Ossandón, consultó si los aportes que se efectúen mediante la Ley de Presupuestos a TVN para su señal cultural están sujetos a una aprobación previa del Directorio de la estación.


El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, respondió que ello no es necesario, sin perjuicio de que exista un entendimiento previo al respecto con el Directorio.


El Honorable Senador señor García Huidobro, expresó que, a la luz de la redacción de la indicación, el financiamiento vía Ley de Presupuestos para la señal cultural podrá efectuarse tanto para su implementación, desarrollo o funcionamiento, lo que en su opinión amplía en exceso las posibilidades e hipótesis en las cuales se puedan efectuar, a criterio del Gobierno de turno y en concreto del Ministro de Hacienda respectivo, aportes al canal público, lo que pudiese afectar la independencia con la que se debe desenvolver este último.


Además, agregó, la aprobación de tales criterios y posibilidades de financiamiento puede generar considerables repercusiones financieras para el canal, lo que puede llevar a la estación pública a un déficit económico, precisamente por no saberse con claridad y de antemano de qué forma operará la señal cultural, y cómo ello repercutirá en las arcas generales de TVN.


En votación la indicación Nº 1.FF, la Comisión, por tres votos a favor de los Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi y Matta, el voto en contra del Honorable Senador señor García Huidobro y la abstención del Honorable Senador señor Ossandón, la aprobó sin modificaciones.

Sin perjuicio de lo anterior, se hizo presente que con ocasión de la aprobación de un Título VI, nuevo (indicación N° 1.BB), así como de nuevos artículos 35 (indicación N° 1.DD), 36 (indicación N° EE) y 37 (indicación N° 1.FF), en la ley N° 19.132, y la conservación del actual Título VI, como también de los artículos 35 y 36, sería conveniente modificar la denominación de estos tres últimos, pasando a ser Título VII, y artículos 38 y 39, respectivamente, sin modificaciones. Lo anterior, incorporando el siguiente número 31), nuevo, al artículo único de la iniciativa:



31) Reemplázase la numeración de su Título VI. “Disposiciones varias”, y de sus artículos 35 y 36, pasando el primero a ser Título VII, y los segundos a ser 38 y 39, respectivamente, sin modificaciones.


La Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón, aprobó la referida propuesta. Lo anterior, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

- - - - - - - - 

NÚMERO…, NUEVO

Artículo 35


El artículo 35 de la ley Nº 19.132, señala que Televisión Nacional de Chile se regirá exclusivamente por las normas de esta ley y, en lo no contemplado por ella, por las normas que rigen a las sociedades anónimas abiertas. En consecuencia, no le serán aplicables, para efecto legal alguno, las disposiciones generales o especiales que rigen o rijan en el futuro a las empresas del Estado, a menos que la nueva legislación expresamente se extienda a la empresa.


A este numeral, nuevo, se presentó una indicación signada con el No 1.27.

Indicación Nº 1.27


1.27.- De S.E. la Presidenta de la República, para consultar el siguiente Nº 27), nuevo:


27. Elimínase el artículo 35, que ha pasado a ser artículo 41.



Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

- - - - - - - - - 

ARTÍCULO 2º, NUEVO


El artículo 2º, nuevo propone modificar la ley Nº18.838, que Crea el Consejo Nacional de Televisión. 

Artículo 15 ter


El artículo 15 ter de la ley Nº18.838, indica que los concesionarios de radiodifusión televisiva de libre recepción podrán ser de cobertura nacional, regional, local o local de carácter comunitario, conforme con las siguientes características:


a) Nacionales: aquellos que sean titulares de concesiones que, consideradas en su conjunto, contemplen cualquier nivel de presencia, en más del 50% de las regiones del país.


b) Regionales: aquellos que sean titulares de concesiones que, consideradas en su conjunto, contemplen cualquier nivel de presencia en una o más regiones, pero en no más del 50% de las regiones del país. En caso de presencia en sólo una región, dichas concesiones deberán comprender un alcance efectivo igual o superior al 25% de la población o una cobertura igual o superior al 50% de las comunas de dicha región.


c) Locales: aquellos que sean titulares de concesiones que, consideradas en su conjunto, contemplen presencia en sólo una región, comprendiendo dentro de ella un alcance efectivo inferior al 25% de su población y con una cobertura inferior al 50% de las comunas de dicha región.


d) Locales de carácter comunitario: aquellas personas jurídicas de derecho privado, sin fines de lucro, que sean titulares de una sola concesión dentro de los márgenes de presencia establecidos para los concesionarios de cobertura local y que no podrán formar cadenas ni redes de manera permanente. Dichos concesionarios deberán velar por la promoción del desarrollo social y local, debiendo dar cabida a aquella producción realizada por grupos sociales o personas que residan en la zona de cobertura de su concesión. Podrán ser concesionarios locales de carácter comunitario las juntas de vecinos y demás organizaciones comunitarias constituidas en conformidad a la ley N° 19.418, las comunidades agrícolas y las comunidades y asociaciones indígenas, entre otros.


No podrán ser concesionarios locales de carácter comunitario las organizaciones político partidista.


Las concesiones locales de carácter comunitario serán indelegables y se prohíbe su transferencia, venta o cualquier forma de cesión directa o indirecta.


Para efectos de la conformación de un concesionario de servicio de radiodifusión televisiva, se considerará como tal al titular de las concesiones respectivas o a los que se encuentren comprendidos en un mismo grupo empresarial, conforme lo define el artículo 96 de la ley N°18.045.


Un concesionario será considerado de cobertura nacional o regional si en la primera solicitud de concesión que efectúe declara que ella conformará, dentro de un plazo que no excederá de los cinco años, un proyecto nacional o regional, según sea el caso, aunque las condiciones de presencia, cobertura o alcance efectivo que se establecen en este artículo no se satisfagan con la primera concesión solicitada. En caso que un concesionario no cumpla con las coberturas declaradas en su primera solicitud dentro del plazo antes señalado, perderá su carácter de nacional o regional, según sea el caso, ante lo cual deberá adecuar su concesión a alguna de las categorías señaladas en este artículo.


Al artículo 15 ter, se presentó 1 indicación signada con el No 1.28.
Indicación Nº 1.28


1.28.- De S.E. la Presidenta de la República, para consultar el siguiente artículo 2º:


Artículo segundo.- Agrégase un nuevo inciso final al artículo 15 ter de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión, del siguiente tenor:


“No obstante lo dispuesto en los incisos anteriores, existirá una concesión de carácter cultural y educativo, de alcance nacional, de libre recepción y sin publicidad, cuya titularidad corresponderá a Televisión Nacional de Chile y en la que deberá emitir una o más señales en las mismas condiciones técnicas en las que transmita su concesión principal.”.



Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

Artículo 33


El artículo 33 de la ley Nº18.838, dispone que las infracciones a las normas de la presente ley y a las que el Consejo dicte en uso de las facultades que se le conceden, serán sancionadas, según la gravedad de la infracción, con: 


1.- Amonestación.


2.- Multa no inferior a 20 ni superior a 200 unidades tributarias mensuales, en caso de tratarse de concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva o permisionaria de servicios limitados de televisión regionales, locales o locales de carácter comunitario. Para el caso de concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva o permisionaria de servicios limitados de televisión de carácter nacional, las multas podrán ascender hasta un máximo de 1.000 unidades tributarias mensuales. En caso de reincidencia en una misma infracción, se podrá duplicar el máximo de la multa.


3.- Suspensión de las transmisiones, hasta por un plazo de 7 días, tratándose de infracción grave y reiterada.


4.- Caducidad de la concesión. Esta sólo procederá en los siguientes casos:


a) no iniciación del servicio dentro del plazo y con la cobertura señalados en la resolución que otorga la concesión, salvo caso fortuito o fuerza mayor; b) incumplimiento de las exigencias establecidas en los incisos primero y final del artículo 18; c) resolución de liquidación ejecutoriada; d) suspensión de transmisiones, impuesta como sanción por resolución ejecutoriada del Consejo, por tres veces dentro de un mismo mes o por cinco veces dentro del año calendario, por alguna de las siguientes infracciones: 1) interrupción, injustificada o no autorizada previamente por el Consejo, de las transmisiones por más de cinco días; 2) incumplimiento de las normas técnicas por las cuales se rija la respectiva concesión, y 3) infracción de lo establecido en el artículo 1° de esta ley; e) Transferir, ceder, arrendar u otorgar el derecho de uso a cualquier título de una concesión de radiodifusión televisiva otorgada por concurso público, sin la previa autorización del Consejo, autorización que deberá ser otorgada una vez recibido el informe correspondiente por parte de la Subsecretaría de Telecomunicaciones. La referida autorización no podrá ser denegada sin causa justificada.  Las permisionarias de servicios limitados de televisión sólo podrán ser sancionadas en virtud de infracción a lo dispuesto en el artículo 1° de esta ley, en la letra l) de su artículo 12, en el artículo 14 y en el inciso segundo del artículo 15 quáter.


Al artículo 33, se presentó una indicación signada con el No 59.
Indicación Nº 59


59.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para contemplar el siguiente artículo 2º, nuevo:


“Artículo 2º.- Introdúcense las siguientes modificaciones a la Ley Nº 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión:


En el artículo 33, agregar el siguiente inciso final:


“Con todo el número 4) del inciso primero de este artículo no aplicará cuando se trata de servicios de radiodifusión televisiva emitidos en virtud de la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile.”.


La presente indicación introduce un cambio en las atribuciones del Consejo Nacional de Televisión, por lo que se considera que la misma infringe la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 59 como inadmisible.

Artículo 50

El artículo 50 de la ley Nº18.838, señala que el Plan de Radiodifusión Televisiva deberá asignar las frecuencias necesarias para la transición de las concesiones de radiodifusión televisiva analógicas a la tecnología digital. Asimismo, deberá reservar frecuencias necesarias para las futuras concesiones de radiodifusión televisiva. El 40% del total de las concesiones asignables para la televisión digital, entendiéndose por tales aquellas que queden disponibles luego de que se haya llevado a cabo la transición a que hace referencia el artículo primero transitorio de la ley que permite la introducción de la televisión digital, serán destinadas a señales de radiodifusión televisiva digital de libre recepción regionales, locales y locales comunitarias, o para aquellas de carácter nacionales o regionales que el Consejo, por resolución, califique como culturales o educativas. Mediante resolución fundada y acordada por no menos de siete de sus miembros, el Consejo podrá aumentar o disminuir este porcentaje, pero, en este último caso, no podrá hacerlo a menos del 30%. En este porcentaje deberán considerarse dos frecuencias nacionales, destinadas solamente a señales culturales o educativas, así calificadas por el Consejo por resolución. El Consejo por resolución fundada y acordada por no menos de siete de sus miembros, definirá el procedimiento para la asignación de las concesiones respectivas. Dicho procedimiento deberá asegurar que el total del espectro de estas dos frecuencias se destine para que se realicen ofertas no discriminatorias a concesionarios con medios de terceros.


Al artículo 50, se presentaron 3 indicaciones signadas con los Nos 59 a), 59 b) y 59 c).
Indicación Nº 59 a)

59 a).- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar el siguiente inciso final al artículo 50:


“Sin perjuicio de lo que se establece en este artículo, se realizará una reserva de espectro para el Congreso Nacional que dispondrá de una frecuencia de 6 MHz de alcance nacional, para la emisión de las transmisiones de su propio canal de televisión, en las señales que se implementen y que podrá ser explotada por la empresa creada en virtud de la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, bajo los parámetros que se establecen en esta norma.”.


La presente indicación incorpora un cambio en las atribuciones del Consejo Nacional de Televisión, por lo que se considera que la misma afecta la iniciativa exclusiva presidencial en este campo.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 59 a) como inadmisible.
Indicación Nº 59 b)

59 b).- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar el siguiente inciso final al artículo 50:


“Sin perjuicio de lo que se establece en este artículo, se realizará una reserva de espectro para el órgano del Estado que defienda los Derechos de la Niñez, quien dispondrá de una frecuencia de 6 MHz de alcance nacional, para la emisión de las transmisiones de su propio canal de televisión, en las señales que se implementen y que podrá ser explotada por la empresa creada en virtud de la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, bajo los parámetros que se establecen en esta norma.”.



Por los mismos argumentos señalados para el caso de la indicación Nº 59 a), antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 59 b) como inadmisible.
Indicación Nº 59 c)

59 c).- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar el siguiente inciso final al artículo 50:


“Sin perjuicio de lo que se establece en este artículo, se realizará una reserva de espectro para la Corporación Nacional de Desarrollo Indígena o el órgano del Estado que la reemplace, quien dispondrá de una frecuencia de 6 MHz de alcance nacional, para la emisión de las transmisiones de su propio canal de televisión, en las señales que se implementen y que podrá ser explotada por la empresa creada en virtud de la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, bajo los parámetros que se establecen en esta norma.”.



Por los mismos argumentos referidos en el caso de las indicaciones Nos 59 a) y 59 b), antes descritos el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 59 c) como inadmisible.
- - - - - - - - 

ARTICULO 3º, NUEVO


El Artículo 3º, nuevo, introduce unas enmiendas a la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones.

Artículo 31


El artículo 31, de la ley Nº 18.168, indica que los concesionarios, permisionarios y titulares de licencia de Servicios de Telecomunicaciones que utilicen el espectro radioeléctrico y que requieran de dichas autorizaciones para operar de acuerdo con lo establecido en los artículos 8º y 9º de esta ley y los de la ley sobre Consejo Nacional de Televisión, estarán afectos al pago de los derechos que se señalan en los siguientes artículos, los que serán de beneficio fiscal.


A este artículo 31, se presentó 1 indicación signada con el No 60.
Indicación Nº 60


60.- De los Honorables Senadores señores Navarro y Quintana, para agregar el siguiente artículo 3º, nuevo:


“Artículo 3º.- Introdúcense las siguientes enmiendas en la ley Nº 18.168, General de Telecomunicaciones: 


1.- En el artículo 31, reemplazar la expresión “los que serán de beneficio Fiscal” por la expresión “los  que formarán parte del patrimonio de la empresa formada en virtud de la ley Nº 19.132 y se utilizarán para dar cumplimiento a la misión pública que impone esa ley”.


2.- Agregar al artículo 31, el siguiente inciso segundo:


“Los servicios de telecomunicaciones y de radiodifusión emitidos en virtud de la ley Nº 19.132, de Televisión Nacional de Chile, no estarán afectos al pago de los derechos que se señalan en este título.”.


La presente indicación repercute en materias referentes a la administración financiera del Estado, por lo que se considera que la misma vulnera la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.


Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 60 como inadmisible.
- - - - - - - 

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Indicación Nº 1.GG


1.GG).- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar, luego del artículo único, un título denominado “Disposiciones transitorias”, nuevo.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió aprobarla, en tanto tratarse de una propuesta de carácter meramente formal.


En votación la indicación Nº 1.GG, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón, la aprobó sin enmiendas.
- - - - - - - - -

Indicación Nº 1.HH


1.HH).- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente artículo primero transitorio, nuevo:


“Artículo primero transitorio.- Las modificaciones realizadas por los artículos permanentes de la presente ley entrarán en vigencia en el plazo de treinta días contado desde la publicación de la misma en el Diario Oficial, sin perjuicio de las excepciones que se contemplan en los artículos siguientes.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que la misma se hace cargo del período de vacancia legal de la iniciativa en estudio.


En votación la indicación Nº 1.HH, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón, la aprobó sin enmiendas.
- - - - - -

Indicación Nº 1.II


1.II).- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente artículo segundo transitorio, nuevo:


“Artículo segundo transitorio.- Entiéndase expirado, en el término de noventa  días contados desde la entrada en vigencia de la ley, por el solo ministerio de la ley, el período legal de los directores cuyo nombramiento se extendía hasta el año 2020. Las vacantes deberán ser llenadas conforme a las normas del párrafo primero del título II de la ley N° 19.132.”.


En discusión esta indicación, el Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, señaló que la misma abordaba el proceso de renovación a partir de los cambios introducidos en las reglas del Gobierno Corporativo de TVN.


Es así, agregó, como se propone la cesación del período legal de los actuales Directores, en un plazo de 90 días posteriores a la publicación de la presente iniciativa, para el caso de aquéllos cuyo mandato expira en el año 2020, y en un plazo de 1 año desde tal publicación,  para aquéllos cuyo mandato expira en el año 2024.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que la presente indicación adelanta el término del período de los actuales Directores de la estación pública.


El Honorable Senador señor Matta, consultó las razones por las cuales se pretende reducir el mandato de los actuales Directores, en vista de que los mismos fueron designados para un período mucho mayor.


El Asesor del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Gerardo Ramírez, expresó que el adelantamiento en el término del mandato de los actuales Directores obedece a que en la presente iniciativa se han introducido cambios considerables en la normativa referente al Gobierno Corporativo de TVN, en términos del régimen de requisitos para ser Director, inhabilidades, incompatibilidades e impedimentos, por lo que se pretende evitar el “congelamiento” del actual Directorio bajo reglas distintas a las cuales este último fue designado.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, expresó que, en términos concretos, la mitad del Directorio actual sería renovado tres meses luego de la publicación de la presente iniciativa, y la mitad restante luego de un año de ocurrida tal publicación.


Sin perjuicio de lo anterior, señaló que, como consecuencia de haberse mantenido el actual procedimiento de designación de los Directores de TVN, tanto esta indicación como la siguiente pierden sentido.


El Honorable Senador señor Ossandón, consultó si los nombramientos de tales Directores serán en un solo momento, o por parcialidades, entendiendo que esta última modalidad le parece más compatible con la idea de otorgar garantías de pluralismo al interior del Directorio, en tanto la nominación no la haría, de una vez, el Presidente de la República de turno.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que se seguirá con el criterio actualmente vigente en la legislación.


En votación la indicación N° 1.II, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
- - - - - -

Indicación Nº 1.JJ


1.JJ).- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente artículo tercero transitorio, nuevo:


“Artículo tercero transitorio.- Entiéndase expirado, en el término de un año contado desde la entrada en vigencia de la presente ley, y por su solo ministerio, el período legal de los directores cuyo nombramiento se extendía hasta el año 2024. Las vacantes deberán ser llenadas conforme a las normas del párrafo primero del título II de la ley N° 19.132.”.


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió, por las mismas razones expresadas en el debate de la propuesta anterior, rechazarla.


En votación la indicación N° 1.JJ, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros presentes, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Moreira (García Huidobro) y Ossandón, la rechazó.
- - - - - -

Indicación Nº 1.KK


1.KK).- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente artículo cuarto transitorio, nuevo:


“Artículo cuarto transitorio.- Televisión Nacional de Chile deberá publicar la primera versión del “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” dentro de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de esta ley.”. 


En discusión esta indicación, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió aprobarla teniendo presente que, producto del rechazo de las indicaciones Nos 1.II y 1.JJ, el presente precepto pasaría a ser el artículo segundo transitorio.

En votación la indicación Nº 1.KK, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón, la aprobó sin enmiendas.
- - - - - -

Indicación Nº 1.LL


1.LL).- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente artículo quinto transitorio, nuevo:


“Artículo quinto transitorio.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", efectúe, durante un plazo máximo de hasta doce meses contados desde la fecha de la nominación del nuevo directorio de Televisión Nacional de Chile dispuesto en los artículos segundo y tercero transitorios, un aporte extraordinario de capital a Televisión Nacional de Chile, por un monto total de hasta $47.000.000.- de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional, en una o más transferencias, los que se financiarán con activos financieros disponibles en el Tesoro Público. Dicho aporte extraordinario de capital estará destinado a financiar los proyectos de inversión que se identifiquen, en sujeción a lo dispuesto en el artículo 25 de la ley N° 19.132 y sólo podrá ser entregado una vez que la empresa informe al Ministerio de Hacienda el Presupuesto de Inversiones, de conformidad al precitado artículo. 


Asimismo, autorízase al Ministro de Hacienda para que mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, efectúe, dentro del plazo de dieciocho meses contado desde que el nuevo Directorio de Televisión Nacional de Chile, a que se refieren los artículos segundo y tercero transitorios, apruebe la implementación de la señal a que hace referencia el nuevo artículo 35 de la ley N° 19.132, y comunique al Ministerio de Hacienda el presupuesto de la nueva señal, un aporte extraordinario de capital a Televisión Nacional de Chile, por un monto total de hasta $18.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional, en una o más transferencias, que se financiarán con activos financieros disponibles en el Tesoro Público, para efectos de financiar su implementación y puesta en marcha. Para estos efectos, Televisión Nacional de Chile deberá presentar a la Dirección de Presupuestos una propuesta de presupuesto de operación e inversión, desarrollo de contenidos, adquisición de materiales y planta de funcionarios, conforme a la cual se entregarán los recursos.


Los montos recibidos por Televisión Nacional de Chile deberán ser registrados íntegramente en el presupuesto señalado en el artículo 35 de la ley N° 19.132.


Televisión Nacional de Chile deberá remitir al Ministerio de Hacienda un Informe de Avance Semestral de la puesta en marcha de la citada señal, dando cuenta del detalle de los principales componentes de su ejecución y el financiamiento utilizado. Dicho Informe deberá ser remitido en un plazo máximo de treinta días una vez concluido el semestre calendario respectivo.  Idéntica obligación y con la misma periodicidad deberá cumplir durante los siguientes veinticuatro meses.”.


En discusión esta indicación, el Coordinador General de Asesores y de Modernización del Estado del Ministerio de Hacienda, señor Enrique Paris, manifestó que la misma dispone la capitalización de la señal principal y cultural de Televisión Nacional de Chile, en estrecha vinculación y coherencia con los cambios efectuados al Gobierno Corporativo de la estación pública.


En esa línea, señaló que tales trasferencias de recursos están destinadas a objetivos específicos, a saber, en el caso de la capitalización por US$ 47.000.000.- (cuarenta y siete millones de dólares estadounidenses) al financiamiento de proyectos de inversión del canal, y, respecto de la capitalización por US$ 18.000.000.- (dieciocho millones de dólares estadounidenses) al financiamiento de la implementación y puesta en marcha de la señal cultural de TVN.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, señaló que la rebaja presupuestaria de US$70.000.000.- (setenta millones de dólares estadounidenses), cifra originalmente contemplada por el Ejecutivo en la indicación Nº 1.29 a US$ 47.000.000.- (cuarenta y siete millones de dólares estadounidenses), responde, entre otras razones, a que el Ejecutivo ya no propone un nuevo canal y concesión cultural, sino que una nueva señal cultural.


Posteriormente, señaló que la última cifra, de acuerdo a la propuesta en examen, representa los recursos públicos destinados a financiar proyectos de inversión del canal público, relacionados básicamente con la implementación de las exigencias derivadas de la televisión digital. Tales acciones, subrayó, deberán luego ser informadas al Senado, a fin de que este último evalúe el modo en que tales fondos han sido empleados.


Por último, subrayó que las exigencias incorporadas por la Ley de Televisión Digital Terrestre establecen que las concesiones nacionales alcancen, al menos, un 90% de los territorios del país, lo que se encuentra en sintonía con los argumentos a la extensiones de cobertura regionales suscitados en el debate de la presente iniciativa.


El Honorable Senador señor García Huidobro, consultó al Ejecutivo, en concreto, las razones de las disminuciones en las capitalizaciones inicialmente contempladas por el Ejecutivo en la indicación Nº 1.29.


Luego, en virtud de lo dispuesto en el artículo 164 del Reglamento del Senado, solicitó votación separada del inciso segundo del artículo quinto contemplado en la propuesta en examen.


La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, expresó que la rebaja de setenta a cuarenta y siete millones de dólares, para la capitalización de TVN para el proceso de implementación de la televisión digital, se debe a diversos cambios tecnológicos que han abaratado los costos de tal proceso, así como también a un esfuerzo que la estación pública ha efectuado en orden a racionalizar sus recursos.


A su vez, agregó, la disminución de veinticinco a dieciocho millones de dólares, para la capitalización de la señal cultural, se debe a que, a diferencia de lo originalmente planteado por el Ejecutivo, a saber, la creación de una concesión y canal cultural nuevos, ahora sólo se propone el despliegue de una señal cultural, lo que, por cierto, genera muchos menos costos y requiere de menos recursos para su implementación.


El Honorable Senador señor Ossandón, por otra parte, cuestionó el criterio temporal incorporado por la presente indicación para efectuar la entrega de los recursos antes aludidos.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, propuso excluir tal criterio y reemplazarlo por el de publicación de la ley.


El Coordinador General de Asesores y de Modernización del Estado del Ministerio de Hacienda, señor Enrique Paris, manifestó la disposición del Ejecutivo de efectuar en un plazo menor las capitalizaciones presentes en la indicación en examen, sin perjuicio de que señaló que la tramitación en la Contraloría General de la República del Decreto que autorizará tales transferencias toma un tiempo de hasta seis meses, situación que sumada a los cambios en el Gobierno Corporativo de TVN, pueden hacer aconsejable la disposición de un tiempo mayor al que se puede imaginar.


El Honorable Senador señor Ossandón, sugirió establecer plazos razonables en este ámbito, a fin de evitar acelerar procesos que necesiten más tiempo.


La Ministra Secretaria General de Gobierno, señora Paula Narváez, resaltó la necesidad de TVN de contar con los recursos propuestos por la indicación en examen para el cumplimiento de las obligaciones relativas a la implementación de la televisión digital.


Por otro lado, sugirió plantear plazos realistas para la operatividad de las medidas contempladas en la presente propuesta.


El Gerente de Asuntos Legales de Televisión Nacional de Chile, señor Hernán Triviño, indicó que de acuerdo a la Ley de Televisión Digital Terrestre TVN debiese contar este año con 37 estaciones en quince capitales regionales, entre otras medidas, por lo que es vital que se otorguen los medios a la estación pública para el cumplimiento de las exigencias dispuestas por dicho cuerpo legal.


El Asesor Legislativo del Ministerio Secretaría General de Gobierno, señor Cristián Arancibia, por otra parte, sugirió eliminar el párrafo final del inciso segundo del artículo quinto transitorio propuesto por la indicación en examen, en tanto, de acuerdo con la línea seguida en el debate de la presente iniciativa, no se considera adecuado que se someta a un órgano distinto del propio TVN el control sobre la programación de la estación pública. Sumado a lo anterior, agregó, la referencia a “funcionarios” de esta último no es correcta, en tanto los mismos estar vinculados con el canal a través de los respectivos contratos de trabajo regidos por el Código Laboral, de ahí que los mismos presenten el carácter de trabajadores y no de funcionarios.


En consecuencia, sugirió eliminar del texto de la indicación el siguiente párrafo del inciso segundo del artículo quinto transitorio:


“Para estos efectos, Televisión Nacional de Chile deberá presentar a la Dirección de Presupuestos una propuesta de presupuesto de operación e inversión, desarrollo de contenidos, adquisición de materiales y planta de funcionarios, conforme a la cual se entregarán los recursos.”.


El Honorable Senador señor García Huidobro, por su parte, manifestó que la capitalización referente a los desafíos impuestos por la televisión digital a TVN, es una oportunidad para que esta última pueda afrontar tal reto de buena forma, mejorando las condiciones de la provisión de sus servicios. Por tal razón, es que manifestó su respaldo a lo dispuesto a todos los incisos de la presente indicación con excepción del segundo, referente a la capitalización para la implementación de la señal cultural, por los motivos expresados por su persona a lo largo de la discusión de esta iniciativa.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió aprobarla teniendo presente que, producto del rechazo de las indicaciones Nos 1.II y 1.JJ, el presente precepto pasaría a ser el artículo tercero transitorio.

En votación el primer inciso propuesto por la indicación Nº 1.LL, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón, lo aprobó con enmiendas, reemplazando la frase “nominación del nuevo directorio de Televisión Nacional de Chile dispuesto en los artículos segundo y tercero transitorios”, por el vocablo “publicación de la presente ley”.


En votación el segundo inciso propuesto por la indicación Nº 1.LL, la Comisión, por cuatro votos a favor, de los Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), Girardi, Matta y Ossandón, y el voto en contra del Honorable Senador señor García Huidobro, lo aprobó con modificaciones, sustituyendo, en primer lugar, la frase “que el nuevo Directorio de Televisión Nacional de Chile, a que se refieren los artículos segundo y tercero transitorios, apruebe la implementación de la señal a que hace referencia el nuevo artículo 35 de la ley Nº 19.132, y comunique al Ministerio de Hacienda el presupuesto de la nueva señal”, por la locución “la publicación de la presente ley, un aporte extraordinario de capital a Televisión de Chile, para la implementación de la señal a que hace referencia el artículo 35”, y eliminando, en segundo orden, el siguiente párrafo:


“Para estos efectos, Televisión Nacional de Chile deberá presentar a la Dirección de Presupuestos una propuesta de presupuesto de operación e inversión, desarrollo de contenidos, adquisición de materiales y planta de funcionarios, conforme a la cual se entregarán los recursos.”.


En votación los demás incisos propuestos por la indicación Nº 1.LL, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi, Matta y Ossandón, los aprobó sin modificaciones
- - - - - - - -

Indicación Nº 1.MM


1.MM).- De S.E. la Presidenta de la República, para agregar el siguiente artículo sexto transitorio, nuevo:


“Artículo sexto transitorio.- Mientras entren en vigencia los nuevos cargos de gobernador regional, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial; las referencias se deben entender realizadas a los cargos de intendente y gobernador.”.


El Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, sugirió aprobarla teniendo presente que, producto del rechazo de las indicaciones Nos 1.II y 1.JJ, el presente precepto pasaría a ser el artículo cuarto transitorio.


En votación la indicación Nº 1.MM, la Comisión, por la unanimidad de sus miembros, Honorables Senadores señores Letelier (Presidente), García Huidobro, Girardi y Matta, la aprobó sin enmiendas.
- - - - - -

Indicación Nº 61


61.- Del Honorable Senador señor Guillier, para agregar el siguiente artículo transitorio, nuevo:

“Artículo transitorio.- Dentro del plazo de cuatro años, desde la entrada en vigencia de la presente ley, el desarrollo y funcionamiento de Televisión Nacional de Chile se financiará con cargo a la Ley de Presupuesto de la Nación. Sin perjuicio de lo anterior, la empresa podrá percibir ingresos por venta de espacios publicitarios y de contenidos.”. 


La presente indicación incide directamente en la administración financiera del Estado, por lo que se considera que la misma vulnera la iniciativa exclusiva presidencial en este ámbito.



Por los argumentos antes descritos, el Presidente de la Comisión, Honorable Senador señor Letelier, en virtud de la atribución que le asiste en conformidad a lo establecido en el inciso primero del artículo 25 de la ley Nº 18.918, orgánica constitucional del Congreso Nacional, y del inciso cuarto del artículo 118 del Reglamento del Senado, declaró a la indicación Nº 61 como inadmisible.
Indicación Nº 1.29


1.29.- De S.E. la Presidenta de la República, para consultar los siguientes artículos transitorios:


Artículo primero transitorio.- Las modificaciones realizadas por los artículos permanentes de la presente ley entrarán en vigencia en el plazo de 30 días contado desde la publicación de la misma en el Diario oficial, sin perjuicio de las excepciones que se contemplan en los artículos siguientes. 


Artículo segundo transitorio.- El Presidente de la República, y a través los mecanismos establecidos en las modificaciones que la presente ley introduce en la ley N° 19.132, deberá proponer al Senado un nuevo Directorio de la Empresa dentro del término de 120 días, contados desde la entrada en vigencia de este cuerpo normativo. 


Mientras no se encuentre constituido el nuevo Directorio, la administración continuará radicada en el directorio que se encuentre en funciones al momento de la entrada en vigencia de esta ley. Durante ese tiempo, los referidos directores mantendrán el derecho a percibir la dieta determinada de conformidad a las reglas vigentes al momento de su designación. El mandato de aquel directorio se entenderá expirado de pleno derecho con la constitución del nuevo Directorio.


Con el objeto de establecer el régimen de renovaciones parciales del nuevo Directorio, el Presidente de la República nombrará a los ocho directores de la siguiente manera:


a) Tres directores, de los contemplados en el numeral 1 del inciso segundo del artículo 4°. Estos Directores durarán cuatro años en su cargo.


b) Tres directores, de los contemplados en el numeral 1 del inciso segundo del artículo 4°. Estos Directores durarán dos años en su cargo.


c) Dos directores, de los contemplados en el numeral 2 del inciso segundo de la misma disposición. Aquél designado a propuesta en terna elaborada por el Ministerio de Educación durará cuatro años en su cargo, mientras que aquél designado a propuesta en terna elaborada por el Consejo Nacional de la Cultura y las Artes, durará dos. El decreto de nombramiento de los directores a que se refiere este inciso deberá indicar en cada caso la duración en los cargos.


Finalmente, el Presidente de la República nombrará al director a que se refiere el literal a) del inciso primero del artículo 4°, el que durará en su cargo hasta el término de su período presidencial.


Artículo tercero transitorio.- El primer Consejo Consultivo deberá ser nombrado dentro de un término de 18 meses contado desde la entrada en vigencia de la presente ley y sus integrantes durarán en sus cargos hasta la expiración del período de vigencia del primer “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública”. 


Artículo cuarto transitorio.- Televisión Nacional de Chile deberá presentar a la Cámara de Diputados, dentro del plazo de un año contado desde la constitución del nuevo Directorio en los términos del artículo segundo transitorio, el documento denominado “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” que contendrá la estrategia de cumplimiento de los roles públicos de la empresa para los próximos 5 años. Dicho plan comenzará a regir a contar del 1° de enero del año siguiente al año en que fuere suscrito.


Artículo quinto transitorio.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", efectúe, durante un plazo máximo de hasta 24 meses contados desde la fecha de la nominación del nuevo directorio de Televisión Nacional de Chile dispuesto en el artículo segundo transitorio de la presente ley, un aporte extraordinario de capital a Televisión Nacional de Chile, por un monto total de hasta $70 millones de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional, en una o más transferencias, los que se financiarán con activos financieros disponibles en el Tesoro Público. Dicho aporte extraordinario de capital estará destinado a financiar exclusivamente los proyectos de inversión que se identifiquen, en sujeción a lo dispuesto en el artículo 24 de la ley N° 18.482 y al artículo 25 de la ley orgánica de la empresa.


A partir de la fecha señalada en el inciso anterior, Televisión Nacional de Chile deberá remitir al Ministerio de Hacienda un Informe de Avance Semestral de los proyectos de inversión, dando cuenta de su ejecución física y financiera, el detalle de los principales componentes de su ejecución y el financiamiento utilizado. Dicho Informe deberá ser remitido en un plazo máximo de 30 días una vez concluido el semestre calendario respectivo. Idéntica obligación y con la misma periodicidad deberá cumplir durante los siguientes 48 meses.


Asimismo, autorízase al Ministro de Hacienda para que mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, efectúe, dentro del plazo de 12 meses contados desde la fecha de la nominación del directorio de la filial a que hace referencia el  nuevo artículo 35 de la ley N° 19.132, un aporte extraordinario de capital a Televisión Nacional de Chile, por un monto total de hasta $25.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional, en una o más transferencias, que se financiarán con activos financieros disponibles en el Tesoro Público, para efectos de financiar exclusivamente la implementación y puesta en marcha de la filial a cargo de la señal cultural y educativa establecida en el título VI de la ley N° 19.132. Los montos recibidos por Televisión Nacional de Chile deberán ser aportados íntegramente a la filial respectiva, en un plazo máximo de 90 días contados desde su recepción. Para efectos de programar las transferencias aludidas, la administración de la filial deberá presentar a la Dirección de Presupuestos, una propuesta de presupuesto de operaciones e inversión para el año calendario siguiente, de conformidad a los plazos y formas que dicha Dirección establezca para tal efecto.


A partir del nombramiento del primer directorio de la filial a cargo de la señal cultural y educativa establecida en el título VI de la ley N° 19.132, Televisión Nacional de Chile deberá remitir al Ministerio de Hacienda un Informe de Avance Semestral de la puesta en marcha de la citada señal, dando cuenta del detalle de los principales componentes de su ejecución y el financiamiento utilizado. Dicho Informe deberá ser remitido en un plazo máximo de 30 días una vez concluido el semestre calendario respectivo. Idéntica obligación y con la misma periodicidad deberá cumplir durante los siguientes 24 meses.”.



Se hace presente que con fecha 27 de marzo del año en curso, S.E la Presidenta de la República, en virtud de su calidad de autora de la presente indicación, la retiró.

- - - - - -

MODIFICACIONES


Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones tiene el honor de proponeros las siguientes modificaciones al proyecto de ley, aprobado en general por el Honorable Senado, que consta en nuestro Primer Informe:

ARTÍCULO ÚNICO
Número 1)

Artículo 2°


- Sustituirlo por el que sigue:


1) Reemplázase el artículo 2° por el siguiente:


“Artículo 2°. Su objeto es establecer, operar y explotar servicios de televisión y de producción, emisión y transmisión de contenidos audiovisuales y de radiodifusión, cualquiera sea su formato, plataforma audiovisual o medio.


En general, podrá realizar todas las actividades propias de una concesionaria de servicios de telecomunicaciones, de televisión, de radiodifusión sonora, de servicios intermedios de telecomunicaciones y de servicios audiovisuales, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.


La empresa, a través de la programación de sus señales y el desarrollo de sus actividades y las de sus filiales, deberá velar por la efectiva realización de su misión pública, que incluye promover y difundir los valores democráticos, los derechos humanos, la cultura, la educación, la participación ciudadana, la identidad nacional y las identidades regionales o locales, la multiculturalidad, el respeto y cuidado del medio ambiente, la tolerancia y la diversidad.”.”.

(Indicación N° 1.A, aprobada 4x0 e Indicación N° 1.1, aprobada con modificaciones 5x0).
Número 2)

Artículo 3°


- Sustituirlo por el que sigue:


2) Reemplázase el artículo 3° por el siguiente:


“Artículo 3°.- En el cumplimiento de los fines antes señalados, deberá sujetarse estrictamente al "correcto funcionamiento" que definen los incisos cuarto, sexto, séptimo y octavo del artículo 1° de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión.


El pluralismo y la objetividad deberán manifestarse en toda su programación y, muy especialmente, en los noticieros, programas de análisis o debate político.


Sin perjuicio de lo anterior, la empresa desarrollará un instrumento de planificación, denominado “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública”, que contendrá las orientaciones de programación para su señal principal, sus señales adicionales y sus filiales. El documento deberá ser aprobado por el Directorio, en sesión especialmente convocada al efecto, y será revisado cada cinco años. 


El “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” deberá adecuarse al presupuesto de la empresa, así como a las exigencias derivadas de la responsabilidad financiera tanto de sí misma como de sus filiales. 


El documento deberá estar permanentemente a disposición del público en los sitios electrónicos de la empresa.


Anualmente, Televisión Nacional de Chile deberá exponer sobre la realización y avance del Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública, ante el Senado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36.


La falta de aprobación y publicación en tiempo y forma de este instrumento acarreará la suspensión del derecho establecido en el artículo 11 de esta ley, por el período en que subsista el incumplimiento.”.”.

(Indicación N° 1.B, aprobada 3x0).

- - - - -

Número 3)

Artículo 4°

- Modificarlo de la siguiente forma:

- - - - -

Letra a), nueva


-Incorporar una nueva letra a), del siguiente tenor:


“a) Reemplázase el encabezado, la letra a) y la letra b) de su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 4°.- La administración de la empresa la ejerce un directorio compuesto de siete miembros, designados de la siguiente forma:


a) Un director de libre designación y remoción por parte del Presidente de la República, cuya idoneidad garantice el debido pluralismo en el funcionamiento de la empresa, y que se desempeñará como Presidente del directorio. 


b) Seis directores propuestos por el Presidente de la República al Senado para su aprobación. El Presidente hará la proposición en un solo acto, cuidando que el Directorio quede integrado en forma pluralista.”.”:
(Indicación N° 1.C, aprobada con modificaciones 2x1 en contra (encabezado y letra a), posibilidad de remoción, por parte del Presidente de la República, del Director por él designado), aprobada con modificaciones 3x0 (letra b) y aprobada 3x0 (eliminación del resto de los incisos del texto).

- - - - - - 

Letra a)


- Pasó a ser letra b), sin enmiendas.

(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, aprobado 3x0).

Letras b) y c) 


- Eliminarlas.
(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, aprobado 3x0).

- - - - - -

Número 4), nuevo

Artículo 4° bis, nuevo


- Intercalar un N° 4, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose los demás de forma correlativa:


4) Intercálase el siguiente artículo 4° bis:


“Artículo 4° bis. Para ser nombrado Director de la empresa se deberá cumplir, a lo menos, con los siguientes requisitos:


1. Haber alcanzado la mayoría de edad.


2. Estar en posesión de un título profesional o técnico o licenciatura de carrera de, a lo menos, cinco semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado por una universidad extranjera, o acreditar alguna de las siguientes circunstancias:


a) Una experiencia profesional de, a lo menos, cinco años, continuos o no, como director, gerente, jefatura desde el tercer nivel jerárquico inclusive, administrador o ejecutivo principal en empresas, instituciones u organismos, públicos o privados; o académicos con destacada y reconocida trayectoria docente en Universidades reconocidas por el Estado, o


b) Contar con reconocidos méritos laborales y profesionales en la función pública o la gestión de empresas, los medios audiovisuales o de las comunicaciones, la educación o la cultura y las artes.


3. No estar afecto a las inhabilidades o incompatibilidades establecidas en los artículos 4° ter y 5°, respectivamente.”.

(Indicación N° 1.D, aprobada con modificaciones 3x0).

- - - - - -

Número 5), nuevo

Artículo 4° ter, nuevo


- Intercalar un N° 5, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose los demás de forma correlativa:


5) Intercálase, luego del Subtítulo b), “De las inhabilidades y recusaciones de los Directores” el siguiente artículo 4° ter, nuevo:


“Artículo 4° ter. Se considerarán inhabilidades para ser designado en el cargo de Director las siguientes:

a) Haber sido condenado por crimen o simple delito. En caso que un Director en ejercicio sea acusado por crimen o simple delito, será suspendido de su cargo y del derecho establecido en el artículo 11, hasta que exista sentencia firme y ejecutoriada. De ser absuelto podrá volver a ejercer sus funciones por el tiempo que le faltare hasta cumplir su período. En caso de condena, cesará en su cargo por incurrir en una inhabilidad sobreviniente, precediéndose a nombrar su reemplazo por el tiempo restante.

b) Haber sido declarado fallido o condenado por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta o tener la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación, o haber sido administrador o representante legal de deudores condenados por delitos concúrsales establecidos en el Código Penal.

c) Haber sido sancionado por atentados contra la libre competencia, tanto personalmente como en caso de haber desempeñado funciones de administrador, ejecutivo o representante legal de la persona, natural o jurídica, sancionada de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, que establece normas para la defensa de la libre competencia.

d) Haber sido sancionado por la Comisión para el Mercado Financiero, por infracciones graves a la ley N°18.045, de mercado de valores y la ley N°18.046, sobre sociedades anónimas, especialmente en lo relativo a los deberes de los Directores.

e) Tener un interés significativo en actividades que se enmarquen dentro del giro de Televisión Nacional de Chile.


Para estos efectos, se entenderá que tienen un interés significativo, entre otros, quienes por sí o a través de personas jurídicas en las que tengan control de su administración, de su cónyuge o conviviente civil, o de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad:


1. Tengan o adquieran, a cualquier título, participación en la propiedad de concesionarias de servicios de televisión de libre recepción o de servicios limitados de televisión, de empresas de producción de contenidos audiovisuales, de empresas de producción audiovisual publicitaria, de empresas de prestación de servicios televisivos que estén vinculadas a la explotación de una concesión de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción o servicios limitados de televisión, de sociedades o empresas que exploten concesiones de radiodifusión sonora, y en general, cualquier sociedad, empresa o entidad que desarrolle actividades que se enmarquen dentro del giro de la empresa establecido en los incisos primero y segundo del artículo 2°.


2. Mantengan relaciones contractuales con Televisión Nacional de Chile o con alguno de sus competidores respecto de actividades que se enmarquen dentro del giro de la empresa.


f) Haber sido afectado por la revocación a que se refiere el artículo 77 de la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas, y

g) No tener antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para estos efectos, se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre protestos vigentes de documentos no aclarados. Asimismo, se entenderá que una persona posee antecedentes tributarios intachables cuando no haya sido objeto de sanciones impuestas por el Servicio de Impuestos Internos durante los últimos 5 años, como tampoco haberse dictado sentencia de remate en juicio ejecutivo dictado en su contra durante el mismo período.”.
(Indicación N° 1.E, aprobada con modificaciones 3x0, e Indicaciones Nos 22, 23 y 28 bis aprobadas con modificaciones 3x0).
- - - - - - - 

Número 6), nuevo

Artículo 4° quáter, nuevo


- Intercalar un N° 6, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose los demás de forma correlativa:


6) Intercálase, luego del artículo 4° ter, el siguiente artículo 4° quáter, nuevo:


“Artículo 4° quáter.- Los directores deberán abstenerse de participar y votar cuando se traten materias o asuntos en que puedan encontrarse implicados o respecto de los cuales mantengan algún interés, circunstancia de la cual se deberá informar al Directorio.


Se entenderá que concurre una causal de abstención, entre otras circunstancias, cuando:


1. Las decisiones o asuntos se refieran a los casos contenidos en el inciso tercero del artículo 44 de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas.


2. La decisión que adopte pudiese afectar sus intereses, en los términos a que se refiere el artículo 7 de la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses, y el artículo 12 de la ley N° 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


3. Las decisiones, asuntos o negociaciones afecten a sociedades o entidades en las que se hubiere desempeñado en los últimos doce meses como director, administrador, gerente, trabajador dependiente o asesor, consejero o mandatario, ejecutivo principal o miembro de algún comité, como también de sus matrices, filiales o coligadas.


4. Las decisiones o asuntos a tratar pudieren afectar los intereses de su cónyuge, conviviente civil, o de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.


La dieta de director no se entenderá comprendida en las situaciones descritas.


En cualquier caso, el Directorio podrá establecer, en su normativa interna, los procedimientos y mecanismos que deberán adoptarse en materia de conflictos de interés. Lo anterior, sin perjuicio de los deberes generales de abstención para el ejercicio de la función pública establecidos en ésta y otras leyes.


El director afectado por una causal de abstención podrá asistir a la sesión en que se traten materias adicionales a aquella que lo implica, pudiendo participar en el tratamiento y resolución de éstas. Con todo, su asistencia no será considerada para los efectos de determinar el quórum en la resolución de la materia o asunto en la que pudiera tener interés o estar involucrado.


La ausencia del director que se haya abstenido de participar de una determinada sesión en virtud de alguna de las causales referidas en el presente artículo se entenderá, para todos los efectos de esta ley, como justificada.”.

(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, aprobado 3x0).

- - - - - - -

Número 4)

Artículo 5°


- Reemplazar el N° 4, que ha pasado a ser 7), por el siguiente:


7) Reemplázase el artículo 5° por el siguiente:


“Artículo 5o.- El cargo de Director será incompatible con:


a) El cargo de diputado, senador, ministro del Tribunal Constitucional, ministro de la Corte Suprema, consejero del Banco Central, Fiscal Nacional del Ministerio Público, Contralor General de la República y cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


b) El cargo de ministro de Estado, subsecretario, jefe de servicio o de alguna institución autónoma del Estado, embajador; gobernador regional, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial; alcalde y concejal; consejero regional; miembro del escalafón primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembro de los Tribunales Electorales Regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembros de los demás tribunales creados por ley; y miembros de los órganos ejecutivos o de dirección, de los tribunales regionales o del Tribunal Supremo de los partidos políticos, candidatos a algunos de los cargos de elección popular cuya posesión constituye una inhabilidad para ejercer como Director, y miembros de las directivas nacionales de asociaciones gremiales o sindicales.

La incompatibilidad de los candidatos a cargos de elección popular regirá desde la inscripción de las candidaturas y hasta la respectiva elección. En el caso de los dirigentes gremiales y sindicales la incompatibilidad regirá hasta cumplidos seis meses desde la fecha de cesación en dichos cargos, y salvo en el caso del representante de los trabajadores de la empresa en el Directorio.


c) Los funcionarios de las superintendencias, de organismos públicos u otras instituciones del Estado que supervisen o fiscalicen a la Empresa, sus filiales o coligadas;


d) El cargo de ejecutivo o director en alguna empresa que desarrolle actividades que se enmarquen dentro del giro de Televisión Nacional de Chile establecido en los incisos primero y segundo del artículo 2°.


e) Las personas que se encuentren en alguno de los casos contemplados en el artículo 86 del Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.


f) El director ejecutivo, gerente general o ejecutivos relevantes de la Empresa o de sus filiales o coligadas.".
(Indicación N° 1.F, aprobada con modificaciones 3x0).

Número 5)
Artículo 6°


- Reemplazar el N° 5), que ha pasado a ser 8), por el siguiente:


8) Sustitúyese el artículo 6º por el siguiente:


“Artículo 6°.- Los Directores en quienes concurra alguna de las circunstancias señaladas a continuación respecto de un caso particular sometido a su conocimiento y que no implique una inhabilidad, deberán informar al Directorio tan pronto tengan noticia de ello y abstenerse de intervenir en forma directa o indirecta en el asunto:


1.- Tener él, o su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, interés patrimonial en el asunto de que se trate o en otro cuya resolución pudiera influir directa o indirectamente la de aquél. 


2.- Tener cuestión litigiosa pendiente con algún interesado, en la materia cuya decisión ha sido sometida al conocimiento del Directorio.


3.- Tener relación de prestación de servicios con alguna persona natural o jurídica interesada directamente en el asunto, o haberle prestado, en los últimos dos años, servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar. 


4.- Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con aquél o aquéllos a quienes afecte dicha materia.


La infracción, a sabiendas, al deber de abstención establecido en el inciso anterior se considerará como incumplimiento grave y manifiesto para efectos de lo dispuesto en el artículo 12 de la presente ley. 


Sin perjuicio del deber de informar que le asiste al Director sobre la existencia de una eventual causal de abstención, los interesados podrán deducir recusación hasta el momento mismo en que el Directorio entre a resolver sobre la materia respecto de la cual se alega la causal. La recusación se deberá hacer por escrito ante el Directorio y deberá ir acompañada de las pruebas que justifiquen la causal invocada. Tratándose de prueba testimonial, ésta se adjuntará mediante declaraciones juradas prestadas ante notario público.


Deducida la recusación, el Presidente del Directorio notificará de ésta al Director que le afecta, quien deberá informar por escrito, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, allanándose o controvirtiendo el libelo. En caso de allanarse, el Director se abstendrá de conocer del asunto. Si controvirtiere la recusación o nada dijere dentro de dicho plazo, el Presidente del Directorio o quien haga sus veces, con o sin el informe del Director afectado, citará de inmediato a una sesión extraordinaria del Directorio para resolver la recusación. La resolución del Directorio no será susceptible de recurso alguno. Mientras no se resuelva sobre la recusación, el Directorio se abstendrá de resolver sobre la materia en que ésta incide.


En el evento en que la causal de recusación llegue a conocimiento del interesado con posterioridad a la decisión del asunto, ésta deberá hacerse valer dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que tuvo conocimiento de la decisión. El Directorio sólo la admitirá a tramitación en el evento en que el voto del Director recusado haya sido determinante para lograr el quórum exigido por la ley, según sea la materia de que se trate. De acogerse la recusación, el Directorio, en sesión especialmente convocada al efecto, deberá pronunciarse nuevamente sobre la materia en que incide la recusación, quedando suspendido el cumplimiento de la decisión anterior.


La notificación de la recusación se hará mediante carta entregada en el domicilio que el afectado tenga registrado en la empresa, por el secretario o ministro de fe pública.”.”.

(Indicación N° 1.G, aprobada con modificaciones 3x0).
- - - - - -

Número 9), nuevo

Artículo 8°


- Agregar un N° 9), nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente los demás:


9) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 8°:


i. Reemplázase en el inciso primero la palabra “Corporación” por la palabra “empresa”.


ii. Reemplázase en el inciso segundo la referencia a la “Superintendencia de Valores y Seguros” por “Comisión para el Mercado Financiero”.


iii. Agrégase un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:


“La actuación del Directorio estará sujeta, en lo que fuere pertinente, a las normas contenidas en el Título IV de la ley N° 18.046 sobre sociedades anónimas, y a su normativa complementaria, sin perjuicio de las normas a que se refiere esta ley, las que prevalecerán respecto de aquellas.”.”.

(Indicación N° 1.H, aprobada 3x0).

- - - - - -
Número 10), nuevo

Artículo 9°


- Agregar un N° 10, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente los demás:


10) Reemplázase el artículo 9° por el siguiente:


“Artículo 9°. Los Directores están obligados a guardar reserva acerca de los documentos y antecedentes de los que tomen conocimiento con ocasión del ejercicio de sus funciones, siempre que tales documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos. La infracción de estas obligaciones se castigará con la pena de reclusión menor de cualquiera en sus grados y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales.”.

(Indicación N° 1.I, aprobada 3x0).
- - - - - -

Número 11), nuevo

Artículo 10


- Agregar un N° 11, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente los demás:


11) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 10: 


i. Intercálase, en su numeral 1), entre la palabra “intereses” y la expresión “o los de terceras personas”, la frase “, los de su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción,”.


ii. Elimínase, en su numeral 1), la expresión “parentesco,”.


iii. Intercálase, en su numeral 4), entre la palabra “propio” y la expresión “o de terceros”, la frase “, los de su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción,”.


iv. Elimínase, en su numeral 4), la expresión “parentesco,”.


v. Intercálase, en su numeral 5), entre las palabras “para sí” y la expresión “o para terceros”, la frase “, los de su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción,”.


vi. Elimínase, en su numeral 5), la expresión “parentesco,”.”.

(Indicación N° 1.J, aprobada con modificaciones 3x0).
- - - - - -

Número 6)

Artículo 11


- Reemplazar el número 6), que ha pasado a ser 12), por el siguiente:


12) Sustitúyese el artículo 11 por el siguiente:


“Artículo 11.- Los Directores tendrán derecho a una dieta mensual que será establecida por el Ministerio de Hacienda y revisada por éste con una periodicidad no superior a dos años. Para estos efectos, el Ministro de Hacienda deberá considerar como arancel de referencia la dieta promedio de un director de empresa pública, pudiendo asimismo incluir, en las dietas que proponga, componentes relativos a la participación en comités y al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño de la Empresa.


Quienes se desempeñen simultáneamente como Directores de Televisión Nacional de Chile y de una o más de sus filiales recibirán la dieta establecida de conformidad al inciso anterior, aumentada en un 50%.”.
(Indicación N° 1.K, aprobada con modificaciones 3x0).
- - - - - -

Número 13), nuevo

Artículo 12


- Agregar un N° 13), nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente los demás:

13) Reemplázase el artículo 12 por el siguiente:


“Artículo 12.- Son causales de cesación en el cargo de Director de aquellos que se refiere la letra b) del artículo 4°, las siguientes:


a) Expiración del plazo o período por el que fue nombrado, sin perjuicio de mantenerse en funciones hasta el nombramiento de su reemplazante. 


b) Renuncia aceptada por el Presidente de la República.


c) Incapacidad síquica o física para el desempeño del cargo.


d) Alguna causal sobreviniente de inhabilidad o incompatibilidad.


e) Inasistencia injustificada a cuatro o más sesiones ordinarias del Directorio en un año calendario. 


f) Haber maliciosamente incluido datos inexactos u omitido información relevante en cualquiera de las declaraciones de patrimonio o intereses, o en su declaración jurada de incompatibilidades e inhabilidades.


g) Haber incurrido en alguna infracción o incumplimiento grave de las prohibiciones o deberes a que se refiere la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas; o haber incumplido en forma grave y manifiesta los deberes y obligaciones contemplados en esta ley, como el deber de reserva establecido en el artículo 9°.


h) Haber votado favorablemente acuerdos de la Empresa que impliquen un grave y manifiesto incumplimiento de los estatutos o de la normativa legal que le es aplicable o que le causen daño patrimonial significativo a ésta.


La existencia de las causales establecidas en las letras c) y d), si hubiere discusión sobre una inhabilidad sobreviniente, y en las letras e) a la h), serán declaradas por el Pleno de la Corte de Apelaciones de Santiago, a requerimiento del Directorio; o del Ministro Secretario General de Gobierno en conjunto con el Ministro de Hacienda, en el caso de la letras e), f) y h); o de cualquier persona en el caso de la letra d).


El requerimiento deberá hacerse por escrito, acompañándose todos los elementos de prueba que acrediten la existencia de la causal. Se dará traslado al afectado por el término fatal de diez días hábiles para que exponga lo que estime conveniente en su defensa. Vencido este plazo, con o sin la respuesta del afectado, se ordenará traer autos en relación. La causa, para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. Tratándose de la causal de la letra c), la Corte podrá decretar informe pericial como medida para mejor resolver.”.

(Indicación N° 1.L, aprobada 3x0).

- - - - - -
Número 14), nuevo

Artículo 13


- Agregar un N° 14, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente los demás:


14) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 13:


i. Sustitúyese, en el encabezado del inciso segundo, el artículo “la” la segunda vez que aparece por “las”.


ii. Intercálase en el número 1) del inciso segundo la frase “aprobar el Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública;”, luego de los dos puntos y antes de la frase “designar o remover al Vicepresidente del Directorio”.


iii. Reemplázase en el número 1) del inciso segundo la palabra “Corporación” por la palabra “empresa”.  


iv. Reemplázase en el número 1) del inciso segundo la frase “las letras c), d) y e) del artículo 12” por la frase “las letras c) a la h) del artículo 12”.



v. Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “El Directorio no podrá establecer más de dos sesiones ordinarias por mes”, por la frase “El Directorio deberá establecer, al menos, una sesión ordinaria por mes”.


vi. Agrégase en el artículo 13 el siguiente inciso final, nuevo: 


“El Directorio deberá constituir un comité de directores que tendrá las mismas facultades y deberes que se contemplan en el artículo 50 bis de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas, el que deberá poner especial atención a las operaciones realizadas entre partes relacionadas, velando porque éstas tengan como objeto contribuir directamente al interés societario de la empresa. Estas operaciones deberán estar ajustadas en precio, términos y condiciones a aquéllas que prevalezcan en el mercado al tiempo de su aprobación. Todo lo anterior, se entenderá sin perjuicio de la facultad del Directorio de constituir otros comités para los fines que estime necesarios.”.

(Indicación N° 1.M, aprobada 3x0).

- - - - - -
Número 7)

Artículo 13, inciso tercero


- Eliminarlo.

(Indicación N° 1.N, aprobada 3x0).
- - - - - -

Número 15), nuevo

Artículo 14


- Agregar un N° 15, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente los demás:


15) Modifícase el artículo 14 en el siguiente sentido:


i. Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “Corporación” por “empresa”


ii. Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:


“Se presume de derecho que existe interés de un Director en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir el mismo, su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, con sociedades de personas de las que aquéllos o éstas formen parte, con sociedades comanditas por acciones o anónimas cerradas en que aquéllos o éstas sean accionistas, con sociedades anónimas abiertas en que aquéllos o éstas sean dueños de acciones que representen el 10% o más del capital, con los gerentes, administradores, representantes o directores de cualquiera de las sociedades antedichas.”.


iii. Sustitúyase, en su inciso tercero, la expresión “Corporación” por “empresa”.

(Indicación N° 1.O, aprobada con modificaciones 3x0).
Número 8)


- Pasó a ser 16), sin enmiendas.

(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, aprobado 3x0).

- - - - - - 
Número 9)
Artículo 16


- Reemplazar el N° 9), que ha pasado a ser 17), por el siguiente, reordenándose correlativamente los demás:


17) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 16:


i. Sustitúyase, en su inciso primero la expresión “Corporación” por empresa”.


ii. Reemplázase, en la letra a) del inciso segundo, la frase “de la Corporación” por la expresión “del Directorio”.


iii. Agrégase en la letra a) del inciso segundo la siguiente frase final: “La remoción del Vicepresidente seguirá las mismas reglas.”.


iv. Elimínase en la letra a) del inciso segundo la frase “y el nombramiento deberá contar con no menos de cinco votos favorables de los Directores en ejercicio”.


v. Intercálase en la letra b) inciso segundo la expresión “o remover” entre la palabra “Designar” y la frase “al Director Ejecutivo de la empresa”.


vi. Elimínase en la letra b) del inciso segundo la frase “y el acuerdo deberá contar con el voto favorable de no menos de cinco Directores en ejercicio”.


vii. Elimínase en la letra b) del inciso segundo la frase “, pero el acuerdo sólo requerirá el voto favorable de la mayoría absoluta de los Directores en ejercicio”.


viii. Agrégase, en el inciso segundo, la siguiente letra i), nueva, del siguiente tenor:


“i) Determinar la creación de sociedades o empresas filiales para el cumplimiento del giro y de la misión pública de la empresa que establece la ley, aprobar sus estatutos, y velar siempre por la debida eficiencia en la administración de dichas entidades con el objetivo de que éstas puedan generar recursos propios para su financiamiento. La creación de sociedades o empresas filiales deberá satisfacer siempre las exigencias establecidas en el artículo 22.”.


ix. Agrégase, en el inciso segundo, la siguiente letra j), nueva, del siguiente tenor:


“j) Designar o remover a los Directores que representen a Televisión Nacional de Chile en las sociedades filiales que cree.”.


x. Sustitúyase, en el numeral 1) del inciso cuarto, la expresión “Corporación” por “empresa”.


xi. Modifícase el numeral 2) del inciso cuarto en el siguiente sentido:


a) Sustitúyase la expresión “Corporación” por empresa”.


b) Intercálase, entre la expresión “con programas y publicidad propias” y el punto seguido (.) la frase “, a menos que se trate de empresas o personas jurídicas filiales.”.

(Indicación N° 1.Q, aprobada 3x0).
Número 10)
Artículo 18, inciso final nuevo


- Eliminarlo.

(Indicación N° 1.R, aprobada 3x0).

- - - - - -

Número 18), nuevo

Artículo 19


- Intercalar un N° 18, nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


18) Intercálase en el artículo 19 entre la palabra “artículos” y el número “5°”, el número “4 ter”.”.

(Indicación N° 1.S, aprobada 3x0).
- - - - - -
Número 19), nuevo

Artículo 20

- Intercalar un N° 19, nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


19) Reemplázase en el artículo 20 la palabra “Corporación” por “empresa”.”.

(Indicación N° 1.T, aprobada 3x0).
- - - - -
Número 20), nuevo

Artículo 22


- Intercalar un N° 20), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


20) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 22:


i. Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:


“La empresa podrá constituir o formar parte de sociedades cuyo objeto sea necesario para el debido desarrollo de sus actividades.”.


ii Agrégase un inciso cuarto, nuevo, del siguiente tenor:


“La empresa o sus sociedades filiales podrán convenir con terceros la cesión, retransmisión o licenciamiento de los derechos que recaigan sobre los contenidos que sean de su propiedad. Con todo, la empresa deberá establecer condiciones competitivas, transparentes, no discriminatorias y verificables de contratación.”.

(Indicación N° 1.U, aprobada con modificaciones 3x0).

- - - - - -

Número 21), nuevo

Artículo 24


- Intercalar un N° 21), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


21) Modifícase el artículo 24 de la siguiente forma: 


i. Reemplázase la frase “auditadas por firmas auditoras externas de primera categoría” por la frase “auditadas por firmas auditoras externas de reconocido prestigio”.


ii. Intercálase entre la expresión “Estado” y el punto y aparte  la siguiente frase “, salvo las excepciones que consagran las normas siguientes”.

(Indicación N° 1.V, aprobada 3x0).

- - - - - - 

Número 22), nuevo

Artículo 25


- Intercalar un N° 22), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


22) Reemplázase el artículo 25 por el siguiente:


“Artículo 25.- Televisión Nacional de Chile estará afecta a lo dispuesto en el artículo 44 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre administración financiera del Estado. La respectiva autorización se otorgará mediante decreto exento del Ministerio de Hacienda.


Televisión Nacional de Chile informará anualmente, antes del 31 de diciembre, al Ministerio de Hacienda su Presupuesto de Operación e Inversiones, el que será exigible para el procesamiento de las solicitudes de endeudamiento que la empresa solicite.


La evaluación y autorización contenidas en los incisos anteriores no podrán, en caso alguno, referirse al contenido y programación de todas sus señales.


El financiamiento de la empresa deberá ser obtenido a condiciones de mercado y de manera transparente y competitiva, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 37.


Todos los documentos e información presentados por Televisión Nacional de Chile al Ministerio de Hacienda en ocasión de los trámites establecidos en los incisos anteriores tendrán el carácter de reservados para todos los efectos de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.”.

(Indicación N° 1.W, aprobada 3x0 con modificaciones)

- - - - - -

Número 23), nuevo

Artículo 26


- Intercalar un N° 23), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


23) Intercálase en el artículo 26 la frase “, a más tardar el día 30 de junio del año siguiente,” entre las frases “Las utilidades anuales que obtenga Televisión Nacional de Chile se traspasarán” y “a rentas generales de la Nación,”.

(Indicación N° 1.X, aprobada 3x0).

- - - - - -

Número 24), nuevo

Artículo 27, inciso segundo


- Intercalar un N° 24), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


24) Reemplázase el inciso segundo del artículo 27, por el siguiente:


“Se eximen de la prohibición de gratuidad las campañas de utilidad pública en las que participen, en igualdad de espacio y condiciones, todas las concesionarias de servicios de televisión de libre recepción o de radiodifusión sonora, dentro de una misma zona de servicio. Entre ellas se entenderán incluidas las campañas a que hace referencia la letra m) del artículo 12 de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión y las instrucciones que dicha entidad dicte para estos efectos, y las normas referidas a situaciones de emergencia y catástrofes.”.
(Indicación N° 1.Y, aprobada con modificaciones 3x0).

- - - - - -

Número 25), nuevo

Artículo 33


- Intercalar un N° 25), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


25) Reemplázase el artículo 33, por el siguiente:


“Artículo 33.- La empresa y sus filiales quedarán sujetas a la tuición y fiscalización de la Comisión para el Mercado Financiero en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.”.

(Indicación N° 1.Z, aprobada 3x0).

- - - - - -

Número 26), nuevo

Artículo 34


- Intercalar un N° 26), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


26) Modifícase el artículo 34 de la siguiente manera:


i. Reemplázase en el inciso primero la referencia a la “Superintendencia de Valores y Seguros” por la frase “Comisión para el Mercado Financiero”.


ii. Elimínase el inciso segundo.


iii. Reemplázase su inciso tercero por el siguiente:


“Televisión Nacional de Chile estará afecta al control de la Contraloría General de la República sólo respecto de los recursos que la Ley de Presupuestos pudiese destinar a la señal a que se refiere el artículo 35.”.

(Indicación N° 1.AA, aprobada con modificaciones 3x0).

- - - - - -

Número 27), nuevo

Título VI, nuevo


- Intercalar un N° 27), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


27) Intercálase un Título VI, nuevo, luego del artículo 34, del siguiente tenor, pasando el actual Título VI, “Disposiciones varias”, a ser Título VII y reordenándose los artículos siguientes de forma correlativa:  

“Título VI

De la transmisión de contenidos educativos, culturales, tecnológicos, científicos e infantiles”.

(Indicación N° 1.BB, aprobada 4x0).

- - - - - -

Número 28), nuevo

Artículo 35, nuevo


- Intercalar un número 28), nuevo, reordenándose correlativamente los siguientes:


28) Intercálase un artículo 35, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 35.- Televisión Nacional de Chile, mientras cuente con una concesión, deberá transmitir, mediante una señal televisiva especial y distinta de la principal, contenidos educativos, culturales, tanto en su dimensión nacional como regional y local, tecnológica, científica e infantil. 


Esta señal deberá destinarse íntegramente a la transmisión de los referidos contenidos, especialmente de aquellos de producción nacional, y deberá cumplir las mismas condiciones de cobertura que su señal principal.


La empresa destinará desde sus trabajadores, el personal ejecutivo, profesional, técnico y administrativo necesario para el adecuado funcionamiento de esta señal.


La señal a que se refiere este artículo deberá contar con un presupuesto separado de las demás operaciones de la empresa.”.

(Indicación N° 1.DD, aprobada con modificaciones 3x0).

- - - - - - 

Número 11)

Artículo 36, nuevo


- Reemplazar el N° 11), que ha pasado a ser 29), por el siguiente: 


29) Agrégase un artículo 36, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente las disposiciones siguientes:


“Artículo 36.- El Directorio de Televisión Nacional de Chile en ejercicio tendrá la obligación de concurrir al Senado, dentro de los ciento veinte días siguientes al término del año calendario, con el objeto de dar cuenta pública sobre los estados financieros de la empresa, su gestión y el cumplimiento del Compromiso sobre la Misión Pública de la empresa establecido en el artículo 3°; así como del funcionamiento, gestión y utilización de recursos destinados para el financiamiento de la señal de libre difusión establecida en el artículo 35.”.
(Indicación N° 1.EE, aprobada con modificaciones 5x0, e Indicaciones Nos 54 y 55, aprobadas 3x0 con modificaciones).

- - - - -

Número 30), nuevo

Artículo 37, nuevo


- Intercalar un N° 30), nuevo, del siguiente tenor:


30) Agrégase un artículo 37, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente las demás disposiciones:


“Artículo 37.- La Ley de Presupuestos del Sector Público podrá considerar aportes o transferencias a Televisión Nacional de Chile con el solo objeto de implementar, desarrollar o mantener el funcionamiento de la señal de libre difusión establecida en el artículo 35. 


Dichos aportes deberán reflejarse en el presupuesto correspondiente, en los términos del precitado artículo.”.

(Indicación N° 1.FF, aprobada 3x1x1).

- - - - - - 

Número 31), nuevo


- Incorporar un N° 31), nuevo, del siguiente tenor:



31) Reemplázase la numeración de su Título VI, “Disposiciones varias”, y de sus artículos 35 y 36, pasando el primero a ser Título VII, y los segundos a ser 38 y 39, respectivamente, sin modificaciones.

(Artículo 121, inciso final, del Reglamento del Senado, aprobado 5x0).

- - - - - -

DISPOSICIONES TRANSITORIAS


- Agregar, luego del artículo único, un título denominado “Disposiciones transitorias”, nuevo.

(Indicación N° 1.GG, aprobada 5x0).

- - - - - - 

Artículo primero transitorio, nuevo


- Agregar el siguiente artículo primero transitorio, nuevo:


“Artículo primero transitorio.- Las modificaciones realizadas por los artículos permanentes de la presente ley entrarán en vigencia en el plazo de treinta días contado desde la publicación de la misma en el Diario Oficial, sin perjuicio de las excepciones que se contemplan en los artículos siguientes.”.

(Indicación N° 1.HH, aprobada 5x0).

- - - - - -

Artículo segundo transitorio, nuevo


- Agregar el siguiente artículo segundo transitorio, nuevo:


“Artículo segundo transitorio.- Televisión Nacional de Chile deberá publicar la primera versión del “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” dentro de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de esta ley.”.

(Indicación N° 1.KK, aprobada con modificaciones 5x0).

- - - - - - -

Artículo tercero transitorio, nuevo


- Agregar el siguiente artículo tercero transitorio, nuevo:


“Artículo tercero transitorio.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", efectúe, durante un plazo máximo de hasta doce meses contados desde la publicación de la presente ley, un aporte extraordinario de capital a Televisión Nacional de Chile, por un monto total de hasta $47.000.000.- de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional, en una o más transferencias, los que se financiarán con activos financieros disponibles en el Tesoro Público. Dicho aporte extraordinario de capital estará destinado a financiar los proyectos de inversión que se identifiquen, en sujeción a lo dispuesto en el artículo 25 de la ley N° 19.132 y sólo podrá ser entregado una vez que la empresa informe al Ministerio de Hacienda el Presupuesto de Inversiones, de conformidad al precitado artículo. 


Asimismo, autorízase al Ministro de Hacienda para que mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, efectúe, dentro del plazo de dieciocho meses contado desde la publicación de la presente ley, un aporte extraordinario de capital a Televisión Nacional de Chile, para la implementación de la señal a que hace referencia el artículo 35, por un monto total de hasta $18.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional, en una o más transferencias, que se financiarán con activos financieros disponibles en el Tesoro Público, para efectos de financiar su implementación y puesta en marcha.


Los montos recibidos por Televisión Nacional de Chile deberán ser registrados íntegramente en el presupuesto señalado en el artículo 35 de la ley N° 19.132.


Televisión Nacional de Chile deberá remitir al Ministerio de Hacienda un Informe de Avance Semestral de la puesta en marcha de la citada señal, dando cuenta del detalle de los principales componentes de su ejecución y el financiamiento utilizado. Dicho Informe deberá ser remitido en un plazo máximo de treinta días una vez concluido el semestre calendario respectivo. Idéntica obligación y con la misma periodicidad deberá cumplir durante los siguientes veinticuatro meses.”.

(Indicación Nº 1.LL), aprobada con modificaciones 5x0 (inciso primero), aprobada con enmiendas 4x1 en contra (inciso segundo) y aprobada 5x0 (resto de los incisos del texto).

- - - - - -

Artículo cuarto transitorio, nuevo


- Agregar el siguiente artículo cuarto transitorio, nuevo:


“Artículo cuarto transitorio.- Mientras entren en vigencia los nuevos cargos de gobernador regional, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial; las referencias se deben entender realizadas a los cargos de intendente y gobernador.”.

(Indicación N° 1.MM, aprobada con modificaciones 4x0).

- - - - - -


Como consecuencia de las modificaciones anteriores, el proyecto de ley que os propone aprobar vuestra Comisión de Transportes y Telecomunicaciones, queda como sigue:

“PROYECTO DE LEY:


“Artículo único.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley Nº 19.132, que crea la empresa Televisión Nacional de Chile:


1) Reemplázase el artículo 2° por el siguiente:


“Artículo 2°. Su objeto es establecer, operar y explotar servicios de televisión y de producción, emisión y transmisión de contenidos audiovisuales y de radiodifusión, cualquiera sea su formato, plataforma audiovisual o medio.


En general, podrá realizar todas las actividades propias de una concesionaria de servicios de telecomunicaciones, de televisión, de radiodifusión sonora, de servicios intermedios de telecomunicaciones y de servicios audiovisuales, con iguales derechos, obligaciones y limitaciones.


La empresa, a través de la programación de sus señales y el desarrollo de sus actividades y las de sus filiales, deberá velar por la efectiva realización de su misión pública, que incluye promover y difundir los valores democráticos, los derechos humanos, la cultura, la educación, la participación ciudadana, la identidad nacional y las identidades regionales o locales, la multiculturalidad, el respeto y cuidado del medio ambiente, la tolerancia y la diversidad.”.

2) Reemplázase el artículo 3° por el siguiente:


“Artículo 3°.- En el cumplimiento de los fines antes señalados, deberá sujetarse estrictamente al "correcto funcionamiento" que definen los incisos cuarto, sexto, séptimo y octavo del artículo 1° de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión.


El pluralismo y la objetividad deberán manifestarse en toda su programación y, muy especialmente, en los noticieros, programas de análisis o debate político.


Sin perjuicio de lo anterior, la empresa desarrollará un instrumento de planificación, denominado “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública”, que contendrá las orientaciones de programación para su señal principal, sus señales adicionales y sus filiales. El documento deberá ser aprobado por el Directorio, en sesión especialmente convocada al efecto,  y será revisado cada cinco años. 


El “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” deberá adecuarse al presupuesto de la empresa, así como a las exigencias derivadas de la responsabilidad financiera tanto de sí misma como de sus filiales. 


El documento deberá estar permanentemente a disposición del público en los sitios electrónicos de la empresa.


Anualmente, Televisión Nacional de Chile deberá exponer sobre la realización y avance del Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública, ante el Senado, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 36.


La falta de aprobación y publicación en tiempo y forma de este instrumento acarreará la suspensión del derecho establecido en el artículo 11 de esta ley, por el período en que subsista el incumplimiento.”.

3) En el artículo 4°:


a) Reemplázase el encabezado, la letra a) y la letra b) de su inciso primero por el siguiente:


“Artículo 4°.- La administración de la empresa la ejerce un directorio compuesto de siete miembros, designados de la siguiente forma:


a) Un director de libre designación y remoción por parte del Presidente de la República, cuya idoneidad garantice el debido pluralismo en el funcionamiento de la empresa, y que se desempeñará como Presidente del directorio. 


b) Seis directores propuestos por el Presidente de la República al Senado para su aprobación. El Presidente hará la proposición en un solo acto, cuidando que el Directorio quede integrado en forma pluralista.”.

b) Elimínase la palabra “secreta” de su inciso segundo.”.

4) Intercálase el siguiente artículo 4° bis:


“Artículo 4° bis. Para ser nombrado Director de la empresa se deberá cumplir, a lo menos, con los siguientes requisitos:


1. Haber alcanzado la mayoría de edad.


2. Estar en posesión de un título profesional o técnico o licenciatura de carrera de, a lo menos, cinco semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste, o de un título de nivel equivalente otorgado por una universidad extranjera, o acreditar alguna de las siguientes circunstancias:


a) Una experiencia profesional de, a lo menos, cinco años, continuos o no, como director, gerente, jefatura desde el tercer nivel jerárquico inclusive, administrador o ejecutivo principal en empresas, instituciones u organismos, públicos o privados; o académicos con destacada y reconocida trayectoria docente en Universidades reconocidas por el Estado, o


b) Contar con reconocidos méritos laborales y profesionales en la función pública o la gestión de empresas, los medios audiovisuales o de las comunicaciones, la educación o la cultura y las artes.


3. No estar afecto a las inhabilidades o incompatibilidades establecidas en los artículos 4° ter y 5°, respectivamente.”.

5) Intercálase, luego del Subtítulo b), “De las inhabilidades y recusaciones de los Directores” el siguiente artículo 4° ter, nuevo:


“Artículo 4° ter. Se considerarán inhabilidades para ser designado en el cargo de Director las siguientes:

a) Haber sido condenado por crimen o simple delito. En caso que un Director en ejercicio sea acusado por crimen o simple delito, será suspendido de su cargo y del derecho establecido en el artículo 11, hasta que exista sentencia firme y ejecutoriada. De ser absuelto podrá volver a ejercer sus funciones por el tiempo que le faltare hasta cumplir su período. En caso de condena, cesará en su cargo por incurrir en una inhabilidad sobreviniente, precediéndose a nombrar su reemplazo por el tiempo restante.

b) Haber sido declarado fallido o condenado por los delitos de quiebra culpable o fraudulenta o tener la calidad de deudor en un procedimiento concursal de liquidación, o haber sido administrador o representante legal de deudores condenados por delitos concúrsales establecidos en el Código Penal.

c) Haber sido sancionado por atentados contra la libre competencia, tanto personalmente como en caso de haber desempeñado funciones de administrador, ejecutivo o representante legal de la persona, natural o jurídica, sancionada de conformidad a lo dispuesto en el decreto con fuerza de ley N° 1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto ley N° 211, de 1973, que establece normas para la defensa de la libre competencia.

d) Haber sido sancionado por la Comisión para el Mercado Financiero, por infracciones graves a la ley N°18.045, de mercado de valores y la ley N°18.046, sobre sociedades anónimas, especialmente en lo relativo a los deberes de los Directores.

e) Tener un interés significativo en actividades que se enmarquen dentro del giro de Televisión Nacional de Chile.


Para estos efectos, se entenderá que tienen un interés significativo, entre otros, quienes por sí o a través de personas jurídicas en las que tengan control de su administración, de su cónyuge o conviviente civil, o de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad:


1. Tengan o adquieran, a cualquier título, participación en la propiedad de concesionarias de servicios de televisión de libre recepción o de servicios limitados de televisión, de empresas de producción de contenidos audiovisuales, de empresas de producción audiovisual publicitaria, de empresas de prestación de servicios televisivos que estén vinculadas a la explotación de una concesión de servicios de radiodifusión televisiva de libre recepción o servicios limitados de televisión, de sociedades o empresas que exploten concesiones de radiodifusión sonora, y en general, cualquier sociedad, empresa o entidad que desarrolle actividades que se enmarquen dentro del giro de la empresa establecido en los incisos primero y segundo del artículo 2°.


2. Mantengan relaciones contractuales con Televisión Nacional de Chile o con alguno de sus competidores respecto de actividades que se enmarquen dentro del giro de la empresa.


f) Haber sido afectado por la revocación a que se refiere el artículo 77 de la ley Nº 18.046, sobre sociedades anónimas, y

g) No tener antecedentes comerciales y tributarios intachables. Para estos efectos, se entenderá que una persona posee antecedentes comerciales intachables cuando no registre protestos vigentes de documentos no aclarados. Asimismo, se entenderá que una persona posee antecedentes tributarios intachables cuando no haya sido objeto de sanciones impuestas por el Servicio de Impuestos Internos durante los últimos 5 años, como tampoco haberse dictado sentencia de remate en juicio ejecutivo dictado en su contra durante el mismo período.”.

6) Intercálase, luego del artículo 4° ter, el siguiente artículo 4° quáter, nuevo:


“Artículo 4° quáter.- Los directores deberán abstenerse de participar y votar cuando se traten materias o asuntos en que puedan encontrarse implicados o respecto de los cuales mantengan algún interés, circunstancia de la cual se deberá informar al Directorio.


Se entenderá que concurre una causal de abstención, entre otras circunstancias, cuando:


1. Las decisiones o asuntos se refieran a los casos contenidos en el inciso tercero del artículo 44 de la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas.


2. La decisión que adopte pudiese afectar sus intereses, en los términos a que se refiere el artículo 7 de la ley N° 20.880, sobre probidad en la función pública y prevención de los conflictos de intereses, y el artículo 12 de la ley N° 19.880, que establece las bases de los procedimientos administrativos que rigen los actos de los órganos de la Administración del Estado.


3. Las decisiones, asuntos o negociaciones afecten a sociedades o entidades en las que se hubiere desempeñado en los últimos doce meses como director, administrador, gerente, trabajador dependiente o asesor, consejero o mandatario, ejecutivo principal o miembro de algún comité, como también de sus matrices, filiales o coligadas.


4. Las decisiones o asuntos a tratar pudieren afectar los intereses de su cónyuge, conviviente civil, o de sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive.


La dieta de director no se entenderá comprendida en las situaciones descritas.


En cualquier caso, el Directorio podrá establecer, en su normativa interna, los procedimientos y mecanismos que deberán adoptarse en materia de conflictos de interés. Lo anterior, sin perjuicio de los deberes generales de abstención para el ejercicio de la función pública establecidos en ésta y otras leyes.


El director afectado por una causal de abstención podrá asistir a la sesión en que se traten materias adicionales a aquella que lo implica, pudiendo participar en el tratamiento y resolución de éstas. Con todo, su asistencia no será considerada para los efectos de determinar el quórum en la resolución de la materia o asunto en la que pudiera tener interés o estar involucrado.


La ausencia del director que se haya abstenido de participar de una determinada sesión en virtud de alguna de las causales referidas en el presente artículo se entenderá, para todos los efectos de esta ley, como justificada.”.


7) Reemplázase el artículo 5° por el siguiente:


“Artículo 5o.- El cargo de Director será incompatible con:


a) El cargo de diputado, senador, ministro del Tribunal Constitucional, ministro de la Corte Suprema, consejero del Banco Central, Fiscal Nacional del Ministerio Público, Contralor General de la República y cargos del alto mando de las Fuerzas Armadas y de las Fuerzas de Orden y Seguridad Pública.


b) El cargo de ministro de Estado, subsecretario, jefe de servicio o de alguna institución autónoma del Estado, embajador; gobernador regional, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial; alcalde y concejal; consejero regional; miembro del escalafón primario del Poder Judicial; secretario y relator del Tribunal Constitucional; fiscal del Ministerio Público; miembro del Tribunal Calificador de Elecciones y su secretario-relator; miembro de los Tribunales Electorales Regionales, sus suplentes y sus secretarios-relatores; miembros de los demás tribunales creados por ley; y miembros de los órganos ejecutivos o de dirección, de los tribunales regionales o del Tribunal Supremo de los partidos políticos, candidatos a algunos de los cargos de elección popular cuya posesión constituye una inhabilidad para ejercer como Director, y miembros de las directivas nacionales de asociaciones gremiales o sindicales.


La incompatibilidad de los candidatos a cargos de elección popular regirá desde la inscripción de las candidaturas y hasta la respectiva elección. En el caso de los dirigentes gremiales y sindicales la incompatibilidad regirá hasta cumplidos seis meses desde la fecha de cesación en dichos cargos, y salvo en el caso del representante de los trabajadores de la empresa en el Directorio.


c) Los funcionarios de las superintendencias, de organismos públicos u otras instituciones del Estado que supervisen o fiscalicen a la Empresa, sus filiales o coligadas;


d) El cargo de ejecutivo o director en alguna empresa que desarrolle actividades que se enmarquen dentro del giro de Televisión Nacional de Chile establecido en los incisos primero y segundo del artículo 2°.


e) Las personas que se encuentren en alguno de los casos contemplados en el artículo 86 del Estatuto Administrativo, con la sola excepción del desempeño en cargos docentes de hasta media jornada.


f) El director ejecutivo, gerente general o ejecutivos relevantes de la Empresa o de sus filiales o coligadas.".

8) Sustitúyese el artículo 6º por el siguiente:


“Artículo 6°.- Los Directores en quienes concurra alguna de las circunstancias señaladas a continuación respecto de un caso particular sometido a su conocimiento y que no implique una inhabilidad, deberán informar al Directorio tan pronto tengan noticia de ello y abstenerse de intervenir en forma directa o indirecta en el asunto:


1.- Tener él, o su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, interés patrimonial en el asunto de que se trate o en otro cuya resolución pudiera influir directa o indirectamente la de aquél. 


2.- Tener cuestión litigiosa pendiente con algún interesado, en la materia cuya decisión ha sido sometida al conocimiento del Directorio.


3.- Tener relación de prestación de servicios con alguna persona natural o jurídica interesada directamente en el asunto, o haberle prestado, en los últimos dos años, servicios profesionales de cualquier tipo y en cualquier circunstancia o lugar. 


4.- Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con aquél o aquéllos a quienes afecte dicha materia.


La infracción, a sabiendas, al deber de abstención establecido en el inciso anterior se considerará como incumplimiento grave y manifiesto para efectos de lo dispuesto en el artículo 12 de la presente ley. 


Sin perjuicio del deber de informar que le asiste al Director sobre la existencia de una eventual causal de abstención, los interesados podrán deducir recusación hasta el momento mismo en que el Directorio entre a resolver sobre la materia respecto de la cual se alega la causal. La recusación se deberá hacer por escrito ante el Directorio y deberá ir acompañada de las pruebas que justifiquen la causal invocada. Tratándose de prueba testimonial, ésta se adjuntará mediante declaraciones juradas prestadas ante notario público.


Deducida la recusación, el Presidente del Directorio notificará de ésta al Director que le afecta, quien deberá informar por escrito, dentro de las cuarenta y ocho horas siguientes, allanándose o controvirtiendo el libelo. En caso de allanarse, el Director se abstendrá de conocer del asunto. Si controvirtiere la recusación o nada dijere dentro de dicho plazo, el Presidente del Directorio o quien haga sus veces, con o sin el informe del Director afectado, citará de inmediato a una sesión extraordinaria del Directorio para resolver la recusación. La resolución del Directorio no será susceptible de recurso alguno. Mientras no se resuelva sobre la recusación, el Directorio se abstendrá de resolver sobre la materia en que ésta incide.


En el evento en que la causal de recusación llegue a conocimiento del interesado con posterioridad a la decisión del asunto, ésta deberá hacerse valer dentro de los cinco días hábiles siguientes a la fecha en que tuvo conocimiento de la decisión. El Directorio sólo la admitirá a tramitación en el evento en que el voto del Director recusado haya sido determinante para lograr el quórum exigido por la ley, según sea la materia de que se trate. De acogerse la recusación, el Directorio, en sesión especialmente convocada al efecto, deberá pronunciarse nuevamente sobre la materia en que incide la recusación, quedando suspendido el cumplimiento de la decisión anterior.


La notificación de la recusación se hará mediante carta entregada en el domicilio que el afectado tenga registrado en la empresa, por el secretario o ministro de fe pública.”.

9) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 8°:


i. Reemplázase en el inciso primero la palabra “Corporación” por la palabra “empresa”.


ii. Reemplázase en el inciso segundo la referencia a la “Superintendencia de Valores y Seguros” por “Comisión para el Mercado Financiero”.


iii. Agrégase un inciso tercero, nuevo, del siguiente tenor:


“La actuación del Directorio estará sujeta, en lo que fuere pertinente, a las normas contenidas en el Título IV de la ley N° 18.046 sobre sociedades anónimas, y a su normativa complementaria, sin perjuicio de las normas a que se refiere esta ley, las que prevalecerán respecto de aquellas.”.

10) Reemplázase el artículo 9° por el siguiente:


“Artículo 9°. Los Directores están obligados a guardar reserva acerca de los documentos y antecedentes de los que tomen conocimiento con ocasión del ejercicio de sus funciones, siempre que tales documentos y antecedentes no tengan el carácter de públicos. La infracción de estas obligaciones se castigará con la pena de reclusión menor de cualquiera en sus grados y multa de diez a treinta unidades tributarias mensuales.”.

11) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 10: 


i. Intercálase, en su numeral 1), entre la palabra “intereses” y la expresión “o los de terceras personas”, la frase “, los de su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción,”.


ii. Elimínase, en su numeral 1), la expresión “parentesco,”.


iii. Intercálase, en su numeral 4), entre la palabra “propio” y la expresión “o de terceros”, la frase “, los de su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción,”.


iv. Elimínase, en su numeral 4), la expresión “parentesco,”.


v. Intercálase, en su numeral 5), entre las palabras “para sí” y la expresión “o para terceros”, la frase “, los de su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción,”.


vi. Elimínase, en su numeral 5), la expresión “parentesco,”.

12) Sustitúyese el artículo 11 por el siguiente:


“Artículo 11.- Los Directores tendrán derecho a una dieta mensual que será establecida por el Ministerio de Hacienda y revisada por éste con una periodicidad no superior a dos años. Para estos efectos, el Ministro de Hacienda deberá considerar como arancel de referencia la dieta promedio de un director de empresa pública, pudiendo asimismo incluir, en las dietas que proponga, componentes relativos a la participación en comités y al cumplimiento de metas anuales de rentabilidad, de valor económico y de los convenios de desempeño de la Empresa.


Quienes se desempeñen simultáneamente como Directores de Televisión Nacional de Chile y de una o más de sus filiales recibirán la dieta establecida de conformidad al inciso anterior, aumentada en un 50%.”.

13) Reemplázase el artículo 12 por el siguiente:


“Artículo 12.- Son causales de cesación en el cargo de Director de aquellos que se refiere la letra b) del artículo 4°, las siguientes:


a) Expiración del plazo o período por el que fue nombrado, sin perjuicio de mantenerse en funciones hasta el nombramiento de su reemplazante. 


b) Renuncia aceptada por el Presidente de la República.


c) Incapacidad síquica o física para el desempeño del cargo.


d) Alguna causal sobreviniente de inhabilidad o incompatibilidad.


e) Inasistencia injustificada a cuatro o más sesiones ordinarias del Directorio en un año calendario. 


f) Haber maliciosamente incluido datos inexactos u omitido información relevante en cualquiera de las declaraciones de patrimonio o intereses, o en su declaración jurada de incompatibilidades e inhabilidades.


g) Haber incurrido en alguna infracción o incumplimiento grave de las prohibiciones o deberes a que se refiere la ley N° 18.046, sobre sociedades anónimas; o haber incumplido en forma grave y manifiesta los deberes y obligaciones contemplados en esta ley, como el deber de reserva establecido en el artículo 9°.


h) Haber votado favorablemente acuerdos de la Empresa que impliquen un grave y manifiesto incumplimiento de los estatutos o de la normativa legal que le es aplicable o que le causen daño patrimonial significativo a ésta.


La existencia de las causales establecidas en las letras c) y d), si hubiere discusión sobre una inhabilidad sobreviniente, y en las letras e) a la h), serán declaradas por el Pleno de la Corte de Apelaciones de Santiago, a requerimiento del Directorio; o del Ministro Secretario General de Gobierno en conjunto con el Ministro de Hacienda, en el caso de la letras e), f) y h); o de cualquier persona en el caso de la letra d).


El requerimiento deberá hacerse por escrito, acompañándose todos los elementos de prueba que acrediten la existencia de la causal. Se dará traslado al afectado por el término fatal de diez días hábiles para que exponga lo que estime conveniente en su defensa. Vencido este plazo, con o sin la respuesta del afectado, se ordenará traer autos en relación. La causa, para su agregación a la tabla, vista y fallo, se regirá por las reglas aplicables al recurso de protección. Tratándose de la causal de la letra c), la Corte podrá decretar informe pericial como medida para mejor resolver.”.

14) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 13:


i. Sustitúyese, en el encabezado del inciso segundo, el artículo “la” la segunda vez que aparece por “las”.


ii. Intercálase en el número 1) del inciso segundo la frase “aprobar el Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública;”, luego de los dos puntos y antes de la frase “designar o remover al Vicepresidente del Directorio”.


iii. Reemplázase en el número 1) del inciso segundo la palabra “Corporación” por la palabra “empresa”.  


iv. Reemplázase en el número 1) del inciso segundo la frase “las letras c), d) y e) del artículo 12” por la frase “las letras c) a la h) del artículo 12”.


v. Reemplázase, en el inciso tercero, la frase “El Directorio no podrá establecer más de dos sesiones ordinarias por mes”, por la frase “El Directorio deberá establecer, al menos, una sesión ordinaria por mes”.


vi. Agrégase en el artículo 13 el siguiente inciso final, nuevo: 


“El Directorio deberá constituir un comité de directores que tendrá las mismas facultades y deberes que se contemplan en el artículo 50 bis de la ley Nº 18.046, sobre Sociedades Anónimas, el que deberá poner especial atención a las operaciones realizadas entre partes relacionadas, velando porque éstas tengan como objeto contribuir directamente al interés societario de la empresa. Estas operaciones deberán estar ajustadas en precio, términos y condiciones a aquéllas que prevalezcan en el mercado al tiempo de su aprobación. Todo lo anterior, se entenderá sin perjuicio de la facultad del Directorio de constituir otros comités para los fines que estime necesarios.”.

15) Modifícase el artículo 14 en el siguiente sentido:


i. Reemplázase, en su inciso primero, la expresión “Corporación” por “empresa”


ii. Reemplázase su inciso segundo por el siguiente:


“Se presume de derecho que existe interés de un Director en toda negociación, acto, contrato u operación en la que deba intervenir el mismo, su cónyuge o conviviente civil, sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive, o por personas que estén ligadas a ellos por vínculos de adopción, con sociedades de personas de las que aquéllos o éstas formen parte, con sociedades comanditas por acciones o anónimas cerradas en que aquéllos o éstas sean accionistas, con sociedades anónimas abiertas en que aquéllos o éstas sean dueños de acciones que representen el 10% o más del capital, con los gerentes, administradores, representantes o directores de cualquiera de las sociedades antedichas.”.

iii. Sustitúyase, en su inciso tercero, la expresión “Corporación” por “empresa”.


16) Agrégase al final del inciso cuarto del artículo 15, a continuación del punto aparte (.) que pasa a ser punto seguido (.), la siguiente expresión: “Salvo que por acuerdo del Directorio se haya convenido ejecutar determinadas gestiones de inmediato, sin esperar la total tramitación del  acta, en cuyo caso, se podrá hacer desde que el acta es firmada por el Secretario del  Directorio.”.

17) Introdúcense las siguientes modificaciones al artículo 16:


i. Sustitúyase, en su inciso primero la expresión “Corporación” por empresa”.


ii. Reemplázase, en la letra a) del inciso segundo, la frase “de la Corporación” por la expresión “del Directorio”.


iii. Agrégase en la letra a) del inciso segundo la siguiente frase final: “La remoción del Vicepresidente seguirá las mismas reglas.”.


iv. Elimínase en la letra a) del inciso segundo la frase “y el nombramiento deberá contar con no menos de cinco votos favorables de los Directores en ejercicio”.


v. Intercálase en la letra b) inciso segundo la expresión “o remover” entre la palabra “Designar” y la frase “al Director Ejecutivo de la empresa”.


vi. Elimínase en la letra b) del inciso segundo la frase “y el acuerdo deberá contar con el voto favorable de no menos de cinco Directores en ejercicio”.


vii. Elimínase en la letra b) del inciso segundo la frase “, pero el acuerdo sólo requerirá el voto favorable de la mayoría absoluta de los Directores en ejercicio”.


viii. Agrégase, en el inciso segundo, la siguiente letra i), nueva, del siguiente tenor:


“i) Determinar la creación de sociedades o empresas filiales para el cumplimiento del giro y de la misión pública de la empresa que establece la ley, aprobar sus estatutos, y velar siempre por la debida eficiencia en la administración de dichas entidades con el objetivo de que éstas puedan generar recursos propios para su financiamiento. La creación de sociedades o empresas filiales deberá satisfacer siempre las exigencias establecidas en el artículo 22.”.


ix. Agrégase, en el inciso segundo, la siguiente letra j), nueva, del siguiente tenor:


“j) Designar o remover a los Directores que representen a Televisión Nacional de Chile en las sociedades filiales que cree.”.


x. Sustitúyase, en el numeral 1) del inciso cuarto, la expresión “Corporación” por “empresa”.


xi. Modifícase el numeral 2) del inciso cuarto en el siguiente sentido:


a) Sustitúyase la expresión “Corporación” por empresa”.


b) Intercálase, entre la expresión “con programas y publicidad propias” y el punto seguido (.) la frase “, a menos que se trate de empresas o personas jurídicas filiales.”.

18) Intercálase en el artículo 19 entre la palabra “artículos” y el número “5°”, el número “4 ter”.

19) Reemplázase en el artículo 20 la palabra “Corporación” por “empresa”.


20) Introdúcense las siguientes modificaciones en el artículo 22:


i. Reemplázase el inciso tercero por el siguiente:


“La empresa podrá constituir o formar parte de sociedades cuyo objeto sea necesario para el debido desarrollo de sus actividades.”.


ii Agrégase un inciso cuarto, nuevo, del siguiente tenor:


“La empresa o sus sociedades filiales podrán convenir con terceros la cesión, retransmisión o licenciamiento de los derechos que recaigan sobre los contenidos que sean de su propiedad. Con todo, la empresa deberá establecer condiciones competitivas, transparentes, no discriminatorias y verificables de contratación.”.

21) Modifícase el artículo 24 de la siguiente forma: 


i. Reemplázase la frase “auditadas por firmas auditoras externas de primera categoría” por la frase “auditadas por firmas auditoras externas de reconocido prestigio”.


ii. Intercálase entre la expresión “Estado” y el punto y aparte  la siguiente frase “, salvo las excepciones que consagran las normas siguientes”.


22) Reemplázase el artículo 25 por el siguiente:


“Artículo 25.- Televisión Nacional de Chile estará afecta a lo dispuesto en el artículo 44 del decreto ley N° 1.263, de 1975, sobre administración financiera del Estado. La respectiva autorización se otorgará mediante decreto exento del Ministerio de Hacienda.


Televisión Nacional de Chile informará anualmente, antes del 31 de diciembre, al Ministerio de Hacienda su Presupuesto de Operación e Inversiones, el que será exigible para el procesamiento de las solicitudes de endeudamiento que la empresa solicite.


La evaluación y autorización contenidas en los incisos anteriores no podrán, en caso alguno, referirse al contenido y programación de todas sus señales.


El financiamiento de la empresa deberá ser obtenido a condiciones de mercado y de manera transparente y competitiva, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 37.


Todos los documentos e información presentados por Televisión Nacional de Chile al Ministerio de Hacienda en ocasión de los trámites establecidos en los incisos anteriores tendrán el carácter de reservados para todos los efectos de la ley N° 20.285, sobre acceso a la información pública.”.

23) Intercálase en el artículo 26 la frase “, a más tardar el día 30 de junio del año siguiente,” entre las frases “Las utilidades anuales que obtenga Televisión Nacional de Chile se traspasarán” y “a rentas generales de la Nación,”.

24) Reemplázase el inciso segundo del artículo 27, por el siguiente:


“Se eximen de la prohibición de gratuidad las campañas de utilidad pública en las que participen, en igualdad de espacio y condiciones, todas las concesionarias de servicios de televisión de libre recepción o de radiodifusión sonora, dentro de una misma zona de servicio. Entre ellas se entenderán incluidas las campañas a que hace referencia la letra m) del artículo 12 de la ley N° 18.838, que crea el Consejo Nacional de Televisión y las instrucciones que dicha entidad dicte para estos efectos, y las normas referidas a situaciones de emergencia y catástrofes.”.

25) Reemplázase el artículo 33, por el siguiente:


“Artículo 33.- La empresa y sus filiales quedarán sujetas a la tuición y fiscalización de la Comisión para el Mercado Financiero en los mismos términos que las sociedades anónimas abiertas.”.

26) Modifícase el artículo 34 de la siguiente manera:


i. Reemplázase en el inciso primero la referencia a la “Superintendencia de Valores y Seguros” por la frase “Comisión para el Mercado Financiero”.


ii. Elimínase el inciso segundo.


iii. Reemplázase su inciso tercero por el siguiente:


“Televisión Nacional de Chile estará afecta al control de la Contraloría General de la República sólo respecto de los recursos que la Ley de Presupuestos pudiese destinar a la señal a que se refiere el artículo 35.”.


27) Intercálase un Título VI, nuevo, luego del artículo 34, del siguiente tenor, pasando el actual Título VI, “Disposiciones varias”, a ser Título VII y reordenándose los artículos siguientes de forma correlativa:
“Título VI

De la transmisión de contenidos educativos, culturales, tecnológicos, científicos e infantiles”.


28) Intercálase un artículo 35, nuevo, del siguiente tenor:


“Artículo 35.- Televisión Nacional de Chile, mientras cuente con una concesión, deberá transmitir, mediante una señal televisiva especial y distinta de la principal, contenidos educativos, culturales, tanto en su dimensión nacional como regional y local, tecnológica, científica e infantil. 


Esta señal deberá destinarse íntegramente a la transmisión de los referidos contenidos, especialmente de aquellos de producción nacional, y deberá cumplir las mismas condiciones de cobertura que su señal principal.


La empresa destinará desde sus trabajadores, el personal ejecutivo, profesional, técnico y administrativo necesario para el adecuado funcionamiento de esta señal.


La señal a que se refiere este artículo deberá contar con un presupuesto separado de las demás operaciones de la empresa.”.

29) Agrégase un artículo 36, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente las disposiciones siguientes:


“Artículo 36.- El Directorio de Televisión Nacional de Chile en ejercicio tendrá la obligación de concurrir al Senado, dentro de los ciento veinte días siguientes al término del año calendario, con el objeto de dar cuenta pública sobre los estados financieros de la empresa, su gestión y el cumplimiento del Compromiso sobre la Misión Pública de la empresa establecido en el artículo 3°; así como del funcionamiento, gestión y utilización de recursos destinados para el financiamiento de la señal de libre difusión establecida en el artículo 35.”.

30) Agrégase un artículo 37, nuevo, del siguiente tenor, reordenándose correlativamente las demás disposiciones:


“Artículo 37.- La Ley de Presupuestos del Sector Público podrá considerar aportes o transferencias a Televisión Nacional de Chile con el solo objeto de implementar, desarrollar o mantener el funcionamiento de la señal de libre difusión establecida en el artículo 35. 


Dichos aportes deberán reflejarse en el presupuesto correspondiente, en los términos del precitado artículo.”.


31) Reemplázase la numeración de su Título VI, “Disposiciones varias”, y de sus artículos 35 y 36, pasando el primero a ser Título VII, y los segundos a ser 38 y 39, respectivamente, sin modificaciones.
DISPOSICIONES TRANSITORIAS


Artículo primero transitorio.- Las modificaciones realizadas por los artículos permanentes de la presente ley entrarán en vigencia en el plazo de treinta días contado desde la publicación de la misma en el Diario Oficial, sin perjuicio de las excepciones que se contemplan en los artículos siguientes.


Artículo segundo transitorio.- Televisión Nacional de Chile deberá publicar la primera versión del “Compromiso para el cumplimiento de la Misión Pública” dentro de los ciento ochenta días siguientes a la publicación de esta ley.

Artículo tercero transitorio.- Autorízase al Ministro de Hacienda para que, mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula "Por orden del Presidente de la República", efectúe, durante un plazo máximo de hasta doce meses contados desde la publicación de la presente ley, un aporte extraordinario de capital a Televisión Nacional de Chile, por un monto total de hasta $47.000.000.- de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional, en una o más transferencias, los que se financiarán con activos financieros disponibles en el Tesoro Público. Dicho aporte extraordinario de capital estará destinado a financiar los proyectos de inversión que se identifiquen, en sujeción a lo dispuesto en el artículo 25 de la ley N° 19.132 y sólo podrá ser entregado una vez que la empresa informe al Ministerio de Hacienda el Presupuesto de Inversiones, de conformidad al precitado artículo. 


Asimismo, autorízase al Ministro de Hacienda para que mediante uno o más decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, efectúe, dentro del plazo de dieciocho meses contado desde la publicación de la presente ley, un aporte extraordinario de capital a Televisión Nacional de Chile, para la implementación de la señal a que hace referencia el artículo 35, por un monto total de hasta $18.000.000 de dólares, moneda de los Estados Unidos de América, o su equivalente en otras monedas extranjeras o en moneda nacional, en una o más transferencias, que se financiarán con activos financieros disponibles en el Tesoro Público, para efectos de financiar su implementación y puesta en marcha.


Los montos recibidos por Televisión Nacional de Chile deberán ser registrados íntegramente en el presupuesto señalado en el artículo 35 de la ley N° 19.132.


Televisión Nacional de Chile deberá remitir al Ministerio de Hacienda un Informe de Avance Semestral de la puesta en marcha de la citada señal, dando cuenta del detalle de los principales componentes de su ejecución y el financiamiento utilizado. Dicho Informe deberá ser remitido en un plazo máximo de treinta días una vez concluido el semestre calendario respectivo. Idéntica obligación y con la misma periodicidad deberá cumplir durante los siguientes veinticuatro meses.


Artículo cuarto transitorio.- Mientras entren en vigencia los nuevos cargos de gobernador regional, delegado presidencial regional y delegado presidencial provincial; las referencias se deben entender realizadas a los cargos de intendente y gobernador.”.
- - - - - - 


Acordado en sesiones celebradas los días 10 de agosto y 1 y 7 de septiembre de 2010; con asistencia de los Honorables Senadores señor Guido Girardi Lavín (Presidente) y Francisco Chauán, de la ex Senadora señora Ximena Rincón González (Jorge Pizarro Soto) y de los ex Senadores señores Carlos Cantero Ojeda y Jovino Novoa Vásquez; 2 de junio de 2015, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente), Juan Pablo Letelier Morel, Jaime Orpis Bouchón y Andrés Allamand Zavala (Manuel José Ossandón Irarrázabal); 7 de junio y 12 de julio de 2016, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel Antonio Matta Aragay (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 18 de julio de 2016, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel Antonio Matta Aragay (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa (Alejandro García Huidobro Sanfuentes), Guido Girardi Lavín y Juan Pablo Letelier Morel; 19 de julio y 1 y 8 de agosto de 2016, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel Antonio Matta Aragay (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 29 de agosto de 2016, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel Antonio Matta Aragay (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 5 de septiembre de 2016, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel y (Presidente accidental), Alejandro García Huidobro Sanfuentes y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 27 de septiembre de 2016, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Guido Girardi Lavín (Presidente accidental), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Manuel José Ossandón Irarrázabal y Fulvio Rossi Ciocca (Juan Pablo Letelier Morel); 22 de noviembre de 2016, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel Antonio Matta Aragay (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín, Juan Pablo Letelier Morel y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 29 de noviembre de 2016, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Manuel Antonio Matta Aragay (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 21 de marzo y 11 de abril de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 18 de abril de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa (Alejandro García Huidobro Sanfuentes), Guido Girardi Lavín, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 2 de mayo de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Guido Girardi Lavín, Hernán Larraín Fernández (Alejandro García Huidobro Sanfuentes) y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 8 de mayo de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Guido Girardi Lavín y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 9 de mayo de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 16 de mayo de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Alejandro García Huidobro Sanfuentes, Guido Girardi Lavín, Manuel Antonio Matta Aragay y Manuel José Ossandón Irarrázabal; 30 de mayo de 2017, con la asistencia de los Honorables Senadores señores Juan Pablo Letelier Morel (Presidente), Iván Moreira Barros (Alejandro García Huidobro) y Manuel José Ossandón Irarrázabal.


Sala de la Comisión, a 7 de junio de 2017.

(Fdo.): Ana María Jaramillo Fuenzalida, Abogada Secretaria.


1 Artículo 12°.- El Consejo Nacional de Televisión 
tendrá las siguientes funciones y atribuciones:
l)  Establecer que los concesionarios deberán transmitir a lo menos cuatro horas de programas culturales a la semana, entendiéndose por tales aquellos que se refieren a los valores que emanen de las identidades multiculturales existentes en el país, así como los relativos a la formación cívica de las personas, los destinados al fortalecimiento de las identidades nacionales, regionales o locales, como fiestas o celebraciones costumbristas y aquellos destinados a promover el patrimonio universal y, en particular, el patrimonio nacional. Dos de estas cuatro horas deberán transmitirse en horarios de alta audiencia fijados por el Consejo, quedando a criterio de cada concesionaria determinar el día y la hora dentro de dichos horarios. El equivalente en tiempo de las otras dos horas, determinado también por el Consejo, podrá transmitirse en otros horarios. Cuando en una misma zona de servicio se opere, controle o administre más de una señal de televisión, la obligación deberá cumplirse en cada una de las señales. En el caso de los permisionarios de servicios limitados de televisión, esta exigencia se cumplirá considerando el total de señales que conformen su oferta básica.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE HACIENDA RECAÍDO EN EL PROYECTO, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE MODIFICA LA LEY N° 19.132, DE TELEVISIÓN NACIONAL DE CHILE 

(6.191-19)
HONORABLE SENADO:


La Comisión de Hacienda tiene el honor de emitir  su informe acerca del proyecto de ley individualizado en el epígrafe, iniciado en Mensaje de Su Excelencia la Presidenta de la República, con urgencia calificada de “suma”. 

- - -

La Sala, en sesión de 22 de agosto del presente año, autorizó a la Comisión de Obras Públicas para pasar el proyecto a la Comisión de Hacienda durante el primer informe.
- - -

A una o más de las sesiones en que la Comisión consideró este proyecto de ley asistieron, además de sus miembros, del Ministerio de Obras Públicas, el Ministro, señor Alberto Undurraga; el Coordinador de Concesiones, señor Eduardo Abedrapo; el Jefe del Departamento de Administración y Finanzas de la Coordinadora de Concesiones, señor Pablo Núñez; el Jefe de Asesores, señor Enrique Álvarez; la Asesora, señora Andrea Rojas, y el Asesor Legislativo, señor Pablo Aranda.
Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, la Asesora Legislativa, señora María Jesús Mella.
De la Dirección de Presupuestos, el Asesor, señor Rodrigo Caravantes.

De la Asociación de Trabajadores de Concesiones de Obras Públicas (ATC A.G.), los Directores, señora Patricia Urbina, y señores Jorge González y Rodrigo Núñez.
El Asesor del Honorable Senador García, señor Marcelo Estrella. 

La Asesora del Honorable Senador Lagos, señora Leslie Sánchez. 

Del Comité Demócrata Cristiano, la Abogada, señora Constanza González.
Del Comité Renovación Nacional, la Periodista, señora Andrea González.

De la Unidad de Asesoría Presupuestaria del Senado, señora María Soledad Larenas.
- - -

De conformidad con su competencia, vuestra Comisión de Hacienda se pronunció acerca de los artículos 1, numeral 2) –artículos 22 bis y 22 ter-; 3, números 1 –letra b, ordinal iii)- y 2; 4 y 5, permanentes, y artículos primero, segundo, tercero, cuarto, quinto y sexto, transitorios, en los términos en que fueron aprobados por la Comisión de Obras Públicas, como reglamentariamente corresponde.
En relación a ellos, la Comisión de Hacienda no introdujo modificaciones.
- - -

OBJETIVOS DEL PROYECTO DE LEY


Se crea la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, incorporándola dentro de la estructura formal del Ministerio de Obras Públicas; se adecua y modifica algunos aspectos de la Ley de Concesiones de Obras Públicas, ampliando las atribuciones del panel técnico; se regula el traspaso del personal de la Unidad de Coordinación de Concesiones a la Dirección General que se crea, y se compensa mediante asignaciones especiales la antigüedad de dichos trabajadores, a fin de evitarles un detrimento patrimonial.
- - -

DISCUSIÓN 

Previo a la consideración de los artículos de la iniciativa legal, el Coordinador de Concesiones del Ministerio de Obras Públicas, señor Eduardo Abedrapo, efectuó una exposición, del siguiente tenor:

Antecedentes

- La iniciativa legal viene a normalizar una situación, desde un punto de vista, anómala, como es que el Sistema de Concesiones, que ha significado beneficios para el país, se encuentre a cargo de una unidad funcional dentro del Ministerio de Obras Públicas, creada hace más de 20 años, como un equipo de tarea específica de coordinación, que hoy se encuentra con un total del orden de 300 personas como dotación, en que el 85% sirve con contrato en base a honorarios. Además de supervisar todas las fases que desembocan en la celebración del contrato de concesión, también fiscaliza su ejecución –actualmente son 65 concesiones, que son permanentes- por lo que se trata de una tarea enorme que es de responsabilidad de la referida unidad funcional, con un personal que sirve con un estatuto jurídico diferente al que debiera tener. Por ejemplo: los fondos para capacitación alcanzan apenas $5.000.000. 

- Después de más de dos décadas de un exitoso funcionamiento del mecanismo de concesiones de infraestructura, hoy se plantean nuevos desafíos para su funcionamiento.

- En 2014, el Gobierno anunció la “Agenda Infraestructura, desarrollo e inclusión, Chile 30.30”, una ambiciosa cartera de proyectos de infraestructura con inversiones directas por parte del Estado y por medio de concesiones. 

- Lo anterior requiere, entre otras medidas, contar con una nueva institucionalidad que facilite enfrentar estos desafíos y, de esta manera, potenciar la inversión en infraestructura por medio de concesiones. 

Objetivos del proyecto de ley

- Planificación permanente de mediano y largo plazo, con horizonte a 5 años.

- Fortalecimiento del modelo de gestión y fiscalización de los proyectos. 

- Profundización de las capacidades para el análisis y estructuración financiera de los proyectos.

- Desarrollo de las funciones de estudio, supervisión y evaluación del sistema de concesiones.

- Promover el mecanismo de concesiones y la cartera de proyectos entre inversionistas y financistas, nacionales y extranjeros.

- Desarrollo de mecanismos que permitan incorporar la participación de la ciudadanía en etapas tempranas del desarrollo de los proyectos. 

- Fortalecimiento de las capacidades y competencias del personal. 

Contenidos principales
- La “Dirección General de Concesiones de Obras Públicas” (DGCOP), será un servicio centralizado dependiente del MOP, afecto al Sistema  de Alta Dirección Pública, ADP. Su Director será nombrado por el Presidente de la República. 

- DGCOP tendrá funciones y atribuciones que le permitan desarrollar todo el proceso de infraestructura concesionada, desde la evaluación de la idea hasta el término de la fase de explotación.

- Plan de Concesiones Quinquenal. La DGCOP deberá elaborar una planificación permanente con horizonte a 5 años, sometiendo este Plan al Consejo de Concesiones y, luego, enviarlo al Congreso Nacional para su conocimiento. Este Plan tendrá una visión territorial para lo cual sus proyectos contemplarán infraestructura en diferentes zonas del país, procurando un desarrollo armónico entre ellas. En su cuenta pública anual el Director deberá incluir el grado de avance del plan. 

- Presencia regional. El Director podrá delegar en funcionarios de su dependencia atribuciones específicas para una o más regiones o localidades cuando circunstancias calificadas, tanto de operación como proyectos en estudio y en etapa de construcción, lo hagan necesario.

- Amplía competencias del Panel Técnico para conocer de las consultas que le formulen las partes (hoy solamente conoce de las discrepancias de carácter técnico o económico entre las partes durante la ejecución del contrato de concesión). 

- Cambios en la composición del Consejo de Concesiones y nueva atribución. Los integrantes del Consejo serán designados por el Ministro de Obras Públicas y por el Ministro de Hacienda, manteniendo el componente regional. De esta manera el Consejo quedará compuesto por 6 miembros: uno, designado de común acuerdo por ambos Ministros, quién lo presidirá; dos consejeros designados por el Ministro de Hacienda (un Economista y un Abogado); dos designados por el Ministro de Obras Públicas (un Arquitecto y un Ingeniero Civil); y el Ministro de Obras Públicas. 

- Nueva causal en que el MOP deberá requerir informe previo del Consejo de Concesiones, esto es, para modificar las características de las obras y servicios contratados, mediante la suscripción de un convenio complementario al contrato de concesión, cuando, separada o conjuntamente, dichas modificaciones superen el 10% del presupuesto oficial de la obra. 

- Vigencia de la actual integración del Consejo de Concesiones. Se establece que la integración del Consejo de Concesiones vigente a la fecha de publicación de esta ley, se mantendrá por el plazo de 1 año contado desde dicha fecha.

- Nombramiento del primer Director DGCOP y de los directivos de segundo nivel jerárquico. Se propone sea nombrado por el Presidente de la República sin sujetarse a lo dispuesto en la ley 19.882, asumiendo de inmediato, por el plazo máximo de 1 año, en tanto se efectúe el proceso de selección pertinente. Lo mismo, se propone para los cargos correspondientes al segundo nivel ADP. 

Contenidos principales en materia de personal

- Se faculta al Presidente de la República para fijar mediante decreto con fuerza de ley la planta del personal de la DGCOP, que se regirá por el Estatuto Administrativo y estará sujeto a la Escala Única de Sueldos. 

- Dispone el traspaso de los funcionarios titulares de planta y a contrata desde la DGOP (actual Coordinación de Concesiones) a la nueva DGCOP. 

- 26.07.2016, se firma Protocolo de Acuerdo, creando mesa de trabajo entre MOP- ATC – DIPRES, para: “traspasar al actual personal de la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas a la nueva Dirección General de Concesiones de Obras Públicas manteniendo su actual nivel de remuneraciones”. 
- 27.01.2017, las partes acuerdan traspaso de la mayoría de los trabajadores (actualmente a honorarios) de la Coordinación de Concesiones a la nueva DGCOP. 

- 21.03.207 y 18.07.2017, Ejecutivo presenta indicaciones: 

Creación de una asignación especial con un máximo de 72 cupos permanentes para profesionales, y 22 cupos transitorios para técnicos y administrativos. 

35 funciones críticas para primer año de funcionamiento DGCOP. 

Disminuye a 6 meses plazo para dictación de decreto con fuerza de ley que fije plantas.
El personal a honorarios de la actual Coordinación de Concesiones que a la fecha de inicio de las actividades de la nueva DGCOP esté prestando servicios en aquella, podrá optar a modificar su calidad jurídica de honorarios a contrata siempre que cumpla con los requisitos respectivos y otorgue su consentimiento, modificaciones que alcanzarán un máximo de 218 personas, manteniendo su nivel de remuneraciones brutas. 
El Honorable Senador señor Montes solicitó mayores antecedentes y explicaciones acerca del financiamiento, dado que, de la lectura de los informes financieros, pareciera que el costo de la iniciativa es cercano a cero.

El Coordinador de Concesiones, señor Abedrapo, señaló que el acuerdo inicial con la Dirección de Presupuestos, en base al cual se produjo el envío del proyecto de ley, implicaba que el cambio no tuviera un costo fiscal. Agregó que, durante la tramitación, se ha generado un costo fiscal producto de los acuerdos alcanzados para mantener la remuneración bruta de los trabajadores.

Además, explicó, el debate durante la discusión legislativa se ha centrado en dar mayor seguridad al equipo profesional de mantener su misma condición remuneracional y el reconocimiento de la antigüedad para algunos efectos. Asimismo, en que exista una expresión regional dentro de lo que será la Dirección General de Concesiones.

El Honorable Senador señor Pizarro consideró extraño que no se contemple un aumento de funcionarios, conforme a lo expuesto precedentemente, dado que se estima necesario contar con el personal especializado y suficiente para llevar adelante una mejor fiscalización de las concesiones y para regionalizar la labor de la Dirección.

El Honorable Senador señor García observó que, compartiendo lo que propone el proyecto de ley, debieran estudiar cómo se integrarán y coordinarán la Dirección General de Concesiones Obras Públicas, el Ministerio del ramo y el futuro Fondo de Infraestructura, de modo de visualizar sus particularidades y aportes específicos que realizará cada entidad que justifique su existencia.

El Honorable Senador señor Coloma agregó a lo anteriormente planteado, la necesidad de aclarar cómo funcionará esta institucionalidad en la materia específica de coordinación de carreteras y las ciudades por las que pasa o afecta y la tarea de la Dirección de Vialidad, para lograr funcionar integradamente.

En otra materia, observó que en el artículo 22 ter que se propone, se utiliza la palabra “monitoreo” que debiera revisarse en cuanto a su aceptación idiomática.

El Honorable Senador señor Montes acotó que ciertas concesiones, como las de hospitales y cárceles, no han funcionado bien o han fracasado, por lo que surge la inquietud si el equipo de estudios estará analizando estas concesiones y proponiendo soluciones, o no. Estimó que existe una parte que es mejorar el diseño de proyectos y otra que es mejorar la fiscalización, además de incorporar nuevas materias como la fibra óptica, por ejemplo. Añadió que tener una nueva dirección general de concesiones debe implicar ir más allá de lo que se hace hoy.

En cuanto a las expropiaciones, consultó si el equipo que se ocupa de ello, actualmente, está totalmente al interior de la Dirección de Obras Públicas, y si seguirá siendo así con la nueva DGCOP.

El señor Abedrapo indicó que el informe financiero considera $698 millones para la contratación de un máximo de 15 nuevos funcionarios, que probablemente se destinen en su mayoría a la fiscalización de los contratos de concesión que presentan un continuo aumento, encontrándose, actualmente, en un número de 65 operativos, y proyectos nuevos que podrían elevar el número a 70 durante la actual administración. Estimó que se trata de un punto de partida y que, el próximo Gobierno, deberá respaldar el ingreso de un mayor número de profesionales a la nueva dirección, porque probablemente seguirá aumentando el número de contratos de concesión.

Respecto a la consulta por la institucionalidad, expresó que la Dirección General se insertará dentro del Ministerio, quedando en una misma línea con la Dirección General de Aguas y la Dirección General de Obras Públicas, con una sola conducción y unidad de mando. Agregó que el Fondo de Infraestructura operará en base a contratos de concesión basados en la ley respectiva y por intermedio de la dirección general -una vez que entre en funciones- todo ello en base a un Plan que será revisado y aprobado previamente por el Ministerio de Obras Públicas.

En relación a la armonización de la situación entre las carreteras y las ciudades a las que afectan, planteó que las primeras concesiones se centraron estrictamente en la llamada faja vial, sin preocuparse de su entorno o área de influencia, pero eso ha cambiado y estiman que las concesiones pueden hacerse cargo de su entorno, de modo que no vuelvan a ocurrir intervenciones deficitarias y lamentables como las de Vespucio Sur, con el caso paradigmático de la salida a calle Til Til que finaliza en una casa. 

Estimó que ahora existe una visión integral, lo que se refleja en el trabajo del proyecto Vespucio Oriente Dos, que es muy complejo y se trabajó con la comunidad, firmando, además, un acuerdo con los alcaldes de las cuatro comunas por las que pasa. Añadió que debe existir un esquema obligatorio de coordinación interministerial previa, de modo de tener una mirada multisectorial, desde el inicio, y no estar resolviendo los problemas cuando van apareciendo.

Acerca de las concesiones de hospitales y cárceles, señaló que es importante esperar el informe de evaluación que el Ministerio solicitó al Banco Mundial sobre los hospitales concesionados en cuanto a su operación y construcción, más allá de problemas específicos que se han detectado, se intentan corregir y considerar para el futuro, como ha sido, por ejemplo, con la falta de aire acondicionado en varios sectores de los hospitales de Maipú y La Florida. Asimismo, manifestó que existe un informe de la División de Estudios y Análisis Financiero de la Coordinación de Concesiones (integrada por cuatro personas), que efectuó un primer levantamiento y análisis interno sobre los elementos internos propios de evaluación. Agregó que se puede hacer llegar a la Comisión el referido informe e indicó que un análisis similar se está iniciando sobre las cárceles concesionadas. 

Relacionado con lo anterior, comentó que recientemente entre el Ministerio de Salud y el Ministerio de Obras Públicas se acordó, mediante convenio, la creación de la figura llamada inspector sanitario, como un funcionario designado por el Ministerio de Salud, coadyuvante del inspector fiscal, lo que permite reforzar la mirada orientada a las prestaciones de salud.

Sobre las expropiaciones, explicó que existe una unidad específica dentro de la Coordinación que trabaja los aspectos formales y también el acompañamiento previo y posterior de las personas que son erradicadas de un lugar.

El Honorable Senador señor Montes reiteró la conveniencia de que se hagan llegar los informes y evaluaciones a las que se hizo mención.

- - -
Artículo 1
Introduce modificaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas.
Número 2
Incorpora los artículos 22 bis, 22 ter y 22 quáter, nuevos, siendo de competencia de vuestra Comisión los dos primeros.
Artículo 22 bis

Su texto es el siguiente:

“Artículo 22 bis.- Créase la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, dependiente del Ministerio de Obras Públicas, que tendrá como objeto la ejecución, reparación, conservación, mantención y explotación de obras públicas fiscales conforme al artículo 87, y la provisión de equipamiento o la prestación de servicios asociados conforme a lo establecido en el decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, como también la fiscalización del debido cumplimiento de las normas legales y administrativas aplicables a los contratos de concesión, sin perjuicio de las demás funciones que le encomienden las leyes.

La Dirección General de Concesiones de Obras Públicas será un servicio que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.

La Dirección General de Concesiones de Obras Públicas estará a cargo de un Director General, que tendrá la calidad de alto directivo público, de conformidad a las normas contenidas en el Título VI de la ley N° 19.882, y estará bajo la dependencia del Ministro de Obras Públicas.

El personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas se regirá por las disposiciones de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en materia de remuneraciones, por las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.”.

Artículo 22 ter
Es del siguiente tenor:

“Artículo 22 ter.- Para el cumplimiento de su objeto, corresponderán al Director General de Concesiones de Obras Públicas las siguientes funciones y atribuciones:

a) Someter a la aprobación del Ministro de Obras Públicas la propuesta de ejecución, reparación, mantención, conservación o explotación de obras públicas fiscales por el sistema regulado en el artículo 87 y en la Ley de Concesiones de Obras Públicas. El Ministro de Obras Públicas someterá a la aprobación del Presidente de la República la propuesta, la que deberá contar con informe del Ministerio de Hacienda.

Para el ejercicio de esta facultad podrá requerir a las demás direcciones operativas del Ministerio de Obras Públicas la asesoría técnica de las obras que sean sometidas al sistema de concesiones de obras públicas.

b) Dirigir y coordinar la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y de sus divisiones y la organización interna de ésta.

c) Representar para todos los efectos legales a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, tanto en el ámbito judicial como extrajudicial.

d) Contratar estudios, proyectos, ejecución de obras y asesorías en la forma que determine la ley. Asimismo, podrá celebrar los actos y contratos que sean necesarios para el cumplimiento de las funciones que le corresponden a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. 

e) Velar por el adecuado y correcto cumplimiento de los contratos de concesión en sus diferentes etapas, en virtud de lo dispuesto en la Ley de Concesiones de Obras Públicas, su reglamento, el contrato de concesión, las bases de licitación y los actos administrativos que conforman el contrato de concesión, como también en las demás leyes y reglamentos que le fueren aplicables.

f) Fomentar, promover y difundir ante inversionistas públicos o privados, nacionales o extranjeros, la asociación público-privada en materia de infraestructura, en coordinación con las demás instituciones competentes en esta materia.

g) Presentar al Ministro de Obras Públicas, para su aprobación, dentro del primer trimestre de cada año, el plan de concesiones, con una proyección de cinco años de plazo. Este plan deberá ser previamente sometido a la consulta del Consejo de Concesiones y posteriormente enviado al Congreso Nacional para su conocimiento. 

Dicho plan contendrá una visión territorial, para lo cual sus proyectos contemplarán infraestructura en diferentes zonas del país, procurando un desarrollo armónico entre ellas.

h) Presentar al Ministro de Obras Públicas, dentro del primer trimestre de cada año, un informe de monitoreo y evaluación de la labor fiscalizadora en las etapas de ejecución, reparación, conservación, mantención o explotación de obras públicas, con su correspondiente plan de fortalecimiento. 

i) Estudiar, analizar y proponer al Ministro de Obras Públicas proyectos que puedan ser promovidos y ejecutados por el ministerio mediante el sistema de concesiones regulado por el artículo 87, sean éstos de iniciativa propia, de otros ministerios u organismos de la administración pública o de iniciativas privadas presentadas ante el Ministerio de Obras Públicas, de conformidad a la ley.

j) Evaluar, analizar y estructurar financieramente los proyectos en desarrollo, y contratar la asesoría de expertos en estructuración financiera, contractual y de garantías para las obras concesionadas. 

k) Proponer al Ministro de Obras Públicas las expropiaciones necesarias para la ejecución de las obras públicas fiscales y no fiscales por el sistema regulado a través del artículo 87. 

l) Destinar, comisionar y encomendar cometidos al personal de la Dirección General a su cargo, cuando deban llevarse a cabo en servicios distintos de aquel en que se encuentra nombrado el funcionario.

m) Aplicar las multas que procedan en conformidad a la Ley de Concesiones de Obras Públicas y su reglamento, al contrato de concesión, y a las demás leyes y reglamentos que le fueren aplicables. 

n) Delegar en funcionarios de su dependencia, previa aprobación del Ministro de Obras Públicas, atribuciones específicas para una o más regiones o localidades, cuando circunstancias calificadas, tanto de operación como de proyectos en estudio y en etapa de construcción, lo hagan necesario, pudiendo poner término a la delegación en cualquier momento.

En el acto de la delegación, el Director General de Concesiones de Obras Públicas determinará las facultades específicas que delega en el funcionario, el plazo de su desempeño y el ámbito territorial en que ejercerá su competencia.

ñ) Todas las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.”.
El señor Abedrapo explicó que, en el trámite anterior ante la Comisión de Obras Públicas, sólo se agregó dentro del objeto  de la Dirección General la “conservación” de obras públicas fiscales. Respecto de las funciones y atribuciones, señaló que son las que actualmente están radicadas en la Dirección General de Obras Públicas.

El Honorable Senador señor García preguntó si la reparación, mantención y conservación de obras públicas fiscales no son actividades más propias del contrato de concesión mismo que de la Dirección.

El Honorable Senador señor Montes consultó si dentro del objeto y las tareas de la Dirección General se incluye lo referido a la red nacional de comunicaciones.

El señor Abedrapo señaló que el proyecto de ley recoge lo que actualmente se encuentra en el artículo 87 de la ley orgánica del Ministerio de Obras Públicas, por lo que se trata de una norma que data del año 1981. Agregó que existe la máxima amplitud para el Estado respecto de una obra pública, por lo que podría otorgar sólo la explotación, o sólo su mantención, pero todas las actividades se encuentran contempladas. Incluso, acotó, se avanzó en una ocasión en otorgar sólo la concesión para la mantención de vialidad secundaria.

Respecto de la red nacional de comunicaciones y la fibra óptica, planteó que la ley general de concesiones discurre sobre la base de “obras públicas fiscales” por lo que siempre debe existir algún tipo de obra para que pueda existir concesión, y debe ser de responsabilidad del Estado, por lo que si la red de comunicaciones requiere elementos materiales para sostenerse no debiera existir problemas en ser concesionable, en cambio, si sólo se tratara de servicios, no cabría dentro del referido ámbito.

Puestos en votación los artículos 22 bis y 22 ter contenidos en el número 2 del artículo 1, fueron aprobados por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Honorables Senadores señores Coloma, García, Lagos, Montes y Pizarro.
Artículo 3
Modifica el decreto supremo que fija el texto de la Ley de Concesiones de Obras Públicas.
Número 1
Modifica su artículo 1 bis.
Letra b)
Introduce diversas modificaciones en el inciso séptimo del citado artículo.

Ordinal iii)

Agrega la siguiente letra g), nueva:

“g) Modificar las características de las obras y servicios contratados, a objeto de incrementar los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación, mediante la suscripción de un convenio complementario al contrato de concesión, cuando, separada o conjuntamente, dichas modificaciones superen el 10% del presupuesto oficial de la obra, ya sea durante la etapa de construcción o de explotación.”.
Puesto en votación el ordinal iii), contenido en la letra b) del número 1 del artículo 3, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Número 2
Intercala en el artículo 20 el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:

“Cuando las modificaciones a que se refiere este artículo, separada o conjuntamente, superen el 10% del presupuesto oficial de la obra, ya sea durante la etapa de construcción o explotación, deberán ponerse los antecedentes a disposición del Consejo de Concesiones para que informe al Ministerio de Obras Públicas sobre la conveniencia de dichas modificaciones.”.
El señor Abedrapo expuso que si se trata de una modificación que implique una cifra inferior al 10% (tanto conjunta como separadamente) se define su realización por acuerdo del Ministerio de Hacienda con el Ministerio de Obras Públicas.

Acotó que, actualmente, el límite que rige es de obras que superen un 25%, por lo que ahora el umbral será más exigente debiendo pedirse un informe previo del Consejo de Concesiones.

El Honorable Senador señor García consultó si las obras que se entregan en concesión requieren evaluación y aprobación del Ministerio de Desarrollo Social y, de ser así, si las modificaciones que impliquen superar el referido 10% también involucran nuevas evaluaciones de la referida repartición estatal. Asimismo, cuál ha sido la experiencia en la materia.

El señor Abedrapo manifestó que toda modificación de contrato se hace mediante la suscripción de un convenio complementario y el correspondiente decreto supremo, o, en caso de tratarse de una ampliación unilateral de obras o servicios de aquellas permitidas por la ley, de todas formas se requiere resolución del Director General de Obras Públicas aprobada por el Ministerio de Hacienda, que luego debe traducirse en un decreto supremo, por lo que no existe la posibilidad de que los inspectores fiscales puedan ordenar o autorizar por sí solos mayores inversiones.

El Honorable Senador señor Montes consultó si lo anteriormente expuesto fue lo que ocurrió en las nuevas obras de la autopista Vespucio Sur.

El señor Abedrapo respondió que fue el Ejecutivo mediante decisión conjunta de los ministerios de Obras Públicas y de Hacienda.

Acotó que todas las obras a concesionar, previo al llamado respectivo, y también las obras complementarias, deben obtener un informe de rentabilidad social del correspondiente Ministerio.
Puesto en votación el número 2 del artículo 3, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Artículo 4
Establece una asignación especial para los funcionarios pertenecientes a la planta de profesionales de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, o que se encuentren asimilados a ella, en razón del desempeño de las funciones de regulación y fiscalización de la Dirección.

El monto de la asignación especial no podrá ser superior al 60% de la suma de las siguientes remuneraciones: 

a) Sueldo base.

b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N° 19.185.

c) Asignación del artículo 19 de la ley N° 19.185.

d) Asignación del artículo 6 del decreto ley N° 1.770, de 1977, según corresponda. 

La asignación especial será otorgada hasta un máximo de 72 funcionarios de aquellos a que se refiere el inciso primero, y el monto para cada uno de ellos será determinado por el Ministro de Obras Públicas, a propuesta del Director General de Concesiones de Obras Públicas, mediante decreto expedido anualmente bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas, visado por la Dirección de Presupuestos, el que deberá fundarse en criterios objetivos que considerarán los niveles de responsabilidad y complejidad de las funciones desempeñadas por los funcionarios.

La asignación especial se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable, y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. Además, será incompatible con las asignaciones de los artículos sexagésimo quinto y septuagésimo tercero de la ley N° 19.882.
Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Artículo 5
Su texto es el siguiente:
“La asignación especial a que se refieren los artículos 4 y primero transitorio no podrá significar un gasto total anual superior a $545.000.000 (quinientos cuarenta y cinco millones de pesos), el que irá disminuyendo en razón de la cantidad de cupos que se extingan de acuerdo a lo establecido en el artículo primero transitorio.”. 

El Honorable Senador señor García observó que, por tratarse de una asignación que irá disminuyendo con el paso del tiempo, pareciera que debiera colocarse dentro de las disposiciones transitorias, a menos que, en realidad, nunca se vaya a extinguir totalmente.

El Asesor de la Dirección de Presupuestos, señor Rodrigo Caravantes, respondió que se trata de una asignación especial permanente que se va extinguiendo en la medida que se retiran los funcionarios beneficiados.

El Ministro de Obras Públicas, señor Undurraga, refrendó que se trata de una asignación permanente respecto de los funcionarios beneficiados.

El Honorable Senador señor García consideró que, en base a la explicación entregada, resulta muy extraña la forma de regular que $545 millones se trata de un monto máximo y que, el mismo, va a ir disminuyendo en razón de los cupos que se extingan sólo respecto de las personas indicadas en el artículo primero transitorio.

El señor Caravantes respondió que se trata de una asignación de reconocimiento a funcionarios que actualmente se encuentran en la Coordinación de Concesiones en calidad de a honorarios y que serán traspasados a la planta de la nueva Dirección General. Agregó que el monto de $545 millones también se reajusta de acuerdo a la ley correspondiente de cada año y, al mismo tiempo, bajará cuando se retire alguno de los 22 funcionarios indicados en el artículo que sigue.
Puesto el artículo 5 en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Disposiciones transitorias

Artículo primero
Su contenido es el siguiente:

“Artículo primero.- La asignación especial señalada en el artículo 4 de esta ley será otorgada, además, hasta a un máximo de 22 funcionarios a contrata asimilados a las plantas de Técnicos y de Administrativos de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas que a la fecha de su contratación cumplan con los siguientes requisitos copulativos: 

a) Haber prestado servicios a honorarios por, a lo menos cinco años, continuos o discontinuos, en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas. 

b) Haberse encontrado prestando servicios en calidad de honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas al 30 de noviembre de 2016.

c) Que las labores desempeñadas a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas hayan correspondido a la prestación de servicios para cometidos específicos y que sean de naturaleza habitual de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.

Los cupos a que se refiere el inciso anterior se asignarán por una única vez y se extinguirán cuando el personal a quien se le hubiere otorgado la asignación cese en sus funciones por cualquier causal, y no podrán reasignarse a otros funcionarios. Cada vez que dicho personal cese en sus funciones la Dirección General de Concesiones deberá comunicarlo a la Dirección de Presupuestos. La individualización de los funcionarios que percibirán la asignación especial y el monto que corresponda para cada uno de ellos será determinado por el Ministro de Obras Públicas, a propuesta del Director General de Concesiones de Obras Públicas, mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas, visado por la Dirección de Presupuestos, considerando lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4 de esta ley.”. 
El Honorable Senador señor García llamó la atención acerca de la situación del sector salud, en el que se han aprobado tres leyes que obligan a efectuar un proceso de encasillamiento durante el año 2017 y existe una gran incertidumbre y desconocimiento de parte de los funcionarios respecto de lo que ocurrirá con cada uno de ellos. La inquietud ha aumentado, acotó, porque el paso de los funcionarios contratados en base a honorarios a la contrata, en un alto número, lo han hecho en los grados más altos por las sumas que perciben, pasando a llevar la carrera funcionaria. Por lo mismo, manifestó que aprobará la disposición en el entendido que los representantes de los funcionarios están de acuerdo y que no se generarán los problemas descritos.

El señor Caravantes manifestó que la disposición que discuten fue abordada y trabajada específicamente en una mesa con los representantes de los trabajadores y directivos de la Coordinación de Concesiones y de la Dirección General de Obras Públicas, por lo que existe acuerdo en torno a los funcionarios que se verán beneficiados.

Puesto el artículo primero en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Artículo segundo
Dispone lo siguiente:

“Artículo segundo.- El  Presidente de la República, sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882, podrá nombrar al primer Director General de Concesiones de Obras Públicas, quién asumirá de inmediato, por el plazo máximo de un año y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública, y percibirá la asignación de alta dirección pública fijada para tal efecto.

El primer nombramiento de los cargos correspondientes al segundo nivel jerárquico de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas podrá realizarse sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882. Los funcionarios así designados asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año, en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la ley antes señalada, y percibirán la asignación de alta dirección pública fijada para tal efecto.”.

Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Artículo tercero
Faculta al Presidente de la República para que dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Obras Públicas y suscritos también por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar las plantas de personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y dictar todas las normas necesarias para su adecuada estructuración y operación. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 de la ley Nº 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, determinar los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI  de la ley Nº 19.882 y las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Además, podrá establecer las normas para el encasillamiento en las plantas.

2. Disponer el traspaso de los funcionarios titulares de planta y a contrata desde la Dirección General de Obras Públicas a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, y podrá establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas.

3. Determinar la dotación máxima del personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

4. Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije, del traspaso y del encasillamiento que se practique y de la iniciación de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.

5. Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad señalada en el número 1 de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

6. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

c) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

7. Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde la Dirección General de Obras Públicas a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.


Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Artículo cuarto
Su texto es el que sigue:

“Artículo cuarto.- El personal que a la fecha de inicio de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas se encuentre prestando servicios a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas, podrá optar a modificar su calidad jurídica de honorarios a suma alzada por la de contrata siempre que cumpla con los requisitos respectivos y otorgue previamente su consentimiento. 

En la medida que el personal señalado en el inciso anterior cumpla con los requisitos respectivos y dé su consentimiento, las modificaciones de calidad jurídica señaladas en el inciso anterior alcanzarán un número máximo de 218 personas, las que deberán incluirse en la dotación máxima de personal del primer presupuesto que se fije para la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, a la vez que un número equivalente de personas deberá ser excluido del número máximo de personas a ser contratadas a honorarios fijado en las glosas presupuestarias correspondientes, asociadas a los subtítulos 21 y 24.

Los funcionarios que cambien de calidad jurídica de acuerdo a lo señalado en este artículo mantendrán sus remuneraciones brutas.”.


Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Artículo quinto
Es del siguiente tenor:

“Artículo quinto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y transferirá los fondos necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

En el decreto señalado en el inciso anterior, se autorizará un máximo de 35 cupos para los efectos del artículo septuagésimo tercero de la ley N° 19.882. En los años siguientes, se estará a lo que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva.”.


Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
Artículo sexto
Establece que el mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Obras Públicas, Programa 12-02-08, Administración Sistema de Concesiones, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público. Para los años posteriores, se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público.


Puesto el artículo en votación, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Honorables Senadores señores García, Lagos y Montes.
- - -

FINANCIAMIENTO

- El informe financiero elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 15 de junio de 2015, señala, de manera textual, lo siguiente:

“I.- Antecedentes

Hace ya dos décadas, el Estado chileno comenzó un ambicioso programa de concesiones de infraestructura, el cual, a través de la asociación público- privada, ha contribuido a disminuir significativamente la brecha existente entre necesidades y disponibilidad de infraestructura.

Para implementar el programa de concesiones de manera ágil y flexible, surgió, dentro del Ministerio de Obras Públicas, la Coordinación General de Concesiones, actualmente Coordinación de Concesiones de Obras Públicas (CCOP), como una unidad administrativa funcional, dependiente de la Dirección General de Obras Públicas (DGOP).

La experiencia acumulada aconseja proponer cambios institucionales que permitan avanzar desde una mirada de corto plazo, a una de mediano y largo plazo; proceso que obliga a desarrollar el diseño de la nueva orgánica institucional, así como su implementación, con la adecuada planificación, en cuanto a plazos y recursos. En este contexto, además de la creación de una Dirección General como servicio centralizado, con una planta de personal regida por el Estatuto Administrativo y adscrita al sistema de remuneraciones de la Escala Única de Sueldos, el proceso de institucionalización requiere también del fortalecimiento de una gestión estratégica, la definición de los modelos de operación y procesos de la nueva orgánica, y el refuerzo de las capacidades y sistemas de la organización.

Para esos efectos se propone que, una vez aprobada la presente iniciativa, el Presidente de la República proceda a fijar la estructura y planta de dicho organismo mediante la dictación de uno o más decretos con fuerza de ley, que serán dictados dentro del plazo constitucional de un año. Asimismo, se propone que por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, se conforme el primer presupuesto de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, pudiendo al efecto formular las modificaciones presupuestarias que sean pertinentes.

II.- Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

Consecuentemente con lo que dispone la presente iniciativa, para los fines de conformar su estructura y planta de personal durante su primer año presupuestario, la implementación de esta Ley se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Obras Públicas, Programa 12-02-08 Administración Sistema de Concesiones. Para los años posteriores, el mayor gasto fiscal que pudiere representar su nueva estructura de cargos y dotación, se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público.

Adicionalmente, se plantea que en función del nivel de actividad del nuevo Servicio, en cuanto a sus labores de Análisis Financiero de las Concesiones y de Inspección Fiscal de las mismas, tanto en etapas de construcción como de explotación, se podrá incrementar la dotación hasta en 15 personas en el período 2015-2016, con un costo adicional anual estimado en $ 650 Millones, que se financiará con cargo a los recursos que se asignen en las respectivas leyes de presupuesto.”.
- Posteriormente, se presentó informe financiero complementario elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 6 de junio de 2016, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes.

El Proyecto de Ley que crea una Dirección General de Concesiones, lo dispone como un servicio centralizado; con una planta de personal regida por el Estatuto Administrativo; adscrita al sistema de remuneraciones de la Escala Única de Sueldos; y en su proceso de institucionalización también incorpora deberes y atribuciones que fortalecen una gestión estratégica, la definición de los modelos de operación y procesos de una nueva orgánica, y el refuerzo de las capacidades y sistemas de la organización.

Por su parte, en el marco de las funciones y atribuciones que corresponderán al Director General de Concesiones de Obras Públicas, se inserta la indicación N°078-364 que crea una nueva letra n) en el artículo 22 ter, del numeral 2 del artículo primero del Mensaje N°369-363, a efectos de facultar a dicho Director General, para delegar en circunstancias calificadas, y previa aprobación del Ministro, atribuciones específicas en funcionarios de su dependencia para ser ejercidas en una o más regiones o localidades, pudiendo poner término a la delegación en cualquier momento.

En el acto de la delegación, el Director determinará las facultades específicas que le delegue, el plazo de su desempeño y el ámbito territorial en que ejercerá su competencia.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

Teniendo presente la naturaleza de la presente indicación al Proyecto de Ley, ésta no representa un mayor gasto Fiscal.”.
- A continuación, figura informe financiero complementario elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 20 de marzo de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. Antecedentes

Las presentes indicaciones al proyecto de ley establecen una Asignación Especial para los funcionarios que pertenezcan a la planta de profesionales de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, o que estén asimilados a ella.

El monto de la Asignación no podrá ser superior a un 60% de la suma de las siguientes remuneraciones: a) Sueldo base; b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N°19.185; c) Asignación del artículo 19 de la ley N°19.185; y d) Asignación del artículo 6° del decreto ley N°1.770, de 1977, según corresponda.

La Asignación será otorgada hasta un máximo de 72 funcionarios de la planta de profesionales, o asimilados a ella, y el monto para cada uno de ellos será determinado por el Ministro de Obras Públicas, a propuesta del Director General de Concesiones de Obras Públicas, mediante decreto visado por la Dirección de Presupuestos, el que deberá ser fundado en criterios objetivos que considerarán los niveles de responsabilidad y complejidad de las funciones desempeñadas por los funcionarios.

La asignación especial se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable, y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. Además será incompatible con las asignaciones de los artículos sexagésimo quinto y septuagésimo tercero de la ley N°19.882.

La Asignación Especial será, además, otorgada hasta a un máximo de 22 funcionarios a contrata asimilados a las plantas de Técnicos y de Administrativos de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, y que a la fecha de su contratación cumplan con los requisitos que señala la indicación. Estos cupos se asignarán por una única vez y se extinguirán cuando el personal a quien se le hubiere otorgado la Asignación cese en sus funciones por cualquier causal, no pudiendo reasignarse a otros funcionarios.

Adicionalmente, la indicación establece que en el primer presupuesto de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, se autorizará un máximo de 35 cupos para los efectos del artículo septuagésimo tercero de la ley N°19.882.

Finalmente, se rebaja de doce a nueve meses el plazo máximo para que el Presidente de la República ejerza la facultad señalada en el artículo primero transitorio.

II. Efectos de las indicaciones sobre el Presupuesto Fiscal

Las indicaciones establecen que la Asignación Especial que se crea no podrá significar un gasto total anual superior a $545 millones (en pesos de 2017), considerando su efecto año completo. Por su parte, el efecto año completo del máximo de 35 cupos para los efectos del artículo septuagésimo tercero de la ley N°19.882, no podrá implicar un gasto superior a $717 millones (en pesos de 2017).

Durante su primer año presupuestario de vigencia, los recursos señalados en el párrafo anterior, se financiarán con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Obras Públicas, Subtítulo 21 del Programa 12-02-08 Administración Sistema de Concesiones.”.
- Posteriormente, se presentó informe financiero sustitutivo elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 12 de abril de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:

“I. Antecedentes

El presente Informe Financiero actualiza los costos del proyecto de ley a moneda de 2017. Por tanto, sustituye los Informes Financieros anteriores de este proyecto.

II. Efectos del Proyecto sobre el Presupuesto Fiscal

El presente proyecto de ley implica los siguientes efectos sobre el presupuesto fiscal:

a) Se crea una Asignación Especial, que será otorgada hasta un máximo de 72 funcionarios de la planta de profesionales de la Dirección o asimilados a ella, y hasta a un máximo de 22 funcionarios a contrata asimilados a las plantas de Técnicos y de Administrativos de la Dirección, la que no podrá significar un gasto total anual superior a $544,9 millones, considerando su efecto año completo.

b) En el primer presupuesto de la Dirección, se autorizará un máximo de 35 cupos para los efectos del artículo septuagésimo tercero de la ley N°19.882, lo que no podrá implicar un gasto superior a $717,4 millones, considerando su efecto año completo.

c) Se podrá destinar hasta un máximo de gasto anual de $73,4 millones, para asimilar a la escala única de sueldos la contratación de personal que actualmente se desempeña a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas dependiente de la Dirección General de Obras Públicas.

d) Para la unidad administrativa que asume las labores de análisis financiero de las concesiones y de la de inspección fiscal de las mismas, tanto en etapas de construcción como de explotación, se podrá incrementar la dotación de la Dirección hasta en 15 personas, con un costo adicional anual de $698,3 millones.

Durante su primer año presupuestario de vigencia, los recursos señalados en las letras a) y b) se financiarán con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Obras Públicas, Subtítulo 21 del Programa 12-02-08 Administración Sistema de Concesiones, por lo que no representan un mayor gasto fiscal. Por su parte, los recursos señalados en las letras c) y d) se financiarán con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Obras Públicas, Programa 12-02-08 Administración Sistema de Concesiones, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la ley de presupuestos del sector público. Para los años posteriores, se financiarán con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público.”.
- Finalmente, se presentó informe financiero complementario, elaborado por la Dirección de Presupuestos del Ministerio de Hacienda, de 18 de julio de 2017, que señala, de manera textual, lo siguiente:
“I. ANTECEDENTES

El presente informe financiero complementario se refiere a las indicaciones presentadas al proyecto de ley mediante el Mensaje N°096-365, cuyo contenido principal se refiere a:

1. Modificaciones al Consejo de Concesiones, tanto a su composición como en sus atribuciones.

a. En cuanto a su composición, éste quedará integrado por:

- Un consejero de libre designación conjunta por parte del Ministro de Hacienda y el Ministro de Obras Públicas, que lo presidirá.

- Dos consejeros designados por el Ministro de Hacienda.

- Dos consejeros designados por el Ministro de Obras Públicas.

b. Se incorpora la obligación de la emisión de un informe previo, en los casos que se modifiquen las características de las obras y servicios de contratos en explotación, siempre y cuando dicha modificación, separada o conjuntamente, sobrepase el 10% del presupuesto oficial.

2. Dentro de las funciones y atribuciones del Director General de Concesiones se establece que el Plan de Concesiones, que es presentado cada año para a su aprobación, debe incorpora la visión regional y territorial de los proyectos.

3. Con la finalidad de hacer más expedito el proceso de resolución de discrepancias de carácter técnico o económico, se incorpora la opción que tanto el MOP como las sociedades concesionarias formulen directamente sus consultas al Panel Técnico.

4. En materia de personal de la nueva Dirección, en las disposiciones transitorias del proyecto se establece que:

a. El personal que a la fecha de inicio de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas se encuentre prestando servicios a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas, optará a modificar su calidad jurídica de honorarios a suma alzada a contrata, siempre que cumpla con los requisitos respectivos y otorgue previamente su consentimiento. Los funcionarios que cambien de calidad jurídica mantendrán sus remuneraciones brutas. Las modificaciones de calidad jurídica alcanzarán un número máximo de 218 personas.

b.  Se establecen normas para el nombramiento de los primeros directivos de la institución.

5. Finalmente, se reduce el plazo máximo para la dictación del decreto con fuerza de ley que señala el actual artículo primero transitorio, que ha pasado a ser artículo tercero transitorio, de nueve a seis meses.

II. IMPACTO DEL PROYECTO EN EL PRESUPUESTO FISCAL

La presente indicación no implica costos fiscales adicionales a los reportados en los Informes Financieros previos del proyecto de ley.”.

Se deja constancia de los precedentes informes financieros en cumplimiento de lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 17 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO

En mérito de los acuerdos precedentemente expuestos, vuestra Comisión de Hacienda tiene el honor de proponeros la aprobación de la iniciativa legal en trámite, en los mismos términos en que fue despachado por la Comisión de Obras Públicas, cuyo texto es del siguiente tenor:
PROYECTO DE LEY

“Artículo 1.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, contenida en el decreto con fuerza de ley N° 850, de 1997, del Ministerio de Obras Públicas:

1. Elimínase la letra g) del artículo 14.

2. Incorpóranse los siguientes artículos 22 bis, 22 ter y 22 quáter, nuevos:

“Artículo 22 bis.- Créase la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, dependiente del Ministerio de Obras Públicas, que tendrá como objeto la ejecución, reparación, conservación, mantención y explotación de obras públicas fiscales conforme al artículo 87, y la provisión de equipamiento o la prestación de servicios asociados conforme a lo establecido en el decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, como también la fiscalización del debido cumplimiento de las normas legales y administrativas aplicables a los contratos de concesión, sin perjuicio de las demás funciones que le encomienden las leyes.

La Dirección General de Concesiones de Obras Públicas será un servicio que estará afecto al Sistema de Alta Dirección Pública establecido en el Título VI de la ley N° 19.882.

La Dirección General de Concesiones de Obras Públicas estará a cargo de un Director General, que tendrá la calidad de alto directivo público, de conformidad a las normas contenidas en el Título VI de la ley N° 19.882, y estará bajo la dependencia del Ministro de Obras Públicas.

El personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas se regirá por las disposiciones de la ley Nº 18.834, sobre Estatuto Administrativo, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, y en materia de remuneraciones, por las normas del decreto ley N° 249, de 1974, y su legislación complementaria.

Artículo 22 ter.- Para el cumplimiento de su objeto, corresponderán al Director General de Concesiones de Obras Públicas las siguientes funciones y atribuciones:

a) Someter a la aprobación del Ministro de Obras Públicas la propuesta de ejecución, reparación, mantención, conservación o explotación de obras públicas fiscales por el sistema regulado en el artículo 87 y en la Ley de Concesiones de Obras Públicas. El Ministro de Obras Públicas someterá a la aprobación del Presidente de la República la propuesta, la que deberá contar con informe del Ministerio de Hacienda.

Para el ejercicio de esta facultad podrá requerir a las demás direcciones operativas del Ministerio de Obras Públicas la asesoría técnica de las obras que sean sometidas al sistema de concesiones de obras públicas.

b) Dirigir y coordinar la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y de sus divisiones y la organización interna de ésta.

c) Representar para todos los efectos legales a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, tanto en el ámbito judicial como extrajudicial.

d) Contratar estudios, proyectos, ejecución de obras y asesorías en la forma que determine la ley. Asimismo, podrá celebrar los actos y contratos que sean necesarios para el cumplimiento de las funciones que le corresponden a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. 

e) Velar por el adecuado y correcto cumplimiento de los contratos de concesión en sus diferentes etapas, en virtud de lo dispuesto en la Ley de Concesiones de Obras Públicas, su reglamento, el contrato de concesión, las bases de licitación y los actos administrativos que conforman el contrato de concesión, como también en las demás leyes y reglamentos que le fueren aplicables.

f) Fomentar, promover y difundir ante inversionistas públicos o privados, nacionales o extranjeros, la asociación público-privada en materia de infraestructura, en coordinación con las demás instituciones competentes en esta materia.

g) Presentar al Ministro de Obras Públicas, para su aprobación, dentro del primer trimestre de cada año, el plan de concesiones, con una proyección de cinco años de plazo. Este plan deberá ser previamente sometido a la consulta del Consejo de Concesiones y posteriormente enviado al Congreso Nacional para su conocimiento. 

Dicho plan contendrá una visión territorial, para lo cual sus proyectos contemplarán infraestructura en diferentes zonas del país, procurando un desarrollo armónico entre ellas.

h) Presentar al Ministro de Obras Públicas, dentro del primer trimestre de cada año, un informe de monitoreo y evaluación de la labor fiscalizadora en las etapas de ejecución, reparación, conservación, mantención o explotación de obras públicas, con su correspondiente plan de fortalecimiento. 

i) Estudiar, analizar y proponer al Ministro de Obras Públicas proyectos que puedan ser promovidos y ejecutados por el ministerio mediante el sistema de concesiones regulado por el artículo 87, sean éstos de iniciativa propia, de otros ministerios u organismos de la administración pública o de iniciativas privadas presentadas ante el Ministerio de Obras Públicas, de conformidad a la ley.

j) Evaluar, analizar y estructurar financieramente los proyectos en desarrollo, y contratar la asesoría de expertos en estructuración financiera, contractual y de garantías para las obras concesionadas. 

k) Proponer al Ministro de Obras Públicas las expropiaciones necesarias para la ejecución de las obras públicas fiscales y no fiscales por el sistema regulado a través del artículo 87. 

l) Destinar, comisionar y encomendar cometidos al personal de la Dirección General a su cargo, cuando deban llevarse a cabo en servicios distintos de aquel en que se encuentra nombrado el funcionario.

m) Aplicar las multas que procedan en conformidad a la Ley de Concesiones de Obras Públicas y su reglamento, al contrato de concesión, y a las demás leyes y reglamentos que le fueren aplicables. 

n) Delegar en funcionarios de su dependencia, previa aprobación del Ministro de Obras Públicas, atribuciones específicas para una o más regiones o localidades, cuando circunstancias calificadas, tanto de operación como de proyectos en estudio y en etapa de construcción, lo hagan necesario, pudiendo poner término a la delegación en cualquier momento.

En el acto de la delegación, el Director General de Concesiones de Obras Públicas determinará las facultades específicas que delega en el funcionario, el plazo de su desempeño y el ámbito territorial en que ejercerá su competencia.

ñ) Todas las demás funciones y atribuciones que le encomienden las leyes.

Artículo 22 quáter.- El Director General de Concesiones de Obras Públicas, en el mes de abril de cada año, en audiencia pública, rendirá cuenta de su gestión en la Dirección General.

En dicha cuenta se referirá a los resultados obtenidos en las actividades realizadas durante el período, incluyendo las estadísticas básicas que las reflejen, el uso de los recursos otorgados y las dificultades que se hubieren presentado, y dará a conocer las actuaciones de la Dirección General que se realizarán durante el período siguiente, incluido el grado de avance del plan a cinco años señalado en la letra g) del artículo 22 ter.”.

Artículo 2.- Desde la fecha de inicio de sus funciones, la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas asumirá la totalidad de las competencias, funciones y atribuciones que desempeñaba la Dirección General de Obras Públicas, por sí y a través de la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas, dispuestas en el decreto con fuerza de ley N° 850 de 1997, Ley Orgánica del Ministerio de Obras Públicas, relacionadas con la Ley de Concesiones de Obras Públicas y, por tanto, estará encargada especialmente de continuar la gestión de los contratos de estudios, asesorías y concesión a través de sus etapas de proyecto, construcción y explotación, respecto de todos los contratos que, hasta la fecha de entrada en vigor de esta ley, tenían a su cargo.

Asimismo, reemplázase en el decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, las menciones “Director General de Obras Públicas” por “Director General de Concesiones de Obras públicas”, “Dirección General de Obras Públicas” por “Dirección General de Concesiones de Obras Públicas” y “DGOP” por “DGCOP”.

Artículo 3.- Modifícase el decreto supremo 
N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley 
N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, del siguiente modo: 

1. Modifícase el artículo 1 bis de la siguiente manera:

a) Reemplázase el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 1 bis.- Habrá un Consejo de Concesiones, de carácter consultivo, integrado por:

1) Un consejero de libre designación y remoción conjunta por parte de los Ministros de Obras Públicas y de Hacienda, quien lo presidirá.

2) Dos consejeros designados por el Ministro de Hacienda. El primero será un académico perteneciente a una facultad de Economía o Economía y Administración, y el segundo pertenecerá a una facultad de Ciencias Jurídicas o Ciencias Jurídicas y/o Sociales. Uno de ellos deberá pertenecer a una universidad con sede principal en una región distinta  a la Metropolitana.

3) Dos consejeros designados por el Ministro de Obras Públicas. El primero será un académico perteneciente a una facultad de Ingeniería Civil, y el segundo pertenecerá a una facultad de Arquitectura. Uno de ellos deberá pertenecer a una universidad con sede principal en una región distinta  a la Metropolitana. 

4) El Ministro de Obras Públicas”.

b) Modifícase el inciso séptimo del siguiente modo:

i) Reemplázase el punto y coma de todos los literales por un punto.

ii) Reemplázase en el literal e) la expresión 
“, y” por un punto. 

iii) Agrégase la siguiente letra g), nueva:

“g) Modificar las características de las obras y servicios contratados, a objeto de incrementar los niveles de servicio y estándares técnicos establecidos en las bases de licitación, mediante la suscripción de un convenio complementario al contrato de concesión, cuando, separada o conjuntamente, dichas modificaciones superen el 10% del presupuesto oficial de la obra, ya sea durante la etapa de construcción o de explotación.”.

2. Intercálase en el artículo 20 el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso cuarto a ser quinto:

“Cuando las modificaciones a que se refiere este artículo, separada o conjuntamente, superen el 10% del presupuesto oficial de la obra, ya sea durante la etapa de construcción o explotación, deberán ponerse los antecedentes a disposición del Consejo de Concesiones para que informe al Ministerio de Obras Públicas sobre la conveniencia de dichas modificaciones.”.  

3. Modifícase el artículo 36 del siguiente modo:

a) Agrégase en el inciso primero la siguiente oración final:

“Asimismo, el Ministerio de Obras Públicas y una o más sociedades concesionarias, en forma conjunta o separada, podrán realizar consultas al Panel Técnico sobre las materias mencionadas anteriormente.”.

b) Intercálase en el encabezado del inciso cuarto, entre las expresiones “discrepancias” y “que se produzcan”, los siguientes vocablos: “y consultas”.
Artículo 4.- Establécese una asignación especial para los funcionarios pertenecientes a la planta de profesionales de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, o que se encuentren asimilados a ella, en razón del desempeño de las funciones de regulación y fiscalización de la Dirección.

El monto de la asignación especial no podrá ser superior al 60% de la suma de las siguientes remuneraciones: 

a) Sueldo base.

b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N° 19.185.

c) Asignación del artículo 19 de la ley N° 19.185.

d) Asignación del artículo 6 del decreto ley N° 1.770, de 1977, según corresponda. 

La asignación especial será otorgada hasta un máximo de 72 funcionarios de aquellos a que se refiere el inciso primero, y el monto para cada uno de ellos será determinado por el Ministro de Obras Públicas, a propuesta del Director General de Concesiones de Obras Públicas, mediante decreto expedido anualmente bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas, visado por la Dirección de Presupuestos, el que deberá fundarse en criterios objetivos que considerarán los niveles de responsabilidad y complejidad de las funciones desempeñadas por los funcionarios.

La asignación especial se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable, y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración. Además, será incompatible con las asignaciones de los artículos sexagésimo quinto y septuagésimo tercero de la ley N° 19.882.

Artículo 5.- La asignación especial a que se refieren los artículos 4 y primero transitorio no podrá significar un gasto total anual superior a $545.000.000 (quinientos cuarenta y cinco millones de pesos), el que irá disminuyendo en razón de la cantidad de cupos que se extingan de acuerdo a lo establecido en el artículo primero transitorio.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

Artículo primero.- La asignación especial señalada en el artículo 4 de esta ley será otorgada, además, hasta a un máximo de 22 funcionarios a contrata asimilados a las plantas de Técnicos y de Administrativos de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas que a la fecha de su contratación cumplan con los siguientes requisitos copulativos: 

a) Haber prestado servicios a honorarios por, a lo menos cinco años, continuos o discontinuos, en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas. 

b) Haberse encontrado prestando servicios en calidad de honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas al 30 de noviembre de 2016.

c) Que las labores desempeñadas a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas hayan correspondido a la prestación de servicios para cometidos específicos y que sean de naturaleza habitual de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.

Los cupos a que se refiere el inciso anterior se asignarán por una única vez y se extinguirán cuando el personal a quien se le hubiere otorgado la asignación cese en sus funciones por cualquier causal, y no podrán reasignarse a otros funcionarios. Cada vez que dicho personal cese en sus funciones la Dirección General de Concesiones deberá comunicarlo a la Dirección de Presupuestos. La individualización de los funcionarios que percibirán la asignación especial y el monto que corresponda para cada uno de ellos será determinado por el Ministro de Obras Públicas, a propuesta del Director General de Concesiones de Obras Públicas, mediante decreto expedido bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas, visado por la Dirección de Presupuestos, considerando lo dispuesto en el inciso segundo del artículo 4 de esta ley. 

Artículo segundo.- El  Presidente de la República, sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882, podrá nombrar al primer Director General de Concesiones de Obras Públicas, quién asumirá de inmediato, por el plazo máximo de un año y en tanto se efectúa el proceso de selección pertinente que establece la señalada ley para los cargos del Sistema de Alta Dirección Pública, y percibirá la asignación de alta dirección pública fijada para tal efecto.

El primer nombramiento de los cargos correspondientes al segundo nivel jerárquico de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas podrá realizarse sin sujetarse a lo dispuesto en el título VI de la ley N° 19.882. Los funcionarios así designados asumirán de inmediato, por el plazo máximo de un año, en tanto se efectúan los procesos de selección pertinentes que establece la ley antes señalada, y percibirán la asignación de alta dirección pública fijada para tal efecto.
Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que dentro del plazo de seis meses, contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante uno o más decretos con fuerza de ley expedidos a través del Ministerio de Obras Públicas y suscritos también por el Ministro de Hacienda, las normas necesarias para regular las siguientes materias:

1. Fijar las plantas de personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y dictar todas las normas necesarias para su adecuada estructuración y operación. En especial, podrá determinar los grados y niveles de la Escala Única de Sueldos que se asignen a dichas plantas; el número de cargos para cada grado y planta; los requisitos generales y específicos para el ingreso y promoción de dichos cargos; sus denominaciones y los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el artículo 8 de la ley Nº 18.834, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda. Asimismo, determinar los niveles jerárquicos, para efectos de la aplicación de lo dispuesto en el Título VI  de la ley Nº 19.882 y las normas necesarias para la aplicación de la asignación de modernización de la ley N° 19.553, en su aplicación transitoria. Además, podrá establecer las normas para el encasillamiento en las plantas.

2. Disponer el traspaso de los funcionarios titulares de planta y a contrata desde la Dirección General de Obras Públicas a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas. En el respectivo decreto con fuerza de ley que fije la planta de personal se determinará la forma en que se realizará el traspaso y el número de funcionarios que serán traspasados por estamento y calidad jurídica, y podrá establecer, además, el plazo en que se llevará a cabo este proceso. La individualización del personal traspasado y su encasillamiento, cuando corresponda, se realizará a través de decretos expedidos bajo la fórmula “Por orden del Presidente de la República”, por intermedio del Ministerio de Obras Públicas.

3. Determinar la dotación máxima del personal de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, a cuyo respecto no regirá la limitación establecida en el inciso segundo del artículo 10 del decreto con fuerza de ley Nº 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda.

4. Determinar la fecha de entrada en vigencia de las plantas que fije, del traspaso y del encasillamiento que se practique y de la iniciación de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.

5. Los requisitos para el desempeño de los cargos que se establezcan en el ejercicio de la facultad señalada en el número 1 de este artículo no serán exigibles para efectos del encasillamiento respecto de los funcionarios titulares y a contrata en servicio a la fecha de entrada en vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley. Asimismo, a los funcionarios a contrata en servicio a la fecha de vigencia del o de los respectivos decretos con fuerza de ley, y a aquellos cuyos contratos se prorroguen en las mismas condiciones, no les serán exigibles los requisitos que se establezcan en los decretos con fuerza de ley correspondientes.

6. El uso de las facultades señaladas en este artículo quedará sujeto a las siguientes restricciones respecto del personal al que afecte:

a) No podrá tener como consecuencia ni podrá ser considerado como causal de término de servicios, supresión de cargos, cese de funciones o término de la relación laboral del personal traspasado. Tampoco podrá importar cambio de la residencia habitual de los funcionarios fuera de la región en que estén prestando servicios, salvo con su consentimiento.

b) No podrá significar pérdida del empleo, cesación de funciones, disminución de remuneraciones ni modificación de derechos previsionales del personal traspasado. Cualquier diferencia de remuneraciones deberá ser pagada por planilla suplementaria, la que se absorberá por los futuros mejoramientos de remuneraciones que correspondan a los funcionarios, excepto los derivados de reajustes generales que se otorguen a los trabajadores del sector público. Dicha planilla mantendrá la misma imponibilidad que aquella de las remuneraciones que compensa. Además, a la planilla suplementaria se le aplicará el reajuste general antes indicado.

c) Los funcionarios traspasados conservarán la asignación de antigüedad que tengan reconocida, como también el tiempo computable para dicho reconocimiento.

7. Traspasar, en lo que corresponda, los bienes que determine, desde la Dirección General de Obras Públicas a la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas.

Artículo cuarto.- El personal que a la fecha de inicio de actividades de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas se encuentre prestando servicios a honorarios en la Coordinación de Concesiones de Obras Públicas del Ministerio de Obras Públicas, podrá optar a modificar su calidad jurídica de honorarios a suma alzada por la de contrata siempre que cumpla con los requisitos respectivos y otorgue previamente su consentimiento. 

En la medida que el personal señalado en el inciso anterior cumpla con los requisitos respectivos y dé su consentimiento, las modificaciones de calidad jurídica señaladas en el inciso anterior alcanzarán un número máximo de 218 personas, las que deberán incluirse en la dotación máxima de personal del primer presupuesto que se fije para la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas, a la vez que un número equivalente de personas deberá ser excluido del número máximo de personas a ser contratadas a honorarios fijado en las glosas presupuestarias correspondientes, asociadas a los subtítulos 21 y 24.

Los funcionarios que cambien de calidad jurídica de acuerdo a lo señalado en este artículo mantendrán sus remuneraciones brutas.

Artículo quinto.- El Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, conformará el primer presupuesto de la Dirección General de Concesiones de Obras Públicas y transferirá los fondos necesarios para que se cumplan sus funciones, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar los capítulos, asignaciones, ítem y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

En el decreto señalado en el inciso anterior, se autorizará un máximo de 35 cupos para los efectos del artículo septuagésimo tercero de la ley N° 19.882. En los años siguientes, se estará a lo que disponga la Ley de Presupuestos del Sector Público respectiva.

Artículo sexto.- El mayor gasto fiscal que represente la aplicación de esta ley durante su primer año presupuestario, se financiará con cargo al presupuesto vigente del Ministerio de Obras Públicas, Programa 12-02-08 Administración Sistema de Concesiones, y en lo que faltare, con cargo a los recursos de la partida presupuestaria Tesoro Público, de la Ley de Presupuestos del Sector Público. Para los años posteriores, se financiará con cargo a los recursos que se contemplen en las respectivas leyes de presupuestos para el sector público.

Artículo séptimo.- La integración del Consejo de Concesiones a que se refiere el artículo 1 bis, del decreto supremo N° 900, de 1996, del Ministerio de Obras Públicas, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado del decreto con fuerza de ley N° 164, de 1991, del Ministerio de Obras Públicas, Ley de Concesiones de Obras Públicas, vigente a la fecha de publicación de la presente ley, se mantendrá por el plazo de un año contado desde dicha fecha.”.
---

Acordado en sesiones celebradas los días 5 y 12 de septiembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señores Carlos Montes Cisternas (Presidente), Juan Antonio Coloma Correa, José García Ruminot, Ricardo Lagos Weber y Jorge Pizarro Soto.

Sala de la Comisión, a 15 de septiembre de 2017.

(Fdo.): Roberto Bustos Latorre, Secretario De La Comisión.
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MOCIÓN DE LOS SENADORES SEÑORES ARAYA, MONTES, IGNACIO WALKER Y ZALDÍVAR, CON LA QUE DAN INICIO A UN PROYECTO QUE MODIFICA EL ARTÍCULO SEGUNDO TRANSITORIO DE LA LEY N° 20.845, DE INCLUSIÓN ESCOLAR QUE REGULA LA ADMISIÓN DE LOS Y LAS ESTUDIANTES, ELIMINA EL FINANCIAMIENTO COMPARTIDO Y PROHÍBE EL LUCRO EN ESTABLECIMIENTOS EDUCACIONALES QUE RECIBEN APORTES DEL ESTADO, PARA POSTERGAR POR UN AÑO LA OBLIGACIÓN DE LOS SOSTENEDORES PARTICULARES QUE NO ESTÉN ORGANIZADOS COMO PERSONA JURÍDICA, DE CAMBIAR LA NATURALEZA DE LA MISMA

(11.446-04)
Considerando:
El 8 de junio de 2015 fue publicada la ley N° 20.845, llamada "de inclusión", que estableció el fin del lucro, la selección y el financiamiento compartido.
Para hacer efectiva la prohibición del lucro en la educación financiada a través de aportes estatales, esta ley estableció una serie de obligaciones y prohibiciones para los sostenedores de establecimientos subvencionados, tales como la obligación de constituirse como personas jurídicas sin fines de lucro; la limitación del uso de todos los recursos del establecimiento a un listado de fines educativos definidos en la ley; la obligación de ser dueño del inmueble en que funciona el establecimiento educacional respectivo; y el aumento de las exigencias administrativas relacionadas a la rendición de cuentas y a la entrega de información.
A su vez, se estableció un período de transición para que los sostenedores pudieran ajustarse a las nuevas exigencias, el cual hasta este momento ha tenido severas dificultades prácticas.
Tales dificultades tienen que ver principalmente con los siguientes aspectos:
1.- La ley ordenó a los sostenedores de establecimientos educacionales particulares subvencionados constituidos como sociedades de giro único, el transferir la calidad de sostenedor a una persona jurídica sin fines de lucro. El plazo establecido para ello vence el 31 de diciembre del presente año y la consecuencia de no cumplir con esta obligación significa que el establecimiento educacional deja de percibir la subvención del Estado quedando sólo la posibilidad de que éstos pasen a ser particulares pagados o bien dejen de funcionar.
La información disponible a la fecha muestra que tal plazo no se cumplirá, generándose un gravísimo problema para miles de estudiantes y sus familias. Del total de establecimientos educacionales que debían realizar el trámite, a la fecha solo lo han completado 726, es decir, apenas un 12,4% del universo total de establecimientos particulares subvencionados.
2.- La ley de inclusión estableció la obligación para los sostenedores de ser propietarios de los inmuebles en que funcionan los colegios. Sin embargo, a la fecha no existe certeza de cómo funcionaría el complejo sistema de créditos bancarios indispensable para realizar las operaciones inmobiliarias, incluyendo la indeterminación de los valores que se le asignarían a los inmuebles.
3.- La ley, pese a la modificación que se le introdujo hace solo seis meses, mediante la llamada ley miscelánea (ley N° 20.993), consagra un complejo sistema de arrendamiento de inmuebles, en el período previo a aquel en que los sostenedores deben adquirir los mismos, que es urgente simplificar a la brevedad.
El conjunto de situaciones descritas y de incertidumbres no despejadas, está llevando a un número creciente de colegios a optar por transformarse en particulares pagados.
En razón de lo anterior, resulta imperiosos postergar en al menos en un año la obligación para los colegios de cambiar su naturaleza jurídica. En dicho plazo además es necesario que se constituya una Comisión de trabajo transversal y técnica, de alto nivel, que incluya tanto a autoridades como a expertos educacionales, junto a los actores sociales involucrados, para efectos de que se revisen las situaciones precedentemente expuestas y puedan dar una solución a tantas familias que hoy se encuentran en la total incertidumbre.

La Comisión antes reseñada - similar a la propuesta por el Gobierno para la transición del proyecto de Nueva Educación Pública - debiera poder concluir su trabajo antes del 31 de Diciembre del presente año 2017, a fin de que sea la actual administración la que proponga los ajustes necesarios a la legislación.
Por lo anterior es que los senadores firmantes vienen en presentar el siguiente proyecto de ley:
"Artículo Único.- Reemplázase en el inciso primero del artículo segundo transitorio de la ley N° 20.845, de Inclusión Escolar, que regula la admisión de los y las estudiantes, elimina el financiamiento compartido y prohíbe el lucro en establecimientos educacionales que reciben aportes del Estado, la expresión "Hasta el 31 de diciembre de 2017" por "Hasta el 31 de diciembre de 2018".

(Fdo.): Pedro Araya Guerrero, Senador.- Carlos Montes Cisternas, Senador.- Ignacio Walker Prieto, Senador.- Andrés Zaldívar Larraín, Senador.
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INFORME DE LA COMISIÓN DE GOBIERNO, DESCENTRALIZACIÓN Y REGIONALIZACIÓN RECAÍDO EN EL PROYECTO DE LEY, EN SEGUNDO TRÁMITE CONSTITUCIONAL, QUE DECLARA FERIADO EL DÍA 2 DE OCTUBRE PARA LA REGIÓN DE LOS RÍOS 

(9.606-06)

HONORABLE SENADO:


Vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de informar acerca del proyecto de ley señalado en el epígrafe, en segundo trámite constitucional, iniciado en Moción de los Honorables Diputados señores Bernardo Berger Fett, Marcelo Chávez Velásquez, Iván Flores García, Enrique Jaramillo Becker, Juan Enrique  Morano Cornejo y Ricardo Rincón González, respecto del cual, no se ha hecho presente urgencia para su despacho.


Se hace presente que, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 127 del Reglamento de la Corporación, la Comisión discutió en general y en particular esta iniciativa de ley, por tratarse de un proyecto de artículo único y acordó unánimemente proponer al Excelentísimo señor Presidente que en la Sala sea considerado del mismo modo.

A la sesión en que se analizó esta iniciativa legal asistieron, además de los miembros de la Comisión, el Honorable Senador señor De Urresti y los Honorables Diputados señores Bernardo Berger e Iván Flores. 


Asimismo, asistieron las siguientes personas:


- El Intendente de la Región de Los Ríos, señor Ricardo Millán.

- Los Consejeros Regionales de la Región de Los Ríos, señores Luis Quezada y Eduardo Hölck.

- Del Ministerio Secretaría General de la Presidencia: el Asesor, señor Hernán Campos.


- De la Bancada PS: el Abogado Coordinador, señor Héctor Valladares y el Asesor, señor Francisco Aedo.


- El Asesor de la Senadora Von Baer, señor Jorge Barrera.


- El Asesor del Senador Espina, señor Fredy Vásquez.


- El Asesor del Senador Quinteros, señor Jorge Frites.

- - -

OBJETIVO DEL PROYECTO


Declarar feriado el día 2 de octubre de 2017 para la Región de Los Ríos.

- - -

ANTECEDENTES

Para el debido estudio de este proyecto de ley se han tenido en consideración, entre otros, los siguientes:

ANTECEDENTES JURÍDICOS

1.- Constitución Política, artículo 19, N° 21.


2.- Código del Trabajo, artículo 38.


3.- Ley N° 20.517, que declaró feriado para la comuna de Puerto Natales el día 31 de mayo de 2011.


4.- Ley N° 19.973, que declaró feriados obligatorios e irrenunciables las fechas que indica.


5.- Ley N° 20.778, que establece día 20 de septiembre, feriado regional en la cuarta Región de Coquimbo, con motivo de la celebración de la Fiesta de la Pampilla.


6.- Ley N° 21.028, que establece como feriado el día 10 de agosto de 2017 en la Región de Tarapacá, con motivo de la fiesta religiosa de San Lorenzo.


7.- Ley N° 21.029, que establece como feriado el día 10 de agosto de 2017 en la Región de Atacama, con motivo de celebrarse el día del Minero.


8.- Ley N° 21.034, que declara feriado para la Región de Magallanes y la Antártica Chilena y para la provincia de Chiloé, el día 21 de septiembre.

ANTECEDENTES DE HECHO


La Moción con que se inició el trámite legislativo de este proyecto expresa que con la creación de la Región de los Ríos no sólo se concretó un acontecimiento político o administrativo, sino que también se realizó un acto de justicia territorial con la ex provincia de Valdivia y con una sociedad reclamante.


Agrega que la Presidenta Bachelet promulgó la ley que crea la Región de Los Ríos el 16 de marzo del año 2007 y que a partir de ese momento empezaron a correr los ciento ochenta días que, a partir de su publicación en el diario oficial, establecía para que la nueva Región tomara las responsabilidades administrativas y jurídicas que le competían. 


Agrega que ese plazo, de ciento ochenta días se cumplió el día 2 de octubre y que por lo tanto la Región de Los Ríos nace oficialmente el 2 de octubre, después que un delegado presidencial diseñara el aparato público de la región, la estructura administrativa y orgánica del gobierno regional y de las más de sesenta instituciones que había que crear y poner en marcha. 


En este contexto, dice, la XIV Región de los Ríos nace formalmente como tal el día 2 de Octubre del año 2007, fecha en la cual entró en vigor la ley N° 20.174 que "Crea la Región de Los Ríos y la provincia del Ranco y su territorio", ley que en sus dos primeros artículos señala lo siguiente:


"Artículo 1°.- Créase la XIV Región de Los Ríos, capital Valdivia, que comprende las Provincias de Valdivia y la del Ranco que se crea en virtud del artículo siguiente.


Artículo 2°.- La provincia de Valdivia comprende las comunas de: Valdivia, Mariquina, Lanco, Los Lagos, Corral, Máfil, Panguipulli y Paillaco. Su capital es la ciudad de Valdivia.


Créase la provincia de Ranco, que comprende las comunas de: La Unión, Futrono, Río Bueno y Lago Raneo. Su capital es la ciudad de La Unión."


Señala que la Región de Los Ríos es de joven edad pero que en sus habitantes se ha inculcado una identidad local propia desde hace muchos años, y que en la actualidad en la Región de Los Ríos se conmemora la fecha que se propone establecer como feriado regional mediante la entrega de la medalla "2 de Octubre", con la cual el Consejo Regional distingue a personas e instituciones que han contribuido de manera sustancial al desarrollo de la Región. Adicionalmente, recalca, ese día se realiza también un tradicional desfile de aniversario sólo suspendido el 2012 debido a un gran incendio en centro de la ciudad de Valdivia.


Hace hincapié en que esta es una región que no nace del Ejecutivo sino que surge a partir del reclamo ciudadano de la comunidad que buscaba ser el actor más relevantes en la construcción de su propio destino, lo que finalmente vio sus frutos en los gobiernos de Frei, Lagos y Bachelet que recogieron dicho clamor y modificaron la Constitución, presentaron el proyecto y promulgaron la ley respectiva.


Agregan sus autores indicando que la declaración de este feriado contribuirá a que los habitantes de la región puedan celebrar en familia y comunidad, y a que estos actos reconozcan el valor de los movimientos ciudadanos, todo ello en el contexto de un día festivo.


Por último la Moción enfatiza que la legislación permite que se establezcan feriados regionales en el país y que un ejemplo de aquello es la ley N° 20.633, declaró feriado el día 7 de junio para la región de Arica y Parinacota por conmemorarse aquel día el Asalto y la Toma del Morro de Arica. 

- - -

DISCUSIÓN EN GENERAL Y EN PARTICULAR


El texto del proyecto de ley en informe es el que sigue:


“Artículo único.- Declárase feriado el día 2 de octubre de cada año para la región de Los Ríos.”.
- - -


Al inicio del estudio del proyecto en informe, el Honorable Senador señor Quinteros hizo presente que la iniciativa debiera ser acotada sólo para el presente año, tanto en consideración al criterio con que previamente el Senado ha resuelto estos proyectos como porque de acuerdo a la iniciativa legal presentada por el Ejecutivo, correspondiente al Boletín N° 11.349-06, la determinación de un feriado regional será entregada a los respectivos Gobiernos Regionales. Además, expresó que, en caso de aprobarse, debiera consignarse con mayúscula el nombre de la región que, de acuerdo a la ley que la creó, es Región de Los Ríos.

La Honorable Senadora señora Von Baer destacó la preocupación del Intendente y miembros del Consejo Regional presentes, quienes han elaborado un programa para conmemorar los diez años de la creación de la Región de Los Ríos, que es el hito que da origen a esta iniciativa. 


Agregó que le parece adecuado regular la materia de feriados regionales en términos generales, pero que también conoce de la preocupación regional por este décimo aniversario, y que espera que en el contexto de un día feriado les sea posible a todos reflexionar sobre el futuro de la Región y su desarrollo en beneficio de sus habitantes.


El Honorable Senador señor Espina manifestó que votaría a favor el establecimiento de un nuevo feriado regional por esta única vez, haciendo presente la urgente necesidad de tramitar el proyecto que regula el establecimiento de feriados regionales que recientemente presentara el Ejecutivo, lo que evitará prolongar la situación actual que está generando un desorden administrativo y económico en las regiones del país debido a la proliferación de iniciativas que buscan establecer feriados locales y regionales. 


El Honorable Senador señor Quinteros señaló que compartía los planteamientos anteriores, y que sólo deseaba dejar constancia que, a diferencia de lo que se ha dicho, nunca ha estado en contra de la creación de la Región de Los Ríos sino que sólo ha sido fiel a su convicción en orden a que es preferible la existencia de macro regiones en el país, que tengan reales posibilidades de oponerse al natural centralismo, que en tal convencimiento votó en contra de la creación de la Región del Ñuble pese a que en una primera lectura ello pudiera resultar impopular. Sin perjuicio de ello, manifestó su alegría por aprobar este feriado que reconoce a la Región de Los Ríos.





Finalmente, el señor Presidente de la Comisión, acogiendo las observaciones formuladas y el criterio previamente adoptado por la Comisión en proyectos similares, sometió a votación el proyecto reemplazando la expresión “cada año” por “2017”, y consignando con mayúscula inicial la voz “región”.

-Sometido a votación con las modificaciones antes expuestas, el proyecto fue aprobado en general y en particular por la unanimidad de los miembros presentes de vuestra Comisión, Honorables Senadores señora Von Baer y señores Espina y Quinteros (Presidente).
- - -

MODIFICACIONES


En conformidad a los acuerdos adoptados, vuestra Comisión tiene el honor de proponeros aprobar el proyecto de la Honorable Cámara de Diputados con las siguientes modificaciones:


-- En su artículo único, reemplazar las palabras “cada año” por el número “2017”, y consignar con mayúscula inicial la voz “región”.

- - -

TEXTO DEL PROYECTO


En virtud de la modificación aprobada, vuestra Comisión de Gobierno, Descentralización y Regionalización tiene el honor de proponeros aprobar el proyecto de ley en informe, en general y en particular, cuyo texto es el siguiente:


PROYECTO DE LEY:

“Artículo único.- Declárase feriado el día 2 de octubre de 2017 para la Región de Los Ríos.”.

- - -


Acordado en sesión celebrada el día 20 de septiembre de 2017, con asistencia de los Honorables Senadores señora Ena Von Baer Jahn y señores Rabindranath Quinteros Lara (Presidente) y Alberto Espina Otero.

Sala de la Comisión, a 20 de septiembre de 2017.

(Fdo.): Juan Pablo Durán, Secretario de la Comisión.
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